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PRESENTACIÓN
Es sumamente grato para mí como Jefe del Ministerio Público que esta cuarta edición actualizada del Código de la 
Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006), se entregue a todos los que se interesan y laboran en temas de la niñez y 
la adolescencia, cuando, precisamente, en el presente año se celebran los 180 años de creación de esta institución, que 
tuvo origen en la Carta Fundamental de 1830. 

Asimismo, vale la pena exaltar que esta publicación coincide también con el vigésimo aniversario de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, y con la celebración de los veinte años de existencia de la Procuraduría Delegada para 
la Defensa del Menor y de la Familia, denominada en la actualidad Procuraduría Delegada para la Defensa de los 
Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, según mandato de la Ley 1098 de 2006.

Esta normatividad, en sus tres años de vigencia ha sido aplicada por la mencionada dependencia en cumplimiento 
de las funciones asignadas por el artículo 95 de esa ley al Ministerio Público, tales como, la de «promover, divulgar, 
proteger y defender los Derechos Humanos de la Infancia en las instituciones públicas y privadas con énfasis en el 
carácter prevalente de sus derechos, de su interés superior y sus mecanismos de protección frente a amenazas 
y vulneraciones» y de «promover el conocimiento y la formación de los niños, las niñas y los adolescentes para el 
ejercicio responsable de sus derechos», con el compromiso constante de que en todos los procesos judiciales y 
administrativos de restablecimiento de los derechos la niñez y la adolescencia se les brinde el trato particularmente 
deferente señalado en las normas de la Constitución Política y en los Tratados o Convenios Internacionales de Derechos 
Humanos ratificados por Colombia, que forman parte integral del aludido Código, según voces de su artículo 6º.     

De manera que las procuradurías judiciales de familia han continuado ejerciendo sus funciones de vigilancia superior 
y de intervención ante las autoridades administrativas y judiciales, según las directrices enmarcadas en la Constitución 
Política, con el compromiso adquirido de responder a cabalidad en beneficio de la institución familiar y de los sujetos 
que tienen protección reforzada, teniendo como derrotero constante el interés prevaleciente y superior de los menores 
de edad y del respeto a su dignidad humana. 

En lo que atañe al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes previsto en el Libro Segundo del Código de la 
Infancia, el que a la fecha se implementó ya completamente en sus seis fases en todo el país, por cuanto su aplicación 
fue inicialmente gradual, se torna imperioso seguir avanzado en la aplicación del principio de corresponsabilidad por 
parte de la familia, la sociedad y el Estado, en aras de que tanto víctimas o victimarios de delitos puedan recibir un 
tratamiento que logre ofrecerles un efectivo restablecimiento de sus derechos y se cumpla adecuadamente la finalidad 
pedagógica y diferenciada en relación con el sistema de adultos. Así como la aplicación en todo momento de los 
mecanismos de justicia restaurativa en especial el principio de oportunidad. 

Agradezco a todos aquellos que hicieron sus aportes para hacer posible esta publicación, especialmente, a la 
Procuradora Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, doctora ilva myriam 
hoyos castañeda, obra que se convertirá en una herramienta obligada de consulta por parte de los funcionarios que tienen 
a cargo amparar los intereses supremos de los niños, las niñas y los adolescentes, señalados y garantizados tanto en 
instrumentos internacionales, como en la Constitución Política y en las leyes, por cuanto esta nueva edición contiene 
recientes pronunciamientos de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, que 
permitirá actualizar y ampliar conocimientos en esta sensible temática. 

Finalmente, sinceros agradecimientos a la organización Visión Mundial Colombia y a todo su equipo, por cuanto con la 
valiosa colaboración brindada ha sido posible presentar a ustedes esta nueva edición.   

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
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POR UN PAÍS POSIBLE

Visión Mundial es una organización fundada hace 60 años durante el conflicto armado en Corea, con la premisa de 
asistir a las niñas y niños huérfanos como resultado de la guerra. Definida por su perfil cristiano, de desarrollo, ayuda 
humanitaria y promoción de la justicia, Visión Mundial está dedicada a trabajar con niños, niñas, adolescentes y 
jóvenes, sus familias y comunidades, en zonas vulnerables y de escasos recursos, sin distinción política, religiosa, de 
raza, etnia o género. De ahí, uno de sus mayores aportes: valorar la dignidad humana.

En Colombia, Visión Mundial acompaña desde 1976 iniciativas de desarrollo y proyectos de organización y participación 
comunitaria de largo alcance, en las cuales los resultados se logran en períodos de trabajo que van entre quince y 
veinte años. Actualmente, en comunidades de 9 ciudades del país, distribuidas en los departamentos de Antioquia 
(Medellín), Atlántico (Barranquilla y Soledad), Cauca (Silvia y Santander de Quilichao), Santander (Bucaramanga), Tolima 
(Ibagué), Quindío (Armenia) y Valle (Cali).

El cubrimiento poblacional de la organización está hecho directamente con más de 70 mil niñas, niños, adolescentes 
y jóvenes, quienes participan de los programas ejecutados bajo la premisa de que ellos y ellas, sus familias y 
comunidades, son quienes definen sus prioridades y dinámica en la búsqueda de su progreso y desarrollo. 

La organización, orienta sus acciones en la búsqueda y garantía del bienestar y la vida plena para cada niño, niña, 
adolescente y joven; contribuyendo a su transformación, la de sus familias y comunidades, a través de iniciativas, 
proyectos y programas, que realiza en asocio con las comunidades, así como con las autoridades e instituciones 
locales, organizaciones pares y socios clave con quienes se comparten metas comunes.

Uno de los aportes significativos de Visión Mundial a la niñez y juventud colombianas, ha sido su trabajo permanente 
por su reconocimiento como sujetos de derechos y protagonistas de su transformación. Esta iniciativa se lleva a cabo 
a través de su trabajo de incidencia política y su apoyo a iniciativas como el Movimiento Niños, Niñas, Adolescentes 
y Jóvenes Gestores de Paz, que vincula actualmente a más de 12.000 participantes en un proyecto de país posible, 
capaz de tramitar sus diferencias, reconociendo el valor de sus singularidades y empeñado en instalar una cultura de 
paz en el derecho al disenso y la obligación de llegar a nuevos resultados en la negociación.

Este documento hace parte del asocio con la Procuraduría General de la Nación, en particular la Delegada para la 
Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, en el interés de promover el ejercicio y pedagogía 
de los derechos ciudadanos desde la familia.

Visión Mundial
Colombia
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CÓDIGO DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA

(Ley 1098 de noviembre 8 de 2006)

El Congreso de Colombia

DECRETA:

LIBRO PRIMERO

LA PROTECCIÓN INTEGRAL

T Í T U L O I

DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I

Principios y definiciones

Artículo 1º. Finalidad. Este Código tiene por finalidad garantizar a los niños, a las niñas y a los adolescentes su pleno 
y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de la familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor 
y comprensión. Prevalecerá el reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin discriminación alguna. 

Artículo 2º. Objeto. El presente Código tiene por objeto establecer normas sustantivas y procesales para la protección 
integral de los niños, las niñas y los adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades consagrados 
en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las leyes, así como su 
restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de la familia, la sociedad y el Estado. 

Conc.: Convención sobre los Derechos del Niño.

 
Artículo 3º. Sujetos titulares de derechos. Para todos los efectos de esta ley son sujetos titulares de derechos todas 
las personas menores de 18 años. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34 del Código Civil, se entiende por niño 
o niña las personas entre los 0 y los 12 años, y por adolescente las personas entre 12 y 18 años de edad. 

Parágrafo 1º. En caso de duda sobre la mayoría o minoría de edad, se presumirá esta. En caso de duda sobre la edad 
del niño, niña o adolescente se presumirá la edad inferior. Las autoridades judiciales y administrativas, ordenarán la 
práctica de las pruebas para la determinación de la edad, y una vez establecida, confirmarán o revocarán las medidas 
y ordenarán los correctivos necesarios para la Ley. 

Parágrafo 2º. En el caso de los pueblos indígenas, la capacidad para el ejercicio de derechos, se regirá por sus propios 
sistemas normativos, los cuales deben guardar plena armonía con la Constitución Política. 

Conc.: Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 1º. 

Nota: La expresión subrayada “…Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34 del Código Civil, se entiende por niño o niña las 
personas entre los 0 y los 12 años, y por adolescente las personas entre 12 y 18 años de edad…”, contenida en el artículo 3º fue 
declarada exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-740 de 23 de julio de 2008.  M. P.: Jaime Araújo Rentería. 

Artículo 4º. Ámbito de aplicación. El presente Código se aplica a todos los niños, las niñas y los adolescentes 
nacionales o extranjeros que se encuentren en el territorio nacional, a los nacionales que se encuentren fuera del país 
y a aquellos con doble nacionalidad, cuando una de ellas sea la colombiana. 

Conc.: Artículo 96 de la C.P.; artículo 19 del C.C.; Ley 43 de 1993.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 2. 

Artículo 5º. Naturaleza de las normas contenidas en este Código. Las normas sobre los niños, las niñas y los 
adolescentes, contenidas en este Código, son de orden público, de carácter irrenunciable y los principios y reglas en 
ellas consagrados se aplicarán de preferencia a las disposiciones contenidas en otras leyes. 

Conc.: Artículos 275-284 de la C.P.; artículo 16 del C.C. 
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Artículo 6º. Reglas de interpretación y aplicación. Las normas contenidas en la Constitución Política y en los 
Tratados o Convenios Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia, en especial la Convención sobre 
los Derechos del Niño, harán parte integral de este Código, y servirán de guía para su interpretación y aplicación. En 
todo caso, se aplicará siempre la norma más favorable al interés superior del niño, niña o adolescente. 

La enunciación de los derechos y garantías contenidos en dichas normas, no debe entenderse como negación de otras 
que, siendo inherentes al niño, niña o adolescente, no figuren expresamente en ellas. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este inciso (parcial) por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-961 de 14 de noviembre de 2007. Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla. 

Conc.: Declaración Universal de los Derechos Humanos: La infancia tiene derecho a cuidados especiales. 

Declaración de Ginebra de 1924 sobre Derechos del Niño. 

Declaración sobre los Derechos del Niño de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1959. 

Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966, artículos 24 y 232. 

Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 10. 

Convención sobre los Derechos del Niño. Asamblea General de Naciones Unidas de 1989. 

Convenio sobre aspectos civiles del secuestro internacional de niños, suscrito en La Haya en 1980. 

Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción internacional de 1993. 

Convenios de la OIT 132 de 1998 sobre la edad mínima para el trabajo, y 182 de 1999 sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la 

acción inmediata para su eliminación. 

Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la 

pornografía ratificado por Colombia mediante la Ley 765 de 2002. 

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados.

Estatuto de la Corte Penal Internacional, Crimen de Guerra y de Lesa Humanidad: Reclutar menores de 15 años para participar en el conflicto armado. 

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”.

Jurisprudencia:
Sentencia C-240  de abril 1º de 2009, M.P.: Mauricio González Cuervo. 
Sentencia C-355 de mayo 10 de 2006, M.P.: Jaime Araújo Rentería y Clara Inés Vargas Hernández. 
Sentencia C-118 de febrero 22 de 2006, M.P.: Jaime Araújo Rentería.
Sentencia C-997 de octubre 12 de 2004, M.P.: Jaime Córdoba Triviño. 
Sentencia C-170 de marzo 2 de 2004, M.P.: Rodrigo Escobar Gil

Sentencia C-1068 de diciembre 3 de 2002, M.P.: Jaime Araújo Rentería.   
Sentencia C-774 de julio 26 de 2001, M.P.: Rodrigo Escobar Gil.
Sentencia T-1319 de febrero de 2001, M.P.: Rodrigo Uprimy Yepes.
Sentencia T-256 de marzo 6 de 2000, M.P.: José Gregorio Hernández Galindo.
Sentencia C-225 de mayo 18 de 1995, M.P.: Alejandro Martínez Caballero.

Artículo 7º. Protección integral. Se entiende por protección integral de los niños, niñas y adolescentes el 
reconocimiento como sujetos de derechos, la garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o 
vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del principio del interés superior. 

La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas y acciones que se ejecuten en 
los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros, 
físicos y humanos. 

Conc.: Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 3º.2

Jurisprudencia: “…En conclusión, los menores son sujetos de especial protección constitucional por expreso mandato constitucional. Debido 
a que tal condición implica el reconocimiento de su situación de extrema vulnerabilidad, el Estado tiene la obligación de brindarles protección 
y asistencia, así como de garantizar de manera reforzada las condiciones necesarias para el pleno ejercicio de todos sus derechos…” (Corte 
Constitucional, Sentencia T-282 de  marzo 14 de 2008,  M.P.: Mauricio González Cuervo).
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Jurisprudencia:  “…En tal sentido, encuentra la Sala que procede la acción de tutela  interpuesta por… como agente oficioso de su nieta; 
por ser esta una menor de edad, (…), que se encuentra imposibilitada para ejercer su propia defensa…”.,

“…Así mismo, se concluye que procede la acción de tutela  contra la Sra…, como particular, pues su menor hija se encuentra en estado de 
subordinación e indefensión con relación a ésta, por el nexo familiar que las une, lo que permite que un tercero enerve un amparo de tutela 
solicitando la protección de sus derechos…” (Corte Constitucional, Sentencia T-625 de junio 26 de 2008, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra).   

Jurisprudencia: “...Es necesario, como regla general, asegurar el desarrollo armónico, integral, normal y sano de los niños, desde los puntos 
de vista físico, psicológico, afectivo, intelectual y ético, así como la plena evolución de su personalidad. Esta obligación, compete a la familia, la 
sociedad y el Estado, quienes deben brindar la protección y la asistencia necesarias para materializar el derecho de los niños a desarrollarse 
integralmente, teniendo en cuenta las condiciones, aptitudes y limitaciones propias de cada menor...” (Corte Constitucional, Sentencia T-510 
de junio 19 de 2003, M. P.: Manuel José Cepeda Espinosa). 

Jurisprudencia: “...Protección del menor frente a riesgos prohibidos, ésta premisa, entendida como el despliegue de amparo y protección 
que los padres ejercen sobre sus hijos con el fin de evitar abusos y arbitrariedades sobre los menores, resguardándolos de riesgos extremos 
que amenacen su desarrollo armónico, tales como el alcoholismo, la drogadicción, la prostitución, la violencia física o moral, la explotación 
económica o laboral, y en general, el irrespeto por la dignidad humana en todas sus forma, exige de los padres un constante ejercicio de 
ponderación, pues no se trata de un derecho absoluto y carente de límites. Por el contrario, la loable protección y cuidado de los ascendientes 
sobre su progenie, en cumplimiento del mandato legal que  insta a los padres a cuidar, criar, corregir, alimentar, educar y amar a sus hijos, debe 
además conciliarse con los derechos fundamentales en cabeza del menor, lo que significa que el padre o la madre debe realizar un constante 
ejercicio de ponderación entre la protección que despliega sobre su hijo, la potencialidad del riesgo y la libertad requerida por el menor para 
su sano desarrollo integral, todo ello según cada fase de desarrollo del niño”. 

“La complejidad que ésta premisa envuelve demanda una constante estimación entre el cumplimiento de las obligaciones que recaen en los 
padres y los incuestionables derechos de sus hijos, así como una exigente adaptación de los padres a la evolución del menor y los riesgos 
potenciales según cada etapa de su desarrollo. Así, la protección de los padres frente a los riesgos prohibidos de sus hijos debe entonces 
valorarse en cada caso concreto, a fin de delimitar la magnitud de tales riesgos, según el entorno del menor y teniendo siempre como guía el 
bienestar de cada niño en particular.”  (Corte Constitucional, Sentencia T-900 de 3 de noviembre de 2006, M.P.: Jaime Córdoba Triviño).

Artículo 8º. Interés superior de los niños, las niñas y los adolescentes. Se entiende por interés superior del niño, 
niña y adolescente, el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de 
todos sus derechos humanos, que son universales, prevalentes e interdependientes. 

Conc.: Artículo 44 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 9.

Jurisprudencia: “La Corte ha indicado que el principio del «interés superior del menor» surge como desarrollo constitucional de decisiones 
políticas fundamentales respecto al valor que el menor ocupa en las sociedades contemporáneas. A este respecto, la Corporación ha indicado: 

”«Esta nueva visión del menor se justificó tanto desde una perspectiva humanista–que propende la mayor protección de quien se encuentra en 
especiales condiciones de indefensión –, como desde la ética que sostiene que sólo una adecuada protección del menor garantiza la formación 
de un adulto sano, libre y autónomo. La respuesta del derecho a estos planteamientos consistió en reconocerle al menor una caracterización 
jurídica específica fundada en sus intereses prevalentes. Tal reconocimiento quedó plasmado en la Convención de los Derechos del Niño 
(artículo 3°) y, en Colombia, en el Código del Menor (Decreto 2737 de 1989). Conforme a estos principios, la Constitución Política elevó al niño 
a la posición de sujeto merecedor de especial protección por parte del Estado, la sociedad y la familia (artículos 44 y 45). 

”»Ahora bien, el interés superior del menor no constituye una cláusula vacía susceptible de amparar cualquier decisión. Por el contrario, 
para que una determinada decisión pueda justificarse en nombre del mencionado principio, es necesario que se reúnan, al menos, cuatro 
condiciones básicas: (1) en primer lugar, el interés del menor en cuya defensa se actúa debe ser real, es decir, debe hacer relación a sus 
particulares necesidades y a sus especiales aptitudes físicas y sicológicas; (2) en segundo término, debe ser independiente del criterio 
arbitrario de los demás y, por tanto, su existencia y protección no dependen de la voluntad o capricho de los padres o de los funcionarios 
públicos encargados de protegerlo; (3) en tercer lugar, se trata de un concepto relacional, pues la garantía de su protección se predica frente 
a la existencia de intereses en conflicto cuyo ejercicio de ponderación debe ser guiado por la protección de este principio; (4) por último, debe 
demostrarse que dicho interés tiende a lograr un beneficio jurídico supremo consistente en el pleno y armónico desarrollo de la personalidad 
del menor...»” (Corte Constitucional, Sentencias T-587 de octubre 20 de 1998 y T-408 de septiembre 12 de 1995). 
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Jurisprudencia: “…los criterios relevantes para el caso que la jurisprudencia ha señalado para determinar el mejor interés del menor 
son: i) la garantía del desarrollo integral del menor; ii) la preservación de las condiciones necesarias para el pleno ejercicio de los derechos 
fundamentales del menor; iii) la protección del menor frente a riesgos prohibidos; iv) la necesidad de evitar cambios desfavorables en las 
condiciones presentes del niño involucrado…” (Corte Constitucional, Sentencia T-090 de febrero 8 de 2007, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa).

“...El interés superior del menor refleja una norma ampliamente aceptada por el derecho internacional, consistente en que al menor se le 
debe otorgar un trato preferente, acorde con su caracterización jurídica en tanto sujeto de especial protección, de forma tal que se garantice 
su desarrollo integral y armónico como miembro de la sociedad. El interés superior del menor no constituye un ente abstracto, desprovisto de 
vínculos con la realidad concreta, sobre el cual se puedan formular reglas generales de aplicación mecánica. Al contrario: el contenido de dicho 
interés, que es de naturaleza real y relacional, sólo se puede establecer prestando la debida consideración a las circunstancias individuales, 
únicas e irrepetibles de cada menor de edad, que en tanto sujeto digno, debe ser atendido por la familia, la sociedad y el Estado con todo el 
cuidado que requiere su situación personal...

... Para establecer cuáles son las condiciones que mejor satisfacen el interés superior de los niños en situaciones concretas, debe atenderse 
tanto a consideraciones  (i) fácticas –las circunstancias específicas del caso, visto en su totalidad y no atendiendo a aspectos aislados–, como  
(ii) jurídicas –los parámetros y criterios establecidos por el ordenamiento jurídico para promover el bienestar infantil–. En ese mismo sentido, 
es necesario tener en cuenta que el interés del menor “debe ser independiente del criterio arbitrario de los demás y, por tanto, su existencia 
y protección no dependen de la voluntad o capricho de los padres o de los funcionarios públicos encargados de protegerlo”; no obstante, ello 
no implica que al momento de determinar cuál es la opción más favorable para un menor en particular, no se puedan tener en cuenta los 
derechos e intereses de las personas vinculadas con tal menor, en especial los de sus padres...” (Sentencia T-510 de junio 19 de 2003. M. 
P. Manuel José Cepeda Espinosa).

Jurisprudencia: “…El amplio consenso existente en las legislaciones nacionales e internacionales en el sentido de rodear a los niños de 
una serie de garantías y beneficios que los protejan en el proceso de formación y desarrollo de la infancia hacia la adultez, ha generado como 
principio orientativo para la resolución de los conflictos que involucren a un menor, el concepto del interés superior del menor, que se ha 
incorporado como eje central del análisis constitucional.

Desde ésta perspectiva de análisis, el menor se hace acreedor de un trato preferente que obedece a su caracterización jurídica como sujeto 
de especial protección. Y de la cual se deriva la titularidad de un conjunto de derechos que deben ser contrastados con las circunstancias 
específicas tanto del menor como de la realidad en la que se halla. Es así que el interés superior del menor posee un contenido de naturaleza 
real y relaciona criterio con el cual se exige una verificación y especial atención a los elementos concretos y particulares que distinguen a 
los menores, sus familias y en donde se encuentran presentes aspectos emotivos, culturales, creencias y sentimientos de gran calado en la 

sociedad”. (Corte Constitucional, Sentencia T-900 de 3 de noviembre de 2006, M.P.: Jaime Córdoba Triviño).

Artículo 9º. Prevalencia de los derechos. En todo acto, decisión o medida administrativa, judicial o de cualquier 
naturaleza que deba adoptarse en relación con los niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán los derechos de 
estos, en especial si existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de cualquier otra persona. 

En caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, administrativas o disciplinarias, se aplicará la norma más 
favorable al interés superior del niño, niña o adolescente. 

Conc.: Artículo 44 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 3º. 

Jurisprudencia: “…equilibrio entre los derechos de los niños y los de sus parientes, sobre la base de la prevalencia de los derechos del 
menor. Tal y como lo ha precisado la jurisprudencia de esta Corte, el interés superior y prevaleciente del menor es un concepto relacional, es 
decir que se predica de situaciones en las cuales deben armonizarse los derechos e intereses de un determinado niño con los de otra u otras 
personas con las cuales ha entrado en conflicto…”. “…el sentido mismo del verbo «prevalecer» implica, necesariamente, el establecimiento 
de una relación entre dos o más intereses contrapuestos en casos concretos, entre los cuales uno (el del menor) tiene prioridad en caso de no 
encontrarse una forma de armonización…” (Corte Constitucional, Sentencia T-090 de febrero 8 de 2007, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa).
	
Jurisprudencia: “…otro aspecto considerado por la jurisprudencia constitucional, en materia de procedencia de la acción de tutela para 
el restablecimiento de los derechos fundamentales de los menores, se relaciona con el carácter prevalente de los mismos y su derecho a 
exigir condiciones para que la igualdad ante la ley sea real y efectiva, «para así materializar (…) la particular atención y protección que el 
Constituyente otorgó a estas personas, dadas sus condiciones de vulnerabilidad, debilidad y marginalidad…»” (Corte Constitucional, Sentencia 

T-309 de  abril 4 de 2008, M.P. : Mauricio González Cuervo). 
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Artículo 10. Corresponsabilidad. Para los efectos de este Código, se entiende por corresponsabilidad, la concurrencia 
de actores y acciones conducentes a garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 
La familia, la sociedad y el Estado son corresponsables en su atención, cuidado y protección. 

La corresponsabilidad y la concurrencia aplican en la relación que se establece entre todos los sectores e instituciones 
del Estado. 

No obstante lo anterior, instituciones públicas o privadas obligadas a la prestación de servicios sociales, no podrán 
invocar el principio de la corresponsabilidad para negar la atención que demande la satisfacción de derechos 
fundamentales de niños, niñas y adolescentes. 

Jurisprudencia: “El artículo 44 de la Constitución Política prescribe que la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación 
equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación 
y la libre expresión de su opinión son derechos fundamentales de los niños, a lo cual agrega que éstos serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos.
 
”En el mismo contexto, la norma advierte que «la familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar 
su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos», por lo que, en atención a dicho mandato, cualquier «persona puede 
exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores». Lo anterior –se entiende– es consecuencia directa de 
lo previsto en el último aparte de la norma, según el cual, «los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás»” (Corte 
Constitucional, Sentencia T-137  de febrero 23 de 2006. M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra). 

Artículo 11. Exigibilidad de los derechos. Salvo las normas procesales sobre legitimidad en la causa para incoar 
las acciones judiciales o procedimientos administrativos a favor de los menores de edad, cualquier persona puede 
exigir de la autoridad competente el cumplimiento y el restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes. 

El Estado en cabeza de todos y cada uno de sus agentes tiene la responsabilidad inexcusable de actuar oportunamente 
para garantizar la realización, protección y el restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

Parágrafo. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, como ente coordinador del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar, mantendrá todas las funciones que hoy tiene (Ley 75/68 y Ley 7ª/79) y definirá los lineamientos técnicos que 
las entidades deben cumplir para garantizar los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, y para asegurar 
su restablecimiento. Así mismo coadyuvará a los entes nacionales, departamentales, distritales y municipales en la 
ejecución de sus políticas públicas, sin perjuicio de las competencias y funciones constitucionales y legales propias 
de cada una de ellas. 

Artículo 12. Perspectiva de género. Se entiende por perspectiva de género el reconocimiento de las diferencias 
sociales, biológicas y psicológicas en las relaciones entre las personas según el sexo, la edad, la etnia y el rol que 
desempeñan en la familia y en el grupo social. Esta perspectiva se debe tener en cuenta en la aplicación de este Código, 
en todos los ámbitos en donde se desenvuelven los niños, las niñas y los adolescentes, para alcanzar la equidad. 
Conc.: Ley 1257 de 2008, Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra 
las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se  dictan otras disposiciones; Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer; Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación Contra la Mujer; Convención Interamericana para Prevenir,  Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la mujer  
“Convención de BELEM DO PARA “; Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer; Convención Interamericana sobre la Concesión de 
Derechos Políticos a la Mujer; Convención Interamericana sobre la Nacionalidad de la Mujer.

Artículo 13. Derechos de los niños, las niñas y los adolescentes de los pueblos indígenas y demás grupos 
étnicos. Los niños, las niñas y los adolescentes de los pueblos indígenas y demás grupos étnicos, gozarán de los 
derechos consagrados en la Constitución Política, los instrumentos internacionales de derechos humanos y el presente 
Código, sin perjuicio de los principios que rigen sus culturas y organización social.

Conc.: Artículos 10, 68, 70 inc. 2; 80, 96, 171, 176 incs. 3º y 4º, 246, 329, 330 y 357 de la C.P. 
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Lineamientos ICBF. MARCO GENERAL, ORIENTACIONES DE POLÍTICA PÚBLICA Y LINEAMIENTOS TÉCNICOS DE ATENCIÓN DIFERENCIADA ICBF EN 

MATERIA DE FAMILIA, INFANCIA Y ADOLESCENCIA DE GRUPOS ÉTNICOS. El objetivo especifico de estos lineamientos es definir cómo debe actuar el ICBF 

sobre la base de una política de reconocimiento para realizar una atención diferenciada a los grupos étnicos de Colombia con el propósito de proteger 

integralmente los derechos de los niños, niñas y adolescentes indígenas, afrocolombianos, raizales y rom, mediante el fortalecimiento étnico y cultural 

de las comunidades (Aprobados  mediante Resolución Nº 3622, 14 de diciembre de 2007).

Artículo 14. La responsabilidad parental. La responsabilidad parental es un complemento de la patria potestad 
establecida en la legislación civil. Es además, la obligación inherente a la orientación, cuidado, acompañamiento y 
crianza de los niños, las niñas y los adolescentes durante su proceso de formación. Esto incluye la responsabilidad 
compartida y solidaria del padre y la madre de asegurarse que los niños, las niñas y los adolescentes puedan lograr el 
máximo nivel de satisfacción de sus derechos. 

En ningún caso el ejercicio de la responsabilidad parental puede conllevar violencia física, psicológica o actos que 
impidan el ejercicio de sus derechos. 

Conc.: Artículos 250-268 y 288-311 del C.C.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 18; Decreto 860 de marzo 16 de 2010, por 

el cual se reglamenta parcialmente la Ley 1098 de 2006.

Artículo 15. Ejercicio de los derechos y responsabilidades. Es obligación de la familia, de la sociedad y del 
Estado, formar a los niños, las niñas y los adolescentes en el ejercicio responsable de los derechos. Las autoridades 
contribuirán con este propósito a través de decisiones oportunas y eficaces y con claro sentido pedagógico. 

El niño, la niña o el adolescente tendrán o deberán cumplir las obligaciones cívicas y sociales que correspondan a un individuo 
de su desarrollo. 

En las decisiones jurisdiccionales o administrativas, sobre el ejercicio de los derechos o la infracción de los deberes se 
tomarán en cuenta los dictámenes de especialistas. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740 de 23 de julio de 2008. M. P.: Jaime Araújo Rentería.  

Artículo 16. Deber de vigilancia del Estado. Todas las personas naturales o jurídicas, con personería jurídica expedida 
por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o sin ella, que aún, con autorización de los padres o representantes 
legales, alberguen o cuiden a los niños, las niñas o los adolescentes son sujetos de la vigilancia del Estado.

De acuerdo con las normas que regulan la prestación del servicio público de Bienestar Familiar compete al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar como ente rector, coordinador y articulador del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, 
reconocer, otorgar, suspender y cancelar personerías jurídicas y licencias de funcionamiento a las Instituciones del Sistema 
que prestan servicios de protección a los menores de edad o la familia y a las que desarrollen el programa de adopción. 
Conc.: Artículo 189, numerales 21, 24 y 26 de la C.P. 

Capítulo II
Derechos y libertades

Artículo 17. Derecho a la vida y a la calidad de vida y a un ambiente sano. Los niños, las niñas y los adolescentes 
tienen derecho a la vida, a una buena calidad de vida y a un ambiente sano en condiciones de dignidad y goce de todos 
sus derechos en forma prevalente. 

La calidad de vida es esencial para su desarrollo integral acorde con la dignidad de ser humano. Este derecho supone 
la generación de condiciones que les aseguren desde la concepción cuidado, protección, alimentación nutritiva y 
equilibrada, acceso a los servicios de salud, educación, vestuario adecuado, recreación y vivienda segura dotada de 
servicios públicos esenciales en un ambiente sano. 

Parágrafo. El Estado desarrollará políticas públicas orientadas hacia el fortalecimiento de la primera infancia. 



25

Codigo de la Infancia y la Adolescencia 

Procuraduria General de la Nacion          

Artículo 18. Derecho a la integridad personal. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a ser 
protegidos contra todas las acciones o conductas que causen muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico. 
En especial, tienen derecho a la protección contra el maltrato y los abusos de toda índole por parte de sus padres, 
de sus representantes legales, de las personas responsables de su cuidado y de los miembros de su grupo familiar, 
escolar y comunitario. 

Para los efectos de este Código, se entiende por maltrato infantil toda forma de perjuicio, castigo, humillación o abuso 
físico o psicológico, descuido, omisión o trato negligente, malos tratos o explotación sexual, incluidos los actos sexuales 
abusivos y la violación y en general toda forma de violencia o agresión sobre el niño, la niña o el adolescente por parte 
de sus padres, representantes legales o cualquier otra persona. 

Nota: Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, únicamente por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia 
C-442 de julio 8 de 2009 . M.P: Humberto Antonio Sierra Porto. 

Jurisprudencia: “Los menores deben ser protegidos contra toda forma de abuso sexual, discriminación, maltrato y violencia, entre otras 
manifestaciones que alteran el libre desarrollo y formación de la infancia. Es necesario asegurar un ambiente sano y un desarrollo armónico, 
desde los aspectos físico, psicológico, afectivo, intelectual y ético, así como la plena evolución de su personalidad. La Constitución Política y 
los Tratados Internacionales establecen de manera clara, medidas de protección para los menores. La prevalencia de los derechos de los niños 
la reafirma la Carta en su artículo 44 y es consecuencia del especial grado de protección que requieren por su condición de vulnerabilidad e 
indefensión y en tanto se requiere salvaguardar su proceso de desarrollo y formación. 

”Ese artículo 44, constitucional, establece de manera clara, la protección y garantía a la vida, la integridad física, la salud, la seguridad social, la 
alimentación equilibrada, el nombre y la nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, al cuidado y amor, a la educación, cultura, 
recreación y la libre expresión de los niños. Por lo demás, para la Corte estos derechos no se agotan en tales enunciados” (Corte Constitucional, 
Sentencia T-723 de febrero 14 de 2006, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla). 

Jurisprudencia: “…En el nuevo contexto constitucional, el derecho y el deber que tienen los padres para corregir al hijo menor, si bien 
deriva de la autoridad que aquellos ejercen sobre éste, y es indispensable para la estabilidad de la familia, para el logro de los fines que les 
corresponden, y es inherente a la función educativa que a los progenitores se les confía, la patria potestad no puede traducirse en decisiones 
que violenten o transgredan los derechos fundamentales del menor, de hecho por ejemplo, en aras de educar y corregir al hijo el padre no 
puede maltratarlo y agredirlo sin atentar contra sus derechos fundamentales a la integridad personal y a la dignidad; tampoco puede el titular 
de la patria potestad tomar decisiones que afecten a sus hijos, contrarias o nugatorias de su condición de ser dotado de una relativa autonomía, 
salvo que con ellas el menor ponga en peligro su propia vida…” (Corte Constitucional, Sentencia C-1003 de noviembre 22 de 2007.  M-P.: 
Clara Inés Vargas).

Conc.: Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 19, 32, 33, 34, 36, 38 y 39; Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía; Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados.

Ley 679 de 2001 y Ley 1146 de 2007.
Ley 1146 de Julio 10 de 2007. “Por medio de la cual se expiden normas para la prevención de la violencia sexual y atención integral de los 
niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente”.

Conc.: Lineamientos ICBF. Lineamiento Técnico Administrativo para la Atención en el Programa de Acogida y Desarrollo a niños, niñas y 

adolescentes en condiciones de explotación sexual comercial y en situación de vida en calle (Resolución 3917 de  septiembre 19 2008).

Artículo 19 (Nuevo). Derecho a la rehabilitación y la resocialización. Los niños, las niñas y los adolescentes 
que hayan cometido una infracción a la ley tienen derecho a la rehabilitación y resocialización, mediante planes y 
programas garantizados por el Estado e implementados por las instituciones y organizaciones que este determine en 
desarrollo de las correspondientes políticas públicas. 

Conc.: Convención sobre los Derechos del Niño, Artículo 40.
Conc.: Lineamientos ICBF. Lineamiento Técnico Administrativo para la atención de niños, niñas y adolescentes menores de catorce (14) años 

que se presuma o hayan incurrido en la comisión de un delito (Resolución 4594 de  octubre 20 de 2009).
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Artículo 20. Derechos de protección. Los niños, las niñas y los adolescentes serán protegidos contra: 

1.	 El abandono físico, emocional y psicoafectivo de sus padres, representantes legales o de las personas, instituciones y autoridades 
que tienen la responsabilidad de su cuidado y atención. 

2.	 La explotación económica por parte de sus padres, representantes legales, quienes vivan con ellos, o cualquier otra persona. Serán 
especialmente protegidos contra su utilización en la mendicidad. 

3.	 El consumo de tabaco, sustancias psicoactivas, estupefacientes o alcohólicas y la utilización, el reclutamiento o la oferta de 
menores en actividades de promoción, producción, recolección, tráfico, distribución y comercialización. 

4.	 La violación, la inducción, el estímulo y el constreñimiento a la prostitución; la explotación sexual, la pornografía y cualquier otra 
conducta que atente contra la libertad, integridad y formación sexuales de la persona menor de edad. 

5.	 El secuestro, la venta, la trata de personas y el tráfico y cualquier otra forma contemporánea de esclavitud o de servidumbre. 

6.	 Las guerras y los conflictos armados internos. 

7.	 El reclutamiento y la utilización de los niños por parte de los grupos armados organizados al margen de la ley. 

8.	 La tortura y toda clase de tratos y penas crueles, inhumanos, humillantes y degradantes, la desaparición forzada y la detención arbitraria. 

9.	 La situación de vida en calle de los niños y las niñas. 

10.	 Los traslados ilícitos y su retención en el extranjero para cualquier fin. 

11.	 El desplazamiento forzado. 

12.	 El trabajo que por su naturaleza o por las condiciones en que se lleva a cabo es probable que pueda afectar la salud, la integridad 
y la seguridad o impedir el derecho a la educación. 

13.	 Las peores formas de trabajo infantil, conforme al Convenio 182 de la OIT. 

14.	 El contagio de enfermedades infecciosas prevenibles durante la gestación o después de nacer, o la  exposición durante la gestación 
a alcohol o cualquier tipo de sustancia psicoactiva que pueda afectar su desarrollo físico, mental o su expectativa de vida. 

15.	 Los riesgos y efectos producidos por desastres naturales y demás situaciones de emergencia. 

16.	 Cuando su patrimonio se encuentre amenazado por quienes lo administren. 

17.	 Las minas antipersonales. 

18.	 La transmisión del VIH/SIDA y las infecciones de transmisión sexual. 

19.	 Cualquier otro acto que amenace o vulnere sus derechos. 

Conc.: Artículos 44 y 45 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 19; Convención Americana de Derechos Humanos, 
artículo 19; Ley 985 de agosto 26 de 2005 “Por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas y normas para la atención 
y protección de las víctimas de la misma”;  Ley 1146 de Julio 10 de 2007  “Por medio de la cual se expiden normas para la prevención de la 
violencia sexual y atención integral de los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente”;  Ley 1257 de diciembre 4 de 2008 “Por la cual 
se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos 
Penal, de Procedimiento Penal , la Ley 294 de 1996 y se  dictan otras disposiciones”.

Ley 1336 de julio 21 de 2009. “Por medio de la cual se adiciona y robustece la Ley 679 de 2001, de lucha contra la explotación, la pornografía 

y el turismo sexual con niños, niñas y adolescentes.

Artículo 21. Derecho a la libertad y seguridad personal. Los niños, las niñas y los adolescentes no podrán ser 
detenidos ni privados de su libertad, salvo por las causas y con arreglo a los procedimientos previamente definidos en 
el presente Código. 

Artículo 22. Derecho a tener una familia y a no ser separado de ella. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen 
derecho a tener y crecer en el seno de la familia, a ser acogidos y no ser expulsados de ella. 

Los niños, las niñas y los adolescentes sólo podrán ser separados de la familia cuando ésta no garantice las condiciones 
para la realización y el ejercicio de sus derechos conforme a lo previsto en este Código. En ningún caso la condición 
económica de la familia podrá dar lugar a la separación. 

Conc.: Convención sobre los Derechos del Niño,  Preámbulo  y Artículo 9º. 
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Jurisprudencia: “...La familia es la primera institución social, que concilia las exigencias de la naturaleza con los imperativos de la razón 
social. La familia es anterior a la sociedad y al Estado, entidades que están instituidas en primer lugar para servir al bienestar de la familia, del 
cual dependen las condiciones de la sociedad y del Estado. Sin embargo nadie puede reemplazar a los padres en el cumplimiento del primer 
deber ante los hijos, deber que dicta antes el amor que la obligación. La consagración constitucional del derecho de todo niño a tener una 
familia y a no ser separado de ella implica que su unidad constituye fundamento esencial para la conservación, estabilidad y supervivencia de la 
institución familiar como el ambiente más apropiado para el desarrollo de la personalidad humana, pero ante todo, para el normal crecimiento 
y formación del niño como persona. Además la estabilidad del ambiente físico y familiar es fundamental para el desarrollo intelectual y socio-
emocional del niño; un ambiente estable y seguro, facilita la concentración y motivación del niño; un cuidado familiar, permanente y constante, 
le ayuda a desarrollar sentimientos de confianza hacia el mundo que lo rodea y hacia otros seres humanos, a la familia corresponde pues, 
la responsabilidad fundamental de la asistencia, educación y cuidado de los niños, tarea en la que habrá de contar con la colaboración de la 
sociedad y del Estado...” (Corte Constitucional, Sentencia T-278 de junio 15 de 1994. M. P. : Hernando Herrera Vergara).

Jurisprudencia: “...La vulneración del derecho a la familia constituye una amenaza seria contra derechos fundamentales como el de la vida, 
integridad física, la salud, a crecer en un ambiente de afecto y solidaridad, a una alimentación equilibrada, a la educación, a la recreación y a 
la cultura. Un niño sin familia no sólo es incapaz de satisfacer sus necesidades básicas, sino que está en una circunstancia especial de riesgo 
respecto de fenómenos como la  violencia física o moral, la venta, el abuso sexual, la explotación laboral o económica y el sometimiento a la 
realización de trabajos riesgosos. El derecho a formar parte de un núcleo familiar, además de ser un derecho fundamental que goza de especial 
prelación, constituye una garantía esencial para asegurar la realización de otros derechos fundamentales de la misma entidad, consagrados en 
el artículo 44 de la Carta. La negación de tan importante derecho puede aparejar, entre otras cosas, una violación del derecho a la identidad 
personal, dado que la familia constituye un espacio privilegiado a partir del cual el sujeto construye sus propios referentes de identificación 
personal y social. Por estas razones, siempre que se respeten las normas básicas de convivencia, la decisión de separarse o de no constituir 
un núcleo familiar sólo puede ser personal. De otra forma, se estaría convirtiendo al sujeto en un mero instrumento de los caprichos estatales 
y se le estaría privando de un factor determinante de su más íntima individualidad...” (Corte Constitucional, Sentencia T-587 de octubre 20 de 
1998. M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz). 

Jurisprudencia: “Ahora bien, lo que resulta especialmente pertinente para el caso bajo revisión, es que la preservación del derecho de los 
niños a no ser separados de su familia, así como la salvaguarda constitucional del grupo familiar frente a injerencias arbitrarias por parte 
del Estado, se traslada a la familia de crianza cuando quiera que el menor ha desarrollado con ésta vínculos de afecto y dependencia cuya 
perturbación afectaría su interés superior. Es decir, cuando el derecho del menor a la familia ha circunscrito su ámbito de protección al grupo 
familiar de crianza, y ha operado el cese correlativo de la presunción a favor de la familia biológica, el Estado debe abstenerse de intervenir en 
las relaciones familiares de hecho, salvo que medien circunstancias que, como las señaladas, hagan prever que el menor no se desarrollará 
adecuadamente en su seno. Si la familia de crianza no presenta ninguna de las circunstancias que se indican, las autoridades de Bienestar 
Familiar deberán abstenerse, en virtud del interés superior del menor, de perturbar las relaciones intrafamiliares dentro de dicha familia de 
crianza, mucho más si como consecuencia de sus actuaciones, el menor resulta separado de tal núcleo de parientes” (Corte Constitucional, 
Sentencia T-292 de marzo 25 de  2004, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa). 

Jurisprudencia: “…No pretende pasar por alto esta Sala el sin número de dificultades que se ligan con la situación que deben afrontar los tres 
menores. Estima, sin embargo que dadas las circunstancias del caso, a saber, el abandono de los niños por parte de la madre; la carencia de 
medios económicos para poder visitar al padre; el sufrimiento de los niños por no poder ver a su padre y, en suma, la urgencia de restablecer 
la comunicación y el contacto entre el padre y los niños, la renuencia del INPEC a conceder el traslado del señor Silva a una cárcel más cercana 
al lugar de residencia de sus hijos, vulnera de manera grave los derechos de los niños y desconoce también el derecho del mismo señor Silva 
que se protejan los vínculos con su familia, tan significativos para que tenga lugar su resocialización y, en este mismo sentido, su posibilidad de 
prepararse para la vida en libertad” (Corte Constitucional, Sentencia T-1275  de 6 de diciembre de 2005, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto).

Jurisprudencia: “…la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, que de manera especial consagra el principio del interés superior 
del menor, y en el artículo 5 dispone que «Los Estados partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres o, 
en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores u otras personas 
encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que 
el niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención» y el artículo 9-1 que establece que «Los Estados partes velarán porque el 
niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes 
determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal 
determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos de que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte 
de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño…»” (Corte Constitucional, 
Sentencia C-1003 de de noviembre 22 de 2007,  M.P.: Clara Inés Vargas Hernández).

Jurisprudencia: “…la presente acción de tutela procedía como mecanismo transitorio para proteger el derecho a la estabilidad familiar que 
resultaba gravemente afectado, porque el paso del tiempo hacía que el menor rompa o debilite los vínculos con su madre, a quien la autoridad 
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competente le había dado la custodia; iv) la accionante se encontraba en situación de indefensión respecto del señor… no solo porque él le 
impedía ver a su hijo, sino porque ella acudió a distintas autoridades…” (Corte Constitucional, Sentencia T-914 de 1º de noviembre de 2007, 
M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra).

Jurisprudencia: “…En suma, como regla general, el niño siempre debe permanecer en su núcleo familiar, salvo que existan razones 
imperiosas y determinantes, en función del interés superior de aquél, para optar por separarlo de su familia. En todo caso, la separación debe 
ser excepcional y, preferentemente, temporal. De igual forma, la evaluación de una situación de abandono debe ser integral, no pudiendo 
fundarse simplemente en apariencias, preconceptos o prejuicios de las autoridades públicas, en otros términos, deben existir datos objetivos 
que respalden la decisión administrativa y no confundir una situación real de abandono con un la existencia de un entorno familiar en el cual 
se pretende simplemente equilibrar la difícil consecución de recursos económicos con la disponibilidad de tiempo con que cuentan los padres 
para dedicarle a los niños. ” (Corte Constitucional, Sentencia T--572 de 26 de agosto de 2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto).

Artículo 23. Custodia y cuidado personal. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a que sus padres 
en forma permanente y solidaria asuman directa y oportunamente su custodia para su desarrollo integral. La obligación 
de cuidado personal se extiende, además, a quienes convivan con ellos en los ámbitos familiar, social o institucional, 
o a sus representantes legales. 

Conc.: Convención sobre los Derechos del Niño, Artículo 18.
Ley 599 de 24 de julio del 2000, Artículo 230-A (Ejercicio arbitrario de la custodia de hijo menor de edad.)

Jurisprudencia: “En relación con la asignación de la custodia y cuidado personal del menor, a falta de acuerdo entre los padres o tutores, 
corresponde a las autoridades de familia competentes (administrativas y judiciales) analizar todos los elementos de juicio correspondientes 
para determinar a cargo de cuál de los padres está la custodia del niño y cómo se regulan las visitas a las que hayan lugar del otro padre, 
donde deberá atender siempre al bienestar del menor y su estabilidad familiar. 
 
Por tanto, una vez definida judicialmente la tenencia del niño, los padres deben respetar la decisión judicial y atenerse a los parámetros fijados 
por quien se le confiere autoridad para definir la mejor situación del niño …” (Corte Constitucional, Sentencia T-868 de 27 de noviembre de 
2009, M.P.: Jorge Iván  Palacio Palacio).

Jurisprudencia:  “En suma el derecho a la familia y no ser separado de ella recoge y articula un cúmulo de derechos que garantizan el sano 
desarrollo del menor como son los derechos a la  propia identidad (C.P. art. 14), a la igualdad (C.P. art. 13), al libre desarrollo de la personalidad 
(C.P. art. 16) y, sin duda, el principio de dignidad de la persona humana (C.P. art. 1).

… No obstante, en su conformación, la familia resulta flexible a las diversas maneras de relacionarse entre las personas, a las coyunturas 
personales que marcan el acercamiento y el distanciamiento de sus integrantes, o a los eventos que por su carácter irremediable determinan 
la ausencia definitiva de algunos de sus miembros. La fortaleza de los lazos que se gestan en el marco de la familia y la interrelación y 
dependencia que marcan sus relaciones entre cada uno de sus miembros hace que cada cambio en el ciclo vital de sus componentes altere el 

entorno familiar y en consecuencia a la familia”. (Corte Constitucional, Sentencia T-900 de 3 de noviembre de 2006, M.P.: Jaime Córdoba Triviño).

Artículo 24. Derecho a los alimentos. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a los alimentos y demás 
medios para su desarrollo físico, psicológico, espiritual, moral, cultural y social, de acuerdo con la capacidad económica 
del alimentante. Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido, asistencia 
médica, recreación, educación o instrucción y, en general, todo lo que es necesario para el desarrollo integral de los 
niños, las niñas y los adolescentes. Los alimentos comprenden la obligación de proporcionar a la madre los gastos de 
embarazo y parto. 

Conc.: Artículos 42 y 44 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 27, numeral 4º; artículos 411 y ss. del C.C. 
Ley 599 de 2000 (julio 24), Diario Oficial No 44.097 de 24 de julio del 2000, Libro II. Parte especial- De los  delitos en particular. TITULO VI. 
Delitos contra la Familia. CAPITULO IV. De los delitos contra la Asistencia Alimentaria.

Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias. Aprobada mediante Ley 449 de 4 de agosto de 1998.

Reclamación de Alimentos en el exterior: Acuerdo Consejo Superior de la Judicatura-Sala Administrativa, Nº 2207 de noviembre 26 de 2003, 
“Por el cual se regula el procedimiento para la recepción y transmisión de solicitudes de alimentos en el exterior”.
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Jurisprudencia: “…Como se ha manifestado, los niños tienen el derecho fundamental a percibir alimentos y, en un caso como el presente, 
la cuota alimentaria que corresponda. Por eso, la Sala de Revisión no puede ser indiferente ante la decisión del señor … de ocultar su nueva 
condición económica. Los progenitores que intenten evadir o postergar el cumplimiento de su obligación de pagar alimentos, o que ocultan 
la información necesaria para fijarlos o actualizarlos, tienen que asumir las consecuencias negativas de su conducta, en lugar de trasladarle 
los efectos de su falta de buena fe a sus hijas. En algunas ocasiones, eso debería significar que el juez competente puede determinar que la 
cuota alimentaria que fija operará de manera retroactiva, bien sea la original o bien la revisada…” (Corte Constitucional, Sentencia T-1021 de  
noviembre 26 de 2007, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa).

Como complemento de la jurisprudencia anterior, tenemos que “la obligación alimentaria, no es solamente una prestación de carácter 
económico, sino, especialmente, una manifestación del deber constitucional de solidaridad y de responsabilidad, fundadas, de una parte, en la 
necesidad del alimentario y en la capacidad del alimentante, y, de otra, en la libre determinación de constituir una familia y de elegir el número 
de hijos que se desea procrear.” (Sentencia C-011 de enero 23 de 2002. M. P. Álvaro Tafur Gálvis.)

Jurisprudencia: “…Para resolver la demanda objeto de estudio, conviene liminarmente rememorar lo puntualizado recientemente por esta 
colegiatura sobre el hito temporal a partir del cual procede la condena a suministrar alimentos, a propósito de un proceso de investigación 
de paternidad1:

« En relación con la diferencia de criterio advertida en las decisiones de instancia, esta Sala considera que el recurso de alzada ha debido 
desatarse teniendo en cuenta el precedente en materia de filiación extramatrimonial contenido en la sentencia de casación citada por el Ad 
quo, pues si bien el principio de autonomía e independencia judicial permite a los jueces apartarse de los argumentos esgrimidos por otras 
autoridades judiciales, ello no autoriza per se la aplicación de normas ajenas al proceso de filiación, como sucede en el presente caso, en el 
cual, existiendo precedente judicial que definía el alcance y la oportunidad en que debe fijarse la cuota alimentaria en los procesos de filiación 
extramatrimonial, se aplicaron normas del proceso de alimentos, en el entendimiento que la interpretación del artículo 421 del C.C. alude a los 
alimentos provisionales.» (Corte Suprema de Justicia, Sentencia de 29 de octubre de 2008,  M. P. Jaime Alberto Arrubla Paucar.)

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008. Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

Artículo 25. Derecho a la identidad. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener una identidad y a 
conservar los elementos que la constituyen como el nombre, la nacionalidad y filiación conformes a la ley. Para estos efectos 
deberán ser inscritos inmediatamente después de su nacimiento, en el registro del estado civil. Tienen derecho a preservar 
su lengua de origen, su cultura e idiosincrasia. 

Conc.: Artículos 42 y 44 de la C.P.; Decreto 1260 de 1970.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 7 y 8. 

Jurisprudencia: “…Puestas las cosas en ese contexto, ha de acotarse, de una vez, que las facultades que el numeral 19 del artículo 82 de 
la Ley 1098 de 2006 le concede al Defensor de Familia, al establecer entre sus funciones la de «…», no conciernen, de ninguna manera, con 
la posibilidad de suplantar o sustituir aquellas acciones de inexcusable estirpe judicial, como acontece con las de reclamación e impugnación 
del estado civil…”.

“Por el contrario, conforme su tenor literal lo denuncia, el restablecimiento de los derechos de los infantes y los adolescentes a efectos de que 
el nombre y sus apellidos «se correspondan a la realidad de su estado civil» (sublineado ajeno al texto original), se encamina a facilitar aquellas 
rectificaciones o modificaciones del estado derivadas de hechos o actos ulteriores, como las que surgen por la legitimación por el matrimonio 
subsiguiente de sus padres, el reconocimiento de la paternidad extramatrimonial, entre otros, junto con los trámites enfilados a enmendar los 
errores cometidos en la inscripción, a los que ya se ha hecho  mención…”.

“Nótese cómo, tanto el último inciso del apuntado artículo 91 del Decreto 1260, como el numeral 19 del artículo 82 de la Ley 1098…, 
convergen en punto de que su empleo persigue que la inscripción efectuada, por vía de la mera corrección de los yerros acontecidos en las 
actas o registros, se ajuste a la realidad del estado civil; sin embargo, no tienden a que por su conducto puedan ser sustituidas las acciones de 
impugnación y reclamación del mismo… Si el supuesto padre citado no reconoce voluntariamente la paternidad que se le atribuye, entonces lo 
que debe adelantarse es la acción de la investigación de la paternidad conforme a las prescripciones de las Leyes 75 de 1968 y 721 de 2001, 

en cuanto sean pertinentes…” (Corte Suprema de Justicia de 23 de junio de 2008, M.P.: Pedro Octavio Munar Cadena).

1	  Cfr. Sentencia de 20-08-08, exp. No. 11001-02-03-000-2008-01304-00
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Artículo 26. Derecho al debido proceso. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a que se les 
apliquen las garantías del debido proceso en todas las actuaciones administrativas y judiciales en que se encuentren 
involucrados. 

En toda actuación administrativa, judicial o de cualquier otra naturaleza en que estén involucrados, los niños, las niñas 
y los adolescentes, tendrán derecho a ser escuchados y sus opiniones deberán ser tenidas en cuenta. 

Conc.: Artículo 29 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 12. 

Jurisprudencia: “Es así que el testimonio de la menor, tanto en un proceso civil como penal, que concierne sobre los hechos cometidos sobre 
la misma y que repercuten sobre su salud psicológica y física, como efectivamente sucede con el proceso que culmina con la privación o no 
de la patria potestad por posible maltrato de un progenitor acaecido sobre la misma declarante, resulta no solamente pertinente y relevante 
jurídicamente, sino incluso moralmente justo” (Corte Constitucional, Sentencia T-639 de 2006, M.P.: jaime córdoba triviño).

Jurisprudencia: “…esta Corporación ha sostenido insistentemente que cuando se omite la valoración de pruebas determinantes, se configura 
una vía de hecho por defecto fáctico, que se presenta en el caso bajo análisis, teniendo en cuenta que no sólo la decisión de la autoridad 
judicial demandada no tiene sustento en los elementos probatorios recaudados en el proceso, sino que además omitió la valoración de ciertas 
pruebas que generan contradicciones. (Corte Constitucional, Sentencia T-868 de noviembre 27 de 2009, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio).

Jurisprudencia: “…de conformidad con todas las pruebas que obran en el expediente, resulta evidente que la imposición de la medida de 
restablecimiento de derechos, consistente en ubicación en un hogar sustituto, fue desproporcionada y arbitraria por cuanto (i) no se contaba 
con pruebas objetivas que la respaldaran; (ii) existían medidas menos drásticas (amonestación) de protección del menor; (iii) su duración 
fue exagerada (casi 6 meses); y (iv) siempre estuvo presente el prejuicio según el cual un niño con cabello largo es sinónimo de menor 
abandonado, lo cual carece de todo respaldo psicológico siendo además discriminatorio.

Así las cosas, en pocas palabras, la medida administrativa de intervención en la faceta iusfundamental del derecho a la unidad familiar se tornó 
desproporcionada, por las siguientes razones.

No se buscaba la satisfacción de un derecho constitucionalmente protegido por cuanto, de conformidad con el acervo probatorio, el niño no 
se encontraba abandonado, ni mucho menos ante una situación de riesgo físico o emocional; de igual manera, la medida administrativa de 
intervención en la faceta iusfundamental del derecho a la preservación de la unidad familiar, eran innecesaria por cuanto no se fundó en una 
lógica de graduación. En efecto, una vez recibida la información policial concerniente al supuesto abandono del niño, y dado que se pudo 
constatar que tal situación era irreal, carecía de toda necesidad alejar al menor de su entorno familiar. De hecho, de considerar procedente, 
bien se hubiera podido comenzar por hacer un llamado de atención a los padres, y luego, de ser procedente, adoptar decisiones más drásticas, 
y no actuar de manera contraria, tal y como sucedió en el caso concreto; por último, la medida tampoco supera un test de proporcionalidad 
estricto, por cuanto el sacrificio que sufrió el derecho fundamental no fue compensado por el beneficio que obtuvo aquélla. Todo lo contrario. 
Siendo la familia el núcleo central de la sociedad, no se justifica que aparten a los niños de su seno, so pretexto de proteger sus derechos 
fundamentales.” (Corte Constitucional, Sentencia T-572 de agosto 26 de 2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto).

Jurisprudencia: “….Insiste la sala, únicamente puede aplicarse esta sanción cuando en el proceso administrativo que tiene por finalidad 
imponerla resulta probado claramente que el niño o niña de que se trate carece en definitiva de personas que por ley deben satisfacer sus 
necesidades básicas, esto es, que el niño o la niña ha sido, en efecto, abandonado a su propia suerte. De manera muy excepcional procede 
declarar la situación de abandono cuando se verifica contundentemente que los padres biológicos no están en situación de garantizar los 
intereses prevalentes de su hijo o hija o que permanecer en la familia biológica conlleva para el niño o para la niña un riesgo insuperable. 
De todos modos, en el trámite que conduce a la declaratoria de situación de abandono deben los funcionarios administrativos que lo 
adelantan observar estrictamente la Constitución y en especial el derecho constitucional fundamental al debido proceso. Como la ha dicho 
la jurisprudencia constitucional en reiteradas ocasiones, las autoridades públicas deben tener presente que “sus decisiones han de ser el 
resultado de un procedimiento respetuoso de las formas propias de cada juicio (art. 29 C.P.), mucho más los defensores de familia para quienes 
es imperativa la sujeción a la Constitución y a la ley, por cuanto las decisiones que adoptan afectan directamente a la familia y por ende a la 
sociedad. Por ello tienen el deber constitucional y legal de garantizar como el que más, el respeto al derecho de defensa y el mantenimiento 
de la igualdad de las partes (arts. 29, 13 C.P.).

“…La declaratoria de situación de abandono del niño Maximiliano no obedeció a criterios de razonabilidad, proporcionalidad y resultó más bien 
excesiva y arbitraria. Se adoptó en desarrollo de un proceso que no respetó el derecho de defensa y de contradicción, en cuanto componente 
primordial del derecho constitucional fundamental al debido proceso. Si existen motivos que justifican la intervención del Estado en las relaciones 
paterno/materno filiales en el caso bajo examen, ellos no radican en la situación de abandono del niño sino en las circunstancias de salud en las 
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que se encuentra y en la necesidad de apoyo que requieren sus padres para estrechar el vínculo familiar con el niño –que fue interrumpido en 
contra de su voluntad– y que ahora necesita ser restablecido de la mejor manera posible, atendiendo a la situación socioeconómica y educativa 

de los progenitores”. (Corte Constitucional, Sentencia T-887 de diciembre 1º  de 2009, M.P.: Mauricio Gonzalez Cuervo).

Artículo 27. Derecho a la salud. Todos los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la salud integral. La 
salud es un estado de bienestar físico, síquico y fisiológico y no solo la ausencia de enfermedad. Ningún hospital, 
clínica, centro de salud y demás entidades dedicadas a la prestación del servicio de salud, sean públicas o privadas, 
podrán abstenerse de atender a un niño, niña que requiera atención en salud. 

En relación con los niños, niñas y adolescentes que no figuren como beneficiarios en el régimen contributivo o en el 
régimen subsidiado, el costo de tales servicios estará a cargo de la Nación. 

Incurrirán en multa de hasta 50 salarios mínimos legales mensuales vigentes las autoridades o personas que omitan 
la atención médica de niños y menores. 

Parágrafo 1º. Para efectos de la presente ley se entenderá como salud integral la garantía de la prestación de todos 
los servicios, bienes y acciones, conducentes a la conservación o la recuperación de la salud de los niños, niñas y 
adolescentes. 

Parágrafo 2º. Para dar cumplimiento efectivo al derecho a la salud integral y mediante el principio de progresividad, el 
Estado creará el sistema de salud integral para la infancia y la adolescencia, el cual para el año fiscal 2008 incluirá a 
los niños, niñas y adolescentes vinculados, para el año 2009 incluirá a los niños, niñas y adolescentes pertenecientes 
al régimen subsidiado con subsidios parciales, y para el año 2010 incluirá a los demás niños, niñas y adolescentes 
pertenecientes al régimen subsidiado. Así mismo para el año 2010 incorporará la prestación del servicio de salud 
integral a los niños, niñas y adolescentes pertenecientes al régimen contributivo de salud. 

El Gobierno Nacional, por medio de las dependencias correspondientes, deberá incluir las asignaciones de recursos 
necesarios para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo, en el Proyecto Anual de Presupuesto 2008, el plan 
financiero de mediano plazo y el Plan de Desarrollo. 

Conc.: Artículos 44, 48, 49, 50 y 356 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 24, 25 y 26;  Ley 1388 de mayo 26 de 2010, por el 

derecho a la vida de los niños con cáncer en Colombia.

Jurisprudencia: “...La jurisprudencia constitucional ha expresado en forma reiterada que el derecho a la salud de los niños, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 44 de la Constitución, por tener el carácter de ‘fundamental’, debe ser protegido en forma inmediata por el juez 
constitucional en los casos en que sea vulnerado. Este postulado responde, además, a la obligación que se impone al Estado y a la Sociedad 
de promover las condiciones para que el principio de igualdad se aplique en forma real y efectiva, así como a la necesidad de  adoptar medidas 
en favor de quienes, en razón de su edad, se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta (Art. 13, CP). En el caso de los niños y 
de las niñas, la acción de tutela procede directamente para defender su derecho fundamental a la salud; no se requiere pues, que exista 
conexidad con otro derecho como la vida o la integridad…”(Corte Constitucional, Sentencia T-127 de  febrero 22 de 2007, M.P.: Manuel José 
Cepeda Espinosa).

Jurisprudencia: “...La salud es como una prolongación del derecho a la vida en consecuencia  participa de la dimensión en la que se 
desenvuelve la dignidad humana, y por tanto, todas las fuerzas del país se encuentran comprometidos en la protección de la persona contra 

las contingencias que vulneran la salud...” (Corte Constitucional,  Sentencia T-148 de abril 22 de 1993, M.P.: Alejandro Martínez Caballero.)

Artículo 28. Derecho a la educación. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a una educación de 
calidad. Esta será obligatoria por parte del Estado en un año de preescolar y nueve de educación básica. La educación 
será gratuita en las instituciones estatales de acuerdo con los términos establecidos en la Constitución Política. 
Incurrirá en multa hasta de 20 salarios mínimos quienes se abstengan de recibir a un niño en los establecimientos 
públicos de educación. 

Conc.: Artículos 44 y 67 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 28. 
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Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008. Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

Jurisprudencia: «3. […]
 A su turno el art. 28 de la Ley 1098 de 2006 -Código de la Infancia y la Adolescencia- señala que ‘[l]os niños, las niñas y los adolescentes 
tienen derecho a una educación de calidad. Esta será obligatoria por parte del Estado en un año de preescolar y nueve de educación básica. La 
educación será gratuita en las instituciones estatales de acuerdo con los términos establecidos en la Constitución Política. Incurrirá en multa 
hasta de 20 salarios mínimos quienes se abstengan de recibir a un niño en los establecimientos públicos de educación’.

[…] La Sala que la violación denunciada por la Defensoría del Pueblo respecto del derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes 
que habitan las veredas que componen los corregimientos de Minca y Guachaca, que hacen parte del Distrito Turístico, Cultural e Histórico 
de Santa Marta, sí tuvo efectiva ocurrencia, habida cuenta que no se han adelantado los nombramiento de los docentes que hagan efectivo 
el citado derecho fundamental, pues así lo manifestó la propia Secretaría accionada al afirmar que en “gran parte de los establecimientos 
ubicados en diversas veredas de la Sierra Nevada de Santa Marta, se adolece del recurso humano suficiente para el buen funcionamiento del 
sistema educativo” (fl. 38, cdno. 1) y el apoderado de la Alcaldía acusada al informar que “no es un secreto que tenemos faltas de cobertura 
y calidad en el servicio de educación pública” (fl. 80, cdno. 1). Dicha situación ha conducido a negar al citado grupo poblacional, ciertamente 
determinado, el acceso, la calidad y la permanencia en el sistema educativo, pues es necesario que aquélla población vulnerable tenga un 
servicio ininterrumpido y con los docentes necesarios para cumplir con los planes de cobertura y aprendizaje de cada año lectivo» …” (Corte 
Suprema de Justicia- Sala de Casación Civil, Exp. 00058 de 2010, Sentencia de agosto 27 de 2010, M.P.: Arturo Solarte Rodríguez).

Jurisprudencia: “La educación del niño está consagrada en el artículo 44 de la Constitución Política como un derecho fundamental y 
prevalente. Adicionalmente, el artículo 67 de la Carta la define como un servicio público que tiene una función social. 
”En concordancia con los preceptos constitucionales, esta Corporación ha señalado en numerosas oportunidades el carácter fundamental y 
prevalente de la educación del niño. Al respeto, en la Sentencia T-202 de 2000, M.P.: Fabio Morón Díaz, dijo que el derecho a la educación 
pertenece a la categoría de los derechos fundamentales, pues su núcleo esencial comporta un factor de desarrollo individual y social con 
cuyo ejercicio se materializa el desarrollo pleno del ser humano en todas sus potencialidades. Este derecho constituye un medio para que el 
individuo se integre efectiva y eficazmente a la sociedad; de allí su especial categoría que lo hace parte de los derechos esenciales de las 
personas en la medida en que el conocimiento es inherente a la naturaleza humana. La educación está implícita como una de las esferas de la 
cultura y es el medio para obtener el conocimiento y lograr el desarrollo y perfeccionamiento del hombre. La educación, además, realiza el valor 
y principio material de la igualdad que se encuentra consignado en el Preámbulo y en los artículos 5º, 13, 67, 68 y 69 de la C.P. En la medida 
que la persona tenga igualdad de probabilidades educativas, tendrá igualdad de oportunidades en la vida para efecto de realizarse como 
persona. Así las cosas, el derecho a la educación participa de la naturaleza de fundamental porque resulta propio de la esencia del hombre, 
ya que realiza su dignidad y, además, porque está expresamente reconocido por la Carta Política y los tratados internacionales suscritos y 
ratificados por Colombia tales como el Protocolo Adicional de San Salvador y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales” (Corte Constitucional, Sentencia T-642 de 2001). 

Artículo 29. Derecho al desarrollo integral en la primera infancia. La primera infancia es la etapa del ciclo vital 
en la que se establecen las bases para el desarrollo cognitivo, emocional y social del ser humano. Comprende la 
franja poblacional que va de los cero (0) a los seis (6) años de edad. Desde la primera infancia, los niños y las niñas 
son sujetos titulares de los derechos reconocidos en los tratados internacionales, en la Constitución Política y en este 
Código. Son derechos impostergables de la primera infancia, la atención en salud y nutrición, el esquema completo de 
vacunación, la protección contra los peligros físicos y la educación inicial. En el primer mes de vida deberá garantizarse 
el registro civil de todos los niños y las niñas. 

Conc.: Ley 1295 de abril 6 de 2009. Por la cual se reglamenta la atención integral de los niños y las niñas de la primera infancia de los sectores 
clasificados como 1, 2 y 3 del Sisbén.

Lineamientos ICBF. Lineamientos Técnicos para garantizar el derecho al Desarrollo integral en la Primera Infancia (aprobados  mediante 
Resolución Nº 3588,  de diciembre de 2008).

Lineamientos ICBF. Lineamientos relacionados con el Derecho a la Educación de los niños y niñas vinculados a los Programas de Primera 
Infancia (aprobados  mediante Resolución Nº. 1064, de 2007).

Artículo 30. Derecho a la recreación, participación en la vida cultural y en las artes. Los niños, las niñas y los 
adolescentes tienen derecho al descanso, esparcimiento, al juego y demás actividades recreativas propias de su ciclo 
vital y a participar en la vida cultural y las artes. 
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Igualmente, tienen derecho a que se les reconozca, respete, y fomente el conocimiento y la vivencia de la cultura a la 
que pertenezcan. 

Parágrafo 1º. Para armonizar el ejercicio de este derecho con el desarrollo integral de los niños, las autoridades deberán 
diseñar mecanismos para prohibir el ingreso a establecimientos destinados a juegos de suerte y azar, venta de licores, 
cigarrillos o productos derivados del tabaco y que ofrezcan espectáculos con clasificación para mayores de edad. 

Parágrafo 2º. Cuando sea permitido el ingreso a niños menores de 14 años a espectáculos y eventos públicos 
masivos, las autoridades deberán ordenar a los organizadores, la destinación especial de espacios adecuados para 
garantizar su seguridad personal. 

Conc.: Artículos 44, 52, 70 y 71 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 31.

Artículo 31. Derecho a la participación de los niños, las niñas y los adolescentes. Para el ejercicio de los 
derechos y las libertades consagradas en este Código los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a participar 
en las actividades que se realicen en la familia, las instituciones educativas, las asociaciones, los programas estatales, 
departamentales, distritales y municipales que sean de su interés. 

El Estado y la sociedad propiciarán la participación activa en organismos públicos y privados que tengan a cargo la 
protección, cuidado y educación de la infancia y la adolescencia. 

Conc.: Convención sobre los Derechos del Niño, artículos 12, 13 y 14. 

Artículo 32. Derecho de asociación y reunión. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho de reunión y 
asociación con fines sociales, culturales, deportivos, recreativos, religiosos, políticos o de cualquier otra índole, sin más 
limitación que las que imponen la ley, las buenas costumbres, la salubridad física o mental y el bienestar del menor. 

Este derecho comprende especialmente el de formar parte de asociaciones, inclusive de sus órganos directivos, y el de 
promover y constituir asociaciones conformadas por niños, las niñas y los adolescentes.

En la eficacia de los actos de los niños, las niñas y los adolescentes se estará a la ley, pero los menores adultos se 
entenderán habilitados para tomar aquellas decisiones propias de la actividad asociativa, siempre que no afecten 
negativamente su patrimonio. 

Los impúberes deberán contar con la autorización de sus padres o representantes legales para participar en estas 
actividades. Esta autorización se extenderá a todos los actos propios de la actividad asociativa. Los padres solo podrán 
revocar esta autorización por justa causa. 

Conc.: Artículo 38 de la C. P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 15. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008. Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

Artículo 33. Derecho a la intimidad. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a la intimidad personal, 
mediante la protección contra toda injerencia arbitraria o ilegal en su vida privada, la de su familia, domicilio y 
correspondencia. Así mismo, serán protegidos contra toda conducta, acción o circunstancia que afecte su dignidad. 

Conc.: Artículo 15 de la C. P. ; Convención  sobre los Derechos del Niño, artículo 16.  

Artículo 34. Derecho a la información. Sujeto a las restricciones necesarias para asegurar el respeto de sus derechos 
y el de los demás y para proteger la seguridad, la salud y la moral, los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho 
a buscar, recibir y difundir información e ideas a través de los distintos medios de comunicación de que dispongan. 

Conc.: Artículo 20 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 13  y 17.  
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Artículo 35. Edad mínima de admisión al trabajo y derecho a la protección laboral de los adolescentes 
autorizados para trabajar. La edad mínima de admisión al trabajo es los quince (15) años. Para trabajar, los 
adolescentes entre los 15 y 17 años requieren la respectiva autorización expedida por el Inspector de Trabajo o, en 
su defecto, por el Ente Territorial Local y gozarán de las protecciones laborales consagradas en el régimen laboral 
colombiano, las normas que lo complementan, los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, la 
Constitución Política y los derechos y garantías consagrados en este Código. 

Los adolescentes autorizados para trabajar tienen derecho a la formación y especialización que los habilite para ejercer 
libremente una ocupación, arte, oficio o profesión y a recibirla durante el ejercicio de su actividad laboral. 

Parágrafo. Excepcionalmente, los niños y niñas menores de 15 años podrán recibir autorización de la Inspección de 
Trabajo, o en su defecto del Ente Territorial Local, para desempeñar actividades remuneradas de tipo artístico, cultural, 
recreativo y deportivo. La autorización establecerá el número de horas máximas y prescribirá las condiciones en que 
esta actividad debe llevarse a cabo. En ningún caso el permiso excederá las catorce (14) horas semanales. 

Conc.: Artículos 32 y 36 de la Convención sobre los Derechos del Niño; Convenio sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil 

y la Acción Inmediata para su Eliminación (Convenio 182 de la OIT (Organización Internacional del Trabajo); y Convención sobre Derechos del 

niño, Artículo 32.

Resolución 01677 de mayo 16 de 2008, del Ministerio de la Protección Social por la cual se señalan las actividades consideradas como peores 

formas de trabajo infantil y se establece la clasificación de actividades peligrosas y condiciones de trabajo nocivas para la salud e integridad 

física o psicológica de las personas menores de 18 años de edad.

Artículo 36. Derechos de los niños, las niñas y los adolescentes con discapacidad. Para los efectos de esta 
ley, la discapacidad se entiende como una limitación física, cognitiva, mental, sensorial o cualquier otra, temporal o 
permanente de la persona para ejercer una o más actividades esenciales de la vida cotidiana. 
Además de los derechos consagrados en la Constitución Política y en los tratados y convenios internacionales, los 
niños, las niñas y los adolescentes con discapacidad tienen derecho a gozar de una calidad de vida plena, y a que se 
les proporcionen las condiciones necesarias por parte del Estado para que puedan valerse por sí mismos, e integrarse 
a la sociedad. Así mismo: 

1.	 Al respeto por la diferencia y a disfrutar de una vida digna en condiciones de igualdad con las demás personas, que les permitan 
desarrollar al máximo sus potencialidades y su participación activa en la comunidad. 

2.	 Todo niño, niña o adolescente que presente anomalías congénitas o algún tipo de discapacidad, tendrá derecho a recibir atención, 
diagnóstico, tratamiento especializado, rehabilitación y cuidados especiales en salud, educación, orientación y apoyo a los miembros 
de la familia o a las personas responsables de su cuidado y atención. 

3.	 Igualmente, tendrán derecho a la educación gratuita en las entidades especializadas para el efecto. 

4.	 Corresponderá al Gobierno Nacional determinar las instituciones de salud y educación que atenderán estos derechos. Al igual que 
el ente nacional encargado del pago respectivo y del trámite del cobro pertinente. 

5.	 A la habilitación y rehabilitación, para eliminar o disminuir las limitaciones en las   actividades de la vida diaria. 

6.	 A ser destinatarios de acciones y de oportunidades para reducir su vulnerabilidad y permitir la participación en igualdad de 
condiciones con las demás personas. 

Parágrafo 1º. En el caso de los adolescentes que sufren severa discapacidad cognitiva permanente, sus padres o uno 
de ellos deberá promover el proceso de interdicción ante la autoridad competente, antes de cumplir aquel la mayoría 
de edad, para que a partir de esta se le prorrogue indefinidamente su estado de sujeción a la patria potestad por 
ministerio de la ley. 

Parágrafo 2º. Los padres que asuman la atención integral de un hijo discapacitado recibirán una prestación social 
especial del Estado. 

Parágrafo 3º. Autorícese al Gobierno Nacional, a los departamentos y a los municipios para celebrar convenios con 
entidades públicas y privadas para garantizar la atención en salud y el acceso a la educación especial de los niños, 
niñas y adolescentes con anomalías congénitas o algún tipo de discapacidad. 
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El Estado garantizará el cumplimiento efectivo y permanente de los derechos de protección integral en educación, salud, 
rehabilitación y asistencia pública de los adolescentes con discapacidad cognitiva severa profunda, con posterioridad al 
cumplimiento de los dieciocho (18) años de edad. 

Conc.: Artículo 47 de la C.P.; Ley 1306 de 2009; Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra 
las Personas con Discapacidad; Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada mediante la Ley  1346 de julio 
31 de 2009. Convención sobre los Derechos del Niño, Artículo 23, y  Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, firmado por Colombia el 17 de noviembre de 1988.

Lineamientos ICBF. Lineamientos Técnicos para Garantizar los Derechos de los Niños, las Niñas y los Adolescentes en Situación de Discapacidad 
(aprobados mediante Resolución Nº 2790 de julio 9 de 2008).

Jurisprudencia: “…3. El artículo 44 de la Constitución Política define como fundamental el derecho a la salud y a la seguridad social de los 
menores. Esto, en armonía con la Ley 12 de 1991 por medio de la cual se aprueba la Convención de los Derechos del Niño, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 y la Ley 1098 de 2006 – Código de la Infancia y la Adolescencia entre 
otras …” (Corte Constitucional, Sentencia T-824 de 19 de octubre de 2010, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva).

Jurisprudencia: “…Así mismo la jurisprudencia constitucional ha estimado que en virtud de lo dispuesto en la cláusula general de igualdad 
contenida en el artículo 13 de la Constitución Política, así como la preferencia contenida en el artículo 44, la especial protección constitucional 
a los menores se entiende reforzada cuando padecen algún tipo de discapacidad física o mental… Esta Sala recuerda que las personas con 
limitaciones psíquicas y físicas gozan de la especial protección del Estado y son titulares de los derechos fundamentales a la educación y a la 
igualdad, en los componentes prestacionales reconocidos y determinados por el Estado en el marco de su política pública de educación…” 

(Corte Constitucional, Sentencia T-282 de 2008, M.P.: Mauricio González Cuervo).

Artículo 37. Libertades fundamentales. Los niños, las niñas y los adolescentes gozan de las libertades consagradas 
en la Constitución Política y en los tratados internacionales de derechos humanos. Forman parte de estas libertades: 
el libre desarrollo de la personalidad y la autonomía personal, la libertad de conciencia y de creencias, la libertad de 
cultos, la libertad de pensamiento, la libertad de locomoción y la libertad para escoger profesión u oficio. 

Conc.: Artículos 16, 18, 19, 20, 24 y 26 de la C.P.; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 14. 

T Í T U L O II
GARANTÍA DE DERECHOS Y PREVENCIÓN

Capítulo I
Obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado

Artículo 38. De las obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado. Además de lo señalado en la Constitución 
Política y en otras disposiciones legales, serán obligaciones de la familia, la sociedad y el Estado en sus niveles 
nacional, departamental, distrital y municipal el conjunto de disposiciones que contempla el presente Código. 

Conc.: Artículo 44 de la C.P. 

 
Artículo 39. Obligaciones de la familia. La familia tendrá la obligación de promover la igualdad de derechos, el 
afecto, la solidaridad y el respeto recíproco entre todos sus integrantes. Cualquier forma de violencia en la familia se 
considera destructiva de su armonía y unidad y debe ser sancionada. Son obligaciones de la familia para garantizar los 
derechos de los niños, las niñas y los adolescentes:  

1.	 Protegerles contra cualquier acto que amenace o vulnere su vida, su dignidad y su integridad personal. 
2.	 Participar en los espacios democráticos de discusión, diseño, formulación y ejecución de políticas, planes, programas y proyectos 

de interés para la infancia, la adolescencia y la familia. 

3.	 Formarles, orientarles y estimularles en el ejercicio de sus derechos y responsabilidades, y en el desarrollo de su autonomía. 

4.	 Inscribirles desde que nacen en el registro civil de nacimiento. 

5.	 Proporcionarles las condiciones necesarias para que alcancen una nutrición y una salud adecuadas, que les permita un óptimo 
desarrollo físico, psicomotor, mental, intelectual, emocional y afectivo, y educarles en la salud preventiva y en la higiene. 
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6.	 Promover el ejercicio responsable de los derechos sexuales y reproductivos y colaborar con la escuela en la educación sobre este tema. 

7.	 Incluirlos en el sistema de salud y de seguridad social desde el momento de su nacimiento y llevarlos en forma oportuna a los 
controles periódicos de salud, a la vacunación y demás servicios médicos. 

8.	 Asegurarles desde su nacimiento el acceso a la educación y proveer las condiciones y medios para su adecuado desarrollo, 
garantizando su continuidad y permanencia en el ciclo educativo. 

9.	 Abstenerse de realizar todo acto y conducta que implique maltrato físico, sexual o psicológico, y asistir a los centros de orientación 
y tratamiento cuando sea requerida. 

10.	 Abstenerse de exponer a los niños, niñas y adolescentes a situaciones de explotación económica. 

11.	 Decidir libre y responsablemente el número de hijos e hijas a los que pueda sostener y formar. 

12.	 Respetar las manifestaciones e inclinaciones culturales de los niños, niñas y adolescentes y estimular sus expresiones artísticas y 
sus habilidades científicas y tecnológicas. 

13.	 Brindarles las condiciones necesarias para la recreación y la participación en actividades deportivas y culturales de su interés. 

14.	 Prevenirles y mantenerles informados sobre los efectos nocivos del uso y el consumo de sustancias psicoactivas legales e ilegales. 

15.	 Proporcionarles a los niños, niñas y adolescentes con discapacidad un trato digno e igualitario con todos los miembros de la 
familia y generar condiciones de equidad de oportunidades y autonomía para que puedan ejercer sus derechos. Habilitar espacios 
adecuados y garantizarles su participación en los asuntos relacionados en su entorno familiar y social. 

Parágrafo. En los pueblos indígenas y los demás grupos étnicos las obligaciones de la familia se establecerán de acuerdo con 
sus tradiciones y culturas, siempre que no sean contrarias a la Constitución Política, la ley y a los instrumentos internacionales 
de derechos humanos. 

Conc.: Artículos 42 y 44 de la C.P. 

Artículo 40. Obligaciones de la sociedad. En cumplimiento de los principios de corresponsabilidad y solidaridad, las 
organizaciones de la sociedad civil, las asociaciones, las empresas, el comercio organizado, los gremios económicos 
y demás personas jurídicas, así como las personas naturales, tienen la obligación y la responsabilidad de tomar parte 
activa en el logro de la vigencia efectiva de los derechos y garantías de los niños, las niñas y los adolescentes. En este 
sentido, deberán: 

1.	 Conocer, respetar y promover estos derechos y su carácter prevalente. 

2.	 Responder con acciones que procuren la protección inmediata ante situaciones que amenacen o menoscaben estos derechos. 

3.	 Participar activamente en la formulación, gestión, evaluación, seguimiento y control de las políticas públicas relacionadas con la 
infancia y la adolescencia. 

4.	 Dar aviso o denunciar por cualquier medio, los delitos o las acciones que los vulneren o amenacen. 

5.	 Colaborar con las autoridades en la aplicación de las disposiciones de la presente ley. 

6.	 Las demás acciones que sean necesarias para asegurar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

Conc.: Artículos 44 y 45 de la C.P.

Artículo 41. Obligaciones del Estado. El Estado es el contexto institucional en el desarrollo integral de los niños, las 
niñas y los adolescentes. En cumplimiento de sus funciones en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal 
deberá: 

1.	 Garantizar el ejercicio de todos los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

2.	 Asegurar las condiciones para el ejercicio de los derechos y prevenir su amenaza o afectación a través del diseño y la ejecución de 
políticas públicas sobre infancia y adolescencia. 

3.	 Garantizar la asignación de los recursos necesarios para el cumplimiento de las políticas públicas de niñez y adolescencia, en los 
niveles nacional, departamental, distrital y municipal para asegurar la prevalencia de sus derechos. 

4.	 Asegurar la protección y el efectivo restablecimiento de los derechos que han sido vulnerados. 

5.	 Promover la convivencia pacífica en el orden familiar y social. 

6.	 Investigar y sancionar severamente los delitos en los cuales los niños, las niñas y los adolescentes son víctimas, y garantizar la 
reparación del daño y el restablecimiento de sus derechos vulnerados. 
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7.	 Resolver con carácter prevalente los recursos, peticiones o acciones judiciales que presenten los niños, las niñas y los adolescentes, 
su familia o la sociedad para la protección de sus derechos. 

8.	 Promover en todos los estamentos de la sociedad, el respeto a la integridad física, psíquica e intelectual y el ejercicio de los 
derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y la forma de hacerlos efectivos. 

9.	 Formar a los niños, las niñas y los adolescentes y a las familias en la cultura del respeto a la dignidad, el reconocimiento de los 
derechos de los demás, la convivencia democrática y los valores humanos y en la solución pacífica de los conflictos. 

10.	 Apoyar a las familias para que estas puedan asegurarle a sus hijos e hijas desde su gestación, los alimentos necesarios para su 
desarrollo físico, psicológico e intelectual, por lo menos hasta que cumplan los 18 años de edad. 

11.	 Garantizar y proteger la cobertura y calidad de la atención a las mujeres gestantes y durante el parto, de manera integral durante 
los primeros cinco (5) años de vida del niño, mediante servicios y programas de atención gratuita de calidad, incluida la vacunación 
obligatoria contra toda enfermedad prevenible, con agencia de responsabilidad familiar. 

12.	 Garantizar la inscripción y el trámite del registro civil de nacimiento mediante un procedimiento eficaz y gratuito. Para el efecto, la 
Registraduría Nacional del Estado Civil y el Ministerio de la Protección Social conjuntamente reglamentarán el trámite administrativo 
que garantice que el niño o niña salga del centro médico donde nació, con su registro civil de nacimiento y certificado de nacido vivo. 

13.	 Garantizar que los niños, las niñas y los adolescentes tengan acceso al Sistema de Seguridad Social en Salud de manera oportuna. 
Este derecho se hará efectivo mediante afiliación inmediata del recién nacido a uno de los regímenes de ley. 

14.	 Reducir la morbilidad y la mortalidad infantil, prevenir y erradicar la desnutrición, especialmente en los menores de cinco años, y 
adelantar los programas de vacunación y prevención de las enfermedades que afectan a la infancia y a la adolescencia y de los 
factores de riesgo de la discapacidad. 

15.	 Asegurar los servicios de salud y subsidio alimentario definidos en la legislación del Sistema de Seguridad Social en Salud para 
mujeres gestantes y lactantes, familias en situación de debilidad manifiesta y niños, niñas y adolescentes. 

16.	 Prevenir y atender en forma prevalente, las diferentes formas de violencia y todo tipo de accidentes que atenten contra el derecho 
a la vida y la calidad de vida de los niños, las niñas y los adolescentes. 

17.	 Garantizar las condiciones para que los niños, las niñas desde su nacimiento, tengan acceso a una educación idónea y de calidad, 
bien sea en instituciones educativas cercanas a su vivienda, o mediante la utilización de tecnologías que garanticen dicho acceso, 
tanto en los entornos rurales como urbanos. 

18.	 Asegurar los medios y condiciones que les garanticen la permanencia en el sistema educativo y el cumplimiento de su ciclo 
completo de formación. 

19.	 Garantizar un ambiente escolar respetuoso de la dignidad y los derechos humanos de los niños, las niñas y los adolescentes y 
desarrollar programas de formación de maestros para la promoción del buen trato. 

20.	 Erradicar del sistema educativo las prácticas pedagógicas discriminatorias o excluyentes y las sanciones que conlleven maltrato, o 
menoscabo de la dignidad o integridad física, psicológica o moral de los niños, las niñas y los adolescentes. 

21.	 Atender las necesidades educativas específicas de los niños, las niñas y los adolescentes con discapacidad, con capacidades 
excepcionales y en situaciones de emergencia. 

22.	 Garantizar la etnoeducación para los niños, las niñas y los adolescentes indígenas y de otros grupos étnicos, de conformidad con 
la Constitución Política y la ley que regule la materia. 

23.	 Diseñar y aplicar estrategias para la prevención y el control de la deserción escolar y para evitar la expulsión de los niños, las niñas 
y los adolescentes del sistema educativo. 

24.	 Fomentar el deporte, la recreación y las actividades de supervivencia, y facilitar los materiales y útiles necesarios para su práctica 
regular y continuada. 

25.	 Fomentar la participación en la vida cultural y en las artes, la creatividad y producción artística, científica y tecnológica de niños, 
niñas y adolescentes y consagrar recursos especiales para esto. 

26.	 Prevenir y atender la violencia sexual, las violencias dentro de la familia y el maltrato infantil, y promover la difusión de los derechos 
sexuales y reproductivos. 

27.	 Prestar especial atención a los niños, las niñas y los adolescentes que se encuentren en situación de riesgo, vulneración o emergencia. 

28.	 Protegerlos contra los desplazamientos arbitrarios que los alejen de su hogar o de su lugar de residencia habitual. 

29.	 Asegurar que no sean expuestos a ninguna forma de explotación económica o a la mendicidad y abstenerse de utilizarlos en 
actividades militares, operaciones psicológicas, campañas cívico-militares y similares. 

30.	 Protegerlos contra la vinculación y el reclutamiento en grupos armados al margen de la ley. 

31.	 Asegurar alimentos a los niños, las niñas y los adolescentes que se encuentren en procesos de protección y restablecimiento de 
sus derechos, sin perjuicio de las demás personas que deben prestar alimentos en los términos de la presente ley, y garantizar 
mecanismos efectivos de exigibilidad y cumplimiento de las obligaciones alimentarias. 

32.	 Erradicar las peores formas de trabajo infantil, el trabajo de los niños y las niñas menores de quince años, proteger a los adolescentes 
autorizados para trabajar, y garantizar su acceso y la permanencia en el sistema educativo. 
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33.	 Promover estrategias de comunicación educativa para transformar los patrones culturales que toleran el trabajo infantil y resaltar 
el valor de la educación como proceso fundamental para el desarrollo de la niñez. 

34.	 Asegurar la presencia del niño, niña o adolescente en todas las actuaciones que sean de su interés o que los involucren cualquiera 
sea su naturaleza, adoptar las medidas necesarias para salvaguardar su integridad física y psicológica y garantizar el cumplimiento 
de los términos señalados en la ley o en los reglamentos frente al debido proceso. Procurar la presencia en dichas actuaciones de 
sus padres, de las personas responsables o de su representante legal. 

35.	 Buscar y ubicar a la familia de origen o las personas con quienes conviva a la mayor brevedad posible cuando sean menores de 
edad no acompañados. 

36.	 Garantizar la asistencia de un traductor o un especialista en comunicación cuando las condiciones de edad, discapacidad o cultura 
de los niños, las niñas o los adolescentes lo exijan. 

37.	 Promover el cumplimiento de las responsabilidades asignadas en el presente Código a los medios de comunicación. 

Parágrafo. Esta enumeración no es taxativa y en todo caso el Estado deberá garantizar de manera prevalente, el 
ejercicio de todos los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes consagrados en la Constitución Política, los 
tratados y convenios internacionales de derechos humanos y en este Código. 

Nota: El numeral 37 fue declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-442 de julio 8 de 2009 , M.P.: Dr. 
Humberto Antonio Sierra Porto.

Artículo 42. Obligaciones especiales de las instituciones educativas. Para cumplir con su misión las instituciones 
educativas tendrán entre otras las siguientes obligaciones: 

1.	 Facilitar el acceso de los niños, niñas y adolescentes al sistema educativo y garantizar su permanencia. 

2.	 Brindar una educación pertinente y de calidad. 

3.	 Respetar en toda circunstancia la dignidad de los miembros de la comunidad educativa. 

4.	 Facilitar la participación de los estudiantes en la gestión académica del centro educativo. 

5.	 Abrir espacios de comunicación con los padres de familia para el seguimiento del proceso educativo y propiciar la democracia en 
las relaciones dentro de la comunidad educativa. 

6.	 Organizar programas de nivelación de los niños y niñas que presenten dificultades de aprendizaje o estén retrasados en el ciclo 
escolar y establecer programas de orientación psicopedagógica y psicológica.

7.	 Respetar, permitir y fomentar la expresión y el conocimiento de las diversas culturas nacionales y extranjeras y organizar actividades 
culturales extracurriculares con la comunidad educativa para tal fin. 

8.	 Estimular las manifestaciones e inclinaciones culturales de los niños, niñas y adolescentes, y promover su producción artística, 
científica y tecnológica. 

9.	 Garantizar la utilización de los medios tecnológicos de acceso y difusión de la cultura y dotar al establecimiento de una biblioteca 
adecuada. 

10.	 Organizar actividades conducentes al conocimiento, respeto y conservación del patrimonio ambiental, cultural, arquitectónico y 
arqueológico nacional. 

11.	 Fomentar el estudio de idiomas nacionales y extranjeros y de lenguajes especiales. 

12.	 Evitar cualquier conducta discriminatoria por razones de sexo, etnia, credo, condición socioeconómica o cualquier otra que afecte 
el ejercicio de sus derechos. 

Jurisprudencia: “El artículo 139 de la Ley 115 de 1994 consagra un deber especial para las instituciones educativas. Allí se señala que, para 
dinamizar el proceso educativo institucional, en cada establecimiento educativo se promoverá por parte del consejo directivo la organización 
de asociaciones de padres de familia y de estudiantes vinculados a la respectiva institución educativa. En el artículo 142 adopta un gobierno 
escolar conformado por el rector, el consejo directivo y el consejo académico y le asigna funciones, así: «En el gobierno escolar serán 
consideradas las iniciativas de los estudiantes, de los educadores, de los administradores y de los padres de familia en aspectos tales como la 
adopción y verificación del reglamento escolar, la organización de las actividades sociales, deportivas, culturales, artísticas y comunitarias, la 
conformación de organizaciones juveniles y demás acciones que redunden en la práctica de la participación democrática en la vida escolar». 

”En la Sentencia T-433 de 1997, M.P.: Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional señaló que para la realización plena del derecho a la 
educación no basta con que el individuo tenga la real posibilidad de ingresar al sistema educativo sino que «se requiere paralelamente del 
ofrecimiento por parte de la respectiva institución, de una educación que garantice una formación integral de calidad, la cual sólo se logra 
a través de metodologías y procesos pedagógicos sólidamente fundamentados en la teoría y la práctica, dirigidos y orientados por docentes 
especialistas en las distintas áreas, que con dedicación y profesionalismo conduzcan el proceso formativo de sus alumnos». Una educación 
de baja calidad, soportada en procesos de formación débiles y carentes de orientación y dirección, no solo afecta el derecho fundamental a 
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la educación de quien la recibe, sino el derecho de la sociedad a contar con profesionales sólidamente preparados que contribuyan con sus 
saberes específicos a su consolidación y desarrollo, mucho más cuando provienen de instituciones públicas financiadas por el Estado” (Corte 
Constitucional, Sentencia T-642 de 2001). 

Artículo 43. Obligación ética fundamental de los establecimientos educativos. Las instituciones de educación 
primaria y secundaria, públicas y privadas, tendrán la obligación fundamental de garantizar a los niños, niñas y 
adolescentes el pleno respeto a su dignidad, vida, integridad física y moral dentro de la convivencia escolar. Para tal 
efecto, deberán: 

1.	 Formar a los niños, niñas y adolescentes en el respeto por los valores fundamentales de la dignidad humana, los derechos humanos, 
la aceptación, la tolerancia hacia las diferencias entre personas. Para ello deberán inculcar un trato respetuoso y considerado hacia 
los demás, especialmente hacia quienes presentan discapacidades, especial vulnerabilidad o capacidades sobresalientes. 

2.	 Proteger eficazmente a los niños, niñas y adolescentes contra toda forma de maltrato, agresión física o sicológica, humillación, 
discriminación o burla de parte de los demás compañeros y de los profesores. 

3.	 Establecer en sus reglamentos los mecanismos adecuados de carácter disuasivo, correctivo y reeducativo para impedir la agresión 
física o psicológica, los comportamientos de burla, desprecio y humillación hacia niños y adolescentes con dificultades en el 
aprendizaje, en el lenguaje o hacia niños y adolescentes con capacidades sobresalientes o especiales.  

Nota: Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, únicamente por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia 
C-442 de 8 de julio de 2009, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

Artículo 44. Obligaciones complementarias de las instituciones educativas. Los directivos y docentes de los 
establecimientos académicos y la comunidad educativa en general pondrán en marcha mecanismos para: 

1.	 Comprobar la inscripción del registro civil de nacimiento. 

2.	 Establecer la detección oportuna y el apoyo y la orientación en casos de malnutrición, maltrato, abandono, abuso sexual, violencia 
intrafamiliar, y explotación económica y laboral, las formas contemporáneas de servidumbre y esclavitud, incluidas las peores 
formas de trabajo infantil. 

3.	 Comprobar la afiliación de los estudiantes a un régimen de salud. 

4.	 Garantizar a los niños, niñas y adolescentes el pleno respeto a su dignidad, vida, integridad física y moral dentro de la convivencia escolar. 

5.	 Proteger eficazmente a los niños, niñas y adolescentes contra toda forma de maltrato, agresión física o psicológica, humillación, 
discriminación o burla de parte de los demás compañeros o profesores. 

6.	 Establecer en sus reglamentos los mecanismos adecuados de carácter disuasivo, correctivo y reeducativo para impedir la agresión 
física o psicológica, los comportamientos de burla, desprecio y humillación hacia los niños, niñas y adolescentes con dificultades de 
aprendizaje, en el lenguaje o hacia niños o adolescentes con capacidades sobresalientes o especiales. 

7.	 Prevenir el tráfico y consumo de todo tipo de sustancias psicoactivas que producen dependencia dentro de las instalaciones 
educativas y solicitar a las autoridades competentes acciones efectivas contra el tráfico, venta y consumo alrededor de las 
instalaciones educativas. 

8.	 Coordinar los apoyos pedagógicos, terapéuticos y tecnológicos necesarios para el acceso y la integración educativa del niño, niña 
o adolescente con discapacidad. 

9.	 Reportar a las autoridades competentes, las situaciones de abuso, maltrato o peores formas de trabajo infantil detectadas en niños, 
niñas y adolescentes. 

10.	 Orientar a la comunidad educativa para la formación en la salud sexual y reproductiva y la vida en pareja. 

Conc.: Ley 115 de 1994. 

Nota: Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, únicamente por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia 
C-442 de 8 de julio de 2009, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

Artículo 45. Prohibición de sanciones crueles, humillantes o degradantes. Los directores y educadores de los 
centros públicos o privados de educación formal, no formal e informal, no podrán imponer sanciones que conlleven 
maltrato físico o psicológico de los estudiantes a su cargo, o adoptar medidas que de alguna manera afecten su 
dignidad. Así mismo, queda prohibida su inclusión bajo cualquier modalidad, en los manuales de convivencia escolar. 

Conc.: Ley 115 de 1994. 
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Artículo 46. Obligaciones especiales del Sistema de Seguridad Social en Salud. Son obligaciones especiales del 
Sistema de Seguridad Social en Salud para asegurar el derecho a la salud de los niños, las niñas y los adolescentes, 
entre otras, las siguientes: 

1.	 Diseñar y desarrollar programas de prevención en salud, en especial de vacunación, complementación alimentaria, suplementación 
nutricional, vigilancia del estado nutricional y mejoramiento de hábitos alimentarios. 

2.	 Diseñar y desarrollar programas de prevención de las infecciones respiratorias agudas, la enfermedad diarreica aguda y otras 
enfermedades prevalentes de la infancia. 

3.	 Diseñar, desarrollar y promocionar programas que garanticen a las mujeres embarazadas la consejería para la realización de 
la prueba voluntaria del VIH/SIDA y en caso de ser positiva tanto la consejería como el tratamiento antirretroviral y el cuidado y 
atención para evitar durante el embarazo, parto y posparto la transmisión vertical madre-hijo. 

4.	 Disponer lo necesario para garantizar tanto la prueba VIH/SIDA como el seguimiento y tratamiento requeridos para el recién nacido. 

5.	 Garantizar atención oportuna y de calidad a todos los niños, las niñas y los adolescentes, en especial en los casos de urgencias. 

6.	 Garantizar la actuación inmediata del personal médico y administrativo cuando un niño, niña o adolescente se encuentre hospitalizado 
o requiera tratamiento o intervención quirúrgica y exista peligro inminente para su vida, carezca de representante legal o este se 
encuentre en situación que le impida dar su consentimiento de manera oportuna o no autorice por razones personales, culturales, 
de credo o sea negligente; en atención al interés superior del niño, niña o adolescente o a la prevalencia de sus derechos. 

7.	 Garantizar el acceso gratuito de los adolescentes a los servicios especializados de salud sexual y reproductiva. 

8.	 Desarrollar programas para la prevención del embarazo no deseado y la protección especializada y apoyo prioritario a las madres adolescentes. 

9.	 Diseñar y desarrollar programas especializados para asegurar la detección temprana y adecuada de las alteraciones físicas, 
mentales, emocionales y sensoriales en el desarrollo de los niños, las niñas y los adolescentes; para lo cual capacitará al personal 
de salud en el manejo y aplicación de técnicas  específicas para su prevención, detección y manejo, y establecerá mecanismos de 
seguimiento, control y vigilancia de los casos. 

10.	 Capacitar a su personal para detectar el maltrato físico y psicológico, el abuso, la explotación y la violencia sexual en niños, niñas y 
adolescentes, y denunciar ante las autoridades competentes las situaciones señaladas y todas aquellas que puedan constituir una 
conducta punible en que el niño, niña o adolescente sea víctima. 

11.	 Diseñar y ofrecer programas encaminados a educar a los niños, las niñas y los adolescentes, a los miembros de la familia y a la comunidad 
en general en prácticas de higiene y sanidad; en el manejo de residuos sólidos, el reciclaje de basuras y la protección del ambiente. 

12.	 Disponer lo necesario para que todo niño, niña o adolescente que presente anomalías congénitas o algún tipo de discapacidad, 
tengan derecho a recibir por parte del Estado, atención, diagnóstico, tratamiento especializado y rehabilitación, cuidados especiales 
de salud, orientación y apoyo a los miembros de la familia o las personas responsables de su cuidado y atención. 

Conc.: Ley 715 de 2001, Título III, Sector Salud. Convención sobre Derechos del niño, Artículo 26. Decreto 3705 de septiembre 24 de  2007, 
por el cual se declara el día nacional de la prevención del embarazo en adolescentes; Ley 1306 de junio 5 de 2009; Ley 1388 de mayo 26 de 

2010, por el derecho a la vida de los niños con cáncer en Colombia.

Artículo 47. Responsabilidades especiales de los medios de comunicación. Los medios de comunicación, en el 
ejercicio de su autonomía y demás derechos, deberán: 

1.	 Promover, mediante la difusión de información, los derechos y libertades de los niños, las niñas y los adolescentes, así como su 
bienestar social y su salud física y mental. 

2.	 El respeto por la libertad de expresión y el derecho a la información de los niños, las niñas y los adolescentes. 

3.	 Adoptar políticas para la difusión de información sobre niños, niñas y adolescentes en las cuales se tenga presente el carácter 
prevalente de sus derechos. 

4.	 Promover la divulgación de información que permita la localización de los padres o personas responsables de niños, niñas o 
adolescentes cuando por cualquier causa se encuentren separados de ellos, se hayan extraviado o sean solicitados por las 
autoridades competentes. 

5.	 Abstenerse de transmitir mensajes discriminatorios contra la infancia y la adolescencia. 

6.	 Abstenerse de realizar transmisiones o publicaciones que atenten contra la integridad moral, psíquica o física de los menores, 
que inciten a la violencia, que hagan apología de hechos delictivos o contravenciones, o que contengan descripciones morbosas 
o pornográficas. 

7.	 Abstenerse de transmitir por televisión publicidad de cigarrillos y alcohol en horarios catalogados como franja infantil por el 
organismo competente. 
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8.	 Abstenerse de entrevistar, dar el nombre, divulgar datos que identifiquen o que puedan conducir a la identificación de niños, niñas y 
adolescentes que hayan sido víctimas, autores o testigos de hechos delictivos, salvo cuando sea necesario para garantizar el derecho 
a establecer la identidad del niño o adolescente víctima del delito, o la de su familia si esta fuere desconocida. En cualquier otra 
circunstancia, será necesaria la autorización de los padres o, en su defecto, del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

Parágrafo. Los medios de comunicación serán responsables por la violación de las disposiciones previstas en este 
artículo. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar podrá hacerse parte en los procesos que por tales violaciones 
se adelanten contra los medios. 

Nota: Parágrafo declarado EXEQUIBLE, únicamente por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C 
-442 de 8 de julio de 2009, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. El fallo exhorta al Congreso de la República «para 
que regule en el menor tiempo posible y de manera integral, la forma en que se determina la responsabilidad de los medios de 
comunicación por el incumplimiento de las abstenciones contenidas en los numerales 5, 6, 7 y 8 del artículo 47 del Código de la 
Infancia y la Adolescencia y las sanciones que ello acarrea».

Conc.: Convención sobre Derechos del Niño, Artículo 17. 

Artículo 48. Espacios para mensajes de garantía y restablecimiento de derechos. Los contratos de concesión 
de los servicios de radiodifusión, televisión y espacios electromagnéticos incluirán la obligación del concesionario de 
ceder espacios de su programación para transmitir mensajes de garantía y restablecimiento de derechos que para tal 
fin determine el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar dirigidos a los niños, las niñas y los adolescentes y a sus 
familias. 

En alguno de estos espacios y por lo menos una vez a la semana, se presentarán con nombres completos y foto 
reciente, las personas que hayan sido condenadas en el último mes por cualquiera de los delitos contemplados en el 
Título IV, “Delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales”, cuando la víctima haya sido un menor de edad. 

Nota: La expresión subrayada fue declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-061 de 30 de enero de 
2008, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla.

Jurisprudencia: “…Del análisis precedente se observa que existe un alto grado de incertidumbre sobre la capacidad que la medida estudiada 
podría tener para alcanzar de manera efectiva el propósito de protección a la niñez con el que presumiblemente fue establecida. Por el 
contrario, son notorios los peligros y afectaciones que ella supone tanto para los individuos penalmente sancionados como para los miembros 
de sus familias, y aún para las posibles víctimas y sus allegados. Así las cosas, concluye la Corte que esta publicación no es una medida idónea 
para el logro de la finalidad propuesta, y por el contrario, constituye un mecanismo desproporcionado e innecesario frente a la búsqueda de 
dichos objetivos.

”Entonces, al revelarse claramente ineficaz como mecanismo de protección de la niñez, es necesario concluir que la medida estudiada vulnera 
el artículo 44 Superior, lo que conduce a su declaratoria de inexequibilidad, sin que para arribar a esta conclusión resulte necesario analizar 
en detalle las demás objeciones planteadas por la demandante y por otros intervinientes que fueron relacionadas páginas atrás...”. (Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-061 de 30 de enero de 2008, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla).

Conc.: Decreto 2200 de junio 14 de 2007 por el cual se reglamenta el artículo 48 de la Ley 1098 de 2006.

Artículo 49. Obligación de la Comisión Nacional de Televisión. La Comisión Nacional de Televisión o quien haga 
sus veces garantizará el interés superior de la niñez y la familia, la preservación y ampliación de las franjas infantiles 
y juveniles y el contenido pedagógico de dichas franjas que asegure la difusión y conocimiento de los derechos y 
libertades de los niños, las niñas y los adolescentes consagradas en la presente ley. Así mismo, la Comisión Nacional 
de Televisión garantizará que en la difusión de programas y materiales emitidos en la franja infantil no se presentarán 
escenas o mensajes violentos o que hagan apología a la violencia. 

Conc.: Artículos 20, 75, 76, 77 y 365 de la C.P.; Ley 42 de 1985; artículo 4º de la Ley 14 de 1991; Artículos 1º, 2º, 5º lit. n) y 29, parágrafo 

de la Ley 182 de 1995; Resoluciones 003, 005 y 006 de 1995 del Consejo Nacional de Estupefacientes. 
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Capítulo II
Medidas de restablecimiento de los derechos

Artículo 50. Restablecimiento de los derechos. Se entiende por restablecimiento de los derechos de los niños, las 
niñas y los adolescentes, la restauración de su dignidad e integridad como sujetos y de la capacidad para hacer un 
ejercicio efectivo de los derechos que les han sido vulnerados. 

Conc. Lineamientos ICBF. Resolución  2785 de julio 10 de 2009 Por la cual se adiciona el Lineamiento Técnico para el Proceso Administrativo de 

Restablecimiento de Derechos, aprobado mediante Resolución número 911 de mayo 7 de 2007 adicionado mediante Resolución número 4104  del 29 

de septiembre de 2008.

Artículo 51. Obligación del restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. El 
restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas o los adolescentes es responsabilidad del Estado en su 
conjunto a través de las autoridades públicas, quienes tienen la obligación de informar, oficiar o conducir ante la 
policía, las defensorías de familia, las comisarías de familia o en su defecto, los inspectores de policía o las personerías 
municipales o distritales, a todos los niños, las niñas o los adolescentes que se encuentren en condiciones de riesgo 
o vulnerabilidad. Cuando esto ocurra, la autoridad competente deberá asegurarse de que el Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar garantice su vinculación a los servicios sociales. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008. Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.

Artículo 52. Verificación de la garantía de derechos. En todos los casos, la autoridad competente deberá, de 
manera inmediata, verificar el estado de cumplimiento de cada uno de los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes, consagrados en el Título I del Libro I del presente Código. Se deberá verificar: 

1.	  El estado de salud física y psicológica. 

2.	  Estado de nutrición y vacunación. 

3.	  La inscripción en el registro civil de nacimiento. 

4.	  La ubicación de la familia de origen. 

5.	  El estudio del entorno familiar y la identificación tanto de elementos protectores como de riesgo para la vigencia de los derechos. 

6.	  La vinculación al sistema de salud y seguridad social. 

7.	  La vinculación al sistema educativo. 

Parágrafo 1º. De las anteriores actuaciones se dejará constancia expresa, que servirá de sustento para definir las 
medidas pertinentes para el restablecimiento de los derechos. 

Parágrafo 2º. Si la autoridad competente advierte la ocurrencia de un posible delito, deberá denunciarlo ante la 
autoridad penal. 

Conc: Decreto 4840 de diciembre 17 de 2007 , por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 

111 y 205 de la Ley 1098 de 2006.

Artículo 53. Medidas de restablecimiento de derechos. Son medidas de restablecimiento de los derechos de 
los niños, las niñas y los adolescentes las que a continuación se señalan. Para el restablecimiento de los derechos 
establecidos en este Código, la autoridad competente tomará alguna o varias de las siguientes medidas: 
1.	 Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 

2.	 Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad que amenace o vulnere sus derechos o de las actividades ilícitas en 
que se pueda encontrar y ubicación en un programa de atención especializada para el restablecimiento del derecho vulnerado. 

3.	 Ubicación inmediata en medio familiar. 

4.	 Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no procede la ubicación en los hogares de paso. 
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5.	 La adopción. 

6.	 Además de las anteriores, se aplicarán las consagradas en otras disposiciones legales, o cualquier otra que garantice la protección 
integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 

7.	 Promover las acciones policivas, administrativas o judiciales a que haya lugar. 

Parágrafo 1º. La autoridad competente deberá asegurar que en todas las medidas provisionales o definitivas de 
restablecimiento de derechos que se decreten, se garantice el acompañamiento a la familia del niño, niña o adolescente 
que lo requiera. 

Parágrafo 2º. En el caso de niños, niñas y adolescentes víctimas de desastres naturales u otras situaciones de 
emergencia, las autoridades tomarán cualquiera de las medidas establecidas en este artículo y las demás que indiquen 
las autoridades encargadas de la atención de los desastres para la protección de sus derechos. 

Jurisprudencia: “En principio, la familia constituye el ambiente propicio para el desarrollo de las potencialidades infantiles. 

”No obstante, tal como lo ha reconocido la Corte Constitucional, el derecho a tener una familia y a no ser separado de ella (art. 44) no se 
configura con la sola pertenencia nominal a un grupo humano, «sino que implica la integración real del menor en un medio propicio para su 
desarrollo, que presupone la presencia de estrechos vínculos de afecto y confianza y que exige relaciones equilibradas y armónicas entre los 
padres y el pedagógico comportamiento de éstos respecto de sus hijos». Por ello, cuando el peligro, la desprotección y el abandono del menor 
se producen en el contexto de su propia familia, el Estado se encuentra facultado, en aras de la conservación del interés superior del menor, 
para restringir el derecho de los padres a ejercer las prerrogativas que naturalmente les confiere su calidad. 
”Esta concepción está presente en toda la jurisprudencia constitucional: en efecto, en oportunidades pasadas, la Corte Constitucional ha 
sostenido que el ejercicio de los derechos de los padres puede quedar en suspenso –e incluso, extinguirse– cuando aquellos incumplen 
los deberes correlativos. La Corte entiende que comportamientos abusivos, displicentes o agresivos que afecten la integridad del menor 
constituyen negación de la conducta debida hacia los hijos, pero, muy especialmente, negación del derecho que los mismos tienen al amor 
de sus padres. Por tanto, cuando dicha circunstancia se presenta, resulta legítimo para el Estado intervenir en la célula familiar con el fin de 
preservar el interés superior del menor” (Corte Constitucional, Sentencia T-137 de 2006). 

Jurisprudencia: “…la adopción de medidas de restablecimiento de derechos (amonestación, ubicación en familia de origen o extensa, en hogar 
de paso o sustituto llegando hasta la adopción), debe encontrarse precedida y soportada por labores de verificación, encaminadas a determinar 
la existencia de una real situación de abandono, riesgo o peligro que se cierne sobre los derechos fundamentales del niño, niña o adolescente.

En este orden de ideas, el decreto y la práctica de medidas de restablecimiento de derechos, si bien se amparan en la Constitución, en especial, 
en el artículo 44 Superior, también es cierto que las autoridades administrativas competentes para su realización deben tener en cuenta (i) la 
existencia de una lógica de gradación entre cada una de ellas; (ii) la proporcionalidad entre el riesgo o vulneración del derecho y la medida 
de protección adoptada; (iii) la solidez del material probatorio; (iv) la duración de la medida; y (v) las consecuencias negativas que pueden 
comportar algunas de ellas en términos de estabilidad emocional y psicológica del niño, niña o adolescente.

En pocas palabras, las autoridades administrativas, al momento de decretar y practicar medidas de restablecimiento de derechos, deben 
ejercer tales competencias legales de conformidad con la Constitución, lo cual implica proteger los derechos fundamentales de los niños, niñas 
y adolescentes con base en criterios de racionalidad y proporcionalidad; lo contrario, paradójicamente, puede acarrear un desconocimiento de 

aquéllos.” Corte Constitucional, Sentencia T-572 de agosto 26 de 2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto).

Artículo 54. Amonestación. La medida de amonestación consiste en la conminación a los padres o a las personas 
responsables del cuidado del niño, niña o adolescente sobre el cumplimiento de las obligaciones que les corresponden 
o que la ley les impone. Comprende la orden perentoria de que cesen las conductas que puedan vulnerar o amenazar 
los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, con la obligación de asistir a un curso pedagógico sobre 
derechos de la niñez, a cargo de la Defensoría del Pueblo, so pena de multa convertible en arresto. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el aparte subrayado de este artículo por ineptitud de 
la demanda, mediante Sentencia C-951 de 14 de noviembre de 2007, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño.

Artículo 55. Incumplimiento de la medida. El incumplimiento de las obligaciones impuestas en la diligencia de 
amonestación, acarreará a los infractores la sanción de multa equivalente al valor de uno (1) a cien (100) salarios 
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mínimos diarios legales vigentes, convertibles en arresto a razón de un (1) día por cada salario diario mínimo legal 
vigente de multa. Esta sanción será impuesta por el Defensor de Familia. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el aparte subrayado de este artículo por ineptitud de 
la demanda, mediante Sentencia C-951 de 14 de noviembre de 2007, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño. 

Artículo 56. Ubicación en familia de origen o familia extensa. Es la ubicación del niño, niña o adolescente con 
sus padres, o parientes de acuerdo con lo establecido en el artículo 61 del Código Civil, cuando estos ofrezcan las 
condiciones para garantizarles el ejercicio de sus derechos. 

Si de la verificación del estado de sus derechos se desprende que la familia carece de recursos económicos necesarios 
para garantizarle el nivel de vida adecuado, la autoridad competente informará a las entidades del Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar, para que le brinden a la familia los recursos adecuados mientras ella puede garantizarlos. 
Conc.: Artículo 61 del C.C. 

Artículo 57. Ubicación en hogar de paso. La ubicación en hogar de paso es la ubicación inmediata y provisional del 
niño, niña o adolescente con familias que forman parte de la red de hogares de paso. Procede la medida cuando no 
aparezcan los padres, parientes o las personas responsables de su cuidado y atención. 

La ubicación en Hogar de Paso es una medida transitoria, y su duración no podrá exceder de ocho (8) días hábiles, 
término en el cual la autoridad competente debe decretar otra medida de protección. 

Conc.:  Lineamientos ICBF.  Lineamientos Técnicos para los hogares de paso (Aprobados mediante Resolución 912 de 2007).

Artículo 58. Red de hogares de paso. Se entiende por red de hogares de paso el grupo de familias registradas en 
el programa de protección de los niños, las niñas y los adolescentes, que están dispuestas a acogerlos, de manera 
voluntaria y subsidiada por el Estado, en forma inmediata, para brindarles el cuidado y atención necesarios. 

En todos los distritos, municipios y territorios indígenas del territorio nacional, los gobernadores, los alcaldes, con 
la asistencia técnica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, organizarán las redes de hogares de paso 
y establecerá el registro, el reglamento, los recursos, los criterios de selección y los controles y mecanismos de 
seguimiento y vigilancia de las familias, de acuerdo con los principios establecidos en este Código. 

Artículo 59. Ubicación en hogar sustituto. Es una medida de protección provisional que toma la autoridad competente 
y consiste en la ubicación del niño, niña o adolescente en una familia que se compromete a brindarle el cuidado y 
atención necesarios en sustitución de la familia de origen. 

Esta medida se decretará por el menor tiempo posible de acuerdo a las circunstancias y los objetivos que se persiguen 
sin que pueda exceder de seis (6) meses. El Defensor de Familia podrá prorrogarla, por causa justificada, hasta por 
un término igual al inicial, previo concepto favorable del jefe jurídico de la dirección regional del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar. 

En ningún caso podrá otorgarse a personas residentes en el exterior ni podrá salir del país el niño, niña o adolescente 
sujeto a esta medida de protección, sin autorización expresa de la autoridad competente. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar asignará un aporte mensual al hogar sustituto para atender exclusivamente 
a los gastos del niño, niña o adolescente. Mientras dure la medida el Instituto se subrogará en los derechos contra toda 
persona que por ley deba alimentos al niño, niña o adolescente. En ningún caso se establecerá relación laboral entre 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y los responsables del hogar sustituto. 

Parágrafo. En el caso de los niños, niñas y adolescentes indígenas, se propenderá como primera opción, la ubicación del 
menor en una familia indígena. El ICBF asegurará a dichas familias indígenas el aporte mensual de que trata este artículo. 
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Conc.: Lineamientos ICBF.  Actualización Lineamiento Técnico Administrativo de Hogares Sustitutos (Aprobado mediante Resolución 2365 de 

2007);  Resolución 4799 de octubre 30 de  2009 del ICBF, por la cual se adoptan medidas de fortalecimiento de la prestación del servicio en 

los hogares sustitutos.

Artículo 60. Vinculación a programas de atención especializada para el restablecimiento de derechos 
vulnerados. Cuando un niño, una niña o un adolescente sea víctima de cualquier acto que vulnere sus derechos de 
protección, de su integridad personal, o sea víctima de un delito, o cuando se trate de una adolescente o mujer mayor 
de 18 años embarazada, deberán vincularse a un programa de atención especializada que asegure el restablecimiento 
de sus derechos. 

Parágrafo 1º. La especialización de los programas debe definirse a partir de estudios diagnósticos que permitan 
determinar la naturaleza y el alcance de los mismos. Los programas deberán obedecer a las problemáticas sociales 
que afectan a los niños, las niñas y los adolescentes, y ser formulados en el marco de las políticas públicas de infancia 
y adolescencia dentro del Sistema Nacional de Bienestar Familiar. 

Parágrafo 2º. El Gobierno Nacional y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar expedirán la reglamentación 
correspondiente al funcionamiento y operación de las casas de madres gestantes y los programas de asistencia y 
cuidado a mujeres con embarazos no deseados de que trata el presente artículo, durante los 12 meses siguientes a 
la expedición de la presente ley. 

Conc.: Lineamientos ICBF. Lineamiento Técnico Administrativo y Estándares para el funcionamiento del Programa de atención especializada 

Casas de Madres Gestantes (aprobado  mediante Resolución Nº 4589 de 2009).

Artículo 61. Adopción. La adopción es, principalmente y por excelencia, una medida de protección a través de la cual, 
bajo la suprema vigilancia del Estado, se establece de manera irrevocable, la relación paterno filial entre personas que 
no la tienen por naturaleza. 

Conc.: Artículo 50 del C.C.; Convenio Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional. 
Lineamientos ICBF. Lineamiento Técnico del Programa de Adopciones aprobado mediante la Resolución No. 2310 del 19 de septiembre de 
2007, modificado y adicionado por las Resoluciones Nos. 2691 del 17 de octubre de 2007, 2550 del 18 de junio de 2008 y 4694 del 31 de 
octubre de 2008, y se dictan otras disposiciones. (Aprobado  mediante Resolución Nº. 2660  de 2009).

Lineamientos ICBF.  Modificación y adición del Lineamiento Técnico del Programa de Adopciones aprobado mediante la Resolución No. 2310 
del 19 de septiembre de 2007. (Aprobado  mediante Resolución Nº. 5491  de 2009).

Jurisprudencia: “...Las consecuencias inmediatas de la adopción, consisten en establecer la relación de padre o madre a hijo. Pero más allá 
de ello, es también una forma de incorporar al adoptivo a la familia del adoptante. En efecto, el adoptado entra a formar parte de tal familia, 
en cuanto la adopción establece el llamado parentesco civil, que se da no sólo en relación con quien adopta, sino también respecto de los 
parientes consanguíneos y adoptivos suyos. Desde este punto de vista, es decir en cuanto el adoptivo entra a formar parte de la familia del 
adoptante, la adopción satisface el derecho constitucional reconocido a todos los niños en el artículo 44 superior, de tener una familia y de no 
ser separado de ella, en aquellos casos en los cuales sus padres biológicos no pueden hacerse cargo de ellos. Y a través de la incorporación 
del adoptado a la familia del adoptante, se garantiza también todo el plexo de derechos reconocidos al menor de cuya eficacia el primer 
responsable es el padre. Por eso, la ley define la adopción como una “medida de protección” que se establece en favor del menor...

... Es, hoy en día, una institución concebida en beneficio del menor adoptable y para su protección. La adopción si bien permite que personas 
que no son padres o madres por naturaleza lleguen a serlo en virtud del parentesco civil, posibilitándoles a ellos el ejercicio de varios derechos 
como el conformar una familia, el del libre desarrollo de la personalidad, etc., no persigue prioritariamente este objetivo, sino el de proteger al 
menor de la manera que mejor convenga a sus intereses, aplicando en ello el artículo 44 de la Carta...” (Sentencia C-814/01, Bogotá, D.C., 
dos (2) de agosto de dos mil uno 2001. Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra).

Jurisprudencia: “... declara INEXEQUIBLE LA EXPRESION “DEL MENOR DE SIETE (7) AÑOS DE EDAD contenida en el numeral 4º articulo 236 del 
Código Sustantivo del Trabajo, reformado por la ley 50 de 1990…la distinción prevista en la norma no busca una finalidad legítima y contradice 
principios y derechos constitucionales fundamentales. La exclusión de la referida expresión, posibilita que todas las madre adoptantes de niños, 
niñas y adolescentes menores de dieciocho (18) años puedan disfrutar de la licencia de maternidad acorde con el derecho a la igualdad de los 

hijos, niños y niñas consagrados en la Constitución”. (Corte Constitucional, Sentencia C-543 de junio 30 de 2010. M.P.: Mauricio González Cuervo).
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Artículo 62. La autoridad central en materia de adopción. La autoridad central en materia de adopción es el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

Solamente podrán desarrollar programas de adopción, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y las instituciones 
debidamente autorizadas por éste. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

Artículo 63. Procedencia de la adopción. Sólo podrán adoptarse los menores de 18 años declarados en situación de 
adoptabilidad, o aquellos cuya adopción haya sido consentida previamente por sus padres. 

Si el menor tuviere bienes, la adopción se hará con las formalidades exigidas para los guardadores. 

Artículo 64. Efectos jurídicos de la adopción. La adopción produce los siguientes efectos: 

1.	 Adoptante y adoptivo adquieren, por la adopción, los derechos y obligaciones de padre o madre e hijo. 

2.	 La adopción establece parentesco civil entre el adoptivo y el adoptante, que se extiende en todas las líneas y grados a los 
consanguíneos, adoptivos o afines de estos. 

3.	 El adoptivo llevará como apellidos los de los adoptantes. En cuanto al nombre, sólo podrá ser modificado cuando el adoptado sea 
menor de tres (3) años, o consienta en ello, o el Juez encontrare justificadas las razones de su cambio. 

4.	 Por la adopción, el adoptivo deja de pertenecer a su familia y se extingue todo parentesco de consanguinidad, bajo reserva del 
impedimento matrimonial del ordinal 9° del artículo 140 del Código Civil. 

5.	 Si el adoptante es el cónyuge o compañero permanente del padre o madre de sangre del adoptivo, tales efectos no se producirán 
respecto de este último, con el cual conservará los vínculos en su familia. 

Conc.: Artículo 50 del C.C. 

Artículo 65. Acciones de reclamación. Nadie podrá ejercer acción alguna para establecer la filiación consanguínea 
del adoptivo, ni reconocerle como hijo. 

Sin embargo, el adoptivo podrá promover en cualquier tiempo las acciones de reclamación del estado civil que 
le corresponda respecto de sus padres biológicos, únicamente para demostrar que quienes pasaban por tales, al 
momento de la adopción, no lo eran en realidad. 
La prosperidad de las pretensiones del adoptivo en este caso, no extinguirá los efectos de la adopción, salvo declaración 
judicial que la ordene y previo el consentimiento del adoptivo. El adoptante deberá ser oído en el proceso. 

Artículo 66. Del consentimiento. El consentimiento es la manifestación informada, libre y voluntaria de dar en 
adopción a un hijo o hija por parte de quienes ejercen la patria potestad ante el Defensor de Familia, quien los informará 
ampliamente sobre sus consecuencias jurídicas y psicosociales. Este consentimiento debe ser válido civilmente e 
idóneo constitucionalmente. Para que el consentimiento sea válido debe cumplir con los siguientes requisitos: 

1.	 Que esté exento de error, fuerza y dolo y tenga causa y objeto lícitos. 

2.	 Que haya sido otorgado previa información y asesoría suficientes sobre las consecuencias psicosociales y jurídicas de la decisión. 

Es idóneo constitucionalmente cuando quien da el consentimiento ha sido debida y ampliamente informado, asesorado 
y tiene aptitud para otorgarlo. Se entenderá tener aptitud para otorgar el consentimiento un mes después del día del 
parto. 

A efectos del consentimiento para la adopción, se entenderá la falta del padre o la madre, no solamente cuando ha fallecido, 
sino también cuando lo aqueja una enfermedad mental o grave anomalía psíquica certificada por el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

No tendrá validez el consentimiento que se otorgue para la adopción del hijo que está por nacer. 
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Tampoco lo tendrá el consentimiento que se otorgue en relación con adoptantes determinados, salvo cuando el 
adoptivo fuere pariente del adoptante hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o que fuere hijo 
del cónyuge o compañero permanente del adoptante. 

Quien o quienes expresan su consentimiento para la adopción podrán revocarlo dentro del mes siguiente a su 
otorgamiento. 

Los adolescentes deberán recibir apoyo psicosocial especializado por parte del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar para que puedan permanecer con su hijo o hija, o para otorgar el consentimiento libre e informado. El 
consentimiento del padre o madre menor de dieciocho (18) años tendrá validez si se manifiesta con el lleno de los 
requisitos establecidos en el presente artículo. En este caso estarán asistidos por sus padres, o personas que los 
tengan bajo su cuidado y por el Ministerio Público. 

Jurisprudencia: “El consentimiento para adoptar es una manifestación de voluntad que es protegida especialmente, de acuerdo con los 
criterios antes establecidos. 

”... En el caso del consentimiento de “dar en adopción” la decisión la toman los padres, aun cuando el menor esté en capacidad de pronunciarse. 
Al manifestar su consentimiento de “dar en adopción” los padres toman una decisión que les compete y los afecta directa y permanentemente. 
La afectación es grande por cuanto consiste en determinar si se quiere mantener o no, por el resto de la vida, el lazo de filiación con un hijo. 
Y les compete, en la medida que de acuerdo a la ley, quien toma esta decisión es quien ejerce la patria potestad sobre el menor que se vaya 
a dar en adopción. No se trata por tanto de un consentimiento sustituto, que se otorga en nombre de otro ante la imposibilidad de que se 
manifieste; se trata de la decisión libre y autónoma de considerar, en virtud de la patria potestad y de acuerdo al interés superior del niño, que 
la mejor decisión posible es entregar al menor en adopción...

...La determinación de «dar en adopción» es un caso en el que: (i) alguien debe tomar libre y autónomamente una decisión; (ii) que afecta 
de manera considerable los derechos prevalentes de un menor –en especial su derecho a tener una familia– e incide en los derechos de los 
padres biológicos o de los responsables del menor; (iii) que requiere información técnica y precisa sobre los alcances jurídicos tanto de la 
decisión de dar en adopción como de la adopción misma y de las eventuales consecuencias sicológicas y prácticas, y (iv) que debe tomarse 
considerando ante todo el interés superior del menor. Así pues, a diferencia del caso de la intervención quirúrgica, en el cual la decisión la 
entran a tomar los padres tan sólo subsidiariamente ante la urgencia y la imposibilidad de que el hijo lo haga por sí mismo, en el caso del 
consentimiento de «dar en adopción» la decisión la toman los padres, aun cuando el menor esté en capacidad de pronunciarse. Al manifestar 
su consentimiento de «dar en adopción» los padres toman una decisión que les compete y los afecta directa y permanentemente. La afectación 
es grande por cuanto consiste en determinar si se quiere mantener o no, por el resto de la vida, el lazo de filiación con un hijo. Y les compete, en 
la medida que de acuerdo a la ley, quien toma esta decisión es quien ejerce la patria potestad sobre el menor que se vaya a dar en adopción...” 
(Corte Constitucional, Sentencia T-510 de 2003). 

Directiva Nº 017 de 8 de octubre de 2007, emanada del Despacho del Señor Procurador General de la Nación, mediante la cual se requirió 
al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que brinde apoyo psicosocial a los padres adolescentes con el objeto de que permanezcan 
con su hijo o hija o para otorgar el consentimiento libre e informado. Además para que se establezcan las medidas de restablecimiento del 
derecho a favor tanto de la madre adolescente como del recién nacido.

Circular Nº 033 de 19 de noviembre de 2007, emanada de la Dirección General del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, mediante 
la cual se imparten “directrices en relación con los padres adolescentes que desean permanecer con su hijo o hija o que pretendan otorgar el 
consentimiento para su adopción, de tal suerte que ante la medida de protección, se de plena garantía, especialmente a los derechos de los 
niños, niñas y a sus padres adolescentes, a través del consentimiento constitucionalmente idóneo y civilmente válido”.

 
Artículo 67. Solidaridad familiar. El Estado reconocerá el cumplimiento del deber de solidaridad que ejerce la familia 
diferente a la de origen, que asume la protección de manera permanente de un niño, niña o adolescente y le ofrece 
condiciones adecuadas para el desarrollo armónico e integral de sus derechos. En tal caso no se modifica el parentesco. 

Parágrafo. Si alguna persona o pareja quiere adoptar al niño que está al cuidado de la familia distinta a la de origen y 
cumple con las condiciones de adoptabilidad, que exige el Código, podrá hacerlo, a menos que la familia que tiene el 
cuidado del niño, niña o adolescente, decida adoptarlo. 

Jurisprudencia: “Desde luego, lo ideal es que las familias se integren con responsabilidad y que en su interior las relaciones se rijan bajo 
parámetros de igualdad y mutuo respeto, pues de esa manera se garantiza la armonía familiar y se propicia un espacio adecuado para el 
cumplimiento correlativo de los roles de esposos, padres e hijos. Sin embargo, esto no siempre es así pues muchas veces las familias no se 
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conforman con sentido de responsabilidad y por ello sobreviene la desarmonía familiar entre los cónyuges y el incumplimiento de los deberes 
de asistencia y protección que aquellos tienen respecto de sus hijos. En estas situaciones, existe el alto riesgo de que los niños habidos en el 
seno de una familia sean privados de la asistencia y protección que demandan para su formación integral. Y en casos extremos, tal privación 
se traduce en un verdadero estado de abandono. 

”Surge, entonces, el deber correlativo de la sociedad y del Estado de superar ese déficit de asistencia y protección y de rodear a los niños de 
un entorno que permita el reconocimiento de sus derechos. Y esto se hace ateniéndose al régimen legal que regula las situaciones irregulares 
en que pueden encontrarse los menores y los mecanismos de protección encaminados a superar tales situaciones” (Corte Constitucional, 
Sentencia T-543 de 2004). 

Jurisprudencia: “…4.2. Criterios específicos a aplicar en casos en los que está de por medio la permanencia de un menor en el seno de una 
familia. En atención a las circunstancias fácticas del proceso bajo revisión, en el cual está de por medio la definición de la ubicación familiar 
de una menor de temprana edad, la Corte considera que los siguientes parámetros jurídicos son relevantes para adoptar un decisión que, en 
forma simultánea, respete la Carta Política y materialice el interés superior de dicha niña: (1) La necesidad de preservar el derecho de Susana 
a tener una familia y no ser separada de ella; (2) La traslación del ámbito de protección del derecho a la familia de Susana hacia su familia 
de crianza, y el cese correlativo de la operancia de la presunción a favor de su familia biológica; y (3) La necesidad de razones poderosas que 

justifiquen la intervención del Estado en las relaciones familiares de crianza de Susana…” (Corte Constitucional, Sentencia T-292 de 2004).

Artículo 68. Requisitos para adoptar. Podrá adoptar quien, siendo capaz, haya cumplido 25 años de edad, tenga al 
menos 15 años más que el adoptable, y garantice idoneidad física, mental, moral y social suficiente para suministrar 
una familia adecuada y estable al niño, niña o adolescente. 

Estas mismas calidades se exigirán a quienes adopten conjuntamente. 

Podrán adoptar: 

1.	 Las personas solteras. 

2.	 Los cónyuges conjuntamente. 

3.	 Conjuntamente los compañeros permanentes, que demuestren una convivencia ininterrumpida de por lo menos dos (2) años. Este 
término se contará a partir de la sentencia de divorcio, si con respecto a quienes conforman la pareja o a uno de ellos, hubiera 
estado vigente un vínculo matrimonial anterior. 

4.	 El guardador al pupilo o ex pupilo una vez aprobadas las cuentas de su administración. 

5.	 El cónyuge o compañero permanente, al hijo del cónyuge o compañero, que demuestre una convivencia ininterrumpida de por lo 
menos dos (2) años. 

Esta norma no se aplicará en cuanto a la edad en el caso de adopción por parte del cónyuge o compañero permanente respecto del 
hijo de su cónyuge o compañero permanente o de un pariente dentro del tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad. 

Parágrafo 1º. La existencia de hijos no es obstáculo para la adopción. 

Parágrafo 2º. Si el niño, niña o adolescente tuviere bienes, la adopción se hará con las formalidades exigidas para 
los guardadores. 

Nota: Expresión ‘idoneidad física’ declarada EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-804 de 11 de noviembre 
de 2009, Magistrada Ponente Dra. María Victoria Calle Correa.

Jurisprudencia: “De acuerdo con lo anterior, para esta Sala es claro que la avanzada edad de los adoptantes y en especial la enorme brecha 
generacional que los separa del menor es tan grande que podía ser tenida en cuenta como criterio al momento de decidir sobre otorgar la 
adopción a fin de proteger los derechos del menor y garantizar su desarrollo en circunstancias idóneas. Así, si el niño fuera mayor y la brecha 
se redujera, la situación sería diferente, pues de acuerdo con los conceptos científicos la edad per se, no es un obstáculo insalvable para llevar 
a buen término el proceso de adopción y de formación de un niño. Lo importante es que la diferencia de edad no sea de tal magnitud que 
afecte negativamente al menor. 

”Por tanto, la actuación de la entidad demandada fue la consecuencia de una visión basada en la protección del menor y la búsqueda de un 
hogar apropiado para él. De acuerdo con las pruebas que obran en el expediente y que fueron descritas anteriormente, la decisión de los 
funcionarios responde a este propósito, pues los conceptos psicológicos afirman que la gran diferencia de edad entre los posibles adoptantes 
y el eventual adoptado puede generar graves problemas en el desarrollo psicomotriz del niño e incluso le impondría a éste cargas que no son 
propias de su edad, como por ejemplo cuidar a sus padres enfermos cuando él aún sea un adolescente. Por tanto, la finalidad perseguida 
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por la institución accionada es claramente constitucional y además intenta darle al menor otras oportunidades para que goce de un hogar en 
donde pueda recibir los cuidados y la formación que requiere...” (Corte Constitucional, Sentencia T-360 de mayo 9 de 2002, M.P.: Eduardo 
Montealegre Lynett). 

Artículo 69. Adopción de mayores de edad. Podrá adoptarse al mayor de edad, cuando el adoptante hubiera tenido 
su cuidado personal y haber convivido bajo el mismo techo con él, por lo menos dos años antes de que este cumpliera 
los dieciocho (18) años. 

La adopción de mayores de edad procede por el sólo consentimiento entre el adoptante y el adoptivo. Para estos 
eventos el proceso se adelantará ante un juez de familia. 

Artículo 70. Adopción de niño, niña o adolescente indígena. Atendiendo las facultades jurisdiccionales de las 
autoridades indígenas, la adopción de un niño, una niña o un adolescente indígena cuando los adoptantes sean 
miembros de su propia comunidad procederá de acuerdo con sus usos y costumbres. 

Cuando los adoptantes sean personas que no pertenecen a la comunidad del niño, niña o adolescente indígena, la 
adopción procederá mediante consulta previa y con el concepto favorable de las autoridades de la comunidad de origen 
y se realizará de acuerdo con lo establecido en el presente Código. 

Jurisprudencia: “Sobre esos presupuestos y dando aplicación a los artículos 21 y 93 del C. del M., que obligan a los jueces y funcionarios 
administrativos que conozcan de los procesos o asuntos referentes a menores indígenas, a apreciar los hechos, los usos y las costumbres 
propios del correspondiente medio cultural y a tener en cuenta su legislación y tradiciones, lo mismo que a procurar en todo caso su 
reincorporación a la comunidad en cuanto no se perjudique el interés superior del niño, la Directora Seccional de la Agencia Arauca del I.C.B.F., 
a través de la Resolución Nº 001 de 1999, revocó la decisión de la Defensora de Familia y determinó que los gemelos Aguablanca Correa 
debían retornar al seno de su familia y de su comunidad, dado que ellos no habían sido abandonados, pues la «entrega» que de los mismos 
hizo el padre debe entenderse como un acto de protección, y que es evidente el respaldo que a esa decisión da la comunidad, la cual presenta 
significativos cambios en sus tradiciones, que, anota la funcionaria «…son confiables para afirmar que en efecto, estos mellizos indígenas no 
serán objeto de esas viejas prácticas...»” (Corte Constitucional, Sentencia T-030 de enero 25 de 2000. M.P.: Fabio Morón Díaz). 

Artículo 71. Prelación para adoptantes colombianos. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y las instituciones 
autorizadas por este para adelantar el programa de adopción, preferirán, en igualdad de condiciones, las solicitudes 
presentadas por los y las colombianas, cuando llenen los requisitos establecidos en el presente Código. Si hay una 
familia colombiana residente en el país o en el exterior y una extranjera, se preferirá a la familia colombiana, y si hay 
dos familias extranjeras una de un país no adherido a la Convención de La Haya o a otro convenio de carácter bilateral 
o multilateral en el mismo sentido y otra sí, se privilegiará aquella del país firmante del convenio respectivo. 

Conc.: “Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción internacional”, suscrito en La Haya, el 29 de mayo 

de 1993 y aprobado por Colombia mediante Ley 265 de 1996. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

Artículo 72. Adopción internacional. Además de las disposiciones anteriores, la adopción internacional se regirá por 
los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por Colombia sobre esta materia. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como autoridad central, autorizará a los organismos acreditados y 
agencias internacionales, previo el cumplimiento de los requisitos señalados en la ley y los convenios internacionales 
ratificados por Colombia y teniendo en cuenta la necesidad del servicio. El Ministerio del Interior y de Justicia reconocerá 
personería jurídica e inscribirá a sus representantes legales. 

Tanto las agencias internacionales como los organismos acreditados deberán renovar la autorización ante el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar cada dos años. 

Conc.: “Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción internacional”, suscrito en La Haya, el 29 de mayo 
de 1993 y aprobado por Colombia mediante Ley 265 de 1996. 



Ley 1098 de 2006

50 Procuraduria General de la Nacion          

Jurisprudencia: “Indudablemente el Convenio es un instrumento de cooperación y de aproximación de los distintos Estados en materia 
de adopciones internacionales, que es conveniente por la necesidad de dar respuesta a la variedad de los problemas humanos y jurídicos, 
sustanciales y de procedimiento, que se presentan con motivo de éstas, que involucran a los diferentes actores, los niños, sus padres naturales, 
los interesados en su adopción, la sociedad y el Estado de origen e igualmente la sociedad y el Estado de recepción, debido a la insuficiencia 
de los instrumentos legales internos e internacionales sobre la materia. 

”Pero igualmente el Convenio se constituye en una herramienta eficaz para garantizar que las adopciones internacionales obedezcan a los 
intereses superiores del niño, y se protejan sus derechos fundamentales, frente a las adopciones fraudulentas, dolosas u obtenidas mediante 
contraprestaciones económicas, previendo, para este propósito, el establecimiento de vías de comunicación entre las autoridades de los países 
de origen de los niños y de las de los países en los que van a vivir después de la adopción y la implementación de medidas de control sobre 
las agencias y organismos que trabajan en el ámbito de la adopción internacional” (Corte Constitucional, Sentencia C-383  agosto 22 de 1996, 
M.P.: Antonio Barrera Carbonell). 

Jurisprudencia: “…De acuerdo a las consideraciones jurídicas y fácticas del caso se encuentra que la decisión del ICBF de designar al menor 
al adoptante español no desconoce el interés superior del menor o al menos, no obra prueba en el sentido de que dicho interés superior 
no haya sido el criterio determinante en la escogencia del padre adoptante ya que: i) el padre adoptante cumple con los requisitos legales 
establecidos para la adopción, y ii) un comité integrado por varios profesionales de la materia ha considerado que las condiciones del adoptante 
español se ajustan a las condiciones que el menor necesita para un desarrollo armónico e integral… las adopciones de menores colombianos 
por parte de extranjeros son legítimas, e inclusive dichas adopciones pueden ser altamente conducentes para la satisfacción y garantía del 
interés superior de un menor, dadas las circunstancias de cada caso…” (Corte Constitucional, Sentencia T-090 del 8 de febrero de 2007, 

M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa).

Artículo 73. Programa de adopción. Por programa de adopción se entiende el conjunto de actividades tendientes a 
restablecer el derecho del niño, niña o adolescente a tener una familia. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a través del Comité de Adopción en cada Regional y Agencia y las 
instituciones autorizadas por este para desarrollar el Programa de Adopción a través de su Comité de Adopción serán 
la instancia responsable de la selección de las familias colombianas y extranjeras adoptantes y de la asignación de los 
niños, niñas y adolescentes adoptables. 

En la asignación de la familia que realice el Comité de Adopción, se dará prelación a las familias colombianas de 
conformidad con lo establecido en el artículo 71 de este Código. El incumplimiento de esta norma dará lugar a las 
acciones disciplinarias del caso e invalidará la citada asignación. 

Nota: Inciso 3º  corregido por el artículo 1º  del Decreto 578 de 2007, publicado en el Diario Oficial No. 46.558 de 2 de marzo de 2007.

Parágrafo 1º. Las instituciones autorizadas para desarrollar el Programa de Adopción garantizarán plenamente los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes susceptibles de ser adoptados, mientras permanezcan bajo su cuidado 
y no podrán entregarlos a persona alguna sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente Código. 

Parágrafo 2º. Integración de los Comités de Adopciones. Los Comités de Adopciones del ICBF y de las instituciones 
autorizadas estarán integrados por el director regional del ICBF o su delegado, el director de la institución o su delegado, 
un trabajador social, un psicólogo y por las demás personas que designen, según sea el caso, el ICBF o las juntas 
directivas de las instituciones. 

Parágrafo 3º. Los Requisitos de Acreditación para agencias o instituciones que presten servicios de adopción 
internacional deberán incluir la presentación de pruebas que indiquen una sólida situación financiera y un sistema 
efectivo de control financiero interno, así como auditoría externa. 

Se exigirá a estas entidades que mantengan estados contables, para ser sometidas a supervisión de la autoridad, 
incluyendo una declaración detallada de los costes y gastos promedio asociados a las distintas categorías de 
adopciones. 

La información concerniente a los costes, gastos y honorarios que cobren las agencias o instituciones por la provisión 
de servicios de adopción internacional deberá ser puesta a disposición del público. 
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Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 74. Prohibición de pago. Ni el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ni las instituciones autorizadas 
por este para desarrollar el programa de adopción, podrán cobrar directa o indirectamente retribución alguna por la 
entrega de un niño, niña o adolescente para ser adoptado. En ningún caso podrá darse recompensa a los padres por 
la entrega que hagan de sus hijos para ser dados en adopción ni ejercer sobre ellos presión alguna para obtener su 
consentimiento. Tampoco podrán recibir donaciones de familias adoptantes previamente a la adopción. 

Quedan absolutamente prohibidas las donaciones de personas naturales o instituciones extranjeras a las instituciones 
colombianas como retribución por la entrega de niños, niñas o adolescentes en adopción. 

Parágrafo. Sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar, el incumplimiento de esta disposición acarreará la 
destitución del funcionario infractor, o la cancelación de la autorización para adelantar el programa de adopción si el 
hecho se hubiere cometido por una institución autorizada. 

Conc.: Convención de La Haya, artículo 32; Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 21. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

Artículo 75. Reserva. Todos los documentos y actuaciones administrativas o judiciales propios del proceso de 
adopción, serán reservados por el término de veinte (20) años a partir de la ejecutoria de la sentencia judicial. De ellos 
sólo se podrá expedir copia de la solicitud que los adoptantes hicieren directamente, a través de su apoderado o del 
Defensor de Familia o del adoptivo que hubiere llegado a la mayoría de edad, la Procuraduría General de la Nación; el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a través de su Oficina de Control Interno Disciplinario, la Fiscalía General 
de la Nación, el Consejo Superior de la Judicatura a través de su Sala Jurisdiccional Disciplinaria, para efectos de 
investigaciones penales o disciplinarias a que hubiere lugar. 

Parágrafo 1º. El adoptado, no obstante, podrá acudir ante el Tribunal Superior correspondiente, mediante apoderado 
o asistido por el Defensor de Familia, según el caso, para solicitar que se ordene el levantamiento de la reserva y el 
acceso a la información. 

Parágrafo 2º. El funcionario que viole la reserva, permita el acceso o expida copia a personas no autorizadas, incurrirá en causal 
de mala conducta. 

Artículo 76. Derecho del adoptado a conocer familia y origen. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, 
todo adoptado tiene derecho a conocer su origen y el carácter de su vínculo familiar. Los padres juzgarán el momento 
y las condiciones en que no resulte desfavorable para el niño, niña o adolescente conocer dicha información. 

Conc.: Convenio Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, artículo 30. 

Artículo 77. Sistema de información de restablecimiento de derechos. Créase el Sistema de Información de 
Restablecimiento de Derechos a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar que tiene como finalidad llevar 
el registro de los niños, las niñas y los adolescentes cuyos derechos se denuncian como amenazados o vulnerados. 
Dicho registro incluirá la medida de restablecimiento adoptada, el funcionario que adelantó la actuación y el término 
de duración del proceso. 

Este sistema tendrá un registro especial para el desarrollo del programa de adopción. 

Conc: Decreto 4840 de diciembre 17 de 2007, artículo 12.
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Artículo 78. Requisitos de acreditación. Los requisitos de acreditación para organismos o agencias internacionales 
que presten servicios de adopción internacional deberán incluir la presentación de pruebas que indiquen una sólida 
situación financiera y un sistema efectivo de control financiero interno, así como auditoría externa. Se exigirá a los 
organismos acreditados y agencias internacionales que mantengan estados contables actualizados, para ser sometidos 
a la supervisión de la autoridad central tanto del Estado Receptor, como del Estado de Origen. 

Conc.: Lineamientos ICBF.  Modificación y adición del Lineamiento Técnico del Programa de Adopciones aprobado mediante la Resolución No. 

2310 del 19 de septiembre de 2007 (Aprobado  mediante Resolución Nº. 5491  de 2009).

Capítulo III

Autoridades competentes para el restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes

Artículo 79. Defensorías de Familia. Son dependencias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar de naturaleza 
multidisciplinaria, encargadas de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

Las Defensorías de Familia contarán con equipos técnicos interdisciplinarios integrados, por lo menos, por un psicólogo, 
un trabajador social y un nutricionista. 

Los conceptos emitidos por cualquiera de los integrantes del equipo técnico tendrán el carácter de dictamen pericial. 

Conc: Decreto 4840 de diciembre 17 de 2007, por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 111 y 

205 de la Ley 1098 de 2006.

Artículo 80. Calidades para ser Defensor de Familia. Para ser Defensor de Familia se requieren las siguientes 
calidades: 

1.	 Ser abogado en ejercicio y con tarjeta profesional vigente. 

2.	 No tener antecedentes penales ni disciplinarios. 

3.	 Acreditar título de posgrado en Derecho de Familia, Derecho Civil, Derecho Administrativo, Derecho Constitucional, Derecho 
Procesal, Derechos Humanos, o en Ciencias Sociales siempre y cuando en este último caso el estudio de la familia sea un 
componente curricular del programa. 

Nota: Numeral 3º declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE “...siempre que se entienda que para el cumplimiento 
del requisito se pueden acreditar también otros títulos de postgrado que resulten afines con los citados y que guarden 
relación directa, clara e inequívoca con las funciones asignadas al defensor de familia, conforme a los artículos 81 y 
82 de la misma ley”  por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-149 de 11 de marzo de 2009, M.P.: Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo.

La expresión subrayada “…Acreditar título de posgrado en Derecho de Familia, Derecho Civil, Derecho Administrativo, 
Derecho Constitucional, Derecho Procesal, Derechos Humanos, o en Ciencias Sociales siempre y cuando en este último 
caso el estudio de la familia sea un componente curricular del programa…”, contenida en el numeral 3º del presente 
artículo fue declarada exequible por la Corte Constitucional  mediante Sentencia C-740 de 23 de julio de 2008,  M. P.: 
Jaime Araujo Rentería. 

Artículo 81. Deberes del Defensor de Familia. Son deberes del Defensor de Familia: 

1.	 Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y procurar la mayor 
economía procesal, so pena de incurrir en responsabilidad por las demoras que ocurran. 
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2.	 Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los poderes que este Código le otorga. 

3.	 Prevenir, remediar y sancionar por los medios que señala la ley, los actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y 
buena fe que deben observarse en el proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal. 

4.	 Emplear las facultades que esta ley le otorga en materia de pruebas, siempre que estime conducente y pertinente para verificar los 
hechos alegados por las partes y evitar nulidades y providencias inhibitorias. 

5.	 Guardar reserva sobre las decisiones que deban dictarse en los procesos, so pena de incurrir en mala conducta. El mismo deber 
rige para los servidores públicos de la Defensoría de Familia. 

6.	 Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, 
salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal, y asistir a ellas. 

Parágrafo. La violación de los deberes de que trata el presente artículo constituye falta que se sancionará de 
conformidad con el respectivo régimen disciplinario. 

Artículo 82. Funciones del Defensor de Familia. Corresponde al Defensor de Familia: 

1.	 Adelantar de oficio, las actuaciones necesarias para prevenir, proteger, garantizar y restablecer los derechos de los niños, las niñas, 
los adolescentes y las adolescentes cuando tenga información sobre su vulneración o amenaza. 

2.	 Adoptar las medidas de restablecimiento establecidas en la presente ley para detener la violación o amenaza de los derechos de 
los niños, las niñas o los adolescentes. 

3.	 Emitir los conceptos ordenados por la ley, en las actuaciones judiciales o administrativas. 

4.	 Ejercer las funciones de policía señaladas en este Código. 

5.	 Dictar las medidas de restablecimiento de los derechos para los niños y las niñas menores de catorce (14) años que cometan delitos. 

6.	 Asumir la asistencia y protección del adolescente responsable de haber infringido la ley penal ante el juez penal para adolescentes. 

7.	 Conceder permiso para salir del país a los niños, las niñas y los adolescentes, cuando no sea necesaria la intervención del juez. 

8.	 Promover la conciliación extrajudicial en los asuntos relacionados con derechos y obligaciones entre cónyuges, compañeros 
permanentes, padres e hijos, miembros de la familia o personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente. 

9.	 Aprobar las conciliaciones en relación con la asignación de la custodia y cuidado personal del niño, el establecimiento de las 
relaciones materno o paterno filiales, la determinación de la cuota alimentaria, la fijación provisional de residencia separada, la 
suspensión de la vida en común de los cónyuges o compañeros permanentes, la separación de cuerpos y de bienes del matrimonio 
civil o religioso, las cauciones de comportamiento conyugal, la disolución y liquidación de sociedad conyugal por causa distinta de 
la muerte del cónyuge y los demás aspectos relacionados con el régimen económico del matrimonio y los derechos sucesorales, 
sin perjuicio de la competencia atribuida por la ley a los notarios. 

10.	 Citar al presunto padre con miras al reconocimiento voluntario del hijo extramatrimonial nacido o que esté por nacer y, en caso de 
producirse, extender el acta respectiva y ordenar la inscripción o corrección del nombre en el registro del estado civil. 

11.	 Promover los procesos o trámites judiciales a que haya lugar en defensa de los derechos de los niños, las niñas o los adolescentes, 
e intervenir en los procesos en que se discutan derechos de estos, sin perjuicio de la actuación del Ministerio Público y de la 
representación judicial a que haya lugar. 

12.	 Representar a los niños, las niñas o los adolescentes en las actuaciones judiciales o administrativas, cuando carezcan de 
representante, o este se halle ausente o incapacitado, o sea el agente de la amenaza o vulneración de derechos. 

13.	 Fijar cuota provisional de alimentos, siempre que no se logre conciliación. 

14.	 Declarar la situación de adoptabilidad en que se encuentre el niño, niña o adolescente. 

15.	 Autorizar la adopción en los casos previstos en la ley. 

16.	 Formular denuncia penal cuando advierta que el niño, niña o adolescente ha sido víctima de un delito. 

17.	 Ejercer las funciones atribuidas por el artículo 71 de la Ley 906 de 2004. 

18.	 Asesorar y orientar al público en materia de derechos de la infancia, la adolescencia y la familia. 

19.	 Solicitar la inscripción del nacimiento de un niño, la corrección, modificación o cancelación de su registro civil, ante la Dirección 
Nacional de Registro Civil de las personas, siempre y cuando dentro del proceso administrativo de restablecimiento de sus derechos, 
se pruebe que el nombre y sus apellidos no corresponden a la realidad de su estado civil y a su origen biológico, sin necesidad de 
acudir a la jurisdicción de familia. 

Conc.: Decreto 4840 de diciembre 17 de 2007, por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 
111 y 205 de la Ley 1098 de 2006.

Ley 1306 de junio 5 de 2009, por la cual se dictan normas para la Protección de Personas con Discapacidad Mental y se establece el Régimen 
de la Representación Legal de Incapaces Emancipados.
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Jurisprudencia: “…el Defensor de Familia sí debe adoptar medidas dirigidas a restituir los derechos del niño, puesto que dentro de sus 
facultades se encuentra el ejercicio de actuaciones necesarias para proteger y restablecer los derechos del niño en situación de amenaza o 
vulneración de derechos, entendidas estas no solo cuando se encuentra en riesgo de afectación física y psicológica, sino también, …cuando 
se afecta el derecho a la estabilidad y unidad familiar… De igual forma, al Defensor de Familia corresponde ejercer funciones de policía e 
informar, asesorar y orientar al público en materia de derechos de la infancia y la familia… De esta forma, cuando el Defensor de Familia 
no utiliza las facultades otorgadas por la ley para proteger los derechos del menor, o cuando no colabora con la familia para garantizar la 
estabilidad e integridad del menor, o cuando no proporciona la información suficiente para salvaguardar el interés superior del niño, puede ser 
sujeto pasivo de la acción de tutela para que el juez constitucional le ordene la protección integral de los derechos fundamentales del niño…” 
(Corte Constitucional, Sentencia T-914 de noviembre 1 de 2007, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra).

Jurisprudencia: “…El trámite de restablecimiento de derechos consagrado en la Ley 1098 de 2006 se lleva a cabo ante autoridades 
administrativas y no fue instituido para sustituir o reemplazar otros procedimientos judiciales especiales, establecidos por el mismo legislador, 
como sucede, por ejemplo, con las formas de investigar la paternidad extramatrimonial de una persona. 

”Sin embargo, se reitera, este trámite administrativo no fue establecido para sustituir el proceso de filiación, cuya competencia está asignada 
al juez de familia. Coherentemente, la corrección, modificación o cancelación del registro civil a que alude la nombrada Ley, sólo opera cuando 
la filiación extramatrimonial está plenamente probada por las formas establecidas por el legislador…

”Significa lo anterior, que la prueba de ADN que se practique en un trámite administrativo de restablecimiento de derechos, podría ser un medio 
demostrativo en el proceso de filiación, pero no un reemplazo de este…

”Como en el asunto sub - júdice no existe reconocimiento ni fallo de filiación, y estos no pueden ser sustituidos por un trámite administrativo, 
corresponde a la actora promover el proceso de investigación de paternidad, que bien puede adelantar a través del defensor de familia, 
luego de lo cual habrá de corregirse el registro civil”. (Acción de Tutela de 24 de enero de 2008, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administración, Sección Cuarta, C.P.: Héctor J. Romero Díaz)

Jurisprudencia: “…Puestas las cosas en ese contexto, ha de acotarse, de una vez, que las facultades que el numeral 19 del artículo 82 de 
la Ley 1098 de 2006 le concede al Defensor de Familia, al establecer entre sus funciones la de «…», no conciernen, de ninguna manera, con 
la posibilidad de suplantar o sustituir aquellas acciones de inexcusable estirpe judicial, como acontece con las de reclamación e impugnación 
del estado civil…”.

“Por el contrario, conforme su tenor literal lo denuncia, el restablecimiento de los derechos de los infantes y los adolescentes a efectos de que 
el nombre y sus apellidos «se correspondan a la realidad de su estado civil» (sublineado ajeno al texto original), se encamina a facilitar aquellas 
rectificaciones o modificaciones del estado derivadas de hechos o actos ulteriores, como las que surgen por la legitimación por el matrimonio 
subsiguiente de sus padres, el reconocimiento de la paternidad extramatrimonial, entre otros, junto con los trámites enfilados a enmendar los 
errores cometidos en la inscripción, a los que ya se ha hecho  mención…”.

“Nótese cómo, tanto el último inciso del apuntado artículo 91 del Decreto 1260, como el numeral 19 del artículo 82 de la Ley 1098…, 
convergen en punto de que su empleo persigue que la inscripción efectuada, por vía de la mera corrección de los yerros acontecidos en las 
actas o registros, se ajuste a la realidad del estado civil; sin embargo, no tienden a que por su conducto puedan ser sustituidas las acciones de 
impugnación y reclamación del mismo… Si el supuesto padre citado no reconoce voluntariamente la paternidad que se le atribuye, entonces lo 
que debe adelantarse es la acción de la investigación de la paternidad conforme a las prescripciones de las Leyes 75 de 1968 y 721 de 2001, 

en cuanto sean pertinentes…” (Corte Suprema de Justicia de 23 de junio de 2008, M.P.: Pedro Octavio Munar Cadena).

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 83. Comisarías de Familia. Son entidades distritales o municipales o intermunicipales de carácter 
administrativo e interdisciplinario, que forman parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, cuya misión es prevenir, 
garantizar, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados por situaciones de violencia 
intrafamiliar y las demás establecidas por la ley. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como entidad coordinadora del Sistema Nacional de Bienestar Familiar 
será el encargado de dictar la línea técnica a las Comisarías de Familia en todo el país. 

Conc: Decreto 4840 de diciembre 17 de 2007, por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 

111 y 205 de la Ley 1098 de 2006.
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Artículo 84. Creación, composición y reglamentación. Todos los municipios contarán al menos con una Comisaría 
de Familia según la densidad de la población y las necesidades del servicio. Su creación, composición y organización 
corresponde a los Concejos Municipales. 

Las Comisarías de Familia estarán conformadas como mínimo por un abogado, quien asumirá la función de Comisario, 
un psicólogo, un trabajador social, un médico, un secretario, en los municipios de mediana y mayor densidad de 
población. Las Comisarías tendrán el apoyo permanente de la Policía Nacional. El Gobierno Nacional reglamentará la 
materia con el fin de determinar dichos municipios. 

En los municipios en donde no fuere posible garantizar el equipo mencionado en el inciso anterior, la Comisaría estará 
apoyada por los profesionales que trabajen directa o indirectamente con la infancia y la familia, como los profesores y 
psicopedagogos de los colegios, los médicos y enfermeras del hospital y los funcionarios del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar. 

Parágrafo 1º. Las entidades territoriales podrán suscribir convenios de asociación con el objeto de adelantar acciones 
de propósito común para garantizar el cumplimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, de 
acuerdo con lo previsto en las Leyes 136 de 1994 y 715 de 2001, o las que las modifiquen. 

Parágrafo 2º. Los municipios tendrán un término improrrogable de un (1) año a partir de la vigencia de esta ley, para 
crear la Comisaría de Familia. El incumplimiento de esta obligación será causal de mala conducta sancionada de 
acuerdo con lo establecido en el Código Único Disciplinario. 

Conc: Decreto 4840 de 17 de diciembre  de 2007 , por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 
105, 111 y 205 de la Ley 1098 de 2006.

Artículo 85. Calidades para ser Comisario de Familia. Para ser Comisario de Familia se requieren las mismas 
calidades que para ser Defensor de Familia. 

Artículo 86. Funciones del Comisario de Familia. Corresponde al Comisario de Familia: 

1.	 Garantizar, proteger, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados por situaciones de violencia intrafamiliar. 

2.	 Atender y orientar a los niños, las niñas y los adolescentes y demás miembros del grupo familiar en el ejercicio y restablecimiento 
de sus derechos. 

3.	 Recibir denuncias y adoptar las medidas de emergencia y de protección necesarias en casos de delitos contra los niños, las niñas 
y los adolescentes. 

4.	 Recibir denuncias y tomar las medidas de protección en casos de violencia intrafamiliar. 

5.	 Definir provisionalmente sobre la custodia y cuidado personal, la cuota de alimentos y la reglamentación de visitas, la suspensión de 
la vida en común de los cónyuges o compañeros permanentes y fijar las cauciones de comportamiento conyugal, en las situaciones 
de violencia intrafamiliar. 

6.	 Practicar rescates para conjurar las situaciones de peligro en que pueda encontrarse un niño, niña o adolescente, cuando la 
urgencia del caso lo demande. 

7.	 Desarrollar programas de prevención en materia de violencia intrafamiliar y delitos sexuales. 

8.	 Adoptar las medidas de restablecimiento de derechos en los casos de maltrato infantil y denunciar el delito. 

9.	 Aplicar las medidas policivas que correspondan en casos de conflictos familiares, conforme a las atribuciones que les confieran 
los Concejos Municipales. 

Nota: La expresión subrayada “…La urgencia del caso lo demande…”, contenida en el numeral 6º del presente artículo fue declarada 
exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-256 de 2008, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa. 

Conc: Decreto 4840 de 17 de diciembre de 2007, por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 
105, 111 y 205 de la Ley 1098 de 2006.

Artículo 87. Atención permanente. Los horarios de atención de las defensorías de familia y comisarías de 
Familia serán permanentes y continuos, a fin de asegurar a los niños, las niñas y los adolescentes la protección y 
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restablecimiento de sus derechos. El Estado deberá desarrollar todos los mecanismos que se requieran para dar 
cumplimiento a esta disposición. 

Conc: Decreto 4840 de 17 de diciembre de 2007 , por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 111 

y 205 de la Ley 1098 de 2006.

Artículo 88. Misión de la Policía Nacional. La Policía Nacional es una entidad que integra el Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar. Su misión como miembro del Sistema, es garantizar la protección integral de los niños, las niñas y 
los adolescentes en el marco de las competencias y funciones que le asigna la ley. Tendrá como cuerpo especializado 
a la Policía de Infancia y Adolescencia que remplazará a la Policía de Menores. 

Conc.: Decreto 1512 de 2000, art. 33. 

Artículo 89. Funciones de la Policía Nacional para garantizar los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes. Sin perjuicio de las funciones atribuidas en otras leyes en relación con los derechos de los niños, las 
niñas y los adolescentes, la Policía Nacional y en especial la Policía de Infancia y Adolescencia, tendrán las siguientes 
funciones: 

1.	 Cumplir y hacer cumplir las normas y decisiones que para la protección de los niños, las niñas y los adolescentes impartan los 
organismos del Estado. 

2.	 Diseñar y ejecutar programas y campañas de educación, prevención, garantía y restablecimiento de los derechos de los niños, las 
niñas y los adolescentes en todo el territorio nacional. 

3.	 Adelantar labores de vigilancia y control en los lugares de recreación y deporte y demás espacios públicos en donde habitualmente 
concurran niños, niñas y adolescentes y a la entrada de los establecimientos educativos de su jurisdicción. 

4.	 Adelantar labores de vigilancia a fin de controlar e impedir el ingreso de los niños, las niñas y los adolescentes a los lugares de 
diversión destinados al consumo de bebidas alcohólicas y cigarrillos y hacer cumplir la prohibición de venta de estos productos. 

5.	 Adelantar labores de vigilancia a fin de controlar e impedir el ingreso de niños, niñas y adolescentes a los lugares en donde se 
ejerza la explotación sexual, se realicen espectáculos no aptos para niños, niñas o adolescentes, a salas de juego de azar y lugares 
públicos o privados de alto riesgo que ofrezcan peligro para su integridad física y/o moral y tomar las medidas a que haya lugar. 

6.	 Adelantar labores de vigilancia a fin de prevenir, controlar e impedir la entrada de menores de catorce (14) años a las salas de 
juegos electrónicos. 

7.	 Controlar e impedir el ingreso de niños, niñas y adolescentes a salas de cine, teatros o similares donde se presenten espectáculos 
con clasificación para mayores y el alquiler de películas de video clasificadas para adultos. 

8.	 Adelantar labores de vigilancia a fin de controlar el porte de armas de fuego o corto-punzantes, bebidas embriagantes, pólvora, 
estupefacientes y material pornográfico, por parte de niños, niñas o adolescentes, así como de elementos que puedan atentar 
contra su integridad, y proceder a su incautación. 

9.	 Diseñar programas de prevención para los adultos sobre el porte y uso responsable de armas de fuego, de bebidas embriagantes, 
de pólvora, de juguetes bélicos y de cigarrillos cuando conviven o están acompañados de niños, niñas o adolescentes. 

10.	 Brindar apoyo a las autoridades judiciales, los Defensores y Comisarios de Familia, Personeros Municipales e Inspectores de 
Policía en las acciones de policía y protección de los niños, las niñas y los adolescentes y de su familia, y trasladarlos cuando sea 
procedente, a los hogares de paso o a los lugares en donde se desarrollen los programas de atención especializada de acuerdo 
con la orden emitida por estas autoridades. Es obligación de los centros de atención especializada recibir a los niños, las niñas o 
los adolescentes que sean conducidos por la Policía. 

11.	 Apoyar al Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, y demás autoridades competentes, en la vigilancia permanente del 
tránsito de niños, niñas y adolescentes en terminales de transporte terrestre, aéreo y marítimo. 

12.	 <Numeral derogado por el artículo 34 de la Ley 1288 de 2009, publicada en el Diario Oficial No. 47.282 de 5 de marzo de 2009. >

13.	 Adelantar acciones para la detección de niños, niñas y adolescentes que realicen trabajos prohibidos, cualesquiera de las peores 
formas de trabajo infantil, o que estén en situación de explotación y riesgo, y denunciar el hecho ante la autoridad competente. 

14.	 Recibir las quejas y denuncias de la ciudadanía sobre amenazas o vulneraciones de los derechos del niño, niña o adolescente, 
actuar de manera inmediata para garantizar los derechos amenazados y para prevenir su vulneración cuando sea del caso, o correr 
traslado a las autoridades competentes. 

15.	 Garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes en todos los procedimientos policiales. 

16.	 Adelantar labores de vigilancia y control de las instituciones encargadas de ejecutar las sanciones establecidas en el presente 
Código, a fin de garantizar la seguridad de los niños, niñas y adolescentes y evitar su evasión. 
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17.	 Prestar la logística necesaria para el traslado de niños, niñas y adolescentes a juzgados, centros  hospitalarios, previniendo y 
controlando todo tipo de alteración que desarrollen los menores, garantizando el normal desarrollo de los niños, niñas, adolescentes 
y la institución. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 90. Obligación en formación y capacitación. La Dirección General de la Policía Nacional creará e integrará 
en el programa académico de las escuelas de formación de la Policía, para ingreso y ascensos, con carácter obligatorio, 
la formación y capacitación en derechos de la infancia y la adolescencia, desarrollo infantil, normas nacionales e 
internacionales relacionadas y procedimientos de atención y protección integral a los niños, las niñas y los adolescentes. 

El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en coordinación con la Dirección Nacional de Escuelas de la Policía 
Nacional, organizarán los cursos necesarios para capacitar los miembros de la Policía de Infancia y Adolescencia. 

La Policía Nacional capacitará a la Policía de Infancia y Adolescencia en formación de Policía Judicial con el objeto de 
que estos asesoren y apoyen a las autoridades cuando los niños, las niñas y los adolescentes se encuentren incursos en 
algún hecho delictivo, de acuerdo con las necesidades del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes vigente. 

Artículo 91. Organización. El Director General de la Policía Nacional, definirá la estructura de la Policía de Infancia y 
Adolescencia, que en todo caso deberá tener un encargado que dependerá directamente de la Dirección de Protección 
y Servicios Especiales que a su vez dependerá del Subdirector General y con presencia efectiva en los comandos de 
Departamento, Metropolitanas, Estaciones y Organismos Especializados. 

Artículo 92. Calidades de la Policía de Infancia y Adolescencia. Además de los requisitos establecidos en la ley y 
en los reglamentos, el personal de la Policía de Infancia y Adolescencia deberá tener estudios profesionales en áreas 
relacionadas con las ciencias humanas y sociales, tener formación y capacitación en Derechos Humanos y Legislación 
de la Infancia y la Adolescencia, en procedimientos de atención y en otras materias que le permitan la protección 
integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 

Salvo circunstancias excepcionales determinadas por la Dirección General de la Policía, los miembros de la Policía de 
Infancia y Adolescencia que hayan sido seleccionados y capacitados en la especialidad, no podrán ser destinados a 
actividades diferentes a las señaladas en el presente Código. 

Parágrafo. La Policía de Infancia y Adolescencia deberá asesorar a los mandos policiales sobre el comportamiento 
de la institución, desempeño y cumplimiento en los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y proponer 
alternativas de mejoramiento particular y general, de acuerdo a las funciones asignadas en este Código. 

Artículo 93. Control disciplinario. Sin perjuicio de la competencia preferente de la Procuraduría General de la Nación 
consagrada en el artículo 277 de la Constitución Política, y de las acciones penales a que haya lugar, la Inspección 
General de la Policía Nacional, se encargará de adelantar los procesos disciplinarios relacionados con infracciones a 
las disposiciones de este Código, cometidas por los miembros de la Policía Nacional. 

Conc.: Ley 734 de 2002, Código Único Disciplinario. 

Jurisprudencia: “La potestad de la Procuraduría para ejercer el poder disciplinario sobre cualquier empleado estatal, cualquiera que sea su vinculación, 

tiene el carácter de prevalente o preferente. En consecuencia, dicho organismo está autorizado para desplazar al funcionario público que esté adelantando 

la investigación, quien deberá suspenderla en el estado en que se encuentre y entregar el expediente a la Procuraduría. Como es obvio, si la Procuraduría 

decide no intervenir en el proceso disciplinario interno que adelanta la entidad a la que presta sus servicios el investigado, será ésta última la que tramite 

y decida el proceso correspondiente…” (Corte Constitucional, Sentencia C-057 de  marzo 4 de 1998,  M.P.: Carlos Gaviria Díaz). 
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Artículo 94. Prohibiciones especiales. Se prohíbe la conducción de niños, niñas y adolescentes mediante la 
utilización de esposas o cualquier otro medio que atente contra su dignidad.

Igualmente se prohíbe el uso de armas para impedir o conjurar la evasión del niño, niña o adolescente que es conducido 
ante autoridad competente, salvo que sea necesario para proteger la integridad física del encargado de su conducción 
ante la amenaza de un peligro grave e inminente. 

La infracción a esta disposición será causal de mala conducta. 

Artículo 95. El Ministerio Público. El Ministerio Público está integrado por la Procuraduría General de la Nación, la 
Defensoría del Pueblo, y las personerías distritales y municipales, y tendrán a su cargo, además de las señaladas en la 
Constitución Política y en la ley, las siguientes funciones: 

1.	 Promover, divulgar, proteger y defender los Derechos Humanos de la infancia en las instituciones públicas y privadas con énfasis en 
el carácter prevalente de sus derechos, de su interés superior y sus mecanismos de protección frente a amenazas y vulneraciones. 

2.	 Promover el conocimiento y la formación de los niños, las niñas y los adolescentes para el ejercicio responsable de sus derechos. 

3.	 Tramitar de oficio o por solicitud de cualquier persona, las peticiones y quejas relacionadas con amenazas o vulneraciones de 
derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y su contexto familiar, y abogar en forma oportuna, inmediata e informal, porque 
la solución sea eficaz y tenga en cuenta su interés superior y la prevalencia de los derechos. 

4.	 Hacer las observaciones y recomendaciones a las autoridades y a los particulares en caso de amenaza o violación de los derechos 
humanos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

Parágrafo. Las personerías distritales y municipales deberán vigilar y actuar en todos los procesos judiciales y 
administrativos de restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, en aquellos municipios 
en los que no haya procuradores judiciales de familia. Así mismo deberán inspeccionar, vigilar y controlar a los alcaldes 
para que dispongan en sus planes de desarrollo, el presupuesto que garantice los derechos y los programas de 
atención especializada para su restablecimiento. 

Los procuradores judiciales de familia obrarán en todos los procesos judiciales y administrativos, en defensa de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, y podrán impugnar las decisiones que se adopten.

Conc.: Constitución Política de Colombia, artículos: 118, 156, 275, 276, 277, 278, 279, 280 y 284.; Decreto  262 de 2000, artículos 23, 24, 
26, 37 y 38.; Resolución No. 0017 de 2000 Procuraduría General de la Nación,  artículos 2, 3, 5, 18, 20 y 21.; Resolución No. 049 de 2002 
Procuraduría General de la Nación, artículos Primero, segundo y Tercero.; Resolución No. 490 de 2008 Procuraduría General de la Nación, 
artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10,  declarada exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-740 de julio 23 de 2008, M.P.: 

Jaime Araújo Rentería. 
Capítulo IV

Procedimiento administrativo y reglas especiales

Artículo 96. Autoridades competentes. Corresponde a los Defensores de Familia y Comisarios de Familia procurar y 
promover la realización y restablecimiento de los derechos reconocidos en los tratados internacionales, en la Constitución 
Política y en el presente Código. 

El seguimiento de las medidas de protección o de restablecimiento adoptadas por los Defensores y Comisarios de 
Familia estará a cargo del respectivo coordinador del centro zonal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

Conc: Decreto 4840 de diciembre 17 de 2007.

Nota: La Corte Constitucional, mediante Sentencia C-228 de 5 de marzo 2008, declaró exequible el segundo inciso del presente 
artículo, M.P.: Jaime Araújo Rentería. 
 
Artículo 97. Competencia territorial. Será competente la autoridad del lugar donde se encuentre el niño, la niña o el 
adolescente; pero cuando se encuentre fuera del país, será competente la autoridad del lugar en donde haya tenido su 
última residencia dentro del territorio nacional. 
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Artículo 98. Competencia subsidiaria. En los municipios donde no haya Defensor de Familia, las funciones que este 
Código le atribuye serán cumplidas por el Comisario de Familia. En ausencia de este último, las funciones asignadas al 
defensor y al Comisario de Familia corresponderán al Inspector de Policía. 

La declaratoria de adoptabilidad del niño, niña o adolescente corresponde exclusivamente al Defensor de Familia.
 
Conc: Decreto 4840 de diciembre 17 de 2007.

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Nota: La expresión “En ausencia de este último, las funciones asignadas al defensor y al Comisario de Familia corresponderán al 
Inspector de Policía”, fue declarada exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-228 de 5 de marzo 2008, M.P.: Jaime 
Araújo Rentería.

En Sentencia C-690 de  julio 9 de 2008, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla, se ordena estarse a lo resuelto en la sentencia anterior.

Artículo 99. Iniciación de la actuación administrativa. El representante legal del niño, niña o adolescente, o la 
persona que lo tenga bajo su cuidado o custodia, podrá solicitar, ante el defensor o 

Comisario de Familia o en su defecto ante el Inspector de Policía, la protección de los derechos de aquel. También 
podrá hacerlo directamente el niño, niña o adolescente. 

Cuando el defensor o el Comisario de Familia o, en su caso, el Inspector de Policía tenga conocimiento de la 
inobservancia, vulneración o amenaza de alguno de los derechos que este Código reconoce a los niños, las niñas y 
los adolescentes, abrirá la respectiva investigación, siempre que sea de su competencia; en caso contrario avisará a 
la autoridad competente. 
En la providencia de apertura de investigación se deberá ordenar: 

1.	 La identificación y citación de los representantes legales del niño, niña o adolescente, de las personas con quienes conviva o sean 
responsables de su cuidado, o de quienes de hecho lo tuvieren a su cargo, y de los implicados en la violación o amenaza de los derechos. 

2.	 Las medidas provisionales de urgencia que requiera la protección integral del niño, niña o adolescente. 

3.	 La práctica de las pruebas que estime necesarias para establecer los hechos que configuran la presunta vulneración o amenaza 
de los derechos del niño, niña o adolescente. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc: Decreto 4840 de diciembre 17 2007.

Artículo 100. Trámite. Cuando se trate de asuntos que puedan conciliarse, el defensor o el Comisario de Familia o, en 
su caso, el Inspector de Policía citará a las partes, por el medio más expedito, a audiencia de conciliación que deberá 
efectuarse dentro de los diez días siguientes al conocimiento de los hechos. Si las partes concilian se levantará acta y 
en ella se dejará constancia de lo conciliado y de su aprobación. 

Fracasado el intento de conciliación, o transcurrido el plazo previsto en el inciso anterior sin haberse realizado la 
audiencia, y cuando se trate de asuntos que no la admitan, el funcionario citado procederá a establecer mediante 
resolución motivada las obligaciones de protección al menor, incluyendo la obligación provisional de alimentos, visitas 
y custodia. 

El funcionario correrá traslado de la solicitud, por cinco días, a las demás personas interesadas o implicadas de la 
solicitud, para que se pronuncien y aporten las pruebas que deseen hacer valer. 

Vencido el traslado decretará las pruebas que estime necesarias, fijará audiencia para practicarlas con sujeción a 
las reglas del procedimiento civil y en ella fallará mediante resolución susceptible de reposición. Este recurso deberá 
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interponerse verbalmente en la audiencia, por quienes asistieron en la misma, y para quienes no asistieron a la 
audiencia se les notificará por estado y podrán interponer el recurso, en los términos del Código de Procedimiento Civil. 

Resuelto el recurso de reposición o vencido el término para interponerlo, el expediente deberá ser remitido al juez de 
familia para homologar el fallo, si dentro de los cinco días siguientes a su ejecutoria alguna de las partes o el Ministerio 
Público lo solicita con expresión de las razones en que se funda la inconformidad. El juez resolverá en un término no 
superior a 10 días. 

Parágrafo 1º. Cuando lo estime aconsejable para la averiguación de los hechos, el Defensor, el Comisario de Familia 
o, en su caso, el Inspector de Policía, podrán ordenar que el equipo técnico interdisciplinario de la defensoría o de la 
comisaría, o alguno de sus integrantes, rinda dictamen pericial. 

Parágrafo 2º. En todo caso, la actuación administrativa deberá resolverse dentro de los cuatro meses siguientes a la 
fecha de la presentación de la solicitud o a la apertura oficiosa de la investigación, y el recurso de reposición que contra 
el fallo se presente deberá ser resuelto dentro de los diez días siguientes al vencimiento del término para interponerlo. 
Vencido el término para fallar o para resolver el recurso de reposición sin haberse emitido la decisión correspondiente, 
la autoridad administrativa perderá competencia para seguir conociendo del asunto y remitirá inmediatamente el 
expediente al Juez de Familia para que, de oficio, adelante la actuación o el proceso respectivo. 

Cuando el juez reciba el expediente deberá informarlo a la Procuraduría General de la Nación para que se promueva la 
investigación disciplinaria a que haya lugar. 

Excepcionalmente y por solicitud razonada del defensor, el Comisario de Familia o, en su caso, el Inspector de Policía, 
el director regional podrá ampliar el término para fallar la actuación administrativa hasta por dos meses más, contados 
a partir del vencimiento de los cuatro meses iniciales, sin que exista en ningún caso nueva prórroga. 

Conc.: Ley 640 de 2001; artículo 47 de la Ley 23 de 1991; art. 348 del C.P.C.; Ley 734 de 2002.

Lineamientos ICBF.  Se modifica el Lineamiento Técnico para el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, 
aprobado mediante Resolución número  911 de mayo 7 de 2007 adicionado mediante Resoluciones números 4104  
del 29 de septiembre de 2008 y 2785 del 10 de julio de 2009. (Resolución 3154 de agosto 4 de 2009).

Conc: Decreto 4840 de  diciembre 17 de 2007.

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Nota: Las expresiones subrayadas “…de la solicitud, por cinco días…”, “… Vencido el traslado decretará las pruebas que estime 
necesarias, fijará audiencia para practicarlas con sujeción a las reglas del procedimiento civil y en ella fallará mediante resolución 
susceptible de reposición…”, “…Resuelto el recurso de reposición o vencido el término para interponerlo, el expediente deberá ser 
remitido al Juez de Familia para homologar el fallo…” y “PARÁGRAFO 2o. En todo caso, la actuación administrativa deberá resolverse 
dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de la presentación de la solicitud o a la apertura oficiosa de la investigación, y 
el recurso de reposición que contra el fallo se presente deberá ser resuelto dentro de los diez días siguientes al vencimiento del 
término para interponerlo. Vencido el término para fallar o para resolver el recurso de reposición sin haberse emitido la decisión 
correspondiente, la autoridad administrativa perderá competencia para seguir conociendo del asunto y remitirá inmediatamente el 
expediente al Juez de Familia para que, de oficio, adelante la actuación o el proceso respectivo”,  fueron declaradas exequibles por la 
Corte Constitucional mediante Sentencia C-228 de 5 de marzo de 2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería.

La expresión subrayada “y para quienes no asistieron a la audiencia se les notificará por estado y podrán interponer el recurso, en los 
términos del Código de Procedimiento Civil” fue declarada exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-690 de julio 9 
de 2008, M.P.: Nilson Pinilla Pinilla.

La expresión subrayada “…el expediente deberá ser remitido al juez de familia para homologar el fallo, si dentro de los cinco días 
siguientes a su ejecutoria alguna de las partes o el Ministerio Público lo solicita con expresión de las razones en que se funda la 
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inconformidad…” y “sin haberse emitido la decisión correspondiente, la autoridad administrativa perderá competencia para seguir 
conociendo del asunto y remitirá inmediatamente el expediente al Juez de Familia para que, de oficio, adelante la actuación o el 
proceso respectivo…” contenidas en el inciso 4º y parágrafo 2º del presente artículo fueron declaradas exequible por la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-740 de julio 23 de 2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería. 

Jurisprudencia: “…El término dentro del cual, la entidad administrativa debe pronunciarse, es perentorio, sin que signifique que su 
vencimiento implique la pérdida de la oportunidad de decidir el asunto, pues ya le corresponde al juez especializado en el ramo, continuar el 
trámite para adoptar las decisiones correspondientes, así no se perturban intereses de los menores involucrados.

En cuanto a la vulneración del derecho fundamental de las menores a tener una familia, precisamente, es en búsqueda de lo que mejor les 
convenga, que se tramita el proceso de restablecimiento de derechos, ante el juzgado accionado, para ofrecer una mayor garantía, pues se 
trata, de establecer cuál será su entorno natural mas favorable habiendo un espacio de incertidumbre sobre su familia futura.” (Corte Suprema 
de Justicia, Sentencia  Expediente 00281-2010,  M.P.: Edgardo Villamil Portilla).

Artículo 101. Contenido del fallo. La resolución deberá contener una síntesis de los hechos en que se funda, el 
examen crítico de las pruebas y los fundamentos jurídicos de la decisión. 

Cuando contenga una medida de restablecimiento deberá señalarla concretamente, explicar su justificación e indicar 
su forma de cumplimiento, la periodicidad de su evaluación y los demás aspectos que interesen a la situación del niño, 
niña o adolescente. 

La resolución obliga a los particulares y a las autoridades prestadoras de servicios requeridos para la ejecución 
inmediata de la medida. 

Artículo 102. Citaciones y notificaciones. La citación ordenada en la providencia de apertura de investigación 
se practicará en la forma prevista en el Código de Procedimiento Civil para la notificación personal, siempre que se 
conozca la identidad y la dirección de las personas que deban ser citadas. Cuando se ignore la identidad o la dirección 
de quienes deban ser citados, la citación se realizará mediante publicación en una página de Internet del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar por tiempo no inferior a cinco días, [o] por transmisión en un medio masivo de 
comunicación, que incluirá una fotografía del niño, si fuere posible. 

Las providencias que se dicten en el curso de las audiencias y diligencias se consideran notificadas en estrados 
inmediatamente después de proferidas, aun cuando las partes no hayan concurrido. 
Las demás notificaciones se surtirán mediante aviso que se remitirá por medio de servicio postal autorizado, 
acompañado de una copia de la providencia correspondiente. 

Conc.: Artículos 313 y ss. del C.P.C. 

Nota: La partícula “o” contenida en el inciso primero del presente artículo fue declarada inexequible por la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-228 de 5 de marzo de 2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería. En esta misma Sentencia la Corte Constitucional 
declaró exequible la expresión “realizará mediante publicación en una página de Internet del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar por tiempo no inferior a cinco días”, en forma condicionada, en el entendido de que cuando se ignore la identidad o la 
dirección de quienes deban ser citados, la citación deberá realizarse mediante publicación en una página de Internet del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar por tiempo no inferior a 5 días, y por transmisión en un medio masivo de comunicación, que incluirá 
una fotografía del niño, si fuere posible. 

Artículo 103. Carácter transitorio de las medidas. La autoridad administrativa que haya adoptado las medidas 
de protección previstas en este Código podrá modificarlas o suspenderlas cuando esté demostrada la alteración 
de las circunstancias que dieron lugar a ellas. La resolución que así lo disponga se notificará en la forma prevista 
en el inciso tercero del artículo anterior y estará sometida a la impugnación y al control judicial establecidos para 
la que impone las medidas. 

Este artículo no se aplicará cuando se haya homologado por el juez la declaratoria de adoptabilidad o decretado 
la adopción. 
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Artículo 104. Comisión y poder de investigación. Con miras a la protección de los derechos reconocidos en este 
Código, los Defensores de Familia, el comisario o, en su defecto, el Inspector de Policía podrán comisionar a las 
autoridades administrativas que cumplan funciones de Policía Judicial, para la práctica de pruebas fuera de su sede, en 
la forma prevista en el Código de Procedimiento Civil. 

Con el mismo propósito los citados funcionarios también podrán solicitar información al respectivo pagador y a la 
Dirección de Impuestos Nacionales sobre la solvencia de las personas obligadas a suministrar alimentos. 

Parágrafo. El Defensor, el Comisario de Familia o, en su caso, el Inspector de Policía podrán sancionar con multa de 
uno a tres salarios mínimos legales mensuales vigentes, a los particulares que rehúsen o retarden el trámite de las 
solicitudes formuladas en ejercicio de las funciones que esta ley les atribuye. Si el renuente fuere servidor público, 
además se dará aviso al respectivo superior y a la Procuraduría General de la Nación. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

Conc.: Artículos 32 a 36 y 181 del C.P.C.; Ley 734 de 2002. 

Artículo 105. Entrevista del niño, niña o adolescente. El Defensor o el Comisario de Familia entrevistará al niño, niña 
o adolescente para establecer sus condiciones individuales y las circunstancias que lo rodean. 
Conc: Decreto 4840 de diciembre 17 de 2007.

Artículo 106. Allanamiento y rescate. Siempre que el defensor o el Comisario de Familia tengan indicios de que 
un niño, una niña o un adolescente se halla en situación de peligro, que comprometa su vida o integridad personal 
procederá a su rescate con el fin de prestarle la protección necesaria. 

Cuando las circunstancias lo aconsejen practicará allanamiento al sitio donde el niño, niña o adolescente se encuentre, 
siempre que le sea negado el ingreso después de haber informado sobre su propósito, o no haya quién se lo facilite. 
Es obligación de la fuerza pública prestarle el apoyo que para ello solicite. 

De lo ocurrido en la diligencia deberá levantarse acta. 

Nota: Las expresiones subrayadas fueron declaradas exequibles por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-256 de 2008, 

M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa. “…En el entendido de que previamente, el defensor o el Comisario de Familia deberá en una 
decisión escrita, valorar las pruebas que demuestran que se reúnen en caso los requisitos para que proceda el allanamiento con la 
finalidad exclusiva de efectuar el rescate y proteger al menor de edad…”.

La Corte procedió a integrar la unidad normativa del artículo 106 y el artículo 86 de la presente Ley que regulan la 
facultad de rescate asignada a los Defensores y Comisarios de Familia. 

Jurisprudencia: “…la diligencia de allanamiento y rescate no podía haber sido decretada por cuanto no se contaba con el material probatorio 
necesario para ello. En efecto, los informes de policía judicial no son prueba, con lo cual se precisaba de mayores elementos de juicio para 
decretar la medida. Tanto es así que el día en que aquél se realizó, la madre del menor atendió personalmente a las autoridades, sin que se 
constatara objetivamente existencia alguna de abandono, ni físico ni psicológico.” (Corte Constitucional, Sentencia T-572 de agosto 26 de 
2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto).

Jurisprudencia: “El alcance del derecho a la inviolabilidad del domicilio, tiene relación directa con los deberes que se exigen a los terceros 
y a la autoridad para su materialización. En principio, el correlato de este derecho se patentiza en un deber de abstención a cargo de éstos 
últimos consistente en no molestar ni penetrar su domicilio, salvo que sea con el permiso del titular y en los eventos y con las formalidades 
prescritas en la Constitución. 
”El deber de protección que la Constitución y la ley asigna a las autoridades de familia, que se torna más exigente en situaciones de manifiesto 
peligro de la vida e integridad física de los niños, no puede trocarse en abstención sin que esos bienes superiores sucumban. En esas 
eventualidades el bien menor se sacrifica en aras de la preservación del bien mayor…”. 
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“…El derecho a la inviolabilidad del domicilio no puede oponerse al derecho del menor de tener un domicilio seguro. Es evidente que el 
domicilio tiene un valor instrumental respecto de bienes merecedores de tutela constitucional como lo son la intimidad y la autonomía personal. 
Dentro de ese espacio aislado de las intervenciones de terceros, se desenvuelve igualmente la existencia de los menores y allí han de encontrar 
abrigo y protección. Si el aislamiento, faceta constitutiva del domicilio, por la acción o la omisión de quienes deberían cuidar del menor, o por 
cualquier otra causa, se erige en factor negativo para éste toda vez que gracias a él no puede ser liberado de un peligro que se cierne sobre 
su vida e integridad física, el instrumento de protección se convierte en medio ominoso de aniquilamiento y deja, por lo tanto, de servir a su 
fin. La medida de protección no puede ser otra que la de suministrar al menor un domicilio seguro y para ello se precisa su recuperación. La 
resistencia a esta diligencia, por parte de los ocupantes del inmueble traspasa el umbral del derecho a un domicilio seguro que corresponde al 
menor, lo que pone de presente un ostensible irrespeto al derecho ajeno –el del niño– y un abuso de los propios (C.P., art. 95-1). 

”La Constitución no garantiza el derecho a la inviolabilidad del domicilio con este alcance...” (Corte Constitucional, Sentencia C-041 de febrero 

3 de 1994, M.P.:  Eduardo Cifuentes Muñoz). 

Artículo 107. Contenido de la declaratoria de adoptabilidad o de vulneración de derechos. En la resolución que 
declare la situación de adoptabilidad o de vulneración de derechos del niño, niña o adolescente, se ordenará una o 
varias de las medidas de restablecimiento consagradas en este Código. 

En la misma resolución se indicará la cuota mensual que deberán suministrar los padres o las personas de quienes 
dependa el niño, la niña o el adolescente, para su sostenimiento mientras se encuentre bajo una medida de 
restablecimiento, cuando a ello haya lugar. 

Parágrafo 1º. Dentro de los veinte días siguientes a la ejecutoria de la resolución que declara la adoptabilidad podrán 
oponerse las personas a cuyo cargo estuviere el cuidado, la crianza y educación del niño, niña o adolescente, aunque 
no lo hubieren hecho durante la actuación administrativa. Para ello deberán expresar las razones en que se fundan y 
aportar las pruebas que sustentan la oposición. 

Parágrafo 2º. Para garantizar la adecuada atención del niño, niña o adolescente en el seno de su familia, el 
Defensor de Familia podrá disponer que los padres o las personas a cuyo cargo se encuentre, cumplan algunas de 
las siguientes actividades: 

1.	 Asistencia a un programa oficial o comunitario de orientación o de tratamiento familiar. 
2.	 Asistencia a un programa de asesoría, orientación o tratamiento de alcohólicos o adictos a sustancias que produzcan dependencia. 
3.	 Asistencia a un programa de tratamiento psicológico o psiquiátrico. 
4.	 Cualquiera otra actividad que contribuya a garantizar el ambiente adecuado para el desarrollo del niño, niña o adolescente.

Jurisprudencia: “Insiste la sala, únicamente puede aplicarse esta sanción cuando en el proceso administrativo que tiene por finalidad 
imponerla resulta probado claramente que el niño o niña de que se trate carece en definitiva de personas que por ley deben satisfacer sus 
necesidades básicas, esto es, que el niño o la niña ha sido, en efecto, abandonado a su propia suerte. De manera muy excepcional procede 
declarar la situación de abandono cuando se verifica contundentemente que los padres biológicos no están en situación de garantizar los 
intereses prevalentes de su hijo o hija o que permanecer en la familia biológica conlleva para el niño o para la niña un riesgo insuperable. 
De todos modos, en el trámite que conduce a la declaratoria de situación de abandono deben los funcionarios administrativos que lo 
adelantan observar estrictamente la Constitución y en especial el derecho constitucional fundamental al debido proceso. Como la ha dicho 
la jurisprudencia constitucional en reiteradas ocasiones, las autoridades públicas deben tener presente que “sus decisiones han de ser el 
resultado de un procedimiento respetuoso de las formas propias de cada juicio (art. 29 C.P.), mucho más los defensores de familia para quienes 
es imperativa la sujeción a la Constitución y a la ley, por cuanto las decisiones que adoptan afectan directamente a la familia y por ende a la 
sociedad. Por ello tienen el deber constitucional y legal de garantizar como el que más, el respeto al derecho de defensa y el mantenimiento de 

la igualdad de las partes (arts. 29, 13 C.P.). (Corte Constitucional, Sentencia T-887 de diciembre 1º  de 2009, M.P.: Mauricio Gonzalez Cuervo).

Artículo 108. Homologación de la declaratoria de adoptabilidad. Cuando se declare la adoptabilidad de un 
niño, una niña o un adolescente habiendo existido oposición en la actuación administrativa, y cuando la oposición se 
presente en la oportunidad prevista en el parágrafo primero del artículo anterior, el Defensor de Familia deberá remitir 
el expediente al juez de familia para su homologación. 

En los demás casos la resolución que declare la adoptabilidad producirá, respecto de los padres, la terminación de la 
patria potestad del niño, niña o adolescente adoptable y deberá ser inscrita en el Libro de Varios de la notaría o de la 
Oficina de Registro Civil. 
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Jurisprudencia: «2.Como instrumento encaminado a garantizar la efectividad de los derechos de los niños que se encuentran en estado 
de abandono y desprotección, el legislador instituyó un procedimiento que se desarrolla en dos estadios, uno de naturaleza administrativa 
(adelantado ante el ICBF), y otro, dado el caso, ante la especialidad jurisdiccional de Familia, a efectos de homologar lo decidido en el trámite 
administrativo, cuya teleología y alcance la Sala ha precisado que ‘(…) reviste cardinal valía, pues tal decisión trascendente como cualquier 
sentencia judicial, es cierto, implica validar la ruptura jurídica del núcleo familiar, toda vez que la declaración de abandono produce respecto 
de los padres del infante, según el artículo 60 del Código del Menor, no solo la terminación de la patria potestad, sino también entraña, en la 
mayoría de los casos, la iniciación de los trámites de adopción y la ubicación de los hijos en hogares sustitutos, entre otras medidas, con todo 
lo que ello supone en el campo de las relaciones familiares’ (Sentencia de 13 de febrero de 2004, exp. 00536; reiterada sentencia 22 de 
octubre de 2009 exp. 6800-22-13-000-2009-00311-0, entre otras). 

[…L]a Sala no advierte en las decisiones cuestionadas vía de hecho, en la medida que para formar el sentido del fallo, las autoridades 
accionadas, particularmente el juez de la homologación, realizaron una valoración probatoria aceptable, con apoyo en la normatividad aplicable 
al asunto, actividad que no puede ser descalificada por el Juez Constitucional, máxime cuando la misma estuvo orientada a hacer efectivos los 
derechos de los pequeños y protegerlos de todo mal mayor que pueda afectar su integridad física y emocional.  

En este punto, precisa la Sala que si bien es un derecho fundamental de los niños, entre otros, ‘crecer en el seno de una familia’ y no ser 
separado de ella, (artículos 5, 42 y 44 Constitución Política)2, que en principio debe ser la familia biológica, es de verse que en casos de riesgo 
o quebranto de sus derechos y con la única finalidad de protegerlo, pueden ser apartados de ella cuando ésta no garantice las condiciones 
para la realización y el ejercicio de sus derechos; situación que en el caso particular converge en la medida que el deseo de recuperar a 
sus hijos manifestado por la tutelante en la demanda, luce contrario a lo que reflejan las pruebas que sirvieron de soporte a las autoridades 
accionadas para dictar su respectivo fallo».  (Corte Suprema de Justicia-Sala de Casación Civil, Proceso 54001-22-13-000-2010-00112-01. 
M.P.: William Namén Vargas).   

Jurisprudencia: “…Esta Corte indicó que los deberes asignados al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar «no son pretensiones etéreas 
que cumplan un propósito representativo alejado de las necesidades reales…», continúa la sentencia en cita, «el ICBF cumple funciones vitales 
para intervenir en aquellas circunstancias en donde los derechos del menor se encuentran comprometidos y cuentan con facultades idóneas 
para llevar a cabo ese cometido. Se trata, sin ninguna duda, de un sistema de protección que no se conforma con el movimiento inercial 
que por tradición ejecuta el Estado, sino que exige en muchos casos que sea la Administración que tome la iniciativa e indique al particular 
la manera apropiada de hacer valer sus derechos y los de aquellas personas que están bajo su cuidado…” (Corte Constitucional, Sentencia 
T-309 de 4 de abril de 2008, M.P.: Mauricio González Cuervo).   

Jurisprudencia: “…el juez de familia como ejecutor de la función de policía que debe ejercer el Estado para la protección de los derechos 
de menores, debe en virtud de la homologación, ir más allá de la simple revisión del cumplimiento de los requisitos del debido proceso y las 
exigencias del trámite administrativo, y debe hacer una revisión de los requisitos sustanciales del asunto, estos es, establecer si la decisión no 
viola los derechos fundamentales de los menores sometidos a la decisión, o lo que es lo mismo, establecer si la medida adoptada es oportuna, 
conducente y conveniente según las circunstancias especialísimas que rodean al niño…” (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, 
Sala de Familia, Sentencia de 30 de junio de 2005, M.P.: Jaime Humberto Araque González). 

Jurisprudencia: “… Revisada la actuación administrativa adelantada por el ICBF, se vislumbra que el principal argumento para declarar 
al menor (nombre bajo reserva), en situación de abandono y, subsecuentemente, disponer como medida de protección, la iniciación de los 
trámites de adopción, no es otro que la carencia de recursos económicos de sus padres para garantizarle «la satisfacción de sus necesidades 
básicas», es decir, para decirlo sin circunloquios, su estado de pobreza, pues concientes están las autoridades accionadas del afecto que los 
padres profesan por su hija, «su gran interés y reiterada intención de querer tenerla a su lado». No es posible, a juicio de la Sala, que mediando 
el amor y el afecto materno y paterno-filial, como así lo ponen de presente las autoridades administrativas… la única solución que el Estado 
les ofrezca sea la de arrancarla de su seno, so pretexto de buscarle nuevos y mejores horizontes. Pareciera, para decirlo descarnadamente, 
que como sanción a sus padecimientos económicos deban ahora sufrir el rompimiento de los lazos que los une con su hija… el Estado tiene 
obligación de tomar las medidas de protección que sean necesarias para la atención integral de la niña, pero, por supuesto, sin que por el 
mero hecho de las penurias económicas de sus padres, les pueda ser arrebatada…” (Corte Suprema de Justicia, Sentencia de Tutela de 28 
de julio de 2005, M.P.: Pedro Octavio Munar Cadena).   

Jurisprudencia: “…la homologación «es un control de legalidad sobre la actuación adelantada por los funcionarios del ICBF, instituido para 
garantizar los derechos sustanciales y procesales de los padres de los menores, o de quien los tenga a su cuidado… El procedimiento regulado 
por la Ley, que debe seguirse con el fin de adoptar medidas de protección a favor de los menores en situación de abandono o peligro, se 
desenvuelve en dos fases bien diferenciadas como son: la actuación administrativa cumplida ante las autoridades del Instituto de Bienestar 
Familiar y la homologación que, eventualmente, debe surtirse ante el juez de familia…»” (Corte Constitucional, Sentencia T-293 de  mayo 3 
de 1999, M.P.: Antonio Barrera Carbonell). 
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Artículo 109. Reconocimiento de paternidad. Cuando el padre extramatrimonial reconozca, ante el defensor, el 
Comisario de Familia o el Inspector de Policía, la paternidad de un niño, una niña o un adolescente, se levantará acta 
y se ordenará su inscripción en el Registro del Estado Civil.  

Conc.: Artículos 5º y 44 del Decreto 1260 de 1970.; Ley 75 de 1968. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 110. Permiso para salir del país. La autorización del Defensor de Familia para la salida del país de un 
niño, niña o adolescente, cuando carezca de representante legal, se desconozca su paradero o no se encuentre en 
condiciones de otorgarlo, se sujetará a las siguientes reglas: 

1.	 Legitimación. La solicitud podrá ser formulada por quien tenga el cuidado personal del niño, niña o adolescente. 

2.	 Requisitos de la solicitud. La solicitud deberá señalar los hechos en que se funda y el tiempo de permanencia del niño, 
niña o adolescente en el exterior. Con ella deberá acompañarse el registro civil de nacimiento y la prueba de los hechos alegados. 

3.	 Trámite. Presentada la solicitud, el Defensor de Familia ordenará citar a los padres o al representante legal que no la hayan 
suscrito. 

Si dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación o al emplazamiento ninguno de los citados se opone, el 
funcionario practicará las pruebas que estime necesarias, si a ello hubiere lugar, y decidirá sobre el permiso solicitado. 

En firme la resolución que concede el permiso, el Defensor de Familia remitirá copia de ella al Ministerio de Relaciones 
Exteriores y a la División de Extranjería del Departamento Administrativo de Seguridad. El permiso tendrá vigencia por 
sesenta días hábiles contados a partir de su ejecutoria. 

En caso de que oportunamente se presente oposición a la solicitud de permiso, el Defensor de Familia remitirá el 
expediente al Juez de Familia, y por medio de telegrama avisará a los interesados para que comparezcan al juzgado 
que corresponda por reparto. 

Parágrafo 1º. Cuando un niño, una niña o un adolescente vaya a salir del país con uno de los padres o con una 
persona distinta a los representantes legales deberá obtener previamente el permiso de aquel con quien no viajare o 
el de aquellos, debidamente autenticado ante notario o autoridad consular. Dicho permiso deberá contener el lugar de 
destino, el propósito del viaje y la fecha de salida e ingreso de nuevo al país. 

No se requerirá autorización de los padres a quienes se les haya suspendido o privado de la patria potestad. 

Parágrafo 2º. El Defensor de Familia otorgará de plano permiso de salida del país: 

•	 A los niños, las niñas o los adolescentes que ingresan al programa de víctimas y testigos de la Fiscalía General 
de la Nación. 

•	 A los niños, las niñas o los adolescentes, desvinculados o testigos en procesos penales, cuando corre grave 
peligro su vida y su integridad personal. 

•	 A los niños, las niñas o los adolescentes, que van en misión deportiva, científica o cultural. 

A los niños, las niñas o los adolescentes cuando requieren viajar por razones de tratamientos médicos de urgencia 
al exterior. 

Artículo 111. Alimentos. Para la fijación de cuota alimentaria se observarán las siguientes reglas: 

1.	 La mujer grávida podrá reclamar alimentos a favor del hijo que está por nacer, respecto del padre legítimo o del 
extramatrimonial que haya reconocido la paternidad. 
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2.	 Siempre que se conozca la dirección donde puede recibir notificaciones el obligado a suministrar alimentos, el 
defensor o Comisario de Familia lo citará a audiencia de conciliación. En caso contrario, elaborará informe que 
suplirá la demanda y lo remitirá al juez de familia para que inicie el respectivo proceso. Cuando habiendo sido 
debidamente citado a la audiencia el obligado no haya concurrido, o habiendo concurrido no se haya logrado la 
conciliación, fijará cuota provisional de alimentos, pero sólo se remitirá el informe al juez si alguna de las partes 
lo solicita dentro de los cinco días hábiles siguientes. 

3.	 Cuando se logre conciliación se levantará acta en la que se indicará: el monto de la cuota alimentaria y la fórmula 
para su reajuste periódico; el lugar y la forma de su cumplimento; la persona a quien debe hacerse el pago, los 
descuentos salariales, las garantías que ofrece el obligado y demás aspectos que se estimen necesarios para 
asegurar el cabal cumplimiento de la obligación alimentaria. De ser el caso, la autoridad promoverá la conciliación 
sobre custodia, régimen de visitas y demás aspectos conexos. 

4.	 Lo dispuesto en este artículo se aplicará también al ofrecimiento de alimentos a niños, las niñas o los adolescentes. 
5.	 El procedimiento para la fijación de la cuota alimentaria será el especial previsto actualmente en el Decreto 2737 

de 1989. 

Código del Menor
Decreto 2737 de 1989

CAPÍTULO III
De los alimentos

ARTICULO 139.Los representantes legales del menor, la persona que lo tenga bajo su cuidado y el defensor de familia podrán 
demandar ante el juez de familia o, en su defecto ante el juez municipal del lugar de residencia del menor, la fijación o revisión de 
alimentos, que se tramitará por el procedimiento que regulan los Artículos siguientes.
El juez, de oficio, podrá también abrir el proceso.

ARTICULO 140.La demanda deberá expresar el nombre de las partes, el lugar donde se les debe notificar, el valor de los alimentos, 
los hechos que le sirven de fundamento y las pruebas que se desean hacer valer. A la demanda se acompañarán los documentos que 
estén en poder del demandante.
La demanda podrá presentarse por escrito o verbalmente ante el secretario. En el último caso se extenderá un acta que firmarán éste 
y el demandante; igualmente, mediante acta el secretario corregirá la demanda que no cumpla los requisitos legales.
Si faltare algún documento que el demandante no esté en posibilidad de anexar a la demanda, el juez, previo informe del secretario, a 
solicitud de parte a de oficio, ordenará a la autoridad correspondiente que gratuitamente se expida y se remita al proceso.

ARTICULO 141.El juez admitirá la demanda, mediante auto que se notificará al demandado como disponen los Artículos 314 y 315 del 
Código de Procedimiento Civil modificado por el Decreto 2282 de 1989, con la entrega de copia de la demanda o del acta respectiva, 
según fuere el caso, con el objeto de que el demandado la conteste dentro de los cuatro (4) días siguientes a la notificación.
Si faltare algún requisito de la demanda, el juez ordenará por auto de cúmplase que se subsane por escrito o por acta adicional, 
según el caso. Cuando el juez haya de promover de oficio este proceso, dictará un auto en que exponga los hechos de que ha tenido 
conocimiento y la finalidad que se propone. Este auto se notificará conforme a lo establecido en el presente Artículo.

ARTICULO 142.La contestación de la demanda podrá hacerse por escrito o verbalmente. En el último caso se extenderá un acta que 
firmarán el demandado y el secretario.
Con la contestación de la demanda deberán aportarse los documentos que se encuentren en poder del demandado y pedirse en ella 
las demás pruebas que se pretenda hacer valer. Si se propusieren excepciones de mérito, se dará traslado de éstas al demandante 
por tres (3) días con el objeto de que pida las pruebas que estime convenientes en relación con éstas. En este proceso no podrán 
proponerse excepciones previas y los hechos que las configuran deberán alegarse haciendo uso del recurso de reposición contra el 
auto admisorio de la demanda.

ARTICULO 143.Vencido el término de traslado de la demanda y el de las excepciones de mérito, si se hubieren propuesto, el juez 
señalará fecha para la audiencia, por auto que no tendrá recursos, y prevendrá a las partes para que en ella presenten los documentos 
y testigos. La audiencia deberá celebrarse dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha del auto.

ARTICULO 144.En el auto que señale fecha para la audiencia, el juez, a petición de parte o de oficio, adoptará las medidas necesarias 
para el saneamiento del proceso, con el fin de evitar nulidades y sentencias inhibitorias. En el mismo auto citará a las partes para que 
en ella absuelvan sus interrogatorios.
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ARTICULO 145.Para el trámite de la audiencia se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en los parágrafos 2º y 3º del Artículo 101 del 
Código de Procedimiento Civil modificado por el Decreto 2282 de 1989 y si dentro de ella prospera la conciliación se regulará por lo 
previsto en el Artículo 136 de este código con la aplicación, para este efecto, del parágrafo 6º del precitado Artículo 101.
En la misma audiencia el juez decretará y practicará las pruebas pedidas por las partes o las que de oficio considere necesarias. 
Si no fuere posible practicarlas en su totalidad de inmediato, señalará el término para ello, que no podrá exceder de diez (10) días.
Las partes podrán presentar los documentos que no se hubieren anexado a la demanda o a su contestación, así como los testigos 
cuya declaración se hubiere solicitado, que no excederán de dos (2) sobre los mismos hechos.

ARTICULO 146.Surtida la instrucción, el juez oirá hasta por veinte (20) minutos a cada parte y proferirá la sentencia en la misma 
audiencia si ello fuere posible o en otra que convocará para dentro de los seis (6) días siguientes, en la que emitirá el fallo aunque no 
se encuentren presentes ni las partes ni sus apoderados.
Cuando la sentencia haya sido dictada por el juez municipal, en la misma audiencia se deberá decidir sobre la concesión del recurso 
de apelación que se hubiere interpuesto.

ARTICULO 147.Durante la audiencia se utilizará el sistema de grabación magnetofónica o electrónica y en el acta se dejará constancia 
únicamente de quienes intervinieron en la audiencia, de los documentos que se hayan presentado, del auto que suspendió la 
audiencia, si es el caso, y se incorporará la parte resolutiva de la sentencia si se hubiera proferido verbalmente. Esta acta prestará 
mérito ejecutivo.
Cuando no fuere posible utilizar el sistema de grabación porque el juzgado carece de los elementos necesarios y las partes no lo 
proporcionaren, se utilizará la versión escrita mecanografiada.
Cualquier interesado podrá pedir al secretario la reproducción magnetofónica de las grabaciones, proporcionando los medios 
necesarios para ello. De las grabaciones se dejará duplicado que formará parte del archivo del juzgado.

Artículo 112. Restitución internacional de los niños, las niñas o los adolescentes. Los niños, las niñas o los 
adolescentes indebidamente retenidos por uno de sus padres, o por personas encargadas de su cuidado o por cualquier 
otro organismo en el exterior o en Colombia, serán protegidos por el Estado colombiano contra todo traslado ilícito u 
obstáculo indebido para regresar al país. Para tales efectos se dará aplicación a la Ley 173 de 1994 aprobatoria del 
Convenio sobre aspectos civiles del secuestro internacional de niños, suscrito en La Haya el 25 de octubre de 1980, a 
la Ley 620 de 2000 aprobatoria de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, suscrita 
en Montevideo el 15 de julio de 1989, y a las demás normas que regulen la materia. 

Para los efectos de este artículo actuará como autoridad central el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. La 
Autoridad Central por intermedio del Defensor de Familia adelantará las actuaciones tendientes a la restitución 
voluntaria del niño, niña o adolescente y decretará las medidas de restablecimiento de derechos a que haya lugar. 

Conc.: Ley 1008 de 2006. Ley 985 de 2005. Convención Internacional sobre Derechos del Niño, Artículo 33. Protocolo Complementario a la 
Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas 
(Especialmente Mujeres y Niños). Convenio  sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. Convención Interamericana sobre 
el Tráfico Internacional de Menores.

Nota: La Ley 620 de 2000, aprobatoria de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, suscrita en 
Montevideo el 15 de julio de 1989, a que alude por error el inciso primero de este artículo, fue declarada inexequible por la Corte 
Constitucional, por vicios de procedimiento mediante Sentencia C-951 de 2001, M.P.: Eduardo Montealegre Lynett. El Convenio fue 
aprobado nuevamente por el Congreso mediante la Ley 880 de enero 19 de 2004. Tanto esta como la Convención fueron declaradas 
exequibles por la Corte Constitucional en Sentencia C-912 de septiembre 21 de 2004, M.P.: Humberto Sierra Porto. 

Artículo 113. Autorización de trabajo para los adolescentes. Corresponde al inspector de trabajo expedir por 
escrito la autorización para que un adolescente pueda trabajar, a solicitud de los padres, del respectivo representante 
legal o del Defensor de Familia. A falta del inspector del trabajo la autorización será expedida por el Comisario de 
Familia y en defecto de este por el alcalde municipal. 
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La autorización estará sujeta a las siguientes reglas: 

Deberá tramitarse conjuntamente entre el empleador y el adolescente. 

1.	 La solicitud contendrá los datos generales de identificación del adolescente y del empleador, los términos del contrato de trabajo, 
la actividad que va a realizar, la jornada laboral y el salario. 

2.	 El funcionario que concedió el permiso deberá efectuar una visita para determinar las condiciones de trabajo y la seguridad para 
la salud del trabajador. 

3.	 Para obtener la autorización se requiere la presentación del certificado de escolaridad del adolescente y si este no ha terminado su 
formación básica, el empleador procederá a inscribirlo y, en todo caso, a facilitarle el tiempo necesario para continuar el proceso 
educativo o de formación, teniendo en cuenta su orientación vocacional. 

4.	 El empleador debe obtener un certificado de estado de salud del adolescente trabajador. 

5.	 La autorización de trabajo o empleo para adolescentes indígenas será conferida por las autoridades tradicionales de la respectiva 
comunidad teniendo en cuenta sus usos y costumbres. En su defecto, la autorización será otorgada por el inspector del trabajo o 
por la primera autoridad del lugar. 

6.	 El empleador debe dar aviso inmediato a la autoridad que confirió la autorización, cuando se inicie y cuando termine la relación laboral. 

Parágrafo. La autorización para trabajar podrá ser negada o revocada en caso de que no se den las garantías mínimas 
de salud, seguridad social y educación del adolescente. 

Conc.: Resolución 2070 de Junio 6 de 2008, del Ministerio de la Protección Social, por la cual se implementan medidas en relación con la 
autorización del trabajo de adolescentes y de niños y niñas; se adoptan los respectivos formatos y se dictan otras disposiciones.

Artículo 114. Jornada de trabajo. La duración máxima de la jornada laboral de los adolescentes autorizados para 
trabajar, se sujetará a las siguientes reglas: 

1.	 Los adolescentes mayores de 15 y menores de 17 años, sólo podrán trabajar en jornada diurna máxima de seis horas diarias y 
treinta horas a la semana y hasta las 6:00 de la tarde. 

2.	 Los adolescentes mayores de diecisiete (17) años, sólo podrán trabajar en una jornada máxima de ocho horas diarias y 40 horas 
a la semana y hasta las 8:00 de la noche. 

Artículo 115. Salario. Los adolescentes autorizados para trabajar, tendrán derecho a un salario de acuerdo a la 
actividad desempeñada y proporcional al tiempo trabajado. En ningún caso la remuneración podrá ser inferior al salario 
mínimo legal vigente. 

Artículo 116. Derechos en caso de maternidad. Sin perjuicio de los derechos consagrados en el Capítulo V del 
Título VIII del Código Sustantivo del Trabajo, la jornada de la adolescente mayor de quince (15) y menor de dieciocho 
(18) años, no podrá exceder de cuatro horas diarias a partir del séptimo mes de gestación y durante la lactancia, sin 
disminución de su salario y prestaciones sociales. 

Artículo 117. Prohibición de realizar trabajos peligrosos y nocivos. Ninguna persona menor de 18 años podrá ser 
empleada o realizar trabajos que impliquen peligro o que sean nocivos para su salud e integridad física o psicológica 
o los considerados como peores formas de trabajo infantil. El Ministerio de la Protección Social en colaboración con 
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, establecerán la clasificación de dichas actividades de acuerdo al nivel 
de peligro y nocividad que impliquen para los adolescentes autorizados para trabajar y la publicarán cada dos años 
periódicamente en distintos medios de comunicación. 

Para la confección o modificación de estas listas, el Ministerio consultará y tendrá en cuenta a las organizaciones de 
trabajadores y de empleadores, así como a las instituciones y asociaciones civiles interesadas, teniendo en cuenta las 
recomendaciones de los instrumentos e instancias internacionales especializadas. 

Conc.: Convenio sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción Inmediata para su Eliminación (Convenio 182 de la 

OIT (Organización Internacional del Trabajo); y Convención Internacional sobre Derechos del niño, Artículo 32.
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Resolución 01677 de mayo 16 de 2008, del Ministerio de la Protección Social por la cual se señalan las actividades 
consideradas como peores formas de trabajo infantil y se establece la clasificación de actividades peligrosas y condiciones 
de trabajo nocivas para la salud e integridad física o psicológica de las personas menores de 18 años de edad.

Artículo 118. Garantías especiales para el adolescente indígena autorizado para trabajar. En los procesos 
laborales en que sea demandante un adolescente indígena será obligatoria la intervención de las autoridades de su 
respectivo pueblo. Igualmente se informará a la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior o de la dependencia que 
haga sus veces. 

Capítulo V
Procedimiento judicial y reglas especiales

Artículo 119. Competencia del Juez de Familia en Única Instancia. Sin perjuicio de las competencias asignadas 
por otras leyes, corresponde al Juez de Familia, en Única Instancia: 

1.	 La homologación de la resolución que declara la adoptabilidad de niños, niñas o adolescentes. 

2.	 La revisión de las decisiones administrativas proferidas por el Defensor de Familia o el Comisario de Familia, en los casos previstos 
en esta ley. 

3.	 De la restitución internacional de niños, niñas y adolescentes. 

4.	 Resolver sobre el restablecimiento de derechos cuando el defensor o el Comisario de Familia haya perdido competencia. 

Parágrafo. Los asuntos regulados en este Código deberían ser tramitados con prelación sobre los demás, excepto los de 
tutela y hábeas corpus, y en todo caso el fallo deberá proferirse dentro de los dos meses siguientes al recibo de la demanda, 
del informe o del expediente, según el caso. El incumplimiento de dicho término constituye causal de mala conducta. 

Jurisprudencia: «En el caso sometido a estudio y una vez analizada la documental aportada, específicamente la providencia proferida por 
el Tribunal el 4 de agosto de 2010 […] considera la Sala, que la misma fue edificada en argumentos que de ninguna manera se apartan 
de consultar reglas mínimas de razonabilidad jurídica, y que efectivamente obedecen a la labor hermenéutica propia del operador judicial, 
quien dotado de la libertad de interpretación que la misma Constitución Política le reconoce, actuó dentro del ámbito de sus competencias, 
pues se descarta un proceder arbitrario, ya que aquélla tiene sustento en lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 119 de la Ley 1098 de 
2006, que con claridad meridiana faculta al  juez de familia para conocer en ‘Única Instancia’ de la ‘restitución internacional de niños, niñas y 
adolescentes’ …»” (Corte Suprema de Justicia - Sala de Casación Laboral,  Radicación 29879, Acta No. 35 de septiembre 28 de 2010, M.P.: 
Luis Javier osorio López). 

Artículo 120. Competencia del juez municipal. El juez civil municipal o promiscuo municipal conocerá de los asuntos 
que la presente ley atribuye al juez de familia, en única instancia en los lugares donde no exista este. 

Nota: La Corte Constitucional, mediante Sentencia C-228 de 5 de marzo de 2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería, declaró exequible la 
expresión “en única instancia” del presente artículo. 

Artículo 121. Iniciación del proceso y adopción de medidas urgentes. Los asuntos a que se refiere esta ley se 
iniciarán a instancia del Defensor de Familia, del representante legal del niño, niña o adolescente, o de la persona que 
lo tenga bajo su cuidado. El juez podrá iniciarlos también de oficio. 

Al momento de iniciar el proceso el juez deberá adoptar las medidas de urgencia que la situación amerite para proteger 
los derechos del niño, niña o adolescente. 

Artículo 122. Acumulación de pretensiones y pronunciamiento oficioso. Podrán acumularse en una misma 
demanda pretensiones relacionadas con uno o con varios niños, niñas o adolescentes, respecto de los mismos padres, 
representantes legales, o personas que los tengan bajo su cuidado, siempre que el juez sea competente para conocer 
de todas. 

El juez deberá pronunciarse sobre todas las situaciones establecidas en el proceso que comprometan los intereses del 
niño, la niña o el adolescente, aunque no hubieren sido alegadas por las partes y cuando todas ellas puedan tramitarse 
por el mismo procedimiento. 

Conc.: Artículo 82 del C.P.C. 
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Artículo 123. Homologación de la declaratoria de adoptabilidad. La sentencia de homologación de la declaratoria 
de adoptabilidad se dictará de plano; producirá, respecto de los padres, la terminación de la patria potestad del niño, 
la niña o el adolescente adoptable y deberá ser inscrita en el Libro de Varios de la Notaría o de la Oficina de Registro 
del Estado Civil. 

Si el juez advierte la omisión de alguno de los requisitos legales, ordenará devolver el expediente al Defensor de Familia 
para que lo subsane. 

Artículo 124. Adopción. Es competente para conocer el proceso de adopción en primera instancia el juez de familia 
del domicilio de la persona o entidad a cuyo cargo se encuentre el niño, niña o adolescente. La demanda sólo podrá 
ser formulada por los interesados en ser declarados adoptantes, mediante apoderado. 
A la demanda se acompañarán los siguientes documentos: 

1.	 El consentimiento para la adopción, si fuere el caso. 

2.	 La copia de la declaratoria de adoptabilidad o de la autorización para la adopción, según el caso. 

3.	 El registro civil de nacimiento de los adoptantes y el del niño, niña o adolescente. 

4.	 El registro civil de matrimonio o la prueba de la convivencia extramatrimonial de los adoptantes. 

5.	 La certificación del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o de una entidad autorizada para el efecto, sobre la idoneidad física, 
mental, social y moral de los adoptantes, expedida con antelación no superior a seis meses, y la constancia de la entidad respectiva 
sobre la integración personal del niño, niña o adolescente con el adoptante o adoptantes. 

6.	 El certificado vigente de antecedentes penales o policivos de los adoptantes. 

7.	 La certificación actualizada sobre la vigencia de la licencia de funcionamiento de la institución donde se encuentre albergado el 
niño, niña o adolescente, expedida por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

8.	 La aprobación de cuentas del curador, si procede. 

Parágrafo. Para los fines de la adopción, la convivencia extramatrimonial podrá probarse por cualquiera de los medios 
siguientes: 

1.	 Inscripción del compañero o compañera permanente en los registros de las Cajas de Compensación Familiar o de las instituciones 
de seguridad o previsión social. 

2.	 Inscripción de la declaración de convivencia que haga la pareja, en la Notaría del lugar del domicilio de la misma, con antelación 
no menor de dos años. 

3.	 El Registro Civil de Nacimiento de los hijos habidos por la pareja. 

Cuando se trate de compañeros permanentes residentes en el exterior, la convivencia extramatrimonial se probará de 
conformidad con la legislación del país de residencia de los solicitantes. 

Con.: Ley 979 de julio 26 de 2005, por medio de la cual se modifica parcialmente la Ley 54 de 1990 y se establecen unos mecanismos ágiles para 

demostrar la unión marital de hecho y sus efectos patrimoniales entre compañeros permanentes.

Artículo 125. Requisitos adicionales para adoptantes extranjeros. 
Cuando los adoptantes sean extranjeros que residan fuera del país, deberán aportar, además, los siguientes documentos: 
 
1.	 Certificación expedida por la entidad gubernamental o privada oficialmente autorizada, donde conste el compromiso de efectuar el 

seguimiento del niño, niña o adolescente adoptable hasta su nacionalización en el país de residencia de los adoptantes. 

2.	 Autorización del Gobierno del país de residencia de los adoptantes para el ingreso del niño, niña o adolescente adoptable. 

3.	 Concepto favorable a la adopción, emitido por el Defensor de Familia con base en la entrevista que efectúe con los adoptantes y 
el examen de la documentación en que la entidad autorizada para efectuar programas de adopción recomienda a los adoptantes. 

Parágrafo. Los documentos necesarios para la adopción, serán autenticados conforme a las normas del Código de 
Procedimiento Civil, y no requieren de ratificación ulterior. Si no estuvieren en español, deberán acompañarse de su 
traducción, efectuada por el Ministerio de Relaciones Exteriores por un traductor oficialmente autorizado. 
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Artículo 126. Reglas especiales del procedimiento de adopción. En los procesos de adopción se seguirán las 
siguientes reglas especiales: 

1.	 Admitida la demanda se correrá el traslado al Defensor de Familia por el término de tres (3) días hábiles. Si el Defensor se allanare 
a ella, el Juez dictará sentencia dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su admisión. 

2.	 El Juez podrá señalar un término de máximo diez (10) días, para decretar y practicar las pruebas que considere necesarias. Vencido 
este término, tomará la decisión correspondiente. 

3.	 Suspensión del proceso. Se podrá solicitar la suspensión del proceso hasta por un término de tres meses improrrogables, 
siempre que exista causa justificada. Pueden solicitar la suspensión o reanudación del proceso los adoptantes o el Defensor de Familia.

4.	 Terminación anticipada del proceso. Cuando falleciere el solicitante de la adopción antes de proferirse la sentencia el proceso 
terminará. 

5.	 Si la solicitud de adopción fuere conjunta y uno de los adoptantes falleciere antes de proferirse la sentencia, el proceso continuará 
con el sobreviviente si manifiesta su intención de persistir en ella, caso en el cual la sentencia que se profiera solo surtirá efectos 
respecto de este; en caso contrario el proceso terminará. 

6.	 Notificación de la sentencia. Por lo menos uno de los adoptantes deberá concurrir personalmente al juzgado a recibir 
notificación de la sentencia. 

7.	 Contenido y efectos de la sentencia. La sentencia que decrete la adopción deberá contener los datos necesarios para que 
su inscripción en el registro civil constituya el acta de nacimiento y reemplace la de origen, la cual se anulará. Una vez en firme se 
inscribirá en el registro del estado civil y producirá todos los derechos y obligaciones propios de la relación paterno o materno-filial, desde 
la fecha de presentación de la demanda. En todo caso, en la sentencia deberá omitirse mencionar el nombre de los padres de sangre. 

La sentencia que decrete la adopción podrá ser apelada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial, de conformidad 
con el trámite establecido en el Código de Procedimiento Civil, en donde intervendrá el Defensor de Familia. 

Artículo 127. Seguridad social de los adoptantes y adoptivos. El padre y la madre adoptantes de un menor tendrán 
derecho al disfrute y pago de la licencia de maternidad establecida en el numeral 4 del artículo 34 la Ley 50 de 1990 
y demás normas que rigen la materia, la cual incluirá también la licencia de paternidad consagrada en la Ley 755 de 
2002, incluyendo el pago de la licencia a los padres adoptantes. 

Los menores adoptivos tendrán derecho a ser afiliados a la correspondiente EPS o ARS, desde el momento mismo de 
su entrega a los padres adoptantes por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

Artículo 128. Requisito para la salida del país. El niño, la niña o el adolescente adoptado sólo podrá salir del país 
cuando la sentencia que decrete la adopción esté ejecutoriada. Las autoridades de emigración exigirán copia de la 
providencia con la constancia de ejecutoria. 

Artículo 129. Alimentos. En el auto que corre traslado de la demanda o del informe del Defensor de Familia, el juez 
fijará cuota provisional de alimentos, siempre que haya prueba del vínculo que origina la obligación alimentaria. Si 
no tiene la prueba sobre la solvencia económica del alimentante, el juez podrá establecerlo tomando en cuenta su 
patrimonio, posición social, costumbres y en general todos los antecedentes y circunstancias que sirvan para evaluar 
su capacidad económica. En todo caso se presumirá que devenga al menos el salario mínimo legal. 

La sentencia podrá disponer que los alimentos se paguen y aseguren mediante la constitución de un capital cuya renta 
los satisfaga. En tal caso, si el obligado no cumple la orden dentro de los diez días hábiles siguientes, el juez procederá en la 
forma indicada en el inciso siguiente. 

El juez deberá adoptar las medidas necesarias para que el obligado cumpla lo dispuesto en el auto que fije la cuota 
provisional de alimentos, en la conciliación o en la sentencia que los señale. Con dicho fin decretará embargo, 
secuestro, avalúo y remate de los bienes o derechos de aquel, los cuales se practicarán con sujeción a las reglas del 
proceso ejecutivo. 
El embargo se levantará si el obligado paga las cuotas atrasadas y presta caución que garantice pago de las cuotas 
correspondientes a los dos años siguientes. 

Cuando se trate de arreglo privado o de conciliación extrajudicial, con la copia de aquel o del acta de la diligencia el 
interesado podrá adelantar proceso ejecutivo ante el juez de familia para el cobro de las cuotas vencidas y las que en 
lo sucesivo se causen. 
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Cuando se tenga información de que el obligado a suministrar alimentos ha incurrido en mora de pagar la cuota 
alimentaria por más de un mes, el juez que conozca o haya conocido del proceso de alimentos o el que adelante el 
ejecutivo dará aviso al Departamento Administrativo de Seguridad ordenando impedirle la salida del país hasta tanto 
preste garantía suficiente del cumplimiento de la obligación alimentaria y será reportado a las centrales de riesgo. 

La cuota alimentaria fijada en providencia judicial, en audiencia de conciliación o en acuerdo privado se entenderá 
reajustada a partir del primero de enero siguiente y anualmente en la misma fecha, en porcentaje igual al índice de precios 
al consumidor, sin perjuicio de que el juez, o las partes de común acuerdo, establezcan otra fórmula de reajuste periódico. 

Con todo, cuando haya variado la capacidad económica del alimentante o las necesidades del alimentario, las partes 
de común acuerdo podrán modificar la cuota alimentaria, y cualquiera de ellas podrá pedirle al juez su modificación. En 
este último caso el interesado deberá aportar con la demanda por lo menos una copia informal de la providencia, del 
acta de conciliación o del acuerdo privado en que haya sido señalada. 

Mientras el deudor no cumpla o se allane a cumplir la obligación alimentaria que tenga respecto del niño, niña o 
adolescente, no será escuchado en la reclamación de su custodia y cuidado personal ni en ejercicio de otros derechos 
sobre él o ella. 

Lo dispuesto en este artículo se aplicará también al ofrecimiento de alimentos a niños, niñas o adolescentes. 

El incumplimiento de la obligación alimentaria genera responsabilidad penal. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante 
Sentencia C-228-08 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

Jurisprudencia:  «Pues bien, el artículo 130 de la Ley 1098 de 2006, en su numeral 2° prescribe que ‘Cuando no sea posible el embargo 
del salario y de las prestaciones, pero se demuestre el derecho de dominio sobre bienes muebles o inmuebles, o la titularidad sobre bienes o 
derechos patrimoniales de cualquier otra naturaleza, en cabeza del demandado, el juez podrá decretar medidas cautelares sobre ellos (…)’, 
lo cual significa que las medidas cautelares autorizadas en dicho precepto sólo son viables cuando no sea posible el embargo de los ingresos 
laborales, circunstancia que no aconteció en el proceso de marras, pues la pensión de vejez percibida por el demandado fue objeto de embargo 
y retención en un 25% desde el auto admisorio de la demanda, de manera que no era viable afectar otros bienes del obligado, como ocurrió 
con el dinero adicional que se le retuvo y con el cual el juez accionado ordenó, contra legem, constituir un capital en la sentencia cuestionada. 

De otra parte, el artículo 129 ibídem, inciso 2° preceptúa que ‘La sentencia podrá disponer que los alimentos se paguen y aseguren mediante 
la constitución de un capital cuya renta los satisfaga’, medida que, sin equívoco alguno, es potestativa del juez de familia, pero bajo la condición 
de que la afectación no se predica del capital sino de la renta que éste produzca, de modo que si el pago de los alimentos está asegurado con 
el embargo del salario y las prestaciones sociales, o de la pensión de vejez, como acontece en este caso, tal disposición deviene innecesaria, 
pues de ordenarse su coexistencia, no sólo repugnaría al designio del legislador de no acumularlas sino que se patrocinaría indebidamente 
un aumento de la cuota alimentaria fijada en la misma sentencia, pues al descuento del 25% de la mesada pensional del alimentante se le 
sumarían los rendimientos de ese capital, imponiéndose, en consecuencia, que el numeral 5° de la parte resolutiva de la susodicha sentencia 
quede sin efectos, por ser manifiestamente ilegal.[…]

En este orden de ideas y como quiera que la sentencia atacada constituye una vía de hecho, por cuanto ordenó, contra legem, la constitución 
de un capital para asegurar los alimentos de la menor beneficiaria, la Corte revocará el fallo objeto de impugnación y, en su defecto, concederá 
el amparo impetrado e impartirá las órdenes a que haya lugar». “… (Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación Civil, Exp. No. 00304 de 
2010, Sentencia de Octubre 13 de 2010, M.P.: Pedro Octavio Munar cadena).
 
Jurisprudencia: «En todo caso y teniendo en cuenta que ha sido reiterada la negativa del juzgado accionado a levantar la restricción impuesta 
al accionante para salir del país, es pertinente advertir que si bien el artículo 129 de la Ley 1098 de 2006 autoriza esta cautela, el juez, al 
aplicar la norma, debe considerar ciertas circunstancias especiales en las que pueden encontrarse las partes, con el fin de no afectar sus 
garantías constitucionales, como los derechos a la capacitación profesional y al trabajo y, de paso, los intereses de los menores que dependen 
de la estabilidad económica de su progenitor.
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La Corte, al resolver un caso análogo, puntualizó: “(…) la decisión judicial por virtud de la que se le impidió la ‘migración del demandado’ (fl. 
9), no está a tono con los derroteros trazados por el estatuto del menor, concretamente el alcance que cumple otorgarle a lo previsto en el 
artículo 148 del Decreto 2737 de 1989, habida cuenta que si bien tal medida aplica cuando ‘no se  presta garantía suficiente que respalde el 
cumplimiento de la obligación’, lo cierto es que, como toda interpretación, cumple desplegarla consultando los fines y propósitos del respectivo 
precepto, de modo que cabalmente se ajuste a la ‘perspectiva legal, como constitucional, más aún si se tiene en cuenta la prevalencia del 
derecho sustancial, ...’ (sent. de 15 de junio de 2004, exp. 00436), a lo que se suma la prevalencia del derecho de los menores de edad, y no 
con un criterio exclusivamente exegético, pues habrá casos en donde sea menester prohijar uno diverso. 

‘Se apuntala la precedente conclusión en que aunque no se demostró suficientemente el incumplimiento de las obligaciones a cargo del 
demandado – querellante, según se avizora de lo materializado en el fallo proferido, se procedió, en todo caso, a fijar como cuota a favor de la 
menor demandante el “25% de los ingresos salariales mensuales, primas cesantías y bonificaciones que el señor HERNAN DE JESUS MONSALVE 
BUITRAGO perciba” (fl. 8), para lo cual se comunicó lo pertinente a la empresa en donde el demandado presta sus servicios, como ‘Inspector 
Técnico’, luego, en tal estado de cosas, la medida ordenada objeto de protesta, se revela opuesta a los intereses de la propia menor demandante.

‘En ese sentido, importa ver que de acuerdo con la comunicación del Gerente NATIVA S.A., el interesado ‘por motivos laborales debe viajar 
fuera del país constantemente debido a sus funciones’ (fl. 25), luego la orden criticada, en las condiciones descritas, esto es, en el caso 
concreto, en puridad, pone en riesgo el compromiso laboral del promotor de la tutela y, por consecuencia obvia y natural, el cumplimiento real 

de la prestación de marras cuantificada a favor del mismo extremo procesal que instauró la acotada demanda de alimentos.

‘Lo anterior debido a que, no se discute, la cuota fijada pende de la ejecución de la mencionada relación contractual, por lo que de finiquitarse 
ésta, en las condiciones tan particulares que aquí hacen presencia, los efectos económicos resultarían adversos a todos las personas que 
dependen económicamente del citado empleado, de modo que, sin duda, se afectaría a la menor a la que justamente representa la impugnante, 
traduciéndose la problemática en comentario, entonces, en un hecho que, de raíz, choca con la teleología y la finalidad de los preceptos que 
rigen los procesos de alimentos, inclusive de lo establecido por el mencionado artículo 148 del Decreto 2737 de 1989 que consagró la 
restricción de marras, rectamente auscultado’. (Sentencia de 10 de agosto de 2004, Exp. T-2004-00028-

01, reiterada el 27 de enero de 2006, Exp. 2005-00348-01 y el 1° de abril de 2009, Exp. 2009-00011-01)».  (Corte Suprema de Justicia – 
Sala de Casación Civil,  Expediente No. 00115- 2010 , Sentencia de 22 de septiembre de 2010, M.P.: Pedro Octavio Munar Cadena).

Jurisprudencia: “…En consecuencia, respecto de la expresión acusada del artículo 129 del C.I.A., resulta procedente declarar la 
constitucionalidad de la misma con base en lo resuelto en la sentencia C-388 de 2000. Lo anterior, como quiera que la presunción iuris tantum 
establecida de que la cuota provisional de alimentos, a falta de otros elementos de juicio, se fije con base en el salario mínimo, es razonable por 
basarse tanto en datos empíricos como en la existencia de una obligación legal de los empleadores de pagar al menos dicho monto. También, 
porque es proporcional en tanto medida idónea y necesaria para garantizar el pago de la cuota debida al menor, parte débil de la relación 
procesal en el juicio de alimentos. Y finalmente por cuanto se trata de una presunción legal que en todo caso puede ser desvirtuada.” (Corte 
Constitucional, Sentencia C-055 de febrero 3 de 2010, M.P.: Juan Carlos henao).

Jurisprudencia: “…Los padres serán oídos en trámites judiciales y administrativos siempre y cuando demuestren estar cumpliendo con 
su obligación alimentaria. «…Finalmente se hará un llamado a prevención al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a fin de que los 
defensores de familia sean instruidos respecto de la prevalencia de los derechos de los niños,… atinentes a sus derechos e intereses respecto 
de los menores en tanto no demuestren el cumplimiento de la obligación alimentaria, o se allanen a cumplirla, se cumpla inexorablemente. 
Llamamiento que se hará extensivo a los jueces, comisarios, e inspectores de policía” (Corte Constitucional, Sentencia T-161 de febrero 25 
de 2004, M.P.: Álvaro Tafur Galvis).

Jurisprudencia: “…En cuanto respecta a la disposición demandada, puede sostenerse que si bien un sector de la población no devenga el 
salario mínimo legal, la mayoría de las personas, en edad de trabajar, percibe, por lo menos, un ingreso mensual equivalente a dicha suma. 
En efecto, tanto los datos que aporta la experiencia como la obligación del empleador de pagar, no menos de una cuantía mínima legal como 
salario mensual, permite sostener que la presunción cuestionada es razonable.
Adicionalmente, las disposiciones constitucionales y legales que establecen la responsabilidad de los padres respecto de los hijos (CP art. 42), 
el deber de solidaridad familiar (CP art. 42), y los derechos fundamentales de los menores (CP art. 44), permiten que la sociedad albergue, con 
justicia, la expectativa de que quienes han decidido optar por la maternidad o la paternidad, están dispuestos a hacer lo que esté a su alcance 
para aumentar su nivel de ingresos de forma tal que puedan satisfacer las obligaciones que tienen para con sus hijos. En las circunstancias 
anotadas, resulta razonable que el legislador presuma que los padres devengan, al menos, el salario mínimo legal”. (Corte Constitucional, 
Sentencia T-388 de abril 5 de 2000, M.P.: Eduardo Cifuentes Muñoz).
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Artículo 130. Medidas especiales para el cumplimiento de la obligación alimentaria. Sin perjuicio de las garantías 
de cumplimiento de cualquier clase que convengan las partes o establezcan las leyes, el juez tomará las siguientes 
medidas durante el proceso o en la sentencia, tendientes a asegurar la oportuna satisfacción de la obligación alimentaria: 
`
1.	 Cuando el obligado a suministrar alimentos fuere asalariado, el Juez podrá ordenar al respectivo pagador o al patrono descontar 

y consignar a órdenes del juzgado, hasta el cincuenta por ciento (50%) de lo que legalmente compone el salario mensual del 
demandado, y hasta el mismo porcentaje de sus prestaciones sociales, luego de las deducciones de ley. El incumplimiento de la 
orden anterior, hace al empleador o al pagador en su caso, responsable solidario de las cantidades no descontadas. Para estos 
efectos, previo incidente dentro del mismo proceso, en contra de aquel o de este se extenderá la orden de pago. 

2.	 Cuando no sea posible el embargo del salario y de las prestaciones, pero se demuestre el derecho de dominio sobre bienes muebles 
o inmuebles, o la titularidad sobre bienes o derechos patrimoniales de cualquier otra naturaleza, en cabeza del demandado, el Juez 
podrá decretar medidas cautelares sobre ellos, en cantidad suficiente para garantizar el pago de la obligación y hasta el cincuenta 
por ciento (50%) de los frutos que produzcan. Del embargo y secuestro quedarán excluidos los útiles e implementos de trabajo de 
la persona llamada a cumplir con la obligación alimentaria. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante 
Sentencia C-228 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería

Jurisprudencia: «Precisamente, el artículo 130 del Código de la Infancia y la Adolescencia -Ley 1098 de 2006- establece que el embargo 
del salario del padre incumplido es una medida especial que garantiza el cumplimiento y el suministro de los alimentos a favor del menor de 
edad, con mayor razón, los jueces están en la obligación de decretar y materializar con prontitud dicha medida cautelar en atención al interés 
superior del infante, pues de no ser así, se comprometen seriamente los derechos del niño alimentista.

Bajo esa perspectiva, los jueces están en la obligación de adoptar con premura las órdenes necesarias para procurar el goce de los derechos 
fundamentales del infante, más aun, tratándose de los alimentos, ya que estos son indispensables para ‘el sustento, habitación, vestido, 
asistencia médica, recreación, educación o instrucción y, en general, todo lo que es necesario para el desarrollo integral de los niños, las niñas y 
los adolescentes’ (artículo 24 del Código de la Infancia y la Adolescencia –Ley 1098 de 2006-)». (Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación 
Civil, Exp.  No. T- 00266 de 2010, M.P.: Edgardo Villamil Portilla).

Artículo 131. Acumulación de procesos de alimentos. Si los bienes de la persona obligada o sus ingresos se hallaren 
embargados por virtud de una acción anterior fundada en alimentos o afectos al cumplimiento de una sentencia de 
alimentos, el juez, de oficio o a solicitud de parte, al tener conocimiento del hecho en un proceso concurrente, asumirá 
el conocimiento de los distintos procesos para el sólo efecto de señalar la cuantía de las varias pensiones alimentarias, 
tomando en cuenta las condiciones del alimentante y las necesidades de los diferentes alimentarios. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante 
Sentencia C-228 de 5 de marzo de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.
 
Artículo 132. Continuidad de la obligación alimentaria. Cuando a los padres se imponga la sanción de suspensión 
o pérdida de la patria potestad, no por ello cesará la obligación alimentaria. Esta obligación termina cuando el niño, la 
niña o el adolescente es entregado en adopción. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró inhibida de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante sentencia C-740-
de 23 de julio de 2008,  Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 133. Prohibiciones en relación con los alimentos. El derecho de pedir alimentos no puede transmitirse por 
causa de muerte, ni venderse o cederse de modo alguno, ni renunciarse. El que debe alimentos no puede oponer al 
demandante en compensación lo que el demandante le deba a él. 

No obstante lo anterior, las pensiones alimentarias atrasadas podrán renunciarse o compensarse y el derecho de 
demandarlas transmitirse por causa de muerte, venderse o cederse, con autorización judicial, sin perjuicio de la 
prescripción que compete alegar al deudor. 
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Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-740 
de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 134. Prelación de los créditos por alimentos. Los créditos por alimentos a favor de los niños, las niñas y 
los adolescentes gozan de prelación sobre todos los demás. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-740 
de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 135. Legitimación especial. Con el propósito de hacer efectivo el pago de la cuota alimentaria, cualquiera 
de los representantes legales del niño, niña o adolescente o el Defensor de Familia podrán promover, ante los jueces 
competentes, los procesos que sean necesarios, inclusive los encaminados a la revocación o declaración de la 
simulación de actos de disposición de bienes del alimentante. 

Artículo 136. Privación de la administración de los bienes del niño, niña o adolescente. En el proceso para 
la privación de la administración de los bienes del niño, niña o adolescente, el juez podrá decretar la suspensión 
provisional de las facultades de disposición y de administración de los bienes y la designación de un tutor o un 
curador, según se trate. 

Artículo 137. Restitución internacional de niños, las niñas o los adolescentes. Con el informe del Defensor de 
Familia sobre el desacuerdo para la restitución internacional del niño, niña o adolescente, el juez de familia iniciará 
el proceso. 

El Defensor de Familia intervendrá en representación del interés del niño, niña o adolescente retenido ilícitamente, sin 
perjuicio de la actuación del apoderado de la parte interesada. 

Conc.: Convenio sobre Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños, suscrito en La Haya el 25 de octubre de 
1980, aprobado mediante la ley 173 de diciembre 22 de 1994. 

Convención Interamericana sobre el Tráfico Internacional de Menores, de marzo 18 de 1994.

Ley 800 de marzo 13 de 2003, por medio de la cual se aprueban la “Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional” y el “Protocolo para Prevenir, Reprimir y sancionar la Trata de Personas, 
especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional”, adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas el quince (15) de noviembre 
de dos mil (2000).

Artículo 138. Obligaciones especiales para las autoridades competentes de restablecimiento de derechos. En 
todos los casos y de manera inmediata a su conocimiento, la autoridad competente deberá realizar la verificación de la 
garantía de derechos ordenada en el artículo 52 de esta ley. 

Nota: Artículo corregido por el artículo 2 del Decreto 578 de 2007, publicado en el Diario Oficial No. 46.558 de 2 de 
marzo de 2007.
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LIBRO SEGUNDO

SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL
PARA ADOLESCENTES Y PROCEDIMIENTOS ESPECIALES

PARA CUANDO LOS NIÑOS, LAS NIÑAS
O LOS ADOLESCENTES SON VÍCTIMAS DE DELITOS

T Í T U L O I
SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL

PARA ADOLESCENTES Y OTRAS DISPOSICIONES

Capítulo I
Principios rectores y definiciones del proceso

Artículo 139. Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. El Sistema de Responsabilidad Penal para 
Adolescentes es el conjunto de principios, normas, procedimientos, autoridades judiciales especializadas y entes 
administrativos que rigen o intervienen en la investigación y juzgamiento de delitos cometidos por personas que tengan 
entre catorce (14) y dieciocho (18) años al momento de cometer el hecho punible. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; art. 40- 1 de la Convención sobre Derechos del Niño; Regla 5 de Beijing; Directriz 5 de RIAD; Decreto 860 de marzo 

16 de 2010.

Lineamientos ICBF. Lineamiento Técnico Administrativo para la atención de los adolescentes en el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes SRPA. (Aprobado mediante Resolución 1301  de marzo 19 de 2010).

Artículo 140. Finalidad del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. En materia de responsabilidad 
penal para adolescentes tanto el proceso como las medidas que se tomen son de carácter pedagógico, específico y 
diferenciado respecto del sistema de adultos, conforme a la protección integral. El proceso deberá garantizar la justicia 
restaurativa, la verdad y la reparación del daño. 

En caso de conflictos normativos entre las disposiciones de esta ley y otras leyes, así como para todo efecto 
hermenéutico, las autoridades judiciales deberán siempre privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los 
principios de la protección integral, así como los pedagógicos, específicos y diferenciados que rigen este sistema. 

Parágrafo. En ningún caso, la protección integral puede servir de excusa para violar los derechos y garantías de los 
niños, las niñas y los adolescentes. 

Conc.: Art. 45 de la C.P.; arts. 3 - 1, 40º - 1 de la Convención sobre Derechos del Niño; art. 19 del Código de la Infancia y la Adolescencia.

Jurisprudencia: “…Por su parte, el Art. 140 de la misma ley dispone que en materia de responsabilidad penal para adolescentes tanto el 
proceso como las medidas que se tomen son de carácter pedagógico, específico y diferenciado respecto del sistema de adultos, conforme a la 
protección integral, y señala que el proceso deberá garantizar la justicia restaurativa, la verdad y la reparación del daño.

Agrega esta disposición que en caso de conflictos normativos entre las disposiciones de esta ley y otras leyes, así como para todo efecto 
hermenéutico, las autoridades judiciales deberán siempre privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los principios de la protección 
integral, así como los pedagógicos, específicos y diferenciados que rigen este sistema.

En estas condiciones, se puede establecer que el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes consagrado en la Ley 1098 de 2006 
tiene carácter  específico o especial, lo cual guarda concordancia con la protección especial de los niños consagrada en los arts. 44 y 45 de la 
Constitución y en los tratados internacionales citados”. (Corte Constitucional, Sentencia C-740 de julio 23 de 2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería).

Artículo 141. Principios del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. Los principios y definiciones 
consagrados en la Constitución Política, en los instrumentos internacionales de derechos humanos y en la presente ley 
se aplicarán en el Sistema de Responsabilidad para Adolescentes. 

Conc.: Art. 40- 2 de la Convención sobre los Derechos del Niño; Regla 3 de Beijing; Directriz 7 de RIAD; arts. 1º a 27 de la Ley 906 de 2004. 
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Artículo 142. Exclusión de la Responsabilidad Penal para Adolescentes. Sin perjuicio de la responsabilidad civil de 
los padres o representantes legales, así como la responsabilidad penal consagrada en el numeral 2 del artículo 25 del 
Código Penal, las personas menores de catorce (14) años, no serán juzgadas ni declaradas responsables penalmente, 
privadas de libertad, bajo denuncia o sindicación de haber cometido una conducta punible. La persona menor de 
catorce (14) años deberá ser entregada inmediatamente por la policía de infancia y adolescencia ante la autoridad 
competente para la verificación de la garantía de sus derechos de acuerdo con lo establecido en esta ley. La policía 
procederá a su identificación y a la recolección de los datos de la conducta punible. 

Tampoco serán juzgadas, declaradas penalmente responsables ni sometidas a sanciones penales las personas 
mayores de catorce(14) y menores de dieciocho (18) años con discapacidad psíquica o mental, pero se les aplicará la 
respectiva medida de seguridad. Estas situaciones deben probarse debidamente en el proceso, siempre y cuando la 
conducta punible guarde relación con la discapacidad. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Art. 40 -3 de la Convención sobre los Derechos del Niño; arts  8º , 9º y 82 - 5 del Código de la Infancia y la Adolescencia.

Artículo 143. Niños y niñas menores de catorce (14) años. Cuando una persona menor de catorce (14) años 
incurra en la comisión de un delito sólo se le aplicarán medidas de verificación de la garantía de derechos, de su 
restablecimiento y deberán vincularse a procesos de educación y de protección dentro del Sistema Nacional de 
Bienestar Familiar, los cuales observarán todas las garantías propias del debido proceso y el derecho de defensa. 

Si un niño o niña o un adolescente menor de catorce (14) años es sorprendido en flagrancia por una autoridad de 
policía, esta lo pondrá inmediatamente o a más tardar en el término de la distancia a disposición de las autoridades 
competentes de protección y restablecimiento de derechos. Si es un particular quien lo sorprende, deberá ponerlo de 
inmediato a disposición de la autoridad policial para que esta proceda en la misma forma. 

Parágrafo 1º. Cuando del resultado de una investigación o juicio surjan serias evidencias de la concurrencia de un 
niño o niña o un adolescente menor de catorce (14) años en la comisión de un delito, se remitirá copia de lo pertinente 
a las autoridades competentes de protección y restablecimiento de derechos. 

Parágrafo 2º. El ICBF establecerá los lineamientos técnicos para los programas especiales de protección y 
restablecimiento de derechos, destinados a la atención de los niños, niñas o adolescentes menores de catorce (14) 
años que han cometido delitos. 

Conc.: Art. 40 - de la Convención sobre Derechos del Niño; arts. 96 a 100 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 

Lineamientos ICBF. Lineamiento Técnico Administrativo para la atención de los  niños, niñas y adolescentes menores 
de catorce (14) años que se presuma o hayan incurrido en la comisión de un delito. (Aprobado mediante Resolución 
4594  de octubre 20 de 2009).

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-740 
de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 144. Procedimiento aplicable. Salvo las reglas especiales de procedimiento definidas en el presente libro, el 
procedimiento del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes se regirá por las normas consagradas en la Ley 
906 de 2004 (Sistema Penal Acusatorio), exceptuando aquellas que sean contrarias al interés superior del adolescente. 

Conc.: Arts. 3º, 40 - 3 b) de la Convención de los Derechos del Niño; arts. 144 y ss. de la Ley 906 de 2004.

Nota: El presente artículo fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-740 de julio 23 de 2008, M.P.: 
Jaime Araújo Rentería. 
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Jurisprudencia: “Para esta Sala de Revisión es claro que el Juzgado Penal del Circuito incurrió en una vía de hecho, al no percatarse de 
que estaba juzgando bajo el régimen procesal y sustancial reservado para los mayores de edad, a quien era menor cuando transgredió la ley 
penal. Estando este punto plenamente establecido, es inevitable concluir que el Despacho demandado sí violó el derecho al debido proceso 
del actor. Se violaron las garantías constitucionales referentes al juez natural y al respeto por las formas propias de cada juicio desde que el 
Juzgado demandado inició la actuación penal y debe ser declarada nula” (Sentencia T-019 de febrero 10 de 1998, M.P.: Carlos Gaviria Díaz).

Artículo 145. Policía Judicial en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. En los procesos 
en que estén involucrados niños, niñas o adolescentes como autores o partícipes de un delito, o como víctimas de 
los mismos, hará las veces de policía judicial la policía de infancia y adolescencia, o en su defecto los miembros de 
la policía judicial que sean capacitados en derechos humanos y de infancia. En todo caso en las diligencias que se 
adelanten estará presente un Defensor de Familia. 

Conc.: Art. 250 - 8 de la C.P.; Regla 12.1 de BEIJING; arts. 88 a 94 del Código de la Infancia y la Adolescencia; arts. 200 a 212 de la Ley 

906 de 2004.

Artículo 146. El Defensor de Familia en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. En todas 
las actuaciones del proceso y en las etapas de indagación, investigación y del juicio, el adolescente deberá estar 
acompañado por el Defensor de Familia, quien verificará la garantía de los derechos del adolescente. 

Conc.:Art. 44 de la C.P.; arts. 19 y 20 de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 16.1 de Beijing; arts. 52, 82 num. 6, 96 a 100 del 
Código de la Infancia y la Adolescencia.

Jurisprudencia: “Visto el artículo 146 de la Ley 1098 de 2006, se evidencia que las facultades del defensor de familia respecto del sistema 
de responsabilidad para adolescentes, se contraen a acompañar al adolescente para verificar que se le estén garantizando sus derechos, a 
su vez, en el artículo 163-8 se reitera esa obligación y agrega que también puede tomar medidas “para su restablecimiento”,  en el parágrafo 
primero del artículo 177 se le impone el deber de asegurar que en cumplimiento de cualquiera de las sanciones previstas por la citada ley, 
el adolescente esté vinculado a un sistema educativo y, finalmente, en el artículo 189 se indica que en caso de ser declarado responsable 
el adolescente, allegará un estudio en el cual por lo menos contenga la “situación familiar, económica, social, psicológica y cultural del 
adolescente y cualquier otra materia que a juicio del funcionario sea de relevancia para la imposición de la sanción”.

“De lo anterior se sigue que el defensor de familia, en relación con el adolescente sometido al sistema de responsabilidad penal, tiene unas 
funciones especiales y, por lo tanto, debe catalogarse como interviniente bajo las precisas facultades conferidas en el Libro Segundo del Código 
de la Infancia y la Adolescencia.

“Obviamente, ello en manera alguna lo limita para ejercer las funciones administrativas que con independencia del sistema de responsabilidad 
penal le compete desarrollar respecto del adolescente imputado, conforme al artículo 52 de la Ley 1098 de 2006.

“Así las cosas, en todo momento el defensor de familia debe conservar sus funciones de (i) prevención, (ii) protección, (iii) garantía de derechos 
y (iv) restablecimiento de los mismos, aún en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes.

“Queda entendido que si dentro de esas precisas facultades debe hacer peticiones al Juez, ellas deberán tener directa relación con las 
facultades antes señaladas, en aras de consultar el interés superior del adolescente y de preservar los roles que deben cumplir cada una de 
las demás partes e intervinientes.”  (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Proceso 30645, Sentencia de marzo 4 de 2009, M.P.: 
Maria del Rosario González de Lemos).

Jurisprudencia: “Las actuaciones que se adelanten en los procesos penales sin la presencia del apoderado del menor, cuando ésta se 
requiera, son nulas por violar el debido proceso y así habrá de declararse… «La ausencia del apoderado del menor en los procesos penales 
que se adelanten en su contra, viola flagrantemente el artículo 29 de la Constitución al desconocer uno de los derechos esenciales del 
debido proceso cual es el derecho a ejercer su defensa…». La intervención del Defensor de Familia en tales procesos no es incompatible, ni 
obstaculiza, ni sustituye la del apoderado del menor” (Sentencia C-817 de octubre 20 de  1999, M.P.: Carlos Gaviria Díaz).

Artículo 147. Audiencias en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. Las audiencias que se surtan 
en el proceso de responsabilidad penal para adolescentes, ante los jueces de control de garantías y ante los jueces 
de conocimiento, serán cerradas al público si el juez considera que la publicidad del procedimiento expone a un daño 
psicológico al niño, niña o adolescente. Cuando así lo disponga, en ellas solamente podrán intervenir los sujetos procesales. 

Conc.: Art. 16 de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 8 de Beijing; arts. 138num 6 y 151 de la Ley 906 de 2004. 
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Nota: Las expresiones subrayadas “…los jueces de control de garantías …” y “…si el juez considera que la publicidad del 
procedimiento expone a un daño psicológico al niño, niña o adolescente. Cuando así lo disponga, en ellas solamente podrán intervenir 
los sujetos procesales..”, contenidas en el presente artículo, fueron declaradas exequibles por la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-740 de  julio 23 de 2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería. 

Artículo 148. Carácter especializado. La aplicación de esta ley tanto en el proceso como en la ejecución de medidas 
por responsabilidad penal para adolescentes, estará a cargo de autoridades y órganos especializados en materia de 
infancia y adolescencia. 

Parágrafo. Para el cumplimiento de las medidas de restablecimiento de derechos de los menores de 14 años y 
ejecución de sanciones impuestas a los adolescentes de 14 a 16 años y de 16 a 18 años que cometan delitos, el ICBF 
diseñará los lineamientos de los programas especializados en los que tendrán prevalencia los principios de política 
pública de fortalecimiento a la familia de conformidad con la Constitución Política y los Tratados, Convenios y Reglas 
Internacionales que rigen la materia. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Art. 40-3 de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 6.3, 22.1, 22.2 de Beijing; Directriz 58 de RIAD; Art. 

163 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 

Artículo 149. Presunción de edad. Cuando exista duda en relación con la edad del adolescente y mientras la autoridad 
pericial competente lo define, se presume que es menor de 18 años. En todo caso se presumirá la edad inferior. 

Conc.: Regla 4 de Beijing; art. 3  a) de la Convención de los Derechos del Niño; art. 3º del Código de la Infancia y la Adolescencia.

 
Artículo 150. Práctica de testimonios. Los niños, las niñas y los adolescentes podrán ser citados como testigos 
en los procesos penales que se adelanten contra los adultos. Sus declaraciones sólo las podrá tomar el Defensor de 
Familia con cuestionario enviado previamente por el fiscal o el juez. El defensor sólo formulará las preguntas que no 
sean contrarias a su interés superior. 

Excepcionalmente, el juez podrá intervenir en el interrogatorio del niño, la niña o el adolescente para conseguir que 
este responda a la pregunta que se le ha formulado o que lo haga de manera clara y precisa. Dicho interrogatorio 
se llevará a cabo fuera del recinto de la audiencia y en presencia del Defensor de Familia, siempre respetando sus 
derechos prevalentes. 

El mismo procedimiento se adoptará para las declaraciones y entrevistas que deban ser rendidas ante la Policía Judicial 
y la Fiscalía durante las etapas de indagación o investigación. 

A discreción del juez, los testimonios podrán practicarse a través de comunicación de audio video, caso en el cual no 
será necesaria la presencia física del niño, la niña o el adolescente. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-740 
de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Jurisprudencia: Declara exequible la expresión “…de doce (12) años ” contenida en el artículo 266 de la Ley 600 de 2000. 

“...ii. que si bien es cierto en la actualidad hace parte de los postulados constitucionales el principio de buena fe, este puede tener límites 
establecidos por el legislador con el propósito de verificar que lo dicho o aseverado por un testigo al interior de su testimonio, corresponde a la 
verdad. Uno de los instrumentos que ha señalado el legislador para garantizar la verdad en el dicho de un testigo, es el juramento. El cual no es más 
que una admonición al declarante para que observe especialmente su buena fe en la declaración que va a rendir so pena de incurrir en sanciones 
penales; … vi. que encontrándose en situación diversa los menores mayores de doce (12) años y menores de dieciocho (18) en comparación con 
los menores de doce (12) años en relación con el juramento y las consecuencias que este podría acarrear, no existe una vulneración al derecho a 
la igualdad alegado por el demandante, por cuanto en aras de la real y efectiva aplicación de dicho derecho las situaciones que se relacionan son 
diversas y distintas...” (Corte Constitucional, Sentencia C-118 de de febrero 22 de2006, MP.: Jaime Araújo Rentería). 
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Jurisprudencia: “…iii) A pesar de todo, la impugnación admitida para su estudio, que trata de la agresión sexual de un menor de edad, brinda 
una vez más la oportunidad a la corte para reiterar su criterio en el sentido de que al testimonio de menor, víctima de acto sexual, se le debe 
otorgar una especial confiabilidad sin que ello signifique demeritar la versión por la mera condición de la edad prematura: «… habrá que captar 
el lenguaje del niño y adaptarse a él según su nivel de maduración y desarrollo cognitivo para facilitar la comunicación del niño…». Por lo 
tanto es conveniente usar frases cortas, palabras cortas y especificar la significación de las palabras empleadas. Los entrevistadores también 
necesitan tener en cuenta que, a veces, la información que los niños intentan aportar es certera, pero su informe acerca de esto puede parecer 
no solo errónea, sino excéntrica (burda) para un adulto. Por ejemplo, un chico puede decir que «un perro volaba», sin decir al entrevistador que 
era un muñeco que él pretendía que pudiera volar.

”El diagnóstico del Abuso Sexual Infantil se basa fuertemente en la habilidad del entrevistador para facilitar la comunicación del niño, ya que 
frecuentemente es reacio a hablar de la situación abusiva («Violencia familiar y abuso sexual», Capítulo «Abuso sexual infantil», Compilación 
de Viar y Lamberte, Ed. Universidad del Museo Social de Argentina, 1998).

”A partir de investigaciones científicas como la anterior, se infiere que el dicho del menor, por la naturaleza del acto y el impacto que genera 
en su memoria, adquiere gran credibilidad cuando es la víctima de abusos sexuales…” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 

Sentencia de 13 de febrero de 2008, M.P.: Alfredo Gómez Quintero).

 
Artículo 151. Derecho al debido proceso y a las garantías procesales. Los adolescentes que cometan delitos 
tienen derecho al debido proceso penal, a las garantías procesales básicas tales como: la presunción de inocencia, el 
derecho a ser notificado de las imputaciones, el derecho de defensa y de contradicción, el derecho al asesoramiento, 
el derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho a guardar silencio, el derecho a la confrontación con los 
testigos e interrogar a estos, el derecho de apelación ante autoridad superior y, las demás garantías consagradas en la 
Constitución, la ley y los tratados internacionales. 

En todos los casos los derechos de los que goza bajo el presente sistema un adolescente autor o partícipe de una 
conducta punible son, como mínimo, los previstos por la Ley 906 de 2004. 

Conc.: Convención de los Derechos del Niño, Preámbulo; Regla 7 de Beijing; Directriz 7 de RIAD; Art. 1º  a 27 de la Ley 906 de 2004.

Nota: La expresión subrayada “…En todos los casos los derechos de los que goza bajo el presente sistema un adolescente autor o 
partícipe de una conducta punible son, como mínimo, los previstos por la Ley 906 de 2004….”, contenida en el inciso 2º del presente 
artículo fue declarada exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-740 de  julio 23 de2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería. 

Jurisprudencia: “...la doctrina destaca justamente, que el nuevo derecho internacional sobre los derechos del niño tiende a confirmar al 
menor como titular de la mayoría de las garantías procesales reconocidas por instrumentos tales como el Pacto Internacional o la Convención 
Interamericana, como derechos de toda persona acusada penalmente... 

”...también en las «Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre la administración de Justicia de Menores» una de ellas establece: «En 
todas las etapas del proceso se respetarán garantías procesales básicas tales como la presunción de inocencia, el derecho a ser notificado 
de las acusaciones, el derecho a no responder, el derecho al asesoramiento, el derecho a la presencia de los padres o tutores...»” (Corte 

Constitucional, Sentencia C-19 de enero 25  de 1993, M.P.: Ciro Angarita Barón). 

Artículo 152. Principio de legalidad. Ningún adolescente podrá ser investigado acusado, ni juzgado por acto u 
omisión, al momento de la comisión del delito que no esté previamente definido en la ley penal vigente, de manera 
expresa e inequívoca. 

El adolescente declarado responsable por la autoridad judicial de la comisión de un delito sólo podrá ser sancionado 
con la imposición de las medidas definidas en la presente ley. 

Conc.: Art. 29 de la C.P.; Art. 40 num. 2 a) de la Convención de los Derechos del Niño; directriz 56 de RIAD; Art. 6º del C. Penal; Art. 6º de la Ley 

906 de 2004.

Artículo 153. Reserva de las diligencias. Las actuaciones procesales adelantadas en el Sistema de Responsabilidad 
Penal para Adolescentes, sólo podrán ser conocidas por las partes, sus apoderados, y los organismos de control. 
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La identidad del procesado, salvo para las personas mencionadas en el inciso anterior, gozará de reserva. 

Queda prohibido revelar la identidad o imagen que permita la identificación de las personas procesadas. 
 
Conc.: Art. 16 de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 8, 21.1, 21.2 de Beijing; Art. 138 núms. 4, 6 y 151 de la Ley 906 de 2004.

Jurisprudencia: “...dicha norma protege esencialmente el interés superior del menor, pues la publicidad sobre hechos irregulares y la 
divulgación de procesos judiciales en los que se investigue la conducta de un menor, pueden generar consecuencias perjudiciales sobre su 
patrimonio moral y sobre su personalidad…” (Corte Constitucional, Sentencia C-19 de enero 25 de 1993, M.P.: Ciro Angarita Barón). 

Artículo 154. Derecho de defensa. El adolescente durante toda la actuación procesal y aún antes de la imputación 
deberá tener un apoderado que adelante su defensa técnica. Ninguna actuación procesal tendrá validez si no está 
presente su apoderado. El adolescente podrá designar apoderado, quien tendrá derecho a revisar las diligencias y a 
actuar desde el momento de la noticia criminal. 

En caso de no contar con apoderado, el mismo adolescente, el Ministerio Público, o la policía judicial, solicitarán la 
asignación de un defensor del Sistema de Defensoría Pública de la Defensoría del Pueblo.

Conc.: Art. 29 de la C.P.; Art. 40 b) de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 15.1 de Beijing; Art. 8º de la Ley 906 de 2004. 

Jurisprudencia: “…en los procesos penales que se adelanten contra menores de edad, éstos siempre deberán estar asistidos por un abogado 
elegido libremente por ellos, o por sus padres o ascendientes potestativos, y solo en el evento de no ejercer este derecho constitucional, podrán 
las autoridades competentes designarle uno de oficio o un defensor público. La ausencia de apoderado en estos procesos es abiertamente 
inconstitucional...” (Corte Constitucional, Sentencia C-817 de octubre 20 de 1999, M.P.: Carlos Gaviria Díaz). 

Artículo 155. Principio de inmediación. Ninguna actuación que se adelante en la etapa de juicio tendrá validez si no 
es adelantada directamente por el funcionario judicial. La violación de este principio será causal de destitución del cargo. 

Conc.: Art. 138 -3 de la Ley 906 de 2004. 

Artículo 156. Adolescentes indígenas y demás grupos étnicos. Los adolescentes pertenecientes a las comunidades 
indígenas serán juzgados según las normas y procedimientos de sus propias comunidades conforme en la legislación 
especial indígena consagrada en el artículo 246 de la Constitución Política, los tratados internacionales de derechos 
humanos ratificados por Colombia y la ley. Siempre y cuando la sanción impuesta no sea contraria a su dignidad, 
tampoco se permitirá que sea sometido a maltrato ni a vejaciones y se informará a la autoridad judicial sobre la actuación 
o procedimiento a seguir por parte de la comunidad frente a la medida que sea tomada. 

Parágrafo. Los niños, las niñas y los adolescentes que se encuentren fuera del ámbito de su comunidad y que 
cometan delitos, serán sometidos al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, si no quieren retornar a sus 
comunidades de origen. 
	
Conc.: Art. 246 de la C.P.; Arts. 5 y30 de la Convención de los Derechos del Niño.

Artículo 157. Prohibiciones especiales. En los procesos de responsabilidad penal para adolescentes no proceden 
los acuerdos entre la Fiscalía y la Defensa. 

Cuando el adolescente aceptare los cargos en la audiencia de legalización de la aprehensión o de imputación se 
procederá a remitir el asunto al juez de conocimiento para que fije la fecha para la audiencia de imposición de la 
sanción. El juez instará a la defensoría de familia para que proceda al estudio de la situación familiar, económica, social, 
sicológica y cultural del adolescente y rinda el informe en dicha audiencia. 

El Juez al proceder a seleccionar la sanción a imponer tendrá en cuenta la aceptación de cargos por el adolescente, y 
durante la ejecución de la sanción será un factor a considerar para la modificación de la misma. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Reglas 10.3, 16.1 de Beijing.
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Artículo 158. Prohibición de juzgamiento en ausencia. Los adolescentes sometidos a procesos judiciales por 
responsabilidad penal no serán juzgados en su ausencia. En caso de no lograrse su comparecencia se continuará la 
investigación y el defensor público o apoderado asumirá plenamente su defensa hasta la acusación o la preclusión. 
Si hay acusación, se notificará al defensor público o apoderado y al Defensor de Familia. El proceso se suspenderá 
mientras se logra la comparecencia del procesado. En estos eventos la prescripción de la acción penal se aumentará 
en una tercera parte. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Jurisprudencia: “Así y en desarrollo del principio de conservación del derecho y en uso de la anología iuris (en atención a lo previsto en los 
artículos 291 y 339 del C.P.P.), lo expuesto conduce entonces a la declaratoria de exequibilidad condicionada de la expresión “Los adolescentes 
sometidos a procesos judiciales por responsabilidad penal no serán juzgados en su ausencia”, del artículo 158 del C.I.A., bajo el entendido de 
que la misma no incluye al infractor contumaz o rebelde.

…Es decir que si la Fiscalía, conforme con las competencias que le corresponden (artículos 250 CP y 114 del C.P.P.), determina que el 
adolescente infractor, habiendo sido citado en debida forma al proceso, no ha comparecido al mismo sin causa por éste justificada así sea 
sumariamente, o hace saber que no desea participar de él, así deberá informarlo al juez competente. Este, en consecuencia deberá dar trámite 
a todas las etapas del proceso penal en su contra, incluida la investigación y el juzgamiento, sin que haya lugar ni a suspensión del proceso ni 
a la extensión del término de prescripción de la acción penal. En todo caso, deberá asegurarse la plenitud de garantías del derecho de defensa 
que le son predicables al menor, conforme lo previsto por la jurisprudencia constitucional, a través del apoderado, el defensor público y el 
defensor de familia en lo que a éste concierne.”  (Corte Constitucional, Sentencia C-055 de febrero 3 de 2010, M.P.: Juan Carlos Henao Pérez).

Jurisprudencia: “…En el caso del procesado ausente, debe distinguirse entre el procesado que se oculta y el sindicado que no tiene 
oportunidad de enterarse de la existencia del proceso, para efectos de determinar los derechos que les asisten…” (Corte Constitucional, 

Sentencia C-488 de 1996, M.P.: Carlos Gaviria Díaz).

Artículo 159. Prohibición de antecedentes. Las sentencias proferidas en procesos por responsabilidad penal para 
adolescentes no tendrán el carácter de antecedente judicial. Estos registros son reservados y podrán ser utilizados por 
las autoridades judiciales competentes para definir las medidas aplicables cuando se trate de establecer la naturaleza 
y gravedad de las conductas y la proporcionalidad e idoneidad de la medida. 

Las entidades competentes deberán hacer compatibles los sistemas de información para llevar el registro de los 
adolescentes que han cometido delitos, con el objeto de definir los lineamientos de la política criminal para adolescentes 
y jóvenes. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Reglas 21.1, 21.2 de Beijing.

Artículo 160. Concepto de la privación de la libertad. Se entiende por privación de la libertad toda forma de 
internamiento, en un establecimiento público o privado, ordenada por autoridad judicial, del que no se permite al 
adolescente salir por su propia voluntad. 

Artículo 161. Excepcionalidad de la privación de libertad. Para los efectos de la responsabilidad penal para 
adolescentes, la privación de la libertad sólo procede para las personas que al momento de cometer el hecho hayan 
cumplido catorce (14) y sean menores de dieciocho (18) años. La privación de la libertad sólo procederá como 
medida pedagógica. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Art. 37 b) de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 13.1 de Beijing; Directriz 46 de RIAD; art. 181 del Código 
de la Infancia y la Adolescencia.

Artículo 162. Separación de los adolescentes privados de la libertad. La privación de la libertad de adolescentes, 
en los casos que proceda, se cumplirá en establecimientos de atención especializada en programas del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar siempre separados de los adultos. 
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En tanto no existan establecimientos especiales separados de los adultos para recluir a los adolescentes privados de la 
libertad, el funcionario judicial procederá a otorgarles, libertad provisional o la detención domiciliaria. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Art. 37 c) de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 26 de Beijing. Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, Artículo 5, Numeral 5;  Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad, adoptadas por la 
Asamblea General en Resolución Nº 45/113, del 14 de diciembre de 1990. 

Capítulo II
Autoridades y entidades del Sistema de Responsabilidad Penal 

para Adolescentes

Artículo 163. Integración. Forman parte del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes: 

1.	 Los Fiscales Delegados ante los Jueces Penales para adolescentes, quienes se ocuparán de la dirección de las investigaciones en 
las cuales se encuentren presuntamente comprometidos adolescentes, como autores o partícipes de conductas delictivas. 

2.	 Los Jueces Penales para adolescentes, Promiscuos de Familia y los Municipales quienes adelantarán las actuaciones y funciones 
judiciales que les asigna la ley.

3.	 Las Salas Penales y de Familia de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial que integrarán la Sala de Asuntos Penales para 
adolescentes en los mismos tribunales, ante quienes se surtirá la segunda instancia. 

4.	 La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, ante la cual se tramitará el recurso extraordinario de casación, y la acción de 
revisión. 

5.	 La Policía Judicial y el Cuerpo Técnico Especializados adscritos a la Fiscalía delegada ante los jueces Penales para adolescentes 
y Promiscuos de Familia. 

6.	 La Policía Nacional con su personal especializado quien deberá apoyar las acciones de las autoridades judiciales y entidades del sistema. 

7.	 Los defensores públicos del Sistema Nacional de Defensoría Pública de la Defensoría del Pueblo, quienes deben asumir la defensa 
técnica del proceso, cuando el niño, niña o adolescente carezca de apoderado. 

8.	 Las Defensorías de Familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, y las Comisarías de Familia, o los Inspectores de Policía, 
cuando deban tomar las medidas para la verificación de la garantía de derechos, y las medidas para su restablecimiento. 

9.	 El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar quien responderá por los lineamientos técnicos para la ejecución de las medidas 
pedagógicas dispuestas en este Libro. 

10.	 Las demás Instituciones que formen parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar. 

Parágrafo 1º. Cada responsable de las entidades que integran el Sistema de Responsabilidad Penal para adolescentes 
deberá garantizar la provisión o asignación de los cargos que se requieran para su funcionamiento y la especialización 
del personal correspondiente. 

Parágrafo 2º. La designación de quienes conforman el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes deberá 
recaer en personas que demuestren conocimiento calificado de derecho penal, y de infancia y familia, y de las normas 
internas e internacionales relativas a derechos humanos. 

Parágrafo 3º. Los equipos que desarrollan programas especializados, brindarán a las autoridades judiciales apoyo 
y asesoría sobre el proceso de cada uno de los adolescentes que están vinculados a estos programas, informando los 
progresos y necesidades que presenten. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Art. 40-3 de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 6.3, 22.1, 22.2 de Beijing; Directriz 58 de RIAD; Art. 
163 del Código de la Infancia y la Adolescencia. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-740 
de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.
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Nota: Las expresiones subrayadas “….Los Fiscales Delegados ante los Jueces Penales para adolescentes, quienes se ocuparán de la 
dirección de las investigaciones en las cuales se encuentren presuntamente comprometidos adolescentes, como autores o partícipes 
de conductas delictivas…” y “…La Policía Judicial y el Cuerpo Técnico Especializados adscritos a la Fiscalía delegada ante los jueces 
Penales para adolescentes y Promiscuos de Familia….”, contenidas en los numerales 1º y 5º del presente artículo fueron declaradas 
exequibles por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-740 de julio 23 de 2008, M.P.: Jaime Araújo Rentería. 

Artículo 164. Los Juzgados Penales para Adolescentes. Créanse en todo el territorio nacional dentro de la 
jurisdicción penal ordinaria, los juzgados penales para adolescentes. 

Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional y el Consejo Superior de la Judicatura tomarán las medidas necesarias para 
garantizar la creación y el funcionamiento de los juzgados penales para adolescentes en todo el país. 

Parágrafo 2º. Los Jueces de Menores asumirán de manera transitoria las competencias asignadas por la presente ley 
a los jueces penales para adolescentes, hasta que se creen los juzgados penales para adolescentes. 

Artículo 165. Competencia de los Jueces Penales para Adolescentes. Los Jueces Penales para Adolescentes 
conocerán del juzgamiento de las personas menores de dieciocho (18) años y mayores de catorce (14) años acusadas 
de violar la ley penal. Igualmente conocerán de la función de control de garantías en procesos de responsabilidad penal 
para adolescentes que no sean de su conocimiento. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 166. Competencia de los Jueces Promiscuos de Familia en Materia Penal. En los sitios en los que no 
hubiera un juez penal para adolescentes el Consejo de la Judicatura dispondrá que los jueces promiscuos de familia 
cumplan las funciones definidas para los jueces penales para adolescentes en el artículo anterior relativas al juzgamiento 
y control de garantías en procesos de responsabilidad penal para adolescentes. A falta de juez penal para adolescentes o 
promiscuo de familia, el juez municipal conocerá de los procesos por responsabilidad penal para adolescentes. 

Parágrafo transitorio. La competencia de los jueces promiscuos de familia en esta materia se mantendrá hasta que 
se establezcan los juzgados penales para adolescentes necesarios para atender los procesos de responsabilidad penal 
para adolescentes. 

Artículo 167. Diferenciación funcional de los jueces. Se garantizará que al funcionario que haya ejercido la función 
de juez de control de garantías en un determinado proceso de responsabilidad penal juvenil respecto por determinado 
delito, no se le asigne el juzgamiento del mismo. 

Para la eficacia de esta garantía, el Consejo Superior de la Judicatura y, por delegación, los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, adoptarán las medidas generales y particulares que aseguren una adecuada distribución de competencias 
entre los jueces penales para adolescentes, jueces promiscuos de familia y jueces municipales. 

Artículo 168. Composición y competencias de las Salas de Asuntos Penales para Adolescentes. Los Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial contarán con Salas de Asuntos Penales para adolescentes, especializadas en los asuntos 
que versen sobre responsabilidad penal adolescente. Estas Salas estarán integradas por un (1) Magistrado de la Sala 
Penal y dos (2) Magistrados de la Sala de Familia o en su defecto de la Sala Civil, del respectivo Tribunal Superior. 

En los procesos de responsabilidad penal para adolescentes la segunda instancia se surtirá ante las Salas de Asuntos 
Penales para Adolescentes de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional y el Consejo Superior de la Judicatura garantizarán los recursos para la conformación 
de las Salas de Asuntos Penales para Adolescentes con Magistrados especializados en el tema de la responsabilidad 
penal adolescente. 

Jurisprudencia: “…esta Corte destaca lo atinente al derecho del menor acusado de infracciones a la ley a ser juzgado por Tribunales 
especializados…
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”…si bien es cierto que la Constitución no establece la doble instancia como un principio del debido proceso, de manera abstracta y genérica, 
no lo es menos que la posibilidad de impugnar las sentencias condenatorias sí es un derecho que hace parte del núcleo esencial del debido 
proceso. En otros términos, una norma que impida impugnar las sentencias condenatorias será inconstitucional por violación del debido 

proceso...” (Corte Constitucional, Sentencia C-19 de enero 25 de 1993, M.P.: Ciro Angarita Barón). 

Capítulo III
Reparación del daño

Artículo 169. De la responsabilidad penal. Las conductas punibles realizadas por personas mayores de catorce (14) 
años y que no hayan cumplido los dieciocho (18) años de edad, dan lugar a responsabilidad penal y civil, conforme a 
las normas consagradas en la presente ley. 

Conc.: Art. 2º de la C.P.; arts. 518 a 529 de la Ley 906 de 2004.

Artículo 170. Incidente de reparación. Los padres, o representantes legales son solidariamente responsables, y 
en tal calidad, deberán ser citados o acudir al incidente de reparación a solicitud de la víctima del condenado o su 
defensor. Esta citación deberá realizarse en la audiencia que abra el trámite del incidente. 
 
Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Art. 2º de la C.P.; arts. 11,102 a 108, 132 a 137, 518 a 529 de la Ley 906 de 2004.

Artículo 171. De la acción penal. La acción penal será oficiosa salvo en aquellos delitos en los que exija su denuncia 
o querella. 

Conc.: Arts. 250 de la C.P.; Arts. 66 a 81 de la Ley 906 de 2004.

Artículo 172. Desistimiento. Los delitos querellables admiten desistimiento. 

Artículo 173. Extinción de la acción penal. La acción penal se extingue por muerte, desistimiento, prescripción, 
conciliación y reparación integral de los daños cuando haya lugar, aplicación del principio de oportunidad, y en los 
demás casos contemplados en esta ley y en el Código de Procedimiento Penal. 

Conc.: Arts. 174,175 del Código de la Infancia y la Adolescencia; Arts. 76, 77, 78, 80 y 81 de la Ley 906 de 2004.

Artículo 174. Del principio de oportunidad, la conciliación y la reparación integral de los daños. Las autoridades 
judiciales deberán facilitar en todo momento el logro de acuerdos que permitan la conciliación y la reparación de 
los daños, y tendrán como principio rector la aplicación preferente del principio de oportunidad. Estas se realizarán 
con el consentimiento de ambas partes y se llevarán a cabo con una visión pedagógica y formativa mediante la cual 
el niño, la niña o el adolescente pueda tomar conciencia de las consecuencias de su actuación delictiva y de las 
responsabilidades que de ella se derivan. Así mismo, el conciliador buscará la reconciliación con la víctima. 

Cuando de la aplicación del principio de oportunidad se pudieren derivar riesgos para la vida y la integridad física del 
adolescente, el juez competente deberá ordenar otras medidas de protección, las cuales incluirán, entre otras, ayudas 
económicas para el cambio de residencia de la familia. El Gobierno gestionará la apropiación de las partidas necesarias 
para cubrir a este rubro. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre los apartes en letra itálica de este artículo por ineptitud de la 
demanda, mediante Sentencia C-033-08 de 23 de enero de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño.

Conc.: Art. 250 de la C.P.; Art. 40 b) de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 5.1, 17.1 d), 17.4 de Beijing; Arts. 321 a 330 de la Ley 

906 de 2004.
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Artículo 175. El principio de oportunidad en los procesos seguidos a los adolescentes como partícipes de los 
delitos cometidos por grupos armados al margen de la ley. La Fiscalía General de la Nación podrá renunciar a la 
persecución penal, en los casos en que los adolescentes, en cualquier condición hayan hecho parte de grupos armados al 
margen de la ley, o hayan participado directa o indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas o en los delitos 
cometidos por grupos armados al margen de la ley cuando: 

1.	 Se establezca que el adolescente tuvo como fundamento de su decisión las condiciones sociales, económicas y culturales de su 
medio para haber estimado como de mayor valor la pertenencia a un grupo armado al margen de la ley. 

2.	 Se establezca que la situación de marginamiento social, económico y cultural no le permitían al adolescente contar con otras 
alternativas de desarrollo de su personalidad. 

3.	 Se establezca que el adolescente no estaba en capacidad de orientar sus esfuerzos a conocer otra forma de participación social. 

4.	 Por fuerza, amenaza, coacción y constreñimiento. 

Los adolescentes que se desvinculen de grupos armados al margen de la ley, tendrán que ser remitidos al programa 
de atención especializada del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para niños, niñas y adolescentes desvinculados 
de grupos armados irregulares. 

Parágrafo. No se aplicará el principio de oportunidad cuando se trate de hechos que puedan significar violaciones graves 
al Derecho Internacional Humanitario, crímenes de lesa humanidad o genocidio de acuerdo con el Estatuto de Roma. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre los apartes en letra itálica de este artículo por ineptitud de la 
demanda, mediante Sentencia C-033-08 de 23 de enero de 2008, M.P.: Jaime Córdoba Triviño.

Conc.: Art. 250 de la C.P.; Arts. 38, 39, 40b) de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 5.1, 17.1 d), 17.4 de Beijing; Arts. 321 a 330 
de la Ley 906 de 2004.

Jurisprudencia: “6.1. Una vez revisadas las reglas constitucionales, legales e internacionales aplicables a los problemas de los menores 
infractores de la ley penal y de los menores que participan en conflictos armados, para la Corte resulta claro que la respuesta jurídico-
institucional al problema de la desmovilización de menores combatientes ha de estar orientada hacia una finalidad resocializadora, 
rehabilitadora, educativa y protectora. Esta conclusión se deriva de mandatos genéricos y específicos a nivel internacional y constitucional: (i) 
por una parte, es obligación del Estado promover el interés superior, la protección especial y los derechos fundamentales de estos menores, 
en su condición de víctimas particularmente vulnerables del conflicto armado y de un delito de guerra, y (ii) por otra parte, tanto el artículo 39 
de la Convención sobre los Derechos del Niño como su Protocolo Facultativo y las diversas disposiciones del artículo 3 común a los Convenios 
de Ginebra y del Protocolo II obligan al Estado a adoptar programas destinados a resocializar, rehabilitar, educar y proteger a los menores que 
han sido afectados por el conflicto armado, para así fomentar la eventual reincorporación de dichos menores a la vida civil ordinaria en sus 

comunidades de origen...” (Corte Constitucional, Sentencia C-203 de marzo 8 de 2005, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa). 

Artículo 176. Prohibición especial. Queda prohibida la entrevista y la utilización en actividades de inteligencia de los 
niños, las niñas y los adolescentes desvinculados de los grupos armados al margen de la ley por parte de autoridades 
de la fuerza pública. El incumplimiento de esta disposición será sancionado con la destitución del cargo, sin perjuicio 
de las acciones penales a que haya lugar. 

Conc.: Art. 44 de la C.P. ; Arts. 38, 39 de la la Convención de los Derechos del Niño; Directriz 53 de RIAD.

Capítulo I V
Sanciones

Artículo 177. Sanciones. Son sanciones aplicables a los adolescentes a quienes se les haya declarado su 
responsabilidad penal: 

1.	 La amonestación. 

2.	 La imposición de reglas de conducta. 
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3.	 La prestación de servicios a la comunidad. 

4.	 La libertad asistida. 

5.	 La internación en medio semicerrado. 

6.	 La privación de libertad en centro de atención especializado. 

Las sanciones previstas en el presente artículo se cumplirán en programas de atención especializados del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar y deberán responder a lineamientos técnicos diseñados por el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar. 

Parágrafo 1º. Para la aplicación de todas las sanciones la autoridad competente deberá asegurar que el adolescente 
esté vinculado al sistema educativo. El Defensor de Familia o quien haga sus veces deberán controlar el cumplimiento 
de esta obligación y verificar la garantía de sus derechos. 

Parágrafo 2º. El juez que dictó la medida será el competente para controlar su ejecución. 
	
Conc.: Art. 44 de la C.P.; Art. 40 num. 4 de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 17.1, 17.2,17.3,17.4,18.1, 18.2, 19.1 de Bejing.

Jurisprudencia: “No obstante, que a los menores de que trata la ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia) no se les 
impone penas de las que trata la ley 599 de 2000 sino las sanciones descritas en el artículo 177 ibídem (amonestación, imposición de reglas 
de conducta, prestación de servicios a la comunidad, libertad asistida, internación en medio semi-cerrado y privación de libertad en centro 
de atención especializado), debe hacerse claridad que la aplicación por remisión o integración de las normas del sistema acusatorio que se 
permite de acuerdo con lo previsto en el artículo 144 ejusdem, esto es las rebajas del artículo 351 y complementarias son dable efectuarlas 
cuando se imponga la del artículo 187…
… Lo anterior es entendible en la medida que las disminuciones de que trata el artículo 351 ibídem y complementarios no aplican para 
las otras sanciones que en un todo tienen finalidad protectora, educativa y restaurativa en los términos del artículo 178. (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, Proceso No 32004, Sentencia de octubre 21 de 2009, M.P.: Yesid Ramírez Bastidas)

Artículo 178. Finalidad de las sanciones. Las sanciones señaladas en el artículo anterior tienen una finalidad 
protectora, educativa y restaurativa, y se aplicarán con el apoyo de la familia y de especialistas. 

El juez podrá modificar en función de las circunstancias individuales del adolescente y sus necesidades especiales las 
medidas impuestas. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Preámbulo y art. 3 de la Convención de los Derechos del Niño;  Regla 5.1. de Beijing; Directrices 52, 58 de RIAD.

Jurisprudencia: “Los procesos contra menores de edad por la comisión de hechos punibles difieren –en el enunciado– de los que se 
adelantan contra las demás personas, solamente en cuanto a su finalidad, pues –según la letra de la ley– en el evento de ser declarados 
responsables no se les impone una sanción penal sino medidas correctivas destinadas a lograr su rehabilitación, readaptación y reeducación. 
Tales procesos no son entonces de carácter represivo sino esencialmente tutelar y tienen como fundamento la protección especial del niño y la 
prevalencia del interés superior” (Corte Constitucional, Sentencia C-817 de  octubre 20 de 1999, M.P.: Carlos Gaviria Díaz). 

Artículo 179. Criterios para la definición de las sanciones. Para definir las sanciones aplicables se deberá tener 
en cuenta: 

1.	 La naturaleza y gravedad de los hechos. 

2.	 La proporcionalidad e idoneidad de la sanción atendidas las circunstancias y gravedad de los hechos;  las circunstancias y 
necesidades del adolescente y las necesidades de la sociedad. 

3.	 La edad del adolescente. 

4.	 La aceptación de cargos por el adolescente. 

5.	 El incumplimiento de los compromisos adquiridos con el Juez. 

6.	 El incumplimiento de las sanciones. 

Parágrafo 1º. Al computar la privación de la libertad en centro de atención especializada, la autoridad judicial deberá 
descontar el período de internamiento preventivo al que haya sido sometido el adolescente. 

Parágrafo 2º. Los adolescentes entre 14 y 18 años que incumplan cualquiera de las sanciones previstas en este 
Código, terminarán el tiempo de sanción en internamiento. 
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El incumplimiento por parte del adolescente del compromiso de no volver a infringir la ley penal, ocasionará la 
imposición de la sanción de privación de libertad por parte del juez. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.
	
Conc.: Art. 44 de la C.P.; Art. 40 de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 6.1a 6.3, 17.1 a 17.4 de Beijing; Directrices 5 e) y 52 de RIAD. 

Jurisprudencia: “…Desde esa perspectiva y consecuente con la citada norma, en la aludida legislación de menores la aceptación de cargos 
por el adolescente infractor permite la emisión anticipada de la respectiva sentencia como en la Ley 906 de 2004, pero tiene asignado un 
efecto expreso y correlativo diferente al de ésta, al consagrar tal comportamiento post-delictual como un criterio para determinar la clase e 
intensidad de sanción, así como para su posterior modificación, es decir, materializa consecuencias específicas, cualitativas y cuantitativas, 
favorables al menor de edad”.  (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Proceso No.33510, Sentencia de julio 7 de 2010, M.P.: 
Julio Enrique Socha Salamanca).

Jurisprudencia: “…Sin mayores desarrollos se debe puntualizar que el “sistema de cuartos” de que trata el artículo 61 de la ley 599 de 2000 
no es aplicable a los procesos de que trata la Ley de la Infancia y la Adolescencia, porque la Ley 1098 de 2006 no lo contempla. 

(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Proceso No 32004, Sentencia de octubre 21 de 2009, M.P.: Yesid Ramírez Bastidas).

Artículo 180. Derechos de los adolescentes durante la ejecución de las sanciones. Durante la ejecución de las 
sanciones, el adolescente tiene los siguientes derechos, además de los consagrados en la Constitución Política y en 
el presente Código: 

1.	 Ser mantenido preferentemente en su medio familiar siempre y cuando este reúna las condiciones     requeridas para su desarrollo. 

2.	 Recibir información sobre el programa de atención especializada en el que se encuentre vinculado, durante las etapas previstas 
para el cumplimiento de la sanción. 

3.	 Recibir servicios sociales y de salud por personas con la formación profesional idónea, y continuar su proceso educativo de acuerdo 
con su edad y grado académico. 

4.	 Comunicarse reservadamente con su apoderado o Defensor Público, con el Defensor de Familia, con el Fiscal y con la autoridad judicial. 

5.	 Presentar peticiones ante cualquier autoridad y a que se le garantice la respuesta. 

6.	 Comunicarse libremente con sus padres, representantes o responsables, salvo prohibición expresa de  la autoridad judicial. 

7.	 A que su familia sea informada sobre los derechos que a ella le corresponden y respecto de la situación y los derechos del adolescente. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante 
Sentencia C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Art. 12 de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 18.2, 24.1 de Beijing.

Jurisprudencia: “…el juez de menores debe procurar que las medidas de protección que le aplique al menor se cumplan, en la medida de 
lo posible en el medio familiar al cual pertenece… La honra, la dignidad y la intimidad de la familia permanecen a salvo cuando el juez de 
menores se limita a investigar las circunstancias familiares que le permitan formarse un juicio de valor sobre la conveniencia de que el niño 

permanezca o no en ese entorno…” (Corte Constitucional, Sentencia C-019 de enero 25 de 1993, M.P.: Ciro Angarita Barón). 

Artículo 181. Internamiento preventivo. En cualquier momento del proceso y antes de la audiencia de juicio, el juez 
de control de garantías, como último recurso, podrá decretar la detención preventiva cuando exista: 

1.	 Riesgo razonable de que el adolescente evadirá el proceso. 

2.	 Temor fundado de destrucción u obstaculización de pruebas. 

3.	 Peligro grave para la víctima, el denunciante, el testigo o la comunidad. 

Parágrafo 1º. El internamiento preventivo no procederá sino en los casos en que, conforme a la gravedad del delito 
sería admisible la privación de libertad como medida. Se ejecutará en centros de internamiento especializados donde 
los adolescentes procesados deben estar separados de los ya sentenciados. 



Ley 1098 de 2006

90 Procuraduria General de la Nacion          

Parágrafo 2º. El internamiento preventivo no podrá exceder de cuatro meses, prorrogable con motivación, por un 
mes más. Si cumplido este término el juicio no ha concluido por sentencia condenatoria, el Juez que conozca del 
mismo lo hará cesar, sustituyéndola por otra medida como la asignación a una familia, el traslado a un hogar o a 
una institución educativa. 

Mientras se encuentren bajo custodia, los adolescentes recibirán cuidados, protección y toda la asistencia 
social, educacional, profesional, sicológica, médica y física que requieran, habida cuenta de su edad, sexo y 
características individuales. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Art. 37 b) de la Convención de los Derechos del Niño; Reglas 13.1 a 13.5, 26.1 a 26.6 de Beijing. 

Artículo 182. La amonestación. Es la recriminación que la autoridad judicial le hace al adolescente sobre las 
consecuencias del hecho delictivo y la exigencia de la reparación del daño. En todos los casos deberá asistir a un curso 
educativo sobre respeto a los derechos humanos y convivencia ciudadana que estará a cargo del Instituto de Estudios 
del Ministerio Público. 

En caso de condena al pago de perjuicios, el funcionario judicial exhortará al niño, niña o adolescente y a sus padres 
a su pago en los términos de la sentencia. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Preámbulo y art. 3º  de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 5.1 de Beijing; Directrices 52, 58 de RIAD.

Artículo 183. Las reglas de conducta. Es la imposición por la autoridad judicial al adolescente de obligaciones 
o prohibiciones para regular su modo de vida, así como promover y asegurar su formación. Esta sanción no podrá 
exceder los dos (2) años. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Preámbulo y art. 3 de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 5.1 de Beijing; Directrices 52, 58 de RIAD.

Artículo 184. La prestación de servicios sociales a la comunidad. Es la realización de tareas de interés general 
que el adolescente debe realizar, en forma gratuita, por un período que no exceda de 6 meses, durante una jornada 
máxima de ocho horas semanales preferentemente los fines de semana y festivos o en días hábiles pero sin afectar 
su jornada escolar. 

Parágrafo. En todo caso, queda prohibido el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o que entorpezca 
la educación del adolescente, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o 
social. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Preámbulo y art. 3 de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 5.1 de Beijing; Directrices 52, 58 de RIAD.

Artículo 185. La libertad vigilada. Es la concesión de la libertad que da la autoridad judicial al adolescente con 
la condición obligatoria de someterse a la supervisión, la asistencia y la orientación de un programa de atención 
especializada. Esta medida no podrá durar más de dos años. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Preámbulo y art. 3 de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 5.1 de Beijing; Directrices 52, 58 de RIAD.

Jurisprudencia: «No obstante, que a los menores de que trata la ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia) no se les 
impone penas de las que trata la ley 599 de 2000 sino las sanciones descritas en el artículo 177 ibídem (amonestación, imposición de reglas 
de conducta, prestación de servicios a la comunidad, libertad asistida, internación en medio semi-cerrado y privación de libertad en centro 
de atención especializado), debe hacerse claridad que la aplicación por remisión o integración de las normas del sistema acusatorio que se 
permite de acuerdo con lo previsto en el artículo 144 ejusdem, esto es las rebajas del artículo 351 y complementarias son dable efectuarlas 
cuando se imponga la del artículo 187… 

“… Lo anterior es entendible en la medida que las disminuciones de que trata el artículo 351 ibídem y complementarios no aplican para las 
otras sanciones que en un todo tienen finalidad protectora, educativa y restaurativa en los términos del artículo 178…
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“… En otras palabras, a una medida de libertad asistida por término de seis (6) meses en la que al adolescente V.H.N.C. se lo somete a un 
programa de orientación y atención especializado, que para el caso debe cumplir con la supervisión de su madre Judith Navarro Coronado, 
se proyecta de una parte, en un imposible hacer operar el sistema acusatorio en lo que corresponde a las rebajas del artículo 351, y de otra, 
de hacerse, antes que procurarle un beneficio lo que se genera es un perjuicio, pues bajo los alcances de esa medida el adolescente recibe 
protección y enseñanzas a su favor.»  (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Proceso No 32004, Sentencia de octubre 21 de 

2009, M.P.: Yesid Ramírez Bastidas)

Artículo 186. Medio semicerrado. Es la vinculación del adolescente a un programa de atención especializado al 
cual deberán asistir obligatoriamente durante horario no escolar o en los fines de semana. Esta sanción no podrá ser 
superior a tres años. 

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Preámbulo y art. 3 de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 5.1 de Beijing; Directrices 52, 58 de RIAD.

Artículo 187. La privación de la libertad. La privación de la libertad en centro de atención especializada se aplicará 
a los adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho (18) años que sean hallados responsables de la 
comisión de delitos cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o exceda de (6) años de prisión. En estos 
casos, la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración de uno (1) hasta cinco (5) años. 

En los casos en que los adolescentes mayores de catorce (14) y menores de dieciocho (18) años sean hallados 
responsables de homicidio doloso, secuestro o extorsión, en todas sus modalidades, la privación de la libertad en 
centro de atención especializada tendrá una duración de dos (2) hasta ocho (8) años. 

Parte de la sanción impuesta podrá ser sustituida por el establecimiento de presentaciones periódicas, servicios a la 
comunidad, el compromiso de no volver a delinquir y guardar buen comportamiento, por el tiempo que fije el juez. 
El incumplimiento de estos compromisos acarreará la pérdida de estos beneficios y el cumplimiento del resto de la 
sanción inicialmente impuesta bajo privación de libertad. 

Parágrafo. Si estando vigente la sanción de privación de la libertad el adolescente cumpliere los dieciocho (18) años, 
esta podrá continuar hasta que este cumpla los veintiún (21) años. En ningún caso esta sanción podrá cumplirse en 
sitios destinados a infractores mayores de edad. 
Los Centros de Atención Especializada tendrán una atención diferencial entre los adolescentes menores de dieciocho 
(18) años y aquellos que alcanzaron su mayoría de edad y deben continuar con el cumplimiento de la sanción. Esta 
atención deberá incluir su separación física al interior del Centro. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Art. 44 de la C.P.; Preámbulo y art. 3 de la Convención de los Derechos del Niño; Regla 5.1 de Beijing; Directrices 52, 58 de RIAD.

Jurisprudencia: «No obstante, que a los menores de que trata la ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia) no se les 
impone penas de las que trata la ley 599 de 2000 sino las sanciones descritas en el artículo 177 ibídem (amonestación, imposición de reglas 
de conducta, prestación de servicios a la comunidad, libertad asistida, internación en medio semi-cerrado y privación de libertad en centro 
de atención especializado), debe hacerse claridad que la aplicación por remisión o integración de las normas del sistema acusatorio que se 
permite de acuerdo con lo previsto en el artículo 144 ejusdem, esto es las rebajas del artículo 351 y complementarias son dable efectuarlas 
cuando se imponga la del artículo 187…
… Lo anterior es entendible en la medida que las disminuciones de que trata el artículo 351 ibídem y complementarios no aplican para las 
otras sanciones que en un todo tienen finalidad protectora, educativa y restaurativa en los términos del artículo 178». (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, Proceso No 32004, Sentencia de octubre 21 de 2009, M.P.: Yesid Ramírez Bastidas)

Artículo. 188. Derechos de los adolescentes privados de libertad. Además de los derechos consagrados en la 
Constitución Política y en la presente ley, el adolescente privado de libertad tiene los siguientes derechos: 

1.	 Permanecer internado en la misma localidad, municipio o distrito o en la más próxima al domicilio de sus padres, representantes 
o responsables. 
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2.	 Que el lugar de internamiento satisfaga las exigencias de higiene, seguridad y salubridad, cuente con acceso a los servicios 
públicos esenciales y sea adecuado para lograr su formación integral. 

3.	 Ser examinado por un médico inmediatamente después de su ingreso al programa de atención especializada, con el objeto de 
comprobar anteriores vulneraciones a su integridad personal y verificar el estado físico o mental que requiera tratamiento. 

4.	 Continuar su proceso educativo de acuerdo con su edad y grado académico. 

5.	 Que se le mantenga en cualquier caso separado de los adultos. 

6.	 Derecho a participar en la elaboración del plan individual para la ejecución de la sanción. 

7.	 Derecho a recibir información sobre el régimen interno de la institución, especialmente sobre las sanciones disciplinarias que 
puedan serle aplicables y sobre los procedimientos para imponerlas y ejecutarlas. 

8.	 No ser trasladado arbitrariamente del programa donde cumple la sanción. El traslado sólo podrá realizarse por una orden escrita 
de la autoridad judicial. 

9.	 No ser sometido a ningún tipo de aislamiento. 

10.	 Mantener correspondencia y comunicación con sus familiares y amigos, y recibir visitas por lo menos una vez a la semana. 

11.	 Tener acceso a la información de los medios de comunicación. 

Conc.: Reglas 13.3, 26.1 a 26.6 de Beijing.

Artículo 189. Imposición de la sanción. Concluidos los alegatos de los intervinientes en la audiencia del juicio oral 
el juez declarará si hay lugar o no a la imposición de medida de protección, citará a audiencia para la imposición de 
la sanción a la cual deberá asistir la Defensoría de Familia para presentar un estudio que contendrá por lo menos 
los siguientes aspectos: situación familiar, económica, social, psicológica y cultural del adolescente y cualquier otra 
materia que a juicio del funcionario sea de relevancia para imposición de la sanción. Escuchada la defensoría de familia 
el juez impondrá la sanción que corresponda. 

Las sanciones se impondrán en la audiencia de juicio oral que debe ser continua y privada, so pena de nulidad. Si la 
audiencia de juicio no puede realizarse en una sola jornada, continuará durante todas las audiencias consecutivas que 
fueren necesarias hasta su conclusión. Se podrá suspender por un plazo máximo de 10 días hábiles y la interrupción 
por más tiempo conlleva a la nueva realización del debate desde su inicio. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-740 
de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 190. Sanción para contravenciones de policía cometidas por adolescentes. Las contravenciones de 
policía cometidas por adolescentes serán sancionadas de la siguiente manera: 

Será competente para conocer el proceso y sancionar el Comisario de Familia del lugar donde se cometió la 
contravención o en su defecto el Alcalde Municipal. 

Cuando la contravención dé lugar a sanciones pecuniarias, estas serán impuestas a quien tenga la patria potestad o la 
custodia y este será responsable de su pago, el cual podrá hacerse efectivo por jurisdicción coactiva. 

Las contravenciones de tránsito cometidas por adolescentes entre los 15 y los 18 años serán sancionadas por los 
Comisarios de Familia o en su defecto por el Alcalde Municipal. 

Para la sanción de contravenciones cometidas por adolescentes se seguirán los mismos procedimientos establecidos 
para los mayores de edad, siempre que sean compatibles con los principios de este Código y especialmente con los 
contemplados en el presente título. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Artículo 191. Detención en flagrancia. El adolescente sorprendido en flagrancia será conducido de inmediato ante 
el Fiscal delegado para la autoridad judicial, quien dentro de las 36 horas siguientes lo presentará al Juez de Control 
de Garantías y le expondrá cómo se produjo la aprehensión. 
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Por solicitud del fiscal, la cual contendrá la acusación, el juez de control de garantías enviará la actuación al juez de 
conocimiento para que este cite a audiencia de juicio oral dentro de los 10 días hábiles siguientes. En lo demás se 
seguirá el procedimiento penal vigente, con las reglas especiales del proceso para adolescentes establecidas en el 
presente libro.

Nota: La Corte Constitucional declaró INEXEQUIBLE las expresiones subrayadas, mediante Sentencia C-684 de 30 de septiembre de 
2009, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.

Nota: La Corte Constitucional declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-740-
08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Arts. 32 y 44 de la C.P.; Arts. 37 y 40 numeral 2 literal b) de la Convención de los Derechos del Niño; Arts. 301 a 303 de la Ley 906 
de 2004.

Jurisprudencia: “Esta mirada sistemática de la institución del control de legalidad de la captura en cualquiera de sus modalidades, permite 
afirmar que dentro del plazo de treinta y seis (36) horas previsto en la ley procesal a través de diversas disposiciones, debe llevarse a cabo la 
audiencia de control de legalidad de la captura ente el juez de control de garantías, cuyo cometido es el de provocar un pronunciamiento sobre 
la legalidad de la aprehensión, acto que debe contar con la presencia de la persona capturada.

”El control de legalidad del acto de aprehensión material exige la conducción (poner a disposición) de la persona capturada ante la autoridad 
judicial para garantizar que la supervisión judicial se extienda a la verificación de las condiciones materiales de seguridad e indemnidad de la 
persona que deben preservarse en el acto de aprehensión. En el sistema penal de tendencia acusatoria esta circunstancia es exigida además 
por la dinámica procesal que se aplica para estas actuaciones que deben desarrollarse en audiencia preliminar, con la presencia de la persona 

capturada” (Corte Constitucional, Sentencia C-163 de febrero 20 de 2008, M.P.: Jaime Córdoba Triviño).

T Í T U L O II
Capítulo Único

Procedimientos especiales cuando los niños, las niñas
o los adolescentes son víctimas de delitos

Artículo 192. Derechos especiales de los niños, las niñas y los adolescentes víctimas de delitos. En los procesos 
por delitos en los cuales los niños, las niñas o los adolescentes sean víctimas el funcionario judicial tendrá en cuenta los 
principios del interés superior del niño, prevalencia de sus derechos, protección integral y los derechos consagrados en 
los Convenios Internacionales ratificados por Colombia, en la Constitución Política y en esta ley. 

Jurisprudencia: “…iii) A pesar de todo, la impugnación admitida para su estudio, que trata de la agresión sexual de un menor de edad, 
brinda una vez más la oportunidad a la Corte para reiterar su criterio en el sentido de que al testimonio de menor, victima de acto sexual, se le 
debe otorgar una especial confiabilidad sin que ello signifique demeritar la versión por la mera condición de la edad prematura: «…habrá que 
captar el lenguaje del niño y adaptarse a él según su nivel de maduración y desarrollo cognitivo para facilitar la comunicación del niño… Por lo 
tanto es conveniente usar frases cortas, palabras cortas y especificar la significación de las palabras empleadas». Los entrevistadores también 
necesitan tener en cuenta que, a veces, la información que los niños intentan aportar es certera, pero su informe acerca de esto puede parecer 
no solo errónea, sino excéntrica (burda) para un adulto. Por ejemplo, un chico puede decir que «un perro volaba», sin decir al entrevistador que 
era un muñeco que él pretendía que pudiera volar.

”El diagnóstico del Abuso Sexual Infantil se basa fuertemente en la habilidad del entrevistador para facilitar la comunicación del niño, ya que 
frecuentemente es reacio a hablar de la situación abusiva («Violencia familiar y abuso sexual», Capítulo «Abuso sexual infantil», Compilación 
de Viar y Lamberte, Ed. Universidad del Museo Social de Argentina, 1998).
”A partir de investigaciones científicas como la anterior, se infiere que el dicho del menor, por la naturaleza del acto y el impacto que genera 
en su memoria, adquiere gran credibilidad cuando es la víctima de abusos sexuales…” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
Sentencia de 13 de febrero de 2008, M.P.: Alfredo Gómez Quintero).

Artículo 193. Criterios para el desarrollo del proceso judicial de delitos en los cuales son víctimas los niños, 
las niñas y los adolescentes víctimas de los delitos. Con el fin de hacer efectivos los principios previstos en el 
artículo anterior y garantizar el restablecimiento de los derechos, en los procesos por delitos en los cuales sean víctimas 
los niños, las niñas y los adolescentes, la autoridad judicial tendrá en cuenta los siguientes criterios específicos: 
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1.	 Dará prioridad a las diligencias, pruebas, actuaciones y decisiones que se han de tomar. 

2.	 Citará a los padres, representantes legales o a las personas con quienes convivan, cuando no sean estos los agresores, para 
que lo asistan en la reclamación de sus derechos. Igualmente, informará de inmediato a la Defensoría de Familia, a fin de que se 
tomen las medidas de verificación de la garantía de derechos y restablecimiento pertinentes, en los casos en que el niño, niña o 
adolescente víctima carezca definitiva o temporalmente de padres, representante legal, o estos sean vinculados como autores o 
partícipes del delito. 

3.	 Prestará especial atención para la sanción de los responsables, la indemnización de perjuicios y el restablecimiento pleno de los 
derechos vulnerados. 

4.	 Decretará de oficio o a petición de los niños, las niñas y los adolescentes víctimas de delitos, de sus padres, representantes legales, 
del Defensor de Familia o del Ministerio Público, la práctica de las medidas cautelares autorizadas por la ley para garantizar el pago 
de perjuicios y las indemnizaciones a que haya lugar. En estos casos no será necesario prestar caución. 

5.	 Tendrá especial cuidado, para que en los procesos que terminan por conciliación, desistimiento o indemnización integral, no se 
vulneren los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes víctimas del delito. 

6.	 Se abstendrá de aplicar el principio de oportunidad y la condena de ejecución condicional cuando los niños, las niñas o los 
adolescentes sean víctimas del delito, a menos que aparezca demostrado que fueron indemnizados. 

7.	 Pondrá especial atención para que en todas las diligencias en que intervengan niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos se les 
tenga en cuenta su opinión, su calidad de niños, se les respete su dignidad, intimidad y demás derechos consagrados en esta ley. 
Igualmente velará porque no se les estigmatice, ni se les generen nuevos daños con el desarrollo de proceso judicial de los responsables. 

8.	 Tendrá en cuenta la opinión de los niños, las niñas y los adolescentes víctimas de delitos en los reconocimientos médicos que 
deban practicárseles. Cuando no la puedan expresar, el consentimiento lo darán sus padres, representantes legales o en su defecto 
el Defensor de Familia o la Comisaría de Familia y a falta de estos, el personero o el inspector de familia. Si por alguna razón no 
la prestaren, se les explicará la importancia que tiene para la investigación y las consecuencias probables que se derivarían de la 
imposibilidad de practicarlos. De perseverar en su negativa se acudirá al juez de control de garantías quien decidirá si la medida 
debe o no practicarse. 

9.	 Las medidas se practicarán siempre que sean estrictamente necesarias y cuando no representen peligro de menoscabo para la 
salud del adolescente. 

10.	 Ordenará a las autoridades competentes la toma de medidas especiales para garantizar la seguridad de los niños, las niñas y los 
adolescentes víctimas y/o testigos de delitos y de su familia, cuando a causa de la investigación del delito se hagan necesarias. 

11.	 Informará y orientará a los niños, las niñas y los adolescentes víctimas de delitos, a sus padres, representantes legales o personas 
con quienes convivan sobre la finalidad de las diligencias del proceso, el resultado de las investigaciones y la forma como pueden 
hacer valer sus derechos. 

12.	 Se abstendrá de decretar la detención domiciliaria, en los casos en que el imputado es miembro del grupo familiar del niño, niña 
o adolescente víctima del delito. 

13.	 En los casos en que un niño, niña o adolescente deba rendir testimonio deberá estar acompañado de autoridad especializada o por 
un psicólogo, de acuerdo con las exigencias contempladas en la presente ley. 

14.	 En las diligencias en que deba intervenir un niño, niña o adolescente, la autoridad judicial se asegurará de que esté libre de 
presiones o intimidaciones. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Jurisprudencia. “Es claro, así mismo, que la prueba tomada a partir de lo dicho por menores víctimas de delitos, demanda de especial cuidado 
por virtud de los derechos que se hallan en juego, la necesidad de no revictimizar al afectado y las limitaciones propias de su corta edad.

Ello ha conducido a que la Sala incluso advierta, en seguimiento de claras pautas constitucionales y legales, que en determinados eventos se 
hace necesario valorar con plenos efectos las entrevistas o versiones rendidas previamente, dado el daño que puede causar obligar a que el 
menor acuda a la audiencia (aún con las posibilidades de Cámara Gesell y la mediación de profesionales que los asistan) o se le pida recordar 
el evento traumático. (Corte Suprema de Justicia, Sentencia 32.868 de marzo 10 de 2010, M.P.: Sigifredo Espinosa Pérez).

Jurisprudencia. “Las autoridades judiciales que intervengan en las etapas de investigación y juzgamiento de los delitos sexuales cometidos 
contra menores deben abstenerse de actuar de manera discriminatoria contra las víctimas, estando en la obligación de tomar en consideración 
la situación de indefensión en la cual se encuentra cualquier niño que ha sido sujeto pasivo de esta clase de ilícitos”. (Corte Constitucional, 
Sentencia T-554 de julio 10 de 2003, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández).
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Artículo 194. Audiencia en los procesos penales. En las audiencias en las que se investiguen y juzguen delitos cuya 
víctima sea una persona menor de dieciocho (18) años, no se podrá exponer a la víctima frente a su agresor. Para el 
efecto se utilizará cualquier medio tecnológico y se verificará que el niño, niña o adolescente se encuentre acompañado 
de un profesional especializado que adecue el interrogatorio y contra interrogatorio a un lenguaje comprensible a su 
edad. Si el juez lo considera conveniente en ellas sólo podrán estar los sujetos procesales, la autoridad judicial, el 
Defensor de Familia, los organismos de control y el personal científico que deba apoyar al niño, niña o adolescente. 

Artículo 195. Facultades del Defensor de Familia en los procesos penales. En los procesos penales por delitos en los 
cuales sea víctima un niño, niña o adolescente, el Defensor de Familia podrá solicitar información sobre el desarrollo de la 
investigación, para efectos de tomar las medidas de verificación de la garantía de derechos y restablecimiento pertinentes. 

Conc.: Arts. 52, 96 a 100 del Código De la Infancia y la Adolescencia.

Artículo 196. Funciones del representante legal de la víctima. Los padres o el representante legal de la persona 
niños, niñas y adolescentes, están facultados para intervenir en los procesos penales en que se investigue o juzgue 
un adulto por un delito en el cual sea víctima un niño, niña o adolescente como representante de este, en los términos 
establecidos en el Código de Procedimiento Penal y para iniciar el incidente de reparación integral de perjuicios. 

Los niños y niñas víctimas, tendrán derecho a ser asistidos durante el juicio y el incidente de reparación integral por un 
abogado (a) calificado que represente sus intereses aún sin el aval de sus padres y designado por el Defensor del Pueblo. 

Conc.: Arts. 132 a 136 de la Ley 906 de 2004.

Jurisprudencia: “De tal manera que la víctima y los perjudicados por un delito tienen intereses adicionales a la mera reparación pecuniaria. 
Algunos de sus intereses han sido protegidos por la Constitución de 1991 y se traducen en tres derechos relevantes para analizar la norma 
demandada en el presente proceso:

1.	 El derecho a la verdad, esto es, la posibilidad de conocer lo que sucedió y en buscar una coincidencia entre la verdad procesal y la verdad 
real. Este derecho resulta particularmente importante frente a graves violaciones de los derechos humanos.

2.	 El derecho a que se haga justicia en el caso concreto, es decir, el derecho a que no haya impunidad.

3.	 El derecho a la reparación del daño que se le ha causado a través de una compensación económica, que es la forma tradicional como se 
ha resarcido a la víctima de un delito” (Corte Constitucional, Sentencia C-209 de marzo 21 de 2007, M.P.: Manuel José Cepeda Espinosa).

Artículo 197. Incidente de reparación integral en los procesos en que los niños, las niñas y los adolescentes 
son víctimas. En los procesos penales en que se juzgue un adulto por un delito en el cual sea víctima un niño, niña o 
adolescente, el incidente de reparación integral de perjuicios se iniciará de oficio si los padres, representantes legales 
o el Defensor de Familia no lo hubieren solicitado dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de la sentencia. 

Artículo 198. Programas de Atención Especializada para los niños, las niñas y los adolescentes víctimas de 
delitos. El Gobierno Nacional, Departamental, Distrital y Municipal, bajo la supervisión de la entidad rectora del Sistema 
Nacional de Bienestar Familiar diseñará y ejecutará programas de atención especializada para los niños, las niñas y 
los adolescentes víctimas de delitos, que respondan a la protección integral, al tipo de delito, a su interés superior y a 
la prevalencia de sus derechos. 

Artículo 199. Beneficios y mecanismos sustitutivos. Cuando se trate de los delitos de homicidio o lesiones 
personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos 
contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas: 

1.	 Si hubiere mérito para proferir medida de aseguramiento en los casos del artículo 306 de la Ley 906 de 2004, esta consistirá 
siempre en detención en establecimiento de reclusión. No serán aplicables en estos delitos las medidas no privativas de la libertad 
previstas en los artículos 307, literal b), y 315 de la Ley 906 de 2004. 

2.	 No se otorgará el beneficio de sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario por la de detención en el lugar 
de residencia, previsto en los numerales 1 y 2 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004. 

3.	 No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del principio de oportunidad previsto en el artículo 324, numeral 8, de la 
Ley 906 de 2004 para los casos de reparación integral de los perjuicios. 
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4.	 No procederá el subrogado penal de Suspensión Condicional de la Ejecución de la Pena, contemplado en el artículo 63 del Código Penal. 

5.	 No procederá el subrogado penal de Libertad Condicional, previsto en el artículo 64 del Código Penal. 

6.	 En ningún caso el juez de ejecución de penas concederá el beneficio de sustitución de la ejecución de la pena, previsto en el artículo 
461 de la Ley 906 de 2004. 

7.	 No procederán las rebajas de pena con base en los “preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado”, 
previstos en los artículos 348 a 351 de la Ley 906 de 2004. 

8.	 Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados 
en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea efectiva. 

Parágrafo transitorio. En donde permanezca transitoriamente vigente la Ley 600 de 2000, cuando se trate de delitos 
a los que se refiere el inciso primero de este artículo no se concederán los beneficios de libertad provisional garantizada 
por caución, extinción de la acción penal por pago integral de perjuicios, suspensión de la medida de aseguramiento 
por ser mayor de sesenta y cinco (65) años, rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión; ni se concederán 
los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión 
condicional de ejecución de pena, y libertad condicional. Tampoco procederá respecto de los mencionados delitos la 
prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio subrogado legal, judicial o 
administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal siempre que 
esta sea efectiva. 

Nota: La expresión subrayada “…No procederá la extinción de la acción penal en aplicación del principio de oportunidad previsto en 
el artículo 324, numeral 8, de la Ley 906 de 2004 para los casos de reparación integral de los perjuicio…”, contenida en el numeral 
3º del presente artículo fue declarada exequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-738 de julio 23 de2008, M.P.: 
Marco Gerardo Monroy Cabra.

Artículo 200. El artículo 119 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

“Artículo 119. Circunstancias de agravación punitiva. Cuando con las conductas descritas en los artículos 
anteriores, concurra alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 104 las respectivas penas se aumentarán 
de una tercera parte a la mitad. 

”Cuando las conductas señaladas en los artículos anteriores se cometan en niños y niñas menores de catorce (14) 
años las respectivas penas se aumentarán en el doble”. 
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LIBRO TERCERO
SISTEMA NACIONAL DE BIENESTAR FAMILIAR, POLÍTICAS PÚBLICAS

E INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL

Capítulo I
Sistema Nacional de Bienestar Familiar y políticas públicas

de infancia y adolescencia

Artículo 201. Definición de políticas públicas de infancia y adolescencia. Para los efectos de esta ley, se entienden 
por políticas públicas de infancia y adolescencia, el conjunto de acciones que adelanta el Estado, con la participación de 
la sociedad y de la familia, para garantizar la protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 

Las políticas públicas se ejecutan a través de la formulación, implementación, evaluación y seguimiento de planes, 
programas, proyectos y estrategias. 

Artículo 202. Objetivos de las políticas públicas. Son objetivos de las políticas públicas, entre otros, los siguientes: 

1.	 Orientar la acción y los recursos del Estado hacia el logro de condiciones sociales, económicas, políticas, culturales y ambientales, 
que hagan posible el desarrollo de las capacidades y las oportunidades de los niños, las niñas y los adolescentes, como sujetos en 
ejercicio responsable de sus derechos. 

2.	 Mantener actualizados los sistemas y las estrategias de información que permitan fundamentar la toma de decisiones adecuadas 
y oportunas sobre la materia. 

3.	 Diseñar y poner en marcha acciones para lograr la inclusión de la población infantil más vulnerable a la vida social en condiciones 
de igualdad. 

4.	 Fortalecer la articulación interinstitucional e intersectorial. 

Artículo 203. Principios rectores de las políticas públicas. Las políticas públicas de infancia, adolescencia y familia 
como políticas de Estado se regirán como mínimo por los siguientes principios: 

1.	 El interés superior del niño, niña o adolescente. 

2.	 La prevalencia de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes. 

3.	 La protección integral. 

4.	 La equidad. 

5.	 La integralidad y articulación de las políticas. 

6.	 La solidaridad. 

7.	 La participación social. 

8.	 La prioridad de las políticas públicas sobre niñez y adolescencia. 

9.	 La complementariedad. 

10.	 La prioridad en la inversión social dirigida a la niñez y la adolescencia. 

11.	 La financiación, gestión y eficiencia del gasto y la inversión pública. 

12.	 La perspectiva de género. 

Artículo 204. Responsables de las políticas públicas de infancia y adolescencia. Son responsables del 
diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas de infancia y adolescencia en los ámbitos nacional, 
departamental, distrital y municipal, el Presidente de la República, los gobernadores y los alcaldes. Su incumplimiento 
será sancionado disciplinariamente como causal de mala conducta. La responsabilidad es indelegable y conlleva a 
la rendición pública de cuentas. 

En el nivel territorial se deberá contar con una política pública diferencial y prioritaria de infancia y adolescencia que 
propicie la articulación entre los Concejos Municipales, Asambleas y Congreso Nacional, para garantizar la definición y 
asignación de los recursos para la ejecución de la política pública propuesta. El Departamento Nacional de Planeación, 
el Ministerio de la Protección Social y el Ministerio de Educación, con la asesoría técnica del ICBF deberá diseñar los 
lineamientos técnicos mínimos que deberán contener los planes de desarrollo, en materia de infancia y adolescencia 
teniendo en cuenta el ciclo de vida, el enfoque de garantía y restablecimiento de derechos. 
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El gobernador y el alcalde, dentro de los primeros cuatro (4) meses de su mandato, realizarán el diagnóstico de la 
situación de la niñez y la adolescencia en su departamento y municipio, con el fin de establecer las problemáticas 
prioritarias que deberán atender en su Plan de Desarrollo, así como determinar las estrategias a corto, mediano y largo 
plazo que se implementarán para ello. 

Las Asambleas y Concejos para aprobar el plan de desarrollo e inversión deberán verificar que este se corresponda 
con los resultados del diagnóstico realizado. Para esto requerirán al gobernador y al alcalde, para que lo den a conocer 
antes del debate de aprobación del Plan de Desarrollo. 

Parágrafo. La totalidad de los excedentes financieros derivados de la gestión del ICBF se aplicará a la financiación de 
las políticas públicas de Infancia y Adolescencia definidas en esta ley. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

Conc.: Artículos 23, 50 inc. 3º de la Ley 734 de 2002. 

Artículo 205. Sistema Nacional de Bienestar Familiar. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como rector del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar, tiene a su cargo la articulación de las entidades responsables de la garantía 
de los derechos, la prevención de su vulneración, la protección y el restablecimiento de los mismos, en los ámbitos 
nacional, departamental, distrital, municipal y resguardos o territorios indígenas. 

El Consejo Nacional de Política Social atendiendo los lineamientos y recomendaciones del Departamento Nacional 
de Planeación es el ente responsable de diseñar la Política Pública, movilizar y apropiar los recursos presupuestales 
destinados a garantizar los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y asegurar su protección y restablecimiento 
en todo el territorio nacional. 

Conc: Decreto 4840 de 2007 (diciembre 17), por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 

111 y 205 de la Ley 1098 de 2006.

Artículo 206. Consejo Nacional de Política Social. El Consejo Nacional de Política Social es el ente responsable 
de diseñar la política pública, movilizar y apropiar los recursos presupuestales y dictar las líneas de acción para 
garantizar los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y asegurar su protección y restablecimiento en 
todo el territorio nacional. 

El Consejo estará integrado por: 

1.	 El Presidente de la República o el Vicepresidente, quien lo presidirá. 

2.	 Los Ministros de la Protección Social, Interior y de Justicia, Hacienda y Crédito Público, Educación,  Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, Cultura, Comunicaciones, o los viceministros. 

3.	 El Director del Departamento Nacional de Planeación o el Subdirector. 

4.	 El Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, quien hará la Secretaría Técnica. 

5.	 Un gobernador en representación de los gobernadores. 

6.	 Un alcalde en representación de los alcaldes. 

7.	 Una autoridad indígena en representación de las Entidades Territoriales Indígenas. 

Parágrafo. El Consejo deberá sesionar dos veces al año. 

Parágrafo transitorio. Mientras se conforman las Entidades Territoriales Indígenas, hará parte del Consejo una 
Autoridad Indígena en su representación, siempre que en su territorio se adelante una actividad destinada a la 
protección de la infancia y la adolescencia. 
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Artículo 207. Consejos departamentales y municipales de política social. En todos los departamentos, municipios 
y distritos deberán sesionar Consejos de Política Social, presididos por el gobernador y el alcalde quienes no podrán 
delegar ni su participación, ni su responsabilidad so pena de incurrir en causal de mala conducta. Tendrán la 
responsabilidad de la articulación funcional entre las Entidades Nacionales y las Territoriales, deberán tener participación 
de la sociedad civil organizada y definirán su propio reglamento y composición. En todo caso deberán formar parte del 
Consejo las autoridades competentes para el restablecimiento de los derechos y el Ministerio Público. 

En los municipios en los que no exista un centro zonal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la coordinación 
del sistema de bienestar familiar la ejercerán los Consejos de Política Social. 

Los Consejos deberán sesionar como mínimo cuatro veces al año, y deberán rendir informes periódicos a las Asambleas 
Departamentales y a los Concejos Municipales. 

Capítulo II
Inspección, vigilancia y control

Artículo 208. Definición. Para los efectos de esta ley se entiende por vigilancia y control las acciones de supervisión, 
policivas, administrativas, y judiciales, encaminadas a garantizar el cumplimiento de las funciones y obligaciones para 
la garantía y restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y su contexto familiar y prevenir 
su vulneración a través del seguimiento de las políticas públicas y de la evaluación de la gestión de los funcionarios y 
de las entidades responsables. 

Artículo 209. Objetivo general de la inspección, vigilancia y control. El Objetivo de la inspección, la vigilancia y el 
control es asegurar que las autoridades competentes cumplan sus funciones en los ámbitos nacional, departamental, 
distrital y municipal para: 

Garantizar los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes y su contexto familiar. 

Asegurar que reciban la protección integral necesaria para el restablecimiento de sus derechos. 

Disponer la adecuada distribución y utilización de los recursos destinados al cumplimiento de las obligaciones del 
Estado en materia de infancia, adolescencia y familia. 

Verificar que las entidades responsables de garantizar y restablecer los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes cumplan de manera permanente con el mejoramiento de su calidad de vida y las de sus familias. 

Artículo 210. Autoridades competentes de inspección, vigilancia y control. De conformidad con las competencias 
que les asignan la Constitución y las leyes, ejercerán la función de inspección, vigilancia y control: 

1.	  La Procuraduría General de la Nación.

2.	  La Contraloría General de la República. 

3.	  La Defensoría del Pueblo. 

4.	  Las Personerías Distritales y Municipales. 

5.	  Las entidades administrativas de inspección y vigilancia. 

6.	  La sociedad civil organizada, en desarrollo de los artículos 40 y 103 de la Constitución Política. 

Artículo 211. Funciones de la Procuraduría General de la Nación. La Procuraduría General de la Nación ejercerá 
las funciones asignadas en esta ley anterior por intermedio de la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor 
y la Familia, que a partir de esta ley se denominará la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos de la 
Infancia, la Adolescencia y la Familia, la cual a través de las procuradurías judiciales ejercerá las funciones de vigilancia 
superior, de prevención, control de gestión y de intervención ante las autoridades administrativas y judiciales tal como 
lo establece la Constitución Política y la ley. 
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Artículo 212. Funciones de la Contraloría General de la República. La Contraloría General de la República ejercerá 
las funciones a que hace referencia este título mediante el control posterior y selectivo del manejo de las finanzas, la 
gestión y los resultados de las políticas, programas y proyectos relacionados con la infancia, adolescencia y la familia de 
conformidad con los objetivos y principios de esta ley. 

Artículo 213. Funciones de la Defensoría del Pueblo. La Defensoría del Pueblo ejercerá las funciones a que hace 
referencia este título a través de la Defensoría Delegada para los Derechos de la Niñez, la Juventud y las Mujeres 
mediante la divulgación, protección, promoción de derechos y el seguimiento a las políticas públicas que comprometan 
derechos humanos de los niños, las niñas y los adolescentes, como lo establecen la Constitución Política y la ley. 

Artículo 214. Participación de la sociedad. En desarrollo del principio de corresponsabilidad, las organizaciones 
sociales especializadas, como las veedurías ciudadanas, o cualquier otra forma de organización de la ciudadanía, 
participarán en el seguimiento y vigilancia de las políticas públicas y de las acciones y decisiones de las autoridades 
competentes. Las autoridades nacionales y territoriales deben garantizar que esta función se cumpla. 

Capítulo III
Disposiciones finales

Artículo 215. Presupuesto y financiación. El Gobierno Nacional, el Congreso de la República, la Fiscalía General de la 
Nación y el Consejo Superior de la Judicatura dispondrán la asignación, reorganización y redistribución de los recursos 
presupuestales, financieros, físicos y humanos para el cumplimento de la presente ley, bajo la coordinación del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar. 

Artículo 216. Vigencia. La presente ley entrará en vigencia seis (6) meses después de su promulgación. Con excepción 
de los artículos correspondientes a la ejecución del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, los cuales 
se implementarán de manera gradual en el territorio nacional empezando el 1° de enero de 2007 hasta su realización 
total el 31 de diciembre de 2009. 

El artículo 199 relativo a los beneficios y mecanismos sustitutivos entrará en vigencia a partir de la promulgación de 
la presente ley. 

Parágrafo. La Fiscalía General de la Nación realizará los estudios necesarios y tomará las medidas pertinentes para 
la implementación gradual del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes dentro del término señalado en 
esta ley. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 

Nota: Inciso 2o. corregido por el artículo 3 del Decreto 578 de 2007, publicado en el Diario Oficial No. 46.558 de 2 de marzo de 2007

Conc.: Decreto 4652 de diciembre 27 de 2006, Por el cual se reglamenta el artículo 216 de la Ley 1098 de 2006., Diario Oficial No. 46.494 
de 27 de diciembre de 2006.

Decreto 1494 de mayo 4 de 2007, Por el cual se modifica el artículo 2o del Decreto 4652 de 27 de diciembre de 2006., Diario Oficial No. 
46.618 de 4 de mayo de 2007.

Decreto 3951 de octubre 12 de 2007, Por el cual se modifica el artículo 2° del Decreto 4652 de 27 de diciembre de 2006, modificado por el 
Decreto 1494 del 4 de mayo de 2007., Diario Oficial No. 46.779 de 12 de octubre de 2007, Decreto 3840 de septiembre 30 de 2008 , Por 
el cual se modifica el articulo 2° del Decreto 4652 del 27 de diciembre de 2006, modificado por los Decretos 1494 del 4 de mayo de 2007 
y 3951 del 12 de octubre de 2007.

Artículo 217. Derogatoria. El presente Código deroga el Decreto 2737 de 1989 o Código del Menor a excepción de los 
artículos 320 a 325 y los relativos al juicio especial de alimentos los cuales quedan vigentes, también deroga las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 

Nota: La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia 
C-740-08 de 23 de julio de 2008, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería. 
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DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS
ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS

10 DE DICIEMBRE DE 1948

PREÁMBULO

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca 
y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana; 

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie 
ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, 
el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad 
de palabra y de la libertad de creencias; 

Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre 
no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión;

Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones; 

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales 
del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres; y se 
han declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio 
de la libertad; 

Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la Organización de las 
Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre; y
 
Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia para el pleno 
cumplimiento de dicho compromiso. 

LA ASAMBLEA GENERAL
Proclama

LA PRESENTE DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS como ideal común por el que todos los pueblos 
y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente 
en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por 
medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto 
entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción. 

ARTÍCULO 1.- Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón 
y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 

ARTÍCULO 2.
1.	 Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, 

idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición.

2.	 Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción 
dependa una persona, tanto se si trata de una país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo 
o sometido a cualquier otra limitación de soberanía. 

ARTÍCULO 3.- Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. 
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ARTÍCULO 4.- Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas 
en todas sus formas. 

ARTÍCULO 5.- Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

ARTÍCULO 6.- Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica.
 
ARTÍCULO 7.- Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen 
derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal 
discriminación. 

ARTÍCULO 8.- Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley.

ARTÍCULO 9.- Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 

ARTÍCULO 10.- Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia 
por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal. 

ARTÍCULO 11.
1.	 Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a 

la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

2.	 Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o 
internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 

ARTÍCULO 12.- Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley 
contra tales injerencias o ataques. 

ARTÍCULO 13.
1.	 Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado.

2.	 Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país. 

ARTÍCULO 14.
1.	 En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país.

2.	 Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los 
propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 15. 
1.	 Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 

2.	 A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de nacionalidad. 

ARTÍCULO 16.
1.	 Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tiene derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o 

religión, a casarse y fundar una familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso 
de disolución del matrimonio.

2.	 Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio.

3.	 La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 

ARTÍCULO 17.
1.	 Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.

2.	 Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 
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ARTÍCULO 18.- Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho 
incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, 
individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia. 

ARTÍCULO 19.- Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no 
ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin 
limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión. 

ARTÍCULO 20.
1.	 Toda persona tiene derecho a libertad de reunión y de asociación pacíficas.

2.	 Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 

ARTÍCULO 21. 
1.	 Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos.

2.	 Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país.

3.	 La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder pública, esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas 
que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que 
garantice la libertad del voto. 

ARTÍCULO 22- Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante 
el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, 
la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de 
su personalidad. 

ARTÍCULO 23.
1.	 Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la 

protección contra el desempleo.

2.	 Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.

3.	 Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia 
conforme a la dignidad humana y que será completada en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social.

4.	 Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses. 

ARTÍCULO 24.- Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación razonable de la 
duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas. 

ARTÍCULO 25.
1.	 Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial 

la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los 
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad.

2.	 La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencias especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de 
matrimonio, tienen derecho a igual protección social. 

ARTÍCULO 26.
1.	 1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción 

elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; 
el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos.

2.	 La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos 
los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.

3.	 Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos. 
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ARTÍCULO 27. 
1.	 Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el 

progreso científico y en los beneficios que de él resulten.

2.	 Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones 
científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 

ARTÍCULO 28.- Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos 
y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos. 

ARTÍCULO 29. 
1.	 Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad.

2.	 En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas 
por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las 
justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática.

3.	 Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 30.- Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al 
Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión 
de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración.
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 
de diciembre de 1966

Entrada en vigor: 3 de enero de 1976, de conformidad con el artículo 27

Preámbulo
Los Estados partes en el presente Pacto, 

Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz 
en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de 
sus derechos iguales e inalienables, 

Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a la persona humana, 

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no puede realizarse el ideal del ser 
humano libre, liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar 
de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de promover el respeto universal 
y efectivo de los derechos y libertades humanos, 

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad a que pertenece, 
está obligado a procurar la vigencia y observancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 
Convienen en los artículos siguientes: 

Parte I

Artículo 1 

1.	 Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su condición política 
y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 

2.	 Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las 
obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como del 
derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 

3.	 Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de administrar territorios no autónomos y 
territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad 
con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 

Parte II

Artículo 2 

1.	 Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante 
la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que 
disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, 
la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 

2.	 Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin 
discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

3.	 Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su economía nacional, podrán determinar en 
qué medida garantizarán los derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos.

Artículo 3 

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título a gozar 
de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el presente Pacto. 
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Artículo 4 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos garantizados conforme al presente 
Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la 
medida compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en 
una sociedad democrática. 

Artículo 5 

1.	 Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o 
individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades 
reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él. 

2.	 No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos fundamentales reconocidos o vigentes en 
un país en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los 
reconoce en menor grado. 

Parte III

Artículo 6 

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la 
oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar 
este derecho. 

2.	 Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este 
derecho deberá figurar la orientación y formación tecnicoprofesional, la preparación de programas, normas y técnicas encaminadas 
a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen 
las libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana.

Artículo 7 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo 
equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: 

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie; en particular, debe 

asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual; 
ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las disposiciones del presente Pacto; 
b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 
c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría superior que les corresponda, 

sin más consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad; 
d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las variaciones periódicas 

pagadas, así como la remuneración de los días festivos.

Artículo 8 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar: 

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con sujeción únicamente a los 
estatutos de la organización correspondiente, para promover y proteger sus intereses económicos y sociales. 
No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y que sean 
necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la 
protección de los derechos y libertades ajenos; 



109

Codigo de la Infancia y la Adolescencia 

Procuraduria General de la Nacion          

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones nacionales y el de éstas a fundar 
organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas; 

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras limitaciones que las que prescriba la ley y que 
sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la 
protección de los derechos y libertades ajenos; 

d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país. 

2.	 El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de tales derechos por los miembros de las fuerzas 
armadas, de la policía o de la administración del Estado. 

3.	 Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 
1948 relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las 
garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías.

Artículo 9 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al 
seguro social. 

Artículo 10 

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 

1.	 Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia 
posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El 
matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges. 

2.	 Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo razonable antes y después del parto. Durante 
dicho período, a las madres que trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de 
seguridad social. 

3.	 Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación 
alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica 
y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su 
desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede 
prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.

Artículo 11

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, 
incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes 
tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de 
la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 

2.	 Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el 
hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que 
se necesitan para: 

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de 
los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o 
la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las 
riquezas naturales; 

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta 
los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.
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Artículo 12

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 

2.	 Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, 
figurarán las necesarias para: 

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; 
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; 
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la 

lucha contra ellas; 
d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad.

Artículo 13

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la educación. Convienen en que la educación debe 
orientarse hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas 
para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento 
de la paz. 

2.	 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno ejercicio de este derecho: 

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente; 
b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria técnica y profesional, debe ser 

generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación 
progresiva de la enseñanza gratuita; 

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, 
por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación fundamental para aquellas personas 
que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria; 

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la enseñanza, implantar un 
sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente. 

3.	 Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, 
de escoger para sus hijos o pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan 
las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la 
educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4.	 Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y entidades para 
establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que 
la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.

Artículo 14 

Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte en él, aún no haya podido instituir 
en su territorio metropolitano o en otros territorios sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad de la 
enseñanza primaria, se compromete a elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos años, un plan detallado de acción 
para la aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años fijado en el plan, del principio de la enseñanza 
obligatoria y gratuita para todos. 
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Artículo 15 

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a: 

a) Participar en la vida cultural; 
b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; 
c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las 

producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 

2.	 Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, 
figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura. 

3.	 Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para 
la actividad creadora. 

4.	 Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las 
relaciones internacionales en cuestiones científicas y culturales. 

Parte IV

Artículo 16 

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las 
medidas que hayan adoptado, y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo.

2.	
a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá copias al 

Consejo Económico y Social para que las examine conforme a lo dispuesto en el presente Pacto; 
b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los organismos especializados copias de 

los informes, o de las partes pertinentes de éstos, enviados por los Estados Partes en el presente Pacto que 
además sean miembros de estos organismos especializados, en la medida en que tales informes o partes de ellos 
tengan relación con materias que sean de la competencia de dichos organismos conforme a sus instrumentos 
constitutivos.

Artículo 17

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por etapas, con arreglo al programa que establecerá el Consejo 
Económico y Social en el plazo de un año desde la entrada en vigor del presente Pacto, previa consulta con los Estados Partes y 
con los organismos especializados interesados. 

2.	 Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten el grado de cumplimiento de las obligaciones previstas 
en este Pacto. 

3.	 Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las Naciones Unidas o a algún organismo especializado por un 
Estado Parte, no será necesario repetir dicha información, sino que bastará hacer referencia concreta a la misma.

Artículo 18 

En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere en materia de derechos humanos y 
libertades fundamentales, el Consejo Económico y Social podrá concluir acuerdos con los organismos especializados 
sobre la presentación por tales organismos de informes relativos al cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que 
corresponden a su campo de actividades. Estos informes podrán contener detalles sobre las decisiones y recomendaciones 
que en relación con ese cumplimiento hayan aprobado los órganos competentes de dichos organismos. 
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Artículo 19 

El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos Humanos, para su estudio y recomendación 
de carácter general, o para información, según proceda, los informes sobre derechos humanos que presenten a 
los Estados conforme a los artículos 16 y 17, y los informes relativos a los derechos humanos que presenten los 
organismos especializados conforme al artículo 18. 

Artículo 20 

Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados interesados podrán presentar al Consejo 
Económico y Social observaciones sobre toda recomendación de carácter general hecha en virtud del artículo 19 o 
toda referencia a tal recomendación general que conste en un informe de la Comisión de Derechos Humanos o en un 
documento allí mencionado. 

Artículo 21 

El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la Asamblea General informes que contengan 
recomendaciones de carácter general, así como un resumen de la información recibida de los Estados Partes en el 
presente Pacto y de los organismos especializados acerca de las medidas adoptadas y los progresos realizados para 
lograr el respeto general de los derechos reconocidos en el presente Pacto. 

Artículo 22

El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros órganos de las Naciones Unidas, sus órganos 
subsidiarios y los organismos especializados interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, toda cuestión 
surgida de los informes a que se refiere esta parte del Pacto que pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, 
cada una dentro de su esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas internacionales que puedan 
contribuir a la aplicación efectiva y progresiva del presente Pacto.
 
Artículo 23 

Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de orden internacional destinadas a asegurar el 
respeto de los derechos que se reconocen en el presente Pacto comprenden procedimientos tales como la conclusión 
de convenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técnica y la celebración de reuniones 
regionales y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas en cooperación con los gobiernos interesados. 

Artículo 24 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las disposiciones de la Carta de las 
Naciones Unidas o de las constituciones de los organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos 
órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto a las materias a que se refiere el Pacto. 

Artículo 25 

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho inherente de todos los pueblos 
a disfrutar y utilizar plena y libremente sus riquezas y recursos naturales. 

Parte V

Artículo 26 

1.	 El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo 
especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto. 

2.	 El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
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3.	 El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 

4.	 La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

5.	 El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan 
adherido a él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión.

Artículo 27 

1.	 El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto 
instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

2.	 Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento 
de ratificación o de adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 28 

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados federales, sin 
limitación ni excepción alguna. 

Artículo 29 

1.	 Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que 
le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas 
a votación. Si un tercio al menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una 
conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados presentes y votantes en 
la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

2.	 Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales. 

3.	 Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás 
Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado.

Artículo 30 

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 26, el Secretario General de las Naciones 
Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo 26; 
b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el artículo 27, y la fecha en que entren 

en vigor las enmiendas a que hace referencia el artículo 29.

Artículo 31 

1.	 El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos 
de las Naciones Unidas. 

2.	 El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente Pacto a todos los Estados mencionados en 
el artículo 26.
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CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

(Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derechos Humanos)

PREÁMBULO

Los Estados americanos signatarios de la presente Convención,

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un 
régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre; su 
propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad 
personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre;

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino 
que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, 
de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos; 
que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como 
fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza 
convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos;

Considerando que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en 
la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
que han sido reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional; 
que estos principios han sido consagrados en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos que han sido 
reafirmados y desarrollados en otros instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal como regional;

Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del 
ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de 
sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y que, con arreglo a la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor 
y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y 
culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, y

Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la incorporación 
a la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre derechos económicos, sociales y educacionales 
y resolvió que una convención interamericana sobre derechos humanos determinara la estructura, competencia y 
procedimiento de los órganos encargados de esa materia, que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria 
(Buenos Aires, 1967) aprobó la incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre 
derechos económicos, sociales y educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre derechos 
humanos determinara la estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I 
DEBERES DE LOS ESTADOS Y DERECHOS PROTEGIDOS

CAPÍTULO I 
ENUMERACIÓN DE DEBERES

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos

1.	 Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su 
libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social.

2.	 Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.
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Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno

Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones 
legislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.

CAPÍTULO II 
DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

Artículo 3. Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica

Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica.

Artículo 4. Derecho a la Vida

1.	 Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a 
partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

2.	 En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos más graves, en 
cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad con una ley que establezca tal 
pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales 
no se la aplique actualmente.

3.	 No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.
4.	 En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos con los políticos.
5.	 No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, tuvieren menos de 

dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez.
6.	 Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación de la pena, 

los cuales podrán ser concedidos en todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras la solicitud 
esté pendiente de decisión ante autoridad competente.

Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal

1.	 Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral.
2.	 Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada 

de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.
3.	 La pena no puede trascender de la persona del delincuente.
4.	 Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán 

sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no condenadas.
5.	 Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante tribunales 

especializados, con la mayor celeridad posible, para su tratamiento.
6.	 Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los 

condenados.

Artículo 6. Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre

1.	 Nadie puede ser sometido a esclavitud o servidumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y la trata de 
mujeres están prohibidas en todas sus formas.

2.	 Nadie debe ser constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio. En los países donde ciertos delitos tengan 
señalada pena privativa de la libertad acompañada de trabajos forzosos, esta disposición no podrá ser interpretada 
en el sentido de que prohíbe el cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente. El trabajo 
forzoso no debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física e intelectual del recluido.
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3.	 No constituyen trabajo forzoso u obligatorio, para los efectos de este artículo:

a. los trabajos o servicios que se exijan normalmente de una persona recluida en cumplimiento de una sentencia o 
resolución formal dictada por la autoridad judicial competente. Tales trabajos o servicios deberán realizarse bajo 
la vigilancia y control de las autoridades públicas, y los individuos que los efectúen no serán puestos a disposición 
de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado;

b. el servicio militar y, en los países donde se admite exención por razones de conciencia, el servicio nacional que la 
ley establezca en lugar de aquél;

c. el servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la existencia o el bienestar de la comunidad, y
d. el trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales.

Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal

1.	 Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.

2.	 Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por 
las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3.	 Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.

4.	 Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del 
cargo o cargos formulados contra ella.

5.	 Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la 
ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren 
su comparecencia en el juicio.

6.	 Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste 
decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención 
fueran ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada 
de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad 
de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por 
otra persona.

7.	 Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados 
por incumplimientos de deberes alimentarios.

Artículo 8. Garantías Judiciales

1.	 Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o 
tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden 
civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2.	 Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas:

a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el 
idioma del juzgado o tribunal;

b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;
c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;
d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de 

comunicarse libre y
    privadamente con su defensor;
e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la 

legislación interna, si
    el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;
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f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como 
testigos o peritos, 

   de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;
g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y
h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

3.	 La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.
4.	 El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.
5.	 El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.

Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según 
el derecho aplicable. Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente 
se beneficiará de ello.

Artículo 10. Derecho a Indemnización

Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenada en sentencia firme 
por error judicial.

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad

1.	 Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.

2.	 Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio 
o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.

3.	 Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.

Artículo 12. Libertad de Conciencia y de Religión

1.	 Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad de conservar 
su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su 
religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado.

2.	 Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus 
creencias o de cambiar de religión o de creencias.

3.	 La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones 
prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los 
derechos o libertades de los demás.

4.	 Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y 
moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión

1.	 Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de 
buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, 
por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

2.	 El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a 
responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:

a. el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o
b. la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.
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3.	 No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles 
oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados 
en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la 
circulación de ideas y opiniones.

4.	 Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el 
acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.

5.	 Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o 
religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona 
o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.

Artículo 14. Derecho de Rectificación o Respuesta

1.	 Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de 
difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo 
órgano de difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley.

2.	 En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades legales en que se 
hubiese incurrido.

3.	 Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa periodística, cinematográfica, 
de radio o televisión tendrá una persona responsable que no esté protegida por inmunidades ni disponga de 
fuero especial.

Artículo 15. Derecho de Reunión

Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las 
restricciones previstas por la ley, que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad 
nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades 
de los demás.

Artículo 16. Libertad de Asociación

1.	 Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, 
laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole.

2.	 El ejercicio de tal derecho sólo puede estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias 
en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden públicos, o para 
proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás.

3.	 Lo dispuesto en este artículo no impide la imposición de restricciones legales, y aun la privación del ejercicio del 
derecho de asociación, a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía.

Artículo 17. Protección a la Familia

1.	 La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado.

2.	 Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las 
condiciones requeridas para ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no 
discriminación establecido en esta Convención.

3.	 El matrimonio no puede celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los contrayentes.

4.	 Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada 
equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria de 
los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos.
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5.	 La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos 
dentro del mismo.

Artículo 18. Derecho al Nombre

Toda persona tiene derecho a un nombre propio y a los apellidos de sus padres o al de uno de ellos. La ley reglamentará 
la forma de asegurar este derecho para todos, mediante nombres supuestos, si fuere necesario.

Artículo 19. Derechos del Niño

Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la 
sociedad y del Estado.

Artículo 20. Derecho a la Nacionalidad

1.	 Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.

2.	 Toda persona tiene derecho a la nacionalidad del Estado en cuyo territorio nació si no tiene derecho a otra.

3.	 A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiarla.

Artículo 21. Derecho a la Propiedad Privada

1.	 Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.

2.	 Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones 
de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.

3.	 Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley.

Artículo 22. Derecho de Circulación y de Residencia

1.	 Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a circular por el mismo y, a residir 
en él con sujeción a las disposiciones legales.

2.	 Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio.

3.	 El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida 
indispensable en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad 
nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás.

4.	 El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser restringido por la ley, en zonas 
determinadas, por razones de interés público.

5.	 Nadie puede ser expulsado del territorio del Estado del cual es nacional, ni ser privado del derecho a ingresar en 
el mismo.

6.	 El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado parte en la presente Convención, sólo podrá ser 
expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada conforme a la ley.

7.	 Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de persecución por delitos 
políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y los convenios 
internacionales.

8.	 En ningún caso el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la 
libertad personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición social o de sus opiniones políticas.

9.	 Es prohibida la expulsión colectiva de extranjeros.

Artículo 23. Derechos Políticos

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:
a. de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos;
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b. de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto 
secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y

c. de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.
2.	 La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, 

exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o 
condena, por juez competente, en proceso penal.

Artículo 24. Igualdad ante la Ley

Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección 
de la ley.

Artículo 25. Protección Judicial

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces 
o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 
ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados partes se comprometen:

a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de 
toda persona que interponga tal recurso;

b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y
c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado 

procedente el recurso.

CAPÍTULO III
DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES

Artículo 26. Desarrollo Progresivo

Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como mediante la cooperación 
internacional, especialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos 
que se derivan de las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos 
disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.

CAPÍTULO IV
SUSPENSIÓN DE GARANTÍAS, INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN

Artículo 27. Suspensión de Garantías

1.	 En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado parte, éste 
podrá adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, suspendan 
las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás 
obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión u origen social.

2.	 La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en los siguientes artículos: 

3.	 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición 
de la Esclavitud y Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 
(Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), 
ni de las garantías judiciales indispensables para la protección de tales derechos.
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4.	 Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados partes en la presente 
Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación 
haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión.

Artículo 28. Cláusula Federal

1.	 Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el gobierno nacional de dicho Estado parte cumplirá todas 
las disposiciones de la presente Convención relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial.

2.	 Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la jurisdicción de las entidades componentes de la 
federación, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que 
las autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento de esta Convención.

3.	 Cuando dos o más Estados partes acuerden integrar entre sí una federación u otra clase de asociación, cuidarán de que el pacto 
comunitario correspondiente contenga las disposiciones necesarias para que continúen haciéndose efectivas en el nuevo Estado 
así organizado, las normas de la presente Convención.

Artículo 29. Normas de Interpretación

Ninguna disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de:

a. permitir a alguno de los Estados partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor medida que la prevista en ella;

b. limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes 
de cualquiera de los Estados partes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados;

c. excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se derivan de la forma democrática 
representativa de gobierno, y

d. excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros 
actos internacionales de la misma naturaleza.

Artículo 30. Alcance de las Restricciones

Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidas 
en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés general y con el 
propósito para el cual han sido establecidas.

Artículo 31. Reconocimiento de Otros Derechos

Podrán ser incluidos en el régimen de protección de esta Convención otros derechos y libertades que sean 
reconocidos de acuerdo con los procedimientos establecidos en los artículos 76 y 77.
 

                                                        CAPÍTULO V
DEBERES DE LAS PERSONAS

Artículo 32. Correlación entre Deberes y Derechos

1.	 Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad.

2.	 Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las 
justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática.
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PARTE II
MEDIOS DE LA PROTECCIÓN

CAPÍTULO VI
DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES

Artículo 33

Son competentes para conocer de los asuntos relacionados con el cumplimiento de los compromisos contraídos por 
los Estados partes en esta Convención:

a. la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Comisión, y
b. la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llamada en adelante la Corte.

CAPÍTULO VII
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Sección 1. Organización

Artículo 34

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos se compondrá de siete miembros, que deberán ser personas de 
alta autoridad moral y reconocida versación en materia de derechos humanos.

Artículo 35

La Comisión representa a todos los miembros que integran la Organización de los Estados americanos.

Artículo 36

1.	 Los miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General de la Organización de una 
lista de candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados miembros.

2.	 Cada uno de dichos gobiernos puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los proponga o 
de cualquier otro Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos. Cuando se proponga una terna, 
por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un Estado distinto del proponente.

Artículo 37

1.	 Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser reelegidos una vez, pero el mandato 
de tres de los miembros designados en la primera elección expirará al cabo de dos años. Inmediatamente después 
de dicha elección se determinarán por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres miembros.

2.	 No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo Estado.

Artículo 38

Las vacantes que ocurrieren en la Comisión, que no se deban a expiración normal del mandato, se llenarán por el 
Consejo Permanente de la Organización de acuerdo con lo que disponga el Estatuto de la Comisión.

Artículo 39

La Comisión preparará su Estatuto, lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y dictará su propio Reglamento.

Artículo 40

Los servicios de Secretaría de la Comisión deben ser desempeñados por la unidad funcional especializada que forma 
parte de la Secretaría General de la Organización y debe disponer de los recursos necesarios para cumplir las tareas 
que le sean encomendadas por la Comisión.
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Sección 2. Funciones

Artículo 41

La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos, y en el 
ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y atribuciones:

a. estimular la conciencia de los derechos humanos en los pueblos de América;
b. formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados miembros para que 

adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus 
preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos;

c. preparar los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de sus funciones;
d. solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre las medidas que adopten 

en materia de derechos humanos;
e. atender las consultas que, por medio de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, 

le formulen los Estados miembros en cuestiones relacionadas con los derechos humanos y, dentro de sus 
posibilidades, les prestará el asesoramiento que éstos le soliciten;

f. actuar respecto de las peticiones y otras comunicaciones en ejercicio de su autoridad de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 44 al 51 de esta Convención, y

g. rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 42

Los Estados partes deben remitir a la Comisión copia de los informes y estudios que en sus respectivos campos someten 
anualmente a las Comisiones Ejecutivas del Consejo Interamericano Económico y Social y del Consejo Interamericano 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que aquella vele porque se promuevan los derechos derivados de 
las normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires.

Artículo 43

Los Estados partes se obligan a proporcionar a la Comisión las informaciones que ésta les solicite sobre la manera en 
que su derecho interno asegura la aplicación efectiva de cualesquiera disposiciones de esta Convención.

Sección 3. Competencia

Artículo 44

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados 
miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación 
de esta Convención por un Estado parte.

Artículo 45

1.	 Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier 
momento posterior, declarar que reconoce la competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado 
parte alegue que otro Estado parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos establecidos en esta Convención.

2.	 Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se pueden admitir y examinar si son presentadas por un Estado 
parte que haya hecho una declaración por la cual reconozca la referida competencia de la Comisión. La Comisión no admitirá 
ninguna comunicación contra un Estado parte que no haya hecho tal declaración.

3.	 Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden hacerse para que ésta rija por tiempo indefinido, por un período 
determinado o para casos específicos.

4.	 Las declaraciones se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que transmitirá copia 
de las mismas a los Estados miembros de dicha Organización.



Ley 1098 de 2006

124 Procuraduria General de la Nacion          

Artículo 46

1. Para que una petición o comunicación presentada conforme a los artículos 44 ó 45 sea admitida por la Comisión, 
se requerirá:

a. que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho 
Internacional generalmente reconocidos;

b. que sea presentada dentro del plazo de seis meses, a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus 
derechos haya sido notificado de la decisión definitiva;

c. que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, y
d. que en el caso del artículo 44 la petición contenga el nombre, la nacionalidad, la profesión, el domicilio y la firma 

de la persona o personas o del representante legal de la entidad que somete la petición.

2. Las disposiciones de los incisos 1.a. y 1.b. del presente artículo no se aplicarán cuando:

a. no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho 
o derechos que se alega han sido violados;

b. no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o 
haya sido impedido de agotarlos, y

c. haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

Artículo 47

La Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación presentada de acuerdo con los artículos 44 ó 45 cuando:

a. falte alguno de los requisitos indicados en el artículo 46;
b. no exponga hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados por esta Convención;
c. resulte de la exposición del propio peticionario o del Estado manifiestamente infundada la petición o comunicación 

o sea evidente su total improcedencia, y
d. sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro 

organismo internacional.

Sección 4. Procedimiento

Artículo 48

1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de cualquiera de los derechos 
que consagra esta Convención, procederá en los siguientes términos:

a. si reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará informaciones al Gobierno del Estado al cual 
pertenezca la autoridad señalada como responsable de la violación alegada, transcribiendo las partes pertinentes 
de la petición o comunicación. Dichas informaciones deben ser enviadas dentro de un plazo razonable, fijado por 
la Comisión al considerar las circunstancias de cada caso;

b. recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, verificará si existen o subsisten los 
motivos de la petición o comunicación. De no existir o subsistir, mandará archivar el expediente;

c. podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o comunicación, sobre la base de una 
información o prueba sobrevinientes;

d. si el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la Comisión realizará, con conocimiento 
de las partes, un examen del asunto planteado en la petición o comunicación. Si fuere necesario y conveniente, 
la Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz cumplimiento solicitará, y los Estados interesados le 
proporcionarán, todas las facilidades necesarias;

e. podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y recibirá, si así se le solicita, las 
exposiciones verbales o escritas que presenten los interesados;
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f. se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el 
respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención.

2.	 Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una investigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se 
alegue haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de una petición o comunicación que reúna todos los requisitos 
formales de admisibilidad.

Artículo 49

Si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del inciso 1.f. del artículo 48 la Comisión 
redactará un informe que será transmitido al peticionario y a los Estados partes en esta Convención y comunicado 
después, para su publicación, al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos. Este informe 
contendrá una breve exposición de los hechos y de la solución lograda. Si cualquiera de las partes en el caso lo 
solicitan, se les suministrará la más amplia información posible.

Artículo 50

1.	 De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá 
los hechos y sus conclusiones. Si el informe no representa, en todo o en parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, 
cualquiera de ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por separado. También se agregarán al informe las exposiciones 
verbales o escritas que hayan hecho los interesados en virtud del inciso 1.e. del artículo 48.

2.	 El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para publicarlo.

3.	 Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y recomendaciones que juzgue adecuadas.

Artículo 51

1.	 Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados del informe de la Comisión, el asunto no ha sido 
solucionado o sometido a la decisión de la Corte por la Comisión o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la 
Comisión podrá emitir, por mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida a 
su consideración.

2.	 La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el Estado debe tomar las medidas que le 
competan para remediar la situación examinada.

3.	 Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de sus miembros, si el Estado ha tomado o no 
medidas adecuadas y si publica o no su informe.

CAPÍTULO VIII
LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Sección 1. Organización

Artículo 52

1.	 La Corte se compondrá de siete jueces, nacionales de los Estados miembros de la Organización, elegidos a título personal entre 
juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones 
requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la ley del país del cual sean nacionales o del Estado 
que los proponga como candidatos.

2.	 No debe haber dos jueces de la misma nacionalidad.

Artículo 53

1.	 Los jueces de la Corte serán elegidos, en votación secreta y por mayoría absoluta de votos de los Estados partes en la Convención, 
en la Asamblea General de la Organización, de una lista de candidatos propuestos por esos mismos Estados.

2.	 Cada uno de los Estados partes puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado que los propone o de cualquier otro 
Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos. Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos 
deberá ser nacional de un Estado distinto del proponente.
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Artículo 54

1.	 Los jueces de la Corte serán elegidos para un período de seis años y sólo podrán ser reelegidos una vez. El mandato de tres 
de los jueces designados en la primera elección, expirará al cabo de tres años. Inmediatamente después de dicha elección, se 
determinarán por sorteo en la Asamblea General los nombres de estos tres jueces.

2.	 El juez elegido para reemplazar a otro cuyo mandato no ha expirado, completará el período de éste.

3.	 Los jueces permanecerán en funciones hasta el término de su mandato. Sin embargo, seguirán conociendo de los casos a que ya se 
hubieran abocado y que se encuentren en estado de sentencia, a cuyos efectos no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos.

Artículo 55

1.	 El juez que sea nacional de alguno de los Estados partes en el caso sometido a la Corte, conservará su derecho a conocer del mismo.

2.	 Si uno de los jueces llamados a conocer del caso fuere de la nacionalidad de uno de los Estados partes, otro Estado parte en el caso 
podrá designar a una persona de su elección para que integre la Corte en calidad de juez ad hoc.

3.	 Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuere de la nacionalidad de los Estados partes, cada uno de éstos podrá 
designar un juez ad hoc.

4.	 El juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas en el artículo 52.

5.	 Si varios Estados partes en la Convención tuvieren un mismo interés en el caso, se considerarán como una sola parte para los fines 
de las disposiciones precedentes. En caso de duda, la Corte decidirá.

Artículo 56

El quórum para las deliberaciones de la Corte es de cinco jueces.

Artículo 57

La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte.

Artículo 58

1.	 La Corte tendrá su sede en el lugar que determinen, en la Asamblea General de la Organización, los Estados partes en la Convención, 
pero podrá celebrar reuniones en el territorio de cualquier Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos en que 
lo considere conveniente por mayoría de sus miembros y previa aquiescencia del Estado respectivo. Los Estados partes en la 
Convención pueden, en la Asamblea General por dos tercios de sus votos, cambiar la sede de la Corte.

2.	 La Corte designará a su Secretario.

3.	 El Secretario residirá en la sede de la Corte y deberá asistir a las reuniones que ella celebre fuera de la misma.

Artículo 59

La Secretaría de la Corte será establecida por ésta y funcionará bajo la dirección del Secretario de la Corte, de acuerdo 
con las normas administrativas de la Secretaría General de la Organización en todo lo que no sea incompatible con la 
independencia de la Corte. Sus funcionarios serán nombrados por el Secretario General de la Organización, en consulta 
con el Secretario de la Corte.

Artículo 60

La Corte preparará su Estatuto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, y dictará su Reglamento.

Sección 2. Competencia y Funciones

Artículo 61

1.	 Sólo los Estados partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la Corte.

2.	 Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los procedimientos previstos en los 
artículos 48 a 50.
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Artículo 62

1.	 Todo Estado parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en 
cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia 
de la Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención.

2.	 La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por un plazo determinado o para casos 
específicos. Deberá ser presentada al Secretario General de la Organización, quien transmitirá copias de la misma a los otros 
Estados miembros de la Organización y al Secretario de la Corte.

3.	 La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de las disposiciones de esta 
Convención que le sea sometido, siempre que los Estados partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, 
ora por declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial.

Artículo 63

1.	 Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice 
al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización 
a la parte lesionada.

2.	 En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los 
asuntos que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún 
no estén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión.

Artículo 64

1.	 Los Estados miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la interpretación de esta Convención o de otros 
tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados americanos. Asimismo, podrán consultarla, en los 
que les compete, los órganos enumerados en el capítulo X de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada 
por el Protocolo de Buenos Aires.

2.	 La Corte, a solicitud de un Estado miembro de la Organización, podrá darle opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera 
de sus leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales.

Artículo 65

La Corte someterá a la consideración de la Asamblea General de la Organización en cada período ordinario de sesiones 
un informe sobre su labor en el año anterior. De manera especial y con las recomendaciones pertinentes, señalará los 
casos en que un Estado no haya dado cumplimiento a sus fallos.

Sección 3. Procedimiento

Artículo 66

1.	 El fallo de la Corte será motivado.

2.	 Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces, cualquiera de éstos tendrá derecho a 
que se agregue al fallo su opinión disidente o individual.

Artículo 67

El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo 
interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa días 
a partir de la fecha de la notificación del fallo.

Artículo 68

1.	 Los Estados partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que 
sean partes.

2.	 La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el respectivo país por el 
procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado.
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Artículo 69

El fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso y transmitido a los Estados partes en la Convención.

CAPÍTULO IX

DISPOSICIONES COMUNES

Artículo 70

1.	 Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión gozan, desde el momento de su elección y mientras dure su 
mandato, de las inmunidades reconocidas a los agentes diplomáticos por el derecho internacional. Durante el ejercicio 
de sus cargos gozan, además, de los privilegios diplomáticos necesarios para el desempeño de sus funciones.

2.	 No podrá exigirse responsabilidad en ningún tiempo a los jueces de la Corte ni a los miembros de la Comisión por 
votos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 71

Son incompatibles los cargos de juez de la Corte o miembros de la Comisión con otras actividades que pudieren afectar 
su independencia o imparcialidad conforme a lo que se determine en los respectivos Estatutos.

Artículo 72

Los jueces de la Corte y los miembros de la Comisión percibirán emolumentos y gastos de viaje en la forma y 
condiciones que determinen sus Estatutos, teniendo en cuenta la importancia e independencia de sus funciones. Tales 
emolumentos y gastos de viaje será fijados en el programa-presupuesto de la Organización de los Estados Americanos, 
el que debe incluir, además, los gastos de la Corte y de su Secretaría. A estos efectos, la Corte elaborará su propio 
proyecto de presupuesto y lo someterá a la aprobación de la Asamblea General, por conducto de la Secretaría General. 
Esta última no podrá introducirle modificaciones.

Artículo 73

Solamente a solicitud de la Comisión o de la Corte, según el caso, corresponde a la Asamblea General de la Organización 
resolver sobre las sanciones aplicables a los miembros de la Comisión o jueces de la Corte que hubiesen incurrido 
en las causales previstas en los respectivos Estatutos. Para dictar una resolución se requerirá una mayoría de los dos 
tercios de los votos de los Estados miembros de la Organización en el caso de los miembros de la Comisión y, además, 
de los dos tercios de los votos de los Estados partes en la Convención, si se tratare de jueces de la Corte.

PARTE III
DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITORIAS

CAPÍTULO X

FIRMA, RATIFICACIÓN, RESERVA, ENMIENDA, PROTOCOLO Y DENUNCIA

Artículo 74

1.	 Esta Convención queda abierta a la firma y a la ratificación o adhesión de todo Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos.

2.	 La ratificación de esta Convención o la adhesión a la misma se efectuará mediante el depósito de un instrumento de ratificación 
o de adhesión en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. Tan pronto como once Estados hayan 
depositado sus respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor. Respecto a todo otro 



129

Codigo de la Infancia y la Adolescencia 

Procuraduria General de la Nacion          

Estado que la ratifique o adhiera a ella ulteriormente, la Convención entrará en vigor en la fecha del depósito de su instrumento de 
ratificación o de adhesión.

3.	 El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de la entrada en vigor de la Convención.

Artículo 75

Esta Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las disposiciones de la Convención de Viena sobre 
Derecho de los Tratados, suscrita el 23 de mayo de 1969.

Artículo 76

1.	 Cualquier Estado parte directamente y la Comisión o la Corte por conducto del Secretario General, pueden someter a la Asamblea 
General, para lo que estime conveniente, una propuesta de enmienda a esta Convención.

2.	 Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que se haya depositado el respectivo 
instrumento de ratificación que corresponda al número de los dos tercios de los Estados partes en esta Convención. En cuanto al 
resto de los Estados partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.

Artículo 77

1.	 De acuerdo con la facultad establecida en el artículo 31, cualquier Estado parte y la Comisión podrán someter a la consideración 
de los Estados partes reunidos con ocasión de la Asamblea General, proyectos de protocolos adicionales a esta Convención, con la 
finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la misma otros derechos y libertades.

2.	 Cada protocolo debe fijar las modalidades de su entrada en vigor, y se aplicará sólo entre los Estados partes en el mismo.

Artículo 78

1.	 Los Estados partes podrán denunciar esta Convención después de la expiración de un plazo de cinco años a partir de la fecha de 
entrada en vigor de la misma y mediante un preaviso de un año, notificando al Secretario General de la Organización, quien debe 
informar a las otras partes.

2.	 Dicha denuncia no tendrá por efecto desligar al Estado parte interesado de las obligaciones contenidas en esta Convención en lo 
que concierne a todo hecho que, pudiendo constituir una violación de esas obligaciones, haya sido cumplido por él anteriormente 
a la fecha en la cual la denuncia produce efecto.

CAPÍTULO XI
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Sección 1. Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Artículo 79

Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado Miembro de la Organización 
que presente, dentro de un plazo de noventa días, sus candidatos para miembros de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de los candidatos presentados y la 
comunicará a los Estados miembros de la Organización al menos treinta días antes de la próxima Asamblea General.

Artículo 80

La elección de miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a que se refiere el 
artículo 79, por votación secreta de la Asamblea General y se declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor 
número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados miembros. Si para elegir a 
todos los miembros de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminará sucesivamente, en la 
forma que determine la Asamblea General, a los candidatos que reciban menor número de votos.
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Sección 2. Corte Interamericana de Derechos Humanos

Artículo 81

Al entrar en vigor esta Convención, el Secretario General pedirá por escrito a cada Estado parte que presente, dentro de 
un plazo de noventa días, sus candidatos para jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. El Secretario 
General preparará una lista por orden alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados partes 
por lo menos treinta días antes de la próxima Asamblea General.

Artículo 82

La elección de jueces de la Corte se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a que se refiere el artículo 
81, por votación secreta de los Estados partes en la Asamblea General y se declararán elegidos los candidatos que 
obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados partes. Si 
para elegir a todos los jueces de la Corte resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminarán sucesivamente, 
en la forma que determinen los Estados partes, a los candidatos que reciban menor número de votos.
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REGLAS MÍNIMAS DE LAS NACIONES UNIDAS
PARA LA ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA DE MENORES

(“REGLAS DE BEIJING”)

Adoptadas por la Asamblea General en su Resolución 40/33,
de 28 de noviembre de 1985

PRIMERA PARTE
PRINCIPIOS GENERALES

1. Orientaciones fundamentales 

1.1 Los Estados Miembros procurarán, en consonancia con sus respectivos intereses generales, promover el bienestar 
del menor y de su familia. 

1.2 Los Estados Miembros se esforzarán por crear condiciones que garanticen al menor una vida significativa en la 
comunidad fomentando, durante el período de edad en que el menor es más propenso a un comportamiento desviado, 
un proceso de desarrollo personal y educación lo más exento de delito y delincuencia posible. 

1.3 Con objeto de promover el bienestar del menor, a fin de reducir la necesidad de intervenir con arreglo a la ley, y de 
someter a tratamiento efectivo, humano y equitativo al menor que tenga problemas con la ley, se concederá la debida 
importancia a la adopción de medidas concretas que permitan movilizar plenamente todos los recursos disponibles, 
con inclusión de la familia, los voluntarios y otros grupos de carácter comunitario, así como las escuelas y otras 
instituciones de la comunidad. 

1.4 La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desarrollo nacional de cada 
país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para todos los menores, de manera que contribuya 
a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad. 

1.5 Las presentes Reglas se aplicarán según el contexto de las condiciones económicas, sociales y culturales que 
predominen en cada uno de los Estados Miembros. 

1.6 Los servicios de justicia de menores se perfeccionarán y coordinarán sistemáticamente con miras a elevar y 
mantener la competencia de sus funcionarios, e incluso los métodos, enfoques y actitudes adoptados. 

2. Alcance de las reglas y definiciones utilizadas 

2.1 Las Reglas mínimas que se enuncian a continuación se aplicarán a los menores delincuentes con imparcialidad, sin 
distinción alguna, por ejemplo, de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.
 
2.2 Para los fines de las presentes Reglas, los Estados Miembros aplicarán las definiciones siguientes en forma 
compatible con sus respectivos sistemas y conceptos jurídicos: 

a.	Menor es todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser castigado por un delito en 
forma diferente a un adulto; 

b.	Delito es todo comportamiento (acción u omisión) penado por la ley con arreglo al sistema jurídico de que se trate; y 
c.	Menor delincuente es todo niño o joven al que se ha imputado la comisión de un delito o se le ha considerado 

culpable de la comisión de un delito. 

2.3 En cada jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, normas y disposiciones aplicables 
específicamente a los menores delincuentes, así como a los órganos e instituciones encargados de las funciones de 
administración de la justicia de menores, conjunto que tendrá por objeto: 

a.	Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes, y al mismo tiempo proteger sus derechos 
básicos; 
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b.	Satisfacer las necesidades de la sociedad; 
c.	Aplicar cabalmente y con justicia las reglas que se enuncian a continuación. 

3. Ampliación del ámbito de aplicación de las reglas 

3.1 Las disposiciones pertinentes de las Reglas no sólo se aplicarán a los menores delincuentes, sino también a 
los menores que puedan ser procesados por realizar cualquier acto concreto que no sea punible tratándose del 
comportamiento de los adultos. 

3.2 Se procurará extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas a todos los menores comprendidos en 
los procedimientos relativos a la atención al menor y a su bienestar. 

3.3 Se procurará asimismo extender el alcance de los principios contenidos en las Reglas a los delincuentes 
adultos jóvenes. 

4. Mayoría de edad penal 

4.1 En los sistemas jurídicos que reconozcan el concepto de mayoría de edad penal con respecto a los menores, su 
comienzo no deberá fijarse a una edad demasiado temprana habida cuenta de las circunstancias que acompañan la 
madurez emocional, mental e intelectual. 

5. Objetivos de la justicia de menores 

5.1 El sistema de justicia de menores hará hincapié en el bienestar de éstos y garantizará que cualquier respuesta a los 
menores delincuentes será en todo momento proporcionada a las circunstancias del delincuente y del delito. 

6. Alcance de las facultades discrecionales
 
6.1 Habida cuenta de las diversas necesidades especiales de los menores, así como de la diversidad de medidas 
disponibles, se facultará un margen suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales en las diferentes etapas 
de los juicios y en los distintos niveles de la administración de justicia de menores, incluidos los de investigación, 
procesamiento, sentencia y de las medidas complementarias de las decisiones. 

6.2 Se procurará, no obstante, garantizar la debida competencia en todas las fases y niveles en el ejercicio de 
cualquiera de esas facultades discrecionales. 

6.3 Los que ejerzan dichas facultades deberán estar especialmente preparados o capacitados para hacerlo 
juiciosamente y en consonancia con sus respectivas funciones y mandatos. 

7. Derechos de los menores
 
7.1 En todas las etapas del proceso se respetarán las garantías procesales básicas tales como la presunción de 
inocencia, el derecho a ser notificado de las acusaciones, el derecho a no responder, el derecho al asesoramiento, el 
derecho a la presencia de los padres o tutores, el derecho a la confrontación con los testigos y a interrogar a éstos y el 
derecho de apelación ante una autoridad superior. 

8. Protección de la intimidad 

8.1 Para evitar que la publicidad indebida o el proceso de difamación perjudiquen a los menores, se respetará en todas 
las etapas el derecho de los menores a la intimidad. 

8.2 En principio, no se publicará ninguna información que pueda dar lugar a la individualización de un menor delincuente. 
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9. Cláusulas de salvedad 

9.1 Ninguna disposición de las presentes Reglas podrá ser interpretada en el sentido de excluir a los menores del ámbito 
de la aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas y de otros 
instrumentos y normas reconocidos por la comunidad internacional relativos al cuidado y protección de los jóvenes. 

SEGUNDA PARTE
INVESTIGACIÓN Y PROCESAMIENTO

10. Primer contacto
 
10.1 Cada vez que un menor sea detenido, la detención se notificará inmediatamente a sus padres o su tutor, y cuando 
no sea posible dicha notificación inmediata, se notificará a los padres o al tutor en el más breve plazo posible. 

10.2 El juez, funcionario u organismo competente examinará sin demora la posibilidad de poner en libertad al menor. 

10.3 Sin perjuicio de que se consideren debidamente las circunstancias de cada caso, se establecerán contactos entre 
los organismos encargados de hacer cumplir la ley y el menor delincuente para proteger la condición jurídica del menor, 
promover su bienestar y evitar que sufra daño. 

11. Remisión de casos 

11.1 Se examinará la posibilidad, cuando proceda, de ocuparse de los menores delincuentes sin recurrir a las 
autoridades competentes, mencionadas en la regla 14.1 infra, para que los juzguen oficialmente. 

11.2 La policía, el Ministerio fiscal y otros organismos que se ocupen de los casos de delincuencia de menores 
estarán facultados para fallar dichos casos discrecionalmente, sin necesidad de vista oficial, con arreglo a los criterios 
establecidos al efecto en los respectivos sistemas jurídicos y también en armonía con los principios contenidos en las 
presentes Reglas. 

11.3 Toda remisión que signifique poner al menor a disposición de las instituciones pertinentes de la comunidad o de 
otro tipo estará supeditada al consentimiento del menor o al de sus padres o su tutor; sin embargo, la decisión relativa 
a la remisión del caso se someterá al examen de una autoridad competente, cuando así se solicite. 

11.4 Para facilitar la tramitación discrecional de los casos de menores, se procurará facilitar a la comunidad programas 
de supervisión y orientación temporales, restitución y compensación a las víctimas. 

12. Especialización policial 

12.1 Para el mejor desempeño de sus funciones, los agentes de policía que traten a menudo o de manera exclusiva con 
menores o que se dediquen fundamentalmente a la prevención de la delincuencia de menores, recibirán instrucción y 
capacitación especial. En las grandes ciudades habrá contingentes especiales de policía con esa finalidad. 

13. Prisión preventiva 

13.1 Sólo se aplicará la prisión preventiva como último recurso y durante el plazo más breve posible. 

13.2 Siempre que sea posible, se adoptarán medidas sustitutorias de la prisión preventiva, como la supervisión estricta, 
la custodia permanente, la asignación a una familia o el traslado a un hogar o a una institución educativa. 

13.3 Los menores que se encuentren en prisión preventiva gozarán de todos los derechos y garantías previstos en las 
Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas. 
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13.4 Los menores que se encuentren en prisión preventiva estarán separados de los adultos y recluidos en 
establecimientos distintos o en recintos separados en los establecimientos en que haya detenidos adultos. 

13.5 Mientras se encuentren bajo custodia, los menores recibirán cuidados, protección y toda la asistencia –
social, educacional, profesional, sicológica, médica y física– que requieran, habida cuenta de su edad, sexo y 
características individuales. 

TERCERA PARTE
DE LA SENTENCIA Y LA RESOLUCIÓN

14. Autoridad competente para dictar sentencia 

14.1 Todo menor delincuente cuyo caso no sea objeto de remisión (con arreglo a la regla 11) será puesto a disposición 
de la autoridad competente (corte, tribunal, junta, consejo, etc.), que decidirá con arreglo a los principios de un juicio 
imparcial y equitativo. 

14.2 El procedimiento favorecerá los intereses del menor y se sustanciará en un ambiente de comprensión, que 
permita que el menor participe en él y se exprese libremente. 

15. Asesoramiento jurídico y derechos de los padres y tutores
 
15.1 El menor tendrá derecho a hacerse representar por un asesor jurídico durante todo el proceso o a solicitar 
asistencia jurídica gratuita cuando esté prevista la prestación de dicha ayuda en el país. 

15.2 Los padres o tutores tendrán derecho a participar en las actuaciones y la autoridad competente podrá requerir 
su presencia en defensa del menor. No obstante, la autoridad competente podrá denegar la participación si existen 
motivos para presumir que la exclusión es necesaria en defensa del menor. 

16. Informes sobre investigaciones sociales 

16.1 Para facilitar la adopción de una decisión justa por parte de la autoridad competente, y a menos que se trate 
de delitos leves, antes de que esa autoridad dicte una resolución definitiva se efectuará una investigación completa 
sobre el medio social y las condiciones en que se desarrolla la vida del menor y sobre las circunstancias en las que se 
hubiere cometido el delito. 

17. Principios rectores de la sentencia y la resolución 

17.1 La decisión de la autoridad competente se ajustará a los siguientes principios: 

a. La respuesta que se dé al delito será siempre proporcionada, no sólo a las circunstancias y la gravedad del delito, 
sino también a las circunstancias y necesidades del menor, así como a las necesidades de la sociedad; 

b. Las restricciones a la libertad personal del menor se impondrán sólo tras cuidadoso estudio y se reducirán al 
mínimo posible; 

c. Sólo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el menor sea condenado por un acto grave 
en el que concurra violencia contra otra persona o por la reincidencia en cometer otros delitos graves, y siempre 
que no haya otra respuesta adecuada; 

d. En el examen de los casos se considerará primordial el bienestar del menor. 

17.2 Los delitos cometidos por menores no se sancionarán en ningún caso con la pena capital. 

17.3 Los menores no serán sancionados con penas corporales. 



135

Codigo de la Infancia y la Adolescencia 

Procuraduria General de la Nacion          

17.4 La autoridad competente podrá suspender el proceso en cualquier momento. 

18. Pluralidad de medidas resolutorias 

18.1 Para mayor flexibilidad y para evitar en la medida de lo posible el confinamiento en establecimientos penitenciarios, 
la autoridad competente podrá adoptar una amplia diversidad de decisiones. Entre tales decisiones, algunas de las 
cuales pueden aplicarse simultáneamente, figuran las siguientes: 

a.	Órdenes en materia de atención, orientación y supervisión; 
b.	Libertad vigilada; 
c.	Órdenes de prestación de servicios a la comunidad; 
d.	Sanciones económicas, indemnizaciones y devoluciones; 
e.	Órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de tratamiento; 
f.	 Órdenes de participar en sesiones de asesoramiento colectivo y en actividades análogas; 
g.	Órdenes relativas a hogares de guarda, comunidades de vida u otros establecimientos educativos; 
h.	Otras órdenes pertinentes. 

18.2 Ningún menor podrá ser sustraído, total o parcialmente, a la supervisión de sus padres, a no ser que las 
circunstancias de su caso lo hagan necesario.

19. Carácter excepcional del confinamiento en establecimientos penitenciarios 

19.1 El confinamiento de menores en establecimientos penitenciarios se utilizará en todo momento como último 
recurso y por el más breve plazo posible. 

20. Prevención de demoras innecesarias 

20.1 Todos los casos se tramitarán desde el comienzo de manera expedita y sin demoras innecesarias. 

21. Registros 

21.1 Los registros de menores delincuentes serán de carácter estrictamente confidencial y no podrán ser consultados 
por terceros. Sólo tendrán acceso a dichos archivos las personas que participen directamente en la tramitación de un 
caso en curso, así como otras personas debidamente autorizadas. 

21.2 Los registros de menores delincuentes no se utilizarán en procesos de adultos relativos a casos subsiguientes en 
los que esté implicado el mismo delincuente. 

22. Necesidad de personal especializado y capacitado 

22.1 Para garantizar la adquisición y el mantenimiento de la competencia profesional necesaria a todo el personal que 
se ocupa de casos de menores, se impartirá enseñanza profesional, cursos de capacitación durante el servicio y cursos 
de repaso, y se emplearán otros sistemas adecuados de instrucción. 

22.2 El personal encargado de administrar la justicia de menores responderá a las diversas características de los 
menores que entran en contacto con dicho sistema. Se procurará garantizar una representación equitativa de mujeres 
y de minorías en los organismos de justicia de menores. 
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CUARTA PARTE
TRATAMIENTO FUERA DE LOS ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS

23. Ejecución efectiva de la resolución 

23.1 Se adoptarán disposiciones adecuadas para la ejecución de las órdenes que dicte la autoridad competente, y que 
se mencionan en la regla 14.1, por esa misma autoridad o por otra distinta si las circunstancias así lo exigen. 

23.2 Dichas disposiciones incluirán la facultad otorgada a la autoridad competente para modificar dichas órdenes 
periódicamente según estime pertinente, a condición de que la modificación se efectúe en consonancia con los 
principios enunciados en las presentes Reglas.
 
24. Prestación de asistencia 

24.1 Se procurará proporcionar a los menores, en todas las etapas del procedimiento, asistencia en materia de 
alojamiento, enseñanza o capacitación profesional, empleo o cualquiera otra forma de asistencia, útil y práctica, para 
facilitar el proceso de rehabilitación. 

25. Movilización de voluntarios y otros servicios de carácter comunitario 

25.1 Se recurrirá a los voluntarios, a las organizaciones de voluntarios, a las instituciones locales y a otros recursos 
de la comunidad para que contribuyan eficazmente a la rehabilitación del menor en un ambiente comunitario y, en la 
forma en que ésta sea posible, en el seno de la unidad familiar. 

QUINTA PARTE
TRATAMIENTO EN ESTABLECIMIENTOS PENITENCIARIOS

26. Objetivos del tratamiento en establecimientos penitenciarios 

26.1 La capacitación y el tratamiento de menores confinados en establecimientos penitenciarios tienen por objeto garantizar 
su cuidado y protección, así como su educación y formación profesional para permitirles que desempeñen un papel 
constructivo y productivo en la sociedad. 

26.2 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios recibirán los cuidados, la protección y toda la 
asistencia necesaria –social, educacional, profesional, sicológica, médica y física– que puedan requerir debido a su 
edad, sexo y personalidad y en interés de su desarrollo sano. 

26.3 Los menores confinados en establecimientos penitenciarios se mantendrán separados de los adultos y estarán 
detenidos en un establecimiento separado o en una parte separada de un establecimiento en el que también estén 
encarcelados adultos. 

26.4 La delincuente joven confinada en un establecimiento merece especial atención en lo que atañe a sus necesidades 
y problemas personales. En ningún caso recibirá menos cuidados, protección, asistencia, tratamiento y capacitación 
que el delincuente joven. Se garantizará su tratamiento equitativo. 

26.5 En el interés y bienestar del menor confinado en un establecimiento penitenciario, tendrán derecho de acceso 
los padres o tutores. 

26.6 Se fomentará la cooperación entre los ministerios y los departamentos para dar formación académica o, según 
proceda, profesional adecuada al menor que se encuentre confinado en un establecimiento penitenciario a fin de 
garantizar que al salir no se encuentre en desventaja en el plano de la educación. 
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27. Aplicación de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas 

27.1 En principio, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos y las recomendaciones conexas serán 
aplicables en la medida pertinente al tratamiento de los menores delincuentes en establecimientos penitenciarios, 
inclusive los que estén en prisión preventiva. 

27.2 Con objeto de satisfacer las diversas necesidades del menor específicas a su edad, sexo y personalidad, se 
procurará aplicar los principios pertinentes de las mencionadas Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos en 
toda la medida de lo posible. 

28. Frecuente y pronta concesión de la libertad condicional 

28.1 La autoridad pertinente recurrirá en la mayor medida posible a la libertad condicional y la concederá tan pronto 
como sea posible.
 
28.2 Los menores en libertad condicional recibirán asistencia del correspondiente funcionario a cuya supervisión 
estarán sujetos, y el pleno apoyo de la comunidad. 

29. Sistemas intermedios 

29.1 Se procurará establecer sistemas intermedios como establecimientos de transición, hogares educativos, centros 
de capacitación diurnos y otros sistemas pertinentes que puedan facilitar la adecuada reintegración de los menores 
a la sociedad. 

SEXTA PARTE

INVESTIGACIÓN, PLANIFICACIÓN Y FORMULACIÓN 
Y EVALUACIÓN DE POLÍTICAS

30. La investigación como base de la planificación y de la formulación y la evaluación de políticas 

30.1 Se procurará organizar y fomentar las investigaciones necesarias como base para una planificación y una 
formulación de políticas que sean efectivas. 

30.2 Se procurará revisar y evaluar periódicamente las tendencias, los problemas y las causas de la delincuencia y 
criminalidad de menores, así como las diversas necesidades particulares del menor en custodia. 

30.3 Se procurará establecer con carácter regular un mecanismo de evaluación e investigación en el sistema de 
administración de justicia de menores y recopilar y analizar los datos y la información pertinentes con miras a la debida 
evaluación y perfeccionamiento ulterior de dicho sistema. 

30.4 La prestación de servicios en la administración de justicia de menores se preparará y ejecutará de modo 
sistemático como parte integrante de los esfuerzos de desarrollo nacional.
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CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su Resolución 44/25, 
de 20 de noviembre de 1989.

Entrada en vigor: 2 de septiembre de 1990, de conformidad con el artículo 49.

Aprobada por el Congreso de la República, mediante la Ley 12 de enero 22 de 1991 y publicada el 28 de 
enero de 1991.

PREÁMBULO

Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, 
la justicia y la paz en el mundo se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana,

Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos 
fundamentales del hombre y en la dignidad y el valor de la persona humana, y que han decidido promover el progreso 
social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad, 

Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en la Declaración Universal de Derechos Humanos 
y en los pactos internacionales de derechos humanos, que toda persona tiene todos los derechos y libertades 
enunciados en ellos, sin distinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra 
índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición, 

Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos las Naciones Unidas proclamaron que la infancia 
tiene derecho a cuidados y asistencia especiales, 

Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el 
bienestar de todos sus miembros, y en particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para 
poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad, 

Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad debe crecer en el seno de la familia, 
en un ambiente de felicidad, amor y comprensión, 

Considerando que el niño debe estar plenamente preparado para una vida independiente en sociedad y ser educado 
en el espíritu de los ideales proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un espíritu de paz, 
dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad, 

Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una protección especial ha sido enunciada en la Declaración 
de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño adoptada por la 
Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos 
pertinentes de los organismos especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar 
del niño, 

Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, “el niño, por su falta de madurez 
física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como después 
del nacimiento”, 
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Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios sociales y jurídicos relativos a la protección y el bienestar 
de los niños, con particular referencia a la adopción y la colocación en hogares de guarda, en los planos nacional e 
internacional; las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de menores (Reglas de 
Beijing) y la Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado, 

Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que viven en condiciones excepcionalmente difíciles y que 
esos niños necesitan especial consideración, 

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones y los valores culturales de cada pueblo para la 
protección y el desarrollo armonioso del niño, 

Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para el mejoramiento de las condiciones de vida de los 
niños en todos los países, en particular en los países en desarrollo, 

Han convenido en lo siguiente: 

PARTE I

Artículo 1. Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años 
de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. 

Artículo 2. 

1.	 Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto 
a su jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o 
de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra 
condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales. 

2.	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de 
discriminación o castigo por causa de la condición, las actividades, las opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus 
tutores o de sus familiares. 

Artículo 3. 

1.	 En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 
autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 

2.	 Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo 
en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán 
todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas. 

3.	 Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuidado o la protección 
de los niños cumplan las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, 
número y competencia de su personal, así como en relación con la existencia de una supervisión adecuada. 

Artículo 4. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar 
efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, 
sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, 
cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional. 

Artículo 5. Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres o, en su 
caso, de los miembros de la familia ampliada o de la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores 
u otras personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia con la evolución de sus facultades, 
dirección y orientación apropiadas para que el niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención. 
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Artículo 6. 

1.	 Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida. 

2.	 Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño. 

Artículo 7. 

1.	 El niño será inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una 
nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos. 

2.	 Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que 
hayan contraído en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de 
otro modo apátrida.

Artículo 8. 

1.	 Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y 
las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 

2.	 Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán 
prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad. 

Artículo 9.

1.	 Los Estados Partes velarán porque el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva 
de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal 
separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, 
en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe 
adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño. 

2.	 En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, se ofrecerá a todas las partes 
interesadas la oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus opiniones. 

3.	 Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales 
y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño.

4.	 Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por un Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, 
la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento debido a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del Estado) 
de uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, el Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres, al niño o, 
si procede, a otro familiar, información básica acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultase 
perjudicial para el bienestar del niño. 

5.	 Los Estados Partes se cerciorarán, además, de que la presentación de tal petición no entrañe por sí misma consecuencias 
desfavorables para la persona o personas interesadas.

Artículo 10. 

1.	 De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda 
solicitud hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir de él a los efectos de la reunión de la familia 
será atendida por los Estados Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán, además, que la 
presentación de tal petición no traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares. 

2.	 El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a mantener periódicamente, salvo en circunstancias 
excepcionales, relaciones personales y contactos directos con ambos padres. Con tal fin, y de conformidad con la obligación 
asumida por los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del artículo 9, los Estados Partes respetarán el derecho del niño y de sus 
padres a salir de cualquier país, incluido el propio, y de entrar en su propio país. El derecho de salir de cualquier país estará sujeto 
solamente a las restricciones estipuladas por ley y que sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, 
la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de otras personas y que estén en consonancia con los demás derechos 
reconocidos por la presente Convención. 

Artículo 11. 

1.	 Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los traslados ilícitos de niños al extranjero y la retención ilícita de niños 
en el extranjero. 

2.	 Para este fin, los Estados Partes promoverán la concertación de acuerdos bilaterales o multilaterales o la adhesión a acuerdos existentes. 
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Artículo 12. 

1.	 Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la 
edad y madurez del niño. 

2.	 Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte 
al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las normas de 
procedimiento de la ley nacional. 

Artículo 13. 

1.	 El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas 
de todo tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma artística o por cualquier otro medio 
elegido por el niño. 

2.	 El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restricciones, que serán únicamente las que la ley prevea y sean necesarias: 

3.	 Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o 

4.	 Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o para proteger la salud o la moral públicas. 

Artículo 14. 

1.	 Los Estados Partes respetarán el derecho del niño a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. 

2.	 Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño 
en el ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolución de sus facultades. 

3.	 La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley 
que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral o la salud públicos o los derechos y libertades fundamentales 
de los demás. 

Artículo 15. 

1.	 Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la libertad de asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas. 

2.	 No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos distintas de las establecidas de conformidad con la ley y que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional o pública, el orden público, la protección de la salud 
y la moral públicas o la protección de los derechos y libertades de los demás.

Artículo 16. 

1.	 Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia ni de 
ataques ilegales a su honra y a su reputación. 

2.	 El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o ataques. 

Artículo 17.

Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan los medios de comunicación y velarán porque el 
niño tenga acceso a información y material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial 
la información y el material que tengan por finalidad promover su bienestar social, espiritual y moral y su salud física y 
mental. Con tal objeto, los Estados Partes: 

a.  Alentarán a los medios de comunicación a difundir información y materiales de interés social y cultural para el niño, de conformidad 
con el espíritu del artículo 29; 

b. Promoverán la cooperación internacional en la producción, el intercambio y la difusión de esa información y esos materiales 
procedentes de diversas fuentes culturales, nacionales e internacionales; 

c.  Alentarán la producción y difusión de libros para niños; 

d.  Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particularmente en cuenta las necesidades lingüísticas del niño perteneciente 
a un grupo minoritario o que sea indígena; 
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e. Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger al niño contra toda información y material perjudicial para su 
bienestar, teniendo en cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18. 

Artículo 18. 

1.	 Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen 
obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los 
representantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el 
interés superior del niño. 

2.	 A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la presente Convención, los Estados Partes prestarán la 
asistencia apropiada a los padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza 
del niño y velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los niños. 

3.	 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse 
de los servicios e instalaciones de guarda de niños para los que reúnan las condiciones requeridas. 

Artículo 19. 

1.	 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al 
niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el 
abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona 
que lo tenga a su cargo. 

2.	 Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedimientos eficaces para el establecimiento de 
programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas 
de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de 
los casos antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, la intervención judicial. 

Artículo 20. 

1.	 Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese 
medio, tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado. 

2.	 Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes nacionales, otros tipos de cuidado para esos niños. 

3.	 Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares de guarda, la kafala del derecho islámico, la adopción o, de 
ser necesario, la colocación en instituciones adecuadas de protección de menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular 
atención a la conveniencia de que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico. 

Artículo 21. 

Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán de que el interés superior del niño sea 
la consideración primordial y: 

a.	Velarán porque la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, las que determinarán, con arreglo a las 
leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la información pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible 
en vista de la situación jurídica del niño en relación con sus padres, parientes y representantes legales y que, cuando así se requiera, 
las personas interesadas hayan dado con conocimiento de causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento 
que pueda ser necesario; 

b.	 Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como otro medio de cuidar del niño, en el caso de que éste no 
pueda ser colocado en un hogar de guarda o entregado a una familia adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada en el 
país de origen; 

c.	 Velarán porque el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de salvaguardias y normas equivalentes a las existentes respecto 
de la adopción en el país de origen; 

d.	 Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso de adopción en otro país, la colocación no dé lugar a 
beneficios financieros indebidos para quienes participan en ella; 

e.	 Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artículo mediante la concertación de arreglos o acuerdos bilaterales o 
multilaterales y se esforzarán, dentro de este marco, por garantizar que la colocación del niño en otro país se efectúe por medio de 
las autoridades u organismos competentes. 
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Artículo 22. 

1.	 Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el niño que trate de obtener el estatuto de refugiado o que sea 
considerado refugiado de conformidad con el derecho y los procedimientos internacionales o internos aplicables reciba, tanto si 
está solo como si está acompañado de sus padres o de cualquier otra persona, la protección y la asistencia humanitaria adecuadas 
para el disfrute de los derechos pertinentes enunciados en la presente Convención y en otros instrumentos internacionales de 
derechos humanos o de carácter humanitario en que dichos Estados sean partes. 

2.	 A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que estimen apropiada, en todos los esfuerzos de las Naciones Unidas y 
demás organizaciones intergubernamentales competentes u organizaciones no gubernamentales que cooperen con las Naciones 
Unidas por proteger y ayudar a todo niño refugiado y localizar a sus padres o a otros miembros de su familia, a fin de obtener 
la información necesaria para que se reúna con su familia. En los casos en que no se pueda localizar a ninguno de los padres o 
miembros de la familia, se concederá al niño la misma protección que a cualquier otro niño privado permanente o temporalmente 
de su medio familiar, por cualquier motivo, como se dispone en la presente Convención. 

Artículo 23. 

1.	 Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente impedido deberá disfrutar de una vida plena y decente en condiciones 
que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la participación activa del niño en la comunidad. 

2.	 Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impedido a recibir cuidados especiales y alentarán y asegurarán, con sujeción 
a los recursos disponibles, la prestación al niño que reúna las condiciones requeridas y a los responsables de su cuidado de la 
asistencia que se solicite y que sea adecuada al estado del niño y a las circunstancias de sus padres o de otras personas que 
cuiden de él. 

3.	 En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la asistencia que se preste conforme al párrafo 2 del presente artículo 
será gratuita siempre que sea posible, habida cuenta de la situación económica de los padres o de las otras personas que cuiden 
del niño, y estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servicios 
sanitarios, los servicios de rehabilitación, la preparación para el empleo y las oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios 
con el objeto de que el niño logre la integración social y el desarrollo individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la 
máxima medida posible. 

4.	 Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación internacional, el intercambio de información adecuada en la esfera 
de la atención sanitaria preventiva y del tratamiento médico, psicológico y funcional de los niños impedidos, incluida la difusión 
de información sobre los métodos de rehabilitación y los servicios de enseñanza y formación profesional, así como el acceso a 
esa información a fin de que los Estados Partes puedan mejorar su capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia en estas 
esferas. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo. 

Artículo 24. 

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de 
las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su 
derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. 

2.	 Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: 

a.	 Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; 

b.	 Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en 
el desarrollo de la atención primaria de salud; 

c.	 Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la 
aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta 
los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente; 

d.	 Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres; 

e.	 Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, conozcan los principios básicos de la salud 
y la nutrición de los niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención 
de accidentes, tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos; 

f.	 Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la educación y servicios en materia de planificación de la familia. 

3.	 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para abolir las prácticas tradicionales que sean 
perjudiciales para la salud de los niños. 
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4.	 Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación internacional con miras a lograr progresivamente la plena 
realización del derecho reconocido en el presente artículo. A este respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades de 
los países en desarrollo. 

Artículo 25. 

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido internado en un establecimiento por las autoridades 
competentes para los fines de atención, protección o tratamiento de su salud física o mental a un examen periódico del 
tratamiento a que esté sometido y de todas las demás circunstancias propias de su internación. 

Artículo 26. 

Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a beneficiarse de la seguridad social, incluso del seguro 
social, y adoptarán las medidas necesarias para lograr la plena realización de este derecho de conformidad con su 
legislación nacional. 

Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo en cuenta los recursos y la situación del niño y 
de las personas que sean responsables del mantenimiento del niño, así como cualquier otra consideración pertinente 
a una solicitud de prestaciones hecha por el niño o en su nombre. 

Artículo 27. 

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, 
moral y social. 

2.	 A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus 
posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño. 

3.	 Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas 
para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, 
proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda. 

4.	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u 
otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extranjero. 
En particular, cuando la persona que tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un Estado diferente de aquel en que 
resida el niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los convenios internacionales o la concertación de dichos convenios, 
así como la concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados. 

Artículo 28. 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones 
de igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en particular: 

a.	 Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos; 

b.	 Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y profesional, hacer que 
todos los niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza 
gratuita y la concesión de asistencia financiera en caso de necesidad; 

c.	 Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capacidad, por cuantos medios sean apropiados; 

d.	 Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas; 

e.	 Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas de deserción escolar. 

2.	 Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar porque la disciplina escolar se administre de modo 
compatible con la dignidad humana del niño y de conformidad con la presente Convención. 

3.	 Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional en cuestiones de educación, en particular a fin de contribuir 
a eliminar la ignorancia y el analfabetismo en todo el mundo y de facilitar el acceso a los conocimientos técnicos y a los métodos 
modernos de enseñanza. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo. 
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Artículo 29. Observación general sobre su aplicación. 

1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá estar encaminada a: 

a.	 Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física del niño hasta el máximo de sus posibilidades; 

b.	 Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de 
las Naciones Unidas; 

c.	 Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del 
país en que vive, del país de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya; 

d.	 Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de 
los sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y religiosos y personas de origen indígena; 

e.	 Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural. 

2.	 Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 se interpretará como una restricción de la libertad de los particulares 
y de las entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados 
en el párrafo 1 del presente artículo y de que la educación impartida en tales instituciones se ajuste a las normas mínimas que 
prescriba el Estado. 

Artículo 30. 

En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas de origen indígena, no se negará 
a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el derecho que le corresponde, en común con los 
demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión, o a emplear 
su propio idioma. 

Artículo 31. 

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias 
de su edad y a participar libremente en la vida cultural y en las artes. 

2.	 Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a participar plenamente en la vida cultural y artística y propiciarán 
oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, de participar en la vida cultural, artística, recreativa y de esparcimiento. 

 
Artículo 32. 

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económica y contra el desempeño de 
cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, 
mental, espiritual, moral o social. 

2.	 Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales para garantizar la aplicación del 
presente artículo. Con ese propósito y teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes de otros instrumentos internacionales, los 
Estados Partes, en particular: 

a. Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar; 

b. Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y condiciones de trabajo; 

c. Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para asegurar la aplicación efectiva del presente artículo. 

Artículo 33. 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, administrativas, sociales 
y educacionales, para proteger a los niños contra el uso ilícito de los estupefacientes y sustancias sicotrópicas 
enumeradas en los tratados internacionales pertinentes, y para impedir que se utilice a niños en la producción y el 
tráfico ilícitos de esas sustancias. 
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Artículo 34. 

Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con 
este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que 
sean necesarias para impedir: 

a. La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal; 

b. La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales; 

c. La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos. 

Artículo 35. 

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para 
impedir el secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma. 

Artículo 36. 

Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas de explotación que sean perjudiciales para 
cualquier aspecto de su bienestar. 

Artículo 37. 

Los Estados Partes velarán porque: 

a. Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni 
la de prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad; 

b. Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a 
cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda; 

c. Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y 
de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará 
separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto 
con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en circunstancias excepcionales; 

d. Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como 
derecho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un tribunal u otra autoridad competente, independiente e 
imparcial y a una pronta decisión sobre dicha acción. 

Artículo 38. 

1.	 Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar porque se respeten las normas del Derecho Internacional Humanitario que 
les sean aplicables en los conflictos armados y que sean pertinentes para el niño. 

2.	 Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar que las personas que aún no hayan cumplido los 15 años 
de edad no participen directamente en las hostilidades. 

3.	 Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las personas que no hayan cumplido los 15 años de edad. 
Si reclutan personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean menores de 18, los Estados Partes procurarán dar prioridad a 
los de más edad. 

4.	 De conformidad con las obligaciones dimanadas del Derecho Internacional Humanitario de proteger a la población civil durante los 
conflictos armados, los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los niños 
afectados por un conflicto armado. 

Artículo 39. 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológica y la 
reintegración social de todo niño víctima de: cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos armados. Esa recuperación y reintegración se llevarán 
a cabo en un ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño. 
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Artículo 40. 

1.	 Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse 
o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el 
valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan 
en cuenta la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del niño y de que éste asuma una función constructiva 
en la sociedad. 

2.	 Con este fin, y habida cuenta de las disposiciones pertinentes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garantizarán, 
en particular: 

a. Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas 
leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron; 

b. Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le 
garantice, por lo menos, lo siguiente: 

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley; 

ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea procedente, por intermedio de sus padres o sus representantes 
legales, de los cargos que pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y 
presentación de su defensa; 

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial en una 
audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que se 
considerare que ello fuere contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y a sus padres 
o representantes legales; 

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de 
cargo y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en condiciones de igualdad; 

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de 
ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley; 

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no comprende o no habla el idioma utilizado; 

vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento. 

3.	 Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades 
e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare 
culpables de haber infringido esas leyes, y en particular: 

a. El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes 
penales; 

b. Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en 
el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales. 

4.	 Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad 
vigilada, la colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades 
alternativas a la internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y 
que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la infracción. 

Artículo 41. 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más conducentes a la realización 
de los derechos del niño y que puedan estar recogidas en: 

a. El derecho de un Estado Parte; o 
b. El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 



Ley 1098 de 2006

148 Procuraduria General de la Nacion          

PARTE II

Artículo 42.

 Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente los principios y disposiciones de la Convención por 
medios eficaces y apropiados, tanto a los adultos como a los niños. 

Artículo 43. 

1.	 Con la finalidad de examinar los progresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados Partes en 
la presente Convención, se establecerá un Comité de los Derechos del Niño que desempeñará las funciones que a continuación 
se estipulan. 

2.	 El Comité estará integrado por diez expertos de gran integridad moral y reconocida competencia en las esferas reguladas por 
la presente Convención. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales y ejercerán sus 
funciones a título personal, teniéndose debidamente en cuenta la distribución geográfica, así como los principales sistemas 
jurídicos (enmienda). 

3.	 Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, de una lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada 
Estado Parte podrá designar a una persona escogida entre sus propios nacionales. 

4.	 La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la entrada en vigor de la presente Convención y ulteriormente 
cada dos años. Con cuatro meses, como mínimo, de antelación respecto de la fecha de cada elección, el Secretario General de las 
Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. 
El Secretario General preparará después una lista en la que figurarán por orden alfabético todos los candidatos propuestos, con 
indicación de los Estados Partes que los hayan designado, y la comunicará a los Estados Partes en la presente Convención. 

5.	 Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Estados Partes convocada por el Secretario General en la Sede de las Naciones 
Unidas. En esa reunión, en la que la presencia de dos tercios de los Estados Partes constituirá quórum, las personas seleccionadas 
para formar parte del Comité serán aquellos candidatos que obtengan el mayor número de votos y una mayoría absoluta de los 
votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

6.	 Los miembros del Comité serán elegidos por un período de cuatro años. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su 
candidatura. El mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente 
después de efectuada la primera elección, el presidente de la reunión en que ésta se celebre elegirá por sorteo los nombres de 
esos cinco miembros. 

7.	 Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por cualquier otra causa no puede seguir desempeñando sus funciones 
en el Comité, el Estado Parte que propuso a ese miembro designará entre sus propios nacionales a otro experto para ejercer el 
mandato hasta su término, a reserva de la aprobación del Comité. 

8.	 El Comité adoptará su propio reglamento. 

9.	 El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 

10.	 Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que 
determine el Comité. El Comité se reunirá normalmente todos los años. La duración de las reuniones del Comité será determinada 
y revisada, si procediera, por una reunión de los Estados Partes en la presente Convención, a reserva de la aprobación de la 
Asamblea General. 

11.	 El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las 
funciones del Comité establecido en virtud de la presente Convención. 

12.	 Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del Comité establecido en virtud de la presente Convención recibirán 
emolumentos con cargo a los fondos de las Naciones Unidas, según las condiciones que la Asamblea pueda establecer. 

Artículo 44. 

1.	 Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, informes 
sobre las medidas que hayan adoptado para dar efecto a los derechos reconocidos en la Convención y sobre el progreso que hayan 
realizado en cuanto al goce de esos derechos: 

a.	 En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada Estado Parte haya entrado en vigor la presente Convención; 

b.	 En lo sucesivo, cada cinco años. 
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2.	 Los informes preparados en virtud del presente artículo deberán indicar las circunstancias y dificultades, si las hubiere, que afecten 
al grado de cumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente Convención. Deberán asimismo, contener información 
suficiente para que el Comité tenga cabal comprensión de la aplicación de la Convención en el país de que se trate. 

3.	 Los Estados Partes que hayan presentado un informe inicial completo al Comité no necesitan repetir, en sucesivos informes 
presentados de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del párrafo 1 del presente artículo, la información básica presentada anteriormente. 

4.	 El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información relativa a la aplicación de la Convención. 

5.	 El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por conducto del Consejo Económico y Social, 
informes sobre sus actividades. 

6.	 Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión entre el público de sus países respectivos. 

Artículo 45.

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de estimular la cooperación internacional en la esfera 
regulada por la Convención: 

a.	 Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas tendrán 
derecho a estar representados en el examen de la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas 
en el ámbito de su mandato. El Comité podrá invitar a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la 
Infancia y a otros órganos competentes que considere apropiados a que proporcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación 
de la Convención en los sectores que son de incumbencia de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos 
especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas a que presenten informes 
sobre la aplicación de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en el ámbito de sus actividades; 

b.	 El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los organismos especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 
y a otros órganos competentes, los informes de los Estados Partes que contengan una solicitud de asesoramiento o de asistencia 
técnica, o en los que se indique esa necesidad, junto con las observaciones y sugerencias del Comité, si las hubiere, acerca de esas 
solicitudes o indicaciones; 

c.	 El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida al Secretario General que efectúe, en su nombre, estudios sobre 
cuestiones concretas relativas a los derechos del niño; 

d.	 El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones generales basadas en la información recibida en virtud de los artículos 
44 y 45 de la presente Convención. Dichas sugerencias y recomendaciones generales deberán transmitirse a los Estados Partes 
interesados y notificarse a la Asamblea General, junto con los comentarios, si los hubiere, de los Estados Partes. 

PARTE III

Artículo 46.

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. 

Artículo 47. 

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 48. 

La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 49. 

1.	 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento 
de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

2.	 Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido depositado el vigésimo instrumento de 
ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día después del depósito por tal Estado de su instrumento 
de ratificación o adhesión. 
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Artículo 50. 

1.	 Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que les notifiquen si desean que se convoque una 
conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes 
a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secretario General 
convocará una conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados Partes, 
presentes y votantes en la conferencia, será sometida por el Secretario General a la Asamblea General de las Naciones Unidas 
para su aprobación. 

2.	 Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes. 

3.	 Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás 
Estados Partes seguirán obligados por las disposiciones de la presente Convención y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado. 

Artículo 51. 

1.	 El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados el texto de las reservas formuladas por los 
Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito 
de la presente Convención. 

2.	 Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación hecha a ese efecto y dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien informará a todos los Estados. Esa notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción 
por el Secretario General. 

Artículo 52. 

Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación hecha por escrito al Secretario General 
de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida 
por el Secretario General. 

Artículo 53. 

Se designa depositario de la presente Convención al Secretario General de las Naciones Unidas. 

Artículo 54. 

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente 
auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
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EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos plenipotenciarios, debidamente autorizados para ello por sus 
respectivos gobiernos, han firmado la presente Convención. 

 
DIRECTRICES DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PREVENCIÓN

DE LA DELINCUENCIA JUVENIL
(DIRECTRICES DE RIAD)

Adoptadas y proclamadas por la Asamblea General en su Resolución 45/112, de 14 de diciembre de 1990. 

I. Principios fundamentales

1.	 La prevención de la delincuencia juvenil es parte esencial de la prevención del delito en la sociedad. Si los jóvenes 
se dedican a actividades lícitas y socialmente útiles, se orientan hacia la sociedad y enfocan la vida con criterio 
humanista, pueden adquirir actitudes no criminógenas. 

2.	 Para poder prevenir eficazmente la delincuencia juvenil es necesario que toda la sociedad procure un desarrollo 
armonioso de los adolescentes, y respete y cultive su personalidad a partir de la primera infancia. 

3.	 A los efectos de la interpretación de las presentes Directrices, se debe centrar la atención en el niño. Los jóvenes 
deben desempeñar una función activa y participativa en la sociedad y no deben ser considerados meros objetos 
de socialización o control. 

4.	 En la aplicación de las presentes Directrices y de conformidad con los ordenamientos jurídicos nacionales, los 
programas preventivos deben centrarse en el bienestar de los jóvenes desde su primera infancia. 

5.	 Deberá reconocerse la necesidad y la importancia de aplicar una política progresista de prevención de la 
delincuencia, así como de estudiar sistemáticamente y elaborar medidas pertinentes que eviten criminalizar y 
penalizar al niño por una conducta que no causa graves perjuicios a su desarrollo ni perjudica a los demás. La 
política y las medidas de esa índole deberán incluir: 

a.	 La creación de oportunidades, en particular educativas, para atender a las diversas necesidades de los jóvenes y servir de marco 
de apoyo para velar por el desarrollo personal de todos los jóvenes, en particular de aquellos que están patentemente en peligro o 
en situación de riesgo social y necesitan cuidado y protección especiales; 

b.	 La formulación de doctrinas y criterios especializados para la prevención de la delincuencia, basados en las leyes, los procesos, las 
instituciones, las instalaciones y una red de servicios, cuya finalidad sea reducir los motivos, la necesidad y las oportunidades de 
comisión de las infracciones o las condiciones que las propicien; 

c.	 Una intervención oficial que se guíe por la justicia y la equidad, y cuya finalidad primordial sea velar por el interés general de los jóvenes; 

d.	 La protección del bienestar, el desarrollo, los derechos y los intereses de todos los jóvenes; 

e.	 El reconocimiento del hecho de que el comportamiento o la conducta de los jóvenes que no se ajustan a los valores y normas generales 
de la sociedad son con frecuencia parte del proceso de maduración y crecimiento y tienden a desaparecer espontáneamente en la 
mayoría de las personas cuando llegan a la edad adulta; 

f.	 La conciencia de que, según la opinión predominante de los expertos, calificar a un joven de “extraviado”, “delincuente” o 
“predelincuente” a menudo contribuye a que los jóvenes desarrollen pautas permanentes de comportamiento indeseable. 

6.	 Deben crearse servicios y programas con base en la comunidad para la prevención de la delincuencia juvenil, 
sobre todo si no se han establecido todavía organismos oficiales. Sólo en última instancia ha de recurrirse a 
organismos oficiales de control social. 

II. Alcance de las Directrices

7.	 Las presentes Directrices deberán interpretarse y aplicarse en el marco general de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración de los Derechos del Niño, y la Convención sobre los Derechos 
del Niño, y en el contexto de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la justicia de 
menores (Reglas de Beijing), así como de otros instrumentos y normas relativos a los derechos, los intereses y el 
bienestar de todos los menores y jóvenes. 

8.	 Las presentes Directrices deberán igualmente aplicarse en el contexto de las condiciones económicas, sociales y 
culturales imperantes en cada uno de los Estados Miembros.
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III. Prevención general 

9.	 Deberán formularse en todos los niveles del gobierno planes generales de prevención que, entre otras 
cosas, comprendan: 

a.	 Análisis a fondo del problema y reseñas de programas y servicios, facilidades y recursos disponibles; 

b.	 Funciones bien definidas de los organismos, instituciones y personal competentes que se ocupan de actividades preventivas; 

c.	 Mecanismos para la coordinación adecuada de las actividades de prevención entre los organismos gubernamentales y no 
gubernamentales; 

d.	 Políticas, estrategias y programas basados en estudios de pronósticos que sean objeto de vigilancia permanente y evaluación 
cuidadosa en el curso de su aplicación; 

f.	 Métodos para disminuir eficazmente las oportunidades de cometer actos de delincuencia juvenil; 

g.	 Participación de la comunidad mediante una amplia gama de servicios y programas; 

i.	 Estrecha cooperación interdisciplinaria entre los gobiernos nacionales, estatales, provinciales y municipales, con la participación 
del sector privado, de ciudadanos representativos de la comunidad interesada y de organismos laborales, de cuidado del niño, 
de educación sanitaria, sociales, judiciales y de los servicios de aplicación de la ley en la adopción de medidas coordinadas para 
prevenir la delincuencia juvenil y los delitos de los jóvenes. 

j.	 Participación de los jóvenes en las políticas y en los procesos de prevención de la delincuencia juvenil, incluida la utilización de 
los recursos comunitarios, y la aplicación de programas de autoayuda juvenil y de indemnización y asistencia a las víctimas; 

k.	 Personal especializado en todos los niveles. 

IV. Procesos de socialización

10.	 Deberá prestarse especial atención a las políticas de prevención que favorezcan la socialización e integración 
eficaces de todos los niños y jóvenes, en particular por conducto de la familia, la comunidad, los grupos de jóvenes 
que se encuentran en condiciones similares, la escuela, la formación profesional y el medio laboral, así como 
mediante la acción de organizaciones voluntarias. Se deberá respetar debidamente el desarrollo personal de los 
niños y jóvenes y aceptarlos, en pie de igualdad, como copartícipes en los procesos de socialización e integración. 

A. La familia 

11. 	 Toda sociedad deberá asignar elevada prioridad a las necesidades y el bienestar de la familia y de todos sus miembros. 

12. 	 Dado que la familia es la unidad central encargada de la integración social primaria del niño, los gobiernos y 
la sociedad deben tratar de preservar la integridad de la familia, incluida la familia extensa. La sociedad tiene 
la obligación de ayudar a la familia a cuidar y proteger al niño y asegurar su bienestar físico y mental. Deberán 
prestarse servicios apropiados, inclusive de guarderías. 

13.	 Los gobiernos deberán adoptar una política que permita a los niños criarse en un ambiente familiar de estabilidad 
y bienestar. Deberán facilitarse servicios adecuados a las familias que necesiten asistencia para resolver 
situaciones de inestabilidad o conflicto. 

14.	 Cuando no exista un ambiente familiar de estabilidad y bienestar, los intentos de la comunidad por ayudar a los 
padres en este aspecto hayan fracasado y la familia extensa no pueda ya cumplir esta función, se deberá recurrir 
a otras posibles modalidades de colocación familiar, entre ellas los hogares de guarda y la adopción, que en la 
medida de lo posible deberán reproducir un ambiente familiar de estabilidad y bienestar y, al mismo tiempo, crear 
en los niños un sentimiento de permanencia, para evitar los problemas relacionados con el “desplazamiento” de 
un lugar a otro. 

15.	 Deberá prestarse especial atención a los niños de familias afectadas por problemas creados por cambios 
económicos, sociales y culturales rápidos y desiguales, en especial a los niños de familias indígenas o de 
inmigrantes y refugiados. Como tales cambios pueden perturbar la capacidad social de la familia para asegurar la 
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educación y crianza tradicionales de los hijos, a menudo como resultado de conflictos culturales o relacionados con 
el papel del padre o de la madre, será necesario elaborar modalidades innovadoras y socialmente constructivas 
para la socialización de los niños. 

16.	 Se deberán adoptar medidas y elaborar programas para dar a las familias la oportunidad de aprender las funciones 
y obligaciones de los padres en relación con el desarrollo y el cuidado de sus hijos, para lo cual se fomentarán 
relaciones positivas entre padres e hijos, se hará que los padres cobren conciencia de los problemas de los niños 
y los jóvenes y se fomentará la participación de los jóvenes en las actividades familiares y comunitarias.

17. 	 Los gobiernos deberán adoptar medidas para fomentar la unión y la armonía en la familia y desalentar la 
separación de los hijos de sus padres, salvo cuando circunstancias que afecten al bienestar y al futuro de los hijos 
no dejen otra opción viable. 

18.	 Es importante insistir en la función socializadora de la familia y de la familia extensa; es igualmente importante 
reconocer el papel futuro, las responsabilidades, la participación y la colaboración de los jóvenes en la sociedad. 

19.	 Al garantizar el derecho de los niños a una socialización adecuada, los gobiernos y otras instituciones deben 
basarse en los organismos sociales y jurídicos existentes pero, cuando las instituciones y costumbres tradicionales 
resulten insuficientes, deberán también prever y permitir medidas innovadoras. 

B. La educación 

20.	 Los gobiernos tienen la obligación de dar a todos los jóvenes acceso a la enseñanza pública. 

21.	 Los sistemas de educación, además de sus posibilidades de formación académica y profesional, deberán dedicar 
especial atención a: 

a. Enseñar los valores fundamentales y fomentar el respeto de la identidad propia y de las características culturales del niño, de los 
valores sociales del país en que vive el niño, de las civilizaciones diferentes de la suya y de los derechos humanos y libertades 
fundamentales; 

b.	 Fomentar y desarrollar en todo lo posible la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física de los jóvenes; 

c.	 Lograr que los jóvenes participen activa y eficazmente en el proceso educativo en lugar de ser meros objetos pasivos de dicho proceso; 

d.	 Desarrollar actividades que fomenten un sentimiento de identidad y pertenencia a la escuela y la comunidad; 

e.	 Alentar a los jóvenes a comprender y respetar opiniones y puntos de vista diversos, así como las diferencias culturales y de otra índole; 

f.	 Suministrar información y orientación en lo que se refiere a la formación profesional, las oportunidades de empleo y posibilidades 
de carrera; 

g.	 Proporcionar apoyo emocional positivo a los jóvenes y evitar el maltrato psicológico; 

h. Evitar las medidas disciplinarias severas, en particular los castigos corporales. 

22.	 Los sistemas de educación deberán tratar de trabajar en cooperación con los padres, las organizaciones 
comunitarias y los organismos que se ocupan de las actividades de los jóvenes. 

23.	 Deberá darse información a los jóvenes y a sus familias sobre la ley y sus derechos y obligaciones con respecto 
a la ley, así como sobre el sistema de valores universales, incluidos los instrumentos de las Naciones Unidas. 

24.	 Los sistemas de educación deberán cuidar y atender de manera especial a los jóvenes que se encuentren en 
situación de riesgo social. Deberán prepararse y utilizarse plenamente programas de prevención y materiales 
didácticos, planes de estudios, criterios e instrumentos especializados. 

25.	 Deberá prestarse especial atención a la adopción de políticas y estrategias generales de prevención del uso 
indebido, por los jóvenes, del alcohol, las drogas y otras sustancias. Deberá darse formación y dotarse de medios 
a maestros y otros profesionales a fin de prevenir y resolver estos problemas. Deberá darse a los estudiantes 
información sobre el empleo y el uso indebido de drogas, incluido el alcohol. 
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26.	 Las escuelas deberán servir de centros de información y consulta para prestar atención médica, asesoramiento y 
otros servicios a los jóvenes, sobre todo a los que están especialmente necesitados y son objeto de malos tratos, 
abandono, victimización y explotación. 

27.	 Se aplicarán diversos programas educativos para lograr que los maestros, otros adultos y los estudiantes 
comprendan los problemas, necesidades y preocupaciones de los jóvenes, especialmente de aquellos que 
pertenecen a grupos más necesitados, menos favorecidos, a grupos de bajos ingresos y a minorías étnicas u 
otros grupos minoritarios. 

28.	 Los sistemas escolares deberán tratar de alcanzar y promover los niveles profesionales y educativos más 
elevados en lo que respecta a programas de estudio, métodos y criterios didácticos y de aprendizaje, contratación 
y formación de personal docente capacitado. Deberá practicarse una supervisión y evaluación regulares de los 
resultados, tarea que se encomendará a las organizaciones profesionales y a los órganos competentes. 

29.	 En cooperación con grupos de la comunidad, los sistemas educativos deberán planificar, organizar y desarrollar 
actividades extracurriculares que sean de interés para los jóvenes. 

30.	 Deberá prestarse ayuda especial a niños y jóvenes que tengan dificultades para cumplir las normas de asistencia, 
así como a los que abandonan los estudios. 

31.	 Las escuelas deberán fomentar la adopción de políticas y normas equitativas y justas, y los estudiantes estarán 
representados en los órganos encargados de formular la política escolar, incluida la política disciplinaria, y 
participarán en la adopción de decisiones. 

C. La comunidad 

32.	 Deberán establecerse servicios y programas de carácter comunitario, o fortalecerse los ya existentes, que 
respondan a las necesidades, problemas, intereses e inquietudes especiales de los jóvenes y ofrezcan, a ellos y a 
sus familias, asesoramiento y orientación adecuados. 

33.	 Las comunidades deberán adoptar o reforzar una amplia gama de medidas de apoyo comunitario a los jóvenes, 
incluido el establecimiento de centros de desarrollo comunitario, instalaciones y servicios de recreo, a fin de hacer 
frente a los problemas especiales de los menores expuestos a riesgo social. Esta forma de ayuda deberá prestarse 
respetando los derechos individuales.

 
34.	 Deberán establecerse servicios especiales para brindar alojamiento adecuado a los jóvenes que no puedan seguir 

viviendo en sus hogares o que carezcan de hogar. 

35.	 Se organizarán diversos servicios y sistemas de ayuda para hacer frente a las dificultades que experimentan los 
jóvenes al pasar a la edad adulta. Entre estos servicios deberán figurar programas especiales para los jóvenes 
toxicómanos en los que se dé máxima importancia a los cuidados, el asesoramiento, la asistencia y a las medidas 
de carácter terapéutico. 

36.	 Los gobiernos y otras instituciones deberán dar apoyo financiero y de otra índole a las organizaciones voluntarias 
que prestan servicios a los jóvenes. 

37.	 En el plano local deberán crearse o reforzarse organizaciones juveniles que participen plenamente en la gestión 
de los asuntos comunitarios. Estas organizaciones deberán alentar a los jóvenes a organizar proyectos colectivos 
y voluntarios, en particular proyectos cuya finalidad sea prestar ayuda a los jóvenes que la necesiten. 

38.	 Los organismos gubernamentales deberán asumir especialmente la responsabilidad del cuidado de los niños sin 
hogar o los niños de la calle y de proporcionarles los servicios que necesiten. Deberá hacerse fácilmente accesible 
a los jóvenes la información acerca de servicios locales, alojamiento, empleo y otras formas y fuentes de ayuda. 
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39.	 Deberá organizarse una gran variedad de instalaciones y servicios recreativos de especial interés para los jóvenes, 
a los que éstos tengan fácil acceso. 

D. Los medios de comunicación 

40.	 Deberá alentarse a los medios de comunicación a que garanticen que los jóvenes tengan acceso a información y 
material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales. 

41.	 Deberá alentarse a los medios de comunicación a que den a conocer la contribución positiva de los jóvenes a 
la sociedad. 

42.	 Deberá alentarse a los medios de comunicación a que difundan información relativa a la existencia en la sociedad 
de servicios, instalaciones y oportunidades destinados a los jóvenes. 

43.	 Deberá instarse a los medios de comunicación en general, y a la televisión y al cine en particular, a que reduzcan 
al mínimo el nivel de pornografía, drogadicción y violencia en sus mensajes y den una imagen desfavorable de 
la violencia y la explotación, eviten presentaciones degradantes especialmente de los niños, de la mujer y de las 
relaciones interpersonales y fomenten los principios y modelos de carácter igualitario. 

44.	 Los medios de comunicación deberán percatarse de la importancia de su función y su responsabilidad sociales, 
así como de su influencia en las comunicaciones relacionadas con el uso indebido de drogas y alcohol entre los 
jóvenes. Deberán utilizar su poder para prevenir el uso indebido de drogas mediante mensajes coherentes con un 
criterio equilibrado. Deberán fomentar campañas eficaces de lucha contra las drogas en todos los niveles. 

V. Política social

45.	 Los organismos gubernamentales deberán asignar elevada prioridad a los planes y programas dedicados a los 
jóvenes y suministrar suficientes fondos y recursos de otro tipo para prestar servicios eficaces, proporcionar las 
instalaciones y el personal para brindar servicios adecuados de atención médica, salud mental, nutrición, vivienda 
y otros servicios necesarios, en particular de prevención y tratamiento del uso indebido de drogas y alcohol, y 
cerciorarse de que esos recursos lleguen a los jóvenes y redunden realmente en beneficio de ellos. 

46.	 Sólo deberá recluirse a los jóvenes en instituciones como último recurso y por el período mínimo necesario, y 
deberá darse máxima importancia a los propios intereses del joven. Los criterios para autorizar una intervención 
oficial de esta índole deberán definirse estrictamente y limitarse a las situaciones siguientes: a) cuando el niño o 
joven haya sufrido lesiones físicas causadas por los padres o tutores; b) cuando el niño o joven haya sido víctima 
de malos tratos sexuales, físicos o emocionales por parte de los padres o tutores; c) cuando el niño o joven haya 
sido descuidado, abandonado o explotado por los padres o tutores; d) cuando el niño o joven se vea amenazado 
por un peligro físico o moral debido al comportamiento de los padres o tutores; y e)cuando se haya manifestado 
en el propio comportamiento del niño o del joven un grave peligro físico o psicológico para el niño o el joven mismo 
y ni los padres o tutores, ni el propio joven ni los servicios comunitarios no residenciales puedan hacer frente a 
dicho peligro por otro medio que no sea la reclusión en una institución. 

47.	 Los organismos gubernamentales deberán dar a los jóvenes oportunidad de continuar su educación a jornada 
completa, financiada por el Estado cuando los padres o tutores no los puedan mantener, y de adquirir experiencia 
profesional. 

48.	 Los programas de prevención de la delincuencia deberán planificarse y ejecutarse sobre la base de conclusiones 
fiables que sean resultado de una investigación científica, y periódicamente deberán ser supervisados, evaluados 
y readaptados en consonancia con esas conclusiones. 

49.	 Deberá difundirse entre la comunidad profesional y el público en general información científica acerca del tipo de 
comportamiento o de situación que pueda resultar en la victimización de los jóvenes, en daños y malos tratos físicos 
y sicológicos contra ellos o en su explotación. 
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50.	 La participación en todos los planes y programas deberá ser, en general, voluntaria. Los propios jóvenes deberán 
intervenir en su formulación, desarrollo y ejecución. 

51.	 Los gobiernos deberán comenzar a estudiar o seguir estudiando, formulando y aplicando políticas, medidas y 
estrategias dentro y fuera del sistema de justicia penal para prevenir la violencia en el hogar contra los jóvenes o 
que los afecte, y garantizar un trato justo a las víctimas de ese tipo de violencia. 

VI. Legislación y administración de la justicia de menores

52.	 Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes y procedimientos especiales para fomentar y proteger los 
derechos y el bienestar de todos los jóvenes. 

53.	 Deberán promulgarse y aplicarse leyes que prohíban la victimización, los malos tratos y la explotación de los niños 
y jóvenes, así como su utilización para actividades delictivas. 

54.	 Ningún niño o joven deberá ser objeto de medidas de corrección o castigo severos o degradantes en el hogar, en 
la escuela ni en ninguna otra institución. 

55.	 Deberán aprobarse y aplicarse leyes para limitar y controlar el acceso de los niños y jóvenes a las armas de 
cualquier tipo. 

56.	 A fin de impedir que prosiga la estigmatización, victimización y criminalización de los jóvenes, deberán promulgarse 
leyes que garanticen que ningún acto que no sea considerado delito ni sea sancionado cuando lo comete un 
adulto se considere delito ni sea objeto de sanción cuando es cometido por un joven. 

57.	 Debería considerarse la posibilidad de establecer un puesto de mediador o un órgano análogo independiente para 
los jóvenes que garantice el respeto de su condición jurídica, sus derechos y sus intereses, así como la posibilidad de 
remitir los casos a los servicios disponibles. El mediador u otro órgano designado supervisaría además la aplicación 
de las Directrices de RIAD, las Reglas de Beijing y las Reglas para la protección de los menores privados de libertad. 
El mediador u otro órgano publicaría periódicamente un informe sobre los progresos alcanzados y las dificultades 
encontradas en el proceso de aplicación. Se deberían establecer también servicios de defensa jurídica del niño. 

58.	 Deberá capacitarse personal de ambos sexos encargado de hacer cumplir la ley y de otras funciones pertinentes 
para que pueda atender a las necesidades especiales de los jóvenes; ese personal deberá estar al corriente de los 
programas y posibilidades de remisión a otros servicios, y recurrir a ellos en la medida de lo posible con el fin de 
sustraer a los jóvenes al sistema de justicia penal. 

59.	 Deberán promulgarse y aplicarse estrictamente leyes para proteger a los niños y a los jóvenes del uso indebido 
de drogas y de los traficantes de droga. 

VII. Investigación, formulación de normas y coordinación

60. 	 Se procurará fomentar la interacción y coordinación, con carácter multidisciplinario e intradisciplinario, de los 
organismos y servicios económicos, sociales, educativos y de salud con el sistema de justicia, los organismos 
dedicados a los jóvenes, a la comunidad y al desarrollo y otras instituciones pertinentes, y deberán establecerse 
los mecanismos apropiados a tal efecto. 

61. 	 Deberá intensificarse, en los planos nacional, regional e internacional, el intercambio de información, experiencia 
y conocimientos técnicos obtenidos gracias a los proyectos, programas, prácticas e iniciativas relacionadas con la 
delincuencia juvenil, la prevención de la delincuencia y la justicia de menores. 

62.	 Deberá promoverse e intensificarse la cooperación regional e internacional en asuntos relativos a la delincuencia 
juvenil, la prevención de la delincuencia juvenil y la justicia de menores, con la participación de profesionales, 
expertos y autoridades. 
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63. 	 Todos los gobiernos, el sistema de las Naciones Unidas y otras organizaciones interesadas deberán apoyar 
firmemente la cooperación técnica y científica en asuntos prácticos relacionados con la formulación de normas, en 
particular en los proyectos experimentales, de capacitación y demostración, sobre cuestiones concretas relativas 
a la prevención de la delincuencia juvenil y de delitos cometidos por jóvenes. 

64. 	 Deberá alentarse la colaboración en las actividades de investigación científica sobre las modalidades eficaces de 
prevención de la delincuencia juvenil y de los delitos cometidos por jóvenes y difundirse ampliamente y evaluarse 
sus conclusiones. 

65.	 Los órganos, institutos, organismos y oficinas competentes de las Naciones Unidas deberán mantener una 
estrecha colaboración y coordinación en distintas cuestiones relacionadas con los niños, la justicia de menores y 
la prevención de la delincuencia juvenil y de los delitos cometidos por jóvenes. 

66.	 Sobre la base de las presentes Directrices, la Secretaría de las Naciones Unidas, en cooperación con las instituciones 
interesadas, deberá desempeñar un papel activo de la investigación, colaboración científica, formulación de 
opciones de política, y en el examen y supervisión de su aplicación, y servir de fuente de información fidedigna 
acerca de modalidades eficaces para la prevención de la delincuencia. 
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CONVENIO RELATIVO A LA PROTECCIÓN DEL NIÑO Y A LA COOPERACIÓN 
EN MATERIA DE ADOPCIÓN INTERNACIONAL

(Hecho el 29 de mayo de 1993, entrado en vigor el 1º de mayo de 1995)

Los Estados signatarios del presente Convenio,
Reconociendo que para el desarrollo armónico de su personalidad, el niño debe crecer en un medio familiar, en un 
clima de felicidad, amor y comprensión, 

Recordando que cada Estado debería tomar, con carácter prioritario, medidas adecuadas que permitan mantener al 
niño en su familia de origen, 

Reconociendo que la adopción internacional puede presentar la ventaja de dar una familia permanente a un niño que 
no puede encontrar una familia adecuada en su Estado de origen, 

Convencidos de la necesidad de adoptar medidas que garanticen que las adopciones internacionales tengan lugar 
en consideración al interés superior del niño y al respeto a sus derechos fundamentales, así como para prevenir la 
sustracción, la venta o el tráfico de niños, 

Deseando establecer a tal efecto disposiciones comunes que tomen en consideración los principios reconocidos por 
instrumentos internacionales, especialmente por el Convenio de las Naciones Unidas sobre los derechos del niño, de 
20 de noviembre de 1989, y por la Declaración de Naciones Unidas sobre los principios sociales y jurídicos aplicables 
a la protección y al bienestar de los niños, considerados sobre todo desde el ángulo de las prácticas en materia de 
adopción y de colocación familiar en los planos nacional e internacional (Resolución de la Asamblea General 41/85, 
de 3 de diciembre de 1986), 

Han acordado las disposiciones siguientes: 

CAPITULO I - ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO

Artículo 1 

El presente Convenio tiene por objeto: 

a.	establecer garantías para que las adopciones internacionales tengan lugar en consideración al interés superior del 
niño y al respeto a los derechos fundamentales que le reconoce el Derecho internacional; 

b.	instaurar un sistema de cooperación entre los Estados contratantes que asegure el respeto a dichas garantías y, 
en consecuencia, prevenga la sustracción, la venta o el tráfico de niños; 

c.	asegurar el reconocimiento en los Estados contratantes de las adopciones realizadas de acuerdo con el Convenio. 

Artículo 2 

1.	 El Convenio se aplica cuando un niño con residencia habitual en un Estado contratante (“el Estado de origen”) ha sido, es o va a ser 
desplazado a otro Estado contratante (“el Estado de recepción”), bien después de su adopción en el Estado de origen por cónyuges 
o por una persona con residencia habitual en el Estado de recepción, bien con la finalidad de realizar tal adopción en el Estado de 
recepción o en el Estado de origen. 

2.	 El Convenio sólo se refiere a las adopciones que establecen un vínculo de filiación. 

Artículo 3 

El Convenio deja de aplicarse si no se han otorgado las aceptaciones a las que se refiere el articulo 17, apartado c), 
antes de que el niño alcance la edad de dieciocho años. 
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CAPITULO II -  CONDICIONES DE LAS ADOPCIONES INTERNACIONALES
Artículo 4 

Las adopciones consideradas por el Convenio solo pueden tener lugar cuando las Autoridades competentes del Estado 
de origen: 

a.	han establecido que el niño es adoptable; 
b.	han constatado, después de haber examinado adecuadamente las posibilidades de colocación del niño en su 

Estado de origen, que una adopción internacional responde al interés superior del niño; 
c.	se han asegurado de que 

1.	 las personas, instituciones y autoridades cuyo consentimiento se requiera para la adopción han sido convenientemente 
asesoradas y debidamente informadas de las consecuencias de su consentimiento, en particular en relación al mantenimiento 
o ruptura, en virtud de la adopción, de los vínculos jurídicos entre el niño y su familia de origen, 

2.	 tales personas, instituciones y autoridades han dado su consentimiento libremente, en la forma legalmente prevista y que este 
consentimiento ha sido dado o constatado por escrito, 

3.	 los consentimientos no se han obtenido mediante pago o compensación de clase alguna y que tales consentimientos no han 
sido revocados, y 

4.	 el consentimiento de la madre, cuando sea exigido, se ha dado únicamente después del nacimiento del niño; y 

d.	se han asegurado, teniendo en cuenta la edad y el grado de madurez del niño, de que, 

1.	 ha sido convenientemente asesorado y debidamente informado sobre las consecuencias de la adopción y de su consentimiento 
a la adopción, cuando este sea necesario, 

2.	 se han tomado en consideración los deseos y opiniones del niño, 

3.	 el consentimiento del niño a la adopción, cuando sea necesario, ha sido dado libremente, en la forma legalmente prevista y 
que este consentimiento ha sido dado o constatado por escrito, y 

4.	 el consentimiento no ha sido obtenido mediante pago o compensación de clase alguna. 

Artículo 5 

Las adopciones consideradas por el Convenio solo pueden tener lugar cuando las Autoridades competentes del Estado 
de recepción: 

a.	 han constatado que los futuros padres adoptivos son adecuados y aptos para adoptar; 

b.	 se han asegurado de que los futuros padres adoptivos han sido convenientemente asesorados; y 

c.	 han constatado que el niño ha sido o será autorizado a entrar y residir permanentemente en dicho Estado. 
 

CAPITULO III - AUTORIDADES CENTRALES Y ORGANISMOS ACREDITADOS

Artículo 6 

1.	 Todo Estado contratante designará una Autoridad Central encargada de dar cumplimiento a las obligaciones que 
el Convenio le impone. 

2.	 Un Estado federal, un Estado en el que están en vigor diversos sistemas jurídicos o un Estado con unidades 
territoriales autónomas puede designar más de una Autoridad Central y especificar la extensión territorial o 
personal de sus funciones.   El Estado que haga uso de esta facultad, designará la Autoridad Central a la que 
puede dirigirse toda comunicación para su transmisión a la Autoridad central competente dentro de ese Estado. 

Artículo 7 

1.	 Las Autoridades Centrales deberán cooperar entre ellas y promover una colaboración entre las Autoridades competentes 
de sus respectivos Estados para asegurar la protección de los niños y alcanzar los demás objetivos del Convenio. 
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2.	 Tomarán directamente todas las medidas adecuadas para: 
a.	 proporcionar información sobre la legislación de sus Estados en materia de adopción y otras informaciones generales, tales como 

estadísticas y formularios; 

b.	 informarse mutuamente sobre el funcionamiento del Convenio y, en la medida de lo posible, suprimir los obstáculos para su aplicación. 

Artículo 8 

Las Autoridades Centrales tomarán, directamente o con la cooperación de autoridades públicas, todas las medidas 
apropiadas para prevenir beneficios materiales indebidos en relación a una adopción y para impedir toda práctica 
contraria a los objetivos del Convenio. 

Artículo 9 

Las Autoridades Centrales tomarán, ya sea directamente o con la cooperación de Autoridades públicas o de otros 
organismos debidamente acreditados en su Estado, todas las medidas apropiadas, en especial para: 

a.	 reunir, conservar e intercambiar información relativa a la situación del niño y de los futuros padres adoptivos en la medida necesaria 
para realizar la adopción; 

b.	 facilitar, seguir y activar el procedimiento de adopción; 

c.	 promover, en sus respectivos Estados, el desarrollo de servicios de asesoramiento en materia de adopción y para el seguimiento de 
las adopciones; 

d.	 intercambiar informes generales de evaluación sobre las experiencias en materia de adopción internacional. 

e.	 responder, en la medida en que lo permita la ley de su Estado, a las solicitudes de información motivadas respecto a una situación 
particular de adopción formuladas por otras Autoridades centrales o por autoridades publicas. 

Artículo 10 

Sólo pueden obtener y conservar la acreditación los organismos que demuestren su aptitud para cumplir correctamente 
las funciones que pudieran confiárseles. 

Artículo 11 

Un organismo acreditado debe: 

a. perseguir únicamente fines no lucrativos, en las condiciones y dentro de los limites fijados por las autoridades competentes del 
Estado que lo haya acreditado; 

b. ser dirigido y administrado por personas cualificadas por su integridad moral y por su formación o experiencia para actuar en el 
ámbito de la adopción internacional; y 

c. estar sometido al control de las autoridades competentes de dicho Estado en cuanto a su composición, funcionamiento y situación 
financiera. 

Artículo 12 

Un organismo acreditado en un Estado contratante solo podrá actuar en otro Estado contratante si ha sido autorizado 
por las autoridades competentes de ambos Estados. 

Artículo 13 

La designación de las Autoridades centrales y, en su caso, el ámbito de sus funciones, así como el nombre y dirección 
de los organismos acreditados, serán comunicados por cada Estado contratante a la Oficina Permanente de la 
Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado. 
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CAPITULO IV - CONDICIONES DE PROCEDIMIENTO RESPECTO A LAS ADOPCIONES INTERNACIONALES

Artículo 14 

Las personas con residencia habitual en un Estado contratante que deseen adoptar un niño cuya residencia habitual 
este en otro Estado contratante, deberán dirigirse a la Autoridad Central del Estado de su residencia habitual. 

Artículo 15 

1.	 Si la Autoridad Central del Estado de recepción considera que los solicitantes son adecuados y aptos para adoptar, preparará un 
informe que contenga información sobre su identidad, capacidad jurídica y aptitud para adoptar, su situación personal, familiar y 
médica, su medio social, los motivos que les animan, su aptitud para asumir una adopción internacional así como sobre los niños 
que estarían en condiciones de tomar a su cargo. 

2.	 Esta Autoridad Central transmitirá el informe a la Autoridad Central del Estado de origen. 

Artículo 16 

1.	 Si la Autoridad Central del Estado de origen considera que el niño es adoptable, 

a. preparará un informe, que contenga información sobre la identidad del niño, su adoptabilidad, su medio social, su evolución personal 
y familiar, su historia médica y la de su familia, así como sobre sus necesidades particulares; 

b. se asegurará de que se han tenido debidamente en cuenta las condiciones de educación del niño así como su origen étnico, religioso 
y cultural; 

c. se asegurará de que se han obtenido los consentimientos previstos en el articulo 4; y 

d. constatará si, basándose especialmente en los informes relativos al niño y a los futuros padres adoptivos, la colocación prevista 
obedece al interés superior del niño. 

2.	 Esta Autoridad Central transmitirá a la Autoridad Central del Estado de recepción su informe sobre el niño, 
la prueba de que se han obtenido los consentimientos requeridos y la motivación de la decisión relativa a la 
colocación, procurando no revelar la identidad de la madre y el padre, si en el Estado de origen no puede 
divulgarse su identidad. 

Artículo 17 

En el Estado de origen sólo se podrá confiar al niño a los futuros padres adoptivos si 

a.	 la Autoridad Central del Estado de origen se ha asegurado de que los futuros padres adoptivos han manifestado su acuerdo; 

b.	 la Autoridad Central del Estado de recepción ha aprobado tal decisión, si así lo requiere la ley de dicho Estado  o la Autoridad Central 
del Estado de origen; 

c.	 las Autoridades Centrales de ambos Estados están de acuerdo en que se siga el procedimiento de adopción; y 

d.	 se ha constatado, de acuerdo con el artículo 5, que los futuros padres adoptivos son adecuados y aptos para adoptar y que el niño 
ha sido o será autorizado a entrar y residir permanentemente en el Estado de recepción.

 
Artículo 18 

Las Autoridades Centrales de ambos Estados tomarán todas las medidas necesarias para que el niño reciba la 
autorización de salida del Estado de origen así como de entrada y residencia permanente en el Estado de recepción.  

Artículo 19 

1.	 Sólo se podrá desplazar al niño al Estado de recepción si se han observado las exigencias del artículo 17. 

2.	 Las  Autoridades Centrales de ambos Estados se asegurarán de que el desplazamiento se realice con toda seguridad, en condiciones 
adecuadas y, cuando sea posible, en compañía de los padres adoptivos o de los futuros padres adoptivos. 
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3.	 Si no se produce el desplazamiento del niño, los informes a los que se refieren los artículos 15 y 16 serán devueltos a las 
autoridades que los hayan expedido. 

Artículo 20 

Las Autoridades Centrales se mantendrán informadas sobre el procedimiento de adopción y las medidas adoptadas 
para finalizarlo, así como sobre el desarrollo del período probatorio, si fuera requerido. 

Artículo 21 

1.	 Si la adopción debe tener lugar en el Estado de recepción tras el desplazamiento del niño y la Autoridad Central de dicho Estado 
considera que el mantenimiento del niño en la familia de recepción ya no responde a su interés superior, esta Autoridad Central 
tomará las medidas necesarias para la protección del niño, especialmente para: 

a. retirar al niño de las personas que deseaban adoptarlo y ocuparse de su cuidado provisional; 

b. en consulta con la Autoridad Central del Estado de origen, asegurar sin dilación una nueva colocación del niño en vistas a su 
adopción o, en su defecto, una colocación alternativa de carácter duradero; la adopción del niño solo podrá tener lugar si la 
Autoridad Central del Estado de origen ha sido debidamente informada sobre los nuevos padres adoptivos; 

c. como último recurso, asegurar el retorno del niño al Estado de origen, si así lo exige su interés. 

2.	 Teniendo en cuenta especialmente la edad y grado de madurez del niño, se le consultará y, en su caso, se obtendrá su consentimiento 
en relación a las medidas a tomar conforme al presente artículo. 

Artículo 22 

1.	 Las funciones atribuidas a la Autoridad Central por el presente Capitulo pueden ser ejercidas por autoridades publicas o por 
organismos acreditados conforme al Capítulo III, en la medida prevista por la ley de este Estado. 

2.	 Todo Estado contratante podrá declarar ante el depositario del Convenio que las funciones conferidas a la Autoridad Central por 
los artículos 15 a 21 podrán también ser ejercidas en ese Estado, dentro de los limites permitidos por la ley y bajo el control de las 
Autoridades competentes de dicho Estado, por personas u organismos que: 

a.	 cumplan las condiciones de integridad, competencia profesional, experiencia y responsabilidad exigidas por dicho Estado; y 

b.	 estén capacitadas por su calificación ética y por su  formación o experiencia para trabajar en el ámbito de la adopción internacional. 

3.	 El Estado contratante que efectúe la declaración prevista en el apartado 2 informará con regularidad a la Oficina Permanente de la 
Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado de los nombres y direcciones de estos organismos y personas. 

4.	 Todo Estado contratante podrá declarar ante el depositario del Convenio que las adopciones de niños cuya residencia habitual esté 
situada en su territorio solo podrán tener lugar si las funciones conferidas a las Autoridades Centrales se ejercen de acuerdo con 
el apartado primero. 

5.	 A pesar de que se haya realizado la declaración prevista en el apartado 2, los informes previstos en los artículos 15 y 16 se 
prepararán, en todo caso, bajo la responsabilidad de la Autoridad Central o de otras autoridades u organismos de acuerdo con el 
apartado primero. 

CAPITULO V -  RECONOCIMIENTO Y EFECTOS DE LA ADOPCIÓN

Artículo 23 

1.	 Una adopción certificada como conforme al Convenio por la autoridad competente del Estado donde ha tenido lugar, será reconocida 
de pleno derecho en los demás Estados contratantes. La certificación especificará cuándo y por quien han sido otorgadas las 
aceptaciones a las que se refiere el articulo 17, apartado c). 

2.	 Todo Estado contratante, en el momento de la firma, la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, notificará al depositario 
del Convenio la identidad y las funciones de la autoridad o autoridades que, en dicho Estado, son competentes para expedir la 
certificación. Notificará asimismo cualquier modificación en la designación de estas autoridades. 

Artículo 24 

Solo podrá denegarse el reconocimiento de una adopción en un Estado contratante si dicha adopción es manifiestamente 
contraria a su orden público, teniendo en cuenta el interés superior del niño. 
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Artículo 25 

Todo Estado contratante puede declarar ante el depositario del Convenio que no reconocerá en virtud de las disposiciones 
del mismo las adopciones hechas conforme a un acuerdo concluido en aplicación del articulo 39, apartado 2. 

Artículo 26 

1. El reconocimiento de la adopción comporta el reconocimiento 
a.	 del vínculo de filiación entre el niño y sus padres adoptivos; 
b.	 de la responsabilidad de los padres adoptivos respecto al hijo; 
c.	 de la ruptura del vínculo de filiación preexistente entre el niño y su madre y su padre, si la adopción produce este efecto en el Estado 

contratante en que ha tenido lugar. 
2.	 Si la adopción tiene como efecto la ruptura del vínculo preexistente de filiación, el niño gozará, en el Estado de recepción y en 

todo otro Estado contratante en que se reconozca la adopción, de derechos equivalentes a los que resultan de una adopción que 
produzca tal efecto en cada uno de esos Estados. 

3.	 Los apartados precedentes no impedirán la aplicación de disposiciones más favorables al niño que estén en vigor en el Estado 
contratante que reconozca la adopción. 

Artículo 27 

1.	 Si una adopción realizada en el Estado de origen no tiene por efecto la ruptura del vínculo de filiación preexistente, en el Estado 
de recepción que reconozca la adopción conforme al Convenio dicha adopción podrá ser convertida en un adopción que produzca 
tal efecto, si 

a. la ley del Estado de recepción lo permite; y 
b. los consentimientos exigidos en el articulo 4, apartados c) y d), han sido o son otorgados para tal adopción; 

2.	 El artículo 23 se aplicará a la decisión sobre la conversión de la adopción. 

 
CAPITULO VI - DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 28 

El Convenio no afecta a ley alguna de un Estado de origen que exija que la adopción de un niño con residencia 
habitual en ese Estado tenga lugar en ese Estado o que prohíba la colocación del niño en el Estado de recepción o su 
desplazamiento al Estado de recepción antes de la adopción. 

Artículo 29 

No habrá contacto alguno entre los futuros padres adoptivos y los padres del niño u otras personas que tengan la 
guarda de éste hasta que se hayan cumplido las condiciones de los art. 4, apartados a) a c) y del articulo 5, apartado a), 
salvo cuando la adopción del niño tenga lugar entre familiares o salvo que se cumplan las condiciones que establezca 
la autoridad competente del Estado de origen. 

Artículo 30 

1.	 Las autoridades competentes de un Estado contratante asegurarán la conservación de la información de la que dispongan relativa 
a los orígenes del niño, en particular la información respecto a la identidad de sus padres así como la historia médica del niño y 
de su familia. 

2.	 Dichas autoridades asegurarán el acceso, con el debido asesoramiento, del niño o de su representante a esta información en la 
medida en que lo permita la ley de dicho Estado. 

Artículo 31 

Sin perjuicio de lo establecido en el art. 30, los datos personales que se obtengan o transmitan conforme al Convenio, en 
particular aquellos a los que se refieren los artículos 15 y 16,  no podrán utilizarse para fines distintos de aquellos para 
los que se obtuvieron o transmitieron. 
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Artículo 32 

1.	 Nadie puede obtener beneficios materiales indebidos, como consecuencia de una intervención relativa a una adopción internacional. 

2.	 Solo se podrán reclamar y pagar costes y gastos, incluyendo los honorarios profesionales razonables de las personas que han 
intervenido en la adopción. 

3.	 Los directores, administradores y empleados de organismos que intervengan en la adopción no podrán recibir remuneraciones 
desproporcionadas en relación a los servicios prestados. 

Artículo 33 

Toda Autoridad competente que constate que no se ha respetado o que existe un riesgo manifiesto de que no sea 
respetada alguna de las disposiciones del Convenio, informará inmediatamente a la Autoridad Central de su Estado. 
Dicha Autoridad Central tendrá la responsabilidad de asegurar que se toman las medidas adecuadas. 
 
Artículo 34 

Si la autoridad competente del Estado de destino de un documento así lo requiere, deberá proporcionarse una 
traducción auténtica. Salvo que se disponga lo contrario, los costes de tal traducción correrán a cargo de los futuros 
padres adoptivos. 

Artículo 35 

Las autoridades competentes de los Estados contratantes actuarán con celeridad en los procedimientos de adopción. 

Artículo 36 

En relación a un Estado que tenga, en materia de adopción, dos o más sistemas jurídicos aplicables en distintas 
unidades territoriales: 

a.	 cualquier referencia a la residencia habitual en dicho Estado se interpretará como una referencia a la residencia habitual en una 
unidad territorial de dicho Estado; 

b.	 cualquier referencia a la ley de dicho Estado se interpretará como una referencia a la ley vigente en la correspondiente unidad territorial; 

c.	 cualquier   referencia a las autoridades competentes o a las autoridades públicas de dicho Estado se interpretará como una 
referencia a las autoridades autorizadas para actuar en la correspondiente unidad territorial; 

d.	 cualquier referencia a los organismos acreditados de dicho Estado se interpretará como una referencia a los organismos acreditados 
en la correspondiente unidad territorial. 

Artículo 37 

En relación a un Estado que tenga, en materia de adopción, dos o más sistemas jurídicos aplicables a diferentes 
categorías de personas, toda referencia a la ley de ese Estado se interpretará como una referencia al sistema jurídico 
determinado por la ley de dicho Estado. 

Artículo 38
 
Un Estado contratante en el que distintas unidades territoriales tengan sus propias normas en materia de adopción 
no estará obligado a aplicar las normas del Convenio cuando un Estado con un sistema jurídico unitario no estaría 
obligado a hacerlo. 

Artículo 39 

1.	 El Convenio no derogará a los instrumentos internacionales en que los Estados contratantes sean partes y que contengan 
disposiciones sobre materias reguladas por el presente Convenio, salvo declaración en contrario de los Estados vinculados por 
dichos instrumentos. 
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2.	 Todo Estado contratante podrá concluir con uno o más Estados contratantes acuerdos para favorecer la aplicación del Convenio en 
sus relaciones recíprocas. Estos acuerdos sólo podrán derogar las disposiciones contenidas en los artículos 14 a 16 y 18 a 21. Los 
Estados que concluyan tales acuerdos transmitirán una copia de los mismos al depositario del presente Convenio. 

Artículo 40 

No se admitirá reserva alguna al Convenio. 

Artículo 41 

El Convenio se aplicará siempre que una solicitud formulada conforme al articulo 14 sea recibida después de la entrada 
en vigor del Convenio en el Estado de origen y en el Estado de recepción. 

Artículo 42 

El Secretario General de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado convocará periódicamente una 
Comisión especial para examinar el funcionamiento práctico del Convenio. 

CAPITULO VII - CLÁUSULAS FINALES

Artículo 43 

1.	 El Convenio estará abierto a la firma de los Estados que fueren miembros de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 
Privado cuando se celebró su Decimoséptima Sesión y de los demás Estados participantes en dicha Sesión. 

2.	 Será ratificado, aceptado o aprobado, y los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en el Ministerio de 
Asuntos Exteriores del Reino de los Países Bajos, depositario del Convenio. 

Artículo 44 

1.	 Cualquier otro Estado podrá adherirse al Convenio después de su entrada en vigor en virtud del apartado 1 del artículo 46. 

2.	 El instrumento de adhesión se depositará en poder del depositario. 

3.	 La adhesión solo surtirá efecto en las relaciones entre el Estado adherente y los Estados contratantes que no hubiesen formulado 
objeción a la adhesión en los seis meses siguientes a la recepción de la notificación a que se refiere el apartado b) del artículo 48.  
Podrá asimismo formular una objeción al respecto cualquier Estado en el momento de la ratificación, aceptación o aprobación del 
Convenio posterior a la adhesión.  Dichas objeciones serán notificadas al depositario del Convenio. 

Artículo 45 

1.	 Cuando un Estado comprenda dos o más unidades territoriales en las que se apliquen sistemas jurídicos diferentes en lo que 
se refiere a cuestiones reguladas por el presente Convenio, podrá declarar, en el momento de la firma, ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, que el Convenio se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o varias de ellas y podrá 
en cualquier momento modificar esta declaración haciendo otra nueva. 

2.	 Toda declaración de esta naturaleza será notificada al depositario del  Convenio y en ella se indicarán expresamente las unidades 
territoriales a las que el Convenio será aplicable. 

3.	 En el caso de que un Estado no formule declaración alguna al amparo del presente artículo, el Convenio se aplicara a la totalidad 
del territorio de dicho Estado. 

Artículo 46 

1.	 El Convenio entrará en vigor el día primero del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses después del depósito del 
tercer instrumento de ratificación, de aceptación o de aprobación previsto en el artículo 43. 

2.	 En lo sucesivo, el Convenio entrará en vigor: 

a. para cada Estado que lo ratifique, acepte o apruebe posteriormente, o se adhiera al mismo, el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un período de tres meses después del depósito de su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión; 
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b. para las unidades territoriales a las que se haya hecho extensiva la aplicación del Convenio de conformidad con el artículo 45, el 
día primero del mes siguiente a la expiración de un período de tres meses después de la notificación prevista en dicho artículo. 

Artículo 47 

1.	 Todo Estado parte en el presente Convenio podrá denunciarlo mediante notificación por escrito dirigida al depositario. 

2.	 La denuncia surtirá efecto el día primero del mes siguiente a la expiración de un período de doce meses después de la fecha de 
recepción de la notificación por el depositario del Convenio.  En caso de que en la notificación se fije un período más largo para 
que la denuncia surta efecto, ésta tendrá efecto cuando transcurra dicho período, que se contará a partir de la fecha de recepción 
de la notificación. 

Artículo 48 

El depositario del Convenio notificará a los Estados miembros de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional 
Privado así como a los demás Estados participantes en la Decimoséptima Sesión   y a los Estados que se hayan 
adherido de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44: 

a.	 las firmas, ratificaciones, aceptaciones y aprobaciones a que se refiere el artículo 43; 

b.	 las adhesiones y las objeciones a las mismas a que se refiere el artículo 44; 

c.	 la fecha en la que el Convenio entrará en vigor de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46; 

d.	 las declaraciones y designaciones a que se refieren los artículos 22, 23, 25 y 45; 

e.	 los acuerdos a que se refiere el artículo 39; 

f.	 las denuncias a que se refiere el artículo 47. 

En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, han firmado el presente Convenio. 

Hecho en La Haya, el 29 de mayo de 1993, en francés e inglés, siendo ambos textos igualmente auténticos, en un 
solo ejemplar, que será depositado en los archivos del Gobierno del Reino de los Países Bajos y del cual se remitirá 
por vía diplomática una copia autentica a cada uno de los Estados miembros de la Conferencia de La Haya de Derecho 
Internacional Privado en el momento de celebrarse su Decimoséptima Sesión así como a cada uno de los demás 
Estados que han participado en dicha Sesión. 
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DECRETO 4652 DE 2006
(Diciembre 27)

Por el cual se reglamenta el artículo 216 de la Ley 1098 de 2006.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,
En uso de sus facultades constitucionales, especialmente la señalada en el numeral 11 del artículo 189 de la 

Constitución Política,

CONSIDERANDO:

Que el Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes, regulado en la Ley 1098 de 2006 “por la cual se expide 
el Código de la Infancia y la Adolescencia”, debe estar dirigido a garantizar los derechos de los adolescentes, 
especialmente aquellos relacionados con la administración de justicia y su intervención en las actuaciones judiciales 
originadas en los delitos cometidos por adolescentes, así como la intervención y reparación de las víctimas; 

Que en el Sistema Penal para Adolescentes, el proceso y las medidas adoptadas son de carácter específico, pedagógico 
y diferenciado respecto al sistema de adultos; 

Que para garantizar el cumplimiento de los principios del Sistema Penal de Adolescentes y su adecuada aplicación, se 
requiere contar con los fundamentos técnicos, financieros, presupuestales y de gestión que permitan su implementación 
gradual con base en una planeación adecuada; 

Que en virtud de lo anterior, 

DECRETA:

Artículo 1º. Implementación gradual del Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes. La implementación 
gradual del Sistema Penal para Adolescentes comprende todos los procesos dirigidos a la preparación de su entrada 
en operación, tales como: 

1.	 Estudios técnicos, financieros y presupuestales, infraestructura física y tecnológica y modelos de gestión y talento humano. 

2.	 Organización de las competencias territoriales, adecuación de plantas de personal e implementación del modelo de gestión y 
centros de servicios judiciales. 

3.	 Formación de funcionarios y empleados del Sistema de Responsabilidad Penal de Adolescentes. 

4.	 Adecuación de la infraestructura física y tecnológica. 

Parágrafo. Los anteriores procesos se iniciarán por parte del Consejo Superior de la Judicatura en coordinación con el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, a partir del 1° de enero de 2007, y la puesta en operación del Sistema 
de Responsabilidad Penal para Adolescentes tendrá lugar a más tardar el día quince (15) de marzo de 2007, en 
los distritos judiciales señalados en el presente decreto. 

Artículo 2º. Gradualidad. El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes operará gradualmente, de 
conformidad con las siguientes fases: 

1.	 Primera Fase: Distritos Judiciales de Bogotá y Cali. Iniciará su operación a más tardar el día quince (15) de marzo de 2007. 

2.	 Segunda Fase: Distritos Judiciales de Medellín, Armenia, Pereira, Manizales, Buga, Bucaramanga, San Gil, Tunja y Santa Rosa. 
Iniciará su operación a más tardar el día primero (1º) de enero de 2008. 

3.	 Tercera Fase: Distritos Judiciales de Cundinamarca, Antioquia, Ibagué, Neiva, Cúcuta y Pamplona. Iniciará su operación a más 
tardar el día primero (1°) de julio de 2008. 

4.	 Cuarta Fase: Distritos Judiciales de Barranquilla, Santa Marta, Cartagena, Riohacha, Sincelejo, Montería, Valledupar y San 
Andrés. Iniciará su operación a más tardar el día primero (1°) de enero de 2009. 
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5.	 Quinta Fase: Distritos Judiciales de Villavicencio, Pasto, Quibdó, Yopal, Florencia y Arauca. Iniciará su operación a más tardar el 
día primero (1°) de julio de 2009. 

Parágrafo. La implementación de las distintas fases que establece este artículo estará sujeta a los recursos que para 
tal efecto se apropien en el Presupuesto General de la Nación. 

Artículo 3º. Las entidades que forman parte del Sistema Penal para Adolescentes prestarán su concurso y dispondrán 
lo pertinente para la implementación y puesta en operación del Sistema Penal de Adolescentes, de conformidad con 
los recursos que para el efecto destine el Gobierno Nacional. 

Artículo 4º. El presente decreto rige a partir de su publicación. 

Publíquese y cúmplase. 
Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2006. 

Álvaro Uribe Vélez                                                           
El Ministro del Interior y de Justicia, 
Carlos Holguín Sardi. 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público                          
Alberto Carrasquilla Barrera 
El Ministro de la Protección Social, 
Diego Palacio Betancourt. 
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MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA

DECRETO NÚMERO 578 DE 2007
(Marzo 02)

Por medio del cual se corrigen unos yerros de la Ley 1098 de noviembre 8 de 2006 “por la 
cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia” y se deroga el Decreto 4011 de 2006.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

En ejercicio de sus facultades legales conferidas por el artículo 45 de la Ley 4ª 
de 1913, y 

CONSIDERANDO:

Que sancionada y promulgada la Ley 1098 de noviembre 08 de 2006, se advirtieron errores mecanográficos. 

Que el artículo 45 de la Ley 4ª de 1913, Código de Régimen Político y Municipal, preceptúa que los yerros caligráficos 
o tipográficos en las citas o referencias de unas leyes a otras no perjudicarán y deberán ser modificados por los 
respectivos funcionarios, cuando no quede duda en cuanto a la voluntad del legislador. 

Que la Corte Constitucional en Sentencia C-520 de 1998, señala que corresponde al Presidente de la República 
corregir errores caligráficos o tipográficos de las leyes, cuando estos no alteren su sentido real. 

Que en la Ley 1098 de noviembre 08 de 2006, se presentaron yerros en el inciso tercero del artículo 73, al citarse el 
artículo 70, correspondiendo el artículo 71 de la ley. En el artículo 138, al citarse el artículo 51, correspondiendo el 52 
de la Ley, y en el inciso segundo del artículo 216, al citarse el artículo 198, correspondiendo el artículo 199 de la Ley. 

Que en mérito de lo expuesto, 

DECRETA:

Artículo 1º. Corríjase el inciso tercero del artículo 73 de la Ley 1098 de 2006, el cual quedará así: 

“En la asignación de familia que realice el Comité de Adopción, se dará prelación a las familias colombianas de 
conformidad con lo establecido en el artículo 71 de este Código. El incumplimiento de esta norma dará lugar a las 
sanciones disciplinarias del caso e invalidará la citada asignación”. 

Artículo 2º. Corríjase el artículo 138 de la Ley 1098 de 2006, el cual quedará así: 

“Artículo 138. Obligación especial para las autoridades competentes de restablecimiento de derechos. En 
todos los casos y de manera inmediata a su conocimiento, la autoridad competente deberá realizar la verificación de la 
garantía de derechos ordenada en el artículo 52 de esta Ley”. 

Artículo 3º. Corríjase el inciso segundo del artículo 216 de la Ley 1098 de 2006, el cual quedará así: 

“El artículo 199 relativo a los beneficios y mecanismos sustitutivos entrará en vigencia a partir de la promulgación de 
la presente Ley”. 

Artículo 4º. Publíquese en el Diario Oficial la Ley 1098 de noviembre 08 de 2006 con las correcciones que se establecen 
en el presente Decreto. 
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Artículo 5º. Derógase el Decreto 4011 de 2006. 

Artículo 6º. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 

Publíquese y Cúmplase 

Dado en Bogotá a los 02 días de mes de marzo de 2007. 
Álvaro Uribe Vélez 
El Ministro del Interior y de Justicia 
Carlos Holguín Sard
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DECRETO 1494 DE 2007
(mayo 4)

Por el cual se modifica el artículo 2º del Decreto 4652  de 27 de diciembre de 2006.

El Ministro del Interior y de Justicia de Colombia, delegatario de funciones Presidenciales,

En virtud del Decreto 1418 de abril 26 de 2007, en uso de sus facultades constitucionales, especialmente la 
señalada en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política,

DECRETA:

Artículo 1º. Modificase el artículo 2° del Decreto 4652 de 2006, el cual quedará así:

“Artículo 2º. Gradualidad. El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes operará gradualmente, de 
conformidad con las siguientes fases:

”1. Primera Fase. Distritos Judiciales de Bogotá y Cali. Iniciará su operación a más tardar el día quince (15) de marzo 
de 2007.

”2. Segunda Fase. Distritos Judiciales de Medellín, Armenia, Pereira, Manizales, Buga, Bucaramanga, San Gil, 
Popayán, Tunja y Santa Rosa. Iniciará su operación a más tardar el día primero (1°) de enero de 2008.

”3. Tercera Fase. Distritos Judiciales de Cundinamarca, Antioquia, Ibagué, Neiva, Cúcuta, y Pamplona. Iniciará su 
operación a más tardar el día primero (1°) de julio de 2008.

”4. Cuarta Fase. Distritos Judiciales de Barranquilla, Santa Marta, Cartagena, Riohacha, Sincelejo, Montería, Valledupar 
y San Andrés. Iniciará su operación a más tardar el día primero (1°) de enero de 2009.

”5. Quinta Fase. Distritos Judiciales de Villavicencio, Pasto, Quibdó, Yopal, Florencia y Arauca. Iniciará su operación a 
más tardar el día primero (1°) de julio de 2009.

”Parágrafo. La implementación de las distintas fases que establece este artículo estará sujeta a los recursos que para 
tal efecto se apropien en el presupuesto general de la Nación”.

Artículo 2º. El presente decreto rige a partir de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 4 de mayo de 2007.

El Ministro del Interior y de Justicia,
Carlos Holguin Sardi.
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DECRETO 3951 DE 2007

(octubre 12)

Diario Oficial Nº 46.779 de 12 de octubre de 2007

Por el cual se modifica el artículo 2º del Decreto 4652 de 27 de diciembre de 2006, modificado por el Decreto 1494 
del 4 de mayo de 2007.

El Presidente de la República de Colombia,

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas por el numeral 11 del artículo 
189 de la Constitución Política,

DECRETA:

Artículo 1º. Modificase el artículo 2° del Decreto 4652 de 2006, modificado por el Decreto 1494 del 4 de mayo de 
2007, el cual quedará así:  

“Artículo 2º. Gradualidad. El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes operará gradualmente, de 
conformidad con las siguientes fases:

”1. Primera fase. Distritos Judiciales de Bogotá y Cali. Iniciará su operación a más tardar el día quince (15) de marzo 
de 2007. 

”2. Segunda fase. Distritos Judiciales de Medellín, Armenia, Pereira, Manizales y Buga. Iniciará su operación a más 
tardar el día primero (1°) de abril de 2008.

”3. Tercera fase. Distritos Judiciales de Bucaramanga, San Gil, Popayán, Tunja, Santa Rosa de Viterbo, Cundinamarca 
y Antioquia. Iniciará su operación a más tardar el día primero (1°) de octubre de 2008. 

”4. Cuarta fase. Distritos Judiciales de Ibagué, Neiva, Cúcuta, Pamplona Barranquilla, Santa Marta, Cartagena, 
Riohacha, Sincelejo, Montería y Valledupar. Iniciará su operación a más tardar el día primero (1°) de abril de 2009. 

”5. Quinta fase. Distritos Judiciales de San Andrés, Villavicencio, Pasto, Quibdó, Yopal, Florencia y Arauca. Iniciará su 
operación a más tardar el día primero (1°) de octubre de 2009.

”Parágrafo. La implementación de las distintas fases que establece este artículo estará sujeta a los recursos que para 
tal efecto se apropien en el Presupuesto General de la Nación”.

Artículo 2º. El presente decreto rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 12 de octubre de 2007.

Álvaro Uribe Vélez
El Ministro del Interior y de Justicia,
Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Oscar Iván Zuluaga Escobar.
El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.
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DECRETO 4840 DE 2007

(diciembre 17)

por el cual se reglamentan los artículos 52, 77, 79, 82, 83, 84, 86, 87, 96, 98, 99, 100, 105, 111 y 205 de la Ley 
1098 de 2006.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las contenidas en el numeral 11 del artículo 
189 de la Constitución Política y las conferidas en la Ley 1098 de 2006,

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con el inciso 2° del artículo 84 de la Ley 1098 de 2006, el Gobierno Nacional debe fijar las 
orientaciones y criterios de carácter técnico y presupuestal para la creación y funcionamiento de las Comisarías de 
Familia en el territorio nacional;

Que los Concejos Distritales y Municipales deben dar cumplimiento a la orden de creación de las Comisarías de Familia, 
prevista en el parágrafo segundo del artículo 84 de la Ley 1098 de 2006, como obligación prevalente e ineludible de 
la prestación del servicio correspondiente para cumplir los cometidos del Código y cuya inobservancia da lugar a las 
sanciones previstas por el Código Disciplinario Único;

Que en virtud de lo normado por el artículo 79 del Código de la Infancia y la Adolescencia, las Defensorías de Familia son 
dependencias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar cuya misión es prevenir, garantizar y restablecer los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes;

Que en virtud de lo previsto en los artículos 83 y 86 de la Ley 1098 de 2006, las Comisarías de Familia son organismos 
distritales o municipales, o intermunicipales, cuya misión es prevenir, garantizar, restablecer y reparar los derechos de 
los miembros de la familia conculcados por situaciones de violencia intrafamiliar y las demás establecidas por la ley;
Que para facilitar la operatividad del Código de la Infancia y la Adolescencia, se hace necesario reglamentar lo relacionado 
con las competencias concurrentes entre los Defensores de Familia y los Comisarios de Familia, atendiendo al componente 
misional de cada una de ellos, para lograr una atención digna y humana, así como la optimización y el aprovechamiento de 
los recursos humanos, técnicos y presupuestales;

Que corresponde al Estado a través de sus autoridades garantizar la plena efectividad de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, bajo el amparo de los principios de interés superior, prevalencia de sus derechos, protección 
integral y corresponsabilidad.

DECRETA:
Capítulo I

Creación, organización y composición de las Comisarías de Familia

Artículo 1º. Responsabilidad para la creación, composición y organización de las Comisarías de Familia. Para 
dar cumplimiento a la obligación señalada en la Ley 1098 de 2006, para la creación, composición y organización de 
las Comisarías de Familia, a partir de la vigencia fiscal 2008, los distritos y municipios deberán incorporar en el Plan 
Operativo Anual de Inversiones y en el presupuesto de la entidad territorial, un rubro que asegure el desarrollo del 
objeto misional de la Comisaría de Familia.

Artículo 2º. Financiación de las Comisarías de Familia. Para la creación, composición y organización de las 
Comisarías de Familia, los Concejos Distritales y Municipales deberán tener en cuenta las siguientes orientaciones de 
orden presupuestal, conforme a la autonomía constitucional que rige a las entidades territoriales:

a. Los salarios del Comisario de Familia y de los integrantes del equipo interdisciplinario de conformidad con lo 
previsto en el inciso segundo del artículo 84 de la Ley 1098 de 2006, se podrán financiar con cargo a los recursos 
de participación de propósito general de forzosa inversión, en otros sectores;
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b. Los demás gastos de funcionamiento inherentes a los servicios personales y servicios generales de dichas 
dependencias se atenderán con los ingresos corrientes de libre destinación, de conformidad con la Ley 617 de 2000.

Parágrafo 1º. Dentro de la autonomía prevista en los numerales 1 y 6 del artículo 313 y los numerales 3, 4 y 7 del 
artículo 315 de la Constitución Política, podrán las autoridades distritales o municipales elegir los mecanismos jurídicos 
y presupuestales necesarios para dar cumplimiento a la obligación prevista en el presente artículo.

Parágrafo 2º. Corresponderá al Departamento Administrativo de In Función Pública asistir técnicamente y capacitar 
a las entidades territoriales en la organización e implementación de las Comisarías de Familia, en la creación de esta 
dependencia, la modificación de la planta de personal, el ajuste a los manuales de funciones y competencias laborales, 
conforme a la normativa vigente, en particular a la Ley 909 de 2004, el Decreto-Ley 785 de 2005 y los Decretos 1227 
y 2239 de 2005.

Artículo 3º. Clasificación de los municipios por densidad de población. Para efectos del inciso segundo del artículo 
84 de la Ley 1098 de 2006, se entenderá por densidad de población el número de habitantes del respectivo distrito o 
municipio. En ese sentido, los distritos o municipios de mayor y mediana densidad de población obligados a contar con 
el equipo interdisciplinario, se clasifican conforme a la siguiente categorización establecida en el artículo 6° de la Ley 
136 de 1994, modificado por el artículo 2° de la Ley 617 de 2000, así:

1. Municipios de mayor densidad de población. Corresponden a esta clasificación los distritos o municipios de 
categoría especial y de primera categoría, así:

	 Categoría especial. Todos aquellos distritos o municipios con población superior o igual a quinientos mil uno 
(500.001) habitantes.

	 Primera categoría. Todos aquellos distritos o municipios con población comprendida entre cien mil uno (100.001) 
y quinientos mil (500.000) habitantes.

2. Municipios de mediana densidad de población. Corresponden a esta clasificación los distritos o municipios de 
segunda categoría, así:

	 Segunda categoría. Todos aquellos distritos o municipios con población comprendida entre cincuenta mil uno 
(50.001) y cien mil (100.000) habitantes.

3. Municipios de menor densidad de población. Corresponden a esta clasificación los distritos o municipios de las 
categorías tercera, cuarta, quinta y sexta, con población igual o inferior a 50.000 habitantes.

Artículo 4º. Número de Comisarías de Familia en proporción a la densidad de población. Para atender 
eficientemente las necesidades del servicio, los distritos y municipios contarán con Comisarías de Familia según la 
densidad de población, así:

Municipios de mayor densidad de población:
Todos los distritos o municipios ubicados en la categoría especial deberán tener como mínimo una Comisaría por cada 
250.000 habitantes o fracción superior a 100.000 habitantes.

Todos aquellos distritos o municipios ubicados en la primera categoría, deberán como mínimo tener una Comisaría por 
cada 150.000 habitantes o fracción superior a 100.000 habitantes.

Municipios de mediana y menor densidad de población:
Los municipios de mediana y menor densidad de población contarán al menos con una Comisaría de Familia en los 
términos del inciso primero del artículo 84 de la Ley 1098 de 2006.



175

Codigo de la Infancia y la Adolescencia 

Procuraduria General de la Nacion          

Parágrafo. El número de Comisarías de Familia de los distritos o municipios a que se refiere el presente artículo deberá 
aumentarse atendiendo a otros factores relacionados con las necesidades del servicio, tales como dispersión de la 
población, recurrencia de la problemática de violencia intrafamiliar, maltrato infantil u otros aspectos asociados a las 
problemáticas sociales, que corresponderá determinar a cada entidad territorial dentro de su autonomía.

Artículo 5º. Comisarías de Familia en los municipios de menor densidad de población. Los municipios de menor 
densidad de población que no tuvieren la capacidad de garantizar la sostenibilidad de la Comisaría de Familia y su 
equipo interdisciplinario, podrán organizar Comisarías de Familia Intermunicipales mediante convenio, asociación de 
municipio y otras modalidades de integración, para cumplir con la obligación que les impone el Código de la Infancia 
y la Adolescencia.

Serán criterios para definir la integración de la asociación de municipios, la celebración de los convenios o cualquier 
otra modalidad de integración a que se refiere este artículo los siguientes:

a.	Las características semejantes a nivel social, físico, cultural, económico y otros aspectos comunes;
b.	La disponibilidad de sistemas de conectividad vial y transporte público permanente;
c. La Comisaría de Familia deberá instalarse en el municipio que garantice mejor ubicación en términos de tiempo 

de desplazamiento para todos los que pertenecen a la asociación de municipios servida.

Serán alternativas para la integración de la asociación de municipios, celebración de convenios o cualquier otra 
modalidad de integración a que se refiere este artículo, las siguientes:

1.	 Dos municipios de uno o más departamentos podrán mediante convenio, asociación de municipios u otra modalidad de integración, 
conformar las Comisarías de Familia Intermunicipales, integradas por el Comisario de Familia y los profesionales del equipo 
interdisciplinario.

2.	 Dos municipios de uno o más departamentos podrán designar cada uno su propio Comisario de Familia y, mediante convenio, 
asociación de municipios u otra modalidad de integración, designar a los profesionales que integran el equipo interdisciplinario 
común a ellos.

Parágrafo 1º. En cualquiera de las modalidades de creación de las Comisarías de Familia previstas en este decreto 
o aquellas modalidades elegidas por las entidades territoriales, se deberá garantizar la atención interdisciplinaria 
establecida en el inciso tercero del artículo 84 de la Ley 1098 de 2006.

Parágrafo 2º. En cualquier modalidad de atención de las Comisarías de Familia, estas podrán tener un carácter móvil 
con la dotación de infraestructura que permita su desplazamiento.

Parágrafo 3º. En los convenios, asociaciones de municipios u otra modalidad de integración se deben incluir cláusulas 
de obligatorio cumplimiento por parte de los asociados con el propósito de garantizar la sostenibilidad y la atención 
permanente del servicio de las Comisarías de Familia.

Parágrafo 4º. Los departamentos, en cumplimiento de los principios de subsidiariedad, complementariedad y 
concurrencia, deberán generar programas y proyectos para apoyar la creación, implementación y funcionamiento de 
las Comisarías de Familia, en los municipios de menor densidad de población.

Artículo 6º. Inscripción de las Comisarías de Familia. Los distritos y municipios inscribirán ante las Oficinas de los 
Directores Regionales y Seccionales del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, las Comisarías de Familia que se 
encuentren funcionando en su territorio, y las que se creen o implementen en cumplimiento del artículo 84 parágrafo 2° 
de la Ley 1098 de 2006, indicando la naturaleza distrital, municipal o intermunicipal de las mismas, lugar de ubicación, 
personal que las integra, modalidad de funcionamiento y horarios de atención.
En el caso de las Comisarías de Familia que ya se encuentren funcionando, los Alcaldes Distritales o Municipales 
deberán efectuar la inscripción y reportar la información de que trata el inciso anterior en un término no mayor de tres 
meses contados a partir del momento de entrada en vigencia del presente decreto.
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Parágrafo. Los municipios no podrán suprimir las Comisarías de Familia que hayan sido creadas antes de la vigencia 
de este decreto, salvo que el estudio a que se refiere el parágrafo del artículo cuarto, demuestre disminución de la 
demanda real, y previo concepto favorable del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en su condición de órgano 
rector del Sistema Nacional de Bienestar Familiar.

Capítulo II

Funcionamiento y competencias de las Defensorías de Familia y
de las Comisarías de Familia

Artículo 7º. Competencias del Defensor de Familia y del Comisario de Familia. Cuando en un mismo municipio 
concurran Defensorías de Familia y Comisarías de Familia, el criterio diferenciador de competencias para los efectos 
de restablecimiento de derechos, se regirá por lo dispuesto en la Ley 1098 de 2006, así:

El Defensor de Familia se encargará de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
en las circunstancias de maltrato, amenaza o vulneración de derechos diferentes de los suscitados en el contexto de 
la violencia intrafamiliar.

El Comisario de Familia se encargará de prevenir, garantizar, restablecer y reparar los derechos de los niños, niñas, 
adolescentes y demás miembros de la familia, en las circunstancias de maltrato infantil, amenaza o vulneración de 
derechos suscitadas en el contexto de la violencia intrafamiliar. Para ello aplicará las medidas de protección contenidas 
en la Ley 575 del 2000 que modificó la Ley 294 de 1996, las medidas de restablecimiento de derechos consagradas 
en la Ley 1098 de 2006 y, como consecuencia de ellas, promoverá las conciliaciones a que haya lugar en relación con 
la custodia y cuidado personal, la cuota de alimentos y la reglamentación de visitas.
En virtud de los principios de corresponsabilidad y del interés superior de los niños, niñas y adolescentes, cuando el 
Defensor de Familia o el Comisario de Familia conozca de casos diferentes a los de su competencia señalados en los 
incisos anteriores, los atenderá y remitirá a la autoridad competente, y en aquellos que ameriten medidas provisionales, 
de emergencia, protección o restablecimiento de derechos, las adoptará de inmediato y remitirá el expediente a más 
tardar el día hábil siguiente.

Parágrafo 1º. Para efectos de la aplicación de la Ley 1098 de 2006, se entenderá por violencia intrafamiliar cualquiera 
de los eventos de violencia, maltrato o agresión contemplados en el artículo 1° de la Ley 575 de 2000. En este sentido, 
se considerará integrada la familia según los términos previstos en el artículo 2° de la Ley 294 de 1996.

Parágrafo 2º. Para efectos de la competencia subsidiaria prevista en el artículo 98 de la Ley 1098 de 2006, se 
entenderá que en un municipio no hay Defensor de Familia cuando el respectivo Centro Zonal del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar no hubiere designado un Defensor de Familia para su atención o hasta tanto el Defensor de 
Familia designado no esté desempeñando sus funciones de manera permanente y continua.
Se entenderá que no hay Comisario de Familia en los municipios en los cuales no ha sido designado el funcionario o 
cuando no opere una Comisaría Intermunicipal para la jurisdicción territorial correspondiente, o hasta tanto el Comisario 
de Familia Municipal o Intermunicipal no esté desempeñando sus funciones de manera permanente y continua.

La competencia subsidiaria del Inspector de Policía en todo caso será de carácter temporal hasta la creación de la 
Comisaría de Familia en la respectiva entidad territorial, lo cual no impide que en todo tiempo deba dar cumplimiento 
a la obligación contenida en el artículo 51 de la Ley 1098 de 2006.

La competencia subsidiaria del Comisario de Familia o Inspector de Policía, se entiende referida a las funciones que el 
Código de la Infancia y la Adolescencia otorga al Defensor de Familia y Comisario de Familia respectivamente, salvo la 
declaratoria de adoptabilidad que es competencia exclusiva del Defensor de Familia.

Parágrafo 3º. Toda actuación administrativa que pueda obstaculizar, retardar o denegar la prestación del servicio 
a cargo de las Defensorías de Familia y de las Comisarías de Familia, incluidas las remisiones injustificadas entre 
autoridades, será sancionada como lo prevé el Código Disciplinario Único.
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Artículo 8º. Conciliación extrajudicial en materia de familia. De conformidad con lo establecido en el artículo 47 de 
la Ley 23 de 1991, 31 de la Ley 640 de 2001 y 30 del Decreto 1818 de 1998, la conciliación extrajudicial en derecho 
de familia podrá ser adelantada ante los conciliadores de los centros de conciliación, ante los defensores y comisarios 
de familia, los delegados regionales y seccionales de la Defensoría del Pueblo, los agentes del Ministerio Público ante 
las autoridades judiciales y administrativas en asuntos de familia y ante los notarios en los siguientes asuntos:

a. La suspensión de la vida en común de los cónyuges;
b. La custodia y cuidado personal, visita y protección legal de los niños, niñas y adolescentes;
c. La fijación de la cuota alimentaria;
d. La separación de cuerpos del matrimonio civil o canónico;
e. La separación de bienes y la liquidación de sociedades conyugales por causa distinta de la muerte de los cónyuges;
f.	 Los procesos contenciosos sobre el régimen económico del matrimonio y derechos sucesorales;
g.	Y en los definidos por el artículo 40 de la Ley 640 de 2001, como sujetos a conciliación extrajudicial para acreditar 

requisito de procedibilidad en asuntos de familia.

Parágrafo. A falta de las anteriores autoridades en el respectivo municipio, la conciliación podrá ser adelantada por los 
personeros y por los jueces civiles o promiscuos municipales.

Artículo 9º. Función de articulación. Los lineamientos técnicos que fije el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
de conformidad con la responsabilidad que le señala la ley, servirán de guía y serán un instrumento orientador en la 
aplicación del Código de Infancia y Adolescencia, y una vez adoptados por acto administrativo son vinculantes para 
las autoridades administrativas competentes en el restablecimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes.

Artículo 10. Funciones de apoyo de los equipos interdisciplinarios de las Defensorías de Familia y de las 
Comisarías de Familia. Son funciones de los equipos interdisciplinarios de las Defensorías y Comisarías de Familia, 
además de las funciones propias de su cargo, las siguientes:

Apoyar la verificación del estado de cumplimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes a que se 
refiere el artículo 52 de la Ley 1098 de 2006, y
Realizar las entrevistas a que se refiere el artículo 105 de la Ley 1098 de 2006, en los casos en que esta actividad le 
sea asignada por la autoridad administrativa correspondiente, en razón a su formación profesional.

Artículo 11. Seguimiento de las medidas de protección o de restablecimiento. En los términos del inciso 2° 
del artículo 96 de la Ley 1098 de 2006, para el seguimiento de las medidas de protección o de restablecimiento de 
derechos adoptadas por los Defensores de Familia o Comisarios de Familia, estos deberán remitir de manera inmediata 
al Coordinador del Centro Zonal o Seccional del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, o quien haga sus veces, 
información y copia de la decisión correspondiente debidamente ejecutoriada.

La anterior se entiende sin perjuicio de la obligación que les asiste a los Defensores y Comisarios de Familia para hacer 
seguimiento y evaluación de las medidas definitivas de restablecimiento de derechos, que adopten en desarrollo de 
sus funciones.

Artículo 12. Sistema de información de restablecimiento de derechos. Es obligación de las Comisarías de 
Familia remitir a la Dirección Regional o Seccional del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, según sea el caso, la 
información necesaria para la actualización permanente del Sistema de Información de Restablecimiento de Derechos 
previsto en el artículo 77 del Código de la Infancia y la Adolescencia, según los parámetros técnicos y metodológicos 
que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar defina.

Una vez se implemente el Sistema de Información de Restablecimiento de Derechos, las Comisarías de Familia deberán 
ingresar directamente al mismo la información correspondiente.
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Las Comisarías de Familia suministrarán la información y documentación necesaria en materia de conciliación, a 
la Dirección de Acceso a la Justicia del Ministerio del Interior y de Justicia, para la actualización del sistema de 
información correspondiente.    

Artículo 13. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación.

Publíquese y cúmplase.    Dado en Bogotá, D. C., a 17 de diciembre de 2007.

Álvaro Uribe Vélez
El Ministro del Interior y de Justicia,
Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,
Fernando Grillo Rubiano

Nota: Publicado en el Diario Oficial Nº 46.846 de diciembre 18 de 2007.



179

Codigo de la Infancia y la Adolescencia 

Procuraduria General de la Nacion          

DECRETO 860 DE 2010
(marzo 16)

Diario Oficial No. 47.653 de 16 de marzo de 2010
MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL

Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 1098 de 2006.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,
en ejercicio de las atribuciones constitucionales, en especial, las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la 
Constitución Política de Colombia y en desarrollo de los artículos 14, 53, 54, 55, 142, 143, 151 y 180 numeral 7, y

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política de Colombia en su artículo 44 establece que la familia tiene la obligación de asistir y 
proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral.

Que la Ley 1098 de 2006 Código de la Infancia y la Adolescencia, de manera clara y expresa consagra la obligación del 
Estado de proteger a los niños, niñas y adolescentes contra el abandono físico, emocional y psicológico de sus padres 
o representantes legales. Igualmente, define la responsabilidad parental como un complemento de la patria potestad 
con las obligaciones inherentes de orientarlos, cuidarlos, acompañarlos y criarlos durante su proceso de formación, 
además, exige la participación activa de los padres de familia y/o de la familia en el cuidado de ellos.

Que dentro de las medidas de restablecimiento de derechos contempladas en la Ley 1098 de 2006, compete a 
los defensores de familia, amonestar a los padres o a las personas responsables del cuidado de los niños, niñas 
o adolescentes sobre el cumplimiento de las obligaciones que les corresponden o que la ley les impone, la cual 
comprende la orden perentoria de que cesen las conductas que puedan vulnerar o amenazar los derechos de estos, 
con la obligación de asistir a un curso pedagógico sobre derechos de la niñez a cargo de la Defensoría del Pueblo, so 
pena de multa.

Que con fundamento en lo antes expuesto, se hace necesario dictar medidas tendientes a garantizar la presencia de 
los padres o las personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente menores y mayores de 14 años, en 
los procesos que se llegaren a adelantar en su contra.

DECRETA:

CAPÍTULO I. 
DISPOSICIONES GENERALES. 

ARTÍCULO 1º. OBJETO. El objeto del presente decreto es reglamentar las obligaciones del Estado, la sociedad y la 
Familia en la prevención de la comisión de infracciones a la ley penal por parte de niños, niñas y adolescentes y su 
reincidencia, así como las responsabilidades de los padres o personas responsables del cuidado de los menores de 
edad que han cometido tales infracciones, dentro de los procesos administrativos o penales que se adelanten por las 
autoridades competentes.

La garantía de los derechos de las niñas, niños y adolescentes corresponde a la familia, al Estado y la sociedad. El 
Estado colombiano reconoce el rol fundamental de la familia como medio natural para garantizar la protección integral 
de las niñas, niños y adolescentes; y su papel primario y preponderante en la educación y formación de los mismos. Las 
autoridades administrativas y judiciales, tomarán en cuenta este principio, para lo cual es deber escuchar el parecer de 
la madre, padre o representante legal, cuando sea procedente.
La sociedad deberá participar activa y continuamente en la garantía de los derechos de las niñas, niños y adolescentes. 
Asimismo, velará para que cada una de las obligaciones expresadas en esta ley sea efectivamente cumplida.
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ARTÍCULO 2º. OBLIGACIONES DE LA FAMILIA, LA SOCIEDAD Y EL ESTADO EN LA PREVENCIÓN DE INFRACCIONES 
A LA LEY PENAL. Para prevenir que los niños, niñas y adolescentes infrinjan la ley penal, y en virtud del principio de 
corresponsabilidad, son obligaciones de la familia formar y orientar a los niños, niñas y adolescentes en el ejercicio 
responsable de sus derechos, en la asunción de sus deberes como ciudadanos y en el respeto de las leyes.

El Estado, en su eje de prevención, debe apoyar en el proceso de formación de los niños, niñas y adolescentes a través 
de programas de asistencia integral a la familia.

En todo procedimiento administrativo o judicial, las niñas, niños y adolescentes tienen derecho al debido proceso, 
en los términos consagrados en la Constitución Política, las leyes y los reglamentos. En todo caso, las autoridades 
administrativas y judiciales deberán adelantar todas las actuaciones en beneficio del interés superior de las niñas, niños 
y adolescentes, evitando su victimización.

CAPÍTULO II. 
MEDIDAS RESPECTO DE LOS PADRES Y CUIDADORES DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES MENORES DE 14 

AÑOS. 

ARTÍCULO 3º. CITACIÓN A LOS PADRES O A LAS PERSONAS RESPONSABLES DEL CUIDADO DE NIÑO, NIÑA 
O ADOLESCENTE MENORES DE 14 AÑOS. Sin perjuicio de la responsabilidad civil que la ley impone a los padres 
respecto de sus hijos, en todos los casos en que se investiguen conductas delictivas cometidas por niños, niñas o 
adolescentes menores de 14 años, en el marco del Proceso de Restablecimiento de Derechos, el Defensor de Familia, 
Comisario de Familia, o Inspector de Policía en virtud de la competencia subsidiaria, citará a ambos padres o las 
personas responsables del cuidado del menor de edad, desde el momento en que tengan conocimiento de la presunta 
infracción que se ha cometido.

A efectos de determinar quiénes son las personas responsables del cuidado, se remitirá a lo establecido en el artículo 
61 del Código Civil respecto de la prelación en la citación de parientes.

PARÁGRAFO 1º. El término para que los padres comparezcan ante la autoridad competente será de 24 horas contado 
a partir de la citación. La citación se realizará por medio telefónico o escrito de acuerdo con la información que 
suministre el niño, niña o adolescente.

PARÁGRAFO 2º. La no comparecencia de los padres o de las personas responsables del cuidado del niño, niña o 
adolescente, no invalida la actuación realizada por la autoridad competente y no impide su continuación.

ARTÍCULO 4º. ACTA DE COMPROMISO. Una vez comparezcan los padres o las personas responsables del cuidado, 
dentro del término establecido en el artículo tercero el Defensor de Familia, Comisario de Familia, o Inspector de Policía, 
les informará las responsabilidades y obligaciones que tienen con sus hijos para prevenir la comisión de infracciones a 
la ley penal y su reincidencia, y se firmará un acta de compromiso sobre las mismas.

ARTÍCULO 5º. OBLIGACIONES DE LOS PADRES Y DE LAS PERSONAS RESPONSABLES DE LOS NIÑOS, NIÑAS O 
ADOLESCENTES MENORES DE 14 AÑOS. Las obligaciones de los padres y de las personas responsables con relación 
a los procesos que se adelanten por infracciones a la ley penal cometidas por niños, niñas o adolescentes menores de 
14 años son las siguientes:

1.	 Acompañar moral y afectivamente, durante el proceso que se adelante al niño, niña o adolescente menor de 14 años.

2.	 Entregar el registro civil del niño, niña o adolescente menor de 14 años y los demás documentos requeridos por la autoridad competente.

3.	 Supervisar la conducta del niño, niña o adolescente durante el proceso que se adelante, velando que las medidas adoptadas se 
cumplan cabal y debidamente.

ARTÍCULO 6º. MEDIDA DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS. El incumplimiento de la obligación por parte de los 
padres o de las personas responsables del cuidado del niño, niña o adolescente menor de 14 años de comparecer 
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a la citación proferida por la autoridad competente, o el incumplimiento de las obligaciones del acta de compromiso, 
dará lugar a que el Defensor de Familia imponga la medida de amonestación consagrada en el artículo 54 de la Ley 
1098 de 2006.

PARÁGRAFO. El incumplimiento de las obligaciones impuestas en la diligencia de amonestación, acarreará a los 
padres o personas responsables del cuidado sanción consistente en multa equivalente al valor de uno (1) a cien (100) 
salarios mínimos diarios legales vigentes. Esta sanción será impuesta por el Defensor de Familia.

CAPÍTULO III. 
MEDIDAS RESPECTO DE LOS PADRES Y CUIDADORES DE LOS ADOLESCENTES MAYORES DE 14 AÑOS. 

ARTÍCULO 7º. CITACIÓN A LOS PADRES Y A LAS PERSONAS A CUYO CUIDADO ESTÉN LOS ADOLESCENTES. 
Sin perjuicio de la responsabilidad civil que la ley impone a los padres respecto de sus hijos, en todos los casos en 
que se investiguen conductas delictivas cometidas por adolescentes mayores de 14 años, el Defensor de Familia, 
Comisario de Familia, o Inspector de Policía en virtud de la competencia subsidiaria, citará a ambos padres o personas 
responsables del cuidado del adolescente, desde el momento en que tengan conocimiento de la presunta infracción 
que se le imputa.

A efectos de determinar quiénes son las personas responsables del cuidado se remitirá a lo establecido en el artículo 
61 del Código Civil respecto de la prelación en la citación de parientes.

PARÁGRAFO 1º. El término para que los padres comparezcan ante la autoridad competente, será de 24 horas contadas 
a partir de la citación. La citación se realizará por medio telefónico o escrito de acuerdo a la información que suministre 
el adolescente.

PARÁGRAFO 2º. La no comparecencia de los padres o de las personas responsables del cuidado del adolescente, no 
invalida la actuación realizada por la autoridad competente ni impide su continuación.

ARTÍCULO 8º. ACTA DE COMPROMISO. Una vez comparezcan los padres o las personas responsables del cuidado, 
dentro del término establecido en el artículo séptimo, el Defensor de Familia, Comisario de Familia, o Inspector de 
Policía, les informará las responsabilidades y obligaciones que tienen con sus hijos para prevenir la comisión de 
infracciones a la ley penal y su reincidencia, y se firmará un acta de compromiso sobre las mismas.

ARTÍCULO 9º. OBLIGACIONES DE LOS PADRES CON RELACIÓN A LOS PROCESOS QUE SE ADELANTEN POR 
INFRACCIONES A LA LEY PENAL COMETIDAS POR ADOLESCENTES. Las obligaciones de los padres y de las 
personas responsables con relación a los procesos que se adelanten por infracciones a la ley penal cometidas por los 
adolescentes mayores de 14 años, son las siguientes:

1.	 Acompañar moral y afectivamente al adolescente durante el proceso de responsabilidad penal.

2.	 Entregar el registro civil del adolescente y los demás documentos requeridos por la autoridad competente.

3.	 Estar presente y en disposición de colaboración en los acercamientos que lidere el Defensor de Familia para materializar la 
justicia restaurativa.

4.	 Firmar acta de compromiso de comparecer ante la autoridad judicial cuando esta lo requiera, en el evento de que se otorgue 
libertad al adolescente con proceso en curso.

5.	 Estar presente en todas las audiencias del proceso, y en las diligencias procesales en las cuales el juez no lo considere improcedente.

6.	 Supervisar la conducta del adolescente durante la ejecución de la sanción impuesta por el Juez, velando que se cumpla cabal 
y debidamente.

ARTÍCULO 10º. RESPONSABILIDAD EN CASO DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD. Si dentro del proceso penal adelantado 
respecto del adolescente, se ordena la privación de la libertad, los padres o personas responsables de su cuidado 
deberán realizar visitas periódicas al lugar de retención para conocer las condiciones del adolescente, participar y 
apoyar los procesos de resocialización e informar a la autoridad competente sobre cualquier anomalía que se presente 
en dicho lugar.
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ARTÍCULO 11. MEDIDA DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS. El incumplimiento de la obligación por parte de los 
padres o de las personas responsables del adolescente mayor de 14 años de comparecer a la citación proferida por la 
autoridad competente, o el incumplimiento de las obligaciones del acta de compromiso, dará lugar a que el Defensor 
de Familia imponga la medida de amonestación consagrada en el artículo 5461 de la Ley 1098 de 2006.

PARÁGRAFO. El incumplimiento de las obligaciones impuestas en la diligencia de amonestación, acarreará a los 
infractores la sanción consistente en multa equivalente al valor de uno (1) a cien (100) salarios mínimos diarios legales 
vigentes. Esta sanción será impuesta por el Defensor de Familia.

ARTÍCULO 12. Cuando los padres o las personas a cuyo cuidado se encuentren los adolescentes encuentren dificultad 
en el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente decreto, deberán informar a la autoridad competente 
a efecto de que esta adopte las medidas a que haya lugar.

ARTÍCULO 13. VIGENCIA. El presente decreto entrará en vigencia treinta (30) días contados a partir de su publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá D. C., a 16 de marzo de 2010.
Álvaro Uribe Vélez
El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.
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LEY 985 DE 2005

(agosto 26)
Diario Oficial No. 46.015 de 29 de agosto de 2005

CONGRESO DE COLOMBIA

Por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas y normas para la atención y protección de las 
víctimas de la misma.

EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:

CAPITULO I. 
DEFINICIONES. 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto adoptar medidas de prevención, protección y asistencia 
necesarias para garantizar el respeto de los derechos humanos de las víctimas y posibles víctimas de la trata de 
personas, tanto las residentes o trasladadas en el territorio nacional, como los colombianos en el exterior, y para 
fortalecer la acción del Estado frente a este delito.

ARTÍCULO 2o. PRINCIPIOS. La interpretación y aplicación de la presente ley se orientará por los siguientes principios:

1.	 El Estado tiene la obligación de actuar con la diligencia debida para prevenir la trata de personas, investigar y procesar a quienes 
la cometen, y ayudar y proteger a las víctimas de la misma.

2.	 La acción estatal en este campo tiene como propósito impedir la vulneración de los derechos humanos por razón de la trata de personas.

3.	 Las medidas contra la trata de personas no redundarán en desmedro de los derechos fundamentales ni de la dignidad de las víctimas.

4.	 La presente ley será interpretada de manera coherente con la Ley 800 de 2003.

5.	 La acción estatal contra la trata de personas propenderá, dentro del marco jurídico vigente, por el trabajo conjunto y armónico con 
organizaciones de la sociedad civil y del sector privado en general.

ARTÍCULO 3o. TRATA DE PERSONAS. El artículo 188A de la Ley 599 de 2000, adicionado por la Ley 747 de 2002 y 
modificado por la Ley 890 de 2004, quedará así:

“Artículo 188A. Trata de personas. El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional 
o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de 
ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes”.

“Para efectos de este artículo se entenderá por explotación el obtener provecho económico o cualquier otro beneficio 
para sí o para otra persona, mediante la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los 
trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de 
la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras formas de explotación”.

“El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo no constituirá causal 
de exoneración de la responsabilidad penal”.

CAPITULO II. 
DE LA ESTRATEGIA NACIONAL CONTRA LA TRATA DE PERSONAS. 

ARTÍCULO 4o. DE LA ESTRATEGIA NACIONAL. El Gobierno Nacional adoptará mediante decreto la Estrategia Nacional 
contra la Trata de Personas que será el eje de la política estatal en este campo. En la formulación de dicha estrategia 
intervendrá el Comité Interinstitucional para la Lucha contra la Trata de Personas al que se refiere el Capítulo VI en esta 
ley. Las acciones de la estrategia que competan a autoridades de otras ramas del poder público u órganos autónomos, 
y que por su naturaleza no puedan ser dictadas por decreto, serán adoptadas por la dirección de la respectiva entidad 
por medio del acto administrativo correspondiente.
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Para la elaboración de la estrategia nacional se tendrán en cuenta los siguientes objetivos:

1.	 Desarrollar marcos de información relativa a las causas, modalidades, particularidades regionales y consecuencias de la trata de personas.

2.	 Prevenir la trata de personas a través de medidas sociales, económicas, políticas y jurídicas.

3.	 Fortalecer las acciones de persecución a organizaciones criminales y, en general, la investigación, judicialización y sanción del 
delito de trata de personas.

4.	 Proteger y asistir a las víctimas de la trata de personas, en los campos físico y psicológico, social, económico y jurídico.

5.	 Promover el trabajo interinstitucional y la cooperación internacional en la lucha contra la trata de personas. 

6.	 Los demás que el Comité Interinstitucional considere necesarios.

PARÁGRAFO. La Estrategia Nacional incluirá metas e indicadores de gestión que permitan medir periódicamente la eficiencia y eficacia 
en el cumplimiento de los objetivos aquí definidos.

CAPITULO III. 
DE LA PREVENCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS. 

ARTÍCULO 5o. DE LA PREVENCIÓN. El Estado colombiano, a través del Gobierno Nacional, de sus instituciones 
judiciales y de policía, y de las autoridades nacionales y territoriales, tomará medidas y adelantará campañas 
y programas de prevención de la trata de personas, fundamentados en la protección de los Derechos Humanos, 
los cuales tendrán en cuenta que la demanda es una de sus causas fundamentales; considerarán los factores que 
aumentan la vulnerabilidad de la trata, entre ellos la desigualdad, la pobreza y la discriminación en todas sus formas, 
y atenderán la diversidad cultural y étnica de las posibles víctimas.

ARTÍCULO 6o. DE LAS ACCIONES EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE LA TRATA DE PERSONAS. En el marco de la 
Estrategia Nacional de lucha contra la trata de personas, corresponderá a las instituciones del Estado definidas en esta 
ley realizar, como mínimo, las siguientes acciones en materia de prevención de la trata de personas:

1.	 Bajo la coordinación del Ministerio del Interior y de Justicia, y en colaboración con las instituciones relacionadas con el tema definidas 
por el Comité Interinstitucional, establecer programas de prevención, dirigidos a comunidades vulnerables a la trata de personas.

2.	 El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Educación y en colaboración con las instituciones relacionadas con el tema, 
diseñará y aplicará programas para que se impartan obligatoriamente actividades de prevención de la trata de personas en los 
niveles de educación básica, media y superior.

3.	 Organizar y desarrollar, en forma permanente, actividades de capacitación, con el fin de informar y actualizar a los servidores 
públicos de las entidades que el Comité Interinstitucional considere pertinentes, sobre todos los aspectos relacionados con esta 
materia, en especial la identificación de las posibles víctimas, la legislación vigente, los instrumentos existentes para la protección 
de los Derechos Humanos de las víctimas, la forma como opera el crimen organizado nacional y transnacional relacionado con la 
trata, y las herramientas de investigación y judicialización existentes.

4.	 Implementar programas de sensibilización pública para dar a conocer la problemática de la trata de personas que se produce 
tanto dentro del territorio nacional como hacia el exterior, y promover la información relacionada con los peligros de la migración 
internacional realizada bajo condiciones de vulnerabilidad, riesgo, irregularidad o ilegalidad. Serán responsables por estas acciones 
el Ministerio de Comunicaciones, la Comisión Nacional de Televisión, las autoridades de policía y judiciales, en el marco de sus 
competencias, y las demás entidades que determine el Comité Interinstitucional.

5.	 Corresponde al Ministerio del Interior y de Justicia asesorar a las autoridades departamentales y municipales para que incluyan, en 
sus planes de desarrollo, programas de prevención de la trata de personas y de atención a las víctimas de la misma.

CAPITULO IV. 
DE LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE LA TRATA DE PERSONAS. 

ARTÍCULO 7o. MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A VÍCTIMAS. Con el objeto de proteger y asistir a las 
víctimas del delito de trata de personas, la Estrategia Nacional incluirá el diseño y ejecución de programas de asistencia 
encaminados a su recuperación física, sicológica y social, y fundamentados en la protección a sus Derechos Humanos. 
Estas acciones deberán garantizar la protección a la intimidad y la identidad de las víctimas, e incluirán, como mínimo:

1.	 Programas de asistencia inmediata que deberán satisfacer, por lo menos, las siguientes necesidades: Retorno de las víctimas a su lugar 
de origen si estas lo solicitan; seguridad; alojamiento adecuado; asistencia médica, psicológica y material, e información y asesoría 
jurídica respecto a los derechos y procedimientos legales a seguir. Estas prestaciones serán objeto de la debida reglamentación.
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2.	 Programas de asistencia mediata que incluyan, entre otros aspectos. Capacitación y ayuda en la búsqueda de oportunidades de 
empleo; y acompañamiento jurídico durante todo el proceso legal, en especial en el ejercicio de las acciones judiciales para exigir 
la reparación de los daños que han sufrido las víctimas.

3.	 En cada consulado de Colombia en el exterior se deberá ofrecer la debida información y tomar medidas temporales para garantizar 
la seguridad de la víctima, salvaguardar su dignidad e integridad personal y apoyarla en las gestiones que deba adelantar ante 
las autoridades del país extranjero. Esta disposición no implicará el incremento de funcionarios en la planta de personal. Los 
consulados propenderán, además, por incentivar el análisis del tema y sensibilizar a los medios de comunicación y a las autoridades 
extranjeras frente a la situación de sus víctimas.

PARÁGRAFO 1o. La prestación de la asistencia mediata estará sujeta a que la víctima haya denunciado el delito ante las autoridades 
competentes. Esta condición no podrá exigirse para la prestación de la asistencia inmediata.

PARÁGRAFO 2o. El Gobierno coordinará con las entidades pertinentes la organización de un programa de repatriación para las víctimas 
de trata de personas que se encuentren en el exterior.

ARTÍCULO 8o. VINCULACIÓN A LOS PROGRAMAS DE PROTECCIÓN DE LA FISCALÍA. En los casos que lo ameriten, 
previa evaluación del riesgo por parte del Programa de Protección y Asistencia a Víctimas y Testigos de la Fiscalía 
General de la Nación, de conformidad con sus disposiciones propias, y por intermedio del mismo programa, se 
brindará protección integral a testigos y víctimas de la trata de personas y a sus familiares hasta el primer grado de 
consanguinidad, primero de afinidad, primero civil y al cónyuge, compañera o compañero permanente, durante todo el 
proceso penal o mientras subsisten los factores de riesgo que lo justifiquen.

ARTÍCULO 9o. ASISTENCIA A PERSONAS MENORES DE EDAD. En caso de que las víctimas sean personas menores 
de edad, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar será la entidad encargada de suministrar la atención y asistencia 
requeridas, para lo cual deberá tener en cuenta su vulnerabilidad, sus derechos y sus necesidades especiales.

En estos casos s e les deberá garantizar, sin menoscabo de las demás previsiones que establezca la legislación sobre 
la materia, como mínimo, asistencia médica y psicológica prestada por personas especializadas, alojamiento temporal 
en lugares adecuados, reincorporación al sistema educativo, asesoramiento jurídico durante todo el proceso legal al 
menor y a sus familiares, y reintegración del menor a su entorno familiar, previa verificación de que los tratantes no 
pertenezcan a su núcleo familiar y que se garanticen las condiciones de seguridad y atención.

CAPITULO V. 
FORTALECIMIENTO DE ACCIONES CONTRA LA TRATA DE PERSONAS. 

ARTÍCULO 10. FORTALECIMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN JUDICIAL Y LA ACCIÓN POLICIVA. La Fiscalía General 
de la Nación, la Policía Nacional y el DAS capacitarán en forma especializada a miembros de sus instituciones en la 
investigación y persecución de los delitos relacionados directa o indirectamente con el fenómeno de trata de personas, 
y propenderán por una eficaz cooperación internacional en los ámbitos judicial y de policía, en relación con estas 
conductas. Esta medida no significará un aumento de sus plantas de personal. Cada año estas entidades elaborarán 
informes de sus acciones en este campo los cuales serán tenidos en cuenta por el Comité Interinstitucional para la 
lucha contra la trata de personas en el cumplimiento de sus funciones.

ARTÍCULO 11. FORTALECIMIENTO DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL. El Gobierno Nacional identificará 
los países involucrados en actividades relacionadas con la trata de colombianos, aquellos para los que Colombia 
representa un lugar de tránsito o destino de actividades transnacionales de trata y los que trabajan activamente en la 
lucha contra este delito, para darles prioridad en el tema de la cooperación internacional en este campo.

CAPITULO VI. 
COMITÉ INTERINSTITUCIONAL. 

ARTÍCULO 12. COMITÉ INTERINSTITUCIONAL PARA LA LUCHA CONTRA LA TRATA DE PERSONAS. El Comité 
Interinstitucional para la Lucha contra el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños, creado por el Decreto 1974 de 1996, se 
denominará en adelante Comité Interinstitucional para la Lucha contra la Trata de Personas y su integración y funciones 
se regirán por lo dispuesto en la presente ley.
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ARTÍCULO 13. OBJETO. El Comité Interinstitucional para la Lucha contra la Trata de Personas será el organismo 
consultivo del Gobierno Nacional y el ente coordinador de las acciones que desarrolle el Estado colombiano a través de 
la Estrategia Nacional para la Lucha contra la Trata de Personas.

ARTÍCULO 14. INTEGRACIÓN DEL COMITÉ. El Comité estará integrado por los siguientes miembros:

1.	 El Ministro del Interior y de Justicia o su delegado, quien lo presidirá.

2.	 El Ministro de Relaciones Exteriores o el director de Asuntos Consulares y de Comunidades Colombianas en el Exterior, o su delegado.

3.	 El Ministro de la Protección Social o su delegado.

4.	 El Ministro de Educación o su delegado.

5.	 El Director General del Departamento Administrativo de Seguridad o su delegado.

6.	 El Director General de la Policía Nacional o su delegado.

7.	 El Fiscal General de la Nación o su delegado.

8.	 El Procurador General de la Nación o su delegado.

9.	 El Defensor del Pueblo o su delegado.

10.	 El Subdirector General de la Oficina de Interpol en Colombia o su delegado.

11.	 El Director General del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o su delegado.

12.	 El Consejero(a) Presidencial para la Equidad de la Mujer o su delego(a).

13.	 El Director(a) de Fondelibertad o su delegado.

14.	 El Director(a) General de la Unidad Administrativa Especial de Información y Análisis Financiero o su delegado.

PARÁGRAFO 1o. En caso de que los miembros nombren una delegatura al Comité, esta revestirá características de permanencia y 
capacidad de decisión.

PARÁGRAFO 2o. El Comité promoverá la creación de Comités Regionales departamentales y/o municipales contra la trata de personas, 
los cuales estarán presididos por los correspondientes gobernadores o alcaldes, y que deberán contar también con una entidad que 
actuará como Secretaria Técnica. La Estrategia Nacional adoptada por el Comité será la base de su formulación de acción contra la Trata 
a nivel local haciendo los ajustes necesarios que consulten las especificidades del territorio y la población respectiva.

PARÁGRAFO 3o. El Comité podrá invitar a sus sesiones a cualquier otra entidad del Estado, personas jurídicas de derecho privado y 
organizaciones internacionales que tengan por objeto la lucha contra la trata de personas, o la protección de los Derechos Humanos de 
las víctimas del mismo, organizaciones que tengan por objeto la promoción y defensa de los derechos humanos, y a particulares cuya 
presencia sea conveniente para el cumplimiento de las funciones propias del Comité.

ARTÍCULO 15. FUNCIONES. El Comité Interinstitucional para la Lucha contra la Trata de Personas ejercerá las 
siguientes funciones:

1.	 Elaborar y recomendar al Gobierno Nacional la Estrategia Nacional contra la Trata de Personas, que será el eje de la política estatal 
en esta materia, y realizar seguimiento a su ejecución.

2.	 Coordinar procesos de revisión de los acuerdos y convenios internacionales que haya suscrito Colombia en materia de Derechos 
Humanos y los relacionados con la trata de personas para hacer seguimiento a su adecuado cumplimiento y recomendar la 
suscripción de acuerdos, convenios o tratados y otras gestiones que se requieran para fortalecer la cooperación internacional 
contra la trata de personas.

3.	 Servir de órgano asesor y recomendar la realización de acciones a las distintas dependencias o entidades del Estado en la lucha 
contra la trata de personas.

4.	 Ser instancia de coordinación de las entidades del Estado y de los organismos privados que participen en la ejecución de la 
Estrategia Nacional, en relación con las acciones interinstitucionales que deban emprender.

5.	 Formular recomendaciones en materia de persecución criminal del delito de trata de personas y del fortalecimiento de la capacidad 
del Estado en este campo.

6.	 Recomendar la expedición de normas o regulaciones a las distintas entidades del Estado en materia de lucha contra la t rata de personas.

7.	 Realizar seguimiento y estudiar los efectos de las normas, programas y actividades de lucha contra la trata de personas en los 
Derechos Humanos, y recomendar medidas y acciones para su adecuación y mejoramiento.

8.	 Coordinar el diseño e implementación del Sistema Nacional de Información sobre la Trata de Personas definido en esta ley.
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9.	 Proponer las investigaciones a las que se refiere el artículo 20 de esta ley.

10.	 Diseñar su propio plan de acción y dictar su reglamento interno.

PARÁGRAFO 1o. Para el eficaz cumplimiento de sus funciones, el Comité podrá integrar grupos especializados en las distintas áreas.

PARÁGRAFO 2o. El Comité asegurará que en la formulación de sus recomendaciones exista coordinación y concordancia frente a las 
acciones y recomendaciones de los entes del Estado encargados de la promoción y protección de Derechos Humanos, y frente a las 
funciones que desarrolla el Comité de Asistencia a Connacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.

PARÁGRAFO 3o. Los Ministerios y demás integrantes del Comité obligados constitucional o legalmente a rendir informes de gestión al 
Congreso de la República incluirán en estos un balance de las acciones realizadas en el campo de lucha contra la trata de personas. En 
el caso de la Fiscalía General de la Nación, su balance hará parte del informe anual que presenta el Consejo Superior de la Judicatura.

ARTÍCULO 16. FUNCIONAMIENTO. Para facilitar el cumplimiento de sus funciones, el Comité contará con una 
Secretaría Técnica de carácter permanente que velará por la debida ejecución de las funciones indicadas en el artículo 
anterior, a cargo del Ministro del Interior y de Justicia, quien podrá delegarla en la dependencia que para el efecto este 
designe, sin que ello implique el incremento de funcionarios en su planta de personal.

El Comité se reunirá en forma ordinaria por lo menos una vez cada dos meses, por convocatoria de la Secretaría 
Técnica. También se podrá reunir extraordinariamente cuando el presidente del Comité lo considere pertinente.

La Secretaría Técnica rendirá informes bimestrales a los integrantes del Comité sobre su funcionamiento y las acciones 
adelantadas para dar cumplimiento a la presente ley. También rendirá informes anuales al Presidente de la República 
en el mismo sentido.

CAPITULO VII. 
SISTEMA NACIONAL DE INFORMACIÓN SOBRE LA TRATA DE PERSONAS. 

ARTÍCULO 17. DEFINICIÓN Y FUNCIONAMIENTO. El Sistema Nacional de Información sobre la Trata de Personas 
será un instrumento de recolección, procesamiento y análisis de la información estadística y académica relativa a las 
causas, características y dimensiones de la trata interna y externa en Colombia, que servirá de base para la formulación 
de políticas, planes estratégicos y programas, y para la medición del cumplimiento de los objetivos trazados en la 
Estrategia Nacional.

La Secretaría Técnica del Comité desarrollará, coordinará y mantendrá la operación del sistema de información. Para 
ello recogerá y sistematizará la información estadística que suministren las distintas entidades que integran el Comité, 
los resultados de las investigaciones académicas, sociales y criminológicas a las que se refiere el artículo 19 de esta 
ley, datos que serán actualizados permanentemente.

ARTÍCULO 18. SUMINISTRO DE INFORMACIÓN. La Secretaría Técnica diseñará un formulario dirigido a las 
instituciones que integran el Comité, con el fin de facilitar la recolección de datos.
Las entidades y organismos del Estado que manejen información relacionada con la trata de personas deberán 
colaborar con la Secretaría Técnica, suministrándole los datos que esta requiera para el desarrollo del sistema de 
información a las que se refiere la presente disposición, que en ningún caso podrán referirse a asuntos de reserva legal.

Los datos suministrados a la Secretaría Técnica se podrán dar a conocer al público en resúmenes numéricos y 
estadísticos, que no incluyan datos personales de las víctimas y que no hagan posible deducir de ellos información 
alguna de carácter individual que pudiera utilizarse con fines discriminatorios o que pudiera amenazar los derechos a 
la vida y a la intimidad de las víctimas.

ARTÍCULO 19. INVESTIGACIONES ACERCA DE LA TRATA DE PERSONAS. El Gobierno Nacional, y las entidades que 
integran el Comité Interinstitucional, realizarán por sí mismas o en asocio con instituciones de educación superior y 
centros de investigación, investigaciones sobre aspectos relacionados con la trata de personas, tales como, las causas 
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que la propician, las consecuencias para menores y adultos, la efectividad de la legislación existente, las características 
de sus víctimas y de la criminalidad nacional e internacional relacionada con estos hechos, y las particularidades 
regionales del fenómeno al interior del país. El resultado de estas investigaciones servirá para orientar las políticas 
públicas del Estado sobre trata de personas.

CAPITULO VIII. 
DISPOSICIONES FINALES. 

ARTÍCULO 20. RECURSOS. El Ministerio del Interior y de Justicia queda autorizado para administrar por medio de 
la Secretaría Técnica del Comité Interinstitucional para la Lucha contra la Trata de Personas una cuenta especial, sin 
personería jurídica, como un sistema separado de cuenta que canalizará recursos para la lucha contra la trata de 
personas, los cuales se ejecutarán según los lineamientos y programas que se definan en la Estrategia Nacional.
Las fuentes específicas de la cuenta especial de que trata este artículo podrán incluir los siguientes recursos:

1.	 Las partidas que se le asignen en el Presupuesto Nacional.

2.	 El producto del delito de lavado de activos por trata de personas, en tanto sea determinable. 

3.	 Las donaciones que reciba.

4.	 Los recursos provenientes de la cooperación nacional e internacional.

5.	 Los demás que obtenga a cualquier título.

PARÁGRAFO 1o. La forma de recibir y administrar los recursos provenientes de donaciones y de cooperación internacional a los que hace 
referencia el presente artículo serán objeto de reglamentación para asegurar su destinación exclusiva a los fines propios de la cuenta 
especial, de conformidad con las disposiciones legales vigentes que regulan la cooperación económica internacional.

PARÁGRAFO 2o. El Gobierno Nacional reglamentará lo necesario para la creación, adecuada administración y gestión de esta cuenta especial.

PARÁGRAFO 3o. La creación de esta cuenta especial no obsta para que las instituciones que hacen parte del Comité Interinstitucional 
para la Lucha contra la Trata de Personas puedan incluir en sus presupuestos los rubros destinados a acciones contra la trata d e 
personas definidas en la Estrategia Nacional.

ARTÍCULO 21. MEDIDAS DE CONTROL. La Contraloría General de la República ejercerá, dentro del marco de sus 
funciones, control expedito sobre la utilización de los recursos que integren esta cuenta especial.

Las entidades que ejecuten recursos provenientes de esta cuenta especial rendirán un informe detallado de las actividades 
desarrolladas con cargo a ellos, el cual será rendido ante el Comité Interinstitucional del que trata la presente ley y ante la 
Contraloría General de la República.

El control de que trata este artículo se ejercerá sin perjuicio de los demás controles que de manera general establezca la ley a 
este tipo de cuentas.

ARTÍCULO 22. Adiciónese el artículo 35 de la Ley 906 de 2004 con un numeral 32 del siguiente tenor:
“32. Trata de Personas, cuando la conducta implique el traslado o transporte de personas desde o hacia el exterior del 
país, o la acogida, recepción o captación de estas”.

ARTÍCULO 23. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga todas las normas que le sean contrarias.

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Claudia Blum De Barberi.
El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Julio E. Gallardo Archbold.



189

Codigo de la Infancia y la Adolescencia 

Procuraduria General de la Nacion          

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera. 
REPUBLICA DE COLOMBIA GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 26 de agosto de 2005.
Álvaro Uribe Vélez
El Ministro del Interior y de Justicia,
Sabas Pretelt De La Vega.
El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betanco
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LEY 1146 DE 2007
(julio 10)

Diario Oficial No. 46.685 de 10 de julio de 2007
CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se expiden normas para la prevención de la violencia sexual y atención integral de los niños, 
niñas y adolescentes abusados sexualmente.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA
DECRETA;

ARTÍCULO 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto la prevención de la violencia sexual y la atención integral de 
los niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual

ARTÍCULO 2o. DEFINICIÓN. Para efectos de la presente ley se entiende por violencia sexual contra niños, niñas y 
adolescentes, todo acto o comportamiento de tipo sexual ejercido sobre un niño, niña o adolescente, utilizando la fuerza o 
cualquier forma de coerción física, psicológica o emocional, aprovechando las condiciones de indefensión, de desigualdad 
y las relaciones de poder existentes entre víctima y agresor.

CAPITULO I. 
DEL COMITÉ INTERINSTITUCIONAL CONSULTIVO PARA LA PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA SEXUAL Y ATENCIÓN 

INTEGRAL DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES VÍCTIMAS DEL ABUSO SEXUAL. 

ARTÍCULO 3o. DE SU CREACIÓN. Créase adscrito al Ministerio de las Protección Social, el Comité Interinstitucional 
Consultivo para la Prevención de la Violencia Sexual y Atención Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas 
del Abuso Sexual, mecanismo consultivo de coordinación interinstitucional y de interacción con la sociedad civil 
organizada, conformado por:

1.	 El Ministro de la Protección social, o su delegado, quien lo presidirá.

2.	 El Ministro de Educación Nacional, o su delegado.

3.	 El Ministro de Comunicaciones, o su delegado.

4.	 El Director del Instituto Colombiano del Bienestar Familiar quien ejercerá la Secretaría Técnica.

5.	 El Fiscal General de la Nación, o su delegado.

6.	 El Procurador General de la Nación, o su delegado.

7.	 El Defensor del Pueblo, o su delegado.

8.	 El Director del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

9.	 La Policía Nacional.

10.	 El Consejo Superior de la Judicatura, o su delegado.

11.	 Un representante de las Asociaciones Colombianas de Psiquiatría, Psicología, Pediatría, Sexología, quien será elegido entre ellas por 
cooptación y cuya participación será rotativa de conformidad con lo dispuesto por los Estatutos que regirán el Consejo.

12.	 Un (1) representante de las organizaciones no gubernamentales que tengan por finalidad la prestación de servicios de protección 
de los niños, niñas y adolescentes, que será elegido entre ellas por cooptación y cuya participación será rotativa de conformidad 
con lo dispuesto por los Estatutos que regirán el Consejo.

PARÁGRAFO. El Comité Interinstitucional Consultivo para la Prevención de la Violencia Sexual y Atención Integral de los Niños, Niñas 
y Adolescentes Víctimas del Abuso Sexual, cuyo carácter será permanente, podrá invitar a participar en relación con los temas de su 
competencia, con voz pero sin voto, a miembros de la comunidad universitaria y científica y a los observatorios sobre asuntos de género 
y organismos de cooperación internacional.

ARTÍCULO 4o. DE LOS ENTES TERRITORIALES. En los entes territoriales tanto departamentales, como distritales y 
municipales, se constituirán bajo la coordinación de las Secretarías de Salud y el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar a través de sus Regionales, Comités Interinstitucionales Consultivos para la Prevención de la Violencia Sexual 
y Atención Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas del Abuso Sexual, según sea su competencia.
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PARÁGRAFO 1o. En los entes territoriales, el Comité estará integrado además por un representante del Ministerio Público, una (1) 
Comisaría de Familia, el Juez de Familia del lugar y en su defecto, el Juez Municipal o el Juez Promiscuo Municipal.

PARÁGRAFO 2o. El Comité rendirá informes semestrales y presentará propuestas de políticas y programas ante el Subcomité de Infancia 
y Familia del Consejo de Política Social correspondiente.

ARTÍCULO 5o. FUNCIONES DEL COMITÉ INTERINSTITUCIONAL CONSULTIVO PARA LA PREVENCIÓN DE LA 
VIOLENCIA SEXUAL Y ATENCIÓN INTEGRAL DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES VÍCTIMAS DEL ABUSO 
SEXUAL. 
El Comité tendrá las siguientes funciones:

1.	 Actuar como órgano consultor y asesor, encargado de formular políticas y programas de las entidades responsables y relacionadas 
con la prevención de la violencia sexual y la atención integral del abuso sexual de niños, niñas y adolescentes.

2.	 Evaluar semestralmente la situación del abuso sexual a niños, niñas y adolescentes, en el territorio nacional, a fin de realizar un 
diagnóstico claro del problema.

3.	 Recomendar la adopción de medidas que permitan la coordinación interinstitucional e intersectorial, con el fin de garantizar la 
detección, la prevención de la violencia sexual en todos los niveles y la atención integral de los niños, niñas y adolescentes 
abusados sexualmente.

4.	 Proponer acciones conjuntas para la sensibilización y capacitación de las entidades y de la sociedad respecto de la prevención y 
denuncia de los casos de abuso sexual de niños, niñas y adolescentes.

5.	 Evaluar los programas de educación en salud sexual y reproductiva dirigida a niños, niñas y adolescentes para lo cual solicitará al 
Ministerio de Educación Nacional sean tomados en cuenta sus conceptos, estudios y propuestas, a fin de garantizar la prevención 
de la violencia sexual a niños, niñas y adolescentes.

6.	 Proponer y gestionar con el Ministerio de la Protección Social, lo relativo a la vigilancia epidemiológica del abuso sexual.

7.	 Hacer recomendaciones sobre el contenido del material de apoyo empleado por los programas en salud sexual y reproductiva 
dirigida a niños, niñas y adolescentes.

8.	 Hacer recomendaciones sobre el contenido de la Cátedra de Educación para la Sexualidad que se impartirá en las facultades de 
ciencias sociales, de la salud y de la educación, que oriente hacia el cuidado, la prevención y la detección del abuso sexual en 
niños, niñas y adolescentes.

9.	 Presentar semestralmente ante las Comisiones Séptimas del Senado de la República y la Cámara de Representantes, un informe 
acerca de las acciones adelantadas en torno al objeto de la presente ley y los resultados de las mismas.

10.	 El Comité se dará su propia organización y agenda de trabajo anual. Como mínimo constituirá subcomités de atención, prevención 
y comunicación. 

Los conceptos requeridos al Comité por el Gobierno Nacional, deberán ser rendidos dentro de los quince (15) días 
hábiles siguientes a la fecha de su solicitud, so pena de constituirse en causal de mala conducta para el funcionario 
que omita rendir los informes en los términos establecidos en el presente artículo.

PARÁGRAFO. Los Consejos de Política Social y los Subcomités de Infancia y Familia, sin perjuicio de sus competencias, implementarán 
las directrices y recomendaciones impartidas por el Comité, en sus respectivos territorios.

ARTÍCULO 6o. SECRETARÍA TÉCNICA PERMANENTE. El instituto Colombiano de Bienestar Familiar asumirá las 
funciones de la Secretaría Técnica Permanente, que tendrá a su cargo las siguientes funciones:

1.	 Cumplir las labores de Secretaría del Comité.

2.	 Convocar a las sesiones del Comité conforme a lo previsto en esta ley y a las instrucciones impartidas por su Presidente.

3.	 Compilar los informes, estudios y documentos que deban ser objeto de estudio, análisis, revisión o evaluación por parte del Comité.

4.	 Gestionar con la Fiscalía General, la estadística actualizada de las denuncias por violencia sexual contra los niños, niñas y 
adolescentes por sexo y edad en todo el territorio de la Nación.

5.	 Proponer la adecuación de los programas existentes en los diversos órdenes y dirigidos a la prevención de la violencia sexual y 
atención integral de los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente.

6.	 Gestionar la evaluación periódica de la calidad de atención y la oferta de servicios para las víctimas y sobrevivientes de violencia sexual.

7.	 Promover a través del Ministerio de Comunicaciones, la divulgación de los derechos del niño, así como la protección de su 
integridad y de su dignidad.



Ley 1098 de 2006

192 Procuraduria General de la Nacion          

8.	 Proponer y gestionar estrategias para monitorear el cumplimiento de la ley en los entes territoriales.

9.	 Proponer y gestionar las líneas de formación para los distintos sectores que integran el Comité, en materia de detección, prevención 
y atención de la violencia sexual.

10.	 Gestionar la preparación y presentación de los informes previstos en la ley.

11.	 Las demás que el Comité le asigne.

ARTÍCULO 7o. SESIONES. El Comité se reunirá en sesiones ordinarias cada dos (2) meses, y en sesiones extraordinarias, 
cuando sea convocado por su presidente o por un número plural de por lo menos el 50% de sus integrantes.

PARÁGRAFO. Las delegaciones al Comité serán realizadas formalmente por el titular de cada institución, confiriéndole sus facultades a 
un experto relacionado con las disposiciones contenidas en la presente ley.
La Sede del Comité será el Ministerio de la Protección Social.

CAPITULO II. 
PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA SEXUAL. 

ARTÍCULO 8o. DIVULGACIÓN. <Ver Notas del Editor en relación con la supresión de Inravisión> El Gobierno Nacional de 
manera conjunta con el Instituto Nacional de Radio y Televisión, promoverá la adopción de sistemas de autorregulación 
eficaces tendientes a motivar a los proveedores y usuarios de los servicios de comunicación en cuanto a la visibilidad 
de la violencia sexual, la promoción de derechos y relaciones equitativas entre los sujetos y la prevención del abuso 
sexual de niños, niñas y adolescentes mediante el diseño de estrategias tendientes a:

1.	 Sensibilizar, orientar y conscienciar <sic> acerca de la existencia del abuso sexual a niños, niñas y adolescentes y sus consecuencias.

2.	 Aportar herramientas a los niños, niñas y adolescentes que les faciliten su protección, defensa, detección tendientes a evitar el 
abuso sexual.

3.	 Dar a conocer de manera eficaz y pedagógica a los niños, niñas, adolescentes y adultos, las autoridades e instituciones a las cuales 
dirigirse en procura de ayuda.

4.	 Enseñar a los niños, niñas y adolescentes y a la ciudadanía en general su derecho a la atención gratuita en salud en los casos de 
ser objetos de abuso sexual.

CAPITULO III. 
ATENCIÓN INTEGRAL DEL NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE VÍCTIMA DE ABUSO SEXUAL. 

ARTÍCULO 9o. ATENCIÓN INTEGRAL EN SALUD. En caso de abuso sexual a niños, niñas y adolescentes, el Sistema 
General en Salud tanto público como privado, así como los hospitales y centros de salud de carácter público, están 
en la obligación de prestar atención médica de urgencia e integral en salud a través de profesionales y servicios 
especializados. La no definición del estado de aseguramiento de un niño, niña o adolescente víctima de abuso sexual 
no será impedimento para su atención en salud, que en todo caso incluirá como mínimo lo siguiente:

1.	 Los niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual, serán atendidos en las Instituciones Prestadoras de Salud tales como 
EPS, IPS, ARS previamente mencionadas, de manera inmediata y en cumplimento del principio de prevalencia de sus derechos, 
clasificando y atendiendo estos casos como de urgencia médica.

2.	 Examen y tratamiento de enfermedades de transmisión sexual adquiridas con ocasión del abuso.

3.	 Provisión de antiretrovirales en caso de violación y/o riesgo de VIH/Sida.

4.	 Durante la atención de la urgencia se realizará una evaluación física y sicológica del niño, niña o adolescente víctima del abuso, 
teniendo cuidado de preservar la integridad de las evidencias.

5.	 A que se recoja de manera oportuna y adecuada las evidencias, siguiendo las normas de la Cadena de Custodia.

6.	 Se dará aviso inmediato a la policía judicial y al ICBF.

7.	 Se practicarán de inmediato las pruebas forenses, patológicas y sicológicas necesarias para adelantar el proceso penal correspondiente.

PARÁGRAFO. Las EPS, IPS, y ARS u otros prestadores del servicio que no cumplan de manera inmediata con lo ordenado en el presente 
artículo, serán objeto de sanción por parte de la Superintendencia de Salud, quien para el efecto deberá dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la promulgación de la presente ley, determinar la escala de sanciones y procedimientos que estarán enmarcados dentro de 
los principios de celeridad y eficacia, a fin de que se cumplan efectivamente los preceptos aquí consagrados.
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ARTÍCULO 10. PROTOCOLO DE DIAGNÓSTICO. El Ministerio de la Protección Social, dentro de los seis meses 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, expedirá un protocolo de diagnóstico y atención de los niños, 
niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual, dirigido a los profesionales de la salud y a las Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud.

Todo profesional de la salud adscrito o no a una Institución de Salud, que al atender en consulta a un niño, niña o 
adolescente, encuentre indicio de que ha sido víctima de abuso sexual, deberá aplicar el protocolo a que se refiere el 
inciso 1o de este artículo.

CAPITULO IV. 
EL SECTOR EDUCATIVO Y LA PREVENCIÓN DEL ABUSO SEXUAL CONTRA NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES. 

ARTÍCULO 11. IDENTIFICACIÓN TEMPRANA EN AULA. Los establecimientos educativos oficiales y privados, 
que ofrezcan educación formal en los niveles de básica y media, deberán incluir elementos que contribuyan a la 
identificación temprana, prevención, autoprotección, detección y denuncia del abuso sexual de que puedan ser víctima, 
los educandos, dentro y fuera de los establecimientos educativos.

ARTÍCULO 12. OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR. El docente está obligado a denunciar ante las autoridades administrativas 
y judiciales competentes, toda conducta o indicio de violencia o abuso sexual contra niños, niñas y adolescentes del 
que tenga conocimiento.

ARTÍCULO 13. ACREDITACIÓN. Los docentes que tengan a su cargo el programa en educación para la sexualidad y salud 
sexual y reproductiva en los establecimientos oficiales y privados, deberán ser profesionales idóneos, capacitados en ese 
campo de manera que posibiliten la detección y manejo de cualquier caso de abuso sexual de sus estudiantes.
Tales docentes deberán acreditar su perfil de conformidad con las disposiciones y directivas emanadas del Ministerio de 
Educación Nacional.

ARTÍCULO 14. CÁTEDRA DE EDUCACIÓN PARA LA SEXUALIDAD. Los establecimientos de educación media y 
superior deberán incluir en sus programas de estudio, con el propósito de coadyuvar a la prevención de las conductas 
de que trata la presente ley, una cátedra de educación para la sexualidad, donde se hará especial énfasis en el respeto 
a la dignidad y a los derechos del menor.

CAPITULO V. 
DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA Y EL ABUSO SEXUALCONTRA NIÑOS, 

NIÑAS Y ADOLESCENTES. 

ARTÍCULO 15. DEBER DE DENUNCIAR. En ejercicio del deber constitucional de protección de los niños, niñas y 
adolescentes, el Estado y la sociedad tienen el deber de denunciar oportunamente a las autoridades competentes 
cualquier indicio o caso de abuso sexual contra niños, niñas y adolescentes dentro de las 24 horas siguientes al 
conocimiento del hecho.

CAPITULO VI. 
OTRAS DISPOSICIONES. 

ARTÍCULO 16. El ICBF, para el caso de los niños, niñas y adolescentes víctimas de abuso sexual, que sean acogidos 
en instituciones y establecimientos de protección por él destinadas o contratadas, establecerá las medidas necesarias 
para evitar que su permanencia en ellas se traduzca en deterioro de su condición emocional y sicológica.

El Comité Interinstitucional Consultivo para la Prevención de la Violencia Sexual y Atención Integral de los Niños, Niñas 
y Adolescentes Víctimas del Abuso Sexual verificará el cumplimiento de la presente disposición.

ARTÍCULO 17. RECURSOS. El Ministerio de la Protección Social queda autorizado para administrar por medio de 
la Secretaría Técnica del Comité Interinstitucional Consultivo para la Prevención de la Violencia Sexual y Atención 
Integral de los Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas del Abuso Sexual, una cuenta especial, y personería jurídica, 
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que recepcionará los recursos captados para prevenir la violencia sexual y atender integralmente a los niños, niñas y 
adolescentes víctimas del abuso sexual. El Gobierno reglamentará la materia.

Dentro de las fuentes específicas de recursos que podrá recepcionar esta cuenta especial podrán incluir los siguientes:

1.	 Las partidas que se le asignen en el Presupuesto Nacional.

2.	 Los rubros destinados por parte de las instituciones que integran el Comité a acciones para la prevención de la violencia sexual y 
atención integral de los niños, niñas y adolescentes víctimas del abuso sexual.

3.	 Las donaciones.

4.	 Los recursos provenientes de la cooperación nacional e internacional.

5.	 Los demás que obtenga a cualquier título.

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional reglamentará lo concerniente a la creación y administración de la cuenta, así como 
los procedimientos para recibir y administrar los recursos provenientes de donaciones y de cooperación internacional 
previamente mencionados en el presente artículo, de conformidad con las disposiciones legales vigentes que regulan la 
cooperación económica internacional.

ARTÍCULO 18. MEDIDAS DE CONTROL. La Contraloría General de la República ejercerá inspección, vigilancia y control 
sobre la utilización de los recursos que integren esta cuenta.

Las entidades que ejecuten recursos provenientes de esta cuenta rendirán un informe detallado de las actividades 
desarrolladas con cargo a ellos, el cual será rendido ante el Comité Interinstitucional del que trata la presente ley y ante la 
Contraloría General de la República.

El control de que trata este artículo se ejercerá sin perjuicio de los demás controles que de manera general establezca la ley a 
este tipo de cuentas.

ARTÍCULO 19. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su publicación.

La Presidenta del honorable Senado de la República,
Dilian Francisca Toro Torres.
El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Alfredo Ape Cuello Baute.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 10 de julio de 2007.
Álvaro Uribe Vélez
El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.
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Ley 1257 de 2008

(Diciembre 4 de 2008)

Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las 
mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal  , la Ley 294 de 1996 y se  dictan otras disposiciones

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 1º. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto la adopción de normas que permitan garantizar para todas 
las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, el ejercicio de los derechos 
reconocidos en el ordenamiento jurídico interno e internacional, el acceso a los procedimientos administrativos y 
judiciales para su protección y atención, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su realización.
 
Artículo 2°. Definición de violencia contra la mujer. Por violencia contra la mujer se entiende cualquier acción u omisión, 
que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, 
así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en 
el ámbito público o en el privado.

Para efectos de la presente ley, y de conformidad con lo estipulado en los Planes de Acción de las Conferencias de 
Viena, Cairo y Beijing, por violencia económica, se entiende cualquier acción u omisión orientada al abuso económico, 
el control abusivo de las finanzas, recompensas o castigos monetarios a las mujeres por razón de su condición 
social, económica o política. Esta forma de violencia puede consolidarse en las relaciones de pareja, familiares, en las 
laborales o en las económicas.

Artículo 3°. Concepto de daño contra la mujer. Para interpretar esta ley, se establecen las siguientes definiciones de daño: 

Daño psicológico: Consecuencia  proveniente de la acción u omisión destinada a degradar o controlar las acciones, 
comportamientos, creencias y decisiones de otras personas, por medio de intimidación, manipulación, amenaza, 
directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, 
la autodeterminación o el desarrollo personal.

b. Daño o sufrimiento físico: Riesgo o disminución de la integridad corporal de una persona.
c. Daño o sufrimiento sexual: Consecuencias que provienen de la acción consistente en obligar a una persona a 

mantener contacto sexualizado, físico o verbal, o a participar en otras interacciones sexuales mediante el uso de 
fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o cualquier otro mecanismo que anule 
o limite la voluntad personal. Igualmente, se considerará daño o sufrimiento sexual el hecho de que la persona 
agresora obligue a la agredida a realizar alguno de estos actos con terceras personas.

d. Daño patrimonial: Pérdida, transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, 
instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores, derechos o económicos destinados a satisfacer 
las necesidades de la mujer.

Artículo 4. Criterios de Interpretación. Los principios contenidos en la Constitución Política, y en los Tratados o Convenios 
Internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, en especial la convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer y la convención interamericana para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra la mujer, las demás leyes, la jurisprudencia referente a la materia, servirán de guía para 
su interpretación y aplicación.

Artículo 5°. Garantías mínimas. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en el ordenamiento jurídico, no 
debe entenderse como negación de otros que siendo inherentes a las mujeres no figuren expresamente en él.
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CAPITULO II
Principios

Artículo 6°. Principios. La interpretación y aplicación de esta ley se hará de conformidad con los siguientes principios:

1.	 Igualdad real y efectiva. Corresponde al Estado diseñar, implementar y evaluar políticas públicas para lograr el 
acceso de las mujeres a los servicios y el cumplimiento real de sus derechos.

2.	 Derechos humanos. Los derechos de las mujeres son Derechos Humanos.

3.	 Principio de Corresponsabilidad. La sociedad y la Familia son responsables de respetar los derechos de las 
mujeres y de contribuir a la eliminación de la violencia contra ellas. El Estado es responsable de prevenir, investigar 
y sancionar toda forma de violencia contra las mujeres.

4.	 Integralidad. La atención a las mujeres víctimas de violencia comprenderá información, prevención, orientación, 
protección, sanción, reparación y estabilización.

5.	 Autonomía. El Estado reconoce y protege la independencia de las mujeres para tomar sus propias decisiones sin 
interferencias indebidas.

6.	 Coordinación. Todas las entidades que tengan dentro de sus funciones la atención a las mujeres víctimas de 
violencia deberán ejercer acciones coordinadas y articuladas con el fin de brindarles una atención integral.

7.	 No Discriminación. Todas las mujeres con independencia de sus circunstancias personales, sociales o 
económicas tales como edad, etnia. Orientación sexual, procedencia rural o urbana, religión entre otras, tendrán 
garantizados los derechos establecidos en esta ley a través una previsión de estándares mínimos en todo el 
territorio nacional.

8.	 Atención Diferenciada. El Estado garantizará la atención a las necesidades y circunstancias específicas de 
colectivos de mujeres especialmente vulnerables o en riesgo, de tal manera que se asegure su acceso efectivo a los 
derechos consagrados en la presente ley.

CAPITULO III
Derechos

Artículo 7°. Derechos de las Mujeres. Además de otros derechos reconocidos en la ley o en tratados y convenios 
internacionales debidamente ratificados, las mujeres tienen derecho a una vida digna, a la integridad física, sexual y 
psicológica, a la intimidad, a no ser sometidas a tortura o a tratos crueles y degradantes, a la igualdad real y efectiva, 
a no ser sometidas a forma alguna de discriminación, a la libertad y autonomía, al libre desarrollo de la personalidad, 
a la salud, a la salud sexual y reproductiva y a la seguridad personal.

Artículo 8°. Derechos de las víctimas de Violencia. Toda víctima de alguna de las formas de violencia previstas en la 
presente ley, además de los contemplados en el artículo 11 de la Ley 906 de 2004 y el artículo 15 de la Ley 360 de 
1997, tiene derecho a:

a.	Recibir atención integral a través de servicios con cobertura suficiente, accesible y de la calidad.
b.	Recibir orientación, asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con carácter gratuito, inmediato y especializado 

desde el momento en que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de la autoridad. Se podrá 
ordenar que el agresor asuma los costos de esta atención y asistencia. Corresponde al Estado garantizar este 
derecho realizando las acciones correspondientes frente al agresor y en todo caso garantizará la prestación de 
este servicio a través de la defensoría pública.

c.	Recibir información clara, completa, veraz y oportuna en relación con sus derechos y con los mecanismos y 
procedimientos contemplados en la presente ley y demás normas concordantes;

d.	Dar su consentimiento informado para los exámenes medico-Iegales en los casos de violencia sexual y escoger 
el sexo del facultativo para la práctica de los mismos dentro de las posibilidades ofrecidas por el servicio. Las 
entidades promotoras y prestadoras de servicios de salud promoverán la existencia de facultativos de ambos 
sexos para la atención de victimas de violencia. 

e.	Recibir información clara, completa, veraz y oportuna en relación con la salud sexual y reproductiva;
f.	 Ser tratada con reserva de identidad al recibir la asistencia médica, legal, o asistencia social respecto de sus datos 

personales, los de sus descendientes o los de cualquiera otra persona que esté bajo su guarda o custodia;
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g.	Recibir asistencia médica, psicológica, psiquiatrica y forense especializada e integral en los términos y condiciones 
establecidos en el ordenamiento jurídico para ellas y sus hijos e hijas.

h.	Acceder a los mecanismos de protección y atención para ellas, sus hijos e hijas;
i.	 La verdad, la justicia, la reparación y garantías de no repetición frente a los hechos constitutivos de violencia;
j.	 La estabilización de su situación conforme a los términos previstos en esta ley.
k.	A decidir voluntariamente si puede ser confrontada con el agresor en cualquiera de los espacios de atención y en 

los procedimientos administrativos, judiciales o de otro tipo.

CAPITULO IV
Medidas de sensibilización y prevención

Artículo 9°. Medidas de sensibilización y prevención. Todas las autoridades encargadas de formular e implementar 
políticas públicas deberán reconocer las diferencias y desigualdades sociales, biológicas en las relaciones entre las 
personas según el sexo, la edad, la etnia y el rol que desempeñan en la familia y en el grupo social.

El Gobierno Nacional:

1.	 Formulará, aplicará, actualizará estrategias, planes y programas Nacionales integrales para la prevención y la erradicación de todas 
las formas de violencia contra la mujer.

2.	 Ejecutará programas de formación para los servidores públicos que garanticen la adecuada prevención, protección y atención a las 
mujeres víctimas de la violencia, con especial énfasis en los operadores/as de justicia, el personal de salud y las autoridades de policía.

3.	 Implementará en los ámbitos mencionados las recomendaciones de los organismos internacionales, en materia de Derechos 
Humanos de las mujeres.

4.	 Desarrollará planes de prevención, detección y atención de situaciones de acoso, agresión sexual o cualquiera otra forma de 
violencia contra las mujeres.

5.	 Implementará medidas para fomentar la sanción social y la denuncia de las prácticas discriminatorias y la violencia contra las mujeres.

6.	 Fortalecerá la presencia de las instituciones encargadas de prevención, protección y atención de mujeres víctimas de violencia 
en las zonas geográficas en las que su vida e integridad corran especial peligro en virtud de situaciones de conflicto por acciones 
violentas de actores armados.

7.	 Desarrollará programas de prevención, protección y atención para las mujeres en situación de desplazamiento frente a los actos 
de violencia en su contra.

8.	 Adoptar medidas para investigar o sancionar a los miembros de la policía, las fuerzas armadas, las fuerzas de seguridad y otras 
fuerzas que realicen actos de violencia contra las niñas y las mujeres, que se encuentren en situaciones de conflicto, por la 
presencia de actores armados.

9.	 Las entidades responsables en el marco de la presente ley aportarán la información referente a violencia de genero al sistema de 
información que determine el Ministerio de Protección Social y a la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, a través del 
Observatorio de Asuntos de Género, para las labores de información, monitoreo y seguimiento.

Departamentos y Municipios

1.	 El tema de violencia contra las mujeres será incluido en la agenda de los Consejos para la Política Social.

2.	 Los planes de desarrollo municipal y departamental incluirán un capítulo de prevención y atención para las mujeres víctimas de la violencia.

 
Artículo 10°. Comunicaciones. El Ministerio de Comunicaciones elaborará programas de difusión que contribuyan a 
erradicar la violencia contra las mujeres en todas sus formas, a garantizar el respeto a la dignidad de la mujer y a 
fomentar la igualdad entre hombres y mujeres, evitando toda discriminación contra ellas.

Artículo 11. Medidas Educativas. El Ministerio de Educación, además de las señaladas en otras leyes, tendrá las 
siguientes funciones:

1.	 Velar para que las instituciones educativas incorporen la formación en el respeto de los derechos, libertades, autonomía e igualdad 
entre hombres y mujeres como parte de la cátedra en Derechos Humanos.

2.	 Desarrollar políticas y programas que contribuyan a sensibilizar, capacitar y entrenar a la comunidad educativa, especialmente 
docentes, estudiantes y padres de familia, en el tema de la violencia contra las mujeres.
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3.	 Diseñar e implementar medidas de prevención y protección frente a la desescolarización de las mujeres víctimas de cualquier 
forma de violencia.

4.	 Promover la participación de las mujeres en los programas de habilitación ocupacional y formación profesional no tradicionales para 
ellas, especialmente en las ciencias básicas y las ciencias aplicadas.

Artículo 12. Medidas en el ámbito laboral. El Ministerio de la Protección Social, además de las señaladas en otras leyes, 
tendrá las siguientes funciones:

1.	 Promoverá el reconocimiento social y económico del trabajo de las mujeres e implementará mecanismos para hacer efectivo el 
derecho a la igualdad salarial.

2.	 Reglamentará el Plan Obligatorio de Salud para que incluya las actividades de atención a las víctimas que corresponda en aplicación 
de la presente ley, y en particular aquellas definidas en los literales a., b. y c. del artículo 19 de la misma

3.	 Contemplará en los planes nacionales y territoriales de salud un apartado de prevención e intervención integral en violencia contra 
las mujeres.

4.	 Promoverá el respeto a las decisiones de las mujeres sobre el ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos.

Parágrafo. Las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP) los empleadores y o contratantes, en lo concerniente 
a cada uno de ellos, adoptarán procedimientos adecuados y efectivos para:

1.	 Hacer efectivo el derecho a la igualdad salarial de las mujeres.

2.	 Tramitar las quejas de acoso sexual y de otras formas de violencia contra la mujer contempladas en esta ley. Estas normas se 
aplicarán también a las cooperativas de trabajo asociado y a las demás organizaciones que tengan un objeto similar.

3.	 El Ministerio de la Protección Social velará porque las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP) y las Juntas Directivas de las 
Empresas den cumplimiento a lo dispuesto en este parágrafo.

Artículo 13. Medidas en el ámbito de la salud. El Ministerio de la Protección Social, además de las señaladas en otras 
leyes, tendrá las siguientes funciones:

1.	 Elaborará o actualizará los protocolos y guías de actuación de las instituciones de salud y de su personal ante los casos de violencia 
contra las mujeres. En el marco de la presente ley, para la elaboración de los protocolos el Ministerio tendrá especial cuidado en 
la atención y protección de las víctimas.

2.	 Reglamentará el Plan Obligatorio de Salud para que incluya las actividades de atención a las víctimas que corresponda en aplicación 
de la presente ley, y en particular aquellas definidas en los literales a., b. y c. del artículo 19 de la misma

3.	 Contemplará en los planes nacionales y territoriales de salud un apartado de prevención e intervención integral en violencia contra 
las mujeres.4. Promoverá el respeto a las decisiones de las mujeres sobre el ejercicio de sus derechos sexuales y reproductivos.

Parágrafo. El Plan Nacional de Salud definirá acciones y asignará recursos para prevenir la violencia contra las mujeres 
como un componente de las acciones de salud pública. Todos los planes y programas de salud pública en el nivel 
territorial contemplarán acciones en el mismo sentido.

Artículo 14. Deberes de la familia. La familia tendrá el deber de promover los derechos de las mujeres en todas sus 
etapas vitales reconocidos, consagrados en esta ley y así mismo la eliminación de todas las formas de violencia y 
desigualdad contra la mujer.

Son deberes de la familia para estos efectos:

1.	 Prevenir cualquier acto que amenace o vulnere los derechos de las mujeres señalados en esta ley.

2.	 Abstenerse de realizar todo acto o conducta que implique maltrato físico, sexual, psicológico o patrimonial contra las mujeres.

3.	 Abstenerse de realizar todo acto o conducta que implique discriminación contra las mujeres.

4.	 Participar en los espacios democráticos de discusión, diseño, formulación y ejecución de políticas, planes, programas y proyectos 
de interés para la eliminación de la discriminación y la violencia contra las mujeres.

5.	 Promover la participación y el respeto de las mujeres en las decisiones relacionadas con el entorno familiar.
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6.	 Respetar y promover el ejercicio de la autonomía de las mujeres.

7.	 Respetar y promover el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.

8.	 Respetar las manifestaciones culturales, religiosas, políticas y sexuales de las mujeres.

9.	 Proporcionarle a las mujeres discapacitadas un trato digno e igualitario con todos los miembros de la familia y generar condiciones 
de equidad, de oportunidades y autonomía para que puedan ejercer sus derechos. Habilitar espacios adecuados y garantizarles su 
participación en los asuntos relacionados con su entorno familiar y social.

10.	 Realizar todas las acciones que sean necesarias para asegurar el ejercicio de los derechos de las mujeres y eliminar la violencia y 
discriminación en su contra en el entorno de la familia.

Parágrafo. En los pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes y los demás grupos étnicos las obligaciones de 
la familia se establecerán de acuerdo con sus tradiciones y culturas, siempre que no sean contrarias a la Constitución 
Política y a los instrumentos internacionales de Derechos Humanos.

Artículo 15. Obligaciones de la Sociedad. En cumplimiento del principio de corresponsabilidad las organizaciones de 
la sociedad civil, las asociaciones, las empresas, el comercio organizado, los gremios económicos y demás personas 
jurídicas y naturales, tienen la responsabilidad de tomar parte activa en el logro de la eliminación de la violencia y la 
discriminación contra las mujeres. Para estos efectos deberán:

1.	 Conocer, respetar y promover los derechos de las mujeres reconocidos señalados en esta ley.

2.	 Abstenerse de realizar todo acto o conducta que implique maltrato físico, sexual, psicológico o patrimonial contra las mujeres.

3.	 Abstenerse de realizar todo acto o conducta que implique discriminación contra las mujeres.

4.	 Denunciar las violaciones de los derechos de las mujeres y la violencia y discriminación en su contra.

5.	 Participar activamente en la formulación, gestión, cumplimiento, evaluación y control de las políticas públicas relacionadas con los 
derechos de las mujeres y la eliminación de la violencia y la discriminación en su contra.

6.	 Colaborar con las autoridades en la aplicación de las disposiciones de la presente ley y en la ejecución de las políticas que 
promuevan los derechos de las mujeres y la eliminación de la violencia y la discriminación en su contra.

7.	 Realizar todas las acciones que sean necesarias para asegurar el ejercicio de los derechos de las mujeres y eliminar la violencia y 
discriminación en su contra.

CAPITULO V
Medidas de protección

Artículo 16. El artículo 4º de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo  10 de la Ley 575 de 2000 quedará así:

“Artículo 4°. Toda persona que dentro de su contexto familiar sea víctima de daño físico, psíquico o daño a su 
integridad sexual, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de otro miembro del grupo 
familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar, al comisario de familia del lugar 
donde ocurrieren los hechos y a falta de este al Juez Civil Municipal o Promiscuo Municipal, una medida de protección 
inmediata que ponga fin a la violencia, maltrato o agresión o evite que esta se realice cuando fuere inminente.
Cuando en el domicilio de la persona agredida hubiere más de un despacho judicial competente para conocer de esta 
acción, la petición se someterá en forma inmediata a reparto.

Parágrafo. En los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades indígenas, el competente para conocer de estos 
casos es la respectiva autoridad indígena, en desarrollo de la jurisdicción especial prevista por la Constitución Nacional 
en el artículo 24611.

Artículo 17. El artículo 5° de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 2° de la Ley 575 de 2000 quedará así:

“Artículo 5°. Medidas de protección en casos de violencia intrafamiliar. Si la autoridad competente determina que 
el solicitante o un miembro de un grupo familiar ha sido víctima de violencia, emitirá mediante providencia motivada una 
medida definitiva de protección, en la cual ordenará al agresor abstenerse de realizar la conducta objeto de la queja, 
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o cualquier otra similar contra la persona ofendida u otro miembro del grupo familiar. El funcionario podrá imponer, 
además, según el caso, las siguientes medidas, sin perjuicio de las establecidas en el artículo 18 de la presente ley:

a.	Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, cuando su presencia constituye una 
amenaza para la vida, la integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia;

b.	Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la víctima, cuando a juicio del 
funcionario dicha limitación resulte necesaria para prevenir que aquel perturbe, intimidé, amenace o de cualquier otra 
forma interfiera con la víctima o con los menores, cuya custodia provisional le haya sido adjudicada.

c.	Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños, niñas y personas discapacitadas en situación de 
indefensión miembros del grupo familiar, sin perjuicio de las acciones penales a que hubiere lugar;

d.	Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública o privada que ofrezca tales 
servicios, a costa del agresor.

e.	Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos de orientación y asesoría jurídica, médica, psicológica y 
psíquica que requiera la víctima;

f.	 Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repetición la autoridad competente ordenará una protección 
temporal especial de la víctima por parte de las autoridades de policía, tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, 
si lo tuviere;

g.	Ordenar a la autoridad de policía, previa solicitud de la víctima el acompañamiento a esta para su reingreso al lugar de 
domicilio cuando ella se haya visto en la obligación de salir para proteger su seguridad;

h.	Decidir provisionalmente el régimen de visitas, la guarda y custodia de los hijos e hijas si los hubiere, sin perjuicio de la 
competencia en materia civil de otras autoridades, quienes podrán ratificar esta medida o modificarla;

i.	 Suspender al agresor la tenencia, porte y uso de armas, en caso de que estas sean indispensables para el ejercicio de 
su profesión u oficio, la suspensión deberá ser motivada;

j.	 Decidir provisionalmente quién tendrá a su cargo las pensiones alimentarias, sin perjuicio de la competencia en materia 
civil de otras autoridades quienes podrán ratificar esta medida o modificarla;

k.	Decidir provisionalmente el uso y disfrute de la vivienda familiar, sin perjuicio de la competencia en materia civil de otras 
autoridades quienes podrán ratificar esta medida o modificarla

l.	 Prohibir, al agresor la realización de cualquier acto de enajenación o gravamen de bienes de su propiedad sujetos a 
registro, si tuviere sociedad conyugal o patrimonial vigente. Para este efecto, oficiará a las autoridades competentes. Esta 
medida será decretada por Autoridad Judicial;

m.	Ordenar al agresor la devolución inmediata de los objetos de uso personal, documentos de identidad y cualquier otro 
documento u objeto de propiedad o custodia de la víctima;

n.	Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.

Parágrafo 1°. En los procesos de divorcio o de separación de cuerpos por causal de maltrato, el juez podrá decretar cualquiera de las 
medidas de protección consagradas en este artículo.

Parágrafo 2°. Estas mismas medidas podrán ser dictadas en forma provisional e inmediata por la autoridad judicial que conozca de los 
delitos que tengan origen en actos de violencia intrafamiliar.

Parágrafo 3°. La autoridad competente deberá remitir todos los casos de violencia intrafamiliar a la Fiscalía General de la Nación para 
efectos de la investigación del delito de violencia intrafamiliar y posibles delitos conexos”.

Artículo 18. Medidas de protección en casos de violencia en ámbitos diferentes al familiar. Las mujeres víctimas de 
cualquiera de las modalidades de violencia contempladas en la presente ley, además de las contempladas en el artículo 
5° de la Ley 294 de 1996 y sin perjuicio de los procesos judiciales a que haya lugar, tendrán derecho a la protección 
mediata de sus derechos, mediante medidas especiales y expeditas, entre las que se encuentran las siguientes:

a. Remitir a la víctima y a sus hijas e hijos a un sitio donde encuentren la guarda de su vida, dignidad, e integridad y la 
de su grupo familiar.

c. Ordenar el traslado de la institución carcelaria o penitenciaria para las mujeres privadas de la libertad;
d. Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósitos de la presente ley.
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 CAPITULO VI
Medidas de atención

Artículo 19. Las medidas de atención previstas en esta ley y las que implementen el Gobierno Nacional y las entidades 
territoriales, buscarán evitar que la atención que reciban la víctima y el agresor sea proporcionada por la misma persona y 
en el mismo lugar. En las medidas de atención se tendrán en cuenta las mujeres en situación especial de riesgo.

a.	Garantizar la habitación y alimentación de la víctima a través del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Las 
Empresas Promotoras de Salud y las Administradores de Régimen Subsidiado, prestarán servicios de habitación y 
alimentación en las instituciones prestadoras de servicios de salud, o contratarán servicios de hotelería para tales 
fines; en todos los casos se incluirá el servicio de transporte de las víctimas, de sus hijos e hijas. Adicionalmente, 
contarán con sistemas de referencia y contrarreferencia para la atención de las víctimas, siempre garantizando la 
guarda de su vida, dignidad, e integridad.

b.	Cuando la víctima decida no permanecer en los servicios hoteleros disponibles, o estos no hayan sido contratados, 
se asignará un subsidio monetario mensual para la habitación y alimentación de la víctima, sus hijos es hija, 
siempre y cuando se verifique que el mismo será utilizado para sufragar estos gastos en un lugar diferente a 
que habite el agresor. Así mismo este subsidio estará condicionado a la asistencia a citas médicas, sicológicas 
o siquiátricas que requiera la víctima. En el régimen contributivo éste subsidio será equivalente al monto de la 
cotización que haga la víctima al Sistema General de Seguridad Social en Salud, y para el régimen subsidiado será 
equivalente a un salario mínimo mensual vigente.

c.	Las Empresas Promotoras de Salud y las Administradoras de Régimen Subsidiado serán las encargadas de la 
prestación de servicios de asistencia médica, sicológica y siquiátrica a las mujeres víctimas de violencia, a sus 
hijos e hijas.

Parágrafo 1°. La aplicación de las medidas definidas en los literales a. y b. será hasta por seis meses, prorrogables hasta por seis meses 
más siempre y cuando la situación lo amerite.

Parágrafo 2°. La aplicación de éstas medidas se hará con cargo al Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Parágrafo 3° La ubicación de las víctimas será reservada para garantizar su protección y seguridad, y las de sus hijas es hijas

Artículo 20. Información. Los municipios y distritos suministrarán información y asesoramiento a mujeres víctimas de 
violencia adecuada a su situación personal, sobre los servicios disponibles, las entidades encargadas de la prestación 
de dichos servicios, los procedimientos legales pertinentes y las medidas de reparación existentes.

Las líneas de atención existentes en los municipios y los distritos informarán de manera inmediata, precisa y completa a 
la comunidad y a la víctima de alguna de las formas de violencia, los mecanismos de protección y atención a la misma.

Se garantizará a través de los medios necesarios que las mujeres victimas de violencia con discapacidad, que no sepan leer 
o escribir, o aquellas que hablen una lengua distinta al español, tengan acceso integral y adecuado a la información sobre los 
derechos y recursos existentes.

Artículo 21. Acreditación de las situaciones de violencia. Las situaciones de violencia que dan lugar a la atención 
de las mujeres sus hijos e hijas, se acreditarán con la medida de protección expedida por la autoridad competente, sin 
que puedan exigirse requisitos adicionales.

Artículo 22. Estabilización de las víctimas. Para la estabilización de las víctimas, la autoridad competente podrá:
a. Solicitar el acceso preferencial de la víctima a cursos de educación técnica o superior, incluyendo los programas 

de subsidios de alimentación, matrícula, hospedaje, transporte, entre otros.
b. Ordenar a los padres de la víctima el reingreso al sistema educativo, si esta es menor de edad.
c. Ordenar el acceso de la víctima a actividades extracurriculares, o de uso del tiempo libre, si esta es menor de edad.
d. Ordenar el acceso de la víctima a seminternados, externados, o intervenciones de apoyo, si esta es menor de edad.
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Artículo 23. Los empleadores que ocupen trabajadoras mujeres víctimas de la violencia comprobada, y que estén 
obligados a presentar declaración de renta y complementarios, tienen derecho a deducir de la renta el 200% del valor 
de los salarios y prestaciones sociales pagados durante el año o período gravable, desde que exista la relación laboral, 
y hasta por un periodo de tres años.

CAPITULO VII
De las sanciones

Artículo 24. Adiciónense al artículo 43 de la Ley 599 de 2000 los siguientes numerales:

10. La prohibición de aproximarse a la víctima y/o a integrantes de su grupo familiar.

11. La prohibición de comunicarse con la víctima y/o con integrantes de su grupo familiar.

Parágrafo. Para efectos de este artículo integran el grupo familiar:

1.	 Los cónyuges o compañeros permanentes;

2.	 El padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo lugar;

3.	 Los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos;

4.	 Todas las demás personas que de manera permanente se hallaren integrados a la unidad doméstica.

Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio, unión libre.

Artículo 25. Adiciónese al artículo 51 de la Ley 599 de 2000 el siguiente inciso:

La prohibición de acercarse a la víctima y/o a integrantes de su grupo familiar y la de comunicarse con ellos, en el 
caso de delitos relacionados con violencia intrafamiliar, estará vigente durante el tiempo de la pena principal y hasta 
doce (12) meses más.

Artículo 26. Modifíquese el numeral 1 y adiciónese el numeral 11 al artículo 104 de la Ley 599 de 2000 así:

1. En los cónyuges o compañeros permanentes; en el padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo 
hogar, en los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; y en todas las demás personas que 
de manera permanente se hallare integrada a la unidad doméstica.

11. Si se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer.

Artículo 27. Adiciónese al artículo 135 de la Ley 599 de 2000, el siguiente ‘inciso:

La pena prevista en este artículo se aumentará de la tercera parte a la mitad cuando se cometiere contra una mujer por 
el hecho de ser mujer.

Artículo 28. El numeral 4 del artículo 170 de la Ley 599 de 2000 quedará así:

“4. Si se ejecuta la conducta respecto de pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero 
civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se 
hallare integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno 
o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de 
matrimonio o de unión libre.

Artículo 29. Adiciónese al Capítulo Segundo del Título IV del libro Segundo de la Ley 599 de 2000, el siguiente artículo:

“Artículo 210 A. Acoso sexual. El que en beneficio suyo o de un tercero y valiéndose de su superioridad manifiesta o 
relaciones de autoridad o de poder, edad, sexo, posición laboral, social, familiar o económica, acose, persiga, hostigue 
o asedie física o verbalmente, con fines sexuales no consentidos, a otra persona, incurrirá en prisión de uno (1) a tres 
(3) años”.
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Artículo 30. Modifíquese el numeral 5 y adiciónense los numerales 7 y 8 al artículo 211 de la Ley 599 de 2000 así:
“5. La conducta se realizare sobre pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, 
sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se 
hallare integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno 
o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de 
matrimonio o de unión libre.

7. Si se cometiere sobre personas en situación de vulnerabilidad en razón de su edad, etnia, discapacidad física, 
psíquica o sensorial, ocupación u oficio.

8. Si el hecho se cometiere con la intención de generar control social, temor u obediencia en la comunidad”.

Artículo 31. Modifíquese el numeral 3 y adiciónese el numeral 4 al artículo 216 de la Ley 599 de 2000 así:
“3. Se realizare respecto de pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre 
cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se hallare 
integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o 
algunos de los partícipes.

Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre.

4. Se cometiere sobre personas en situación de vulnerabilidad en razón de su edad, etnia, discapacidad física, psíquica 
o sensorial, ocupación u oficio”.

Artículo 32. Adiciónese un parágrafo al articulo 230 de la Ley 599 de 2000 así:
“Parágrafo. Para efectos de lo establecido en el presente artículo se entenderá que el grupo familiar compren je 
los cónyuges o compañeros permanentes; el padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo lugar; 
los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; todas las demás personas que de manera 
permanente se hallaren integrados a la unidad doméstica. La afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio, 
unión libre.

Artículo 33. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 149 de la Ley 906 de 2004:

Parágrafo. En las actuaciones procesales ,relativas a los delitos contra la libertad y formación sexual y de violencia sexual, el juez podrá 
a solicitud de cualquiera de los intervinientes en el proceso, disponer la .”realización de audiencias cerradas al público. La negación 
de esta solicitud se hará mediante providencia motivada. Cuando cualquiera de los intervinientes en el proceso lo solicite, la autoridad 
competente podrá determinar la reserva de identidad respecto de sus datos personales, los de sus descendientes y los de cualquier otra 
persona que esté bajo su guarda o custodia”.

Artículo 34. Las medidas de protección previstas en esta ley y los agravantes de las conductas penales se aplicarán 
también a quienes cohabiten o hayan cohabitado.

CAPITULO VIII
Disposiciones finales

Artículo 35. Seguimiento. La Consejería para la Equidad de la Mujer en coordinación con la Procuraduría General de 
la Nación y la Defensoría del Pueblo crearán el comité de seguimiento a la implementación y cumplimiento de esta ley 
que deberá contar con la participación de organizaciones de mujeres.
La Consejería presentará un informe anual al Congreso de la República sobre la situación de violencia contra las 
mujeres, sus manifestaciones, magnitud, avances y retrocesos, consecuencias e impacto.

Artículo 36. La norma posterior que restrinja el ámbito de protección de esta ley o limite los derechos y las medidas 
de protección o, en general, implique desmejora o retroceso en la protección de los derechos de las mujeres o en la 
eliminación de la violencia y discriminación en su contra, deberá señalar de manera explícita las razones por las cuales 
se justifica la restricción, limitación, desmejora o retroceso. Cuando se trate de leyes esta se realizará en la exposición 
de motivos.
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Artículo 37. Para efectos de excepciones o derogaciones, no se entenderá que esta ley resulta contrariada por normas 
posteriores sobre la materia, sino cuando estas identifiquen de modo preciso la norma de esta ley objeto de excepción, 
modificación o derogatoria.

Artículo 38. Los Gobiernos Nacional, departamentales, distritales y municipales, tendrán la obligación de divulgar 
ampliamente y en forma didáctica en todos los niveles de la población colombiana, y en detalle, las disposiciones 
contenidas en la presente ley.

Artículo 39. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

EL PRESIDENTE DEL H. SENADO DE LA REPUBLICA
Hernán Francisco Andrade Serrano 
EL SECRETARIO GENERAL DEL H. SENADO DE LA REPUBLICA
Emilio Otero Dajud 
EL PRESIDENTE DE LA H. CÁMARA DE REPRESENTANTES
Germán Varón Cotrino 
EL SECRETARIO GENERAL DE LA H. CÁMARA DE REPRESENTANTES
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo 
REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dada en Bogotá, D.C.., a los 4 DIC 2008
Fabio Valencia Cossio
EL MINISTRO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA, 
Diego Palacio Betancourt
EL MINISTRO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL,
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Ley 1295 de 2009
(abril 6)

Diario Oficial No. 47.314 de 6 de abril de 2009
CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se reglamenta la atención integral de los niños y las niñas de la primera infancia de los sectores 
clasificados como 1, 2 y 3 del Sisbén.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

TITULO I. 
DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. Contribuir a mejorar la calidad de vida de las madres gestantes, y las niñas y niños menores 
de seis años, clasificados en los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, de manera progresiva, a través de una articulación 
interinstitucional que obliga al Estado a garantizarles sus derechos a la alimentación, la nutrición adecuada, la 
educación inicial y la atención integral en salud.

ARTÍCULO 2o. DERECHOS DE LOS NIÑOS. Los derechos de los niños comienzan desde la gestación, precisamente para 
que al nacer se garantice su integridad física y mental. Los niños de Colombia de la primera infancia, de los niveles 1, 2 y 
3 del Sisbén, requieren la atención prioritaria del Estado para que vivan y se formen en condiciones dignas de protección.

El Estado les garantizará a los menores, de los cero a los seis años, en forma prioritaria, los derechos consagrados en la 
Constitución Nacional y en las leyes que desarrollan sus derechos. Los menores recibirán la alimentación materna, de 
ser posible, durante los primeros años y accederán a una educación inicial, la cual podrá tener metodologías flexibles.

ARTÍCULO 3o. PROPUESTA DE COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL DE 
LA POBLACIÓN OBJETIVO. En un término máximo de seis (6) meses, después de promulgada la presente ley, los 
Ministerios de Hacienda, Educación, Protección Social y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF, bajo 
la coordinación del Departamento Nacional de Planeación, presentarán una propuesta de atención integral que se 
proyecte más allá de los programas que ya vienen ejecutando, para garantizar a la mujer en embarazo y a los menores 
de seis (6) años, de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, el acceso progresivo e integral a la salud, a la alimentación y a la 
educación, que además tenga el respaldo financiero, para que su ejecución sea efectiva.

ARTÍCULO 4o. ACTORES DEL MODELO. Los responsables del desarrollo del proceso y del modelo de atención integral 
serán el Ministerio de la Protección Social, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF– y el Ministerio de 
Educación Nacional, así como los gobiernos departamentales, municipales y distritales.

En el nivel nacional el Ministerio de la Protección Social, el Ministerio de Educación Nacional y el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar deberán actuar de manera coordinada, con miras a garantizar el carácter integral del modelo 
de atención, de acuerdo con sus responsabilidades y competencias. En el nivel territorial se promoverá así mismo la 
acción coordinada de las Secretarías de Salud y Educación, así como de las seccionales del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar.

El Ministerio de la Protección Social garantizará por su parte que las mujeres en gestación y todos los niños de la 
primera infancia de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén estén cubiertos en salud y por los programas de promoción de la 
salud y prevención de la enfermedad, de acuerdo con lo establecido en los artículos 29 y 46 de la Ley 1098 de 2006.

TITULO II. 
MODELO DE LA ATENCION INTEGRAL. 

ARTÍCULO 5o. DISTRIBUCIÓN DE LOS ACTORES SEGÚN LA EDAD. El Ministerio de la Protección Social garantizará 
que las mujeres gestantes de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, tengan la atención necesaria en salud, nutrición y 
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suplementos alimentarios para garantizar la adecuada formación del niño durante la vida fetal y que estos, desde el 
nacimiento hasta los seis años, permanezcan vinculados al sistema de salud.

El Ministerio de Educación Nacional y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF– de manera directa o en 
forma contratada, de acuerdo con sus competencias, tendrán a su cargo la atención integral en nutrición, educación 
inicial según modelos pedagógicos flexibles diseñados para cada edad, y apoyo psicológico cuando fuera necesario, 
para los niños de la primera infancia clasificados en los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén.

ARTÍCULO 6o. RESPONSABILIDAD GENERAL DE LOS ENTES TERRITORIALES. Los gobiernos departamentales, 
municipales y distritales garantizarán el desarrollo de planes de atención integral a la primera infancia, basados en 
diagnósticos locales, sobre los retos y oportunidades que enfrenta esta población, para el disfrute efectivo de sus 
derechos. Deberá promoverse la coordinación entre las dependencias encargadas de su desarrollo, así como entre los 
actores del nivel territorial y el nivel nacional, en el marco de la propuesta de atención integral de la mujer en embarazo 
y de los niños de la primera infancia, de que trata el artículo 2o.

ARTÍCULO 7o. APOYO DE OTRAS INSTITUCIONES. El Ministerio de Educación Nacional, con el acompañamiento del 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, promoverá el diseño y la discusión de lineamientos curriculares, que puedan 
ser incorporados por las normales superiores con miras a promover la formación de profesionales capacitados para 
atender a los niños y las niñas de la primera infancia, de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, en labores de atención en 
nutrición, logro de competencias específicas por medio de metodologías flexibles y especiales y formación en valores.

Los hospitales deberán crear programas de recuperación nutricional ambulatoria que involucren procesos de 
valoración, tratamiento y seguimiento al niño; y capacitación en mejores prácticas alimentarias dirigida a los padres 
de familia y/o cuidadores.

PARÁGRAFO. De igual manera, el Ministerio de Educación Nacional realizará un diagnóstico sobre la oferta existente en las Normales 
Superiores, las Universidades e Instituciones de Educación Superior de programas de formación integral para la primera infancia, para 
los niños con o sin algún tipo de discapacidad o niños genios y con habilidades especiales.

ARTÍCULO 8. INFRAESTRUCTURA. La infraestructura para la prestación de estos servicios (guarderías de atención 
integral, centros de bienestar, hogares juveniles, jardines, ludotecas y escuelas infantiles) será inicialmente la que 
exista en cada lugar del país, tanto en zonas urbanas como rurales, incorporando espacios públicos como parques 
y zonas de recreación, pero deberá elaborarse un plan de desarrollo paulatino de las construcciones, adaptaciones, 
dotación en los equipos e instrumentos que sean necesarios, con el objeto de proveerlos de espacios, materiales 
y ambientes adecuados según la edad, con comedores, sitios de juego y diversión y espacios adecuados para la 
formación. En ello deberán contribuir las entidades estatales de nivel departamental, municipal y distrital, de acuerdo 
con el plan que previamente se debe haber establecido.

ARTÍCULO 9. PARTICIPACIÓN DE LOS ACTORES DEL MODELO. El Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la 
Protección Social y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, cubrirán con sus capacidades y recursos las zonas de 
menor desarrollo del país, dejando a salvo la responsabilidad consagrada en la Ley 1098 de 2006, en departamentos, 
municipios y distritos que demuestren insolvencia para prestar el servicio, certificado por el Departamento Nacional 
de Planeación, según la reglamentación que para tal efecto expida el Gobierno Nacional. Los departamentos, con 
las seccionales del ICBF y las Secretarías de Educación y Salud, cubrirán en su región las zonas campesinas, y 
los municipios, con las localidades del ICBF y las Secretarías de Educación y Salud, su respectiva municipalidad o 
distrito. Cada región debe asumir los compromisos que le corresponden, de acuerdo con las metas consignadas en la 
propuesta de atención integral, según lo dispuesto en la presente ley.

ARTÍCULO 10. DE LOS DISCAPACITADOS FÍSICOS O MENTALES. Los niños de la primera infancia con discapacidad 
física o mental, de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén desde el nacimiento hasta los seis años, que por sus condiciones 
físicas o mentales no puedan estar en los centros tradicionales de formación, deberán recibir una atención especial 
y especializada en lugares adaptados para tales fines. Las Facultades de Educación de las Universidades Públicas, 
las Instituciones de Educación Superior y las Normales Superiores, a nivel nacional y en las regiones, de acuerdo 
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con las políticas trazadas por el Ministerio de Educación Nacional, deberán diseñar y ejecutar programas flexibles 
con metodologías pedagógicas especiales, para aportar al Estado los profesionales necesarios para prestar dichos 
servicios. Los niños sujetos de discapacidad que no puedan ser atendidos en zonas aisladas del país y en donde no 
existan las condiciones necesarias para la atención, podrán ser trasladados a los centros de atención más cercanos, y 
los costos serán cubiertos por la localidad correspondiente a la que pertenezca el niño.

ARTÍCULO 11. DE LOS NIÑOS CON CARACTERÍSTICAS ESPECIALES. Los niños de la primera infancia con 
particularidades específicas, por su genialidad o por su habilidad especial en el campo de las ciencias y las artes, de 
los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, desde el nacimiento hasta los seis años, deberán recibir una atención especial acorde 
con sus desarrollos. Podrán ser atendidos en los mismos centros, pero con programas especiales y con profesores 
formados para tales fines, en las universidades e instituciones con programas de educación y formación en las ciencias, 
la música y las artes. De igual modo, en caso de traslados a otros centros, se procederá como en el artículo anterior.

TITULO III. 
DE LA VEEDURIA Y EL CONTROL. 

ARTÍCULO 12. VEEDURÍA. La sociedad organizada en juntas de Acción Comunal, Veedurías Ciudadanas, Juntas 
Administradoras Locales, Asociaciones de Padres de Familia o Asociaciones de profesores y alumnos, asociaciones 
de entidades de protección y asociaciones u organizaciones estudiantiles, debidamente certificadas y acreditadas por 
el Gobierno Nacional, Departamental, Municipal, Distrital, podrán conformar veedurías para realizar un seguimiento y 
garantizar el cumplimiento de la presente ley, y tendrán derecho a participar en el organismo de seguimiento de que 
trata el artículo catorce de la presente ley.

ARTÍCULO 13. ORGANISMO DE SEGUIMIENTO. El Gobierno Nacional creará una Comisión especial de seguimiento 
coordinada por el Departamento Nacional de Planeación e integrada por un representante del Ministerio de Educación 
Nacional, un Representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ICBF, un representante por el Senado de 
la República, un representante por la Cámara de Representantes, un delegado de los gobernadores, un delegado de los 
alcaldes, un representante de las Universidades Públicas o las Instituciones de Educación Superior, un representante de las 
Normales Superiores y dos (2) representantes de las asociaciones, fundaciones u organizaciones debidamente establecidas 
y reglamentadas que trabajen por la niñez. Dicho organismo deberá presentar al Gobierno Nacional y a las Comisiones 
Sextas de Senado y Cámara de Representantes, informes semestrales del desarrollo de la ley y hacer las sugerencias para 
el mejoramiento y el cumplimiento de las metas. Los representantes del Senado y la Cámara de Representantes serán 
elegidos por los miembros de las Comisiones Sextas Constitucionales Permanentes de cada corporación.

TITULO IV. 
DE LA FINANCIACION. 

ARTÍCULO 14. RESPONSABILIDAD. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Hacienda y por intermedio de 
los Ministerios de Educación y Protección Social, con el apoyo y la participación del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, las Universidades e Instituciones de Educación Superior de carácter público y las Normales Superiores, 
serán responsables de buscar los mecanismos para implementar esta ley y para velar por los recursos que sean 
indispensables, previo estudio y planificación que deberá entregarse seis (6) meses después de aprobada la ley para 
ser ejecutada en un término de diez (10) años.

ARTÍCULO 15. FUENTES DE RECURSOS. Los programas, procedimientos y actividades, en favor de la primera 
infancia, establecidos en la presente ley, serán financiados con los recursos contemplados en el parágrafo transitorio 
2o, del artículo 4o de Acto Legislativo 04 de 2007 y con los recursos que para estos mismos efectos destinen las 
entidades territoriales.

ARTÍCULO 16. Todos los niños y niñas de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén tendrán derecho a ser registrados sin costo.
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TITULO V. DISPOSICIONES FINALES. 

ARTÍCULO 17. REGLAMENTACIÓN. El Gobierno Nacional con el aporte de los Ministerios de Hacienda, Educación, 
Protección Social y la participación del ICBF, expedirá los decretos reglamentarios para el cumplimiento de la presente ley.

ARTÍCULO 18. VIGENCIA. Esta ley entra en vigencia a los seis (6) meses de su promulgación una vez el Gobierno 
Nacional, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3o, haga la planeación del proyecto y fije las metas para lograr el 
cubrimiento total e integral de los niños de la primera infancia de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, durante la gestación 
y desde el nacimiento hasta los seis años.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Hernán Andrade Serrano.
El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Germán Varón Cotrino.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 6 de abril de 2009.
Álvaro Uribe Vélez
El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.
La Ministra de Educación Nacional,
Cecilia María Vélez White.
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Ley 1336 de 2009 
(julio 21)

Diario Oficial No. 47.417 de 21 de julio de 2009
CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se adiciona y robustece la Ley 679 de 2001, de lucha contra la explotación, la pornografía y el 
turismo sexual con niños, niñas y adolescentes.

EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:

ARTÍCULO 1o. AUTORREGULACIÓN EN SERVICIOS TURÍSTICOS Y EN SERVICIOS DE HOSPEDAJE TURÍSTICO. Los 
prestadores de servicios turísticos y los establecimientos que presten el servicio de hospedaje no turístico deberán 
adoptar, fijar en lugar público y actualizar cuando se les requiera, códigos de conducta eficaces, que promuevan 
políticas de prevención y eviten la utilización y explotación sexual de niños, niñas y adolescentes en su actividad, los 
cuales serán diseñados de conformidad con lo previsto en el inciso 2o del presente artículo.

Un modelo de estos códigos se elaborará con la participación de organismos representativos de los sectores. Para 
estos efectos, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo respecto a los prestadores de servicios turísticos y la 
Superintendencia de Industria y Comercio respecto a los establecimientos de alojamiento no turístico, convocarán 
a los interesados. Tales códigos serán adoptados dentro del año siguiente a la vigencia de la presente ley, y serán 
actualizados en función de nuevas leyes, nuevas políticas o nuevos estándares de protección de la niñez adoptados en 
el seno de organismos internacionales, gubernamentales o no.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y la Superintendencia de Industria y Comercio adoptarán medidas 
administrativas tendientes a verificar el cumplimiento tanto de la adopción como de la actualización y cumplimiento 
constante de los códigos. Para tales efectos podrá solicitar a los destinatarios de esta norma la información que se 
considere necesaria. El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y la Superintendencia de Industria y Comercio 
ejercerán las funciones de verificación de las obligaciones contempladas en este inciso y de sanción por causa de su 
omisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 679 de 2001.

Las autoridades distritales y municipales realizarán actividades periódicas de inspección y vigilancia de lo dispuesto en 
este artículo, en caso de encontrar incumplimiento deberán remitir la información al Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo y la Superintendencia de Industria y Comercio, según el caso.

ARTÍCULO 2o. AUTORREGULACIÓN DE AEROLÍNEAS. Las aerolíneas adoptarán códigos de conducta eficaces que 
promuevan políticas de prevención y eviten la utilización y explotación sexual de niños, niñas y adolescentes en su actividad.

Un modelo de estos sistemas y códigos se elaborará con la participación de organismos representativos del sector. 
Para estos efectos, la Aeronáutica Civil convocará a los interesados a que formulen por escrito sus propuestas de 
códigos de conducta. Tales códigos serán adoptados dentro del año siguiente a la vigencia de la presente ley, copia de 
los cuales se remitirá a la oficina que indique la Aeronáutica y serán actualizados cada vez que se considere necesario 
en función de nuevas leyes, nuevas políticas o nuevos estándares de protección de la niñez adoptados en el seno de 
organismos internacionales, gubernamentales o no.

La Aeronáutica adoptará, medidas administrativas tendientes a verificar el cumplimiento tanto de la adopción como de 
la actualización y cumplimiento constante de los códigos. Para este último efecto podrá solicitar a los destinatarios de 
esta norma la información que considere necesaria.

El incumplimiento de esta norma por las autoridades genera las consecuencias disciplinarias de rigor. El incumplimiento 
de esta norma por parte de aerolíneas genera las consecuencias administrativas sancionatorias aplicables al caso de 
violación a las instrucciones administrativas del sector.
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ARTÍCULO 3o. COMPETENCIA PARA EXIGIR INFORMACIÓN. El artículo 10 de la Ley 679 de 2001 tendrá un parágrafo 
del siguiente tenor:

“Parágrafo. El Ministerio de Comunicaciones tendrá competencia para exigir, en el plazo que este determine, toda la 
información que considere necesaria a los proveedores de servicios de internet, relacionada con la aplicación de la Ley 
679 y demás que la adicionen o modifiquen. En particular podrá:

1.	 Requerir a los proveedores de servicios de internet a fin de que informen en el plazo y forma que se les indique, qué mecanismos 
o filtros de control están utilizando para el bloqueo de páginas con contenido de pornografía con menores de edad en Internet.

2.	 Ordenar a los proveedores de servicios de internet incorporar cláusulas obligatorias en los contratos de portales de internet 
relativas a la prohibición y bloqueo consiguiente de páginas con contenido de pornografía con menores de edad. Los proveedores 
de servicios de internet otorgarán acceso a sus redes a las autoridades judiciales y de policía cuando se adelante el seguimiento a 
un número IP desde el cual se produzcan violaciones a la presente ley. La violación de estas disposiciones acarreará la aplicación 
de las sanciones administrativas de que trata el artículo 10 de la Ley 679 de 2001, con los criterios y formalidades allí previstas.

ARTÍCULO 4o. AUTORREGULACIÓN DE CAFÉ INTERNET. Todo establecimiento abierto al público que preste servicios 
de Internet o de café Internet deberá colocar en lugar visible un reglamento de uso público adecuado de la red, cuya 
violación genere la suspensión del servicio al usuario o visitante.

Ese reglamento, que se actualizará cuando se le requiera, incluirá un sistema de autorregulación y códigos de conducta 
eficaces que promuevan políticas de prevención de explotación sexual de niños, niñas y adolescentes, y que permitan 
proteger a los menores de edad de toda forma de acceso, consulta, visualización o exhibición de pornografía.

Un modelo de estos sistemas y códigos se elaborará con la participación de organismos representativos del sector. 
Para estos efectos, el Ministerio de Comunicaciones convocará a los interesados a que formulen por escrito sus 
propuestas de autorregulación y códigos de conducta. Tales códigos serán adoptados dentro del año siguiente a la 
vigencia de la presente ley, copia de los cuales se remitirá a la oficina que indique el Ministerio de Comunicaciones, 
de su propia estructura o por delegación a los municipios y distritos, y serán actualizados cada vez que el Ministerio 
de Comunicaciones lo considere necesario en función de nuevas leyes, nuevas políticas o nuevos estándares de 
protección de la niñez adoptados en el seno de organismos internacionales, gubernamentales o no.

Las autoridades distritales y municipales realizarán actividades periódicas de inspección y vigilancia de lo dispuesto 
en este artículo y sancionarán su incumplimiento de conformidad con los procedimientos contenidos en el Código 
Nacional de Policía y los códigos departamentales y distritales de policía que apliquen.

El incumplimiento de los deberes a que alude esta norma dará lugar a las mismas sanciones aplicables al caso de 
venta de licor a menores de edad.

ARTÍCULO 5o. ADHESIÓN A LOS CÓDIGOS DE CONDUCTA POR PARTE DE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS 
TURÍSTICOS. El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, exigirá a los prestadores de servicios turísticos para 
efectos de su inscripción en el Registro Nacional de Turismo su adhesión al código de conducta señalado en el artículo 
1o de esta ley. Igualmente requerirá a los prestadores de servicios turísticos ya inscritos a fin de que en los plazos y 
condiciones establecidos para la primera actualización del Registro que se efectúe con posterioridad a la elaboración 
de los códigos de conducta de que trata el artículo 1o, adhieran a los mismos. De la misma manera se procederá 
cada vez que los códigos de conducta sean modificados de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1o, solicitando su 
adhesión ya sea en la inscripción de los nuevos prestadores o bien en la siguiente actualización del Registro Nacional 
de Turismo a los prestadores ya inscritos. La no adhesión a los códigos de conducta por parte de los prestadores 
impedirá que el Ministerio realice la correspondiente inscripción o actualización.

ARTÍCULO 6o. ESTRATEGIAS DE SENSIBILIZACIÓN. El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo adelantará 
estrategias de sensibilización e información sobre el fenómeno del turismo sexual con niños, niñas y adolescentes, 
y solicitará para el efecto el concurso no sólo de los prestadores de servicios turísticos, sino también de los sectores 
comerciales asociados al turismo. El ICBF se integrará a las actividades a que se refiere este artículo, a fin de asegurar 
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la articulación de tales estrategias con el Plan Nacional para la Erradicación de la Explotación Sexual Comercial de 
Niños, Niñas y Adolescentes.

ARTÍCULO 7o. PROMOCIÓN DE LAS ESTRATEGIAS. Los prestadores de servicios turísticos, aerolíneas y empresas de 
servicio de transporte intermunicipal, prestarán su concurso a fin de contribuir con la difusión de estrategias de prevención 
de la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes en actividades ligadas al turismo, utilizando para ello los programas 
de promoción de sus planes turísticos y medios de comunicación de que dispongan, cuando sean requeridos para el 
efecto por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo o el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

ARTÍCULO 8o. AVISO PERSUASIVO. Sin excepción, todo establecimiento donde se venda o alquile material escrito, 
fotográfico o audiovisual deberá fijar en lugar visible un aviso de vigencia anual que llevará una leyenda preventiva 
acerca de la existencia de legislación de prevención y lucha contra la utilización de niños, niñas y adolescentes 
en la pornografía. El ICBF establecerá las características del aviso, y determinará el contenido de la leyenda. Será 
responsabilidad de los establecimientos anteriormente mencionados, elaborar el aviso de acuerdo a las condiciones 
estandarizadas que determine el ICBF. Las autoridades de Policía cerrarán hasta por un término de 7 días a todo 
establecimiento que cobije esta medida y que no tenga ubicado el afiche, hasta tanto cumpla con la ubicación del aviso.

CAPITULO II.
EXTINCIÓN DE DOMINIO Y OTRAS MEDIDAS DE CONTROL EN CASOS DE EXPLOTACIÓN SEXUAL DE NIÑOS, 

NIÑAS Y ADOLESCENTES.

ARTÍCULO 9o. NORMAS SOBRE EXTINCIÓN DE DOMINIO. La Ley 793 del 27 de diciembre de 2002 por la cual 
se deroga la Ley 333 de 1996 y se establecen las reglas que gobiernan la extinción de dominio, y normas que la 
modifiquen, se aplicará a los hoteles, pensiones, hostales, residencias, apartahoteles y a los demás establecimientos 
que presten el servicio de hospedaje, cuando tales inmuebles hayan sido utilizados para la comisión de actividades de 
utilización sexual de niños, niñas y adolescentes.

Los bienes, rendimientos y frutos que generen los inmuebles de que trata esta norma, y cuya extinción de dominio se 
haya decretado conforme a las leyes, deberán destinarse a la financiación del Fondo contra la Explotación Sexual de 
Menores. Los recaudos generados en virtud de la destinación provisional de tales bienes se destinarán en igual forma.

ARTÍCULO 10. PROCURADURÍA PREVENTIVA EN EL CUMPLIMIENTO DE LA LEY 679 DE 2001. El Procurador 
General de la Nación sin perjuicio de su autonomía constitucional, ejercerá procuraduría preventiva frente a las 
autoridades de todo nivel territorial encargadas de la construcción, adaptación y ejecución de protocolos y lineamientos 
nacionales para la atención a víctimas de explotación sexual comercial de niñas, niños y adolescentes, acorde con sus 
características y nivel de vulneración de sus derechos.
  
ARTÍCULO 11. CONTROL DE RESULTADOS DE LA FISCALÍA. En el ejercicio del control externo de los resultados de la 
gestión de la Fiscalía General de la Nación a cargo del Consejo Superior de la Judicatura se examinarán las acciones 
ejecutadas en la Fiscalía, en el contexto del nuevo sistema penal acusatorio, relacionadas con la representación judicial 
de las víctimas menores de edad dentro de los procesos penales relacionados con víctimas de delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales, y la sanción penal de hechos punibles asociados a la utilización o explotación sexual 
de niños, niñas y adolescentes.

CAPITULO III.
NORMAS SOBRE INFORMACIÓN.

ARTÍCULO 12. INFORME A PASAJEROS. Mediante reglamentos aeronáuticos o resoluciones administrativas 
conducentes, la Aeronáutica Civil adoptará disposiciones concretas y permanentes que aseguren que toda aerolínea 
nacional y extranjera informe a sus pasajeros, que en Colombia existen disposiciones legales que previenen y castigan 
el turismo sexual con niños, niñas y adolescentes.

El incumplimiento de este deber por parte de las Aerolíneas y empresas aéreas, dará lugar a las sanciones administrativas 
que se derivan del incumplimiento de reglamentos aeronáuticos.
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El Ministerio de Transporte dictará las resoluciones administrativas del caso, con el mismo fin para el control y sanción 
por incumplimiento de este deber por parte de las empresas de transporte terrestre internacional y nacional de pasajeros.

ARTÍCULO 13. NORMAS SOBRE INFORMACIÓN ESTADÍSTICA. El artículo 36 de la Ley 679 de 2001 quedará así:

ARTÍCULO 36. INVESTIGACIÓN ESTADÍSTICA. Con el fin de producir y difundir información estadística sobre la 
explotación sexual de niños, niñas y adolescentes, así como unificar variables, el DANE explorará y probará 
metodologías estadísticas técnicamente viables, procesará y consolidará información mediante un formato único que 
deben diligenciar las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales, y realizar al menos cada dos años 
investigaciones que permitan recaudar información estadística sobre:

– Magnitud aproximada de los niños, niñas y adolescentes menores de 18 años explotados sexual y comercialmente.
– Caracterización de la población menor de 18 años en condición de explotación sexual comercial.
– Lugares o áreas de mayor incidencia.
– Formas de remuneración.
– Formas de explotación sexual.
– Factores de riesgo que propician la explotación sexual de los menores de 18 años.
– Perfiles de hombres y mujeres que compran sexo y de quienes se encargan de la intermediación.

El ICBF podrá sugerir al DANE recabar información estadística sobre algún otro dato relacionado con la problemática. Los 
gobernadores y alcaldes distritales y municipales, así como las autoridades indígenas, prestarán su concurso al DANE para 
la realización de las investigaciones.

Toda persona natural o jurídica de cualquier orden o naturaleza, domiciliada o residente en territorio nacional, está 
obligada a suministrar datos al DANE en el desarrollo de su investigación. Los datos acopiados no podrán darse 
a conocer al público ni a las entidades u organismos oficiales, ni a las autoridades públicas, sino únicamente en 
resúmenes numéricos y/o cualitativos, que impidan deducir de ellos información de carácter individual que pudiera 
utilizarse para fines de discriminación.

El DANE impondrá sanción de multa de entre uno (1) y cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes a toda 
persona natural o jurídica, o entidad pública que incumpla lo dispuesto en esta norma, o que obstaculice la realización 
de la investigación, previa la aplicación del procedimiento establecido en el Código Contencioso Administrativo, con 
observancia del debido proceso y criterios de adecuación, proporcionalidad y reincidencia.

ARTÍCULO 14. INFORME ANUAL A CARGO DEL ICBF. El ICBF preparará anualmente un informe que deberá ser 
presentado al Congreso de la República dentro de los primeros cinco (5) días del segundo período de cada legislatura, 
por el director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

El informe deberá contener, cuando menos, los siguientes aspectos:

1.	 Análisis y diagnóstico de la situación de la infancia y la adolescencia en el país.

2.	 Los resultados de las políticas, objetivos, programas y planes durante el período fiscal anterior.

3.	 La evaluación del funcionamiento de cada una de las Direcciones Regionales en la cual se incluyen niveles de productividad e 
indicadores de desempeño.

4.	 Las políticas, objetivos y planes que desarrollará a corto, mediano y largo plazo el ICBF para dar cumplimiento al Código de la 
Infancia y la Adolescencia y a la Ley 679 de 2001 y sus reformas.

5.	 El plan de inversiones y el presupuesto de funcionamiento para el año en curso, incluido lo relacionado con el Fondo contra la 
Explotación Sexual de Menores, de que trata el artículo 24 de la Ley 679 de 2001.

6.	 La descripción del cumplimiento de metas, e identificación de las metas atrasadas, de todas las entidades que tienen competencias 
asignadas en el Código de la Infancia y la Adolescencia y en la Ley 679 y sus reformas.

7.	 El resumen de los problemas que en la coyuntura afectan los Programas de Prevención y lucha Contra la Explotación Sexual de 
Niños, Niñas y Adolescentes, y de las necesidades que a juicio del ICBF existan en materia de personal, instalaciones físicas y 
demás recursos para el correcto desempeño de las funciones de que trata la Ley 679.
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PARÁGRAFO 1o. Con el fin de explicar el contenido del informe, el Director del ICBF concurrirá a las Comisiones Primeras de Senado 
y Cámara de Representantes en sesiones exclusivas convocadas para tal efecto, sin perjuicio de las competencias que, en todo caso, 
conserva el Congreso de la República para citar e invitar en cualquier momento a los servidores públicos del Estado, para conocer sobre 
el Estado de la aplicación de la Ley de Infancia y Adolescencia y de la Ley 679 de 2001.

PARÁGRAFO 2o. Copia de este informe será remitido al Procurador General de la Nación para lo de su competencia en materia preventiva 
y de sanción disciplinaria.

ARTÍCULO 15. COMPILACIÓN DE INFORMACIÓN A CARGO DE LA DEFENSORÍA, CON CARGO A RECURSOS DE 
LA IMPRENTA NACIONAL. La Defensoría del Pueblo producirá anualmente una compilación de las estadísticas 
básicas, así como de los principales diagnósticos, investigaciones y análisis que se produzcan a nivel nacional en el 
ámbito no gubernamental sobre explotación sexual de niños, niñas y adolescentes. La compilación será publicada 
por la Imprenta Nacional de Colombia, con cargo a su presupuesto. La compilación vendrá precedida de una 
introducción, en la cual se explicarán los criterios que se usaron para priorizar y efectuar la selección, y se señalarán 
determinadas cuestiones específicas que deban ser examinadas por autoridades y particulares relacionados con la 
ejecución de la Ley 679 de 2001.

La compilación anual será distribuida con el criterio estratégico que defina la Defensoría, y estará disponible en forma 
impresa y magnética. En todo caso será accesible al público en internet.

La Defensoría publicará informes defensoriales sobre la temática de la Ley 679 de 2001 y demás normas que 
la modifiquen.

ARTÍCULO 16. DEBER DE REPORTAR INFORMACIÓN. A instancia del ICBF, toda institución de nivel nacional, territorial 
o local comprometida en desarrollo del Plan Nacional contra la Explotación Sexual Comercial Infantil de Niños, Niñas y 
Adolescentes, o de los planes correspondientes en su nivel, deberá reportar los avances, limitaciones y proyecciones 
de aquello que le compete, con la frecuencia, en los plazos y las condiciones formales que señale el Instituto.

ARTÍCULO 17. SISTEMA DE INFORMACIÓN DELITOS SEXUALES. En aplicación del artículo 257-5 de la Constitución, el 
Sistema de Información sobre Delitos Sexuales contra Menores de que trata el artículo 15 de la Ley 679 de 2001 estará 
a cargo del Consejo Superior de la Judicatura, quien convocará al Ministerio del Interior y de Justicia, al Departamento 
Administrativo de Seguridad, DAS, a la Policía, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a Medicina Legal y a la 
Fiscalía General de la Nación para el efecto. El sistema se financiará con cargo al presupuesto del Consejo Superior.

El Consejo Superior reglamentará el sistema de información de tal manera que exista una aproximación unificada 
a los datos mediante manuales o instructivos uniformes de provisión de información. El Consejo también fijará 
responsabilidades y competencias administrativas precisas en relación con la operación y alimentación del sistema, 
incluyendo las de las autoridades que cumplen funciones de Policía Judicial; y dispondrá sobre la divulgación de los 
reportes correspondientes a las entidades encargadas de la definición de políticas asociadas a la Ley 679 de 2001. 
Asimismo, mantendrá actualizado el sistema con base en la información que le sea suministrada.

ARTÍCULO 18. CAPÍTULO NUEVO EN EL INFORME ANUAL AL CONGRESO DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA. En su informe anual al Congreso, el Consejo Superior de la Judicatura incluirá un capítulo sobre las 
acciones ejecutadas en la Rama Judicial, en todas las jurisdicciones, relacionadas con la protección constitucional de 
los niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, y la sanción de 
conductas asociadas a utilización o explotación sexual de menores.

CAPITULO IV.
CRITERIOS DE CLASIFICACIÓN DE PÁGINAS Y ACCIONES DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL.

ARTÍCULO 19. DOCUMENTO DE CRITERIOS DE CLASIFICACIÓN DE PÁGINAS EN INTERNET. El documento de 
criterios de clasificación de páginas en Internet con contenidos de pornografía infantil y de recomendaciones al 
gobierno será actualizado cada dos años, a fin de revisar la vigencia doctrinal de sus definiciones, actualizar los 
criterios sobre tipos y efectos de la pornografía infantil, asegurar la actualidad de los marcos tecnológicos de acción, 
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así como la renovación de las recomendaciones para la prevención y la idoneidad y eficiencia de las medidas técnicas 
y administrativas destinadas a prevenir el acceso de niños, niñas y adolescentes a cualquier modalidad de información 
pornográfica contenida en Internet o cualquier otra red global de información.

La comisión de expertos será convocada cada dos (2) años en las mismas condiciones y con las mismas competencias 
fijadas en los artículos 4o y 5o de la Ley 679 de 2001 y sus reformas.

El documento de la comisión será criterio auxiliar en las investigaciones administrativas y judiciales, y servirá de base 
para políticas públicas preventivas.

ARTÍCULO 20. EVENTOS DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL. En un plazo no mayor a cinco años, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores, en coordinación con el ICBF, realizará el primer evento de cooperación internacional de que 
trata el artículo 13 de la Ley 679, en la forma de una cumbre regional que incluya a los países de América Latina 
y el Caribe, a fin de diagnosticar y analizar la problemática del turismo sexual con niños, niñas y adolescentes en la 
región, y proponer recomendaciones concretas de orden nacional, regional, o mundial para la lucha contra el flagelo. 
La realización de estos eventos será sucesiva.

CAPITULO V.
NORMAS DE FINANCIACIÓN.

ARTÍCULO 21. FONDO CONTRA LA EXPLOTACIÓN SEXUAL. Subróguese el parágrafo 3o del artículo 24 de la Ley 679 
de 2001, y en su lugar se dispone:

PARÁGRAFO 3o. Corresponde al ICBF elaborar anualmente el proyecto de presupuesto del Fondo de que trata el 
presente artículo, que deberá remitirse al Gobierno Nacional, quien deberá incorporarlo en el proyecto de ley anual de 
presupuesto. Esta responsabilidad se asumirá conjuntamente con el Ministerio de la Protección Social y el apoyo de la 
Comisión Interinstitucional integrada por las agencias oficiales responsables de la aplicación de la Ley 679.

Cada año, simultáneamente con la adjudicación de la ponencia del Proyecto de Ley Anual de Presupuesto, la Mesa 
Directiva de la comisión o comisiones constitucionales respectivas, oficiarán al ICBF para que se pronuncie por escrito 
sobre lo inicialmente propuesto al Gobierno y lo finalmente incorporado al proyecto de ley anual. El informe será 
entregado de manera formal a los ponentes para su estudio y consideración.

Los Secretarios de las Comisiones Constitucionales respectivas tendrán la responsabilidad de hacer las advertencias 
sobre el particular.

ARTÍCULO 22. COMPETENCIA EN MATERIA DE IMPUESTOS. La competencia para la reglamentación y recaudo del 
impuesto a videos para adultos de que trata el artículo 22 de la Ley 679 de 2001 estará a cargo de la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales.

El recaudo del impuesto consagrado en el artículo 23 de la Ley 679 de 2001 será responsabilidad de la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales en concurso con la Aeronáutica Civil.

La reglamentación de estos impuestos se hará dentro de los seis meses siguientes a la vigencia de esta ley, sin que 
por ello el Gobierno afecte su potestad reglamentaria.

CAPITULO VI.
TIPOS PENALES DE TURISMO SEXUAL Y ALMACENAMIENTO E INTERCAMBIO DE PORNOGRAFÍA INFANTIL.

ARTÍCULO 23. TURISMO SEXUAL. El artículo 219 de la Ley 599 de 2000 recupera su vigencia, y quedará así:
Turismo sexual. El que dirija, organice o promueva actividades turísticas que incluyan la utilización sexual de menores 
de edad incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.

La pena se aumentará en la mitad cuando la conducta se realizare con menor de doce (12) años.
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ARTÍCULO 24. El artículo 218 de la ley 599 quedará así:

Artículo 218. Pornografía con personas menores de 18 años. El que fotografíe, filme, grabe, produzca, divulgue, ofrezca, 
venda, compre, posea, porte, almacene, trasmita o exhiba, por cualquier medio, para uso personal o intercambio, 
representaciones reales de actividad sexual que involucre persona menor de 18 años de edad, incurrirá en prisión de 
10 a 20 años y multa de 150 a 1.500 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Igual pena se aplicará a quien alimente con pornografía infantil bases de datos de Internet, con o sin fines de lucro.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el responsable sea integrante de la familia de la víctima.

ARTÍCULO 25. VIGILANCIA Y CONTROL. La Policía Nacional tendrá además de las funciones constitucionales y legales 
las siguientes:

Los comandantes de estación y subestación de acuerdo con su competencia, podrán ordenar el cierre temporal de los 
establecimientos abiertos al público de acuerdo con los procedimientos señalados en el Código Nacional de Policía, 
cuando el propietario o responsable de su explotación económica realice alguna de las siguientes conductas:

1.	 Alquile, distribuya, comercialice, exhiba, o publique textos, imágenes, documentos, o archivos audiovisuales de contenido 
pornográfico a menores de 14 años a través de internet, salas de video, juegos electrónicos o similares.

2.	 En caso de hoteles, pensiones, hostales, residencias, apartahoteles y demás establecimientos que presten servicios de hospedaje, 
de acuerdo con los procedimientos señalados en el Código Nacional de Policía, se utilicen o hayan sido utilizados para la comisión 
de actividades sexuales de/o con niños, niñas y adolescentes, sin perjuicios de las demás sanciones que ordena la ley.

3.	 Las empresas comercializadoras de computadores que no entreguen en lenguaje accesible a los compradores instrucciones o 
normas básicas de seguridad en línea para niños, niñas y adolescentes.

ARTÍCULO 26. En aplicación del numeral 4 del artículo 95 de la Constitución, y dentro de los espacios reservados por 
ley a mensajes institucionales, la CNTV reservará el tiempo semanal que defina su Junta Directiva, para la divulgación 
de casos de menores desaparecidos o secuestrados. La CNTV coordinará con el ICBF y la Fiscalía General de la Nación 
para este propósito.

ARTÍCULO 27. DEL COMITÉ NACIONAL INTERINSTITUCIONAL. Para ejecutar la política pública de prevención y 
erradicación de la ESCNNA se crea el Comité Nacional Interinstitucional como ente integrante y consultor del Consejo 
Nacional de Política Social.

El Comité estará integrado por los siguientes miembros:

a. Entidades estatales:

Ministerio de la Protección Social, quién lo presidirá.
Ministerio del Interior y de Justicia.
Ministerio de Educación.
Ministerio de Comunicaciones.
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.
Ministerio de Relaciones Exteriores.
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
Departamento Administrativo de Seguridad.
Policía Nacional (Policía de Infancia y Adolescencia, Policía de Turismo, Dijín).
Fiscalía General de la Nación.
Departamento Nacional de Estadística.
Programa Presidencial para el Sistema Nacional de Juventud “Colombia Joven”.
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b. Invitados permanentes

1.	 Procuraduría General de la Nación.

2.	 Defensoría del Pueblo.

3.	 ONG que trabajan el tema.

4.	 Representantes de la empresa privada.

5.	 Representante de las organizaciones de niños, niñas y adolescentes.

6.	 Representantes de los organismos de cooperación internacional que impulsan y apoyan el Plan.

ARTÍCULO 28. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las 
normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Hernán Francisco Andrade Serrano.
El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Germán Varón Cotrino.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 21 de julio de 2009.
Álvaro Uribe Vélez
El Ministro del Interior y de Justicia,
Fabio Valencia Cossio.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Oscar Iván Zuluaga Escobar.
El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.
El Ministro del Comercio, Industria y Turismo,
Luis Guillermo Plata Páez.
La Ministra de Comunicaciones,
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LEY 1361 DE 2009
 (Diciembre 3 de 2009)

 Por medio de la cual se crea la Ley de Protección Integral a la Familia
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA,
 

DECRETA:
 
Artículo 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto fortalecer y garantizar el desarrollo integral de la familia, como 
núcleo fundamental de la sociedad, así mismo, establecer las disposiciones necesarias para la elaboración de una 
Política Pública para la familia.
 
Artículo 2o. DEFINICIONES. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
 
Familia: Es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre 
de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.
 
Asistencia social. Acciones dirigidas a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social que impiden a la familia 
su desarrollo integral, así como su protección cuando se atente contra su estabilidad hasta lograr su incorporación a 
una vida plena y productiva.
 
Integración social. Conjunto de acciones que realiza el Estado a través de sus organismos, los Entes Territoriales y la 
sociedad Civil organizada a fin de orientar, promover y fortalecer las familias, así como dirigir atenciones especiales a 
aquellas en condiciones de vulnerabilidad.

Atención integral. Satisfacción de las necesidades físicas, materiales, biológicas, emocionales, sociales, laborales, 
culturales, recreativas, productivas y espirituales de las familias, permitiéndoles su desarrollo armónico.
 
Política Familiar: lineamientos dirigidos a todas las familias a fin de propiciar ambientes favorables que permitan su 
fortalecimiento.
 
Artículo 3o. PRINCIPIOS. En la aplicación de la presente ley se tendrán en cuenta los siguientes principios:
 
Enfoque de Derechos: Dirigido hacia el fortalecimiento y reconocimiento del individuo y de su familia como una unidad.
 
Equidad: Igualdad de oportunidades para los miembros de la familia sin ningún tipo de discriminación.
 
Solidaridad: Construcción de una cultura basada en la ayuda mutua que debe existir en las personas que integran 
la familia
 
Descentralización: El Estado, las entidades territoriales y descentralizadas por servicios desarrollarán las acciones 
pertinentes dentro del ámbito de sus competencias para fortalecer y permitir el desarrollo integral de la familia como 
institución básica de la sociedad, teniendo en cuenta la realidad de sus familias.

Integralidad y concertación: Desarrollo de intervenciones integral es eficientes y coordinadas desde los diferentes 
niveles de la administración pública y en los componentes de la política.

Participación: Inserción de las familias en los procesos de construcción de políticas, planes, programas y proyectos de 
acuerdo a sus vivencias y necesidades.

Corresponsabilidad. La concurrencia y responsabilidad compartida de los sectores público, privado y la sociedad para 
desarrollar acciones que protejan a la familia y permitan su desarrollo integral.
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Atención preferente. Obligación del Estado, la Sociedad en la implementación de acciones que minimicen la 
vulnerabilidad de las familias, dentro del contexto del Estado Social de Derecho.
 
Universalidad. Acciones dirigidas a todas las familias.
 
Artículo 4o. DERECHOS. El Estado y la Sociedad deben garantizar a la familia el ejercicio pleno de los siguientes derechos:
 
1.	 Derecho a una vida libre de violencia.

2.	 Derecho a la participación y representación de sus miembros.

3.	 Derecho a un trabajo digno e ingresos justos.

4.	 Derecho a la salud plena y a la seguridad social.

5.	 Derecho a la educación con igualdad de oportunidades, garantizando los derechos a la asequibilidad, adaptabilidad, accesibilidad 
y aceptabilidad, en condiciones de universalidad, equidad, calidad y gratuidad.

6.	 Derecho a la recreación, cultura y deporte.

7.	 Derecho a la honra, dignidad e intimidad.

8.	 Derecho de igualdad.

9.	 Derecho a la armonía y unidad.

10.	 Derecho a recibir protección y asistencia social cuando sus derechos sean vulnerados o amenazados.

11.	 Derecho a vivir en entornos seguros y dignos.

12.	 Derecho a decidir libre y responsablemente el número de hijos.

13.	 Derecho a la orientación y asesoría en el afianzamiento de la relación de pareja.

14.	 Respeto y libertad en la formación de los hijos de acuerdo a sus principios y valores.

15.	 Derecho al respeto recíproco entre los miembros de la familia.

16.	 Derecho a la protección del patrimonio familiar.

17.	 Derecho a una alimentación que supla sus necesidades básicas.

18.	 Derecho a al bienestar físico, mental y emocional.

19.	 Derecho a recibir apoyo del Estado y la Sociedad para el cuidado y atención de personas adultas mayores.

 
Artículo 5o. DEBERES. Son deberes del Estado y la Sociedad:
 
1.	 Promover el fortalecimiento de la familia como núcleo fundamental de la Sociedad, así como la elaboración y puesta en marcha de 

la Política Nacional de Desarrollo integral de la familia.

2.	 Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de la familia y de sus integrantes.

3.	 Brindar asistencia social a las familias que se encuentren en estado de indefensión o vulnerabilidad.

4.	 Dar orientación y asesoría en el afianzamiento de la relación de pareja y las relaciones de familia.

5.	 Establecer estrategias de promoción y sensibilización de la importancia de la familia para la Sociedad.

6.	 Proveer a la familia de los mecanismos eficaces para el ejercicio pleno de sus derechos.

7.	 Establecer programas dirigidos a permitir el desarrollo armónico de la familia.

8.	 Establecer acciones y programas que permitan la generación de ingresos estables para la familia.

9.	 Generar políticas de inclusión de las familias al Sistema General de Seguridad Social.

10.	 Las instituciones públicas y privadas que desarrollen programas sociales deberán proporcionar la información y asesoría adecuada 
a las familias sobre las garantías, derechos y deberes que se consagran en esta ley para lograr el desarrollo integral de la familia. 

11.	 Promover acciones de articulación de la actividad laboral y la familiar.

 
Artículo 6o. DIA NACIONAL DE LA FAMILIA. Declarase el día 15 de mayo de cada año, como el Día Nacional de la Familia.
 
Artículo 7o. COORDINACIÓN. Para el cumplimiento de lo establecido en el artículo sexto de esta ley, el Ministerio 
de Educación, Ministerio de Comunicaciones, Ministerio de la Cultura y de Protección social coordinarán los actos de 
celebración que realcen el valor de la familia como núcleo fundamental de la sociedad.

Parágrafo. El Gobierno Nacional y sus instituciones públicas, la Sociedad Civil y los entes territoriales establecerán acciones, planes y 
programas tendientes a promover una cultura de protección, promoción y realce de la institución familiar.
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En la celebración del día de la familia se generarán acciones que resalten la importancia de la familia y la promoción 
de valores como el respeto, el amor, la ayuda mutua, la tolerancia, la honestidad como pilares básicos en las relaciones 
familiares y sociales.
 
Artículo 8o. FAMILIAS NUMEROSAS. Teniendo en cuenta la importancia de la familia dentro de la sociedad, el 
Gobierno Nacional establecerá las estrategias y acciones necesarias a fin de proteger y apoyar a las familias numerosas.
 
Se considerarán familias numerosas, aquellas familias que reúnen más de 3 hijos.
 
Artículo 9o. OBSERVATORIO DE FAMILIA. Créese el observatorio de Política de la Familia que permita conocer la 
estructura, necesidades, factores de riesgos, dinámicas familiares y calidad de vida, a fin de hacer el seguimiento a 
las políticas sociales encaminadas a su fortalecimiento y protección, así como al redireccionamiento de los recursos y 
acciones que mejoren su condición.

El observatorio de Familia estará a cargo del Departamento Nacional de Planeación y contará con la participación de 
la academia y la sociedad civil.
 
Las entidades territoriales establecerán un observatorio de familia regional, adscrito a la oficina de Planeación 
Departamental y Municipal, según sea el caso.
 
PARÁGRAFO TRANSITORIO: El Gobierno Nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación, dará 
cumplimiento a lo establecido en este artículo en un plazo de seis (06) meses a partir de la promulgación de la 
presente ley.
  
Articulo 10. RECOPILACIÓN DE INFORMACIÓN. El Estado a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
de conformidad con sus competencias, los Entes Territoriales y el Departamento Nacional de Estadísticas- DANE- 
recopilarán la información de los programas y acciones que se desarrollan en el Territorio Nacional para las familias, a 
fin de poder evaluar y redireccionar las mismas.
 
Artículo 11. DE LA POLÍTICA NACIONAL DE APOYO Y FORTALECIMIENTO A LA FAMILIA. Dentro de los propósitos 
de fortalecimiento de la familia, el Estado y la sociedad civil, generaran espacios de reflexión y interrelación entre los 
miembros de la familia para tal efecto el Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de la Protección Social, elaborará 
una Política Nacional de apoyo y fortalecimiento a la Familia teniendo en cuenta los siguientes objetivos:
 
1.	 Formular una política pública diseccionada al fortalecimiento de la familia, reduciendo los factores de riesgo.

2.	 Mejorar las condiciones de vida y entorno de las familias.

3.	 Fortalecer la institución de la familia como núcleo fundamental de la Sociedad.

4.	 Generar espacios de reflexión y comunicación de los miembros de la familia.

5.	 Dar Asistencia y atención integral a las familias en situación especial de riesgo.

6.	 Brindar apoyo y asistencia a la transición de la maternidad y la paternidad.

7.	 Fortalecer la relación de pareja hacia la consolidación de la familia.

8.	 Direccionar programas, acciones y proyectos del Estado y la Sociedad de acuerdo a las necesidades, dinámicas y estructuras de 
las familias.

 
PARÁGRAFO: El Gobierno Nacional podrá incluir las asignaciones de recursos necesarios, para dar cumplimiento a 
lo dispuesto en la presente ley, en los proyectos anuales de presupuesto, el marco fiscal de mediano plazo y el Plan 
Nacional de Desarrollo.

PARÁGRAFO TRANSITORIO: El Gobierno Nacional contará con un plazo máximo de un año para el diseño y elaboración 
de la política nacional de apoyo y fortalecimiento de la familia de acuerdo a los principios, objetivos y líneas de intervención 
establecidas en la presente ley.
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Articulo 12. LÍNEAS DE INTERVENCIÓN. En la elaboración de la Política Nacional de Apoyo a la Familia, se tendrán 
en cuenta las siguientes líneas de intervención:
 
Vivienda.
 
Educación.
 
Productividad y empleo.
 
Salud.
 
Cultura, recreación y deporte.
 
Articulo 13. CORRESPONSABILIDAD. El Estado y sus Entes Territoriales ejercerán de acuerdo a sus competencias la 
formulación y ejecución de la política publica de apoyo y fortalecimiento de la familia, para lo cual en virtud del principio 
de coordinación articularán la Política Nacional con las Políticas de sus jurisdicciones.
  
Artículo 14. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
  
El Presidente del honorable Senado de la República, 
Javier Enrique Cáceres Leal.
El secretario General del H. Senado de la Republica
Emilio Otero Dajud 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Edgar Alfonso Gómez Román. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo. 
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 
PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE
Dado en Bogota D.C., a los 3 DICIEMBRE 2009 
Oscar Iván Zuluaga Escobar
Ministro de Hacienda y Crédito Público 
Diego Palacio Betancourt
Ministro de la Protección social
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Ley 1388 de 2010
(mayo 26)

Diario Oficial No. 47.721 de 26 de mayo de 2010
CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por el derecho a la vida de los niños con cáncer en Colombia.
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:
CAPÍTULO I.

OBJETO, DEFINICIONES, BENEFICIARIOS MODELO INTEGRAL DE ATENCIÓN Y ASEGURADORES.

ARTÍCULO 1º. OBJETO DE LA LEY. Disminuir de manera significativa, la tasa de mortalidad por cáncer en los niños 
y personas menores de 18 años, a través de la garantía por parte de los actores de la seguridad social en salud, de 
todos los servicios que requieren para su detección temprana y tratamiento integral, aplicación de protocolos y guías 
de atención estandarizados y con la infraestructura, dotación, recurso humano y tecnología requerida, en Centros 
Especializados habilitados para tal fin. 

PARÁGRAFO. El Ministerio de la Protección Social con la Asesoría del Instituto Nacional de Cancerología y la Asociación 
colombiana de Hematología y Oncología Pediátrica (ACHOP) diseñará, actualizará, y/o mejorará, según el anexo técnico 
de la presente ley, los requisitos esenciales de los Centros de Atención, los protocolos y las guías, para las causas más 
frecuentes de cáncer infantil en Colombia, dentro de un plazo máximo de 12 meses. 

ARTÍCULO 2º. BENEFICIARIOS. Son beneficiarios de la presente ley: 

1.	 La población menor de 18 años a quien se le haya confirmado, a través de los estudios pertinentes, el diagnóstico de cáncer en 
cualquiera de sus etapas, tipos o modalidades, certificado por el Onco-hematólogo Pediátrico, debidamente acreditado para el 
ejercicio de su profesión, de acuerdo con la normatividad vigente y el anexo técnico. 

2.	 La población menor de 18 años con diagnóstico confirmado y certificado por el Onco-hematólogo Pediátrico de Aplasias Medulares 
y Síndromes de Falla Medular, Desórdenes Hemorrágicos Hereditarios, Enfermedades Hematológicas Congénitas, Histiocitosis y 
Desórdenes Histiocitarios 

3.	 La población menor de 18 años, cuando el médico general o cualquier especialista de la medicina, tenga sospecha de cáncer o 
de las enfermedades enunciadas en el numeral 2 del presente artículo y se requieran exámenes y procedimientos especializados, 
hasta tanto el diagnóstico no se descarte. 

PARÁGRAFO. Cuando el médico tratante, independientemente de su especialidad, presuma la existencia de cáncer o de las patologías 
mencionadas en el numeral 2 del presente artículo, deberá remitir al paciente, a la unidad de cáncer correspondiente a la zona, sin 
perjuicio de ordenar todos los exámenes de apoyo diagnóstico y procedimientos especializados que se consideren indispensables hasta 
que el diagnóstico sea descartado.

ARTÍCULO 3º. GARANTÍA DE LA ATENCIÓN. El Ministerio de la Protección Social, en un término de 6 meses, reglamentará 
la creación y puesta en marcha de una base de datos para la agilidad de la atención del menor con Cáncer. 

De manera que el médico que tenga la presunción diagnóstica de Cáncer en un menor, beneficiario de la presente ley, 
lo incluirá en esta base de datos, que podrá ser consultada en tiempo real y que le permitirá a la EPS, ARS o Entidad 
Territorial a cargo, según los regímenes de la seguridad social en salud vigentes en el país, encontrar al paciente en 
el sistema. 

En esta base de datos se especificará que cada beneficiario de la presente ley, contará, a partir de ese momento y hasta 
que el diagnóstico no se descarte, con la autorización de todos los procedimientos, de manera integral e inmediata. 

PARÁGRAFO. Estos procedimientos serán entendidos como todos los elementos y servicios que se requieran para la atención de 
los beneficiarios de la presente ley como consultas, exámenes de apoyo diagnóstico, medicamentos, intervenciones quirúrgicas y el 
seguimiento al paciente. 
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Todos los procedimientos tendrán un manejo equivalente a los servicios incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, POS, por parte del 
asegurador o ente territorial. 

Si el paciente pertenece al grupo de los denominados vinculados al sistema de seguridad social en salud, será afiliado de manera 
inmediata, a una Empresa Promotora de Salud de este régimen. Si ello no fuere posible, por cualquier causa, seguirá recibiendo esta 
atención integral, a cargo de la entidad territorial. 

ARTÍCULO 4º. MODELO INTEGRAL DE ATENCIÓN. A partir de la confirmación del diagnóstico de Cáncer y hasta 
tanto el tratamiento concluya, los aseguradores autorizarán todos los servicios que requiera el menor, de manera 
inmediata. Estos servicios se prestarán en la Unidad de Atención de Cáncer Infantil, de acuerdo con el criterio de los 
médicos tratantes en las distintas especialidades, respetando los tiempos, para confirmación de diagnóstico e inicio 
del tratamiento que establezcan las guías de atención, independientemente de que los mismos, tengan una relación 
directa con la enfermedad principal o que correspondan a otros niveles de complejidad en los modelos de atención de 
los aseguradores. 

En caso de que la Unidad no cuente con este servicio o no cuente con la capacidad disponible, se remitirá al centro 
que esta seleccione, sin que sea una limitante, el pago de Copagos o Cuotas Moderadoras, ni los períodos de carencia, 
independientemente del número de semanas cotizadas. 

Cuando el menor deba ser trasladado a otra Unidad de Cáncer Infantil, ello se hará de manera coordinada entre 
la entidad remisora y receptora, o el ente territorial y la EPS, debiendo la primera suministrar toda la información 
necesaria para que el tratamiento del menor se continúe sin ningún tropiezo. 

PARÁGRAFO 1º. Será la Unidad de Cáncer Infantil quien suministre los medicamentos de óptima calidad, y quien los facture a la 
EPS correspondiente, de acuerdo con los requisitos por esta establecidos. Así mismo, se garantizará la aplicación de los tratamientos 
preventivos que como Vacunación Anual contra Influenza, deben recibir los familiares y convivientes del menor, los cuales se suministrarán 
en la Unidad de Cáncer Infantil, de acuerdo con la guía de atención y protocolos; esto con el propósito de evitar que la falta de estas 
medidas preventivas, ponga en peligro la efectividad del tratamiento del menor. 

PARÁGRAFO 2º. La aseguradora o la entidad territorial, según las normas vigentes y aquellas que defina la Comisión Reguladora de 
Salud, podrá repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, el valor de los servicios que no se encuentren incluidos en su 
respectivo Plan de Beneficios y que hayan sido suministrados al menor enfermo de Cáncer. En todo caso, los beneficiaros de la presente 
ley, no están sujetos a los períodos de carencia ni a los Copagos o cuotas Moderadoras. El Ministerio de la Protección Social reglamentará 
en un plazo de 6 meses, el procedimiento para efectuar este recobro de manera ágil. 

PARÁGRAFO 3º. Cualquier atención o servicio formulado al menor con cáncer, estará soportado en los protocolos y guías de atención a 
que hace referencia el artículo primero de la presente ley y en el anexo técnico y mientras estos se elaboran, en el criterio del especialista 
responsable de su tratamiento.

PARÁGRAFO 4º. La aseguradora o la entidad territorial que no cumpla con lo dispuesto en este artículo, retarde, obstaculice o dificulte 
el acceso inmediato del menor a los servicios que requiere, será sancionado con una multa hasta de 200 SMMLV. La Superintendencia 
de Salud y las Secretarías Departamentales, Distritales y Municipales de Salud, en ejercicio de sus competencias serán las entidades 
encargadas de la Inspección, Vigilancia y Control. 

CAPÍTULO II. 
DE LOS PRESTADORES DE SERVICIOS. 

ARTÍCULO 5º. LAS UNIDADES DE ATENCIÓN DE CÁNCER INFANTIL (UACAI). A partir de la entrada en vigencia de la 
presente Ley, las unidades de Atención de Cáncer Infantil en Colombia, estarán ubicadas en los hospitales o clínicas de 
nivel III y IV de complejidad pediátricos o con servicio de pediatría de nivel III o IV y cumplir los requisitos que establece 
la Resolución 1043 del Ministerio de la Protección Social, el Anexo Técnico, u otra reglamentación que se expida 
encaminada a optimizar la prestación de los servicios a los menores que padecen Cáncer. 

PARÁGRAFO 1º. El Ministerio de la Protección Social se encargará de sectorizar la atención teniendo en cuenta las necesidades de la 
demanda para que su ubicación geográfica sea racional.
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PARÁGRAFO 2º. El Ministerio de la Protección Social en un plazo máximo de 6 meses reglamentará los requisitos esenciales de las 
Unidades de Atención de Cáncer Infantil, así como el número de Unidades por ente territorial, de conformidad con la demanda, contando 
con la asesoría del Instituto Nacional de Cancerología y la Sociedad de Onco-Hematología Pediátrica, y tales requisitos serán exigidos a 
todas las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud que oferten cualquier servicio de atención a menores con cáncer a los que se 
refiere la presente ley. 

ARTÍCULO 6º. DE LOS PLAZOS PARA CUMPLIR LAS CONDICIONES BÁSICAS DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN DE 
CÁNCER INFANTIL. Las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, IPS, que cumplan con lo estipulado en este 
artículo, en cuanto a nivel de complejidad, que en la actualidad se encuentren prestando los servicios para tratar 
menores con cáncer, tendrán un plazo máximo de dos años para habilitar los requisitos establecidos en el anexo 
técnico, teniendo en cuenta las siguientes prioridades: 

a. Inmediato: Área delimitada específica y exclusiva para la Unidad de Cáncer Infantil, con personal exclusivo. 
Los menores no estarán dispersos por todo el Hospital tanto en salas de internación como para quimioterapia 
ambulatoria; 

b. Central de preparación de cistostáticos, en un término de 12 meses; 
c. A 24 meses la construcción y adecuación arquitectónica de la unidad. 

PARÁGRAFO. En un plazo máximo de 6 meses el Ministerio de la Protección Social revisará la factibilidad económica de que las tarifas 
vigentes cubran la inversión de infraestructura y dotación de la Unidad de Cáncer Infantil, en un término máximo de 10 años y propondrá 
de ser el caso, los ajustes necesarios al ente regulador competente. 

ARTÍCULO 7º. DE LA OFERTA DE SERVICIOS. A partir de la vigencia de la presente ley, las Aseguradoras del régimen 
contributivo y subsidiado en salud, tendrán entre su red de prestadores, las Unidades de Cáncer Infantil de las zonas 
o regiones en donde tengan beneficiarios, de conformidad con la disponibilidad y de acuerdo con los parámetros de 
población que establece el anexo técnico y que defina el Ministerio de la Protección Social. 

ARTÍCULO 8º. DIAGNÓSTICO OPORTUNO Y REFERENCIA TEMPRANA POR PARTE DE MÉDICOS GENERALES U 
OTROS ESPECIALISTAS. El médico general o especialista (patólogos externos a la unidad de cáncer, entre otros), 
deberán disponer de las guías que permitan, sin ninguna dilación, remitir al menor con una impresión diagnóstica 
de Cáncer, o las enfermedades mencionadas en el parágrafo 2o del artículo 2o de la presente ley, a una Unidad de 
Cáncer Infantil, habilitada o en proceso de habilitación, del III o IV nivel de complejidad, para que se le practiquen, 
oportunamente, todas las pruebas necesarias orientadas a confirmar o rechazar el diagnóstico.

PARÁGRAFO. En un término de seis (6) meses a partir de la promulgación de la presente ley, el Ministerio de la 
Protección Social elaborará las guías a que se refiere el artículo anterior y promoverá las acciones de capacitación, que 
sean necesarias, para que el médico general y otros especialistas, puedan dar un manejo adecuado y oportuno a los 
niños que sufran o se sospeche que puedan sufrir, de cualquiera de las enfermedades que contempla la presente ley.

ARTÍCULO 9º. OPORTUNIDAD Y EFECTIVIDAD DE LAS MUESTRAS HISTOPATOLÓGICAS DE MENORES CON 
CÁNCER. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley y sin perjuicio de los requisitos que se presentan en 
el anexo técnico y las guías de atención, los patólogos externos a la Unidad de Cáncer, deberán procesar la biopsia 
correspondiente, en un tiempo máximo de 7 días o menos, de acuerdo a la Guía de Atención y ante la sospecha de 
Cáncer, deberán reportarlo a la Unidad de Cáncer para la ubicación del paciente y el registro en el sistema, incluyendo 
además del informe escrito, los datos para la ubicación del paciente y las preparaciones histológicas o el bloque de 
parafina del tumor original. 

PARÁGRAFO. El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo se sancionará en los términos establecidos en el parágrafo 4o del artículo 
4o de la presente ley. 

ARTÍCULO 10º. COMITÉ DE TUMORES. Puesto que el manejo de un niño con cáncer impone la necesidad de un trabajo 
multidisciplinario e interdisciplinario, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud con Unidades de Atención de Cáncer Infantil, habilitadas o en proceso de habilitación, contarán 
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con un Comité de Tumores con el propósito de desarrollar una actividad coordinadora, de control y asesoría sobre la 
enfermedad, dentro de la IPS. El Comité tendrá las funciones que se incluyen en el Anexo Técnico. 

ARTÍCULO 11. RED DE UNIDADES DE ATENCIÓN DE CÁNCER INFANTIL. A partir de la vigencia de la presente ley, 
las Unidades de Atención CA infantil habilitadas o en proceso de habilitación en el país, serán organizadas en una 
red virtual, que además de facilitar el apoyo recíproco contribuya a la gestión del conocimiento, difusión de buenas 
prácticas, realización de estudios e investigaciones científicas sobre las patologías de que trata esta ley, y sobre otras 
que, según la práctica y desarrollo de la medicina, lleguen a pertenecer a este grupo. 

PARÁGRAFO. El Ministerio de la Protección Social, en un término de 6 meses, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
reglamentará los criterios para la conformación de la Red de Unidades de Atención de Cáncer en el país. 

CAPÍTULO III. 
DE LA INFORMACIÓN, REGISTRO E INVESTIGACIÓN. 

ARTÍCULO 12. REGISTRO NACIONAL DE CÁNCER INFANTIL. Para el desarrollo de la garantía establecida en el 
artículo 3o de la presente ley, se crea el Registro Nacional de Cáncer Infantil, con el propósito de llevar en tiempo real, el 
registro sobre el diagnóstico, seguimiento y evolución del tratamiento del paciente, con la información que permita una 
atención de calidad y la realización de estudios científicos. La información mínima indispensable que deberá capturar 
este sistema, aparece en el anexo técnico. Dicho registro hará parte del Sivigila y será de notificación obligatoria en 
tiempo real por parte de los actores de la seguridad social en salud, sin perjuicio de optimizar los datos, según el nuevo 
sistema de información que prevé la Ley 1122 de 2007.

PARÁGRAFO 1º. En un plazo no superior a un año, el Ministerio de la Protección Social y el Instituto Nacional de Salud, con la asesoría 
de la Asociación Colombiana de Hematología y Oncología Pediátrica (ACHOP), y los Consejos Asesores en el tema, efectuarán las 
adaptaciones necesarias al actual Sivigila, para la captura, procesamiento, archivo y consulta de la información de los niños con cáncer. 
Este registro será diligenciado en tiempo real y será un requisito básico para la legalización de la factura por parte de la IPS de los 
servicios prestados, sin perjuicio de los requisitos establecidos en las normas. Se desarrollará un Software único de obligatoria adopción 
para las Unidades y será de obligatoria adopción por parte de los prestadores de estos servicios. 

PARÁGRAFO 2º. El Ministerio de la Protección Social, en un término de 6 meses, reglamentará la creación y puesta en marcha de la base 
de datos para la agilidad de la atención del menor con Cáncer de que trata el artículo 3o de la presente ley. 

PARÁGRAFO 3º. Créase el Número Único Nacional para los beneficiarios de la presente ley. Este Número Único Nacional servirá como 
mecanismo para registrar de manera confiable, las muertes, abandonos y demás información que facilite el seguimiento de los pacientes 
y la realización de estudios e investigaciones, según metodología que en un plazo máximo de un año implemente el Ministerio de la 
Protección Social, como parte del Registro Nacional de Cáncer Infantil. 

CAPÍTULO IV. 
DEL APOYO INTEGRAL AL MENOR CON CÁNCER. 

ARTÍCULO 13. SERVICIO DE APOYO SOCIAL. A partir de la vigencia de la presente ley, los beneficiarios de la misma, 
tendrán derecho, cuando así lo exija el tratamiento o los exámenes de diagnóstico, a contar con los servicios de un 
Hogar de Paso, pago del costo de desplazamiento, apoyo psicosocial y escolar, de acuerdo con sus necesidades, 
certificadas por el Trabajador Social o responsable del Centro de Atención a cargo del menor. 

PARÁGRAFO 1º. En un plazo máximo de seis meses, el Ministerio de la Protección Social reglamentará lo relacionado con el procedimiento 
y costo de los servicios de apoyo, teniendo en cuenta que estos serán gratuitos para el menor y por lo menos un familiar o acudiente, 
quien será su acompañante, durante la práctica de los exámenes de apoyo diagnóstico. 

El tratamiento, o trámites administrativos, así como la fuente para sufragar los mismos, teniendo como base los recursos que no se 
ejecutan del Fosyga o los rendimientos financieros del mismo. 

PARÁGRAFO 2º. En un plazo máximo de seis (6) meses, el Ministerio de Educación, reglamentará lo relativo al apoyo académico especial 
en las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud que oferten cualquier servicio de atención a los beneficiarios de la presente ley, 
para que las ausencias en el colegio por motivo del tratamiento y consecuencias de la enfermedad, no afecten de manera significativa, 
su rendimiento académico. El Ministerio de Educación también velará por que los colegios públicos y privados desarrollen y cumplan un 
plan de apoyo emocional a los beneficiarios de esta ley y a sus familias. 
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ARTÍCULO 14. CONSEJO NACIONAL ASESOR DEL CÁNCER INFANTIL. Créase el Consejo Nacional Asesor de Cáncer 
Infantil, como ente encargado de efectuar el seguimiento y monitoreo de la implementación de la presente ley, así 
como de las políticas y planes nacionales que de la misma se deriven, y propondrá, de ser necesario, los ajustes que 
hagan falta. 

El Consejo Nacional Asesor estará integrado por: El Ministro de la Protección Social o su delegado, el Director del 
Instituto Nacional de Cancerología, el presidente de la Asociación colombiana de Hematología y Oncología Pediátrica, 
Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, representante de las EPS, representante de las IPS, un 
representante de las Organizaciones sin Ánimo de Lucro o Fundaciones dedicadas al apoyo de los niños que padecen 
Cáncer y un representante de los padres de familia. 

PARÁGRAFO 1º. El Consejo Asesor, tendrá entre otras, las siguientes funciones: 

a.	 Efectuará el monitoreo y seguimiento a la implementación de la presente ley; 

b.	 Asesorará al Ministerio de la Protección Social en el desarrollo de la reglamentación que se deriva de la presente ley; 

c.	 Propondrá políticas, planes y estrategias orientadas a mejorar la atención integral del menor con cáncer y a disminuir los índices de 
mortalidad de esta población; 

d.	 Propondrá los ajustes necesarios a la reglamentación vigente, incluyendo la presente ley; 

e.	 Velará por la eficacia del Sistema Nacional de Información; 

f.	 Establecerá metas de mejora continua en el manejo de los menores colombianos que padecen de Cáncer y que son beneficiarios 
de la ley; 

g.	 Propondrá mecanismos y ajustes para mejorar el modelo de atención integral al menor enfermo de cáncer; 

h.	 Establecerá prioridades para la realización de estudios e investigaciones científicas relacionadas con el CA infantil; 

i.	 Analizará la evolución de los indicadores de CA Infantil, proponiendo metas al respecto; 

j.	 Apoyará la gestión de todo tipo de recursos en apoyo a la atención del menor con Cáncer. 

k.	 Asesorará a necesidad, al Ministerio de la Protección Social, a la Comisión Reguladora de Salud y a otras entidades que así lo 
requieran, en cuanto a tarifas, costos, procedimientos y demás temas que permitan mejorar la atención integral a los niños, niñas 
y jóvenes, beneficiarios de la presente ley;

l.	 Presentará un informe anual al Congreso de la República, en el que detallará su labor y actividades;

m.	Generará su reglamento interno. 

PARÁGRAFO 2º. En el término de los 6 meses posteriores a la publicación de la presente ley, el Ministerio de la Protección Social 
reglamentará todo lo concerniente al Consejo Nacional Asesores en CA Infantil, la elección de sus miembros, la periodicidad de sus 
reuniones y demás aspectos que garanticen su óptimo funcionamiento.

ARTÍCULO 15. CONSEJOS DEPARTAMENTALES ASESORES. En cada departamento de Colombia, se organizarán los 
Consejos Departamentales asesores en CA infantil, como órganos de apoyo a la implantación, seguimiento y mejora 
continua de la presente ley, integrados por: El Secretario Departamental de Salud, Secretario de Educación, Director 
de la Unidad de CA Infantil habilitada o en proceso de habilitación en el Departamento, Presidente del Consejo de 
Política Social, Director del ICBF, representante de una organización sin ánimo de lucro, representante de las EPS de la 
jurisdicción, representante de los padres de familia y un representante de la comunidad. 

Los Consejos Departamentales asumirán las funciones descritas en los literales anteriores, en el ámbito y competencias 
del territorio.
 
PARÁGRAFO. En el término de los 6 meses posteriores a la publicación de la presente ley, el Ministerio de la Protección 
Social reglamentará todo lo concerniente a los Consejos Nacional y Departamentales Asesores en CA Infantil, la elección 
de sus miembros, la periodicidad de sus reuniones y demás aspectos que garanticen su óptimo funcionamiento. 

Disposiciones finales

ARTÍCULO 16. VIGENCIA. Esta ley rige a partir de su sanción y publicación, derogando todas aquellas disposiciones que 
le sean contrarias.
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El Presidente del honorable Senado de la República,

Javier Cáceres Leal.
El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Édgar Alfonso Gómez Román.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 26 de mayo de 2010.
Álvaro Uribe Vélez
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Óscar Iván Zuluaga Escobar.
El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt. 
CORTE CONSTITUCIONAL
Secretaría General
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FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN

RESOLUCIÓN NÚMERO 0-3604
(Noviembre 3 de 2006)

Por la cual se otorgan transitoriamente funciones de Policía Judicial a las
Comisarías de Familia en todo el Territorio Nacional

El Fiscal General de la Nación,

En ejercicio de las atribuciones constitucionales y legales, especialmente las que le confiere el artículo 3º del Acto 
Legislativo número 3 de 2002, que modificó el artículo 251 de la Constitución Política, el artículo 203 de la Ley 906 

de 2004 y el artículo 11 de la Ley 938 de 2004. 

CONSIDERANDO QUE:

La policía judicial ha sido definida como el conjunto de autoridades que colaboran con los funcionarios judiciales en la 
investigación de los delitos y en la captura de los delincuentes y, que actúa bajo la dirección funcional de los fiscales o de los 
jueces y sus funciones se deben cumplir bajo la dirección y coordinación del Fiscal General de la Nación y sus delegados. 

El artículo 251 de la Constitución Política, modificado por el artículo 3° del Acto Legislativo 03 de 2002, atribuyó como 
función especial del Fiscal General de la Nación “otorgar atribuciones transitorias a entes públicos que pueden cumplir 
funciones de policía judicial, bajo la responsabilidad y dependencia funcional de la Fiscalía General de la Nación”. 

Del mismo modo el artículo 203 de la Ley 906 de 2004, determinó que: “ejercen funciones de policía judicial, de 
manera transitoria, los entes públicos que, por resolución del Fiscal General de la Nación, hayan sido autorizados para 
ello. Estos deberán actuar conforme con las autorizaciones otorgadas y en los asuntos que hayan sido señalados en 
la respectiva resolución”. 

A partir del 1° de enero de 2005, entró en vigencia el sistema penal acusatorio el cual se ha implementado en forma 
gradual y progresiva en el territorio nacional, en la forma establecida por el artículo 530 de la Ley 906 de 2004. 

Para el efectivo funcionamiento del sistema procesal penal acusatorio, las funciones de policía judicial resultan 
indispensables. 

Con el Decreto 2737 de noviembre 27 de 1989 fue expedido el Código del Menor, que tiene plena vigencia, y cuyo 
artículo 295 dispone: “Créanse las Comisarías Permanentes de Familia de carácter policivo, cuyo número y organización 
serán determinados por los respectivos Concejos Municipales o Distritales”. 
El artículo 296 ibídem señaló el objetivo de las Comisarías de Familia, el cual definió “cómo colaborar con el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar y con las demás autoridades competentes en la función de proteger a los menores 
que se hallen en situación irregular y en los casos de conflictos familiares”. 

El inciso segundo artículo 297 del Decreto 2737 de 1989, expresa que: “La comisaría contará preferentemente con 
un médico, un psicólogo, un trabajador social y los demás funcionarios que determine el respectivo Concejo Municipal 
o Distrital’’. 

El numeral 1º del artículo 299 del Código del Menor, señala entre las funciones de las Comisarías de Familia, la de: 
“Recibir a prevención denuncias sobre hechos que puedan configurarse como delito o contravención, en los que 
aparezca involucrado un menor como ofendido o sindicado, tomar las medidas de emergencia correspondientes y 
darles el trámite respectivo de acuerdo con las disposiciones del presente Código y los de Procedimiento Penal, 
Nacional, Departamental, Municipal o Distrital de Policía, y demás normas pertinentes, el primer día hábil siguiente al 
recibo de la denuncia”. 
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La Resolución 06394 de diciembre 22 de 2004, adoptó el manual de procedimientos de cadena de custodia, a que se 
deben ajustar las autoridades que cumplen funciones de cadena de custodia. 

Para atender la investigación de las conductas punibles en las que resulten vinculados menores de edad, se hace 
necesario conferir transitoriamente funciones de policía judicial a las comisarías de familia, los sicólogos y trabajadores 
sociales que las integran teniendo en cuenta las funciones legales que cumplen. 

Con fundamento en las consideraciones expuestas, el Fiscal General de la Nación, 

RESUELVE:

Artículo 1º. Otorgar funciones transitorias de policía judicial a las Comisarías de Familia, los sicólogos y los trabajadores 
sociales que las integran, en todo el territorio nacional, por el término de cinco (5) años, para que las cumplan dentro 
de su respectiva jurisdicción.
 
Artículo 2º. Las funciones que por este acto se otorgan, autorizan a los Comisarios de Familia, los sicólogos y los 
trabajadores sociales de las Comisarías, para adelantar las siguientes diligencias: 

1.	 Recibir denuncias, querellas e informes. 

2.	 Realizar entrevistas. 

3.	 Realizar inspecciones en el lugar de los hechos y en lugares distintos al del hecho, y 

4.	 Obtener los documentos que requiera el Fiscal. 

No estarán facultados para realizar las siguientes actuaciones: 

1.	 Estudios y análisis de laboratorio. 

2.	 Inspección a cadáver. 

3.	 Interrogatorios. 

4.	 Exhumaciones. 

5.	 Registros y allanamientos para obtener elementos materiales probatorios y evidencia física o realizar la captura del indiciado, 
imputado o condenado. 

6.	 Interceptación de comunicaciones telefónicas y similares. 

7.	 Recuperación de información dejada al navegar por Internet u otros medios tecnológicos. 

8.	 Vigilancia y seguimiento de personas. 

9.	 Vigilancia de cosas. 

10.	 Análisis e infiltración de organización criminal. 

11.	 Actuación de agentes encubiertos. 

12.	 Búsqueda selectiva en base de datos. 

13.	 Exámenes de ADN que involucren al imputado o indiciado. 

14.	 Las actuaciones que requieren autorización previa del juez de garantía. 

15.	 Reconocimiento por medio de fotografías o de videos, y 

16.	 Reconocimiento en fila de personas. 

En observancia de las funciones de policía judicial, las Comisarías de Familia además recibirán a prevención las 
denuncias sobre hechos que puedan configurarse como delito, en los que aparezca involucrado un menor como 
víctima, adoptarán las medidas de emergencia correspondientes y les darán el trámite respectivo, de acuerdo con las 
disposiciones del Código del Menor. 

Para el cumplimiento de las funciones de que trata la presente resolución, las Comisarías de Familia observarán los 
procedimientos de cadena de custodia, relacionados con el tratamiento de los elementos probatorios que se hallen en 
ejercicio de la función de policía judicial, entregándolos en el menor término posible a la Oficina de Asignaciones de 
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la Fiscalía General de la Nación, para que se haga el correspondiente reparto a las autoridades de policía judicial que 
deban asumir la indagación penal. 

Los Comisarios de Familia, los sicólogos y los trabajadores sociales de las Comisarías, que durante el desempeño de 
su cargo, realicen funciones de Policía Judicial podrán ser citados como testigos durante el juicio oral, de conformidad 
con lo señalado en el artículo 399 de la Ley 906 de 2004. 

Artículo 3º. La Fiscalía brindará a las Comisarías de Familia el apoyo técnico y la instrucción necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de policía judicial, especialmente en el manejo técnico de los elementos de prueba y la 
apropiada aplicación del procedimiento de cadena de custodia, en los términos del manual de procedimientos. 

Artículo 4º. La presente resolución será comunicada por la Secretaría General de la Fiscalía General de la Nación a los 
Directores Nacionales de Fiscalía, Administrativo y Financiero y del Cuerpo Técnico de Investigación, quienes tendrán a 
su cargo la divulgación de la presente decisión a nivel nacional. 

Artículo 5º. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 

Mario Iguarán Arana 
Fiscal General de la Nación 
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República de Colombia
Ministerio de la Protección Social

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar
Dirección General

RESOLUCIÓN Nº 1641

“Por la cual se adoptan los Lineamientos Técnicos del Programa de Adopción”

LA DIRECTORA GENERAL DEL INSTITUTO COLOMBIANO
DE BIENESTAR FAMILIAR,

En uso de sus facultades legales y estatutarias, y

CONSIDERANDO:

Que de conformidad con lo ordenado en el artículo 12 del Decreto Nº 2388 de 1979 reglamentario de la Ley 7ª de 1979, 
las actividades que realizan las entidades del Sistema Nacional de Bienestar Familiar con el fin de prestar el servicio 
público de Bienestar Familiar, deberán cumplirse con estricta sujeción a las normas del servicio y a los reglamentos 
dictados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

Que la Sección Quinta del Código del Menor fija las normas sustantivas y procesales que rigen la adopción en Colombia. 
Que el Programa de Adopción cumple una noble función en el restablecimiento de los derechos fundamentales de los 
niños a tener una familia y no ser separados de ella y al cuidado y al amor que deben recibir de sus padres y su familia. 
Que las disposiciones nacionales, internacionales y la doctrina constitucional coinciden en señalar que todas las 
actuaciones de carácter administrativo y judicial del proceso de adopción se deben realizar en consideración al interés 
superior del niño y al respeto de sus derechos fundamentales. 

Que la Dirección General del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar expide los Lineamientos Técnicos del Programa 
de Adopción en cumplimento de las directrices que ha fijado la H. Corte Constitucional respecto del deber institucional 
de precisar, divulgar e implementar una política pública, tendiente a humanizar el proceso de adopción. 

Que en esa línea el Instituto emprendió la tarea de convocar a los servidores públicos y a las Instituciones Autorizadas 
para desarrollar el Programa de Adopción, así como a otros actores coadyuvantes, para construir un marco de 
autorregulación con los más altos criterios éticos conducentes al mejoramiento permanente de su gestión. 

Que los Lineamientos Técnicos del Programa de Adopción son un instrumento de política pública conducente a señalar 
los parámetros que deben seguir, especialmente, el Instituto y las Instituciones Autorizadas para desarrollar el programa 
de adopción. 

Que de acuerdo con la Resolución Nº 2623 de 2003, expedida por la Dirección General del ICBF, se hace necesario 
reglamentar la elaboración, revisión y aprobación de los manuales, lineamientos, procesos, procedimientos, formatos 
e instructivos en el Instituto, 

RESUELVE:

Artículo Primero. Aprobar, mediante la presente Resolución, los Lineamientos Técnicos del Programa de Adopción. 

Artículo Segundo. Los Lineamientos Técnicos del Programa de Adopción aprobados por la presente Resolución y sus 
anexos son de obligatorio cumplimiento y hacen parte del presente acto administrativo. 

Artículo Tercero. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias. 

Comuníquese y cúmplase 
Dada en Bogotá D.C., a los 12 días del mes de julio de 2006. 
Beatriz Londoño 
Directora General ICBF  
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DIRECTIVA NÚMERO 007

DE: 	 Procurador General de la Nación 
PARA: 	 Gobernadores, Diputados Departamentales, Alcaldes y Concejales Municipales 
ASUNTO:	Ejercicio del control preventivo que debe realizar el Ministerio Público en defensa de los Derechos Fundamentales de la    

Niñez y de la   Familia. 
FECHA:	 Bogotá, D. C., 21 de mayo de 2004. 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público, atendiendo que la protección de los menores no constituye un acto de 
caridad ni de liberalidad sino el cumplimiento y exigencia perentoria de principios y deberes constitucionales como los 
de responsabilidad y solidaridad social a cargo del Estado y sus servidores públicos (arts. 1º y 2º de la Carta Política), y 

TENIENDO EN CUENTA,

Que la Constitución Política en los artículos 339 a 344 señala que las entidades territoriales elaborarán y adoptarán 
de manera concertada entre ellas y la comunidad, en ejercicio del principio de autonomía, los planes de desarrollo con 
el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les haya sido 
asignadas por la Constitución y la ley; igualmente, dispone que en las entidades territoriales habrá también consejos 
de planeación según lo determine la Ley. 

Que el artículo 366 de la Constitución Política determina que en los planes y presupuestos de la Nación y de las 
entidades territoriales debe dársele prioridad al gasto público social sobre cualquier otra asignación. El inciso final del 
artículo 44, ibídem señala que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. 

Que el artículo 305 de la Constitución Política en su numeral 4º señala como atribución del gobernador la de presentar 
oportunamente a la Asamblea Departamental los proyectos de ordenanza sobre planes y programas de desarrollo 
económico y social. 

Que el artículo 300 numeral 3º de la Constitución Política establece que corresponde a las Asambleas Departamentales 
por medio de ordenanzas, adoptar de acuerdo con la ley los planes de desarrollo económico y social, con la determinación 
de las inversiones y medidas que se consideren necesarias para impulsar su ejecución y asegurar su cumplimiento. 

Que la Ley 136 de 1994 en su artículo 91 numeral 2º del literal A) atribuye dentro de o las funciones de los alcaldes 
municipales, la de presentar oportunamente los proyectos de acuerdo sobre los Planes de Desarrollo Económico y Social. 

Que el artículo 32 numeral 10 de la precitada Ley, consagra como atribución de los Concejos, la de dictar las normas 
orgánicas de presupuesto y expedir anualmente el presupuesto de rentas y gastos, lo cual deberá corresponder al Plan 
de Desarrollo municipal de conformidad con las normas orgánicas de planeación. 

Que la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único en su artículo 34 numeral 3º señala como deber de todo servidor 
público: “Formular, decidir oportunamente o ejecutar los planes de desarrollo y los Presupuestos ,y cumplir las leyes 
y normas que regulan el manejo de los recursos económicos públicos, o afectos al servicio público”. El artículo 50 
ibídem, prescribe que: “Constituye falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los 
derechos, la extralimitación de las funciones, o la violación al régimen de prohibiciones, impedimentos, inhabilidades, 
incompatibilidades o conflicto de intereses consagrados en la Constitución o en la ley”. 

EL ORDEN JURÍDICO LE IMPONE A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Y AL PROCURADOR GENERAL 
DE LA NACIÓN EN ESPECIAL COMO DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMANOS Y REPRESENTANTE DE LA 

SOCIEDAD, DEBERES Y OBLIGACIONES INELUDIBLES, Así:

1.	 El numeral primero del artículo 277 de la Constitución Política consagra dentro de sus funciones: “vigilar el cumplimiento de la 
Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos”. 
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2.	 Los numerales segundo y séptimo del artículo 7º del Decreto 262 de 2000 disponen que en cumplimiento de sus funciones, lo 
faculta para “formular las políticas generales y criterios de intervención del Ministerio Público en materia de control disciplinario, 
vigilancia superior con fines preventivos, actuación ante las autoridades administrativas y judiciales y centros de conciliación, y 
promoción, protección y defensa de los derechos humanos” y “Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que 
sean necesarias para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley”. 

3.	 Los numerales 3º y 4º del artículo 3º del Decreto 1137 de 1999, disponen que los departamentos, distritos y municipios, integran el 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar. El artículo 1º ibídem, señala que el Bienestar Familiar es un servicio público a cargo del Estado. 

4.	 El artículo 11 del Decreto 1137 de 1999 dispone que en los entes territoriales se conformarán consejos o comités para la política 
social; cuya integración y fijación de funciones será de competencia de los gobernadores y alcaldes, pero deberán contar con un 
subcomité o subcomisión permanente, encargados del análisis y políticas de infancia y familia. 

5.	 Dentro de la temática del reciente Seminario de “Actualización en Gestión Pública y Responsabilidad de los Administradores de 
las Entidades Territoriales”, dirigido a alcaldes y gobernadores, se destacó la importancia de incluir en los Planes de Desarrollo las 
políticas de infancia. 

Por lo anterior el Procurador General de la Nación, como supremo director del Ministerio Público, como defensor de los 
derechos humanos y especialmente los prevalentes de los niños, en lo cual tiene significativo interés la sociedad, a quien 
representa, por virtud del control preventivo y con el fin de asegurar el ejercicio correcto de las “funciones públicas” 
y “prevenir la comisión de faltas disciplinarias” (numeral 36 del artículo 7º del Decreto 262 de 2000) en la órbita de 
competencia de los servidores públicos a que se refieren las normas señaladas en la primera parte de este documento, 

DISPONE:

PRIMERO. Solicitar a los gobernadores y alcaldes tener en cuenta que a los departamentos y municipios les 
corresponde formular y desarrollar planes, programas y proyectos de bienestar social integral en beneficio de la 
población vulnerable y con necesidades básicas insatisfechas, dentro de las cuales se encuentren los niños, niñas, 
jóvenes y mujeres gestantes. 

SEGUNDO. Llamar la atención a los gobernadores y alcaldes para que conformen los consejos o comités para la 
política social, fijarles sus funciones y tener en cuenta que dentro de los mismos se debe crear un subcomité o una 
subcomisión permanente encargada de las políticas de infancia y familia. 

TERCERO. Instar a los miembros de las Asambleas Departamentales y de los Concejos municipales 
para que en la expedición anual del presupuesto de rentas y gastos se verifique la inclusión de partidas que den 
cumplimiento a las políticas de infancia y familia propuestas en el Plan de Desarrollo departamental y municipal. 

CUARTO. A través de la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y de la Familia se hará el seguimiento y 
verificación del cumplimiento de esta Directiva. 

Edgardo José Maya Villazón 
Procurador General de la Nación  
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DIRECTIVA NÚMERO 008

DE: 	 Procurador General de la Nación 
PARA: 	 Personeros Municipales 
ASUNTO: 	 Ejercicio del control preventivo que debe realizar el Ministerio Público en defensa de los Derechos Fundamentales de la 

Niñez y de la Familia. 
FECHA: 	 Bogotá, D. C., 21 de mayo de 2004 

El PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público, atendiendo que la protección de los menores no constituye un acto de 
caridad ni de liberalidad sino el cumplimiento y exigencia perentoria de principios y deberes constitucionales como los 
de responsabilidad y solidaridad social a cargo del Estado y sus servidores públicos (arts. 1º y 2º de la Carta Política), y 

TENIENDO EN CUENTA,

Que la Constitución Política en los artículos 339 a 344 señala que las entidades territoriales elaborarán y adoptarán 
de manera concertada entre ellas y la comunidad, en ejercicio del principio de autonomía, los planes de desarrollo con 
el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les haya sido 
asignadas por la Constitución y la ley; igualmente, dispone que en las entidades territoriales habrá también consejos 
de planeación según lo determine la Ley. 

Que el artículo 366 de la Constitución Política determina que en los planes y presupuestos de la Nación y de las 
entidades territoriales debe dársele prioridad al gasto público social sobre cualquier otra asignación. El inciso final del 
artículo 44, ibídem señala que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. 

Que la Ley 136 de 1994 en su artículo 91 numeral 22 del literal A) atribuye dentro de las funciones de los alcaldes 
municipales, la de presentar oportunamente los proyectos de acuerdo sobre los Planes de Desarrollo Económico y Social. 

Que el artículo 32 numeral 10 de la precitada Ley, consagra como atribución de los Concejos, la de dictar las normas 
orgánicas de presupuesto y expedir anualmente el presupuesto de rentas y gastos, lo cual deberá corresponder al Plan 
de Desarrollo .municipal de conformidad con las normas orgánicas de planeación. 

Que la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único en su artículo 34 numeral 3º señala como deber de todo servidor 
público: “Formular, decidir oportunamente o ejecutar los planes de desarrollo y los presupuestos, y cumplir las leyes 
y normas que regulan el manejo de los recursos económicos públicos, o afectos .al servicio público”. El artículo 50 
ibídem, prescribe que: “Constituye falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los 
derechos, la extralimitación de las funciones, o la violación al régimen de prohibiciones, impedimentos, inhabilidades, 
incompatibilidades o conflicto de intereses consagrados en la Constitución o en la ley”. 

EL ORDEN JURÍDICO LE IMPONE A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, y AL PROCURADOR GENERAL 
DE LA NACIÓN EN ESPECIAL COMO DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMANOS Y REPRESENTANTE DE LA 

SOCIEDAD, DEBERES Y OBLIGACIONES INELUDIBLES, Así:

1.	 El numeral primero del artículo 277 de la Constitución Política consagra dentro de sus funciones la de “vigilar el cumplimiento de 
la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos”, 

2.	 Los numerales segundo y séptimo del artículo 7º. del Decreto 262 de 2000, en cumplimiento de sus funciones, lo faculta para 
“formular las políticas generales y criterios de intervención del Ministerio Público en materia de control disciplinario, vigilancia 
superior con fines preventivos, actuación ante las autoridades administrativas y judiciales y centros de conciliación, y promoción, 
protección y defensa de los derechos humanos” y “Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean 
necesarias para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley”. 

3.	 Los numerales 3º y 4º del artículo 3º del Decreto 1137 de 1999, disponen que los departamentos, distritos y municipios integran el 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar. El artículo 1º ibídem, señala que el Bienestar Familiar es un servicio público a cargo del Estado. 

4.	 El artículo 11 del Decreto 1137 de 1999, dispone que en los entes territoriales se conformarán consejos o comités para la política 
social, cuya integración y fijación de funciones será de competencia de los gobernadores y alcaldes, pero deberán contar con un 
subcomité o subcomisión permanente, encargados del análisis y políticas de infancia y familia. 
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5.	 La Directiva Nº 007 de mayo 21 de 2004 recordó a los gobernadores, .diputados, alcaldes y concejales sus obligaciones frente 
a la niñez y al Sistema Nacional de Bienestar Familiar. Por lo anterior, el Procurador General de la Nación, como supremo director 
del Ministerio Público, como defensor de los derechos humanos y especialmente los prevalentes de los niños, en lo cual tiene 
significativo interés la sociedad, a quien representa, por virtud del control preventivo y con el fin de asegurar el ejercicio correcto de 
las “funciones públicas” y “prevenir la comisión de faltas disciplinarias” (numeral 36 del artículo 7º del Decreto 262 de 2000) en la 
órbita de competencia de los servidores públicos a que se refieren las normas señaladas en la primera parte de este documento, 
dispone que los personeros municipales, en ejercicio del control mencionado, adelanten las siguientes acciones: 

PRIMERO. Revisar y hacer seguimiento a los planes de desarrollo con el objeto de verificar si dentro de los mismos 
fueron incluidos programas de prevención promoción y restitución de derechos de la niñez y la familia. 

SEGUNDO. Hacer seguimiento y verificar si existen y funcionan en los municipios los Consejos de Política Social. 

TERCERO. Hacer seguimiento y vigilar el cumplimiento del plan de inversiones. 

CUARTO. Los funcionarios rendirán un primer informe a este Despacho, que será remitido a la Procuraduría Delegada 
para la Defensa del Menor y de la Familia, a más tardar el 15 de junio de 2004 y posteriormente un informe trimestral 
para verificar el cumplimiento del Plan de Desarrollo. 

Edgardo Maya Villazón 
Procurador General de la Nación 
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DIRECTIVA NÚMERO 009

DE: 	 Procurador General De La Nación 
PARA: 	 Procuradores Departamentales, Provinciales y Judiciales en Materia de Familia 
ASUNTO: 	 Ejercicio del control preventivo que debe realizar el Ministerio Público en defensa de los Derechos Fundamentales de la 

Niñez y de la Familia. 
FECHA:	 Bogotá, D. C., 21 de mayo de 2004 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público, atendiendo que la protección de los menores no constituye un acto de 
caridad ni de liberalidad sino el cumplimiento y exigencia perentoria de principios y deberes constitucionales como los 
de responsabilidad y solidaridad social a cargo del Estado y sus servidores públicos (arts. 1º y 2º de la Carta Política), y 

TENIENDO EN CUENTA,

Que la Constitución Política en los artículos 339 a 344 señala que las entidades territoriales elaborarán y adoptarán 
de manera concertada entre ellas y la comunidad, en ejercicio del principio de autonomía, los planes de desarrollo con 
el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les haya sido 
asignadas por la Constitución y la ley; igualmente, dispone que en las entidades territoriales habrá también consejos 
de planeación según lo determine la Ley. 

Que el artículo 366 de la Constitución Política determina que en los planes y presupuestos de la Nación y de las 
entidades territoriales debe dársele prioridad al gasto público social sobre cualquier otra asignación. El inciso final del 
artículo 44, ibídem señala que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. 

Que el artículo 305 de la Constitución Política en su numeral 4º señala como atribución del gobernador la de presentar 
oportunamente a la Asamblea Departamental los proyectos de ordenanza sobre planes y programas de desarrollo 
económico y social. 

Que el artículo 300 numeral 3º de la Constitución Política establece que corresponde a las Asambleas Departamentales 
por medio de ordenanzas, adoptar de acuerdo con la ley los planes de desarrollo económico y social, con la determinación 
de las inversiones y medidas que se consideren necesarias para impulsar su ejecución y asegurar su cumplimiento. 

Que la Ley 136 de 1994 en su artículo 91 numeral 2º del literal A) atribuye dentro de las funciones de los alcaldes 
municipales, la de presentar oportunamente los proyectos de acuerdo sobre Planes de Desarrollo Económico y Social. 

Que el artículo 32 numeral 10 de la precitada Ley consagra como atribución de los Concejos, la de dictar las normas 
orgánicas de presupuesto y expedir anualmente el presupuesto de rentas y gastos, lo cual deberá corresponder al Plan 
de Desarrollo municipal de conformidad con las normas orgánicas de planeación. 

Que la Ley 734 de 2002, Código Disciplinario Único en su artículo 34 numeral 3º señala como deber de todo servidor 
público: “Formular, decidir oportunamente o ejecutar los planes de desarrollo y los presupuestos, y cumplir las leyes 
y normas que regulan el manejo de los recursos económicos públicos, o afectos al servicio público”. El artículo 50 
ibídem, prescribe que: “Constituye falta disciplinaria grave o leve, el incumplimiento de los deberes, el abuso de los 
derechos, la extralimitación de las funciones, o la violación al régimen de prohibiciones, impedimentos, inhabilidades, 
incompatibilidades o conflicto de intereses consagrados en la Constitución o en la ley”. 

EL ORDEN JURÍDICO LE IMPONE A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Y AL PROCURADOR GENERAL 
DE LA NACIÓN EN ESPECIAL COMO DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMANOS Y REPRESENTANTE DE LA 

SOCIEDAD, DEBERES Y OBLIGACIONES INELUDIBLES, Así:

1.	 El numeral primero del artículo 277 de la Constitución Política consagra dentro de sus funciones la de “vigilar el cumplimiento de 
la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos”. 



Ley 1098 de 2006

236 Procuraduria General de la Nacion          

2.	 Los numerales segundo y séptimo del artículo 7º del Decreto 262 de 2000, en cumplimiento de sus funciones lo faculta para 
“formular las políticas generales y criterios de intervención del Ministerio Público en materia de control disciplinario, vigilancia 
superior con fines preventivos, actuación ante las autoridades administrativas y judiciales y centros de conciliación, y promoción, 
protección y defensa de los derechos humanos” y “Expedir los actos administrativos, órdenes, directivas y circulares que sean 
necesarias para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas por la ley”. 

3.	 Los numerales 3º y 4º del artículo 3º del Decreto 1137 de 1999, disponen que los departamentos, distritos y municipios integran el 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar. El artículo 1º ibídem, señala que el Bienestar Familiar es un servicio público a cargo del Estado. 

4.	 El artículo 11 del Decreto 1137 de 1999, dispone que en los entes territoriales se conformarán consejos o comités para la política 
social, cuya integración y fijación de funciones será de competencia de los gobernadores y alcaldes, pero deberán contar con un 
subcomité o subcomisión permanente, encargados del análisis y políticas de infancia y familia. 

5.	 La Directiva Nº 007 de mayo 21 de 2004 recordó a los gobernadores, diputados, alcaldes y concejales sus obligaciones frente a la 
niñez y al Sistema Nacional de Bienestar Familiar. 

6.	 Por lo anterior el Procurador General de la Nación, como supremo director del Ministerio Público, como defensor de los derechos 
humanos y especialmente los prevalentes de los niños, en lo cual tiene significativo interés la sociedad, a quien representa, por 
virtud del control preventivo y con el fin de asegurar el ejercicio correcto de las “funciones públicas” y “prevenir la comisión de faltas 
disciplinarias” (numeral 36 del artículo 7º del Decreto 262 de 2000) en la órbita de competencia de los servidores públicos a que 
se refieren las normas señaladas en la primera parte de este documento, dispone que los procuradores regionales, provinciales y 
judiciales en materia de familia, en ejercicio del control mencionado, adelanten las siguientes acciones: 

PRIMERO. Revisar y hacer seguimiento a los planes de desarrollo con el objeto de verificar si dentro de los mismos 
fueron incluidos programas de prevención, promoción y la restitución de derecho de la niñez y la familia. 

SEGUNDO. Hacer seguimiento y verificar si existen y funcionan en los departamentos y municipios los Consejos de 
Política Social. 

TERCERO. Hacer seguimiento y vigilar el cumplimiento del plan de inversiones. 

CUARTO. Donde no existan Procuradores Provinciales y Judiciales en materia de familia, a instancia del Procurador 
Delegado para la Defensa del Menor y la Familia, previo estudio pertinente que presentará al despacho, se habilitarán 
procuradores judiciales de otras ramas para que cumplan con el cometido de esta directiva. 

QUINTO. Los funcionarios rendirán un primer informe a este Despacho, que será remitido a la Procuraduría Delegada 
para la Defensa del Menor y de la Familia, a más tardar el 15 de junio de 2004 y posteriormente un informe trimestral 
para verificar el cumplimiento del Plan de Desarrollo. 

Edgardo José Maya Villazón 
Procurador General de la Nación 
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DIRECTIVA NÚMERO 013
(2 de julio de 2004)

“Por medio de la cual se fijan criterios en relación con la conducta a seguir por los servidores públicos frente a la 
desvinculación de menores de edad de los grupos armados al margen de la ley” 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público, como defensor de los derechos humanos, especialmente los prevalentes 
del menor de edad, con fundamento en sus competencias constitucionales y legales, especialmente las atribuidas en 
el artículo 7º, numerales 2, 11 y 15 del Decreto-Ley 262 de 2000, y 

TENIENDO EN CUENTA:

Que es necesario que en el desarrollo del programa de desmovilización y reincorporación a la vida civil que viene 
promoviendo el Gobierno Nacional, todos los servidores públicos involucrados en éste, tengan presente que en la 
aplicación de la normativa implementada para el efecto, tratándose de un menor de edad, es decir, de toda persona 
menor de 18 años, su función debe estar dirigida a proteger sus derechos fundamentales, tanto los contemplados en la 
Constitución Política como en los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado colombiano, 
consultando siempre el interés superior del menor de edad. 

Que en aplicación de la normativa contenida, entre otros, en el Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra, en 
el Protocolo de San Salvador y en la Convención de los Derechos del Niño, instrumentos ratificados por el Estado 
colombiano, ha de entenderse que el menor de edad desvinculado del conflicto, fuere cual fuere la razón de su 
desvinculación, es una víctima de la violencia política y, en consecuencia, el tratamiento que debe recibir de las 
autoridades estatales debe ser acorde con su condición de menor de edad aunada a su calidad de víctima, como 
expresamente lo reconoce el inciso final del artículo 6 de la Ley 782 de 2002, 

DISPONE:

PRIMERO. Los miembros de la fuerza pública, una vez reciban un menor de edad desvinculado, deben dar aviso 
inmediato al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a través del Defensor de Familia más cercano o en su defecto al 
personero municipal, al defensor del pueblo, al procurador provincial o al regional, según el caso, funcionarios que en su 
calidad de garantes de los derechos y el interés superior del menor de edad deben tener contacto permanente con éste. 

En consecuencia, la fuerza pública no puede impedir a los mencionados funcionarios el acercamiento y comunicación 
con el menor de edad desvinculado. 

SEGUNDO. El término de treinta seis (36) horas para la entrega del menor de edad al Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar debe entenderse como el término máximo de permanencia de éste en las instalaciones militares. 
En consecuencia, los servidores mencionados en el numeral anterior deben gestionar lo necesario para la entrega 
inmediata del menor de edad. 

TERCERO. Es contrario a los derechos del menor de edad desvinculado, que las autoridades militares en ejercicio de 
las funciones que les asigna la Ley 782 de 2002, lo sometan a cualquier tipo de interrogatorio, llámese entrevista, 
acercamiento o actividad de inteligencia. La entrevista sólo es viable con los desmovilizados mayores de 18 años. 

CUARTO. Los defensores de familia, los personeros municipales y los procuradores judiciales en familia que actúen 
antes los jueces de menores, promiscuos de familia y promiscuos de circuito, solicitarán a éstos que se abstengan de 
iniciar investigaciones judiciales contra menores de edad desvinculados, teniendo en cuenta su calidad de víctimas. 

En las investigaciones que actualmente cursan ante dichos funcionarios, deberán presentar de forma inmediata una 
solicitud para que se cese el procedimiento y, en consecuencia, se ordene su archivo. 
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QUINTO. Los preceptos de la normativa vigente en materia de desvinculación, que hagan referencia al aviso que debe 
darse a las autoridades judiciales cuando de menores desvinculados se trate, han de entenderse como una garantía 
de protección reforzada del Estado frente al menor de edad. 

Edgardo José Maya Villazón 
Procurador General de la Nación 
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DIRECTIVA NÚMERO 001

DE:	 Procurador General de la Nación 
PARA: 	 Ministro de Protección Social; Ministra de Educación; Presidente del Consejo Superior de la Judicatura; Fiscal General de 

la Nación; Director General de la Policía Nacional; Directora del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; Director del 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses; Gobernadores y Alcaldes. 

ASUNTO:	Acciones urgentes e inmediatas para prevenir la violencia intrafamiliar, el maltrato infantil y el abuso sexual. 
FECHA:	 13 de enero de 2006 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público, encargado de proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad; 
defender los intereses de la sociedad; defender los intereses colectivos; ejercer vigilancia superior de la conducta oficial 
de quienes desempeñen funciones públicas y vigilar el cumplimiento de la Constitución Política (arts. 275, 277), y 

 
 

TENIENDO EN CUENTA QUE:

1.	 Al Procurador General de la Nación, de acuerdo con los numerales 2 y 7 del artículo 7º del Decreto 262 de 2000, le compete expedir 
las directivas “necesarias para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas en la Ley”, como también 
las que “resulten conducentes para el ejercicio de las funciones públicas”, entre ellas la planificación y promoción del desarrollo 
económico y social, competencia y atribución de las autoridades territoriales; 

2.	 La Constitución Política en el artículo 42 asigna a la sociedad y al Estado el deber de garantizar la protección integral de la familia; 
propugna por el respeto a su dignidad, honra e intimidad; promueve la igualdad de derechos y deberes de la pareja; el respeto 
recíproco entre todos sus integrantes; considera como destructiva de la armonía y unidad cualquier forma de violencia al interior de 
la institución familiar y en contra de sus integrantes; 

3.	 El artículo 44 de la Carta Política, prescribe que los derechos de los niños, niñas y adolescentes prevalecen sobre los derechos de 
los demás y establece su protección contra toda forma de abandono, violencia física o moral, abuso sexual, entre otros, y como 
obligación de la familia, la sociedad y el Estado de asistirlos y protegerlos, para garantizar su desarrollo armónico e integral y el 
ejercicio pleno de sus derechos; 

4.	 La doctrina constitucional ha precisado, de una parte, que el derecho-deber de educar a los niños, niñas y adolescentes de ninguna 
manera faculta a los padres o personas bajo cuyo cuidado se encuentren, para corregirlos con medidas que impliquen maltrato 
físico o moral. 

5.	 De otra parte, reconoce la especial protección de la familia, como quiera que es el ámbito adecuado para que dentro de un clima 
de respeto, no violencia e igualdad, sus integrantes puedan desarrollarse a plenitud como seres humanos, con la garantía de la 
intimidad que permita el transcurso de la dinámica familiar sin la intromisión de terceros; 

6.	 El artículo 93 de la Constitución Política señala que todos los tratados internacionales ratificados por Colombia en materia de 
derechos humanos prevalecen en el orden interno y que los derechos y deberes consagrados en la Carta serán interpretados 

7.	 En materia de infancia y familia, en consecuencia, serán de obligatorio cumplimiento, entre otros: el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Convención contra Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer; Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial; Convención para Eliminación 
de la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles Inhumanas y Degradantes; Convención Americana de Derechos Humanos; Convención 
de Belem do Pará y en particular lo establecido en la Convención de los Derechos del Niño, artículo 19, que conmina a los Estados 
Partes ha adoptar todas la medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra 
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual; 

8.	 La Procuraduría General de la Nación, entre su políticas institucionales tiene la de diseñar un sistema de garantía de los Derechos 
Humanos destinada a lograr una eficaz defensa y protección de los mismos en tres escenarios: prevención de violaciones a los 
derechos humanos, intervención activa ante las autoridades y sanción ejemplar a los servidores públicos responsables de faltas 
contra los derechos humanos; 

9.	 Durante el año 2005 y en lo transcurrido del año 2006 la violencia intrafamiliar, el maltrato infantil y la violencia sexual se han 
incrementado de manera alarmante, pese a las acciones preventivas que desde el año inmediatamente anterior viene impulsando 
la Procuraduría General de la Nación, en virtud a las cuales se realizaron 23 foros departamentales con la asistencia de los 
gobernadores y 1.034 alcaldes del país, con el objeto de sensibilizar y comprometer a las autoridades con la inclusión de la 
problemática infantil y adolescente en sus Planes de Desarrollo y sugiriendo algunas estrategias para cada una de las temáticas 
priorizadas y especialmente la violencia intrafamiliar, 
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EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como defensor de los derechos humanos y especialmente los prevalentes de los niños, niñas y adolescentes, 

DISPONE:

1.	 Instar a los Gobernadores y Alcaldes para que convoquen a más tardar el 30 de enero del presente año, al Consejo de Política Social 
específicamente al subcomité encargado de las políticas de infancia y familia, con el objetivo de diseñar un plan de acción dirigido 
a detectar a los niños, niñas, adolescentes y demás integrantes de la familia que puedan o sean víctimas de violencia intrafamiliar, 
violencia sexual u otros tipos de violencia; para que este diagnóstico se convierta en una herramienta que permita identificar las 
deficiencias, construir las políticas y adoptar las medidas necesarias para hacer efectivos los derechos humanos de esta población, 
entre otras, mediante el fortalecimiento de las redes para prevenir y atender estas problemáticas. El plan de acción debe ser 
remitido a la Procuraduría General de la Nación, el 27 de febrero del presente año, con el fin de realizar el seguimiento respectivo. 

2.	 Exhortar a las todas entidades del orden nacional, departamental y municipal a: gestionar los recursos necesarios para la atención 
física y psicológica de las víctimas de la violencia contra los niños, niñas, adolescentes y demás integrantes de la familia para 
garantizar el restablecimiento de sus derechos; investigar los casos de vulneración de los derechos de esta población de manera 
oportuna, eficaz y preferente; aplicar de manera inmediata las medidas especiales previstas en la legislación nacional, para 
proteger la integridad mental y física de las personas en especial los niños, niñas y adolescentes sometidas a amenazas de violencia 
y garantizar el funcionamiento de las comisarías de la familia a nivel nacional. 

3.	 Requerir a todas las entidades del orden nacional, a la Fiscalía General de la Nación y al Consejo Superior de la Judicatura, para que 
dispongan del personal necesario e idóneo, para la oportuna investigación y juzgamiento de los delitos de violencias intrafamiliar y 
sexual con prevalencia a la atención de los casos en los cuales el sujeto pasivo sea niño, niña o adolescente y se tomen todas las 
medidas que resulten necesarias para garantizar el estricto cumplimiento de la ley, la no impunidad, y la garantía a las personas 
afectadas en su integridad física o moral; en su dignidad, al derecho que tienen todos los seres humanos a vivir libres de miedo y 
violencia; a la investigación y sanción de los responsables, a la reparación integral del daño causado y el restablecimiento de los 
derechos vulnerados. 

4.	 Convocar a todas las autoridades del orden nacional, departamental y municipal en el compromiso de brindar protección y atención 
oportuna a los niños, niñas, adolescentes y demás integrantes de las familia, para prevenir estos tipos de maltrato infantil, violencia 
sexual y violencia intrafamiliar, con medidas que permitan la materialización de la institución familiar, como ese espacio de 
construcción democrática, armónica y participativa que reclama el Estado Social y de Derecho. 

5.	 A través de la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia, se hará el seguimiento y verificación del cumplimiento 
a esta directiva. 

Edgardo José Maya Villazón 
Procurador General de la Nación 
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DIRECTIVA NÚMERO 009

DE: 	 Procurador General de la Nación 
PARA: 	 Presidente de la República; Ministros del Despacho; Superintendente de Notariado y Registro; Superintendente Nacional de 

Salud; Director Departamento Nacional de Planeación; Director de la Policía Nacional; Director del Departamento Admin-
istrativo de Seguridad -Das-; Director del Departamento Administrativo de la Función Pública; Director del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística; Director del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; Director del Instituto Agustín 
Codazzi; Directores de Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos; Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura; 
Fiscal General de la Nación; Director del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses; Registradora Nacional del 
Estado Civil; Gobernadores y Alcaldes; Secretarios de Salud Departamental y Municipal; Secretarios de Educación Departa-
mental y Municipal; Jefes de Oficinas de Planeación Departamental y Municipal y Comisarios de Familia. 

ASUNTO: 	 Ejercicio del control preventivo que debe realizar el Ministerio Público en la vigilancia a la garantía de los derechos de 
las mujeres y en el seguimiento a los compromisos internacionales adquiridos por Colombia en materia de género. 

FECHA: 	 Bogotá, D. C., agosto 15 de 2006 

TENIENDO EN CUENTA QUE:

Corresponde al Procurador General de la Nación, como Supremo Director del Ministerio Público (artículo 275 de la Carta 
Política), velar por el cumplimiento de las leyes y por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas 
(artículo 277 numerales 1 y 5 ibídem); 

Compete al Procurador General de la Nación, de acuerdo con los numerales 2 y 7 del artículo 7º del Decreto 262 de 
2000, expedir las directivas “necesarias para el funcionamiento de la entidad y para desarrollar las funciones atribuidas 
en la Ley”, como también las que “resulten conducentes para el ejercicio de las funciones públicas”, entre ellas la 
planificación y promoción del desarrollo económico y social, competencia y atribución de las autoridades territoriales; 

Corresponde a las Procuradurías Delegadas ejercer la función de protección y defensa de los derechos humanos, 
promoviendo ante las autoridades judiciales y administrativas el cumplimiento de las normas del orden nacional y los 
tratados internacionales sobre derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario de conformidad con el numeral 
1 del artículo 26 del Decreto 262 de 2000; 

Entre las políticas institucionales de la Procuraduría General de la Nación, se encuentra la de diseñar un sistema de 
garantía de los derechos humanos, destinado a lograr una eficaz defensa y protección de los mismos, a partir de la 
prevención de violaciones a los derechos humanos, la intervención activa ante las autoridades y la sanción ejemplar a 
los servidores públicos responsables de faltas contra los derechos humanos, por acción o por omisión; 

La Procuraduría General de la Nación, ha establecido como ámbito de intervención la vigilancia a la garantía de los 
derechos de las mujeres, con fundamento en la situación de inequidad de las mismas, la vulneración de sus derechos y 
la baja aplicación de las normas internacionales en materia de género, para de esta manera contribuir a la construcción 
de la igualdad, la prevención de la discriminación, la inequidad, y las violencias relativas al género y a los derechos de 
las mujeres; 

Los instrumentos jurídicos internacionales son leyes que se generan y acuerdan, en el seno de los órganos 
internacionales integrados por los Estados que son miembros y que han sido creados para reconocer y proteger los 
derechos humanos de las personas, promoverlos, seguirlos y vigilar su cumplimiento; 

La Constitución Política en el artículo 93 señala que los Tratados, Pactos o Convenciones que reconocen derechos 
humanos, y que sean ratificados por el Congreso, hacen parte integrante del bloque de constitucionalidad nacional; 
Corresponde a la Procuraduría General de la Nación, vigilar el cumplimiento de los tratados y convenios internacionales 
ratificados por Colombia que reconocen y protegen derechos humanos en general, en especial los grupos poblacionales 
que por razones de género, sexo, edad, etnia, condición social o económica, se encuentren en situación de desventaja 
o exclusión. 

Colombia se ha obligado jurídicamente, frente a la igualdad y equidad en materia de género y la garantía de los 
derechos de las mujeres, con la suscripción y ratificación, entre otras de la Convención sobre la eliminación de todas 
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las formas de discriminación contra la mujer; la Convención interamericana para prevenir, sancionar, y erradicar la 
violencia contra la mujer, más conocida como “Belén do Pará”; la Convención Internacional, sobre los derechos de los 
niños y las niñas; el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, que complementa la Convención 
de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional; el Estatuto de la Corte Penal Internacional de 
Roma; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 
el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil 
y la utilización de niños en la pornografía. 

Sobre ese cumplimiento la Procuraduría General de la Nación, el 25 de noviembre de 2005, emitió el primer informe, 
que evidenció aspectos críticos que afectan el pleno reconocimiento de los derechos de las mujeres y el incumplimiento 
de los compromisos internacionales en materia de género y derechos de la mujer, siendo los más significativos: 

Bajo nivel de conocimiento frente al marco jurídico internacional y nacional vigente para Colombia, y relativo al derecho 
a la igualdad, a la situación de las mujeres, a los derechos sexuales y reproductivos y al imperativo de incluir la 
perspectiva de género en la gestión pública. 

Baja disponibilidad de la información a nivel departamental. La calidad de los datos suministrados por los departamentos 
implica un cuestionamiento alrededor de la información, de la capacidad técnica de los funcionarios encargados de 
administrarla y de la disponibilidad de la misma. 

La mayoría de las fuentes de información a nivel departamental no cuentan con la información desagregada por sexo, edad, 
área rural o urbana. 

La información reportada no permite conocer la magnitud de la violencia de género, sexual y al interior de la familia, 
donde las mujeres son las principales víctimas. 

Dentro de las violencias económicas al interior de la familia, se incluyen los procesos de alimentos, los ejecutivos de 
alimentos, la inasistencia alimentaría y las investigaciones de paternidad, las cuales reflejan las inequidades de poder 
desde lo económico. Frente a este tipo de violencia, no se aprecian por parte de las instancias competentes, acciones 
ni medidas dirigidas a intervenir estas prácticas, a promover la paternidad responsable, ni a revisar la efectividad de 
los mecanismos establecidos para la reclamación de estos derechos. 

En razón a lo anterior y consciente que la garantía de los derechos humanos se refleja en el desarrollo humano del país 
y que la potenciación de la mujer resulta indispensable en la lucha por la igualdad, contra la pobreza y por el desarrollo, 
es preciso que el Estado en su conjunto tome las medidas necesarias y aplique políticas que garanticen la igualdad, el 
bienestar y la dignidad de todas las personas, especialmente de las mujeres y las niñas. 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público, defensor de los derechos humanos y en cumplimiento de las obligaciones 
impuestas en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 277 de la Constitución Política, 

DISPONE:

PRIMERO. Que las autoridades nacionales, departamentales y municipales tomen medidas tendientes a: 

Garantizar la vigencia efectiva del principio de igualdad y no discriminación, mediante políticas, programas, planes y 
acciones, que incluyan la perspectiva de género y destinar los recursos necesarios para la ejecución de los mismos, 
así como a brindar atención prioritaria a las mujeres víctimas de todo tipo de violencia. 

Divulgar las normas jurídicas internacionales vinculantes para Colombia en materia de género y derechos de las mujeres. 
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Revisar y ajustar el manejo y uso de la información relativa a los temas de mujer, género y derechos sexuales y 
reproductivos, para que de manera sistemática, las estadísticas se desglosen como mínimo por sexo, y edad, se 
mantengan actualizadas y a disposición de las entidades de planeación, de vigilancia y de control. 

Garantizar que todos los casos de violencia por razón de género, sean objeto de investigaciones oportunas, completas 
e imparciales, así como asegurar el adecuado castigo de los responsables y la reparación a las víctimas. 

Revisar y fortalecer las acciones dirigidas a prevenir y sancionar la trata de mujeres, niñas y niños, así como las 
necesarias para atender integralmente a las víctimas de este delito. 
Incluir en las agendas de los Consejos de Política Social Departamentales y Municipales, estrategias que permitan: (i) 
visibilizar la situación de los derechos de las mujeres; (ii) la construcción de políticas públicas desde la perspectiva de 
género y (iii) el cumplimiento de los compromisos internacionales en materia de género y derechos de las mujeres. 

SEGUNDO: Que la Procuraduría Delegada para la Defensa del Menor y la Familia, adelante el seguimiento sistemático 
al cumplimiento de los mandatos contenidos en la presente Directiva y de ser necesario active la competencia 
disciplinaria correspondiente, cuando a ello hubiere lugar. 

Edgardo José Maya Villazón 
Procurador General de la Nación 
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DIRECTIVA Nº 011

DE:	 Procurador General de la Nación 
PARA: 	 Presidencia de la República; Ministerio de la Protección Social, Ministerio de Educación Nacional, Ministerio de Ambi-

ente, Vivienda y Desarrollo; Ministerio de Cultura; Comisión Nacional de Televisión, Consejerías Presidenciales para la 
Economía, la Política Social y Equidad para la Mujer; Programa Presidencial Colombia Joven; Superintendencia de Notari-
ado y Registro; Superintendencia Nacional de Salud; Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios; Departamento 
Nacional de Planeación; Policía Nacional; Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; Instituto Nacional de Salud; Instituto 
Colombiano del Deporte “Coldeportes”; Servicio Nacional de Aprendizaje “Sena”; Consejo Superior de la Judicatura; 
Fiscalía General de la Nación; Contraloría General de la República; Defensoría del Pueblo; Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses; Registraduría Nacional del Estado Civil; Gobernadores y Alcaldes. 

ASUNTO: 	 Implementación de la Ley 1098 de 2006 “Código de la Infancia y la Adolescencia”. 
FECHA: 	 Diciembre 27 de 2006 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público y como garante del cumplimiento de la Constitución Política y la ley, y 

TENIENDO EN CUENTA QUE:

Por mandato del artículo 277 numerales 1, 5 y 6 de la Carta, por sí o por medio de sus Delegados y agentes, debe 
vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, decisiones judiciales y actos administrativos; velar por el ejercicio 
diligente y eficiente de las funciones administrativas; ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes 
desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; 
adelantar las investigaciones correspondientes e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley; 

El ordenamiento Constitucional impone a las autoridades administrativas el deber de coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado (artículo 209 ibídem); 

Que el 8 de noviembre de 2006 se sancionó y promulgó la Ley 1098 “Código de la Infancia y la Adolescencia”, la cual 
entrará en vigencia seis (6) meses después de su promulgación, con excepción del articulado correspondiente a la 
ejecución del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, el que se implementará de manera gradual en el 
territorio nacional, empezando el 1º de enero de 2007 hasta su realización total el 31 de diciembre de 2009 (artículo 
216 ibídem); 

Que la Ley 1098 de 2006 “Código de la Infancia y la Adolescencia” “tiene por objeto establecer normas sustantivas 
y procesales para la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y 
libertades consagrados en los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en las 
Leyes, así como su restablecimiento” (artículo 2º ibídem); 

Que se entiende por “protección integral de niños, niñas y adolescentes el reconocimiento como sujetos de derecho, la 
garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o vulneración y la seguridad de su restablecimiento 
inmediato en desarrollo del principio del interés superior”; 

Que “la protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, programas y acciones que se ejecuten en 
los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros y 
humanos” (artículo 7º ibídem); 

Que “salvo las normas procesales sobre legitimidad en la causa para incoar las acciones judiciales o procedimientos 
administrativos a favor de los menores de edad, cualquier persona puede exigir de la autoridad competente el 
cumplimiento y el restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes”; 

Que “el Estado en cabeza de todos y cada uno de sus agentes tiene la responsabilidad inexcusable de actuar oportunamente 
para garantizar la realización, protección y restablecimiento de los derechos de los niños, niñas y adolescentes”; 
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Que “el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, como ente coordinador del Sistema Nacional de Bienestar 
Familiar, mantendrá todas las funciones que hoy tiene (Ley 75/68 y Ley 7ª/79) y definirá los lineamientos técnicos 
que las entidades deben cumplir para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, y para asegurar 
su restablecimiento. Así mismo coadyuvará a los entes nacionales, departamentales, distritales y municipales en la 
ejecución de sus políticas públicas, sin perjuicio de las competencias y funciones constitucionales y legales propias de 
cada una de ellas” (artículo 11 ibídem); 

Que “son responsables del diseño, la ejecución y la evaluación de las políticas públicas de la infancia y la adolescencia 
en los ámbitos nacional, departamental, distrital y municipal, el Presidente de la República, los gobernadores y los 
alcaldes…”; 

Que en “el nivel territorial se deberá contar con una política pública diferencial y prioritaria de infancia y adolescencia 
que propicie la articulación entre los Concejos Municipales, Asambleas y Congreso Nacional, para garantizar la 
definición y asignación de los recursos para la ejecución de la política pública propuesta”; 

Que “el Departamento Nacional de Planeación, el Ministerio de la Protección Social y el Ministerio de Educación, con la 
asesoría técnica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberán diseñar los lineamientos técnicos mínimos que 
deberán contener los planes de desarrollo en materia de infancia y adolescencia, teniendo en cuenta el ciclo de vida, 
el enfoque de garantía y restablecimiento de derechos” (artículo 204 ibídem); 

Que el Código de la Infancia y la Adolescencia ha establecido funciones y responsabilidades específicas a cada una de las 
entidades precitadas. 

EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN,

Como supremo director del Ministerio Público, como defensor de los derechos humanos, especialmente de los 
prevalentes de niños, niñas y adolescentes, en ejercicio del control preventivo y con el fin de asegurar el ejercicio de 
las “funciones públicas” y “prevenir la comisión de faltas disciplinarias” (numeral 36 del artículo 7º del Decreto 262 de 
2000) en la órbita de la competencia de los servidores públicos referidos, 

DISPONE:

PRIMERO: Requerir a cada una de las autoridades y entidades con responsabilidades específicas para la protección 
integral de los niños, niñas y adolescentes, para que inicien el proceso de implementación del Código de la Infancia y 
la Adolescencia. 

SEGUNDO: Requerir a cada una de las autoridades y entidades con responsabilidades específicas para la protección 
integral de los niños, niñas y adolescentes, a fin de que con la coordinación y apoyo técnico del Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar defina los lineamientos para el cumplimiento de las obligaciones legales. 

TERCERO: Requerir al Departamento Nacional de Planeación, al Ministerio de la Protección Social y al Ministerio de 
Educación, para que de manera coordinada y con la asesoría técnica del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
diseñen los lineamientos técnicos que deberán contener los planes de desarrollo en materia de infancia y adolescencia, 
teniendo en cuenta el ciclo de vida, el enfoque de garantía y restablecimiento de derechos. 

CUARTO: Requerir al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que adelante la coordinación y el apoyo técnico a 
las autoridades competentes y responsables para la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, de acuerdo 
con sus obligaciones establecidas en la Ley 1098 de 2006. 

QUINTO: Cada entidad y autoridad deberá informar las acciones adelantadas a través de informe ejecutivo, el cual 
deberá ser remitido a más tardar el 30 de marzo de 2007 a este despacho. 
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SEXTO: La Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia 
adelantará el seguimiento sistemático al cumplimiento de los mandatos contenidos en la presente Directiva y, de ser 
necesario, activará la competencia disciplinaria correspondiente, cuando a ello hubiere lugar. 

Edgardo José Maya Villazón 
Procurador General de la Nación 
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DIRECTIVA NÚMERO 017

DE:	 Procurador General de la Nación
PARA:	 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
ASUNTO: 	 Consentimiento de los y las adolescentes para dar en adopción.
FECHA:	 Octubre 8 de 2007 

TENIENDO EN CUENTA QUE:

La Constitución Política ampara a la familia como institución básica de la sociedad y el artículo 44 consagra la 
prevalencia de los derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes, entre otros, el de tener una familia y 
no ser separados de ella. 

El artículo 3° de la Convención de los Derechos del Niño, establece que en todas las medidas concernientes a los 
niños, que tomen las instituciones públicas o privadas, se atenderá el interés superior del niño, así mismo el numeral 1° 
del artículo 7 señala que el niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que 
nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado 
por ellos. 

El artículo 21 de la Convención de los Derechos del Niño determina que los Estados Partes que reconocen o permiten 
el sistema de adopción, cuidarán de que el interés superior del niño sea la consideración primordial y velarán por que 
la adopción del niño sólo sea autorizada por las autoridades competentes, las que determinarán, con arreglo a las 
leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la información pertinente y fidedigna, que la adopción 
es admisible en vista de la situación jurídica del niño, en relación con sus padres, parientes y representantes legales y 
que, cuando así se requiera, las personas interesadas hayan dado con conocimiento de causa su consentimiento a la 
adopción sobre la base del asesoramiento que pueda ser necesario. 

El Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción internacional, en el artículo 4° 
dispone que para que tenga lugar una adopción internacional las autoridades del Estado de origen deberán: 

1.	 Establecer que el niño, niña o adolescente es adoptable.

2.	 Examinar adecuadamente las posibilidades de colocación del niño en su Estado de origen. 

3.	 Constatar que la adopción internacional responde al interés superior del niño, niña o adolescente. 

4.	 Asegurarse que las personas, instituciones y autoridades cuyo consentimiento se requiera para la adopción han sido 
convenientemente asesoradas y debidamente informadas de las consecuencias de su consentimiento, en particular en relación al 
mantenimiento o ruptura, en virtud de la adopción, de los vínculos jurídicos entre el niño y su familia de origen. 

5.	 Cerciorarse que tales personas, instituciones y autoridades han dado su consentimiento libremente, en la forma legalmente prevista 
y que este consentimiento ha sido dado o constatado por escrito. 

6.	 Verificar que los consentimientos no se han obtenido mediante pago o compensación de clase alguna y que tales consentimientos 
no han sido revocados. 

7.	 Asegurarse que el consentimiento de la madre, cuando sea exigido, se ha dado únicamente después del nacimiento del niño. 

El artículo 51 del Código de la Infancia y la Adolescencia impone al Estado, en su conjunto a través de las autoridades 
públicas, la responsabilidad del restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes, y el artículo 
66 ibídem define el consentimiento como la manifestación informada, libre y voluntaria de dar en adopción a un hijo 
o hija por parte de quienes ejercen la patria potestad ante el Defensor de Familia, quien los informará ampliamente 
sobre sus consecuencias jurídicas y psicosociales, además establece que se entenderá que la madre tiene aptitud para 
otorgar el consentimiento un mes después del día del parto. 

El inciso final del artículo 66 del Código de la Infancia y la Adolescencia, exige al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar brindar apoyo psicosocial especializado a los padres adolescentes para que puedan permanecer con su 
hijo o hija, o para otorgar el consentimiento libre e informado, además condiciona la validez de la manifestación del 
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consentimiento, al lleno de los requisitos legales y a la asistencia por parte de sus padres, o personas que los tengan 
bajo su cuidado y por el Ministerio Público. 

La Jurisprudencia Constitucional, en especial la Sentencia T 510 de diecinueve (19) de junio de dos mil tres (2003) 
realiza un amplio análisis sobre el consentimiento para dar en adopción y señala como conclusiones a la luz del 
Derecho Constitucional las siguientes: 

“El consentimiento para dar en adopción debe ser idóneo constitucionalmente, lo cual significa que además de ser libre 
de vicios, debe ser (1-i) apto; (1-ii) amplia y debidamente informado; (1-iii) convenientemente asesorado; y (1-iv) no 
haberse dado en contraprestación de un beneficio económico. 

”(2) Un debido proceso mínimo para manifestar el consentimiento de dar en adopción (2-i) debe ser humano y sensible 
a la dignidad de las personas Involucradas; (2-ii) conlleva la notificación de la iniciación del proceso de medida de 
protección; (2-iii) debe prever un momento en el que se de amplia y debida información; (2-iv) posteriormente, otro 
momento para manifestar el consentimiento; y (2-v) algún tipo de advertencia antes del vencimiento del término para 
revocar el consentimiento. 

”(3) El consentimiento para dar en adopción, puede ser revocado durante un plazo de treinta días, a partir del momento 
en que éste es otorgado; posteriormente es irrevocable siempre que haya sido no solo válido civilmente sino idóneo 
constitucionalmente. Por lo tanto, cuando el consentimiento de dar en adopción no es idóneo constitucionalmente, no se 
verifica el supuesto normativo necesario para aplicar la regla de la irrevocabilidad de éste, a los treinta días de otorgado”. 

POR LO ANTERIOR, EL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN, 
COMO SUPREMO DIRECTOR DEL MINISTERIO PUBLICO, COMO DEFENSOR DE LOS DERECHOS HUMANOS 
y EN ESPECIAL LOS PREVALENTES DE LOS NIÑOS, LAS NIÑS Y ADOLESCENTES, EN VIRTUD DEL CONTROL 

PREVENTIVO 
Y CON EL FIN DE ASEGURAR EL EJERCICIO CORRECTO DE LAS FUNCIONES PÚBLICAS, (ARTÍCULO 7 NUMERAL 

36 DEL DECRETO 262 DE 2000), 
EN LA ÓRBITA DE COMPETENCIA DE LOS SERVIDORES PÚBLlCOS 

A QUE SE REFIEREN LAS NORMAS SEÑALADAS,

DISPONE:

PRIMERO. Requerir al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que el apoyo psicosocial especializado que deben 
brindar en cumplimiento de lo establecido en el inciso final del artículo 66 del Código de la Infancia y la Adolescencia 
para que los padres adolescentes puedan permanecer con su hijo o hija o para otorgar el consentimiento libre e 
informado, sea independiente del que hacen las instituciones autorizadas para desarrollar programas de adopción y 
durante todo el tiempo de permanencia en la institución. 

Por lo anterior, ningún recién nacido podrá ser separado de su madre adolescente o mayor de edad, antes del mes 
de nacido. 

SEGUNDO. Requerir al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que en cumplimiento de la responsabilidad 
que compete al Estado, restablezca los derechos de las madres adolescentes, vinculadas a los programas de 
asistencia y cuidado que desarrollan las Casas de Madres Gestantes, adoptando la medida de restablecimiento de 
derechos que corresponda. 

Para tal efecto deberá exigir información permanente de parte de dichas casas, respecto a las adolescentes vinculadas a los 
mencionados programas. 

TERCERO. Requerir al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que el Defensor de Familia en cumplimiento 
de sus funciones, tome las medidas de restablecimiento, que sean del caso, a favor del hijo o hija de las madres 
vinculadas al programa de las “Casas de Madres Gestantes”. 
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CUARTO. Requerir al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para que en cumplimiento a lo normado en el inciso final 
del artículo 66 del Código de Infancia y la Adolescencia, comunique con la debida anticipación la fecha de la diligencia 
en la cual se otorgará el consentimiento por parte de los padres adolescentes: en Bogotá, a la Procuraduría Delegada 
para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, fuera de Bogotá a los Procuradores 
Judiciales en Familia en sus ciudades sedes y en los lugares donde no exista Procurador Judicial de Familia a los 
Personeros Municipales. 

QUINTO. A través de la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la 
Familia, se hará el seguimiento y verificación del cumplimiento de esta Directiva. 

Edgardo José Maya Villazón
Procurador General de la Nación 
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ÍNDICE DE NORMATIVIDAD

Constitución Política de Colombia 

Preámbulo, arts. 1º, 2º, 5º, 10, 11, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 24, 26, 28, 29, 38, 40, 42, 44, 45, 47, 48, 49, 50, 52, 
67, 68, 69, 70, 71, 75, 76, 77, 80, 93, 94, 103, 171, 176, 189, 240, 246, 251, 275, 276, 277, 278, 279, 280, 281, 
282, 283, 284, 300, 305, 320, 321, 322, 323, 324, 325, 329, 330, 339, 340, 341, 342, 343, 344, 350, 356, 357, 365. 

Acto Legislativo 
Acto Legislativo 03 de 2002, art. 3º 

Tratados, Declaraciones y Convenios Internacionales 

Convención sobre los Derechos del Niño de 1989. 

Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción internacional de 1993. 

Convenio sobre aspectos civiles del secuestro internacional de niños suscrito en La Haya en 1980. 

Declaración de Ginebra de 1924. 

Declaración sobre los Derechos del Niño de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1959. 

Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

Estatuto de la Corte Penal Internacional, Crimen de Guerra y de Lesa Humanidad: reclutar menores de 15 años para 
participar en el conflicto armado. 

Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 1966. 

Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Protocolos facultativos a la Convención de los Derechos del Niño, relativos a la venta de niños, la prostitución infantil y 
la utilización de niños en la pornografía. 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
Convenio 5 de 1919 
Convenio 138 de 1973 
Convenio 132 de 1998 
Convenio 182 de 1999 
Recomendación 090 de 1999 

Código del Menor (Decreto 2737 de 1989) 
Arts. 21, 44, 45, 56, 60, 61, 93, 104, 133, 134, 139, 167, 168, 169, 174, 182, 184, 187, 201, 277, 295, 296, 297, 
299, 301, 320, 321, 322, 323, 324, 325, 331. 

Código Civil 
Arts. 16, 19, 50, 61, 140, 250, 251, 252, 253, 254, 255, 256, 257, 258, 259, 260, 261, 262, 263, 264, 265, 266, 
267, 268, 288, 311, 411, 2495. 

Código de Procedimiento Civil 
Arts. 32, 33, 34, 35, 36, 43, 82, 129, 181, 313, 348, 435, 444, 449, 649. 
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Código Penal 
Arts. 25, 33, 63, 95, 162. 

Código de Procedimiento Penal 
Arts. 8º, 66 y ss. 107, 206. 

Código Sustantivo del Trabajo 
Cap. V, tít. VIII. 

Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002) 
Arts. 2º, 23, 34, 50  
Leyes 
Ley 4ª de 1913, art. 45. 
Ley 75 de 1968. 
Ley 7ª de 1979. 
Ley 42 de 1985. 
Ley 12 de 1989. 
Ley 50 de 1990, art. 34. 
Ley 12 de 1991. 
Ley 14 de 1991, art. 47. 
Ley 43 de 1993. 
Ley 115 de 1994, arts. 139, 142. 
Ley 136 de 1994, arts. 32, 55, 91. 
Ley 141 de 1994, arts. 14, 15. 
Ley 173 de 1994. 
Ley 182 de 1995. 
Ley 265 de 1996. 
Ley 361 de 1997. 
Ley 375 de 1997. 
Ley 599 de 2000, arts. 33, 119, 475. 
Ley 600 de 2000, art. 266. 
Ley 620 de 2000. 
Ley 640 de 2001, art. 40. 
Ley 715 de 2001, arts. 3º, 42, 49. 
Ley 755 de 2002. 
Ley 762 de 2002, art. 6º. 
Ley 906 de 2004, arts. 71, 100, 107, 203, 307, 314, 315, 324, 348, 351, 399, 461. 
Ley 938 de 2004, arts. 11, 36. 
Ley 1008 de 2006, art. 76. 

Decretos 
1260 de 1970, arts. 5º, 44. 
2389 de 1979, art. 12. 
2700 de 1991, art. 33. 
1747 de 1995, art. 20. 
1137 de 1999, arts. 3º, 11. 
262 de 2000, arts. 7º, 24, 26, 27, 32. 
1512 de 2000, arts. 6º, 33, 41. 

Decretos Presidenciales 
859 de 1995. 
4840 de 2007
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Sentencias de la Corte Constitucional 
Sentencia C-5 de 1993 
Sentencia C-19 de 1993 
Sentencia C-041 de 1994 
Sentencia C-19 de 1995 
Sentencia C-459 de 1995 
Sentencia C-383 de 1996 
Sentencia C-057 de 1998 
Sentencia C-540 de 1998 
Sentencia C-817 de 1999 
Sentencia C-814 de 2001 
Sentencia C-839 de 2001 
Sentencia C-092 de 2002 
Sentencia C-203 de 2005 
Sentencia C-118 de 2006 
Sentencia C-423 de 2006 
Sentencia C-425 de 2006 
Sentencia T-079 de 1993 
Sentencia T-283 de 1994 
Sentencia T-408 de 1995 
Sentencia T-496 de 1996 
Sentencia T-433 de 1997 
Sentencia T-514 de 1998 
Sentencia T-587 de 1998 
Sentencia T-202 de 2000 
Sentencia T-030 de 2000 
Sentencia T-642 de 2001 
Sentencia T-979 de 2001 
Sentencia T-1155 de 2001 
Sentencia T-360 de 2002 
Sentencia T-510 de 2003 
Sentencia T-292 de 2004 
Sentencia T-543 de 2004 
Sentencia T-137 de 2006 
Sentencia T-300 de 2006 
Sentencia T-639 de 2006 
Sentencia T-723 de 2006 
Sentencia T-914 de 2007
Sentencia C-061 de 2008
Sentencia C-228 de 2008
Sentencia C-256 de 2008
Sentencia C-690 de 2008
Sentencia C-738 de 2008
Sentencia C-740 de 2008

Sentencias de la Corte Suprema de Justicia 
Sentencia 81 de 1991 
Sentencia 108 de 1991 

Resoluciones 
Resolución 003 de 1995, del Consejo Nacional de Estupefacientes 
Resolución 005 de 1995, del Consejo Nacional de Estupefacientes 
Resolución 006 de 1995, del Consejo Nacional de Estupefacientes 
Resolución 04448 de 2005, del Ministerio de la Protección Social 
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ÍNDICE TEMÁTICO
 
–A– 

Abandono: 7º, 10, 20, 44, 53, 202. 
declaración de: 108. 
estado de: 67. 

Abuso(s): 18, 20, 144. 
de los derechos: 106. 
sexual: 10, 18, 44, 46, 202 

Acción(es): 7º, 10, 14, 18, 40, 42, 84, 144, 201, 202. 
administrativas: 53, 208. 
armadas: 175. 
de autoridades competentes: 44, 214. 
de desarrollo y ordenamiento del territorio: 202. 
de obligatorio cumplimiento: 13. 
de reclamación: 65. 
de supervisión: 208. 
delictivas: 25. 
dirigidas a menores con discapacidad: 36. 
entendida como título valor: 27. 
judiciales: 11, 41, 43, 208. 
nacionales: 20. 
penal(es): 74, 93, 171, 176. 
		  desistimiento: 172. 
		  extinción: 173. 
policivas: 53, 89, 208. 

Acto: 9º, 39, 60, 69, 142, 153.b 
Adolescencia 

mejoramiento de las condiciones de vida: 7º. 
Adolescente(s) 

adopción de acto, decisión o medida: 9º. 
definición: 3º. 
derecho(s) de los. Ver Derecho(s) 
desarrollo: 10. 
		  armónico e integral: 1º. 
		  físico, psicológico, espiritual, moral, cultural y social: 24, 39, 41, 139, 184. 
doble nacionalidad: 4º. 
extranjeros: 4º. 
interés superior: 8º, 9º. 
legislación para protegerlos: 7º. 
libertades fundamentales: 37. 
nacionales: 4º. 
normas sobre: 5º. 
plena evolución de su personalidad: 18. 
práctica de prueba para determinar su edad: 3º. 
protección integral: 2º, 7º. 
obligación(es) de la familia, sociedad y Estado para con: 7º, 38. 
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reconocimiento 
		  amplio como personas: 7º. 
		  como sujetos de derechos: 7º. 
trabajo del 
		  jornada de: 114. 
		  salario: 115. 
		  prohibición de desempeñar labores peligrosas o nocivas: 20, 117, 184. 
trámite de autorización: 113. 
víctimas 
		  de delitos: 19, 20, 41, 47, 150, 192 - 200. 
		  de desastres naturales: 54. 
		  de violencia, de explotación, de inasistencia alimentaria o de abandono: 7º. 

Adopción(es) 
acciones de reclamación contra la: 65. 
autoridad central en materia de: 62. 
Comité(s) de: 73. 
		  integración: 73. 
consentimiento para efectuar la: 66. 
de mayores de edad: 69. 
de niño, niña o adolescente indígena: 70. 
definición: 61. 
efectos jurídicos: 64. 
internacional: 72. 
prelación a nacionales colombianos: 71. 
procedencia de la: 63. 
procedimiento judicial 
		  documentos: 124. 
		  reglas especiales: 126. 
		  requisitos 
			   adicionales para adoptantes extranjeros: 125. 
			   para salir del país: 128. 
		  seguridad social de adoptantes y adoptivos: 127. 
programa de: 73. 
prohibición de pago en proceso de: 74. 
requisitos para la: 68. 
reserva de documentación del proceso de: 75. 
solidaridad familiar en casos de: 67. 

Adulto 
sano, libre y autónomo: 8º, 144. 

Agua potable y saneamiento básico: 70, 71, 211. 
Alimentos 

definición: 24. 
procedimiento judicial 
		  acumulación de procesos: 131. 
		  medidas especiales para el cumplimiento de la obligación de: 130. 
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		  continuidad de la obligación de: 132. 
		  legitimación especial: 135. 
		  prelación de los créditos por: 134. 
		  prohibiciones en relación con los: 133. 
		  reglas para la fijación de la cuota de: 111. 

Ámbito(s) 
de aplicación: 4º. 
departamental, distrital, municipal y nacional: 7º, 204, 205, 209. 
familiar: 23. 
institucional: 23. 
social(es): 10, 23. 

Aplicación 
del Código: 6º, 12, 40, 148. 
del principio de oportunidad: 173, 174, 199. 
inmediata (principio de): 112. 

Asignación 
de familia: 73, 181. 
de recursos: 9º, 39, 41, 204, 215. 
de sanciones: 177. 

Asistencia médica: 24, 27, 134. 
Autoridad(es) 

administrativas: 3º, 100, 103, 104, 108, 144, 211. 
central: 62, 72, 78, 112. 
competente: 44, 46, 51, 52, 53, 56, 57, 59, 89, 94, 99, 144, 177, 210, 214. 
		  en el restablecimiento o cumplimiento de derechos: 10, 11, 96, 138. 
consulares: 110. 
de emigración: 128. 
de familia: 106. 
indígenas: 70, 113, 118, 158, 174, 206. 
judicial(es): 3º, 89, 139, 140, 144, 152, 156, 159, 160, 163, 179, 180, 182, 183, 185, 188, 193, 194, 211. 
militares: 176. 
paterna: 137. 
pericial: 149. 
prestadoras de servicios: 101. 

–C– 

Capacidad 
económica del alimentante: 24, 129. 
para el ejercicio de derechos de los pueblos indígenas: 3º. 

Código del Menor: 8º, 68. 
Comunidad(es) 

Educativa: 42, 44. 
indígenas: 39, 70, 113, 136. 
Internacional: 139, 141. 
negra, raizal y rom (gitana): 13. 
participación activa en la: 36. 
prestación de servicios sociales a la: 177, 184, 187. 
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Concurrencia: 10. 
en la comisión de un delito: 143. 

Comisaría(s) de Familia: 51, 87, 163, 193. 
composición, creación y reglamentación: 84. 
definición: 83. 

Comisario de Familia: 98, 99, 100, 101, 104 - 106, 109, 111, 113, 119, 190. 
calidades para ser: 85. 
funciones: 86. 

Conflicto(s) 
armado(s): 6º, 20, 36, 175. 
de intereses: 8º, 144. 
con la ley: 141. 
entre disposiciones: 9º, 140. 
entre los derechos de los niños, niñas y adolescentes y los de otra persona: 9º, 142, 158. 
familiares: 86. 
solución pacífica de: 41. 

Consejo(s) 
de Juventud: 31. 
de Política Social: 204. 
		  Nacional: 205, 206. 
		  departamentales y municipales: 207. 
directivo de establecimiento educativo: 42. 
Superior de la Judicatura: 75, 164 - 168, 215, 

Contraloría General de la República: 210. 
funciones: 212. 

Control 
al gasto público: 210. 
autoridades competentes para ejercerlo: 209. 
de garantías: 165, 166. 
de legalidad: 108. 
definición: 208. 
disciplinario: 93. 
fiscal: 210. 
Interno Disciplinario (Oficina de): 75. 
judicial: 103. 
jurisdiccional: 108. 
objetivo general: 209. 
organismos de: 153, 194, 211. 

Convención 
de La Haya: 71. 
Interamericana: 151. 
		  sobre Restitución Internacional de Menores: 112. 
sobre los Derechos del Niño: 6º, 7º, 8º, 20, 38, 39, 41, 139, 141, 144, 175, 202. 

Constitución Política: 2º, 3º, 6º, 8º, 10, 11, 13, 18, 20, 28, 29, 35, 36, 37, 38, 39, 41, 68, 95, 96, 141, 144, 148, 175, 
180, 188, 192, 210, 211, 213. 
Correctivos 
Corresponsabilidad 

definición: 10. 
principio de: 40, 214. 
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–D– 

Decisión: 9º. 
de dar en adopción: 66. 
fundamentos jurídicos: 101. 

Defensor(es) 
ausencia de: 98. 
de Familia: 
		  calidades para ser: 80. 
		  deberes: 81. 
		  en el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes: 146. 
		  facultades en los procesos penales: 195. 
		  funciones: 82. 
del Pueblo: 196. 
público o del Sistema de Defensoría Pública: 154, 157, 158, 170, 181. 

Defensoría(s) 
de Familia: 51, 81, 100, 157, 163, 189, 193. 
		  atención permanente: 87. 
		  definición: 79. 
del Pueblo: 54, 95, 139, 210. 
		  funciones: 213. 
		  Sistema de Defensoría Pública de la: 154, 165. 

Delito(s) 
gravedad del: 181. 
proceso judicial de: 193. 
menores de edad víctimas de: 41, 47, 150. 
		  audiencia en procesos penales con: 194 - 197. 
		  denuncia penal: 82, 86. 
		  derechos especiales de los: 192. 
		  Programas de Atención Especializada para: 60, 198. 
menores responsables de la comisión de: 143. 

	 pertenecientes a comunidades indígenas: 156. 
	 en grupos al margen de la ley: 175. 

testigos de: 150. 
Derecho(s) 

de los niños, niñas y adolescentes 
	 a custodia y cuidado personal: 23, 82, 86. 
	 a la vida: 17, 41. 
	 a la calidad de vida: 17, 36, 41, 202, 204, 209. 
	 a la educación: 7º, 10, 13, 17, 18, 20, 24, 27, 28, 29, 31, 36. 
	 a la identidad: 33, 39, 106, 150, 193. 
	 a la información: 34, 47. 
	 a la integridad personal: 18, 39, 60, 106, 110, 188. 
	 a la intimidad: 33, 39, 106, 150, 193. 
	 a la libertad y la integridad personal: 20, 21, 41, 48. 
	 a la participación: 7º, 27, 31, 32, 36, 39, 141, 202, 203. 
	 a la protección laboral cuando están autorizados a trabajar: 35. 
	 a la recreación, participación en la vida cultural y en las artes: 10, 17, 18, 24, 30, 31, 39, 134, 202. 
	 a la rehabilitación: 19, 36, 46, 139, 143, 178. 
	 a la resocialización: 19, 139. 
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	 a la salud: 18, 27, 29, 31, 34, 36, 39, 52, 202. 
	 a los alimentos: 24, 121. 
	 a tener una familia y a no ser separado de ella: 10, 19, 22, 53, 66, 73, 202. 
	 a un ambiente sano: 17, 18. 
	 al debido proceso: 26, 151. 
	 al desarrollo integral en la primera infancia: 29. 
	 con discapacidad: 36, 39, 41, 44, 46, 142. 
	 de asociación y reunión: 32. 
	 de los pueblos indígenas y demás grupos étnicos: 3º, 13. 
	 de protección: 20. 
	 ejercicio pleno: 11, 202. 
	 especiales cuando son víctimas de delitos: 192. 
	 exigir su restablecimiento o cumplimiento: 50 
	 funciones de la Policía Nacional para garantizarlos: 89. 
	 fundamentales 
		  alimentación equilibrada: 10, 18, 202. 
		  amor: 10, 18, 53, 202. 
		  cuidado: 10, 18, 202. 
		  cultura: 10, 18, 202. 
		  educación: 7º, 10, 13, 17, 18, 20, 24, 27, 28, 29, 31, 36. 
		  familia: 10, 75. 
		  integridad física: 10, 18, 41, 140, 202. 
		  libre expresión de opinión: 10, 18, 33, 202. 
		  nombre y nacionalidad: 10, 202. 

		  recreación: 10, 17, 18, 24, 30, 31, 39, 134, 202. 
		  salud: 18, 27, 29, 31, 34, 36, 39, 52, 202. 
		  seguridad social: 10, 18, 39, 127, 202. 
		  vida: 17, 18, 31, 41. 

		  indígena autorizado a trabajar (garantías especiales): 118. 
		  laborales en caso de maternidad: 116, 127. 
		  restablecimiento de sus: 11. 
		  prevalencia de sus: 9º. 
		  satisfacción de sus: 8º, 10, 14, 142. 
de los padres: 53, 66. 
del adoptado a conocer familia y origen: 76. 
exigibilidad: 11. 
funciones de la Policía Nacional para garantizar sus: 88, 89. 
garantía: 2º, 7º, 11, 27, 35, 41, 48, 52, 89, 138, 142, 143, 146, 163, 177, 193, 195, 204, 
205, 208, 210. 
humanos: 2º, 8º, 10, 12, 13, 39, 41, 43, 80, 95, 139, 145, 163, 182, 202. 

	 instrumentos internacionales: 13, 39, 41. 
	 Tratados o Convenios Internacionales: 6º, 37, 41, 68, 156, 202. 

prevalencia: 9º, 18, 41, 46, 95, 134, 142, 144, 178, 192, 198, 202, 203. 
restablecimiento: 2º, 7º, 11, 41, 48, 52, 120, 143, 193, 195, 204, 205, 206, 207, 208, 209. 
	 autoridades competentes para el: 79 - 96. 
		  obligaciones especializadas de: 138. 
	 definición: 50. 
	 medidas de: 53, 102, 107, 112, 148, 163. 
	 obligación de: 51. 
	 Sistema de Información de: 77. 
	 vinculación a Programas de Atención Especializada para el: 60. 
Derogatoria: 217. 
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Desarrollo 
armónico e integral: 10, 17, 18, 23, 30, 38, 41, 67, 140, 202. 
de los niños, niñas y adolescentes: 1º, 15, 20, 31, 37, 39, 53, 68, 89, 90, 108, 117, 144, 175, 180, 202. 
físico, psicológico, espiritual, moral, cultural y/o social: 20, 24. 
integral de la primera infancia: 29. 
plan(es) de: 25, 27, 36, 39, 50, 95, 204, 210, 211. 

Detención 
arbitraria: 20. 
domiciliaria: 162. 
en establecimiento de reclusión: 199. 
en flagrancia: 191. 
preventiva: 181, 193, 199. 

Dignidad: 1º, 17, 28, 33, 39, 41, 42, 43, 44, 45, 50, 94, 150, 156, 180, 193, 202. 
Discapacidad 

cognitiva severa profunda: 36. 
como causal de exclusión de responsabilidad penal: 142. 
educación al respeto de la: 43. 
definición: 36. 
derechos de los niños, niñas y adolescentes con: 36, 39, 41, 44, 46. 
prevención de factores de riesgo de: 41. 

–E– 

Edad: 12, 29. 
adopción a mayores de: 69. 
del niño, niña o adolescente: 3º, 179. 

	 duda: 3º. 
	 peritazgo: 3º. 
	 presunción: 149. 

mínima de admisión al trabajo: 35. 
Educación: 7º, 24, 32, 41, 107, 108, 113, 134, 143, 175, 201, 202. 

acceso a la: 39. 
de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad: 36. 
derecho a la: 10, 13, 18, 27, 28, 39, 41, 42. 

	 impedir el: 28, 42. 
gratuita: 28. 
inicial: 29. 
Ministerio de: 204, 206. 
sexual: 39. 

Estado(s): 2º, 7º, 8º, 9º, 10, 11, 13, 15, 19, 22, 27, 28, 31, 35, 36, 46, 53, 58, 67, 68, 72, 87, 93, 112, 139, 144, 
175, 201, 202, 203, 209, 210. 

de abandono: 67. 
de salud física y psicológica: 52. 
de nutrición y vacunación: 52. 
civil: 25, 65, 82, 123, 126. 
deber de vigilancia del: 16. 
exámenes de: 28. 
miembros de OIT: 20, 35. 
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Social de Derecho: 1º, 41, 144, 202. 
obligación (es) con el niño, niña y adolescente: 38, 41, 61. 

	 de formación en el ejercicio de sus derechos y responsabilidades: 15. 
	 de restablecimiento de sus derechos: 51. 
Etnoeducación: 39, 41. 
Explotación 

de recursos naturales no renovables: 27. 
laboral y/o económica: 10, 20, 39, 41, 44, 202. 
sexual: 18, 20, 46, 89, 175. 

–F– 

Familia: 1º, 7º, 8º, 10, 12, 16, 17, 19, 33, 36, 41, 42, 49, 53, 64, 67, 68, 71, 82, 84, 89, 107, 108, 112, 141, 144, 
174, 178, 180, 193, 201, 202, 209, 211, 212. 

asignación de: 73, 181. 
de origen: 41, 52, 56, 59. 

	 derecho del adoptado a conocer su: 106. 
despachos judiciales de: 24. 
derecho del niño, niña y adolescente a tener una: 22, 25, 66, 73. 
indígena: 59. 
miembros de la: 36, 39, 46, 82, 83, 86, 117. 
participación activa: 31. 
obligación (es) con los niños, niñas y adolescentes: 2º, 38, 39. 

	 de formación en el ejercicio de sus derechos y responsabilidades: 15. 
padre o madre de: 42. 
política pública de fortalecimiento de la: 148, 202. 
responsabilidad primigenia: 10. 

Financiación: 27, 203, 204, 215. 

–G– 

Garantía de derechos y/o prevención 
procedimiento administrativo para la 

	 alimentos: 111. 
	 allanamiento y rescate: 106. 
	 autoridades competentes: 96. 
	 citaciones y notificaciones: 102. 
	 comisión y poder de investigación: 104. 
	 competencia(s) 
		  territorial: 97. 
		  subsidiaria: 98. 
	 contenido de la declaratoria de adaptabilidad: 107. 
	 contenido del fallo: 101. 
	 entrevista al niño, niña o adolescente: 105. 
	 homologación de la declaratoria de adoptabilidad: 108 
	 iniciación de la actuación: 99. 
	 permiso para salir del país: 110. 
	 reconocimiento de paternidad: 109. 
	 restitución internacional: 112. 
	 trabajo de adolescente(s) 
		  autorización: 113. 
		  salario: 115. 
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		  derechos en caso de maternidad: 116. 
		  prohibición de realizar labores peligrosas o nocivas: 117. 
		  indígena: 118. 

	 trámite: 100. 
	procedimiento judicial 

	 adopción: 124. 
	 acumulación de pretensiones y pronunciamiento oficioso: 122. 
	 alimentos: 129. 
		  acumulación de procesos: 131. 
		  medidas especiales para el cumplimiento de la obligación de: 130. 
		  continuidad de la obligación de: 132. 
		  legitimación especial: 135. 
		  prelación de los créditos por: 134. 
		  prohibiciones en relación con los: 133. 
	 competencia 
		  del juez de familia en única instancia: 119. 
		  del juez municipal: 120. 
	 homologación de la declaratoria de adaptabilidad: 123. 
	 iniciación del proceso: 121. 
	 obligación especial para las autoridades competentes: 138. 
	 privación de la administración de los bienes: 136. 
	 restitución internacional: 137. 
Género 

definición: 12 
diferencia entre sexo y: 12 
perspectiva de: 203 

	 significado de su aplicación: 12 
	 definición: 12 
Grupo(s) 

armados: 20, 25, 41, 175, 176. 
étnicos: 13, 39, 41, 156. 
familiar: 18, 22, 86, 193. 
humano: 1º, 53. 
poblacional(es): 202, 210. 
social: 12, 28. 

–H– 

Hogar(es): 68. 
de paso 

	 ubicación en: 53, 57, 89, 181. 
	 Red de: 58. 

sustituto: 59. 

–I– 

Igualdad 
de condiciones: 71, 202. 
de derechos: 39. 
de partes en el proceso: 81. 
derecho a la: 13, 150. 
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principio de: 144. 
	 de armas: 150, 170. 
Indefensión: 8º, 18, 144. 

condiciones de: 144. 
Institución(es): 20, 36. 

autorizadas por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar: 71, 73, 74. 
de seguridad o previsión social: 125. 
educativa(s): 28, 31, 41, 42, 43, 44, 181, 202. 

	 obligaciones especiales de: 42. 
estatales: 10, 28. 
públicas y privadas: 95. 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar: 7º, 47, 48, 58, 59, 60, 62, 66, 71, 72, 73, 74, 75, 77, 79, 83, 84, 90, 96, 
102, 112, 117, 124, 127, 163, 175, 177, 205, 206, 207, 215. 

competencias: 16. 
funciones: 11. 

Interés(es): 27, 122, 144, 196, 202. 
prevalentes: 8º. 
superior: 6º, 7º, 8º, 9º, 22, 42, 46, 49, 53, 66, 70, 72, 95, 140, 142, 144, 150, 153, 156, 175, 178, 192, 198, 
203. 

	 como beneficio jurídico supremo: 8º. 
	 concepto relacional: 144. 
	 independiente: 8º. 
	 morales: 153. 
	 patrimoniales: 170. 
Infancia: 2º, 7º, 18, 84, 148, 202, 209, 212. 
	 derechos de la: 82, 90, 95, 145, 204, 210, 211. 
	 enfermedades de la: 46, 47. 
	 Policía de la: 88, 89, 90, 91, 92, 142, 145. 
	 políticas públicas para la: 40, 41, 60, 201, 203, 204, 210. 
	 primera: 17, 29, 31, 39, 202. 
	 protección de la: 206. 
Inspección 
	 autoridades competentes para desarrollarla: 210. 
	 definición: 208. 
	 objetivo general: 209. 
	 participación de la sociedad en la: 214. 
Instituto de Estudios del Ministerio Público: 182 
Instrumentos internacionales de derechos humanos: 2º, 13, 39, 141. 

–J– 

Justicia: 81, 150. 
juvenil: 139, 141 
restaurativa: 140. 
proceso de: 150. 

Juez(ces) 
civil municipal (competencia): 120. 
de familia (competencia en única instancia): 119. 
penales para adolescentes (competencia): 165. 
promiscuos de familia (competencia en materia penal): 165. 

Juzgados Penales para Adolescentes (competencia): 165. 
Juzgamiento en ausencia (prohibición): 158. 
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–L– 

Legalidad (principio de): 152. 
Ley 
	 de Juventud: 31. 
	 General de Educación: 31. 
Libertades fundamentales: 37. 

–M– 

Maltrato: 18, 56, 175. 
en las instituciones educativas: 46. 
		  por parte de compañeros o profesores: 43, 44. 
físico y psicológico: 39. 
identificado por las instituciones educativas: 44. 
infantil: 26, 41. 
		  definición: 18. 
medidas de las Comisarías contra el: 86. 
reportado por las instituciones educativas: 41. 
sanciones que conlleven: 41, 45. 

Mecanismos: 12, 30, 44, 87, 210. 
de convivencia: 10. 
de exigibilidad y cumplimiento de la obligación alimentaria: 41. 
de integración social de personas con discapacidad: 36. 
de la homologación judicial: 108. 
de protección: 97. 
de regulación mutua y autorregulación: 10. 
de seguimiento y control: 46, 58. 
de socialización: 39. 

	 sustitutivos: 199, 216. 
Medida(s): 3º, 9º, 27, 42, 45, 81, 139, 140, 142, 144, 148, 150, 152, 156, 159, 164, 167, 177, 178, 181, 185, 193, 
202, 216. 

cautelar(es): 130, 170, 193. 
de aseguramiento: 199. 
de emergencia: 86, 121. 
de protección: 18, 20, 86, 96, 106, 108, 143, 174, 180, 189. 
de restablecimiento de derechos: 53, 82, 86, 96, 101, 107, 112, 148, 163. 

	 amonestación: 54. 
		  incumplimiento de la: 55. 
	 entrega en adopción: 61. 
	 ubicación en 
		  familia de origen o familia extensa: 56. 
		  hogar de paso: 57. 
		  hogar sustituto: 59. 
	 vinculación a programas de atención especializada: 60. 

de seguridad: 142. 
de verificación de la garantía de los derechos: 143, 163, 193, 195. 
especiales para el cumplimiento de la obligación alimentaria: 130. 
no privativas de la libertad: 199. 
pedagógicas: 161, 163. 
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policivas: 86. 
privación de la libertad como: 181. 
provisionales: 99, 103. 

Menor(es) de edad 
acciones o procedimientos a su favor: 11. 
caracterización jurídica específica: 7º. 
desvinculados de grupos armados: 175, 176. 
en situación de riesgo: 7º. 
procesos contra: 154, 178. 
víctimas: 48, 144, 175. 

Ministerio Público: 12, 18, 82, 100, 150, 154, 193, 207, 210, 211. 
composición: 95. 
funciones: 95. 
Instituto de Estudios del: 82. 
menores asistidos por el: 66. 

Muerte: 133. 
de niños, niñas y adolescentes: 18, 175, 202. 
del cónyuge: 82. 
extinción de la acción penal por 173. 
niños menores de 5 años: 17. 
prematura: 17. 

–N– 

Niños(as) 
adopción de acto, decisión o medida: 9º. 

definición: 3º. 
derecho(s) de los. Ver Derecho(s) 
desarrollo: 10. 

	 armónico e integral: 1º. 
	 físico, psicológico, espiritual, moral, cultural y social: 24, 39, 41, 139, 184. 

doble nacionalidad: 4º. 
en estado de 

	 abandono: 67. 
	 indefensión: 8º, 18, 144. 

extranjeros: 4º. 
interés superior: 8º, 9º. 
legislación para protegerlos: 7º. 
libertades fundamentales: 37. 
muerte en menores de 5 años: 17. 
nacionales: 4º. 
normas sobre: 5º. 
plena evolución de su personalidad: 18. 
práctica de prueba para determinar su edad: 3º. 
protección integral: 2º, 7º. 
obligación(es) de la familia, sociedad y Estado para con: 7º, 38. 
reconocimiento 

	 amplio como personas: 7º. 
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	 como sujetos de derechos: 7º. 
víctimas 

	 de delitos: 19, 20, 41, 47, 150, 192 - 200. 
	 de desastres naturales: 54. 
	 de violencia, de explotación, de inasistencia alimentaria o de abandono: 7. 
Norma(s): 169. 

incumplimiento de: 73. 
naturaleza de la contenidas en el código: 5º. 
sobre niños, niñas y adolescentes: 6º, 9º, 10, 68, 134, 140, 142, 144, 153, 157, 158, 168. 

Nutrición: 7º, 29, 35, 39, 52. 

–O– 

Objeto 
carencia de: 112. 
del Código: 2º. 
jurídico protegido: 68. 
lícito: 66. 

Obligación(es) 
alimentaria(s): 41, 111. 

	 con la mujer gestante: 24, 134. 
	 continuidad de la: 132. 
	 medidas especiales para el cumplimiento de la: 129. 

cívicas y sociales del niño, niña y adolescente: 15. 
de asistir al curso pedagógico sobre derechos de la niñez: 54. 
de cuidado personal: 23. 
de la Comisión Nacional de Televisión: 49. 
de la familia: 2º, 10, 15, 38, 39, 144, 202. 
de la sociedad: 2º, 10, 15, 38, 40, 144, 202. 
de las instituciones o establecimientos educativos 

	 complementarias: 44. 
	 especiales: 42. 
	 ética fundamental: 43. 
	 prohibición de sanciones crueles, humillantes o degradantes: 45. 

del concesionario del servicio de radiodifusión, televisión y espacios electromagnéticos: 48. 
del Defensor de Familia: 117, 169. 
del Estado: 2º, 10, 13, 15, 20, 28, 38, 41, 50, 144, 202, 209. 
del municipio sobre la creación de Comisaría de Familia: 84. 
del restablecimiento de derechos: 51, 138. 
en formación y capacitación de la Policía Nacional: 90. 
especiales del Sistema de Seguridad Social en Salud: 46. 
parentales: 14, 54, 64, 126. 

	 incumplimiento: 55. 
provisional de alimentos, visita y custodia: 100 

–P– 

Paternidad: 109, 111. 
licencia de: 127. 
reconocimiento de: 109, 111. 
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Patria potestad: 14, 36, 66, 112, 137, 190. 
privación de: 26, 110. 
suspensión o pérdida: 132. 
terminación de la: 108, 123. 

Persona(s) 
menores 

	 de 14 años que cometen delitos: 142, 143. 
	 de 18 años: 3º, 20, 117. 
	 representante legal de las: 196. 

víctima de delitos: 194. 
reconocimiento del niño, niña y adolescente como: 7º. 
trata de: 6º. 

Plan(es) 
de acompañamiento: 204. 
de desarrollo: 25, 27, 36, 39, 50, 95, 204, 210, 211. 
estratégico institucional de la Procuraduría General de la Nación: 211. 
financiero de mediano plazo: 27. 
individual para la ejecución de la sanción: 188. 

Población infantil: 1º, 202. 
indígena o afrocolombiana: 39. 

Policía 
autoridad de: 143. 
contravención de: 190. 
de la Infancia y la Adolescencia: 88, 89, 90, 142, 145, 150. 

	 calidades: 92. 
	 organización: 91. 

Dirección General de la: 90, 91. 
Inspección General de la: 93. 
Inspector de: 51, 89, 98, 100, 104, 109, 163. 
funciones de la Defensoría de Familia como: 82. 
judicial: 90, 104, 154, 163. 

	 en el Sistema de Responsabilidad penal de Adolescentes: 145. 
Nacional: 51, 84, 163. 

	 control disciplinario: 93. 
	 funciones para garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes: 88, 89. 
	 misión: 88. 
	 obligación en formación y capacitación: 90. 
	 prohibiciones especiales: 94. 
Política(s) 

criminal para adolescentes y jóvenes: 159. 
de organismos internacionales: 13. 
de prevención de la delincuencia juvenil: 141. 
públicas: 2º, 7º, 11, 17, 19, 25, 35, 39, 40, 41, 50, 51, 59, 148, 204, 208, 210, 211, 212, 213, 214. 

	 de infancia y adolescencia 
		  definición: 201. 
		  objetivos: 202. 
		  principios rectores: 203. 
		  responsables: 204. 

social(es): 7º, 10, 25. 
	 Consejo Nacional de: 205, 206. 
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	 consejos departamentales y municipales de: 207. 
universales y preventivas: 20. 

Práctica(s) 
abolición de: 20. 
con sentido social: 25. 
de higiene y sanidad: 46. 
de medidas cautelares: 170, 193. 
de pruebas: 99, 104. 

	 para determinar la edad de menores: 3º. 
de testimonios: 150. 
pedagógicas discriminatorias o excluyentes: 41. 
tradicionales perjudiciales: 27, 70. 

Presupuesto: 95. 
Proyecto Anual de (2008): 27. 
y financiación: 215. 

Primera infancia: 17, 202. 
definición: 29. 
derecho al desarrollo integral de la: 29. 

Principio(s): 5º, 58, 112, 158, 190, 202, 212. 
básicos de la justicia penal juvenil: 141. 
de aplicación inmediata: 113. 
de buena fe: 150. 
de corresponsabilidad: 10, 40, 214. 
de exigibilidad: 11. 
de género: 12. 
de igualdad: 28, 144. 

	 de armas: 170. 
de inmediación: 150, 155. 
de la protección integral: 140. 
de legalidad: 152. 
de oportunidad: 173, 174, 193, 199. 

	 en los procesos seguidos a adolescentes de grupos al margen de la ley: 175. 
	 prevalencia: 9°. 

de política pública de fortalecimiento a la familia: 148. 
de progresividad: 27. 
de solidaridad: 40, 144. 
de los pueblos indígenas y demás grupos étnicos: 13. 
del interés superior: 7º, 8º, 144, 191. 
del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes: 141. 
rectores de las políticas públicas de infancia y adolescencia: 203. 

Proceso(s) 
de adopción: 69, 70, 75, 77, 124, 126. 
de alimentos: 111. 
de descentralización: 50. 
de formación y/o desarrollo del niño, niña y adolescente: 14, 18, 31. 
de interdicción: 36. 
de protección y restablecimiento de derechos: 41, 95. 
debido: 26, 41. 
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disciplinario en la Policía Nacional: 93. 
educativo: 42. 
judicial de delitos donde son víctimas los niños, niñas y adolescentes: 110, 193. 
laborales: 118. 
penales 

	 audiencia en: 194. 
	 facultades del Defensor de Familia en: 195. 

Procuraduría General de la Nación: 7º, 13, 75, 93, 95, 100, 104, 139, 175, 210. 
	 funciones: 211. 

Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia: 7º, 13, 211. 
Procuraduría Delegada para la Prevención en Materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos: 28. 
Programa(s): 7º, 19, 25, 27, 31, 39, 52, 89, 201, 202, 204, 211, 212. 

	 de adopción: 16, 62, 71, 73, 74, 125. 
		  definición: 73. 
	 de atención 
		  especializada para el restablecimiento de derechos vulnerados: 53, 60, 95, 143, 148, 162, 163, 
175, 177, 1			   80, 185, 186, 188, 198. 
		  gratuita en salud: 41. 

de formación de maestros para la promoción del buen trato: 41. 
de nivelación: 42. 
de orientación psicopedagógica y psicológica: 42. 
de prevención 

	 en salud: 41, 46. 
	 en violencia intrafamiliar y delitos sexuales: 86. 
	 sobre porte y uso de armas de fuego: 89. 

de protección: 58, 110. 
Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil: 20. 

Protección integral: 2º, 7º, 25, 31, 36, 41, 53, 88, 90, 92, 99, 140, 192, 198, 201, 203, 209. 
	 concepto: 7º. 
Pueblos indígenas: 13, 39, 156. 

capacidad para el ejercicio de sus derechos: 3º. 

–R– 

Red de Hogares de Paso: 57, 58. 
Registro civil 

de matrimonio: 124. 
de nacimiento: 7º, 25, 29, 39, 41, 44, 52, 82, 110, 124, 126. 
Oficina de: 108. 

Reparación del daño: 41, 140, 182. 
conciliación: 173, 174. 
incidente de: 170. 
integral: 173, 174. 

Responsabilidad(es) 
compartida: 10, 41. 
diferenciada: 10. 
especiales de los medios de comunicación: 47. 
parental: 14. 
penal: 129, 148, 161, 168, 170, 177. 

	 exclusión para adolescentes: 142. 
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	 en niños y niñas menores de 14 años: 169. 
	 procesos por: 157, 158, 159, 165, 166, 167, 168. 
	 Sistema de: 90, 139, 144, 153, 156, 216. 
		  audiencia en el: 147. 
		  defensor de familia en el: 146. 
		  finalidad: 140. 
		  integración del: 163. 
		  policía judicial en el: 145. 
		  principios: 141. 
Restablecimiento de derechos: 11, 139, 143, 204. 

autoridades competentes para el 
	 Comisarías de Familia: 83. 
	 Defensorías de Familia: 79. 
	 Ministerio Público: 95. 
	 Policía Nacional: 88. 
	 obligaciones especiales de las: 138. 
espacios en los medios de comunicación para el: 48. 
medidas: 53, 86, 112, 148. 
	 adopción: 61. 
	 amonestación: 54. 
	 ubicación en familia de origen o familia extensa: 56. 
	 ubicación en hogar de paso: 58. 
	 ubicación en hogar sustituto: 59. 
	 vinculación a programas de atención especializada: 60. 

Sistema de Información: 77. 
Restitución de derechos vulnerados: 7º. 

–S– 

Salud: 10, 18, 10, 34, 35, 36, 39, 202. 
atención en: 36. 
cobertura mínima en: 201. 
definición: 27. 
del adolescente trabajador: 115, 117. 
física y psicológica: 26, 52. 
infantil: 7º. 
integral 

	 definición: 27 
	 sistema de: 27. 

materna: 7º. 
preventiva: 39. 
régimen de: 27, 44. 
servicios de: 17, 25, 41. 
sexual y reproductiva: 7º, 44. 
Sistema de Seguridad Socia en: 41, 52. 

	 obligaciones especiales del: 46. 
Sanción(es) 

impuestas adolescentes responsables de delitos 
	 amonestación: 182. 
	 criterios para su definición: 179. 
	 derechos durante su ejecución: 180. 
	 finalidad: 178. 
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	 imposición de reglas de conducta: 183. 
	 internamiento preventivo: 181. 
	 libertad vigilada: 185. 
	 medio semi-cerrado: 186. 
	 por contravenciones de policía cometidas por adolescentes: 190. 
	 prestación de servicios a la comunidad: 184. 
	 privación de la libertad: 187. 
		  derechos de los adolescentes durante: 188. 
Secuestro 

adolescente responsable de: 187. 
de bienes: 129, 130. 
de niños, niñas y adolescentes: 10, 20, 199, 202. 

	 internacional: 112. 
Sexo: 12, 42, 181. 

definición: 12. 
Sistema General de Participaciones: 27, 28. 
Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes 

autoridades y entidades 
	 integración: 163. 
	 Juzgados Penales: 164. 
	 competencia 
		  de los jueces penales: 165. 
		  de los jueces promiscuos: 166. 
		  y composición de la Salas de Asuntos Penales: 168. 
	 diferenciación funcional entre jueces: 167 

audiencias en el: 147. 
aplicación a adolescentes indígenas y demás grupos étnicos: 156. 
carácter especializado: 148. 
Defensor de Familia en el: 146. 
derecho(s) 

	 al debido proceso y a las garantías procesales: 151. 
	 de defensa: 154. 

definición: 139. 
finalidad: 140. 
Policía Judicial en el: 145. 
práctica de testimonios: 150. 
presunción de edad: 149. 
principio(s): 141. 

	 de inmediación: 153. 
	 de legalidad: 152. 

privación de la libertad 
	 concepto: 160. 
	 excepcionalidad: 161. 
	 separación de otros grupos: 162. 

procedimiento aplicable: 144. 
prohibición(es) 

	 de antecedentes: 159. 
	 de juzgamiento en ausencia: 158. 
	 especiales: 157. 

reserva de las diligencias: 153. 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar: 11, 18, 51, 56, 60, 83, 84, 88, 143, 162, 163, 177, 198. 
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conformación del: 205. 
Sociedad: 2º, 7º, 8º, 10, 15, 28, 29, 36, 39, 41, 42, 67, 72, 139, 141, 179, 201, 202. 

civil organizada: 207, 210. 
conyugal: 82. 
participación de la: 214. 
y los niños, niñas y adolescentes: 

	 participación activa: 31. 
	 obligación(es): 38, 40. 
Sujeto(s): 10. 

agresor: 156. 
de derechos: 7º, 12, 29, 41. 
de vigilancia del Estado: 16. 
merecedor de especial protección: 8º, 144. 
procesales: 147, 194. 
titulares de derechos: 3º. 

–T– 

Teoría 
de la protección integral: 7º. 
de la situación irregular: 7º. 

Tercero civilmente responsable: 170. 
Trabajo infantil: 6º, 20. 

definición técnica: 35. 
erradicación: 35, 41. 
legislación internacional: 20. 
tipos de causas 

	 culturales: 35. 
	 de política pública y gestión estatal: 35. 
	 económicas: 35. 
	 normativas: 35. 
	 por falta de conocimiento: 35. 
	 sociales: 35. 
Tráfico 

de menores: 20, 89. 
y consumo de sustancias psicoactivas: 44, 89. 

–V– 

Venta 
de licores y sustancias psicoactivas a menores de edad: 30, 44, 89, 117. 
de niños, niñas y adolescentes: 10, 20, 202. 

Víctima(s) 
funciones del representante legal de la: 196. 
delitos en que los niños, niñas y adolescentes son 

	 criterios para el desarrollo del proceso judicial: 193. 
	 incidente de reparación integral: 197. 
	 programas de atención especializada: 198. 
Vida 

calidad de: 17, 36, 41, 50, 204, 209. 
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ciclo de: 204. 
condiciones de: 141. 
cotidiana: 35. 
derecho a la vida: 14, 41, 202. 
digna: 36. 
en común de los cónyuges: 82, 86. 
en la calle: 20. 
en pareja: 44, 82. 
en peligro: 106, 107, 110, 117, 171. 
escolar: 42. 
expectativa de: 20. 
modo de: 183. 
política: 1º. 
económica: 1º. 
nivel adecuado de: 56. 
primeros años de: 29. 
privada: 33. 
social: 1º, 35, 202. 
cultural: 1º, 30, 39, 41. 

Vigencia 
de la licencia de funcionamiento de la institución de bienestar familiar: 124. 
de los derechos: 40, 52. 
del Código: 84, 216. 

Vigilancia 
autoridades competentes para desarrollarla: 210. 
como deber del Estado: 16, 61. 
como función de la Procuraduría General de la Nación: 211. 
como labor de la Policía Nacional: 89. 
definición: 208. 
objetivo general: 209. 
participación de la sociedad en la: 214. 

Violencia(s): 1º. 
en los medios de comunicación: 47, 49. 
física: 15, 202. 
intrafamiliar: 18, 39, 44, 83, 86. 
moral: 202. 
niños, niñas y adolescentes víctimas de: 7º, 10, 18, 20, 41. 
psicológica: 15. 
sexual: 18, 41, 46. 

Vulnerabilidad: 8º, 36, 43. 
condición(es) de: 18, 20, 51. 
grado de: 144. 
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LEY 1453 DE 2011 

(Junio 24 de 2011) 

Por medio de la cual se reforma el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal, el Código de Infancia y 
Adolescencia, las reglas sobre extinción de dominio y se dictan otras disposiciones en materia de seguridad.

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

CAPÍTULO I
Medidas penales para garantizar la seguridad ciudadana

Artículo 1°. Vigilancia de la detención domiciliaria. El inciso 2° del artículo 38 de la Ley 599 de 2000 quedará así:
 
El control sobre esta medida sustitutiva será ejercido por la autoridad judicial que conozca del asunto o vigile la ejecución 
de la sentencia, con apoyo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, organismo que adoptará mecanismos de 
vigilancia electrónica o de visitas periódicas a la residencia del penado, según su competencia legal, entre otros, y que 
serán indicados por la autoridad judicial, para verificar el cumplimiento de la pena, de lo cual informará al despacho 
judicial respectivo. 

Artículo 2°. Sistema de información sobre la prisión domiciliaria. El artículo 38 de la Ley 599 de 2000 tendrá un 
parágrafo, el cual quedará así: 

Parágrafo. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, suministrará la información de las personas cobijadas con esta 
medida a la Policía Nacional, mediante un sistema único de información de conformidad con los parámetros que para tal 
efecto establezca el Ministerio del Interior y de Justicia en coordinación con estas entidades, dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la expedición de esta ley. 

Artículo 3°. Vigilancia Electrónica. El artículo 38A de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 38A. Sistemas de vigilancia electrónica como sustitutivos de la prisión. El Juez de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad podrá ordenar la utilización de sistemas de vigilancia electrónica durante la ejecución de la pena, como 
sustitutivos de la prisión, siempre que concurran los siguientes presupuestos:
 
1. Que la pena impuesta en la sentencia no supere los ocho (8) años de prisión. 
 
2. Que la pena impuesta no sea por delitos de genocidio, contra el Derecho Internacional Humanitario, desaparición forzada, 

secuestro extorsivo, tortura, desplazamiento forzado, tráfico de menores de edad, uso de menores de edad para la 
comisión de delitos, tráfico de migrantes, trata de personas, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, 
extorsión, concierto para delinquir agravado, lavado de activos, terrorismo, usurpación y abuso de funciones públicas con 
fines terroristas, financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia organizada, administración de recursos con 
actividades terroristas y de delincuencia organizada, financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados 
con actividades terroristas, delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, fabricación, tráfico y porte de armas 
y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, municiones o 
explosivos y delitos contra la administración pública, salvo delitos culposos. 

3. Que la persona no haya sido condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores.
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4. Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del condenado permita al Juez deducir seria, fundada y motivadamente 
que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. 

5. Que se realice o asegure el pago de la multa mediante garantía personal, prendaria, bancaria o mediante acuerdo, salvo 
cuando se demuestre que está en incapacidad material de hacerlo teniendo en cuenta sus recursos económicos y 
obligaciones familiares. 

 
6. Que sean reparados los daños ocasionados con el delito dentro del término que fije el Juez o se asegure su pago mediante 

garantía personal, prendaria, bancaria o mediante acuerdo, salvo cuando se demuestre que está en incapacidad material 
de hacerlo teniendo en cuenta sus recursos económicos y obligaciones familiares. 

 
7. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones, las cuales deberán constar en un acta 

de compromiso: 
 
a) Observar buena conducta; 
 
b) No incurrir en delito o contravención mientras dure la ejecución de la pena; 
 
c) Cumplir con las restricciones a la libertad de locomoción que implique la medida; 
 
d) Comparecer ante quien vigile el cumplimiento de la ejecución de la pena cuando fuere requerido para ello. 
 
El incumplimiento de las obligaciones impuestas en el acta de compromiso dará lugar a la revocatoria de la medida sustitutiva 
por parte del Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad. 
 
8. Que el condenado no se haya beneficiado, en una anterior oportunidad, de la medida sustitutiva de pena privativa de la 

libertad. 

Parágrafo 1°. El juez al momento de ordenar la sustitución deberá tener en cuenta el núcleo familiar de la persona y el lugar 
de residencia. 
 
Parágrafo 2°. La persona sometida a vigilancia electrónica podrá solicitar la redención de pena por trabajo o educación ante 
el Juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, de acuerdo a lo señalado en el Código Penitenciario y Carcelario. 
 
Parágrafo 3°. Quienes se encuentren en detención preventiva en establecimiento carcelario bajo el régimen de la Ley 600 de 
2000 podrán ser destinatarios de los sistemas de vigilancia electrónica, previo cumplimiento de los presupuestos establecidos 
en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004. 
 
Parágrafo 4°. El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, suministrará la información de las personas cobijadas con esta 
medida a la Policía Nacional, mediante el sistema de información que se acuerde entre estas entidades, dentro de los seis 
meses siguientes a la expedición de esta ley. 
 
Este artículo será reglamentado por el Gobierno Nacional para garantizar las apropiaciones del gasto que se requieran para la 

implementación del citado sistema de vigilancia electrónica dentro de los 60 días siguientes a su sanción. 

Artículo 4°. La Ley 906 tendrá un artículo 305 A, el cual quedará así: 

Artículo 305 A. Registro nacional de órdenes captura. Existirá un registro único nacional en el cual deberán inscribirse 
todas las órdenes de captura proferidas en el territorio nacional y que deberá estar disponible para las autoridades que ejerzan 
funciones de Policía Judicial y la Fiscalía General de la Nación. El gobierno reglamentará la materia. 

Artículo 5°. Registro nacional de permisos relacionados con armas de fuego. Adiciónese un parágrafo al artículo 
20 Decreto 2535 de 1993, “por el cual se expiden normas sobre armas, municiones y explosivos”, el cual quedará así:
 
Parágrafo. El Departamento de Control de Comercio de Armas, Municiones y Explosivos del Comando General de las Fuerzas 
Militares tendrá a su cargo la organización y administración de un registro en el cual deberán inscribirse todos los permisos 
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previstos en este artículo o en las normas que lo modifiquen o sustituyan, y que deberá estar disponible para las autoridades 
que ejerzan funciones de Policía Judicial. 

Artículo 6°. Tráfico de menores de edad. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 188C, el cual quedará así: 

Artículo 188C. Tráfico de niñas, niños y adolescentes. El que intervenga en cualquier acto o transacción en virtud de 
la cual un niño, niña o adolescente sea vendido, entregado o traficado por precio en efectivo o cualquier otra retribución 
a una persona o grupo de personas, incurrirá en prisión de treinta (30) a sesenta (60) años y una multa de mil (1.000) 
a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. El consentimiento dado por la víctima o sus padres, o 
representantes o cuidadores no constituirá causal de exoneración ni será una circunstancia de atenuación punitiva de la 
responsabilidad penal. La pena descrita en el primer inciso se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando: 
 
1. Cuando la víctima resulte afectada física o síquicamente, o con inmadurez mental, o trastorno mental, en forma 

temporal o permanente. 
 
2. El responsable sea pariente hasta el tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil del niño, niña 

o adolescente. 
 
3. El autor o partícipe sea un funcionario que preste servicios de salud o profesionales de la salud, servicio doméstico y 

guarderías. 
 
4. El autor o partícipe sea una persona que tenga como función la protección y atención integral del niño, la niña o 

adolescente. 

  
Artículo 7°. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo nuevo 188 D, cuyo texto es el siguiente: 

Artículo 188 D. Uso de menores de edad la comisión de delitos. El que induzca, facilite, utilice, constriña, promueva 
o instrumentalice a un menor de 18 años a cometer delitos o promueva dicha utilización, constreñimiento, inducción, o 
participe de cualquier modo en las conductas descritas, incurrirá por este solo hecho, en prisión de diez (10) a diez y 
veinte (20) años. 
El consentimiento dado por el menor de 18 años no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal. 
 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad si se trata de menor de 14 años de edad. 
 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad en los mismos eventos agravación del artículo 188 C. 

Artículo 8°. Utilización ilícita de redes de comunicaciones. El artículo 197 de la Ley 599 de 2000, quedará así:
 
Artículo 197. Utilización ilícita de redes de comunicaciones. El que con fines ilícitos posea o haga uso de equipos 
terminales de redes de comunicaciones o de cualquier medio electrónico diseñado o adaptado para emitir o recibir señales, 
incurrirá, por esta sola conducta, en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años. 

La pena se duplicará cuando la conducta descrita en el inciso anterior se realice con fines terroristas. 

Artículo 9°. Usurpación fraudulenta de inmuebles. Modifíquese el artículo 261 de la Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así: 

Artículo 261. Usurpación de inmuebles. El que para apropiarse en todo o en parte de bien inmueble, o para derivar 
provecho de él destruya, altere, o suprima los mojones o señales que fijan sus linderos, o los cambie de sitio, incurrirá en 
prisión de cuarenta y ocho (48) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a setenta y cinco 
(75) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si con el mismo propósito se desarrollan acciones jurídicas induciendo a error o con la complicidad, favorecimiento o coautoría 
de la autoridad notarial o de registro de instrumentos públicos, la pena será de prisión entre cuatro y diez años. 
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La pena se duplicará, si la usurpación se desarrolla mediante el uso de la violencia o valiéndose de cualquiera de las 
conductas establecidas en el Título XII de este libro. 

 
Artículo 10. El artículo 359 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 359. Empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos. El que emplee, envíe, remita o lance contra 
persona, edificio o medio de locomoción, o en lugar público o abierto al público, sustancia u objeto de los mencionados en el 
artículo precedente, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a noventa (90) meses, siempre que la conducta no constituya otro delito. 
Si la conducta se comete al interior de un escenario deportivo o cultural, además se incurrirá en multa de cinco (5) a diez (10) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes y en prohibición de acudir al escenario cultural o deportivo por un periodo entre 
seis (6) meses, y tres (3) años. 
 
La pena será de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses de prisión y multa de ciento treinta y cuatro (134) a setecientos 
cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes, cuando la conducta se realice con fines terroristas o en contra 
de miembros de la fuerza pública. 
 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el objeto lanzado corresponda a artefactos explosivos, elementos 
incendiarios, o sustancias químicas que pongan en riesgo la vida, la integridad personal o los bienes. 
El que porte o ingrese armas blancas u objetos peligrosos al interior de un escenario deportivo o cultural incurrirá en multa 
de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes y prohibición de acudir al escenario deportivo o cultural 
de seis (6) meses a tres (3) años. 

 
Artículo 11. Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. El artículo 376 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 376. Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. El que sin permiso de autoridad competente, introduzca al 
país, así sea en tránsito o saque de él, transporte, lleve consigo, almacene, conserve, elabore, venda, ofrezca, adquiera, financie 
o suministre a cualquier título sustancia estupefaciente, sicotrópica o drogas sintéticas que se encuentren contempladas en 
los cuadros uno, dos, tres y cuatro del Convenio de las Naciones Unidas sobre Sustancias Sicotrópicas, incurrirá en prisión de 
ciento veintiocho (128) a trescientos sesenta (360) meses y multa de mil trescientos treinta y cuatro (1.334) a cincuenta mil 
(50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si la cantidad de droga no excede de mil (1.000) gramos de marihuana, doscientos (200) gramos de hachís, cien (100) 
gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de cocaína o veinte (20) gramos de derivados de la amapola, 
doscientos (200) gramos de droga sintética, sesenta (60) gramos de nitrato de amilo, sesenta (60) gramos de ketamina y 
GHB, la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento ocho (108) meses de prisión y multa de dos (2) a ciento cincuenta (150) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si la cantidad de droga excede los límites máximos previstos en el inciso anterior sin pasar de diez mil (10.000) gramos de 
marihuana, tres mil (3.000) gramos de hachís, dos mil (2.000) gramos de cocaína o de sustancia estupefaciente a base de 
cocaína o sesenta (60) gramos de derivados de la amapola, cuatro mil (4.000) gramos de droga sintética, quinientos (500) 
gramos de nitrato de amilo, quinientos (500) gramos de ketamina y GHB, la pena será de noventa y seis (96) a ciento cuarenta 
y cuatro (144) meses de prisión y multa de ciento veinte y cuatro (124) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

Artículo 12. Tráfico de sustancias para el procesamiento de narcóticos. El artículo 382 de la Ley 599 de 2000 
quedará así: 

Artículo 382. Tráfico de sustancias para el procesamiento de narcóticos. El que ilegalmente introduzca al país, así sea en 
tránsito, o saque de él, transporte, tenga en su poder, desvíe del uso legal a través de empresas o establecimientos de comercio, 
elementos o sustancias que sirvan para el procesamiento de cocaína, heroína, drogas de origen sintético y demás narcóticos 
que produzcan dependencia, tales como éter etílico, acetona, amoniaco, permanganato de potasio, carbonato liviano, ácido 
sulfúrico, ácido clorhídrico, diluyentes, disolventes, sustancias contempladas en los cuadros uno y dos de la Convención de 
Naciones Unidas contra los Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas y las que según concepto previo del Consejo Nacional de 
Estupefacientes se utilicen con el mismo fin, así como medicamentos de uso veterinario, incurrirá en prisión de 96 a 180 meses 
y multa de 3.000 a 50.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
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Artículo 13. Simulación de investidura o cargo. El artículo 426 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 426. Simulación de investidura o cargo. El que simulare investidura o cargo público o fingiere pertenecer a la 
fuerza pública, incurrirá en prisión de dos (2) a cuatro (4) años y en multa de tres (3) a quince (15) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
 
En la misma pena incurrirá el que con fines ilícitos porte o utilice uniformes o distintivos de una persona jurídica. 
 
La pena se duplicará si la conducta se realiza con fines terroristas o cuando se participe en grupos de delincuencia organizada. 

Artículo 14. Usurpación y abuso de funciones públicas con fines terroristas o delictivos. El artículo 427 de la 
Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 427. Usurpación y abuso de funciones públicas con fines terroristas. Las penas señaladas en los artículos 425, 
426 y 428, serán de cuatro (4) a ocho (8) años cuando la conducta se realice con finas terroristas. 

Artículo 15. Perturbación de actos oficiales. El artículo 430 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 430. Perturbación de actos oficiales. El que simulando autoridad o invocando falsa orden de la misma o valiéndose 
de cualquier otra maniobra engañosa, trate de impedir o perturbar la reunión o el ejercicio de las funciones de las corporaciones 
o autoridades legislativas, jurisdiccionales o administrativas, o de cualquier otra autoridad pública, o pretenda influir en sus 
decisiones o deliberaciones, incurrirá en prisión de dos a cuatro años y en multa. 

El que realice la conducta anterior por medio de violencia incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.  

Artículo 16. Financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia organizada y administración de 
recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada. El artículo 345 de la Ley 599 de 2000, 
modificado por el artículo 16 de la Ley 1121 de 2006, quedará así: 

Artículo 345. Financiación del terrorismo y de grupos de delincuencia organizada y administración de recursos 
relacionados con actividades terroristas y de la delincuencia organizada. El que directa o indirectamente provea, 
recolecte, entregue, reciba, administre, aporte, custodie o guarde fondos, bienes o recursos, o realice cualquier otro acto que 
promueva, organice, apoye, mantenga, financie o sostenga económicamente a grupos de delincuencia organizada, grupos 
armados al margen de la ley o a sus integrantes, o a grupos terroristas nacionales o extranjeros, o a terroristas nacionales 
o extranjeros, o a actividades terroristas, incurrirá en prisión de trece (13) a veintidós (22) años y multa de mil trescientos 
(1.300) a quince mil (15.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Artículo 17. Favorecimiento de la fuga. El artículo 449 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 449. Favorecimiento de la fuga. El servidor público o el particular encargado de la vigilancia, custodia o conducción 
de un detenido, capturado o condenado que procure o facilite su fuga, incurrirá en prisión de ochenta (80) a ciento cuarenta y 
cuatro (144) meses, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas hasta por el mismo término. 
La pena se aumentará hasta en una tercera parte cuando el detenido, capturado o condenado estuviere privado de su libertad 
por los delitos de genocidio, homicidio, desplazamiento forzado, tortura, desaparición forzada, secuestro, secuestro extorsivo, 
extorsión, terrorismo, concierto para delinquir, narcotráfico, enriquecimiento ilícito, lavado de activos, o cualquiera de las 
conductas contempladas en el Título II de este Libro. 

Artículo 18. Agréguese un artículo nuevo a la Ley 599 de 2000 el cual quedará así: 

Artículo 356 A. Quien teniendo permiso para el porte o tenencia de armas de fuego la dispare sin que obre la necesidad de 
defender un derecho propio o ajeno contra injusta agresión actual o inminente e inevitable de otra manera, incurrirá en prisión 
de uno (1) a cinco (5) años, cancelación del permiso de porte y tenencia de dicha arma, y la imposibilidad por 20 años de 
obtener dicha autorización; siempre que la conducta aquí descrita no constituya delito sancionado con pena mayor. 



Ley 1098 de 2006

278 Procuraduria General de la Nacion          

Artículo 19. Fabricación, tráfico, y porte de armas de fuego o municiones. El artículo 365 de la Ley 599 de 2000 
quedará así: 

Artículo 365. Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones. El que sin 
permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare, 
porte o tenga en un lugar armas de fuego de defensa personal, sus partes esenciales, accesorios esenciales o municiones, 
incurrirá en prisión de nueve (9) a doce (12) años. 
En la misma pena incurrirá cuando se trate de armas de fuego de fabricación hechiza o artesanal, salvo las escopetas de 
fisto en zonas rurales. 
 
La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se cometa en las siguientes circunstancias: 
 
1. Utilizando medios motorizados. 
 
2. Cuando el arma provenga de un delito. 
 
3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las autoridades. 
 
4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la identidad o la dificulten. 

5. Obrar en coparticipación criminal. 
 
6. Cuando las armas o municiones hayan sido modificadas en sus características de fabricación u origen, que aumenten su 

letalidad.

7. Cuando el autor pertenezca o haga parte de un grupo de delincuencia organizado. 
 
Artículo 20. El artículo 366 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 366. Fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso restringido, de uso privativo de las Fuerzas 
Armadas o explosivos. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, repare, almacene, 
conserve, adquiera, suministre, porte o tenga en un lugar armas o sus partes esenciales, accesorios esenciales, municiones 
de uso privado de las Fuerzas Armadas o explosivos, incurrirá en prisión de once (11) a quince (15) años. 
La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando concurran las circunstancias determinadas en el inciso 3° del artículo 
anterior. 

Artículo 21. Enajenación ilegal de medicamentos. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 374 A, el cual quedará así:
 
Artículo 374A. Enajenación ilegal de medicamentos. El que con el objeto de obtener un provecho para sí mismo o para 
un tercero enajene a título oneroso, adquiera o comercialice un medicamento que se le haya entregado a un usuario del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, incurrirá en prisión de veinticuatro (24) a cuarenta y ocho (48) meses y multa 
de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando se trate de medicamentos de origen biológico y biotecnológico 
y aquellos para tratar enfermedades huérfanas y de alto costo. 

Artículo 22. El artículo 377 B de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 377B. Circunstancia de agravación punitiva. Si la nave semisumergible o sumergible es utilizada para almacenar, 
transportar o vender, sustancia estupefaciente, insumos necesarios para su fabricación o es usado como medio para la 
comisión de actos delictivos la pena será de quince (15) a treinta (30) años y multa de setenta mil (70.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta sea realizada por un Servidor Público o quien haya 
sido miembro de la Fuerza Pública.
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Artículo 23. Modifíquese el inciso 2° del artículo 263 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 

La pena establecida en el inciso anterior será de cuatro (4) a ocho (8) años de prisión para el promotor, organizador o 
director de la invasión. 

 
Artículo 24. Eximente de responsabilidad penal. El artículo 452 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 452. Eximente de responsabilidad penal. Cuando el interno fugado se presentare voluntariamente dentro de las 
treinta y seis (36) horas siguientes a la evasión, la fuga se tendrá en cuenta únicamente para efectos disciplinarios. 

Artículo 25. Detención domiciliaria para favorecer la reintegración del condenado. El artículo 64 de la Ley 599 
de 2000 quedará así: 

Artículo 64. Libertad condicional. El juez podrá conceder la libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad 
previa valoración de la gravedad de la conducta punible, cuando haya cumplido las dos terceras partes de la pena y su 
buena conducta durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe 
necesidad de continuar la ejecución de la pena. En todo caso su concesión estará supeditada al pago total de la multa y de la 
reparación a la víctima o se asegure el pago de ambas mediante garantía personal, prendaría, bancaria o mediante acuerdo 
de pago. 
El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como período de prueba. Cuando este sea inferior a tres años, 
el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto. 
 
Parágrafo. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o morada del sentenciado, 
excepto en los casos en que el sentenciado pertenezca al grupo familiar de la víctima, cuando haya cumplido la mitad de la 
condena y concurran los presupuestos contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 38 de la Ley 599 de 2000, 
siempre que la pena impuesta no sea por delitos de genocidio, contra el Derecho Internacional Humanitario, desaparición 
forzada, secuestro extorsivo, tortura, desplazamiento forzado, tráfico de menores de edad, uso de menores de edad para 
la comisión de delitos, tráfico de migrantes, trata de personas, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, 
extorsión, concierto para delinquir agravado, lavado de activos, terrorismo, usurpación y abuso de funciones públicas con 
fines terroristas, financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia organizada, administración de recursos con 
actividades terroristas y de delincuencia organizada, financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados 
con actividades terroristas, delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, fabricación, tráfico y porte de armas y 
municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas, y fabricación, tráfico y porte de armas de fuego, municiones o explosivos. 

Artículo 26. Modifíquese el artículo 200 de la Ley 599 de 2000 el cual quedará así: 

Artículo 200. Violación de los derechos de reunión y asociación. El que impida o perturbe una reunión lícita o el ejercicio 
de los derechos que conceden las leyes laborales o tome represalias con motivo de huelga, reunión o asociación legítimas, 
incurrirá en pena de prisión de uno (1) a dos (2) años y multa de cien (100) a trescientos (300) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
 En la misma pena incurrirá el que celebre pactos colectivos en los que, en su conjunto, se otorguen mejores condiciones a los 
trabajadores no sindicalizados, respecto de aquellas condiciones convenidas en convenciones colectivas con los trabajadores 
sindicalizados de una misma empresa. 
 
La pena de prisión será de tres (3) a cinco (5) años y multa de trescientos (300) a quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes si la conducta descrita en el inciso primero se cometiere: 
 1. Colocando al empleado en situación de indefensión o que ponga en peligro su integridad personal. 
 
2. La conducta se cometa en persona discapacitada, que padezca enfermedad grave o sobre mujer embarazada. 
 
3. Mediante la amenaza de causar la muerte, lesiones personales, daño en bien ajeno o al trabajador o a sus ascendientes, 

descendientes, cónyuge, compañero o compañera permanente, hermano, adoptante o adoptivo, o pariente hasta el 
segundo grado de afinidad. 

4. Mediante engaño sobre el trabajador. 
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Artículo 27.  Adiciónese a la Ley 599 de 2000 el artículo 447 A, el cual quedará así: 

Artículo 447 A. Comercialización de autopartes hurtadas. Quien comercie con autopartes de vehículos automotores 
hurtados incurrirá en la misma pena del artículo anterior. 
 
Parágrafo. El que transfiera o utilice a cualquier título los documentos, licencias, números de identificación de los vehículos 
automotores declarados en pérdida total, incurrirá en la pena en prisión de cuatro (4) a doce (12) años y multa de seis punto 
sesenta y seis (6.66) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Artículo 28. El artículo 32 de la Ley 1142 que adicionó el artículo 68 A, la Ley 599 quedará así: 

Artículo 68 A. Exclusión de los beneficios y subrogados penales. El artículo 68 A del Código Penal quedará así: 

Artículo 68 A. No se concederán los subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de libertad de 
suspensión condicional de la ejecución de la pena o libertad condicional; tampoco la prisión domiciliaria como sustitutiva 
de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por 
colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso 
o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores o cuando haya sido condenado por uno de los siguientes delitos: 
cohecho propio, enriquecimiento ilícito de servidor público, estafa y abuso de confianza que recaigan sobre los bienes del 
Estado, concusión, prevaricato por acción y por omisión, celebración de contrato sin el cumplimiento de los requisitos legales, 
lavado de activos, utilización indebida de información privilegiada, interés indebido en la celebración de contratos, violación 
del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, tráfico de influencias, peculado por apropiación y soborno transnacional. 
 
Parágrafo. El inciso anterior no se aplicará respecto de la sustitución de la detención preventiva y de la sustitución de la ejecución 
de la pena en los eventos contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004 ni en aquellos 
eventos en los cuales se aplique el principio de oportunidad, los preacuerdos y negociaciones y el allanamiento a cargos. 

Artículo 29. El artículo 328 del Código Penal quedará así: 

Artículo 328. Ilícito aprovechamiento de los recursos naturales renovables. El que con incumplimiento de la normatividad 
existente se apropie, introduzca, explote, transporte, mantenga, trafique, comercie, explore, aproveche o se beneficie de los 
especímenes, productos o partes de los recursos fáunicos, forestales, florísticos, hidrobiológicos, biológicos o genéticas de la 
biodiversidad colombiana, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses y multe hasta de treinta y 
cinco mil (35.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando las especies estén categorizadas como amenazadas, en riesgo 
de extinción o de carácter migratorio, raras o endémicas del territorio colombiano. 

 
Artículo 30. El artículo 329 del Código Penal quedará así: 

Artículo 329. Violación de fronteras para la explotación o aprovechamiento de los recursos naturales. El extranjero 
que realizare dentro del territorio nacional acto no autorizado de aprovechamiento, explotación, exploración o extracción de 
recursos naturales, incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento cuarenta y cuatro meses (144) y multa de ciento 
treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a cuarenta y cinco mil (45.000) salarios mínimos legales vigentes. 

Artículo 31. El artículo 330 del Código Penal quedara así: 

Artículo 330. Manejo y uso ilícito de organismos, microorganismos y elementos genéticamente modificados. El que 
con incumplimiento de la normatividad existente introduzca, manipule, experimente, inocule, o propague, microorganismos 
moléculas, sustancias o elementos que pongan en peligro la salud o la existencia de los recursos fáunicos, florísticos o 
hidrobiológicos, o alteren perjudicialmente sus poblaciones incurrirá en prisión de sesenta (60) a ciento ocho (108) meses y 
multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a quince mil (15.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

Incurrirá en la misma pena el que con incumplimiento de la normatividad existente importe, introduzca, manipule, experimente, 
libere, organismos genéticamente modificados, que constituyan un riesgo para la salud humana, el ambiente o la biodiversidad 
colombiana. Si se produce enfermedad, plaga o erosión genética de las especies la pena se aumentará en una tercera parte. 
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Artículo 32. Se adiciona al Código Penal el siguiente artículo: 

Artículo 330 A. Manejo ilícito de especies exóticas. El que con incumplimiento de la normatividad existente, introduzca, 
trasplante, manipule, experimente, inocule, o propague especies silvestres exóticas, invasoras, que pongan en peligro la 
salud humana, el ambiente, las especies de la biodiversidad colombiana, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a 
ciento a ocho (108) meses y multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a quince mil (15.000) salarios 
mínimas mensuales vigentes. 
 
Artículo 33. El artículo 331 del Código Penal quedara así: 

Artículo 331. Daños en los recursos naturales. El que con incumplimiento de la normatividad existente destruya, inutilice, 
haga desaparecer o de cualquier otro modo dañe los recursos naturales a que se refiere este título, o a los que estén 
asociados con estos, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses y multa de ciento treinta y tres 
punto treinta y tres (133.33) a quince mil (15.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando: 
 
– Se afecten ecosistemas naturales, calificados como estratégicos que hagan parte del Sistema Nacional, Regional y Local 

de las áreas especialmente protegidas. 
 
– Cuando el daño sea consecuencia de la acción u omisión de quienes ejercen funciones de control y vigilancia. 
 
Artículo 34. El artículo 332 del Código Penal quedara así: 

Artículo 332. Contaminación ambiental. El que con incumplimiento de la normatividad existente, provoque, contamine 
o realice directa o indirectamente emisiones, vertidos, radiaciones, ruidos, depósitos o disposiciones al aire, la atmósfera o 
demás componentes del espacio aéreo, el suelo, el subsuelo, las aguas terrestres, marítimas o subterráneas o demás recursos 
naturales, en tal forma que ponga en peligro la salud humana o los recursos fáunicos, forestales, florísticos o hidrobiológicos, 
incurrirá, sin perjuicio de las sanciones administrativas a que hubiere lugar, en prisión de cincuenta y cinco (55) a ciento doce 
(112) meses y multa de ciento cuarenta (140) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando en la comisión de cualquiera de los hechos descritos en el 
artículo anterior sin perjuicio de las que puedan corresponder con arreglo a otros preceptos de este Código concurra alguna 
de las circunstancias siguientes: 

 
1. Cuando la conducta se realice con fines terroristas sin que la multa supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios 

mínimos mensuales legales vigentes. 
 
2. Cuando la emisión o el vertimiento supere el doble de lo permitido por la normatividad existente o haya infringido más de 

dos parámetros. 
 
3. Cuando la contaminación, descarga, disposición o vertimiento se realice en zona protegida o de importancia ecológica. 
 
4. Cuando la industria o actividad realice clandestina o engañosamente los vertimientos o emisiones. 
 
5. Que se hayan desobedecido las órdenes expresas de la autoridad administrativa de corrección o suspensión de las 

actividades tipificadas en el artículo anterior. 
 

6. Que se haya ocultado o aportado información engañosa o falsaria sobre los aspectos ambientales de la misma. 
 

Artículo 35. Se adiciona al Título XI del Código Penal el siguiente artículo: 

Artículo 332A. Contaminación ambiental por residuos sólidos peligrosos. El que con incumplimiento de la normatividad 
existente almacene, transporte o disponga inadecuadamente, residuo sólido, peligroso o escombros, de tal manera que ponga 
en peligro la calidad de los cuerpos de agua, el suelo o el subsuelo tendrá prisión de dos (2) a nueve (9) años y multa de ciento 
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treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando en la comisión de cualquiera de los hechos descritos en el 
artículo anterior se ponga en peligro la salud humana. 
 
Artículo 36. El artículo 333 del Código Penal quedara así: 

Artículo 333. Contaminación ambiental por explotación de yacimiento minero o hidrocarburo. El que provoque, 
contamine o realice directa o indirectamente en los recursos de agua, suelo, subsuelo o atmósfera, con ocasión a la extracción 
o excavación, exploración, construcción y montaje, explotación, beneficio, transformación, transporte de la actividad minera o 
de hidrocarburos, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años, y multa de treinta mil (30.000) a cincuenta mil (50.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Artículo 37. El artículo 334 del Código Penal quedará así: 

Artículo 334. Experimentación ilegal con especies, agentes biológicos o bioquímicos. El que sin permiso de autoridad 
competente o con incumplimiento de la normatividad existente, realice experimentos, con especies, agentes biológicos o 
bioquímicos, que generen o pongan en peligro o nesgo la salud humana o la supervivencia de las especies de la biodiversidad 
colombiana, incurrirá en prisión de sesenta (60) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses y multa de ciento treinta y tres punto 
treinta tres (133.33) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
 
Artículo 38. El artículo 335 del Código Penal quedará así: 

Artículo 335. Ilícita actividad de pesca. El que sin permiso de autoridad competente o con incumplimiento de la normatividad 
existente, realice actividad de pesca, comercialización, transporte, o almacenaje de ejemplares o productos de especies 
vedadas o en zonas o áreas de reserva, o en épocas vedadas, en zona prohibida, o con explosivos, sustancia venenosa, 
incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses y multa hasta de cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. 
En la misma pena incurrirá el que: 
 
1. Utilice instrumentos no autorizados o de especificaciones técnicas que no correspondan a las permitidas por la autoridad 

competente. 
2. Deseque, varíe o baje el nivel de los ríos, lagunas, ciénagas o cualquiera otra fuente con propósitos pesqueros o fines de 

pesca. 
 
3. Altere los refugios o el medio ecológico de especies de recursos hidrobiológicos, como consecuencia de actividades de 

exploración o explotación de recursos naturales no renovables. 
 
4. Construya obras o instale redes, mallas o cualquier otro elemento que impida el libre y permanente tránsito de los peces en 

los mares, ciénagas, lagunas, caños, ríos y canales. 
 
Artículo 39. El artículo 337 del Código Penal quedara así: 

Artículo 337. Invasión de áreas de especial importancia ecológica. El que invada, permanezca así sea de manera 
temporal o realice uso indebido de los recursos naturales a los que se refiere este título en área de reserva forestal, resguardos 
o reservas indígenas, terrenos de propiedad colectiva, de las comunidades negras, parque regional, área o ecosistema de 
interés estratégico o área protegida, definidos en la ley o reglamento, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento 
cuarenta y cuatro (144) meses y multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. 

La pena señalada se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando como consecuencia de la invasión, se afecten 
gravemente los componentes naturales que sirvieron de base para efectuar la calificación del territorio correspondiente, sin 
que la multa supere el equivalente a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

El que promueva, financie, dirija, se aproveche económicamente u obtenga cualquier otro beneficio de las conductas descritas 
en este artículo, incurrirá en prisión de sesenta (60) a ciento ochenta (180) meses y multa de trescientos (300) a cincuenta 
mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
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Artículo 40. El artículo 339 del Código Penal quedara así: 

Artículo 339. Modalidad culposa. Las penas previstas en los artículos 331, 332, 333 de este código se disminuirán hasta 
en la mitad cuando las conductas punibles se realicen culposamente. 

Artículo 41. El artículo 130 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 130. Circunstancias de agravación. Si de las conductas descritas en los artículos anteriores se siguiere para el 
abandonado alguna lesión personal, la pena respectiva se aumentará hasta en una cuarta parte. 

Si el abandono se produce en sitios o circunstancias donde la supervivencia del recién nacido esté en peligro se constituirá 
la tentativa de homicidio y si sobreviniere la muerte la pena que se aplica será la misma contemplada para homicidio en el 
artículo 103 de la presente ley. 
 
Artículo 42. Modifíquese el inciso 1° del artículo 323 de la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 8° de la Ley 
747 de 2002, modificado a su vez por el artículo 7° de la Ley 1121 de 2006, el cual quedará así: 

Artículo 323. Lavado de activos. El que adquiera, resguarde, invierta, transporte, transforme, almacene, conserve, custodie 
o administre bienes que tengan su origen mediato o inmediato en actividades de tráfico de migrantes, trata de personas, 
extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, rebelión, tráfico de armas, tráfico de menores de edad, financiación del 
terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes 
o sustancias sicotrópicas, delitos contra el sistema financiero, delitos contra la administración pública, o vinculados con 
el producto de delitos ejecutados bajo concierto para delinquir, o les dé a los bienes provenientes de dichas actividades 
apariencia de legalidad o los legalice, oculte o encubra la verdadera naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o 
derecho sobre tales bienes o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, incurrirá por esa sola 
conducta, en prisión de diez (10) a treinta (30) años y multa de seiscientos cincuenta (650) a cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales vigentes. 

Artículo 43. El artículo 429 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 

Artículo 429. Violencia contra servidor público. El que ejerza violencia contra servidor público, por razón de sus funciones 
o para obligarlo a ejecutar u omitir algún acto propio de su cargo o a realizar uno contrario a sus deberes oficiales, incurrirá 
en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años. 
 
Artículo 44. La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo del siguiente tenor: 

Artículo 353 A. Obstrucción a vías públicas que afecten el orden público. El que por medios ilícitos incite, dirija, constriña 
o proporcione los medios para obstaculizar de manera temporal o permanente, selectiva o general, las vías o la infraestructura 
de transporte de tal manera que atente contra la vida humana, la salud pública, la seguridad alimentaria, el medio ambiente 
o el derecho al trabajo, incurrirá en prisión de veinticuatro (24) a cuarenta y ocho meses (48) y multa de trece (13) a setenta 
y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes y pérdida de inhabilidad de derechos y funciones públicas por el 
mismo término de la pena de prisión. 
 
Parágrafo. Se excluyen del presente artículo las movilizaciones realizadas con permiso de la autoridad competente en el marco 
del artículo 37 de la Constitución Política. 
 
Artículo 45. Modifíquese el artículo 353 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así: 

Artículo 353. Perturbación en servicio de transporte público, colectivo u oficial. El que por cualquier medio ilícito 
imposibilite la circulación o dañe nave, aeronave, vehículo o medio motorizado destinados al transporte público, colectivo o 
vehículo oficial, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a setenta y cinco 
(75) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
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Artículo 46. El artículo 39 de la Ley 599 quedará así: 

Artículo 39. La multa. La pena de multa se sujetará a las siguientes reglas:
1. Clases de multa. La multa puede aparecer como acompañante de la pena de prisión, y en tal caso, cada tipo penal 

consagrará su monto, que nunca será superior a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Igualmente puede aparecer en la modalidad progresiva de unidad multa, caso en el cual el respectivo tipo penal sólo hará 
mención a ella. 

 
2. Unidad multa. La unidad multa será de: 
 
1. Primer grado. Una unidad multa equivale a un (1) salario mínimo legal mensual. La multa oscilará entre una y diez (10) 

unidades multa. 
 	 En el primer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, en el último año, hasta diez (10) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes. 

 2. Segundo grado. Una unidad multa equivale a diez (10) salarios mínimos legales mensuales. La multa oscilará entre una y 
diez (10) unidades multa. 

 	 En el segundo grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, en el último año, superiores a diez (10) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes y hasta cincuenta (50). 

 
3. Tercer grado. Una unidad multa equivale a cien (100) salarios mínimos legales mensuales. La multa oscilará entre una y 

diez (10) unidades multa. 
 	 En el tercer grado estarán ubicados quienes hayan percibido ingresos promedio, en el último año, superiores a cincuenta 

(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
	 La unidad multa se duplicará en aquellos casos en que la persona haya sido condenada por delito doloso o preterintencional 

dentro de los diez (10) años anteriores. 

3. Determinación. La cuantía de la multa será fijada en forma motivada por el Juez teniendo en cuenta el daño causado 
con la infracción, la intensidad de la culpabilidad, el valor del objeto del delito o el beneficio reportado por el mismo, la 
situación económica del condenado deducida de su patrimonio, ingresos, obligaciones y cargas familiares, y las demás 
circunstancias que indiquen su posibilidad de pagar. 

4. Acumulación. En caso de concurso de conductas punibles o acumulación de penas, las multas correspondientes a cada una 
de las infracciones se sumarán, pero el total no podrá exceder del máximo fijado en este artículo para cada clase de multa. 

 
5. Pago. La unidad multa deberá pagarse de manera íntegra e inmediata una vez que la respectiva sentencia haya quedado 

en firme, a menos que se acuda a alguno de los mecanismos sustitutivos que a continuación se contemplan.  

6. Amortización a plazos. Al imponer la multa, o posteriormente, podrá el Juez, previa demostración por parte del penado de 
su incapacidad material para sufragar la pena en un único e inmediato acto, señalar plazos para el pago, o autorizarlo por 
cuotas dentro de un término no superior a dos (2) años. 

La multa podrá fraccionarse en cuotas cuyo número no podrá exceder de veinticuatro (24), con períodos de pago no inferiores 
a un mes. 

7. Amortización mediante trabajo. Acreditada la imposibilidad de pago podrá también el Juez autorizar, previa conformidad del 
penado, la amortización total o parcial de la multa mediante trabajos no remunerados en asunto de inequívoca naturaleza 
e interés estatal o social. 

 	 Una unidad multa equivale a quince (15) días de trabajo. 
 
Los trabajos le obligan a prestar su contribución no remunerada en determinadas actividades de utilidad pública o social. 
 
Estos trabajos no podrán imponerse sin el consentimiento del penado y su ejecución se ceñirá a las siguientes condiciones: 
 
1. Su duración diaria no podrá exceder de ocho (8) horas. 
 
2. Se preservará en su ejecución la dignidad del penado. 
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3. Se podrán prestar a la Administración, a entidades públicas, o asociaciones de interés social. Para facilitar su prestación la 
Administración podrá establecer convenios con entidades que desarrollen objetivos de claro interés social o comunitario. 
Se preferirá el trabajo a realizar en establecimientos penitenciarios.

 
4. Su ejecución se desarrollará bajo el control del juez o tribunal sentenciador, o del juez de ejecución de penas en su caso, 

despachos que para el efecto podrán requerir informes sobre el desempeño del trabajo a la administración o a la entidad 
o asociación en que se presten los servicios. 

 
5. Gozará de la protección dispensada a los sentenciados por la legislación penitenciaria en materia de seguridad social. 
 
6. Su prestación no se podrá supeditar al logro de intereses económicos. 
 
Las disposiciones de la Ley Penitenciaria se aplicarán supletoriamente en lo no previsto en este Código. 
 
En los eventos donde se admite la amortización de la multa por los sistemas de plazos o trabajo, el condenado suscribirá acta 
de compromiso donde se detallen las condiciones impuestas por el Juez. 

 
Artículo 47. El artículo 454 de la Ley 599 quedará así: 

Artículo 454. Fraude a resolución judicial o administrativa de policía. El que por cualquier medio se sustraiga al 
cumplimiento de obligación impuesta en resolución judicial o administrativa de policía, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro 
(4) años y multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

			   CAPÍTULO II 

Medidas de procedimiento penal para garantizar la seguridad ciudadana 
 

Artículo 48. De la función de control de garantías. El artículo 39 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 39. De la función de control de garantías. La función de control de garantías será ejercida por cualquier juez penal 
municipal. El juez que ejerza el control de garantías quedará impedido para ejercer la función del conocimiento del mismo 
caso en su fondo. 

Cuando el acto sobre el cual deba ejercerse la función de control de garantías corresponda a un asunto que por competencia 
esté asignado a juez penal municipal, o concurra causal de impedimento y sólo exista un funcionario de dicha especialidad en 
el respectivo municipio, la función de control de garantías deberá ejercerla otro juez municipal del mismo lugar sin importar 
su especialidad o, a falta de este, el del municipio más próximo. 
 
Parágrafo 1°. En los casos que conozca la Corte Suprema de Justicia, la función de Juez de Control de Garantías será ejercida 
por un Magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá. 
 
Parágrafo 2°. Cuando el lugar donde se cometió el hecho pertenezca a un circuito en el que haya cuatro o más jueces 
municipales, un número determinado y proporcional de jueces ejercerán exclusivamente la función de control de garantías, de 
acuerdo con la distribución y organización dispuesta por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura o de los 
respectivos Consejos Seccionales de la Judicatura, previo estudio de los factores que para el asunto se deban tener en cuenta. 
 
Parágrafo 3°. Habrá jueces de garantías ambulantes que actúen en los sitios donde sólo existe un juez municipal o cuando 
se trate de un lugar en el que el traslado de las partes e intervinientes se dificulte por razones de transporte, distancia, fuerza 
mayor o en casos adelantados por la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación o en los que 
exista problemas de seguridad de los funcionarios. 
 
La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura o los respectivos Consejos Seccionales de la Judicatura, 
autorizará, previo estudio de los factores que para el asunto se deban tener en cuenta, su desplazamiento y su seguridad. 
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Artículo 49. El artículo 175 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 175. Duración de los procedimientos. El término de que dispone la Fiscalía para formular la acusación o solicitar 
la preclusión no podrá exceder de noventa (90) días contados desde el día siguiente a la formulación de la imputación, salvo 
lo previsto en el artículo 294 de este código. 

El término será de ciento veinte (120) días cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados 
o cuando se trate de delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados. 
 
La audiencia preparatoria deberá realizarse por el juez de conocimiento a más tardar dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la audiencia de formulación de acusación. 
La audiencia del juicio oral deberá iniciarse dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la conclusión de la audiencia 
preparatoria. 
 
Parágrafo. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para 
formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se 
presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean 
de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años.

Artículo 50. El artículo 225 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 225. Reglas particulares para el diligenciamiento de la orden de registro y allanamiento. Durante la diligencia 
de registro y allanamiento la Policía Judicial deberá: 

1. El registro se adelantará exclusivamente en los lugares autorizados y, en el evento de encontrar nuevas evidencias de 
la comisión de los delitos investigados, podrá extenderse a otros lugares, incluidos los que puedan encuadrarse en las 
situaciones de flagrancia. 

2. Se garantizará la menor restricción posible de los derechos de las personas afectadas con el registro y allanamiento, por 
lo que los bienes incautados se limitarán a los señalados en la orden, salvo que medien circunstancias de flagrancia o que 
aparezcan elementos materiales probatorios y evidencia física relacionados con otro delito. 

3. Se levantará un acta que resuma la diligencia en la que se hará indicación expresa de los lugares registrados, de los 
objetos ocupados o incautados y de las personas capturadas. Además, se deberá señalar si hubo oposición por parte de los 
afectados y, en el evento de existir medidas preventivas policivas, se hará mención detallada de la naturaleza de la reacción 
y las consecuencias de ella. 

 
4. El acta será leída a las personas que aleguen haber sido afectadas por el registro y allanamiento y se les solicitará que 

firmen si están de acuerdo con su contenido. En caso de existir discrepancias con lo anotado, deberán dejarse todas las 
precisiones solicitadas por los interesados y, si después de esto, se negaren a firmar, el funcionario de la policía judicial 
responsable del operativo, bajo juramento, dejará expresa constancia de ello. 

 
Parágrafo. Si el procedimiento se lleva a cabo entre las 6:00 p. m. y las 6 a. m., deberá contar con el acompañamiento de la 
Procuraduría General de la Nación, quien garantizará la presencia de sus delegados en dichas diligencias; en ningún caso se 
suspenderá el procedimiento por ausencia de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Artículo 51. Excepciones al requisito de la orden escrita de la Fiscalía General de la Nación para proceder al 
registro y allanamiento. El artículo 230 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 230. Excepciones al requisito de la orden escrita de la Fiscalía General de la Nación para proceder al 
registro y allanamiento. Excepcionalmente podrá omitirse la obtención de la orden escrita de la Fiscalía General de la Nación 
para que la Policía Judicial pueda adelantar un registro y allanamiento, cuando: 

1. Medie consentimiento expreso del propietario o simple tenedor del bien objeto del registro, o de quien tenga interés por ser 
afectado durante el procedimiento. En esta eventualidad, no se considerará como suficiente la mera ausencia de objeciones 
por parte del interesado, sino que deberá acreditarse la libertad del afectado al manifestar la autorización para el registro. 
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En todo caso, la Fiscalía deberá someter a control posterior de legalidad esta diligencia. 
 
2. No exista una expectativa razonable de intimidad que justifique el requisito de la orden. En esta eventualidad, se considera 

que no existe dicha expectativa cuando el objeto se encuentra en campo abierto, a plena vista, o cuando se encuentra 
abandonado. 

 
3. Se trate de situaciones de emergencia tales como incendio, explosión, inundación u otra clase de estragos que pongan en 

peligro la vida o la propiedad, o en situaciones de riesgo inminente de la salud, la vida o integridad personal o sexual de 
un menor de edad. 

 
En caso de los anteriores numerales la Fiscalía deberá someter a control posterior de legalidad esta diligencia en los términos 
del artículo 237 de este código. 
 
Artículo 52. Interceptación de comunicaciones. El artículo 235 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 235. Interceptación de comunicaciones. El fiscal podrá ordenar, con el objeto de buscar elementos materiales 
probatorios, evidencia física, búsqueda y ubicación de imputados, indiciados o condenados, que se intercepten mediante 
grabación magnetofónica o similares las comunicaciones que se cursen por cualquier red de comunicaciones, en donde curse 
información o haya interés para los fines de la actuación. En este sentido, las autoridades competentes serán las encargadas 
de la operación técnica de la respectiva interceptación así como del procesamiento de la misma. Tienen la obligación de 
realizarla inmediatamente después de la notificación de la orden y todos los costos serán a cargo de la autoridad que ejecute 
la interceptación. 
En todo caso, deberá fundamentarse por escrito. Las personas que participen en estas diligencias se obligan a guardar la 
debida reserva. 
 
Por ningún motivo se podrán interceptar las comunicaciones del defensor. 
 
La orden tendrá una vigencia máxima de seis (6) meses, pero podrá prorrogarse, a juicio del fiscal, subsisten los motivos 
fundados que la originaron. 

La orden del fiscal de prorrogar la interceptación de comunicaciones y similares deberá someterse al control previo de 
legalidad por parte del Juez de Control de Garantías. 

Artículo 53. Recuperación de producto de la transmisión de datos a través de las redes de comunicaciones. 
El artículo 236 de la Ley 906 quedará así: 

Artículo 236. Recuperación de información producto de la transmisión de datos a través de las redes de 
comunicaciones. Cuando el fiscal tenga motivos razonablemente fundados, de acuerdo con los medios cognoscitivos 
previstos en este código, para inferir que el indiciado o imputado está transmitiendo o manipulando datos a través de las redes 
de telecomunicaciones, ordenará a policía judicial la retención, aprehensión o recuperación de dicha información, equipos 
terminales, dispositivos o servidores que pueda haber utilizado cualquier medio de almacenamiento físico o virtual, análogo o 
digital, para que expertos en informática forense, descubran, recojan, analicen y custodien la información que recuperen; lo 
anterior con el fin de obtener elementos materiales probatorios y evidencia física o realizar la captura del indiciado, imputado 
o condenado. 
En estos casos serán aplicables analógicamente, según la naturaleza de este acto, los criterios establecidos para los registros 
y allanamientos. 
 
La aprehensión de que trata este artículo se limitará exclusivamente al tiempo necesario para la captura de la información en 
él contenida. Inmediatamente se devolverán los equipos incautados, de ser el caso. 
 
Artículo 54. Vigilancia y seguimiento de personas. Vigilancia y seguimiento de personas. El artículo 239 de la Ley 
906 de 2004 quedará así: 

Artículo 239. Vigilancia y seguimiento de personas. Sin perjuicio de los procedimientos preventivos que adelanta la fuerza 
pública, en cumplimiento de su deber constitucional, el fiscal que tuviere motivos razonablemente fundados, de acuerdo con 
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los medios cognoscitivos previstos en este código, para inferir que el indiciado o el imputado pudiere conducirlo a conseguir 
información útil para la investigación que se adelanta, podrá disponer que se someta a seguimiento pasivo, por tiempo 
determinado, por parte de la Policía Judicial. Si en el lapso de un (1) año no se obtuviere resultado alguno, se cancelará la 
orden de vigilancia, sin perjuicio de que vuelva a expedirse, si surgieren nuevos motivos. 

En la ejecución de la vigilancia se empleará cualquier medio que la técnica aconseje. En consecuencia, se podrán tomar 
fotografías, filmar videos y, en general, realizar todas las actividades relacionadas que permitan recaudar información 
relevante a fin de identificar o individualizar los autores o partícipes, las personas que lo frecuentan, los lugares adonde asiste 
y aspectos similares, cuidando de no afectar la expectativa razonable de la intimidad del indiciado o imputado o de terceros. 
 
En todo caso se surtirá la autorización del Juez de Control de Garantías para la determinación de su legalidad formal y 
material, dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a la expedición de la orden por parte de la Fiscalía General. Vencido 
el término de la orden de vigilancia u obtenida la información útil para la investigación el fiscal comparecerá ante el Juez de 
Control de Garantías, para que realice la audiencia de revisión de legalidad sobre lo actuado. 
 
Parágrafo. La autoridad que recaude la información no podrá alterar ninguno de los medios técnicos anteriores, ni tampoco 
hacer interpretaciones de los mismos. 

Artículo 55. Vencimiento del término. El artículo 294 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 294. Vencimiento del término. Vencido el término previsto en el artículo 175 el fiscal deberá solicitar la preclusión 
o formular la acusación ante el juez de conocimiento. 
De no hacerlo, perderá competencia para seguir actuando de lo cual informará inmediatamente a su respectivo superior. 
 
En este evento el superior designará un nuevo fiscal quien deberá adoptar la decisión que corresponda en el término de 
sesenta (60) días, contados a partir del momento en que se le asigne el caso. El término será de noventa (90) días cuando se 
presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados o cuando el juzgamiento de alguno de los delitos sea 
de competencia de los jueces penales del circuito especializado. 
 
Vencido el plazo, si la situación permanece sin definición el imputado quedará en libertad inmediata, y la defensa o el 
Ministerio Público solicitarán la preclusión al Juez de Conocimiento. 

Artículo 56. Contenido y vigencia. El artículo 298 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 298. Contenido y vigencia. El mandamiento escrito expedido por el juez correspondiente indicará de forma clara y 
sucinta los motivos de la captura, el nombre y los datos que permitan individualizar al indiciado o imputado, cuya captura se 
ordena, el delito que provisionalmente se señale, la fecha de los hechos y el fiscal que dirige la investigación. 
 
La orden de captura tendrá una vigencia máxima de un (1) año, pero podrá prorrogarse tantas veces como resulte necesario, 
a petición del fiscal correspondiente, quien estará obligado a comunicar la prórroga al organismo de Policía Judicial encargado 
de hacerla efectiva. 
 
La Policía Judicial puede divulgar a través de los medios de comunicación las órdenes de captura. 
 
De la misma forma el juez determinará si la orden podrá ser difundida por las autoridades de policía en los medios de 
comunicación, durante su vigencia. 
 
Parágrafo. La persona capturada en cumplimiento de orden judicial será puesta a disposición de un Juez de Control de 
Garantías en el plazo máximo de treinta y seis (36) horas para que efectúe la audiencia de control de legalidad, ordene la 
cancelación de la orden de captura y disponga lo pertinente con relación al aprehendido. Lo aquí dispuesto no se aplicará 
en los casos en que el capturado es aprehendido para el cumplimiento de la sentencia, caso en el cual será dispuesto a 
disposición del juez de conocimiento que profirió la sentencia. 
 
Parágrafo 2°. Cuando existan motivos razonables para sospechar que una nave está siendo utilizada para el tráfico ilícito de 
estupefacientes y sustancias sicotrópicas, los miembros uniformados de la Armada Nacional deberán aplicar el procedimiento 
de interdicción marítima y conducir inmediatamente la nave y las personas que estén a bordo al puerto para que se verifique 
el carácter ilícito de las sustancias transportadas. En este caso, el término señalado en el parágrafo anterior se contará a partir 
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del momento en el cual se verifique que las sustancias transportadas son ilícitas en el puerto, siempre y cuando se cumpla el 
procedimiento de interdicción marítima y se hayan respetado los derechos fundamentales de los involucrados. 

Artículo 57. Flagrancia. El artículo 301 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 301. Flagrancia. Se entiende que hay flagrancia cuando: 
 

1. La persona es sorprendida y aprehendida durante la comisión del delito. 

2. La persona es sorprendida o individualizada durante la comisión del delito y aprehendida inmediatamente después por 
persecución o cuando fuere señalado por la víctima u otra persona como autor o cómplice del delito inmediatamente 
después de su perpetración. 

 
3. La persona es sorprendida y capturada con objetos, instrumentos o huellas, de los cuales aparezca fundadamente que 

acaba de cometer un delito o de haber participado en él. 

 4. La persona es sorprendida o individualizada en la comisión de un delito en un sitio abierto al público a través de la 
grabación de un dispositivo de video y aprehendida inmediatamente después. 

 
La misma regla operará si la grabación del dispositivo de video se realiza en un lugar privado con consentimiento de la persona 

o personas que residan en el mismo. 
 
5. La persona se encuentre en un vehículo utilizado momentos antes para huir del lugar de la comisión de un delito, salvo que 

aparezca fundadamente que el sujeto no tenga conocimiento de la conducta punible. 

 
Parágrafo. La persona que incurra en las causales anteriores sólo tendrá ¼ del beneficio de que trata el artículo 351 de la 
Ley 906 de 2004. 
 
Artículo 58. Formalización de la reclusión. El artículo 304 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 304. Formalización de la reclusión. Cuando el capturado deba privarse de la libertad, una vez se imponga la 
medida de aseguramiento o la sentencia condenatoria, el funcionario judicial a cuyas órdenes se encuentre lo entregará 
inmediatamente en custodia al INPEC o a la autoridad del establecimiento de reclusión que corresponda, para efectuar el 
ingreso y registro al Sistema Penitenciario y Carcelario. Antes de los momentos procesales indicados el capturado estará bajo 
la responsabilidad del organismo que efectuó la aprehensión. 
 
La remisión expresará el motivo, la fecha y la hora de la captura. 
 
En caso de que el capturado haya sido conducido a un establecimiento carcelario sin la orden correspondiente, el director la 
solicitará al funcionario que ordenó su captura. Si transcurridas treinta y seis (36) horas desde el momento de la captura no 
se ha satisfecho este requisito, será puesto inmediatamente en libertad. 
De igual forma deberá cumplirse con carácter inmediato la comunicación al funcionario judicial cuando por cualquier motivo 
pierda vigencia la privación de la libertad, so pena de incurrir en las sanciones previstas en la ley. 
 
La custodia referida incluye los traslados, remisiones, desarrollo de audiencias y demás diligencias judiciales a que haya lugar. 
 
Parágrafo. El Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, INPEC, ordenará el traslado de cualquier imputado 
afectado con medida de aseguramiento, consistente en detención preventiva, cuando así lo aconsejen razones de seguridad 
nacional, orden público, seguridad penitenciaria, descongestión carcelaria, prevención de actividades delincuenciales, intentos 
de fuga, o seguridad del detenido o de cualquier otro interno.
 
En estos eventos, el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario – INPEC, informará del traslado al Juez de 
Control de Garantías y al Juez de Conocimiento cuando este hubiere adquirido competencia. El Instituto Nacional Penitenciario 
y Carcelario – INPEC– está obligado a garantizar la comparecencia del imputado o acusado ante el Juez que lo requiera, 
mediante su traslado físico o medios electrónicos. 
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Artículo 59. Solicitud de imposición de medida de aseguramiento. El artículo 306 de la Ley 906 de 2004 
quedará así: 

Artículo 306. Solicitud de imposición de medida de aseguramiento. El fiscal solicitará al Juez de Control de Garantías 
imponer medida de aseguramiento, indicando la persona, el delito, los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la 
medida y su urgencia, los cuales se evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia pertinente. 
 
Escuchados los argumentos del fiscal, el ministerio público, la víctima o su apoderado y la defensa, el juez emitirá su 
decisión. 
La presencia del defensor constituye requisito de validez de la respectiva audiencia. 

La víctima o su apoderado podrán solicitar al Juez de Control de Garantías, la imposición de la medida de aseguramiento, en 
los eventos en que esta no sea solicitada por el fiscal. 
En dicho caso, el Juez valorará los motivos que sustentan la no solicitud de la medida por parte del Fiscal, para determinar 
la viabilidad de su imposición. 
 
Artículo 60. Procedencia de la detención preventiva. El artículo 313 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 313. Procedencia de la detención preventiva. Satisfechos los requisitos señalados en el artículo 308, procederá 
la detención preventiva en establecimiento carcelario, en los siguientes casos: 

 
1. En los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados. 
 
2. En los delitos investigables de oficio, cuando el mínimo de la pena prevista por la ley sea o exceda de cuatro (4) años. 
 
3. En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro II del Código Penal, cuando la defraudación sobrepase la cuantía de 

ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
4. Cuando la persona haya sido capturada por conducta constitutiva de delito o contravención, dentro del lapso de los tres 

años anteriores, contados a partir de la nueva captura o imputación, siempre que no se haya producido la preclusión o 
absolución en el caso precedente. 

 
Artículo 61. Causales de libertad. El artículo 317 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 317. Causales de libertad. Las medidas de aseguramiento indicadas en los anteriores artículos tendrán vigencia 
durante toda la actuación. La libertad del imputado o acusado se cumplirá de inmediato y solo procederá en los siguientes 
eventos: 

 
1. Cuando se haya cumplido la pena según la determinación anticipada que para este efecto se haga, o se haya decretado la 

preclusión, o se haya absuelto al acusado. 
 
2. Como consecuencia de la aplicación del Principio de Oportunidad. 
 
3. Como consecuencia de las cláusulas del acuerdo cuando haya sido aceptado por el Juez de Conocimiento. 
 
4. Cuando transcurridos sesenta (60) días contados a partir de la fecha de la formulación de imputación no se hubiere 

presentado el escrito de acusación o solicitado la preclusión, conforme a lo dispuesto en el artículo 294. El término será de 
noventa (90) días cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. 

5. Cuando transcurridos ciento veinte (120) días contados a partir de la fecha de la formulación de la acusación, no se haya 
dado inicio a la audiencia de juzgamiento. 

 
Parágrafo 1°. En los numerales 4 y 5 se restablecerán los términos cuando hubiere improbación de la aceptación de cargos, 
de los preacuerdos o de la aplicación del principio de oportunidad. No habrá lugar a la libertad cuando la audiencia de juicio 
oral no se haya podido iniciar por maniobras dilatorias del imputado o acusado, o de su defensor, ni cuando la audiencia no 
se hubiere podido iniciar por causa razonable fundada en hechos externos y objetivos de fuerza mayor, ajenos al juez o a la 
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administración de justicia. En todo caso, la audiencia se iniciará cuando haya desparecido dicha causa y a más tardar en un 
plazo no superior a la mitad del término establecido por el legislador en el numeral 5 del artículo 317 de la Ley 599 de 2000. 
 
Los términos previstos en los numerales 4 y 5 se contabilizarán en forma ininterrumpida. 

Parágrafo 2°. En los procesos que conocen los jueces penales de los circuitos especializados, para que proceda la libertad 
provisional, los términos previstos en los numerales 4 y 5 de este artículo se duplicarán. 

Artículo 62. Documentos procedentes del extranjero. El artículo 427 de la Ley 906 de 2004 tendrá un segundo 
inciso, el cual quedará así: 

Artículo 427. Documentos procedentes del extranjero. Los documentos debidamente apostillados pueden ser ingresados 
por uno de los investigadores que participaron en el caso o por el investigador que recolectó o recibió el elemento material 
probatorio. 

Artículo 63. Presentación de documentos. El artículo 429 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 429. Presentación de documentos. El documento podrá presentarse en original, o en copia autenticada, cuando 
lo primero no fuese posible o causare grave perjuicio a su poseedor. 
El documento podrá ser ingresado por uno de los investigadores que participaron en el caso o por el investigador que recolectó 
o recibió el elemento material probatorio o evidencia física. 
 
Artículo 64. Principio general. El artículo 484 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 484. Principio general. Las autoridades investigativas y judiciales dispondrán lo pertinente para cumplir con los 
requerimientos de cooperación internacional, por conducto del Ministerio de Relaciones Exteriores, que les sean solicitados de 
conformidad con la Constitución Política, los instrumentos internacionales y leyes que regulen la materia. 
 
Parágrafo. El requerimiento de una persona, mediante notificación roja, a través de los canales de la Organización Internacional 
de Policía Criminal, Interpol, tendrá eficacia en el territorio colombiano. En tales eventos la persona retenida será puesta a 
disposición del despacho del Fiscal General de la Nación, en forma inmediata. 
 
Artículo 65. El artículo 24 de la Ley 1142 de 2007, que modificó el artículo 310 de la Ley 906 de 2004, quedará así: 

Artículo 24. Peligro para la comunidad. Para estimar si la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de 
la comunidad será suficiente la gravedad y modalidad de la conducta punible, además de los fines constitucionales de la 
detención preventiva. Sin embargo, de acuerdo con el caso, el juez podrá valorar adicionalmente alguna de las siguientes 
circunstancias: 

1. La continuación de la actividad delictiva o su probable vinculación con organizaciones criminales. 
 
2. El número de delitos que se le imputan y la naturaleza de los mismos. 

3. El hecho de estar acusado, o de encontrarse sujeto a alguna medida de aseguramiento, o de estar disfrutando un mecanismo 
sustitutivo de la pena privativa de la libertad, por delito doloso o preterintencional. 

4. La existencia de sentencias condenatorias vigentes por delito doloso o preterintencional. 
 
5. Cuando se utilicen armas de fuego o armas blancas. 
 
6. Cuando se utilicen medios motorizados para la comisión de la conducta punible o para perfeccionar su comisión, salvo en 

el caso de accidentes de tránsito. 
 
7. Cuando el punible sea por abuso sexual con menor de 14 años. 
 
8. Cuando hagan parte o pertenezcan a un grupo de delincuencia organizada. 
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Artículo 66. Protección de la información de testigos. La Ley 906 de 2004 tendrá un artículo 212A, el cual 
quedará así: 

Artículo 212A. Protección de testigos en la etapa de indagación e investigación. Sin perjuicio de las reglas generales 
sobre protección a los testigos contempladas en el Código de Procedimiento Penal, si en la etapa de indagación e 
investigación la Fiscalía estimare, por las circunstancias del caso, que existe un riesgo cierto para la vida o la integridad 
física de un testigo o de un perito, de su cónyuge, compañero permanente, o de sus parientes hasta en el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, dispondrá las medidas especiales de protección que resulten adecuadas 
para proteger la identidad de los que intervengan en el procedimiento: 

a) Que no conste en los registros de las diligencias su profesión u oficio, domicilio o lugar de trabajo los de sus parientes, 
cónyuge o compañero permanente; 
 
b) Que su domicilio sea fijado, para notificaciones y citaciones, en la sede de la Fiscalía, debiendo el órgano interviniente 

hacerlas llegar reservadamente a su destinatario. 

Artículo 67. Protección de la imagen de los testigos. La Ley 906 de 2004 tendrá un artículo 152A, el cual 
quedará así: 

Artículo 152A. En aras de garantizar la vida e integridad personal de los testigos, el juez o tribunal podrá decretar la 
prohibición de que sean fotografiados, o se capte su imagen a través de cualquier otro medio. 
 
Artículo 68. El artículo 16 de la Ley 1142 que modificó el artículo 237 de la Ley 906 quedará así: 

Artículo 237. Audiencia de control de legalidad posterior. Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes al recibimiento 
del informe de Policía Judicial sobre las diligencias de las órdenes de registro y allanamiento, retención de correspondencia, 
interceptación de comunicaciones o recuperación de información producto de la transmisión de datos a través de las redes 
de comunicaciones, el fiscal comparecerá ante el Juez de Control de Garantías, para que realice la audiencia de revisión de 
legalidad sobre lo actuado. 
 
Durante el trámite de la audiencia podrán asistir, además del fiscal, los funcionarios de la Policía Judicial y los testigos o peritos 
que prestaron declaraciones juradas con el fin de obtener la orden respectiva, o que intervinieron en la diligencia. 
El juez podrá, si lo estima conveniente, interrogar directamente a los comparecientes y, después de escuchar los argumentos 
del fiscal, decidirá de plano sobre la validez del procedimiento. 
 
Parágrafo. Si el cumplimiento de la orden ocurrió luego de formulada la imputación, se deberá citar a la audiencia de control 
de legalidad al imputado y a su defensor para que, si lo desean, puedan realizar el contradictorio. En este último evento, se 
aplicarán analógicamente, de acuerdo con la naturaleza del acto, las reglas previstas para la audiencia preliminar. 
 
Artículo 69. Procedimiento en caso de aceptación de la imputación. El artículo 293 de la Ley 906 de 2004 
quedará así: 

Artículo 293. Procedimiento en caso de aceptación de la imputación. Si el imputado, por iniciativa propia o por 
acuerdo con la Fiscalía acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación. La Fiscalía 
adjuntará el escrito que contiene la imputación o acuerdo que será enviado al Juez de conocimiento. Examinado por 
el juez de conocimiento el acuerdo para determinar que es voluntario, libre y espontáneo, procederá a aceptarlo sin 
que a partir de entonces sea posible la retractación de alguno de los intervinientes, y convocará a audiencia para la 
individualización de la pena y sentencia. 

Parágrafo. La retractación por parte de los imputados que acepten cargos será válida en cualquier momento, siempre y 
cuando se demuestre por parte de estos que se vicio su consentimiento o que se violaron sus garantías fundamentales. 
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Artículo 70. El artículo 500 de la Ley 906 de 2004 tendrá un quinto inciso, el cual quedará así: 

Parágrafo 1°. Extradición Simplificada. La persona requerida en extradición, con la coadyuvancia de su defensor y del 
Ministerio Público podrá renunciar al procedimiento previsto en este artículo y solicitar a la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia de plano el correspondiente concepto, a lo cual procederá dentro de los veinte (20) días siguientes si se 
cumplen los presupuestos para hacerlo. 

Parágrafo 2°. Esta misma facultad opera respecto al trámite de extradición previsto en la Ley 600 de 2000. 
 

Artículo 71. Solicitud de cambio. El artículo 47 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 47. Solicitud de cambio. Antes de iniciarse la audiencia del juicio oral, las partes o el Ministerio Público, oralmente 
o por escrito, podrán solicitar el cambio de radicación ante el juez que esté conociendo del proceso, quien informará al 
superior competente para decidir. El juez que esté conociendo de la actuación también podrá solicitar el cambio de radicación 
ante el funcionario competente para resolverla. 
Parágrafo. El Gobierno Nacional podrá solicitar el cambio de radicación por razones de orden público, de interés general, de 
seguridad nacional o de seguridad de los intervinientes, en especial de las víctimas, o de los servidores públicos y testigos, 
así como por directrices de política criminal. 
 
Los cambios de radicación solicitados por el Gobierno Nacional, serán presentados ante la Sala Penal de la Corte Suprema 
de Justicia, quien resolverá de plano la solicitud. Contra la providencia que resuelva la solicitud de cambio de radicación no 
procede recurso alguno. 
 

Lo previsto en este artículo también se aplicará a los procesos que se tramitan bajo la Ley 600 de 2000. 
 

 
CAPÍTULO III 

Medidas para garantizar la seguridad ciudadana relacionadas con la extinción de dominio 
 

Artículo 72. Causales de la acción de extinción del dominio. El artículo 2° de la Ley 793 de 2002 quedará así:
 
Artículo 2°. Causales. Se declarará extinguido el dominio mediante sentencia judicial, cuando ocurriere cualquiera de los 
siguientes casos: 

1. Cuando exista incremento patrimonial injustificado, en cualquier tiempo, sin que se explique el origen lícito del mismo. 

2. Cuando el bien o los bienes de que se trate provengan directa o indirectamente de una actividad ilícita. 
 

3. Cuando los bienes de que se trate hayan sido utilizados como medio o instrumento para la comisión de actividades ilícitas, 
sean destinadas a estas o correspondan al objeto del delito. 

 
4. Cuando los bienes o recursos de que se trate provengan de la enajenación o permute de otros que tengan su origen, 

directa o indirectamente, en actividades ilícitas, o que hayan sido destinados a actividades ilícitas o sean producto, efecto, 
instrumento u objeto del ilícito. 

 
5. Cuando los bienes de que se trate tengan origen licito, pero hayan sido mezclados, integrados o confundidos con recursos 

de origen ilícito. Se exceptúan los títulos depositados en los Depósitos Descentralizados de Valores, siempre y cuando 
los tenedores de esos títulos cumplan satisfactoriamente las normas en materia de prevención del lavado de activos y 
financiación del terrorismo que le sean exigibles. 

 
Parágrafo 1°. El afectado deberá probar a través de los medios idóneos, los fundamentos de su oposición y el origen lícito 
de los bienes. 
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Parágrafo 2°. Las actividades ilícitas a las que se refiere el presente artículo son: 

1. El delito de enriquecimiento ilícito. 
 
2. Las conductas cometidas, en perjuicio del Tesoro Público y que correspondan a los delitos de peculado, interés ilícito en la 

celebración de contratos, de contratos celebrados sin requisitos legales, emisión ilegal de moneda o de efectos o valores 
equiparados a moneda; ejercicio ilícito de actividades monopolísticas o de arbitrio rentístico; hurto sobre efectos y enseres 
destinados a seguridad y defensa nacionales; delitos contra el patrimonio que recaigan sobre bienes del Estado; utilización 
indebida de información privilegiada; utilización de asuntos sometidos a secreto o reserva. 

 3. Las que impliquen grave deterioro de la moral social. Para los fines de esta norma, se entiende que son actividades que 
causan deterioro a la moral social, las que atenten contra la salud pública, el orden económico y social, los recursos naturales 
y el medio ambiente, la seguridad pública, la administración pública, el régimen constitucional y legal, el secuestro, el 
secuestro extorsivo, la extorsión, el proxenetismo, la trata de personas y el tráfico de inmigrantes.

Artículo 73. El inciso 2° del artículo 3° de la Ley 793 de 2002 quedará así: 

Cuando no resultare posible ubicar o extinguir el dominio de los bienes determinados sobre los cuales verse la extinción 
del dominio, porque estos hayan sido enajenados, destruidos, ocultados o permutados, el Fiscal deberá identificar 
bienes lícitos de propiedad del accionado y presentarlos al Juez, para que declare extinguido el dominio, sobre bienes 
y valores equivalentes. Lo anterior no podrá interpretarse en perjuicio de los terceros de buena fe exentos de culpa. 
 
Artículo 74. El artículo 5° de la Ley 793 de 2002 quedará así: 

Artículo 5°. Iniciación de la acción. La acción deberá ser iniciada de oficio por la Fiscalía General de la Nación o a solicitud 
de cualquier persona, cuando se considere que existe la probabilidad de que concurra alguna de las causales previstas en 
el artículo 2° de la presente ley. También se iniciará la acción de extinción de dominio cuando los bienes o recursos de que 
se trate hubieren sido afectados dentro de un proceso penal, y el origen de tales bienes, su utilización o destinación ilícita no 
hayan sido objeto de investigación o habiéndolo sido no se hubiese tomado sobre ellos, por cualquier causa, una decisión 
definitiva. 
 
La Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República, la Fuerza Pública, la Dirección Nacional de 
Estupefacientes, cualquier institución pública, o cualquier persona natural o jurídica, deberá informar a la Fiscalía General de 
la Nación, sobre la existencia de bienes que puedan ser objeto de la acción de extinción de dominio. El incumplimiento de este 
deber por parte de un servidor público constituirá falta disciplinaria. Los organismos internacionales, habilitados para el efecto 
por un tratado o convenio de colaboración recíproca celebrado con el Gobierno de Colombia, podrán dar noticia de ello, para 
el inicio de la acción de extinción de dominio. 
Parágrafo 1°. La Dirección Nacional de Estupefacientes desde la fase inicial podrá intervenir como parte dentro del proceso 
de extinción de dominio. Estará facultada para aportar y solicitar la práctica de pruebas dirigidas a demostrar la existencia 
de cualquiera de las causales previstas en el artículo 2° de la presente ley, la identificación de los bienes o la de bienes 
equivalentes, solicitar medidas cautelares sobre estos, impugnar las decisiones, que se profieran en el trámite de extinción 
de dominio, así como impugnar la providencia que no reconozca el abandono de los bienes a favor del Estado, cuando a ello 
hubiere lugar. 
 
Parágrafo 2°. En cualquier momento del proceso en que aparezca plenamente comprobado que no se estructura alguna de las 
causales invocadas, o que se incurrió en un error en la descripción del bien, o que la acción no puede iniciarse o proseguirse, 
el operador judicial que lo advierta, decretará de manera extraordinaria la improcedencia de la acción. Esta decisión deberá 
ser consultada. 
 
Artículo 75. El artículo 6° de la Ley 793 de 2002, quedará así: 

Artículo 6°. Retribución. El particular que denuncie de manera eficaz, o que en forma efectiva contribuya a la obtención de 
evidencia para la declaratoria de extinción de dominio, o las aporte, recibirá una retribución de hasta el 5% del producto que 
el Estado obtenga por la liquidación y venta de tales bienes, o del valor comercial de los mismos cuando el Estado los retuviere 
para cualquiera de sus órganos o dependencias. Esta tasación la hará el juez en la sentencia, de oficio, o a petición del fiscal, 
teniendo en cuenta la efectividad de tal colaboración. 
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La denuncia por la cual se pretenda una retribución, se tramitará en cuaderno separado de la actuación principal y estará 
sometida a reserva. De igual manera será reservado el acto administrativo a través del cual la Dirección Nacional de 
Estupefacientes pague la retribución ordenada por el juez. 

Artículo 76. El artículo 7° de la Ley 793 de 2002 quedará así: 

Artículo 7°. Normas aplicables. La acción de extinción se sujetará exclusivamente a las disposiciones de la presente ley 
y, sólo para llenar sus vacíos, se aplicarán las reglas del Código de Procedimiento Civil, en su orden. En ningún caso podrá 
alegarse prejudicialidad para impedir que se profiera sentencia, ni exigirse la acumulación de procesos. 
 
Artículo 77. El artículo 9A de la Ley 793 de 2002 quedará así: 

Artículo 9A. Medios de prueba. Son medios de prueba la inspección, la peritación, el documento, el testimonio, la confesión 
y el indicio. 
 
El fiscal podrá decretar la práctica de otros medios de prueba no contenidos en esta ley, de acuerdo con las disposiciones que 
lo regulen, respetando siempre los derechos fundamentales. 
Se podrán utilizar los medios mecánicos, electrónicos y técnicos que la ciencia ofrezca y que no atenten contra la dignidad 
humana. 
 
Las pruebas practicadas válidamente en una actuación judicial o administrativa dentro o fuera del país, podrán trasladarse y 
serán apreciadas de acuerdo con las reglas de la sana crítica y con observancia de los principios de publicidad y contradicción 
sobre las mismas. 
 
Artículo 78. Deróguese el artículo 10 de la Ley 793 de 2002. 

 
Artículo 79. El artículo 11 de la Ley 793 de 2002 quedará así: 

Artículo 11. De la competencia. Conocerá de la acción el Fiscal General de la Nación, directamente, o a través de los 
fiscales delegados que conforman la Unidad Nacional para la Extinción del Derecho de Dominio y contra el Lavado de Activos 
o en su defecto los fiscales delegados ante los Jueces Penales del Circuito Especializado. De acuerdo con sus atribuciones 
constitucionales y legales, el Fiscal podrá conformar unidades especiales de extinción de dominio.
 
La segunda instancia de las decisiones proferidas en el trámite de extinción de dominio, se surtirá ante la Unidad de Fiscalías 
Delegadas ante el Tribunal - Extinción del Derecho de Dominio y contra el Lavado de Activos. 
 
Corresponderá a los Jueces Penales del Circuito Especializados de Extinción de Dominio de Bogotá, proferir la sentencia de 
primera instancia que resuelva sobre la extinción de dominio, sin importar el lugar de ubicación de los bienes. La segunda 
instancia se surtirá ante la Sala de Extinción de Dominio del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá. 
 
Artículo 80. El artículo 12 de la Ley 793 de 2002 quedará así: 

Artículo 12. Fase inicial. La fase inicial será adelantada por el fiscal competente. Esta fase tendrá como finalidad identificar 
los bienes sobre los cuales podría recaer la acción, recaudar los medios de prueba que evidencien cualquiera de las causales 
previstas en el artículo 2° y que quebranten la presunción de buena fe exenta de culpa respecto de bienes en cabeza de 
terceros. La fase inicial terminará con la resolución de inicio o inhibición, según fuere el caso. 
 
En esta fase o en cualquier momento del proceso el fiscal podrá decretar medidas cautelares de embargo, secuestro y 
suspensión del poder dispositivo de cualquier tipo de bien, lo cual incluye las divisas, los metales y piedras preciosas, dinero 
en depósito en el sistema financiero, de títulos valores y los rendimientos de los anteriores, lo mismo que la orden de no 
pagarlos aún sin su secuestro o aprehensión, así como también la ocupación y la incautación sobre bienes cautelados. 

En todo caso, la Dirección Nacional de Estupefacientes será el secuestre o depositario de los bienes objeto de medidas 
cautelares. 
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Los bienes muebles e inmuebles sobre los que se adopten medidas cautelares quedarán de inmediato a disposición de la 
Dirección Nacional de Estupefacientes, a través del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen 
Organizado –Frisco–, quien podrá enajenarlos, directamente o a través de terceras personas, de acuerdo con las normas 
aplicables a la venta de bienes con extinción de dominio. Mientras no se produzca la enajenación, la Dirección Nacional de 
Estupefacientes deberá proveer por su adecuada administración de acuerdo con los sistemas previstos en la Ley 785 de 2002 
y en sus normas reglamentarias. 

De conformidad con lo establecido en el inciso anterior, el Gobierno reglamentará lo relativo a las garantías para los casos en 
que no se declare la extinción de dominio. 
 
La Dirección Nacional de Estupefacientes podrá, mediante resolución motivada, ordenar la revocatoria, suspensión o 
terminación, según fuere el caso, de los actos administrativos de designación en depósito provisional o cualquier tipo de 
contrato sobre los mencionados bienes suscritos con terceros o entre los depositarios provisionales y terceros. Sin perjuicio 
de la obligación de restitución inmediata a favor de la Dirección Nacional de Estupefacientes, en aquellos casos en los que los 
depositarios provisionales, arrendatarios o cualquier otro tipo de contratistas que estén adelantando actividades económicos 
en dichos bienes, deberán en el término de cuatro (4) meses contados a partir de la notificación de la revocatoria, suspensión 
o terminación, presentar ante la Dirección Nacional de Estupefacientes, la reclamación liquidatoria debidamente sustentada 
de los perjuicios que se le hayan podido causar con la revocatoria, suspensión o terminación a que se hace referencia. 
 
La Dirección Nacional de Estupefacientes resolverá la petición de indemnización mediante acto administrativo motivado. 
Cuando en el acto administrativo se reconocieren sumas a favor del peticionario, estas serán pagadas por la Dirección 
Nacional de Estupefacientes. 
 
El acto administrativo que resuelva la solicitud es susceptible de los recursos de la vía gubernativa y de las acciones 
contencioso administrativas de acuerdo con las reglas generales. 
 
La Dirección Nacional de Estupefacientes hará una visita de campo de verificación del uso de los bienes y levantará un acta en 
la que consten las inversiones y explotaciones económicas que se ejecutaron o se adelanten en el respectivo bien. 
Las autoridades administrativas y de policía prestarán todo el apoyo que requiera la Dirección Nacional de Estupefacientes 
para efectivos los actos administrativos que se profieran para los fines de esta ley. 
Parágrafo 1°. El Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado, es una cuenta especial 
sin personería jurídica administrada por la Dirección Nacional de Estupefacientes, de acuerdo con las políticas trazadas por el 
Consejo Nacional de Estupefacientes. 

Los bienes, el producto de su venta y administración, así como los recursos objeto de extinción de dominio, ingresarán al 
Fondo para la Rehabilitación, Inversión, Social y Lucha contra el Crimen Organizado y serán asignados por el Consejo Nacional 
de Estupefacientes, para fines de inversión social, seguridad y lucha contra la delincuencia organizada, rehabilitación de 
militares y policías heridos en combate, cofinanciación del sistema de responsabilidad penal adolescente, infraestructura 
carcelaria, fortalecimiento de la administración de justicia y funcionamiento de la Dirección Nacional de Estupefacientes. 
 
Parágrafo 2°. La Dirección Nacional de Estupefacientes, con cargo a los recursos del Fondo para la Rehabilitación, Inversión 
Social y Lucha Contra el Crimen Organizado, Frislco, y la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional - Acción Social, con cargo a los recursos del Fondo para la Reparación de las Víctimas, podrán efectuar los 
gastos que sean necesarios para la protección, administración, conservación y mantenimiento de los bienes a su cargo. 

 
Parágrafo 3°. El pago de las obligaciones tributarias relacionadas con los bienes que administre la Dirección Nacional de 
Estupefacientes y Acción Social-Fondo para la Reparación de las Víctimas, se regirá por lo dispuesto en el artículo 9° de la 
Ley 785 de 2002. 
 
Parágrafo 4°. La enajenación de los bienes sujetos a registro, se efectuará mediante acto administrativo el cual una vez 
inscrito en la oficina correspondiente, constituirá título traslaticio de dominio suficiente. 
 
Parágrafo 5°. En lo relacionado con el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, continuarán vigentes los 
artículos 23 de la Ley 793 de 2002 y 70 de la Ley 915 de 2004. 
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Artículo 81. El artículo 78 de la Ley 1395 de 2010 que adiciona el artículo 12 de la Ley 793 de 2002, con el artículo 
12A quedará así: 

Artículo 12A. Durante la fase inicial y de investigación con el propósito de recaudar pruebas que fundamenten el trámite de 
extinción, el fiscal podrá utilizar las siguientes técnicas de investigación: 
 
a) Registros y allanamientos; 
 
b) Interceptación de comunicaciones telefónicas y similares; 
 
c) Recuperación de información dejada al navegar por internet u otros medios tecnológicos que produzcan efectos equivalentes; 

y vigilancia de cosas. 
 
Cuando se decrete la práctica de las anteriores técnicas de investigación, se deberá proferir resolución de sustanciación que 
contenga las razones o motivos fundados para su práctica. 
 
El control de garantía y legalidad se hará ante los jueces de extinción de dominio. 

 
Artículo 82. El artículo 13 de la Ley 793 de 2002 quedará así: 

Artículo 13. Procedimiento. El trámite de la acción de extinción de dominio se cumplirá de conformidad con las siguientes 
reglas: 
 
1. El fiscal a quien le corresponda el trámite del proceso, ordenará notificar la resolución de inicio de la acción de extinción de 
dominio a los titulares de derechos reales principales y accesorios de los bienes objeto de la misma.

La notificación se surtirá de manera personal y en subsidio por aviso, de conformidad con los artículos 315 y 320 del Código 
de Procedimiento Civil. En los eventos previstos en el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, se procederá al 
emplazamiento allí consagrado. El fiscal directamente o a través de cualquier funcionario público podrá asumir las funciones 
que le son asignadas a las empresas de servicio postal autorizado, para efectos de llevar a cabo cualquier procedimiento de 
notificación, en aquellos lugares en donde estas empresas no presten sus servicios o cuando las condiciones de cualquier 
proceso así lo ameriten. 
 
La notificación de quien debe ser notificado personalmente podrá realizarse en cualquiera de los siguientes sitios: 
a) En el lugar de habitación; 
 
b) En el lugar de trabajo; 
 
c) En el lugar de ubicación de los bienes. 

 
En el evento de que en la fase inicial el fiscal hubiese efectuado una notificación personal en virtud de la materialización de 
una medida cautelar, o cuando el afectado hubiese actuado en la fase inicial, se entenderá que se encuentra vinculado a la 
actuación y por ende la resolución de inicio se le notificará por estado. 
 
Si aún no se ha hecho en la fase inicial, el fiscal decretará y practicará las medidas cautelares en cualquier tiempo, incluso 
antes de notificada la resolución de inicio a los afectados. Contra esta resolución procederán los recursos de ley y en caso de 
revocarse la resolución de inicio, se someterá al grado jurisdiccional de consulta. Ningún recurso suspenderá la ejecución o 
cumplimiento de la medida cautelar. 
Los titulares de derechos reales principales y accesorios tendrán un término de diez (10) días contados a partir del día 

siguiente al de su notificación, para presentar su oposición y aportar o pedir las pruebas. 
 

1. La resolución de inicio se informará al agente del Ministerio Público por cualquier medio expedito de comunicación. 

 2. En la resolución de inicio se ordenará emplazar a los terceros indeterminados de conformidad con lo establecido en el 
artículo 318 del Código de Procedimiento Civil. A los terceros indeterminados que no concurran, se les designará 
curador ad lítem en los términos establecidas en el artículo 9º y 318 del Código de Procedimiento Civil. Los terceros 
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indeterminados que se presenten a notificarse personalmente dentro del término del emplazamiento, tendrán diez (10) 
días para presentar sus oposiciones. El curador de los terceros indeterminados que no concurran, contará con el término 
de diez (10) días contados a partir del día siguiente al de su notificación, personal para presentar oposiciones y aportar o 
pedir pruebas. 

3. Transcurrido el término anterior, el fiscal abrirá el proceso a pruebas por el término de treinta (30) días, donde ordenará 
la incorporación de las pruebas aportadas que obren en el expediente y decretará las que hayan sido oportunamente 
solicitadas y las que de oficio considere. La resolución que niegue pruebas es susceptible de recurso de reposición. 

4. Concluido el término probatorio, se correrá traslado para alegar de conclusión por el término común de cinco (5) días. 
 
5. Transcurrido el término anterior, durante los treinta (30) días siguientes el fiscal dictará resolución declarando la procedencia 

o improcedencia de la acción de extinción de dominio, la cual se regirá por las siguientes reglas: 
 
a) La procedencia se declarará mediante resolución apelable; 
 
b) La improcedencia respecto de terceros de buena fe exentos de culpa, se declarará mediante resolución apelable. En caso 

de que no sea apelada, deberá surtirse el grado jurisdiccional de consulta; 

c) Los demás casos de improcedencia, se declararán mediante resolución apelable. En el evento de que la improcedencia 
no sea apelada o en caso que la apelación hubiera confirmado la improcedencia, la actuación deberá remitirse al juez 
competente para que este adopte la decisión definitiva en la sentencia, previo agotamiento de todas las etapas que deben 
surtirse. En todo caso la improcedencia no surtirá efecto alguno hasta tanto sea ratificado en la sentencia. 

6. Ejecutoriada la resolución de que trata el numeral anterior, el fiscal remitirá el expediente completo al juez competente. El 
juez correrá traslado a los intervinientes por el término de cinco (5) días, para que soliciten o aporten pruebas. Decretadas 
las pruebas, el juez tendrá veinte (20) días para practicadas. Cumplido lo anterior, correrá traslado por el término común de 
cinco (5) días para alegar de conclusión. 

Vencido el término del traslado dentro de los treinta (30) días siguientes, el juez dictará sentencia declarando o negando la 
extinción de dominio. La sentencia que se profiera tendrá efectos erga omnes. 
 
En contra de la sentencia sólo procederá en el efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto por los intervinientes 
o por el Ministerio Público, que será resuelto por el superior dentro de los treinta (30) días siguientes a aquel en que 
el expediente llegue a su despacho. La sentencia de primera instancia que niegue la extinción de dominio y que no sea 
apelada, se someterá en todo caso a grado jurisdiccional de consulta. Los términos establecidos en el presente artículo son 
improrrogables y de obligatorio cumplimiento y su desconocimiento se constituirá en falta disciplinaria gravísima. 
 
Artículo 83. El artículo 14A de la Ley 793 de 2002 quedará así: 

Artículo 14A. Recursos. En los procesos de extinción de dominio únicamente procede el recurso de apelación contra las 
siguientes providencias: 

a) La resolución de inicio, en el efecto devolutivo; 
 
b) La resolución de inhibición, en el efecto suspensivo; 
 
c) La resolución de procedencia, en el efecto devolutivo; 
 
d) La resolución de improcedencia respecto de terceros de buena fe exentos de culpa, en el efecto suspensivo; 
 e) En los demás casos de resolución de improcedencia, en el efecto devolutivo; 
 
f) La sentencia de primera instancia, en el efecto suspensivo. 

 
La providencia que deniegue el recurso de apelación sólo será susceptible de recurso de reposición, salvo cuando se trate 
de la apelación de la sentencia de primera instancia, evento en el cual procederá el recurso de reposición y en subsidio la 
solicitud de copias para la interposición del recurso de queja. 
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Artículo 84. El artículo 16 de la Ley 793 de 2002, quedará así: 

Artículo 16. Causales o nulidad. Serán causales de nulidad únicamente las establecidas en el artículo 140 del Código de 
Procedimiento Civil y su trámite será el señalado en el artículo anterior. 
 
Artículo 85. Requerimientos. La Ley 793 de 2002 tendrá un artículo 19C, el cual quedará así: 

Artículo 19C. Requerimientos. Las entidades públicas como el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, Catastro departamental, 
Instrumentos Públicos, Notariado y Registro, la Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF), entre otras; así como 
entidades privadas que sean objeto de requerimientos por parte de policía judicial, en razón de su objeto social, deberán 
atender dichos requerimientos de manera inmediata, oportuna y gratuita, en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles una 
vez radicado el requerimiento. 

Los gastos de envío serán asumidos por la entidad que expide los documentos, el servidor público responsable en una 
entidad pública que incumpla con el tiempo establecido incurrirá en falta disciplinaria. Las sociedades que incumplan este 
requerimiento en el plazo serán sancionadas con multa de 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes, de conformidad 
con lo señalado en el artículo 86 de la Ley 222 de 1995. 

 
Artículo 86. Vigencia de las normas sobre extinción de dominio. Las normas sobre extinción de dominio a que se 
refiere esta ley, entrarán en vigencia a partir de su promulgación y se aplicarán a los procesos iniciados con anterioridad 
a la presente a la ley. El tránsito de legislación se sujetará a lo previsto en el artículo 699 del Código de Procedimiento 
Civil. Tratándose de notificaciones personales y emplazamientos, el fiscal del caso tendrá la facultad de disponer que 
se surtan íntegramente con base en lo establecido en esta ley, evento en el cual ordenará dejar sin valor y efecto las 
actuaciones tendientes a notificar y emplazar que se pudieron haber surtido con base en la legislación anterior. 

  
CAPÍTULO IV 

Medidas para garantizar la seguridad ciudadana relacionadas con el Código de la Infancia y la Adolescencia 
 

Artículo 87. Funciones de la Policía Nacional para garantizar los Derechos de los Niños, las Niñas y los 
Adolescentes. El artículo 89 de la Ley 1098 de 2006 modificará los numerales 16, 17 y tendrá un numeral 18, los 
cuales quedarán así:

16. Adelantar labores de vigilancia y control de las instituciones encargadas de ejecutar las sanciones establecidas en el 
presente Código, a fin de garantizar la seguridad de los niños, niñas y adolescentes y evitar su evasión. De manera 
excepcional, la Policía de Infancia y Adolescencia a solicitud del operador, de la autoridad judicial o administrativa 
podrá realizar control interno en casos de inminente riesgo en la integridad física y personal de los adolescentes 
o de los encargados de su cuidado personal. 

17. Prestar la logística y el recurso humano necesario para el traslado a donde haya lugar de niños, niñas y 
adolescentes infractores de la ley penal cuando así lo dispongan las autoridades judiciales y administrativas. El 
cumplimento de este numeral no excluye la corresponsabilidad de los entes territoriales. 

 
18. Los Comandantes de Estación de acuerdo con su competencia, podrán ordenar el cierre temporal de los 

establecimientos abiertos al público de acuerdo con los procedimientos señalados en el Código Nacional de 
Policía, en cumplimiento de las funciones establecidas en los numerales 4, 5, 6 y 7 del presente artículo, de 
conformidad con los principios rectores y lineamientos establecidos en este Código. 

Artículo 88. Concepto de la privación de la libertad. El artículo 160 de la Ley 1098 de 2006 quedará así: 

Artículo 160. Concepto de la privación de la libertad. Se entiende por privación de la libertad toda forma de internamiento, 
en un establecimiento público o privado, con personal adecuado, instalaciones suficientes, medios idóneos, y 
experiencia probada; ordenada por autoridad judicial, del que no se permite al adolescente salir por su propia voluntad. 
Los centros deben cumplir con las condiciones de seguridad para evitar la evasión de los adolescentes. Si el 
adolescente se evade, el juez deberá, de manera inmediata, ordenar su aprehensión y la revisión de la sanción. 
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Artículo 89. Sanciones. El artículo 177 de la Ley 1098 de 2006 quedará así: 

Artículo 177. Sanciones. Son sanciones aplicables a los adolescentes a quienes se les haya declarado su responsabilidad 
penal: 
La amonestación. 
 
Imposición de reglas de conducta. 

La prestación de servicios a la comunidad. 
 
La libertad asistida. 
 
La internación en medio semicerrado. 
 
La privación de libertad en centro de atención especializado. 
 
Las sanciones previstas en el presente artículo se cumplirán en programas o centros de atención especializados los que 
deberán acogerse a los lineamientos técnicos que para cada sanción defina el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar. 
 
Parágrafo 1°. Para la aplicación de todas las sanciones la autoridad competente deberá asegurar que el adolescente esté 
vinculado al sistema educativo. El Defensor de Familia o quien haga sus veces deberán controlar el cumplimiento de esta 
obligación y verificar la garantía de sus derechos. 

Parágrafo 2°. El juez que dictó la sanción será el competente para controlar su ejecución. 

Parágrafo 3°. Los centros de atención especializada deberán cumplir lo establecido en los artículos 50 y 141 del 
Código de la Infancia y la Adolescencia. 
 
Artículo 90. La privación de la libertad. El artículo 187 de la Ley 1098 de 2006 quedará así: 

Artículo 187. La privación de la libertad. La privación de la libertad en centro de atención especializada se aplicará a los 
adolescentes mayores de dieciséis (16) y menores de dieciocho años (18) que sean hallados responsables de la comisión de 
delitos cuya pena mínima establecida en el Código Penal sea o exceda de seis años de prisión. 
En estos casos la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración desde un (1) año hasta cinco 
(5) años, salvo lo dispuesto en los incisos siguientes. 
 
La privación de libertad en Centro de Atención Especializada se aplicará a los adolescentes mayores de catorce (14) 
y menores de dieciocho (18) años, que sean hallados responsables de homicidio doloso, secuestro, extorsión en 
todas sus formas y delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual. 
 
En estos casos, la privación de libertad en centro de atención especializada tendrá una duración desde dos (2) 
hasta ocho años (8), con el cumplimiento total del tiempo de sanción impuesta por el juez, sin lugar a beneficios 
para redimir penas. 
 
En los casos en que el adolescente haya sido víctima del delito de constreñimiento de menores de edad para la 
comisión de delitos o reclutamiento ilícito no se aplicará privación de la libertad. 
 
Parte de la sanción de privación de libertad podrá ser sustituida por cualquiera de las otras sanciones previstas 
en el artículo 177 de este Código por el tiempo que fije el juez. El incumplimiento de la sanción sustitutiva podrá 
acarrear la aplicación de la privación de la libertad impuesta inicialmente o la aplicación de otra medida. En ningún 
caso, la nueva sanción podrá ser mayor al tiempo de la sanción de privación de libertad inicialmente previsto.

Parágrafo. Si estando vigente la sanción de privación de libertad el adolescente cumpliere los dieciocho años de edad 
continuará cumpliéndola hasta su terminación en el Centro de Atención Especializada de acuerdo con las finalidades 
protectora, educativa y restaurativa establecidas en la presente ley para las sanciones. 
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Los Centros de Atención Especializada prestarán una atención pedagógica, específica y diferenciada entre los adolescentes 
menores de dieciocho años de edad y aquellos que alcanzaron su mayoría de edad y deben continuar con el 
cumplimiento de la sanción. 

Esta atención deberá incluir su separación física al interior del Centro, así como las demás garantías 
contenidas en la Constitución Política y en los Tratados o Convenios Internacionales de Derechos Humanos 
ratificados por Colombia, en especial, la Convención sobre los Derechos del Niño. 

Artículo 91. Sanción para contravenciones de policía cometidas por adolescentes. El artículo 190 de la Ley 
1098 de 2006 quedará así: 

Artículo 190. Sanción para contravenciones de policía cometidas por adolescentes. Las contravenciones de policía 
cometidas por adolescentes serán sancionadas de la siguiente manera: 
Será competente para conocer el proceso y sancionar el Comisario de Familia del lugar donde se cometió la contravención o 
en su defecto el Alcalde Municipal. 
 
Cuando las contravenciones dé lugar a sanciones pecuniarias, estas serán impuestas a quien tenga la patria potestad o la 
custodia y este será responsable de su pago, el cual podrá hacerse efectivo por jurisdicción coactiva, conmutable con trabajo 
comunitario. 
 
Los sancionados por contravenciones serán incluidos en programas pedagógicos de educación liderados por las 

Alcaldías. 
 

Artículo 92. Emancipación judicial. Adicionar un numeral 5 al artículo 315 del Código Civil, modificado por el 
artículo 45 del Decreto 2820 de 1974, el cual quedará así: 

5. Cuando el adolescente hubiese sido sancionado por los delitos de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus 
formas y delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual y se compruebe que los padres favorecieron 
estas conductas sin perjuicio de la responsabilidad penal que les asiste en aplicación del artículo 25 numeral 2 del Código 
Penal, que ordena. 

 
Artículo 93. Explotación de menores de edad. El que utilice, instrumentalice, comercialice o mendigue con 
menores de edad directamente o a través de terceros incurrirá en prisión de 3 a 7 años de prisión y el menor será 
conducido al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para aplicar las medidas de restablecimientos de derechos 
correspondientes. 
 
La pena se aumentará a la mitad cuando el actor sea un pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o primero civil. 
 
Artículo 94. Adiciónese dos nuevos parágrafos al artículo 42 de la Ley 1098 de 2006, así: 

Parágrafo 1°. Considérese obligatorio que todas las instituciones educativas públicas y privadas estructuren un módulo 
articulado al PEI –Proyecto Educativo Institucional– para mejorar las capacidades de los padres de familia y/o custodios 
en relación con las orientaciones para la crianza que contribuyan a disminuir las causas de la violencia intrafamiliar y sus 
consecuencias como: consumo de sustancias psicoactivas, embarazo en adolescentes, deserción escolar, agresividad entre 
otros. 
 
Parágrafo 2°. Las Secretarías de Educación Municipal y Departamental deberán orientar y supervisar las estrategias y metas 
del sistema psicopedagógico y las Instituciones deberán consignarlo dentro del Proyecto Educativo Institucional –PEI– como 
de obligatorio cumplimiento. 

Artículo 95. Política Pública de Prevención de la Delincuencia Juvenil. Dentro de los seis meses siguientes a 
la expedición de la presente ley, el Gobierno Nacional, en coordinación con el Consejo Superior de la Judicatura, el 
Consejo de Política Criminal y Penitenciaria, elaborará bajo un enfoque de derechos la Política Pública de prevención 
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de la delincuencia juvenil con la participación integral y concertada de las instituciones que conforman el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes y la Procuraduría General de la Nación. 

Las organizaciones juveniles registradas y con personería jurídica podrán participar y ser escuchadas en la construcción 
de la política pública de prevención de la delincuencia juvenil. 
 
En desarrollo de la política tratada en este artículo, se establecerán los roles y responsabilidades de las entidades 
territoriales, las cuales en virtud de los principios constitucionales, de coordinación, concurrencia y subsidiaridad entre 
los diferentes niveles de la administración pública, destinarán y apropiarán los recursos correspondientes para su 
implementación. 
 
Parágrafo. Para efectos de la preparación de la Política Pública de Prevención de la Delincuencia Juvenil se podrá 
invitar a los organismos multilaterales de los que Colombia hace parte. 
 
Artículo 96. Asistencia y rehabilitación de adolescentes. Los Centros de Atención Especializada contarán con 
programas pedagógicos y de rehabilitación para los adolescentes internados en ellos y que tengan problemas de 
drogadicción. 
 
Los programas de que trata el presente artículo estarán a cargo de profesionales especializados y quienes deberán 
brindar todos los elementos para la recuperación y resocialización del adolescente. 
 
Parágrafo 1°. Todas las entidades y establecimientos públicos dentro del Copaso –Comité Paritario de Salud Ocupacional– 
entidad adscrita al Ministerio de la Protección Social, deberán incluir la ejecución de talleres que conlleven a concientizar a 
sus funcionarios en los factores protectores para la prevención de violencia intrafamiliar, sus deberes y derechos, prevención 
del consumo de alcohol y sustancias psicoactivas y embarazos no deseados, para así ayudar a disminuir los riesgos laborales 
que esta circunstancia conlleva. 
 
Parágrafo 2°. Las entidades y establecimientos públicos deben presentar la inclusión del ítem de factores para la prevención 
de la videncia intrafamiliar dentro del plan de trabajo, según el artículo 21, literal f), artículo 35 y 63 del Decreto 1295 de 1994. 

 
 

CAPÍTULO V 

Disposiciones en materia de seguridad y convivencia en el deporte profesional 
 

Artículo 97. El que dentro de un espectáculo deportivo, estadio, cancha, tribuna, en el entorno de este, o con ocasión 
del evento deportivo comete cualquiera de las siguientes conductas, incurrirá en multa de cinco (5) a diez (10) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes y prohibición de acudir a escenarios deportivos por un periodo entre seis (6) 
meses a tres (3) años: 

 
1. Pretender ingresar, o estar en posesión o tenencia de cualquier tipo de arma de fuego, arma blanca, u objetos 

peligrosos. 
 
2. Pretender ingresar, o estar en posesión o tenencia de cualquier tipo de estupefacientes. 

3. Promover o causar violencia contra miembros de la fuerza pública, con el fin de evitar que esta ejecute un acto 
propio del servido. 

 
4. Invadir el terreno de juego en torneo profesional. 
 
5. No atienda las recomendaciones de los cuerpos de logística en lo que tiene que ver con la ubicación y tránsito de 

lugares no autorizados para el público, en torneo profesional. 
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6. Pretender ingresar o ingerir bebidas alcohólicas en torneo de fútbol profesional. 
 

Serán agravantes de la conducta cualquiera de las que a continuación se enumeran, y en tal caso tendrán como 
sanción multa de ocho (8) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes y prohibición de acudir a 
escenarios deportivos por un periodo entre un (1) año a seis (6) años: 

 
1. Ser organizador o protagonista en el evento deportivo. 
 
2. Ser dirigente de un club con deportistas profesionales. 
 
3. Actuar bajo los efectos de estupefacientes, psicotrópicos, estimulantes o sustancias análogas. 

 
Artículo 98. Incitación a la agresión física o verbal, o daños a infraestructura deportiva, pública, residencial 
o comercial con ocasión de espectáculo deportivo. Sin perjuicio de las penas contempladas en la Ley 599 de 
2000, el que dentro de un espectáculo deportivo, estadio, cancha, tribuna, en el entorno de este, o con ocasión del 
evento deportivo incite o cometa acto de agresión física o verbal sobre otra persona, o daños a infraestructura deportiva 
pública, residencial o comercial, será sancionado con una multa y la prohibición de ingresar a escenarios deportivos 
de la siguiente forma: 

 
a) Agresión física: La multa será de veinte (20) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes y prohibición 

de acudir a escenarios deportivos por un período entre tres (3) años y cinco (5) años; 
 
b) Agresión verbal: La sanción será a través de trabajo social con la comunidad sobre la formación pedagógica para la 

prevención y el desarrollo social de la convivencia en los escenarios deportivos. 
En caso de reincidencia, la multe será de uno (1) a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales vigentes y prohibición 

de acudir a escenarios deportivos por un período entre un (1) año hasta tres (3) años; 
 
c) Daño a infraestructura deportiva, pública, residencial o comercial, la multa será de veinte (20) a cien (100) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes y prohibición de acudir a escenarios deportivos por un período entre dos (2) 

años y cuatro (4) años. 
 

Parágrafo 1°. Se entenderá por infraestructura deportiva, los estadios, las canchas, escenarios deportivos, instalaciones 
de los clubes, centros de entrenamiento y se hace extensivo a los medios de transporte que movilicen jugadores, 
directivos e hinchas. 
 
Parágrafo 2°. El menor de edad que incurra en las conductas descritas será conducido por la Policía Nacional 
para que se llame a quienes ostenten la patria potestad y hacerlos solidarios en las sanciones aquí previstas 
y a que hubiere lugar. Se iniciará proceso de pérdida de custodia del menor. 

 
 
 

CAPÍTULO VI 

Otras medidas para garantizar la seguridad ciudadana 
 
Artículo 99. El artículo 128 de la Ley 906 de 2004 quedará así: 

Artículo 128. Identificación o individualización. La Fiscalía General de la Nación estará obligada a verificar la correcta 
identificación o individualización del imputado, a fin de prevenir errores judiciales. 
 
En los eventos en que el capturado no presente documento de identidad, la Policía Judicial tomará el registro decadactilar y 
verificará la identidad con documentos obtenidos en la Registraduría Nacional del Estado Civil y sus delegadas, de manera 
directa, o a través de la consulta de los medios técnicos o tecnológicos de los que se dispongan o tengan acceso. 
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En caso de no lograrse la verificación de la identidad, la policía judicial que realizó la confrontación remitirá el registro 
decadactilar de manera inmediata a la Registraduría Nacional del Estado Civil a efectos de que expida copia de la fotocédula, 
en un tiempo no superior a 24 horas. 

En caso de no aparecer la persona en los archivos de la Registraduría Nacional del Estado Civil, esta autoridad lo registrará de 
manera excepcional y por única vez, con el nombre que se identificó inicialmente y procederá a asignarle un cupo numérico, 
sin tener que agotar los procedimientos regulados en el Decreto 1260 de 1970, o demás normas que lo modifiquen o 
complementen. 
 
Concluido el procedimiento la Registraduría Nacional del Estado Civil informará los resultados a la autoridad solicitante. 
 
Artículo 100. Toda persona que obtenga el permiso para el porte de armas, deberá contratar una póliza de 
responsabilidad civil, para amparar los daños y perjuicios a terceras personas derivada del uso de la misma. Dicha 
póliza deberá ser expedida por una compañía de seguros debidamente autorizada. El valor asegurado por cada arma 
autorizada, no será inferior a 400 salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
  
Artículo 101. Con el fin de desarrollar la Política de Seguridad Ciudadana, el Gobierno Nacional presentará al Congreso 
de la República durante los seis meses siguientes a la sanción de esta ley, un proyecto de ley tendiente a establecer los 
aspectos relativos a la prevención del crimen y del delito, formación, educación y cultura de la no violencia en el país. 
 
Artículo 102. Suprímase el numeral 4 del artículo 211 del Código de Policía, Decreto 1355 de 1970. 
 
Artículo 103. Política de salud mental en establecimientos carcelarios y de resocialización de jóvenes. 
Autorízase la implementación de atención psicológica y psiquiátrica penitenciaria, en pro del mejoramiento de las 
condiciones de vida de las personas con trastornos mentales recluidas en las cárceles colombianas, que incluya un 
programa articulado para la detección temprana de trastornos mentales en esta población. 
 
Artículo 104. Confiérase por el término de seis (6) meses al Gobierno Nacional facultades extraordinarias para ampliar 
la planta de personal de la Fiscalía General de la Nación, creando los cargos que sean necesarios para que esta entidad 
pueda contar con los recursos humanos requeridos, en orden a investigar y judicializar eficazmente los hechos punibles 
cometidos por cualquier organización armada ilegal conforme a las normas aplicables. 
 
Artículo 105. Manipulación de equipos terminales móviles. El que manipule, reprograme, remarque o modifique 
los terminales móviles de los servicios de comunicaciones en cualquiera de sus componentes, con el fin de alterar 
las bases de datos positivas y negativas que se crearán para el efecto y que administrará la entidad regulatoria 
correspondiente, incurrirá en prisión de seis (6) a ocho (8) años y multa de seis (6) a setecientos (700) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes. 
 
La reglamentación para la elaboración de las referidas bases de datos será máximo tres (3) meses después de 
expedida la ley. A más tardar el 1° de enero de 2012 las bases de datos deberán estar en funcionamiento. 
 
La pena se incrementará en una tercera parte, si quien realice las conductas descritas en el inciso anterior hace parte 
de una red, grupo u organización de carácter delincuencial o criminal. 
 
Queda excluido de este delito el desbloqueo de las bandas de los terminales móviles. 
 
En la misma pena incurrirá la persona que active terminales móviles de servicios de comunicaciones con violación de 
las disposiciones y procedimientos establecidos en la ley o fijados por la entidad regulatoria correspondiente. 
 
Los equipos terminales que hayan sido alterados, conforme a los verbos rectores de este tipo penal, serán decomisados 
por las autoridades de policía. Cuando la detección la haga el proveedor de servicios, procederá a efectuar la respectiva 
denuncia ante las autoridades competentes previa retención del equipo. 
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Artículo 106. Adiciónese un numeral 21 al artículo 22 de la Ley 1341 de 2009, así: 

 
21.Definir las condiciones en las cuales los operadores de comunicaciones, comercializadores y distribuidores deberán 

garantizar que las bandas de los terminales móviles estén desbloqueadas para que el usuario pueda activarlos en cualquier 
red, así como definir las condiciones y características de bases de datos, tanto positivas como negativas, que contengan 
la información de identificación de equipos terminales móviles, así como establecer las obligaciones de los proveedores 
de redes y servicios de comunicaciones, comercializadores, distribuidores o cualquier comerciante de equipos terminales 
móviles, y las relativas al reporte de la información de identificación de dichos equipos ante la CRC y al suministro 
de esta información a los usuarios. Las bases de datos de que trata el presente numeral, deberán ser implementadas 
y administrativas de manera centralizada, a través de un tercero, por parte de los proveedores de redes y servicios 
de comunicaciones y la información consignada en dichas bases de datos tendrá carácter público, sin perjuicio de la 
información que contenga datos personales, la cual será protegida de conformidad con lo establecido por la ley.

Artículo 107. Dirección Nacional de Estupefacientes o quien haga sus veces. Cuando esta ley haga referencia 
a la Dirección Nacional de Estupefacientes debe entenderse que se refiere a esta entidad o a quien la sustituya o haga 
sus veces, según lo determine el Gobierno Nacional. 
  
Artículo 108. El artículo 74 del Código de Procedimiento Penal, Ley 906 de 2004, quedará así: 

Artículo 74. Delitos que requieren querella. Para iniciar la acción penal será necesario querella en los siguientes delitos, 
excepto cuando el sujeto pasivo sea un menor de edad: 

 
1. Aquellos que de conformidad con el Código Penal no tienen señalada pena privativa de la libertad. 
 
2. Inducción o ayuda al suicidio (C. P. artículo 107); lesiones personales sin secuelas que produjeren incapacidad para trabajar 

o enfermedad sin exceder de sesenta (60) días (C. P. artículo 112 incisos 1° y 2°); lesiones personales con deformidad 
física transitoria (C. P. artículo 113 inciso 1°); lesiones personales con perturbación funcional transitoria (C. P. artículo 114 
inciso 1°); parto o aborto preterintencional (C. P. artículo 118); lesiones personales culposas (C. P. artículo 120); omisión 
de socorro (C. P. artículo 131); violación a la libertad religiosa (C. P. artículo 201); injuria (C. P. artículo 220); calumnia 
(C. P. artículo 221); injuria y calumnia indirecta (C. P. artículo 222); injuria por vías de hecho (C. P. artículo 226); injurias 
recíprocas (C. P. artículo 227); violencia intrafamiliar (C. P. artículo 229); maltrato mediante restricción a la libertad física (C. 
P. artículo 230); inasistencia alimentaria (C. P. artículo 233); malversación y dilapidación de los bienes de familiares (C. P. 
artículo 236); hurto simple cuya cuantía no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes 
(C. P. artículo 239 inciso 2°); alteración, desfiguración y suplantación de marcas de ganado (C. P. artículo 243); estafa cuya 
cuantía no exceda de ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales legales vigentes (C. P. artículo 246 inciso 3°); 
emisión y transferencia ilegal de cheques (C. P. artículo 248); abuso de confianza (C. P. artículo 249); aprovechamiento 
de error ajeno o caso fortuito (C. P. artículo 252); alzamiento de bienes (C. P. artículo 253); disposición de bien propio 
gravado con prenda (C. P. artículo 255); defraudación de fluidos (C. P. artículo 256); acceso ilegal de los servicios de 
telecomunicaciones (C. P. artículo 257); malversación y dilapidación de bienes (C. P. artículo 259); usurpación de tierras (C. 
P. artículo 261); usurpación de aguas (C. P. artículo 262); invasión de tierras o edificios (C. P. artículo 263); perturbación de 
la posesión sobre inmuebles (C. P. artículo 264); daño en bien ajeno (C. P. artículo 265); usura y recargo de ventas a plazo 
(C. P. artículo 305); falsa autoacusación (C. P. artículo 437); infidelidad a los deberes profesionales (C. P. artículo 445); 
Violación de los derechos de reunión y asociación (C. P. artículo 200). 

 
Artículo 109. Responsabilidad de vigilancia, control y prevención. La responsabilidad de la vigilancia, control y 
prevención respecto a los integrantes de las barras, aficionados y asistentes a los eventos deportivos, será compartida 
entre los clubes deportivos y las autoridades pertinentes. 

El recaudo de las multas de las que trata el presente título, estará a cargo de Instituto Colombiano del Deporte 
(Coldeportes), y así mismo este deberá reglamentar la fijación de los procedimientos, graduación de las sanciones y 
método mediante el cual los infractores sancionados podrán interpelar las mismas. 
 
Los recaudos que por este concepto se generen, el Instituto Colombiano del Deporte (Coldeportes) deberá destinarlos 
en programas de socialización y formación pedagógica que promuevan la paz, la tranquilidad, la convivencia en los 
estadios y escenarios deportivos. 
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Artículo 110. Créese la Comisión de Evaluación del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes –SRPA– 
integrada por un (1) delegado/a del Ministerio del Interior, un (1) delegado/a del ICBF quienes serán copresidentes de 
la comisión; un (1) delegado/a de la Procuraduría, un (1) delegado/a de la Defensoría del Pueblo, un (1) delegado/a 
de la Fiscalía, un (1) delegado/a del Consejo Superior de la Judicatura, un (1) delegado/a de la Policía de Infancia 
y Adolescencia, un (1) delegado/a de la Alianza por la Niñez, un (1) delegados/ as del Observatorio del Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes de la Universidad Nacional, dos (2) delegados/as de entidades territoriales. 
La Comisión tendrá como propósito verificar que el Sistema cumpla la finalidad pedagógica, específica y diferenciada 
y que garantice la justicia restaurativa, la verdad y la reparación del daño, para el cual fue creado. 
 
Dicha comisión ejercerá las siguientes funciones: 
 
• Evaluar el proceso que soporta el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes. 
 
• Identificar los aspectos críticos de la aplicación y operación del Sistema y los vacíos en la articulación de las 

instituciones responsables del mismo y elaborar el diagnóstico en el término establecido en este artículo. 
 
• Elaborar las recomendaciones pertinentes para lograr los ajustes necesarios identificados en los dos puntos 

anteriores. Estas recomendaciones deberán estar acompañadas de un Plan de Acción que permita a las diferentes 
entidades vinculadas al Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes ejecutar los correctivos de una 
manera eficaz y pertinente. 

 
• La Comisión de Evaluación del Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes – SRPA desarrollará la 

evaluación en un plazo no mayor a seis meses a partir de la expedición de la presente ley. 
 
Artículo 111. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga en lo pertinente las disposiciones 

que le sean contrarias. 
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El Presidente del honorable Senado de la República, 
Armando Benedetti Villaneda. 

 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Emilio Ramón Otero Dajud. 
 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Carlos Alberto Zuluaga Díaz. 

 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo. 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 
 

Publíquese y cúmplase. 
Dada en Medellín, a 24 de junio de 2011. 

 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

 
El Ministro del Interior y de Justicia, 

Germán Vargas Lleras. 
 

El Ministro de Defensa Nacional, 
Rodrigo Rivera Salazar. 

 
El Ministro de la Protección Social, 

Mauricio Santa María Salamanca. 
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